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PRÓLOGO

Los sistemas de justicia discriminatorios niegan a la mujer y a su familia la protección, la rendición 
de cuentas y la reparación, lo cual conduce a la impunidad para los perpetradores y a un patrón cí­
clico de nuevas violaciones de sus derechos. La justicia es un derecho en sí mismo así como un 
elemento habilitador de otros derechos. No obstante, muchas mujeres y niñas, particularmente 
aquellas que enfrentan formas de discriminación múltiple e interseccional, viven el sistema de jus­
ticia no como un bastión para los vulnerables sino como una preservación de privilegios para unas 
pocas personas. 

No puede concebirse la aplicación efectiva de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible sin 
el acceso a la justicia. Si ha de lograrse el compromiso de no dejar a nadie atrás, el sistema de jus­
ticia debe llegar a las personas excluidas. Al proteger los derechos de las mujeres a través de siste­
mas de justicia efectivos se construyen caminos para la inclusión, la reducción de la pobreza y la 
paz sostenible. 

Estas herramientas para el diseño de programas de acceso a la justicia para las mujeres explota 
experiencias, lecciones y prácticas prometedoras para garantizar sistemas de justicia inclusivos y 
no discriminatorios. Su espíritu es informar e inspirar una programación del acceso a  la justicia 
integral y sustentada en los derechos, donde se reconozcan los derechos de la mujer como indivi­
sibles e interdependientes. Estas herramientas señalan una determinación de explorar nuevas for­
mas de trabajar. 

Los principios centrales de una programación integradora del Grupo de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo —no dejar a nadie atrás, derechos humanos, igualdad de género y empoderamiento 
de las mujeres; sostenibilidad y resiliencia; y rendición de cuentas— aportan un catalizador opor­
tuno para recalibrar el trabajo del sistema de las Naciones Unidas sobre el acceso de las mujeres a 
la justicia.

Estamos preparados para trabajar con los Estados miembros, las organizaciones de la sociedad 
civil, los líderes religiosos y tradicionales, el sector privado y el resto del sistema de las Naciones 
Unidas para garantizar la utilización efectiva de estas herramientas a través de la cooperación téc­
nica en los niveles del país, la región y el mundo. 

Phumzile Mlambo-Ngcuka

Directora Ejecutiva
ONU-Mujeres

Zeid Ra’ad Al Hussein

Alto Comisionado
ACNUDH

Achim Steiner

Administrador
PNUD

2 A Practitioner’s Toolkit on Women’s Access to Justice Programming

FOREWORD

Discriminatory justice systems deny women and their families protection, accountability and 

reparation—leading to impunity for perpetrators and a cyclical pattern of further violations. 

Justice is a right in itself as well as an enabler of all other rights. Yet many women and girls—

particularly those who face multiple and intersecting forms of discrimination—experience the 

justice system not as a bastion for the vulnerable but rather as a preserve of a privileged few. 

The effective implementation of the 2030 Agenda for Sustainable Development is not conceivable 

without access to justice. If the commitment of leaving no one behind is to be attained, justice 

services must reach the excluded. When women’s rights are protected through effective justice 

systems, pathways are created for inclusion, poverty reduction and sustainable peace. 

This Practitioner’s Toolkit on Women’s Access to Justice Programming harnesses experiences, 

lessons and promising practices to ensure non-discriminatory and inclusive justice systems. It 

is meant to inform and inspire comprehensive, rights-based access to justice programming that 

recognizes women’s rights as indivisible and interdependent. The Toolkit signals a determination 

to explore new ways of doing business. 

The United Nations Development Group’s core principles for integrated programming—leave 

no one behind; human rights, gender equality and women’s empowerment; sustainability and 

resilience; and accountability—provide a timely catalyst for recalibrating the United Nations 

system’s work on women’s access to justice.

We stand ready to work with Member States, civil society organizations, religious and traditional 

leaders, the private sector and the rest of the United Nations system to ensure the effective 

utilization of this Toolkit through technical cooperation at country, regional and global levels. 

Phumzile Mlambo-Ngcuka

Executive Director

UN Women

Zeid Ra’ad Al Hussein

High Commissioner

OHCHR

Achim Steiner

Administrator

UNDP
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PREFACIO 

Estas herramientas para el diseño de programas de acceso a la justicia para las mujeres (las herra­
mientas) fueron desarrolladas conjuntamente por la Organización de las Naciones Unidas para Pro­
mover la Igualdad de Género y el Empoderamiento de las Mujeres (ONU-Mujeres), el Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga 
y el Delito (UNODC) y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (ACNUDH) con el fin de mejorar la impartición de justicia y sus resultados para las mu­
jeres y las niñas de todo el mundo.

El acceso de todos a la justicia es la prueba de fuego definitiva que define a las sociedades pacífi­
cas, justas e inclusivas y es una condición sine qua non de la igualdad sustantiva, los derechos hu­
manos y el desarrollo sostenible. 

En el ámbito mundial, las mujeres enfrentan barreras para obtener justicia en calidad de deman­
dantes, víctimas, testigos o infractoras, con frecuencia debido al fracaso institucional, normativo y 
legislativo en la erradicación de la discriminación, los prejuicios de género, los estereotipos, el es­
tigma, la indiferencia, la corrupción y la impunidad. Las mujeres que enfrentan las formas de dis­
criminación múltiple e interseccional, y aquellas agraviadas por conflictos y sus periodos posterio­
res, con frecuencia son relegadas de la impartición de justicia. 

Estas herramientas demuestran que a pesar las desafiantes barreras, estas no son insuperables. 
Ofrecen guías prácticas sobre formas de abordarlas en todos los sistemas de justicia y dentro de 
los siguientes contextos: los derechos relativos al matrimonio, la familia y la propiedad; la erradi­
cación de la violencia contra las mujeres; las mujeres en situaciones de conflicto con la ley, hacien­
do especial referencia a la programación al nivel del país. Reafirman la importancia de la justicia 
para las mujeres a través de una serie de ejemplos de programación innovadora, fundamentados 
en un enfoque en los derechos humanos y en tres puntos de entrada programáticos que se refuer­
zan mutuamente: (i) reformar aquellas normas, políticas y presupuestos del sistema jurídico, 
tanto formales como informales, que sean discriminatorios contra las mujeres; (ii) reformar a las 
instituciones de justicia para que sean eficaces, rindan cuentas y atiendan la perspectivas de gé­
nero y (iii) empoderar jurídicamente a las mujeres. Este enfoque de tres vertientes ofrece a las 
mujeres, como titulares de derechos, y a las instituciones, como garantes de los derechos, las he­
rramientas para una justicia transformadora.

Estas herramientas se diseñaron principalmente para el personal del sistema de las Naciones 
Unidas y presentan un menú de opciones que responde a las deficiencias actuales en la programa­
ción del acceso de las mujeres a la justicia y a la creciente demanda de asistencia técnica en esta 
área. Consolidan y complementan los recursos existentes y apuntan a estimular intervenciones más 
enérgicas de justicia con perspectiva de género para el ejercicio pleno de los derechos de las mu­
jeres y las niñas en todos los países.
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7-PAP	 Plan de acción de 7 puntos 
del Secretario General

ACNUDH	 Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos 
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de las Naciones Unidas para 
los Refugiados 

ASEAN	 Asociación de Naciones  
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1.0	Resumen
Estas Herramientas para el diseño de programas de acceso a la justicia para las mujeres 
están dirigidas principalmente al personal pertinente del sistema de las Naciones Unidas y 
fue diseñado para responder a las brechas actuales en la programación sobre el acceso de 
las mujeres a la justicia. También se apoya en la creciente demanda de asistencia técnica y 
el impulso para el cambio transformador que está evolucionando a partir de la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible. Se fundamenta en un acercamiento a la programación 
con sustento en los derechos humanos,1 apoya el acceso sostenible de las mujeres a la jus­
ticia a través de los cuatro principios de programación integrada del Grupo de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (GNUD) para los Marcos de Asistencia de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (MANUD) —no dejar a nadie atrás; derechos humanos, igualdad de género y 
empoderamiento de las mujeres; sostenibilidad y resiliencia; y rendición de cuentas— así 
como los tres puntos de entrada que se refuerzan mutuamente para la programación sobre 
el acceso de las mujeres a la justicia:

•	 Crear un entorno propicio para el acceso de las mujeres a la justicia mediante la refor­
ma de las normas jurídicas formales e informales que discriminan a las mujeres, lo cual 
incluye abordar la ausencia de normas con perspectiva de género y hacer que el ma­
croentorno sea más favorable para las necesidades de justicia de las mujeres. 

•	 Reformar las instituciones de justicia para que sean eficaces, rindan cuentas y atiendan 
la perspectiva de género, como puntos de contacto de primera línea. 

•	 Empoderar jurídicamente a las mujeres a través de acciones que sean importantes para 
sostener los dos primeros puntos de entrada. Se incluye el empoderamiento de las mu­
jeres y las niñas con las herramientas para conocer, reivindicar y ejercer sus derechos 
y ampliar ese conocimiento de los derechos de las mujeres a los hombres, los niños y 
las estructuras de poder de la comunidad.

En este sentido, estas herramientas explican 
más detalladamente las capacidades nece­
sarias con las que deben contar tanto los ti­
tulares de derechos para reivindicar sus de­
rechos como los garantes de los derechos 
para cumplir con sus obligaciones. Se basa en 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sosteni­
ble, y en otros acuerdos e instrumentos fun­
damentales, que incluyen: tratados internacio­
nales y regionales sobre derechos humanos; 
reglas y normas de las Naciones Unidas en 
materia de prevención del crimen y justicia 
penal; observaciones finales, recomendacio­
nes y comentarios de los órganos creados en 
virtud de tratados de derechos humanos y el 
Examen Periódico Universal (EPU); las Reso­
luciones de la Asamblea General y el Consejo 
de Seguridad de las Naciones Unidas (CSNU) 
referentes al mantenimiento de la paz; las Resoluciones del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas (RCSNU) sobre Mujeres, Paz y Seguridad (MPS); los Objetivos de Con­
solidación de la Paz y la Construcción del Estado (PSG) de los países del g7+; y el informe 
del Secretario General de la Asamblea General de las Naciones Unidas y el Consejo Econó­
mico y Social (ECOSOC), Nuevo posicionamiento del sistema de las Naciones Unidas para 
el desarrollo a fin de cumplir con la Agenda 2030: garantizar un futuro mejor para todos.

Resumen general 

del contenido y  

la finalidad de  

estas herramientas

Ban Ki-Moon, el octavo Secretario General  
de las Naciones Unidas

“La justicia es un aspecto central de los esfuerzos 
destinados a ayudar a las mujeres a convertirse 
en socias igualitarias en la toma de decisiones y 
el desarrollo. Sin justicia, las mujeres carecen de 
representación y poder y no ocupan el lugar que 
les corresponde por derecho. Pero con un orde­
namiento jurídico y sistemas judiciales adecua­
dos, las mujeres pueden prosperar, contribuir al 
progreso de la sociedad en su conjunto y ayudar 
a mejorar esos mismos sistemas para las genera­
ciones que disfrutarán de ellos en el futuro: hijas 
e hijos por igual”.

Fuente: ONU-Mujeres, El progreso de las mujeres en 

el mundo 2011-2012: en busca de la justicia, pág. 2, 

(Nueva York, 2011).

http://www.peacewomen.org/why-WPS/solutions/resolutions
http://undocs.org/A/72/124
http://undocs.org/A/72/124
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Las herramientas para el diseño de programas constan de cinco módulos. El Módulo 1 ofre­
ce un panorama general de los elementos clave de la programación sobre el acceso de las 
mujeres a la justicia, y los módulos del 2 al 5 proporcionan un análisis detallado temático 
en áreas específicas del acceso de las mujeres a la justicia. Concebidos como una herra­
mienta dinámica que responda a la rápida evolución del entorno del género y el desarrollo, 
los cinco módulos iniciales son los siguientes: 

•	 Módulo 1: La teoría y la práctica de la programación del acceso de las mujeres a la 
justicia

•	 Módulo 2: Los derechos relativos al matrimonio, la familia y la propiedad

•	 Módulo 3: La erradicación de la violencia contra las mujeres 

•	 Módulo 4: Las mujeres en conflicto con la ley

•	 Módulo 5: La programación a nivel del país

Esta introducción establece los fundamentos, la metodología y los componentes básicos 
que sustentan estas herramientas. Identifica el importante papel que desempeña el acceso 
de las mujeres a la justicia al abordar la discriminación por razón de género y la necesi­
dad de directrices específicas de programación sobre cómo lograrlo.

1.1	 La necesidad de estas herramientas
Un estimado de cuatro mil millones de personas viven excluidas de los beneficios del esta­
do de derecho y, como resultado, carecen de los medios para vivir dignamente y salir de la 
pobreza.2 La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible señala la urgencia de revertir esta 
tendencia. 

El objetivo 16 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) busca promover “sociedades 
pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos 
y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles”. Los medios 
para lograr esto se reflejan en parte en la Meta 16.3, que mide hasta qué punto se está pro­
moviendo el estado de derecho y la igualdad de acceso a la justicia para todos, en los pla­
nos nacional e internacional. Un análisis reciente de los Pioneros para sociedades pacíficas, 
justas e inclusivas demuestra que existen importantes sinergias entre el ODS 16 y otros ODS: 
hasta 36 Metas de los ODS son relevantes para la paz, la inclusión o el acceso a la justicia.3 
En este sentido, la comunidad mundial reconoce que no habrá desarrollo sostenible sin paz, 
ni habrá paz sin desarrollo sostenible.

Sin embargo, la justicia no será “igual” ni será para “todos” a menos que se aborden las cau­
sas fundamentales de la discriminación en su acceso y administración. En todo el mundo, 
las mujeres siguen experimentando la discriminación en el ejercicio de sus derechos a tra­
vés del prejuicio oficial, la corrupción, la impunidad, los estigmas, la indiferencia y los in­
cumplimientos sistemáticos. Los puntos de entrada fundamentales para revertir tales ten­
dencias son las leyes y los sistemas de justicia efectivos, reconocidos como mecanismos 
para dar forma a la sociedad, a través de la ejecución de la ley, la eliminación del abuso del 
poder y la creación de un camino claro para lograr los derechos.4 Aunque se han realizado 
avances constitucionales y legislativos a favor de las mujeres, el poder transformador de la 
ley no puede consolidarse sin continuas reformas, ya que las leyes discriminatorias contri­
buyen a la existencia de desigualdades dentro de la sociedad (Meta 10.3 de los ODS).

Para lograr el impacto deseado en la práctica, es importante que el personal de la ONU 
que trabaja en el ámbito del acceso a la justicia sea consciente tanto de las barreras que 
enfrentan las mujeres al acceder a la justicia, como de las implicaciones de su trabajo en el 

Este conjunto 

de herramientas 

es una respuesta 

a los desafíos de la  

programación ante 

el entorno de  

desarrollo nuevo  

y emergente del  

siglo XXI.

El acceso a la 

justicia es un 

importante 

punto de entrada 

para abordar el 

problema de la 

discriminación 

contra la mujer. 

https://sustainabledevelopment.un.org/sdg16
http://cic.nyu.edu/sites/default/files/sdg16_roadmap_en_20sep17.pdf
http://cic.nyu.edu/sites/default/files/sdg16_roadmap_en_20sep17.pdf
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panorama de desarrollo en constante evolución. Esto es particularmente importante den­
tro el contexto del crecimiento exponencial previsto en la asistencia técnica para promover 
los objetivos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. El Banco Mundial estima que 
para 2030, el 46 % de las personas pobres del mundo vivirá en áreas caracterizadas como 
frágiles o afectadas por conflictos5 y se espera que el Sistema de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (SNUD) ofrezca resultados transformadores en tales contextos.

RECUADRO 1  Las implicaciones de trabajar en entornos afectados por crisis:  

Una perspectiva del GNUD

Los contextos de crisis se consideran como “situaciones de desarrollo riesgosas, donde el cos­
to de la implementación es alto y la posibilidad de fracaso del programa/proyecto y de pérdida 
financiera es significativa. En respuesta, los donantes del SNUD han hecho hincapié en la nece­
sidad de una mejor gestión de riesgos, acompañada por un mayor énfasis en la mitigación, la 
gestión y la compartición del riesgo. Sin embargo, es crucial reducir las complejidades que li­
mitan la gestión de riesgos, particularmente en contextos complejos de conflicto y transición”.

Fuente: GNUD, Gestión de riesgos de los programas del GNUD asociados a soluciones de financiación 

común en países en conflicto y en transición, pág. 3, (Nueva York, 2015). 

Aunque la implementación del ODS 16 será compleja, debe ser específica al contexto, ba­
sada en el consenso, de propiedad local y proactiva más que reactiva. El término “mi­
metismo isomórfico” ha sido acuñado por los profesionales del desarrollo en referencia a 
situaciones en las que los agentes externos usan un enfoque de desarrollo de "copiar y 
pegar" sin centrarse en lograr la funcionalidad.6 Los llamamientos para que los agentes 
externos respondan a ecosistemas jurídicos, políticos, sociales y culturales complejos y en 
rápida evolución han aumentado en los últimos tiempos.7 En consonancia con esto, la nue­
va estructura de las Naciones Unidas para la consolidación de la paz exige un desarraigo 
de los silos en los pilares del desarrollo, la prevención, la paz y la seguridad, con énfasis 
en prevenir las crisis en lugar de responder a ellas.8 Como la nueva trayectoria para impar­
tir justicia, este enfoque empresarial debe elaborarse a través de la orientación y herra­
mientas. 

RECUADRO 2  Tender puentes entre las agendas del conflicto, el posconflicto y el desarrollo

Los agentes internacionales, incluso dentro del sistema de las Naciones Unidas, aún no han 
asimilado por completo cómo deben adaptarse sus herramientas y acciones y, en general, con 
demasiada frecuencia, prefieren las respuestas militarizadas. Si bien estas respuestas pueden 
resultar efectivas en el contexto inmediato de detener la violencia, tienden a tratar los síntomas 
más que las causas fundamentales. La propia naturaleza de tales respuestas, con su énfasis en 
la seguridad a corto plazo y sus correspondientemente grandes necesidades de recursos, pue­
de a veces diluir el apoyo y la atención en detrimento de la paz sostenible... Es necesario un 
cambio de mentalidad: no esperar a que la crisis estalle y luego recurrir por definición a una 
respuesta a ella, por el contrario, hay que integrar esfuerzos oportunos en todos los sectores y 
fases de acción para prevenir el conflicto y luego mantener la paz.

Fuente: El reto de mantener la paz, Informe del Grupo Consultivo de Expertos para el Examen de 2015 de 

la Estructura de las Naciones Unidas para la Consolidación de la Paz, pág. 46, (2015).

Este conjunto de herramientas presenta a los profesionales un menú de opciones para pre­
venir y abordar los obstáculos que las mujeres enfrentan antes, durante y después de es­
tablecer contacto dentro del sistema de justicia. Se fundamenta en las recomendaciones 
de dos ejercicios de mapeo interrelacionados realizados por las Naciones Unidas para 
evaluar sus actividades operacionales en relación con el acceso de las mujeres a la justicia en 

¿Qué ofrecen estas 

herramientas?

https://undg.org/wp-content/uploads/2016/09/UNDG-Programme-Risk-Management-for-Pooled-Funding-Solutions-in-Conflict-and-Transition-Countries_Final.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2016/09/UNDG-Programme-Risk-Management-for-Pooled-Funding-Solutions-in-Conflict-and-Transition-Countries_Final.pdf
http://www.un.org/en/peacebuilding/pdf/150630%20Report%20of%20the%20AGE%20on%20the%202015%20Peacebuilding%20Review%20FINAL.pdf
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situaciones de conflicto y de no conflicto, respectivamente.9 Un resultado común fue una 
petición para que se asignen recursos específicos para ayudar al personal de la ONU a 
ocuparse de la programación sobre el acceso de las mujeres a la justicia.10 Si bien varios 
asociados han producido recursos para el acceso a la justicia de manera más general, así 
como en algunas áreas temáticas, aún no se ha desarrollado un recurso integral y coheren­
te para facilitar la programación sobre el acceso de las mujeres a la justicia. Los ejercicios 
de mapeo también identificaron los déficits de programación en el trabajo en curso y futu­
ro.11 Incluyen:

•	 La limitada planificación de la justicia con perspectiva de género y creación de capa­
cidad para los sistemas de justicia en entornos de desarrollo.

•	 La falta de estrategias integrales para tomar ventaja de los múltiples puntos de acceso 
en la cadena de justicia para promover el acceso de las mujeres a la justicia, especial­
mente para las mujeres pobres y marginadas, junto con los graves obstáculos que 
enfrentan las mujeres que experimentan formas de discriminación múltiple e intersec­
cional. 

•	 El inadecuado desarrollo de infraestructura y la inadecuada asistencia a los agentes 
locales en la movilización de recursos. 

•	 El compromiso inadecuado con los sistemas informales de justicia, a pesar de que es­
tos foros son una fuente importante de solución de controversias para la mayoría de las 
mujeres (reconociendo, sin embargo, que los sistemas de justicia informal a menudo 
perpetúan la discriminación contra las mujeres).

•	 Las medidas inadecuadas para incorporar perspectivas de género más allá de la vio­
lencia sexual y de género (VSG), incluida la justicia económica y social, en áreas tales 
como la asistencia jurídica, el derecho de familia y la violencia doméstica y familiar.

•	 Las intervenciones inadecuadas para las mujeres prisioneras y detenidas, en respuesta 
a la violencia que enfrentan, así como a las deficiencias en abordar circunstancias de 
salud y familiares. 

En la medida de lo posible, estas herramientas reúnen el conocimiento y las herramientas 
que se requieren para una programación de justicia con perspectiva de género, incluidas 
las desarrolladas por los organismos de la ONU, los gobiernos y las organizaciones de la 
sociedad civil (OSC). Además, se basa en las siguientes inversiones importantes en progra­
mación, tal como se destaca en los dos ejercicios de mapeo:

•	 Reforma legislativa y defensa 

•	 Capacitación, sensibilización y educación del personal del sector de la justicia y la se­
guridad

Para la mayoría de las mujeres en entornos posteriores a conflictos, la violencia no termina con el 
alto el fuego oficial o la firma del acuerdo de paz y suele aumentar en las situaciones posteriores a 
conflictos. El Comité reconoce que muchos informes confirman que, aunque las formas y los lugares 
de la violencia cambian, lo que quiere decir que puede que ya no exista la violencia patrocinada por 
el Estado, todas las formas de violencia por razón de género, en particular la violencia sexual, se 
intensifican en las situaciones posteriores a conflictos. El hecho de no prevenir, investigar y sancio­
nar todas las formas de violencia por razón de género, además de otros factores, como los procesos 
de desarme, desmovilización y reintegración no efectivos, también puede dar lugar al aumento de 
la violencia contra la mujer en los períodos posteriores a conflictos.

Fuente: Naciones Unidas, Comité de la CEDAW, Recomendación general N.° 30 sobre las mujeres en la pre­

vención de conflictos, en situaciones de conflicto y posteriores a conflictos, párr. 35, 1 de noviembre de 2013, 

CEDAW/C/GC/30.
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•	 Prestación de servicios a través de entidades tales como asistentes jurídicos y OSC en 
temas tales como VSG.

•	 Empoderar a las mujeres como agentes de cambio, defensoras y reclamantes de dere­
chos a través de, entre otras, las OSC que brindan servicios de asistencia jurídica, con­
cienciación sobre los derechos y otras formas de educación jurídica.

•	 Oportunidades que se presentan para la programación integrada del estado de dere­
cho en situaciones de crisis a través del acuerdo del Punto Focal Mundial para los As­
pectos Policiales, Judiciales y Penitenciarios (PFM)

2.0	 Acceso de las mujeres a la justicia
El concepto de justicia está arraigado en todas las culturas y tradiciones nacionales y está 
estrechamente vinculado a la honestidad, la equidad y la imparcialidad.12 Para las Naciones 
Unidas, la justicia es un “ideal de responsabilidad y equidad en la protección y reivindica­
ción de los derechos y la prevención y el castigo de las infracciones”.13 Más recientemente, 
la Reunión de Alto Nivel de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre la consoli­
dación y el mantenimiento de la paz (2018) ha destacado que el estado de derecho y el 
acceso a la justicia son fundamentales para liberar el potencial de mantener la paz.14 

El acceso a la justicia es tanto un derecho hu­
mano fundamental como un medio de aplica­
ción de otros derechos humanos. El Progra­
ma de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) define el acceso a la justicia como “la 
capacidad de las personas para buscar y ob­
tener una vía de recurso a través de institu­
ciones formales o informales de justicia, y de 
conformidad con las reglas sobre derechos 
humanos”.15 

Sin embargo, las necesidades y experiencias de justicia de las mujeres pueden ser diferen­
tes a las de los hombres debido a mayores niveles de pobreza y a las dinámicas de poder 
en la familia y la comunidad. Con base en la definición de acceso a la justicia del PNUD, el 
informe de mapeo en entornos fuera de conflicto define el acceso de las mujeres a la justi­
cia como: “Acceso de las mujeres, en particular, provenientes de grupos pobres y desfavo-

recidos, a mecanismos justos, efectivos, asequibles y responsables, para la protección de 

sus derechos, el control del abuso de poder y la resolución de conflictos. Esto incluye la 

capacidad de las mujeres para buscar y obtener una vía de recurso justa y equitativa a 

través de los sistemas formales e informales de justicia y la capacidad de influir y participar 

en las instituciones y los procesos legislativos”.16

Con variaciones por país, una amplia gama de instituciones formales e informales desem­
peñan un papel importante en la administración de justicia. Las instituciones formales del 
sector de la justicia y la seguridad17 abarcan una gran variedad de instituciones estatales 
judiciales en toda la cadena de justicia. Pueden incluir ministerios de justicia, ministerios de 
defensa y ministerios del interior/seguridad nacional (según corresponda), así como los res­
pectivos departamentos y agencias de estos ministerios (por ejemplo, comisiones de refor­
ma legislativa, policía, tribunales, ministerios fiscales, inmigración y ejército). Algunas de 
estas instituciones pueden ser especializadas. Por ejemplo, se pueden crear tribunales para 
tratar específicamente cuestiones tales como la familia, la violencia doméstica, la tierra y el 
trabajo. El Estado también puede establecer órganos cuasi judiciales como las Institucio­
nes Nacionales de Derechos Humanos (INDH) y las Comisiones de Igualdad de Oportuni­
dades para abordar los derechos, obligaciones y privilegios que establece la ley. 

Definiciones de ac-

ceso a la justicia y 

acceso de las mu-

jeres a la justicia.

Acceso a la justicia

• Un bien público
• Un mecanismo de rendición de cuentas
• �Valida a cada persona como titular de dere­

chos
• Cataliza la erradicación de la pobreza 
• Contribuye al crecimiento económico 
• �Forma la base de la paz en todas las socie­

dades

http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/democratic-governance/access_to_justiceandruleoflaw/fact-sheet--global-focal-point-for-police--justice-and-correctio.html
http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/democratic-governance/access_to_justiceandruleoflaw/fact-sheet--global-focal-point-for-police--justice-and-correctio.html
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2.1	 ¿Por qué centrarse en el acceso de las mujeres  

a la justicia? 
Se necesitan reformas judiciales en todo el mundo para corregir el impacto de las relacio­
nes desiguales de poder entre hombres y mujeres. El acceso a la justicia es una dimensión 
importante de la prevención de conflictos y el mantenimiento de la paz. La Recomendación 
general N.º 30 sobre las mujeres en la prevención de conflictos, en situaciones de conflicto 
y posteriores a conflictos de la CEDAW (CEDAW GR 30) y la Recomendación general N.º 33 
sobre el acceso de las mujeres a la justicia de la CEDAW (CEDAW GR 33) señalan un cam­
bio de paradigma en la administración de justicia para las mujeres. Hacen hincapié en que 
la administración de justicia debe atravesar entornos de desarrollo, conflicto, periodo pos­
terior al conflicto y otros contextos de crisis, porque las mujeres y las niñas corren el riesgo 
de sufrir violencia y otros tipos de violaciones en todos estos entornos.

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible da prioridad a aquellos que se encuentran 
más rezagados, y en muchos casos, se trata de las mujeres. La diversidad de características 
y circunstancias personales de las mujeres puede llevar a formas complejas de exclusión, 
agravando la discriminación sistémica y estructural, los prejuicios y los estereotipos. Por lo 
tanto, la programación de la justicia debe esforzarse por ser incluyente, lo que significa que 
a ninguna mujer se le puede negar justicia debido a circunstancias personales y situacio­
nales. La justicia inclusiva señala un sistema de justicia en favor de las personas pobres y 
responde a los derechos y necesidades de todos los grupos de mujeres, en particular aque­
llas que son marginadas y excluidas. 

En general, el acceso de las mujeres a la justicia:

•	 Es un medio de aplicación de los derechos de las mujeres: Las instituciones de justicia 
imparcial señalan que los derechos de las mujeres son derechos humanos y, en este 
contexto, se erradica la discriminación contra las mujeres y se aplican y defienden las 
leyes y reglas.

•	 Es crucial para mantener la paz y el estado de derecho: Es esencial hacer frente a la 
gran cantidad de obstáculos que impiden el acceso de las mujeres a la justicia antes, 
durante o después de un conflicto para erradicar la violencia y la discriminación por 
razón de género.

•	 Contribuye a la lucha contra la impunidad en los derechos de las mujeres: La disponi­
bilidad de justicia señala que los derechos de las mujeres son derechos humanos y que 
los perpetradores que violan tales derechos deben rendir cuentas.

•	 Combate la pobreza y la exclusión: El acceso a la justicia es un camino crítico para com­
batir la pobreza, a través de la protección de activos económicos como la tierra y la 
vivienda. El fortalecimiento de los derechos de propiedad de las mujeres también res­
palda la generación de ingresos, la productividad agrícola y la seguridad alimentaria. 

•	 Protege contra la explotación económica y el abuso: La justicia ofrece recursos jurídicos 
contra la desigualdad salarial, el acoso sexual y el daño físico. Al acceder a la justicia, 
las mujeres pueden hacer frente a las prácticas laborales injustas y a la explotación.

3.0	 Compromisos generales que apuntalan  
el acceso de las mujeres a la justicia

Una variedad de reglas y normas aportan los fundamentos pertinentes para el diseño y la 
implementación de programas de acceso de las mujeres a la justicia. Si bien existen mu­

El acceso a la justi-

cia contribuye al 

logro de la igual-

dad de género y el 

empoderamiento 

de las mujeres.

http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/30&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/30&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/30&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
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chos protocolos adicionales a nivel mundial y regional, en esta sección de destacan y de­
sarrollan los más importantes (consulte el Cuadro 1). Constituyen un marco de compro­
misos acordados, que demuestra la esencia de crear un puente entre las agendas de paz y 
seguridad, derechos humanos y desarrollo. Al hacerlo, la programación puede registrar me­
jor la progresión de violaciones de los derechos de las mujeres, incluso en contextos donde 
los procesos de justicia transicional han concluido.

CUADRO 1  El acceso de las mujeres a la justicia es respaldado por importantes reglas  

y normas

La Agenda 2030 para  

el Desarrollo Sostenible

Este marco contiene un conjunto de 17 objetivos interconectados, 
169 metas y 232 indicadores para erradicar la pobreza, promover 
los derechos humanos, la igualdad de género, la buena gober­
nanza, la participación efectiva y el estado de derecho. La Hoja 
de ruta de los Pioneros para sociedades pacíficas, justas e inclu­
sivas, considera que en total, 36 metas en toda la agenda miden 
directamente un aspecto de la paz, la inclusión o el acceso a la 
justicia. De estas, un tercio se encuentran en el ODS 16. El ODS 5 
también es particularmente relevante porque abarca una serie de 
compromisos, como reformar leyes discriminatorias, enfrentar la 
violencia contra las mujeres, abordar los derechos de propiedad 
de las mujeres y garantizar la participación efectiva y significati­
va de las mujeres en la toma de decisiones.

Objetivos de consolidación 

de la paz y la construcción 

del Estado

Desarrollado por países del g7+18 con donantes asociados bilate­
rales y multilaterales (conocidos colectivamente como el Diálogo 
Internacional sobre la Consolidación de la Paz y del Estado)19 los 
PSG responden a las necesidades específicas de los Estados frá­
giles en conflicto o en el período posterior al conflicto. Esto sentó 
las bases para un Nuevo Pacto para Trabajar en Estados Frágiles 
en 2011, que se establece en los siguientes cinco PSG:
•	 Política legítima: Promover acuerdos políticos inclusivos y la 

resolución de conflictos
•	 Seguridad: Establecer y fortalecer la seguridad de las personas
•	 Justicia: Hacer frente a las injusticias y aumentar el acceso de 

las personas a la justicia
•	 Fundamentos económicos: Generar empleo y mejorar los me­

dios de subsistencia
•	 Ingresos y servicios: Administrar los ingresos y desarrollar la 

capacidad para una prestación de servicios responsable y  
justa.

Resolución del Consejo de 

Seguridad de las Naciones 

Unidas sobre Mujeres, Paz 

y Seguridad

Las ocho RCSNU sobre MPS demuestran importantes vínculos 
entre el acceso a la justicia, la paz y la seguridad internacionales 
y la responsabilidad estatal. Las cuatro dimensiones de la agenda 
relativa a MPS, más precisamente, (1) prevención, (2) participa­
ción, (3) protección y (4) consolidación de la paz y recuperación, 
son los puntos de referencia para hacer frente a los muchos de­
safíos que enfrentan las mujeres en contextos frágiles y de crisis. 
Dada la volatilidad e inestabilidad de las condiciones políticas en 
entornos frágiles, es crucial comprender la situación de las muje­
res en riesgo y realizar análisis políticos para planificar y progra­
mar el acceso de las mujeres a la justicia. Significativamente, el 
Informe del Secretario General sobre la participación de las

El acceso de las 

mujeres a la justi-

cia es respaldado 

por una serie de 

estándares, nor

mas y directrices 

mundiales.

http://cic.nyu.edu/sites/default/files/sdg16_roadmap_en_20sep17.pdf
http://cic.nyu.edu/sites/default/files/sdg16_roadmap_en_20sep17.pdf
http://cic.nyu.edu/sites/default/files/sdg16_roadmap_en_20sep17.pdf
https://sustainabledevelopment.un.org/sdg5
https://www.pbsbdialogue.org/en/id/about-international-dialogue/
https://www.pbsbdialogue.org/en/id/about-international-dialogue/
http://www.pbsbdialogue.org/media/filer_public/07/69/07692de0-3557-494e-918e-18df00e9ef73/the_new_deal.pdf
http://www.peacewomen.org/why-WPS/solutions/resolutions
http://www.un.org/en/peacebuilding/pbso/pdf/seven_point_action_plan.pdf
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mujeres en la consolidación de la paz (A/65/354-S/2010/466), 
Seguimiento del progreso: Plan de acción de 7 puntos (7-PAP), 
tiene la intención de acelerar la implementación de la RCSNU 
1325 al comprometer al sistema de las Naciones Unidas a cumplir 
metas específicas. Destaca la necesidad de un mayor acceso a la 
justicia para las mujeres y las niñas cuyos derechos son violados, 
incluyendo la promoción de la participación de las mujeres en los 
mecanismos de justicia y la aplicación de la ley después de un 
conflicto.20

Mantenimiento de la paz La agenda de mantenimiento de la paz ha sido modelada por 
una serie de evaluaciones y resoluciones innovadoras. Estas in­
cluyen la evaluación del Grupo Independiente de Alto Nivel sobre 
las Operaciones de Paz, Unir nuestras fuerzas para el manteni­
miento de la paz: política, asociación y personas; el Informe del 
Grupo Consultivo de Expertos para el Examen de 2015 de la Es­
tructura de las Naciones Unidas para la Consolidación de la Paz, 
El reto de mantener la paz; la RCSNU 2282; el Informe del Secre­
tario General de la Asamblea General de las Naciones Unidas y 
ECOSOC, Nuevo posicionamiento del sistema de las Naciones 
Unidas para el desarrollo a fin de cumplir con la Agenda 2030: 
garantizar un futuro mejor para todos. Estos marcos e iniciativas 
hacen hincapié en la prevención y una mayor cooperación entre 
los “pilares” de las Naciones Unidas: la paz y la seguridad, los  
derechos humanos y el desarrollo. En este contexto, la RCSNU 
2282 reconoce que aplicar “un enfoque integrado y coherente 
entre los agentes políticos, de seguridad y de desarrollo perti­
nentes, de dentro y de fuera del sistema de las Naciones Unidas, 
en consonancia con sus respectivos mandatos y la Carta de las 
Naciones Unidas, es fundamental para mantener la paz y esencial 
para mejorar el respeto de los derechos humanos, promover la 
igualdad de género, empoderar a las mujeres y a la juventud, for­
talecer el estado de derecho, erradicar la pobreza, construir insti­
tuciones y promover el desarrollo económico en los países afec­
tados por conflictos”.21

La Convención sobre  

la eliminación de todas las 

formas de discriminación 

contra la mujer

La resolución 34/180 de la Asamblea General de las Naciones Uni­
das, Convención sobre la eliminación de todas las formas de dis­
criminación contra la mujer (CEDAW) es la carta internacional de 
los derechos de las mujeres y, por lo tanto, el plan para la progra­
mación sobre el acceso de las mujeres a la justicia. Ratificada por 
189 países, la Convención sienta las bases para lograr la igualdad 
entre las mujeres y los hombres al garantizar el acceso igualitario 
y la igualdad de oportunidades de las mujeres en todas las esfe­
ras de la vida económica, social, cultural, política y civil.22 Los Es­
tados partes acuerdan adoptar todas las medidas adecuadas, lo 
que incluye la legislación y medidas especiales temporales para 
que las mujeres puedan gozar de todos sus derechos humanos  
y libertades fundamentales. Los Estados que han ratificado la 
Convención están legalmente obligados a poner en práctica sus 
disposiciones. También se han comprometido a presentar infor­
mes nacionales, por lo menos cada cuatro años, sobre las medi­
das que hayan adoptado para cumplir con sus obligaciones

http://www.un.org/en/peacebuilding/pbso/pdf/seven_point_action_plan.pdf
http://www.un.org/en/peacebuilding/pbso/pdf/seven_point_action_plan.pdf
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N00/720/18/PDF/N0072018.pdf?OpenElement
http://peaceoperationsreview.org/wp-content/uploads/2015/08/HIPPO_Report_1_June_2015.pdf
http://peaceoperationsreview.org/wp-content/uploads/2015/08/HIPPO_Report_1_June_2015.pdf
http://peaceoperationsreview.org/wp-content/uploads/2015/08/HIPPO_Report_1_June_2015.pdf
http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=S/RES/2282(2016)
http://undocs.org/A/72/124
http://undocs.org/A/72/124
http://undocs.org/A/72/124
http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/cedaw.htm
http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/cedaw.htm
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contractuales con el organismo de supervisión de la Convención, 
el Comité de la CEDAW. Resolución 54/4 de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, Protocolo Facultativo de la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer, también sirve como un importante recurso de acceso  
a la justicia.23

Reglas y normas de  

las Naciones Unidas en  

materia de prevención  

del delito y justicia penal

Se trata de instrumentos que han sido aprobados por la Asam­
blea General u otros órganos intergubernamentales basados en 
el consenso de todos los Estados miembros de las Naciones Uni­
das. Contienen una orientación detallada para los profesionales de 
la prevención del delito y la justicia penal, y sirven como hoja de 
ruta para la ejecución de obligaciones internacionales en materia 
de derechos humanos en la administración de justicia y los com­
promisos políticos relacionados con la paz, la justicia, el estado 
de derecho y el desarrollo sostenible. Algunos ejemplos de reglas 
y normas relacionadas específicamente con el acceso de las mu­
jeres a la justicia incluyen:

•	 Resolución 67/187 de la Asamblea General de las Naciones Uni­
das, Principios y directrices de las Naciones Unidas sobre el ac­
ceso a la asistencia jurídica en los sistemas de justicia penal

•	 Resolución 65/229 de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de 
las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mu­
jeres delincuentes (Reglas de Bangkok)

•	 Resolución 65/228 de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, Estrategias y medidas prácticas modelo actualizadas 
para la eliminación de la violencia contra la mujer en el campo 
de la prevención del delito y la justicia penal24

•	 Resolución 2002/12 del ECOSOC de las Naciones Unidas, Prin­
cipios básicos sobre la utilización de programas de justicia res­
titutiva en materia penal

Recomendaciones  

generales del Comité  

de la CEDAW

Varias recomendaciones generales del Comité de la CEDAW y 
otros órganos creados en virtud de un tratado son fundamenta­
les para la programación de la justicia porque ayudan a identifi­
car las causas subyacentes de la discriminación de género en la 
impartición de justicia, así como las medidas necesarias para 
abordarlas. En respuesta a las persistentes violaciones de los de­
rechos humanos de las mujeres dentro y fuera de un conflicto, el 
Comité de la CEDAW emitió la Recomendación general N.° 30 
(CEDAW GR 30) en 2013. Utilizada como una herramienta para 
poner en práctica la agenda relativa a MPS, la CEDAW GR 30 en­
fatiza la necesidad de establecer vínculos efectivos entre los me­
canismos de justicia de transición y en el periodo posterior al 
conflicto para garantizar que las vulnerabilidades asociadas con 
la VSG se aborden adecuadamente en todas las fases de de­
sarrollo y fragilidad. En 2015, el Comité de la CEDAW emitió la 
Recomendación general N.° 33 (CEDAW GR 33) para orientar a 
los Estados partes y otras partes interesadas sobre las formas 
más eficaces de proteger a las mujeres contra las violaciones de 
sus derechos en diversos sistemas jurídicos. 

https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N99/774/73/PDF/N9977473.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N99/774/73/PDF/N9977473.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N99/774/73/PDF/N9977473.pdf?OpenElement
https://undocs.org/en/A/Res/67/187
https://undocs.org/en/A/Res/67/187
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Bangkok_Rules_ENG_22032015.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Bangkok_Rules_ENG_22032015.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Bangkok_Rules_ENG_22032015.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/Model_Strategies_and_Practical_Measures_on_the_Elimination_of_Violence_against_Women_in_the_Field_of_Crime_Prevention_and_Criminal_Justice.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/Model_Strategies_and_Practical_Measures_on_the_Elimination_of_Violence_against_Women_in_the_Field_of_Crime_Prevention_and_Criminal_Justice.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/Model_Strategies_and_Practical_Measures_on_the_Elimination_of_Violence_against_Women_in_the_Field_of_Crime_Prevention_and_Criminal_Justice.pdf
http://srsg.violenceagainstchildren.org/sites/default/files/documents/UN%20Resolutions/ECOSOC%20resolution%202002-12.pdf
http://srsg.violenceagainstchildren.org/sites/default/files/documents/UN%20Resolutions/ECOSOC%20resolution%202002-12.pdf
http://srsg.violenceagainstchildren.org/sites/default/files/documents/UN%20Resolutions/ECOSOC%20resolution%202002-12.pdf
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4.0	 Necesidades de justicia de las mujeres  
que se enfrentan a las formas  
de discriminación múltiple  
e interseccional

Las mujeres no son un grupo homogéneo. Va­
rias características personales y circunstancias 
situacionales a menudo se combinan para pro­
fundizar su exclusión y marginación. Cuando 
uno o más de los factores resaltados en la Fi­
gura 1 se superponen, como suele ser el caso, 
el riesgo de exclusión social y marginación no 
solo se perpetúa, sino que también adquiere 
una calidad duradera que puede abarcar toda 
una vida y durar por generaciones.

El Comité de la CEDAW considera que esas 
mujeres corren el riesgo de verse privadas de 
vías de recurso efectivas contra la violación 
de sus derechos. Las mujeres marginadas so­
cial, económica, cultural y políticamente tie­
nen menos probabilidades de denunciar tales 
violaciones ante las autoridades por temor a 
ser humilladas, estigmatizadas, arrestadas, de­
portadas, torturadas o de sufrir otras formas de violencia. Cuando presentan denuncias, 
los funcionarios encargados de la aplicación de la ley a menudo no actúan con la diligen­
cia debida para investigar, enjuiciar y castigar a los perpetradores y proporcionar vías de 
recurso.25

FIGURA 1  Características y factores situacionales que influyen en la vulnerabilidad 

La interseccionalidad es un concepto básico 
para comprender el alcance de las obligaciones 
generales de los Estados partes en virtud del 
artículo 2. La discriminación de la mujer por mo­
tivo de sexo y género está unida de manera in­
divisible a otros factores que afectan a la mujer, 
como la raza, el origen étnico, la religión o las 
creencias, la salud, la condición, la edad, la clase, 
la casta y la orientación sexual y la identidad de 
género. La discriminación por motivos de sexo 
o género puede afectar a las mujeres de algu­
nos grupos en diferente medida o forma que a 
los hombres. Los Estados partes deben recono­
cer y prohibir en sus instrumentos jurídicos es­
tas formas entrecruzadas de discriminación y 
su impacto negativo combinado en las mujeres 
afectadas. 

Fuente: CEDAW GR 28, párr. 18.

Las mujeres que 

enfrentan formas 

de discriminación 

interseccional  

tienen más proba-

bilidades de ser 

excluidas de las 

instituciones de 

justicia y los resul-

tados de la justicia, 

lo que a menudo 

genera un patrón 

cíclico de  

marginación.

CARACTERÍSTICAS PERSONALES

Edad, discapacidad, salud, origen  
étnico/raza, condición de indígena  

o de minoría, casta, color, idioma,  
religión o creencia, origen nacional, 

opinión política, estado civil o  
materno, orientación sexual  

e identidad de género

CIRCUNSTANCIAS SITUACIONALES

Nivel socioeconómico, ubicación  
urbana/rural, lejanía geográfica,  
analfabetismo, roles tradicionales  
de las mujeres como cuidadoras,  
posesión de bienes, privación de la  
libertad, conflicto armado, condición 
de apátrida y migración
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CUADRO 2  Vulnerabilidades y violaciones de derechos que enfrentan grupos específicos  

de mujeres y niñas

Niñas y adolescentes La mayoría de las niñas y adolescentes habrán enfrentado alguna 
forma de violación de sus derechos para cuando alcancen los 
18 años de edad. Corren el riesgo de contraer matrimonio de for­
ma precoz en más de 50 países donde la edad mínima legal para 
contraer matrimonio es menor para las mujeres que para los  
hombres. Una de cada tres niñas, principalmente en países en de­
sarrollo, se casa antes de cumplir los 18 años de edad.26 Entre 
100 millones y 140 millones de niñas y mujeres en todo el mundo 
han sido sometidas a mutilación/ablación genital femenina (M/ 
AGF).27 Las niñas y adolescentes carecen de la voz y la posición 
para desafiar la discriminación, y las esposas y madres jóvenes tie­
nen pocas oportunidades de influir en el diseño de los sistemas in­
formales y formales de justicia para que la programación pueda 
reflejar y abordar sus realidades. Ser una mujer joven puede ser un 
factor potencial de discriminación interseccional, lo cual coloca a 
las niñas y adolescentes en un riesgo mucho mayor de sufrir vio­
lencia de género, en especial durante situaciones de crisis, gene­
rando una alta probabilidad de violación sexual, matrimonio a 
edad temprana, explotación sexual, rapto y trata. Las niñas y ado­
lescentes también carecen de la capacidad social o legal para to­
mar decisiones importantes sobre sus vidas en áreas relacionadas 
con la educación, la salud y los derechos sexuales y reproductivos. 
Es urgente atender las necesidades de este grupo: las principales 
causas de muerte son el suicidio, las complicaciones durante el 
embarazo y el parto, y el SIDA.28

Mujeres rurales Las mujeres rurales viven en lugares donde la disponibilidad de 
instituciones formales de justicia puede ser limitada, lo que resulta 
en costos sustanciales, directos e indirectos, para acceder a la jus­
ticia (p. ej., viajar largas distancias). Para las mujeres que experi­
mentan pobreza extrema, altos niveles de analfabetismo y carecen 
del conocimiento de sus derechos y de los servicios disponibles, 
los obstáculos son mucho mayores. La dependencia de la agricul­
tura de subsistencia para la vida sostenible exige que las mujeres 
gocen de la tenencia segura de la tierra, acceso a un hogar y un 
ingreso, ya sea a través de la herencia, el matrimonio o su propio 
trabajo. Consulte la Recomendación general N.° 34 (2016) de la 
CEDAW sobre los derechos de las mujeres rurales (CEDAW GR 34) 
para obtener información adicional.

Mujeres indígenas, 

afrodescendientes 

y pertenecientes  

a minorías

Las mujeres de grupos indígenas, afrodescendientes y minoritarios 
(nacionales, étnicos, religiosos y lingüísticos) experimentan discri­
minación interseccional como resultado de experiencias de coloni­
zación y militarización, así como en sus características personales 
(por ejemplo, género, raza, edad y origen étnico). Pueden tener  
limitados conocimientos legales y verse afectadas por una protec­
ción jurídica inadecuada. Además, la falta de enfoques intercultu­
rales y del reconocimiento de sus derechos da lugar a una con­
fianza limitada en las instituciones de justicia del Estado y a una 
mayor dependencia de los sistemas informales, que pueden man­
tener patrones discriminatorios de comportamiento y prácticas.

Las barreras que 

enfrentan los 

grupos específicos 

de mujeres, 

adolescentes y 

niñas para acceder 

a la justicia 

son enormes 

e incluyen 

situaciones 

tales como la 

pobreza, la falta 

de autonomía y 

representación.

http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/34&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/34&Lang=en
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Consulte: La Resolución 47/135 de la Asamblea General de las Na­
ciones Unidas, Declaración sobre los Derechos de las Personas 
Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lin­
güísticas; la Resolución 61/295 de la Asamblea General de las Na­
ciones Unidas, Declaración de las Naciones Unidas sobre los Dere­
chos de los Pueblos Indígenas; y la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 
Países Independientes.

Mujeres que viven  

con VIH

Las mujeres que viven con el VIH sufren al menos tres formas  
de discriminación interseccional: género, estatus del VIH y dis­
capacidad percibida. La pandemia del VIH magnifica los obs­
táculos y tiene un impacto desproporcionado sobre las mujeres. 
Las mujeres son más vulnerables a contraer el VIH y tienen me­
nos posibilidades de mitigar el impacto del virus si están infecta­
das. Sus derechos se ven comprometidos debido a su estado real 
o presunto, o por el temor o el hecho del riesgo y la vulnerabilidad 
al VIH. Las mujeres que viven con el VIH experimentan continuos 
abusos contra los derechos humanos dentro de sus familias, co­
munidades y entornos legales y de asistencia sanitaria que inclu­
yen, entre otros, violencia, violaciones de los derechos sexuales  
y reproductivos y la denegación de los derechos de propiedad y 
herencia.

Mujeres migrantes Las mujeres migrantes cuentan con protección jurídica limitada 
como no ciudadanas o como migrantes indocumentadas. A menu­
do trabajan en sectores invisibles como trabajadoras en condicio­
nes de esclavitud y trabajadoras domésticas, fuera del alcance de 
las instituciones gubernamentales encargadas de aplicar las nor­
mas laborales y de los organismos de orden público. Los proble­
mas de alfabetización lingüística y legal limitan su capacidad para 
denunciar el abuso e identificar las instituciones y organizaciones 
que pueden apoyarlas.

Mujeres mayores Se define que las mujeres mayores son aquellas que tienen 
50 años o más.29 Sufren de manera desproporcionada por las  
relaciones de poder desiguales dentro del hogar, el analfabetismo, 
la discriminación en la distribución de los recursos productivos,  
el trabajo de cuidados no remunerado y los prejuicios sexistas  
en el empleo y en el acceso a los servicios. Además, las mujeres 
mayores experimentan formas más elevadas de violaciones de sus 
derechos y, por lo tanto, exclusión y pobreza. En comparación con 
otros grupos, las mujeres mayores también corren un mayor ries­
go de acusaciones de brujería, ritos de viudedad y privación de 
bienes.30

Orientación sexual  

e identidad de género

Los grupos de lesbianas, bisexuales, transgénero, intersexuales y 
afines carecen de protección jurídica, particularmente en los 
72 países estimados donde las relaciones consensuales entre adul­
tos del mismo sexo están penalizadas. Los informes del Relator 
Especial sobre la violencia contra las mujeres, sus causas y conse­
cuencias señalan presuntos incidentes de violación en grupo,

http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/Minorities.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/Minorities.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/Minorities.aspx
http://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documents/DRIPS_en.pdf
http://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documents/DRIPS_en.pdf
http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO:12100:P12100_INSTRUMENT_ID:312314:NO
http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO:12100:P12100_INSTRUMENT_ID:312314:NO
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violación correctiva, violencia familiar y asesinato sufridos por mu­
jeres lesbianas, bisexuales y transgénero en varios países, como 
resultado de prejuicios sociales que a menudo se extienden a los 
mismos sistemas donde las mujeres buscan protección.31

Mujeres con  

discapacidad

Las mujeres y las niñas con discapacidad experimentan discrimi­
nación y prejuicios en los espacios públicos y privados, y los crí­
menes cometidos contra las mujeres y las niñas con discapacidad 
no son expuestos o denunciados de manera rutinaria. Además, la 
falta de instalaciones y servicios de justicia accesibles para las per­
sonas con diversas formas de discapacidad (por ejemplo, visual, 
física, auditiva, intelectual, mental), tiene como consecuencia la 
exclusión de la protección y las vías de recurso.

5.0	 Principios, enfoque y metodología  
de la programación

5.1	 Principios y enfoque de programación  

en las herramientas para el diseño
La adopción de los cuatro principios de programación integrada del MANUD (no dejar a 
nadie atrás; derechos humanos, igualdad de género y empoderamiento de las mujeres; sos­
tenibilidad y resiliencia; y rendición de cuentas) y los tres puntos de entrada de la progra­
mación (crear un entorno propicio para el acceso de las mujeres a la justicia; instituciones 
de justicia eficaces, que rindan cuentas y atiendan la perspectiva de género; y el empode­
ramiento jurídico de las mujeres) garantizan que se tengan en cuenta las siguientes pers­
pectivas en la programación:

•	 La eliminación de la discriminación basada en el sexo y el género en toda la cadena de 
justicia, reconociendo la compleja red de agentes e instituciones.

•	 Las diferentes necesidades y circunstancias de los diversos grupos de mujeres. Las 
herramientas para el diseño promueven la agenda inclusiva de no dejar a ninguna mu-

jer atrás, especialmente a aquellas que enfrentan formas de discriminación múltiple e 
interseccional basadas en características personales y circunstancias situacionales, 
como edad, raza, origen étnico, discapacidad, orientación sexual e identidad de géne­
ro, ubicación y estado de VIH/SIDA. 

•	 Una continuidad en la programación sobre el acceso de las mujeres a la justicia en 
todos los contextos de cada país: conflicto, posconflicto, humanitario y desarrollo (de­
sarrollo humano bajo, medio a alto), incluyendo la transición de los países en tales 
contextos. 

•	 El conocimiento limitado por parte de las titulares de derechos (mujeres) y de los ga-

rantes de los derechos (agentes de la justicia) en cuanto a sus derechos y obligaciones 
dentro y a través de la cadena de justicia, así como de la rendición de cuentas por sus 
acciones. 

•	 Las consideraciones del contexto, historia, política y cultura locales del país en cuestión. 

Este conjunto de 

herramientas se 

fundamenta en los 

cuatro principios 

de la programación 

integrada del  

MANUD y en un 

enfoque basado  

en los derechos 

humanos.
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6.0	 Finalidad y alcance 

6.1	 ¿Qué cubren estas herramientas?
Este conjunto de herramientas presenta un modelo operacional común para el diseño, im­
plementación, monitoreo y evaluación de los programas de acceso de las mujeres a la 
justicia en todos los contextos de cada país, situaciones de crisis (conflicto, posconflicto, 
desastres naturales y desarrollo) y en todos los sistemas jurídicos.32

Si bien es relevante para dichos contextos, estas herramientas también son capaces de res­
ponder a cambios y desarrollos en evolución en situaciones globales e internacionales. En 
este contexto, las herramientas son una herramienta dinámica, capaz de expandirse con el 
tiempo. Desarrollan la teoría y la práctica del acceso de las mujeres a la justicia e incorpo­
ran un análisis detallado temático en las áreas de: (1) derechos relativos al matrimonio, la 
familia y la propiedad; (2) poner fin a la violencia contra las mujeres; (3) mujeres en conflic­
to con la ley; y (4) programación a nivel de países.

De acuerdo con la CEDAW GR 33, el término “mujeres” como se usa en este conjunto de 
herramientas incluye a las niñas, “a los efectos de la presente recomendación general, to­
das las referencias a ‘mujeres’ deberán entenderse como mujeres y niñas, a menos que se 
indique específicamente otra cosa”.33 Este enfoque es coherente con otros estándares ta­
les como el Protocolo de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos relativo 
a los Derechos de la Mujer en África (Protocolo de Maputo) de la Unión Africana; la Reso­
lución 48/104 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Declaración sobre la Elimi­
nación de la Violencia contra la Mujer; la Resolución 65/228 de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, Estrategias y Medidas Prácticas Modelo Actualizadas para la Eliminación 
de la Violencia contra la Mujer en el Campo de la Prevención del Delito y la Justicia Penal;34 
y Consejo de Europa, Convención para Prevenir y Combatir la Violencia contra las Mujeres 
y la Violencia Doméstica (Convenio de Estambul).

6.2	 ¿Cuáles son las limitaciones de este conjunto  

de herramientas?	
Este grupo de herramientas está diseñado para cubrir carencias específicas en los recursos 
existentes, y por lo tanto complementa, en lugar de duplicar, las herramientas que están dis­
ponibles actualmente. 

En primer lugar, no abarca las dimensiones más amplias del acceso a la justicia y el estado 
de derecho, en las cuales se incorporan las dimensiones más específicas del acceso de las 
mujeres a la justicia. Se ofrece un ámbito adicional para examinar el campo más amplio de 
acceso a la justicia y el estado de derecho a través de otros recursos producidos por orga­
nismos de la ONU, el Banco Mundial, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) y otras instituciones.

En segundo lugar, la justicia para las niñas no está incluida en el contexto de las niñas en 
conflicto con la ley como menores. Esto es en vista del carácter especializado de esta impor­
tante área jurídica, que es merecedora de su propia atención y cuenta con los recursos de 
varias herramientas existentes, en particular las del Fondo de las Naciones Unidas para la In­
fancia (UNICEF) y la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC).35 
Sin embargo, otros aspectos del conjunto de herramientas, particularmente aquellos que 
involucran reformas legislativas y políticas, y medidas institucionales y de empoderamien­
to en áreas tales como el derecho de familia y la violencia, son relevantes para las niñas y 
adolescentes. 
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http://www.achpr.org/files/instruments/women-protocol/achpr_instr_proto_women_eng.pdf
http://www.achpr.org/files/instruments/women-protocol/achpr_instr_proto_women_eng.pdf
http://www.un.org/documents/ga/res/48/a48r104.htm
http://www.un.org/documents/ga/res/48/a48r104.htm
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/Model_Strategies_and_Practical_Measures_on_the_Elimination_of_Violence_against_Women_in_the_Field_of_Crime_Prevention_and_Criminal_Justice.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/Model_Strategies_and_Practical_Measures_on_the_Elimination_of_Violence_against_Women_in_the_Field_of_Crime_Prevention_and_Criminal_Justice.pdf
https://www.coe.int/en/web/conventions/full-list/-/conventions/rms/090000168008482e
https://www.coe.int/en/web/conventions/full-list/-/conventions/rms/090000168008482e
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Debido a la disponibilidad de otros recursos, las herramientas para el diseño de programas 
de acceso a la justicia no cubren temas de justicia transicional, que involucran a las comi­
siones de la verdad y a varias formas de tribunales penales nacionales e internacionales y 
procesos de investigación.36

Se espera que estas herramientas catalicen la acción sobre las deficiencias de programa­
ción identificadas en los dos informes de mapeo a los que se hace referencia en la Sección 
1.1 y la documentación de experiencias y lecciones brindará oportunidades para dar forma 
a los módulos futuros.

6.3	 Metodología
Este grupo de herramientas se basa en exámenes documentales de: (1) el estado actual de 
la literatura publicada e inédita sobre el acceso de las mujeres a la justicia a nivel mundial; 
(2) el trabajo de los organismos de la ONU y otras organizaciones internacionales y re­
gionales sobre el estado de derecho con un enfoque en las mujeres; (3) el posicionamiento 
del acceso de las mujeres a la justicia en los MANUD y las políticas del sector de justicia; 
(4) los indicadores potenciales que pueden respaldar medidas en el acceso a la justicia 
desde una perspectiva de género a nivel nacional, como resultado de una asociación entre 
la Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de las 
Mujeres (ONU-Mujeres) y el Consejo de Europa; (5) los recursos técnicos existentes sobre 
el acceso a la justicia en general, y sobre el acceso de las mujeres a la justicia específicamen­
te; (6) los marcos e informes de MPS; y (7) las resoluciones de las Naciones Unidas sobre 
el acceso a la justicia. 

El desarrollo de las herramientas también se benefició de los documentos de los expertos 
encargados por la ONU-Mujeres, los debates de grupos de discusión y las entrevistas de 
informantes clave con partes interesadas nacionales seleccionadas. Además aprovechó la 
experiencia de dos representantes del Comité de la CEDAW, así como de profesionales de 
las Naciones Unidas, el gobierno y las OSC, mediante una reunión del grupo de expertos 
celebrada del 17 al 19 de octubre de 2016 en Nueva York. 
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Arriba: Bangladesh. Una mujer transgénero posa en su casa. © UNICEF/Jannatul Mawa.
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Los siguientes marcos, resoluciones y estudios sirven como base de la política para las 
herramientas para el diseño de programas de acceso a la justicia para las mujeres: 

RECUADRO 3  Base de la política de las herramientas

•	 Naciones Unidas y Banco Mundial, Senderos de Paz: Enfoques inclusivos para la prevención 
de conflictos violentos, (2018) 

•	 Asamblea General de las Naciones Unidas y Consejo de Seguridad, Informe del Secretario 
General, Consolidación de las paz y sostenimiento de la paz, (2018)

•	 Consejo de Europa, Mejora del acceso de las mujeres a la justicia en cinco países de la Aso­
ciación Oriental en Armenia, Azerbaiyán, Belarús, Georgia, la República de Moldova y Ucra­
nia en 2015-2017

•	 Asamblea General de las Naciones Unidas y ECOSOC, el Informe del Secretario General, 
Nuevo posicionamiento del sistema de las Naciones Unidas para el desarrollo a fin de cum­
plir con la Agenda 2030: Garantizar un futuro mejor para todos, (2017)

•	 UNODC, Ley Modelo sobre asistencia jurídica en sistemas de justicia penal con comenta­
rios, (2017)

•	 Comisión Internacional de Juristas (CIJ), Guía para profesionales 12 sobre Acceso de las 
mujeres a la justicia sobre la violencia de género, (2016)

•	 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (AC­
NUDH), Derechos humanos y sistemas judiciales tradicionales en África, (2016)

•	 Resolución 70/262 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Examen de la estructu­
ra de las Naciones Unidas para la consolidación de la paz, (2016)

•	 Resolución 71/243 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Revisión cuadrienal am­
plia de la política relativa a las actividades operacionales del sistema de las Naciones Uni­
das para el desarrollo (QCPR) (2016)

•	 Resolución 2282 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, (2016) 

•	 Cumbre Humanitaria Mundial, (2016)

•	 Recomendación general N.° 33 de la CEDAW sobre el acceso de las mujeres a la justicia, 
(2015) y recomendaciones y comentarios relacionados del Comité de la CEDAW y otros ór­
ganos creados en virtud de tratados

•	 ACNUDH, Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA), UNODC y ONU-Mujeres, 
Recomendaciones para la adopción de medidas contra el asesinato de mujeres y niñas por 
razones de género, (2015)

•	 Informe del Grupo Consultivo de Expertos para el Examen de 2015 de la estructura de las 
Naciones Unidas para la consolidación de la paz, El reto de mantener la paz, (2015)

•	 ONU-Mujeres, Prevenir los conflictos, transformar la justicia, garantizar la paz: Un estudio 
mundial sobre la implementación de la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas, (2015)

•	 Grupo Independiente de Alto Nivel de las Naciones Unidas sobre las Operaciones de Paz 
de las Naciones Unidas, Unir nuestras fuerzas para el mantenimiento de la paz: política, 
asociación y personas, (2015)

•	 Resolución 70/1 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Transformar nuestro mun­
do: La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, (2015)

•	 PNUD y ONU-Mujeres, Mejorar el acceso de las mujeres a la justicia: Durante y después de 
un conflicto: Mapeo del compromiso de la ONU con el estado de derecho, (2014)

•	 Asamblea General de las Naciones Unidas, Informe del ACNUDH, Informe resumido sobre 
las recomendaciones de las mesas redondas sobre la utilización de estereotipos de género 
y sobre los derechos humanos de la mujer en el contexto de la Agenda para el Desarrollo 
Sostenible, (2014) 

https://openknowledge.worldbank.org/handle/10986/28337
https://openknowledge.worldbank.org/handle/10986/28337
http://www.un.org/en/peacebuilding/pbso/pdf/SG%20report%20on%20peacebuilding%20and%20sustaining%20peace.As%20issued.A-72-707-S-2018-43.E.pdf
https://www.coe.int/en/web/genderequality/women-s-access-to-justice
https://www.coe.int/en/web/genderequality/women-s-access-to-justice
https://www.coe.int/en/web/genderequality/women-s-access-to-justice
http://undocs.org/A/72/124
http://undocs.org/A/72/124
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/LegalAid/Model_Law_on_Legal_Aid.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/LegalAid/Model_Law_on_Legal_Aid.pdf
https://www.icj.org/wp-content/uploads/2016/03/Universal-Womens-accesss-to-justice-Publications-Practitioners-Guide-Series-2016-ENG.pdf
https://www.icj.org/wp-content/uploads/2016/03/Universal-Womens-accesss-to-justice-Publications-Practitioners-Guide-Series-2016-ENG.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/HR_PUB_16_2_HR_and_Traditional_Justice_Systems_in_Africa.pdf
http://www.un.org/en/development/desa/population/migration/generalassembly/docs/globalcompact/A_RES_70_262.pdf
http://www.un.org/en/development/desa/population/migration/generalassembly/docs/globalcompact/A_RES_70_262.pdf
http://www.securitycouncilreport.org/atf/cf/%7B65BFCF9B-6D27-4E9C-8CD3-CF6E4FF96FF9%7D/s_res_2282.pdf
https://www.agendaforhumanity.org/summit
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/GRK_eBook.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/GRK_eBook.pdf
http://www.un.org/en/peacebuilding/pdf/150630%20Report%20of%20the%20AGE%20on%20the%202015%20Peacebuilding%20Review%20FINAL.pdf
http://www.unwomen.org/~/media/files/un%20women/wps/highlights/unw-global-study-1325-2015.pdf
http://www.unwomen.org/~/media/files/un%20women/wps/highlights/unw-global-study-1325-2015.pdf
http://www.unwomen.org/~/media/files/un%20women/wps/highlights/unw-global-study-1325-2015.pdf
http://peaceoperationsreview.org/wp-content/uploads/2015/08/HIPPO_Report_1_June_2015.pdf
http://peaceoperationsreview.org/wp-content/uploads/2015/08/HIPPO_Report_1_June_2015.pdf
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/1&Lang=E
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/1&Lang=E
http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/womens-empowerment/improving-women-s-access-to-justice.html
http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/womens-empowerment/improving-women-s-access-to-justice.html
http://undocs.org/A/HRC/27/73
http://undocs.org/A/HRC/27/73
http://undocs.org/A/HRC/27/73
http://undocs.org/A/HRC/27/73
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•	 UNODC y PNUD, Manual sobre el acceso temprano a la asistencia jurídica en los procesos 
de justicia penal: Un manual para encargados de formular políticas y profesionales, (2014)

•	 UNODC, Manual sobre respuestas efectivas de enjuiciamiento en casos de violencia contra 
mujeres y niñas, (2014)

•	 UNODC, Manual sobre mujeres y encarcelamiento, (2014)

•	 UNODC, Fortalecimiento de las respuestas en materia de prevención del delito y justicia 
penal a la violencia contra la mujer, (2014)

•	 ACNUDH, Estereotipos de género como violación de los derechos humanos, (2013)

•	 OIT, Organización Internacional para las Migraciones (OIM), ACNUDH, PNUD, UNODC y 
ONU-Mujeres, “Mapeo del acceso de las mujeres a las actividades relacionadas con la justi­
cia de miembros selectos de la Red interinstitucional sobre la  mujer y la igualdad entre los 
géneros (RIMIG) en escenarios que no son de conflicto”. Informe elaborado por Caitlin  
Boyce. (Inédito), (2012)

•	 PNUD, UNICEF y ONU-Mujeres, Sistemas informales de justicia: Trazado de una trayectoria 
para las misiones de derechos humanos, (2012)

•	 Las conclusiones y recomendaciones de la ONU-Mujeres, El progreso de las mujeres en el 
mundo 2011-2012: en busca de la justicia, (2011)

•	 Informe del Secretario General sobre la participación de las mujeres en la consolidación de 
la paz (A/65/354-S/2010/466), Seguimiento del progreso: Plan de acción de 7 puntos, 
(2010), Naciones Unidas

•	 UNODC, Manual sobre respuestas policiales eficaces ante la violencia contra la mujer, (2010)

7.0	 Acerca de las herramientas descritas

7.1	 Público destinatario
Las principales personas usuarias de estas herramientas son los miembros del personal ad­
ministrativo del sistema de las Naciones Unidas que integran los sectores de programa­
ción, política y administración. También es adaptable para su utilización por agentes es­
tatales y no estatales que buscan comprender mejor las perspectivas de la programación 
sobre el acceso de las mujeres a la justicia dentro de sus propios contextos institucionales. 
Además de las dimensiones más amplias de la programación, hacer uso de estas herra­
mientas supone que las personas usuarias poseen conocimientos básicos de los temas y 
conceptos relacionados con el género y el desarrollo. 

7.2	 Resumen general de las herramientas 
Las herramientas cubiertas en este documento se conforman por cinco módulos, todos es­
tructurados en torno a los tres puntos de entrada de la programación de justicia (crear un 
entorno propicio para el acceso de las mujeres a la justicia, crear instituciones de justicia efi­
caces, que rindan cuentas y atiendan la perspectiva de género, y el empoderamiento jurídico 
de las mujeres). Cada módulo destaca cuestiones temáticas fundamentales, profundiza en 
los tres puntos de entrada de la programación y describe las consideraciones principales 
para abordar la programación sobre el acceso de las mujeres a la justicia. Estas herramien­
tas no sugieren una política única y universal. Reconoce que las necesidades de justicia de 
las mujeres difieren según el país y la región y, sobre esa base, la programación debe ser 
específica al contexto y estar arraigada en el sentido de apropiación local. Si bien se reco­
noce este contexto más amplio, este grupo de herramientas también aclara valiosas expe­
riencias y lecciones del sistema de las Naciones Unidas, los gobiernos y las OSC en el diseño 
y la implementación de programas de acceso a la justicia con perspectiva de género. 
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http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/eBook-early_access_to_legal_aid.pdf
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/eBook-early_access_to_legal_aid.pdf
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Handbook_on_effective_prosecution_responses_to_violence_against_women_and_girls.pdf
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Handbook_on_effective_prosecution_responses_to_violence_against_women_and_girls.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/women_and_imprisonment_-_2nd_edition.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Strengthening_Crime_Prevention_and_Criminal_Justice_Responses_to_Violence_against_Women.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Strengthening_Crime_Prevention_and_Criminal_Justice_Responses_to_Violence_against_Women.pdf
http://www.ohchr.org/EN/Issues/Women/WRGS/Pages/GenderStereotypes.aspx
http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/democratic-governance/access_to_justiceandruleoflaw/informal-justice-systems.html
http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/democratic-governance/access_to_justiceandruleoflaw/informal-justice-systems.html
http://www.unwomen.org/-/media/headquarters/attachments/sections/library/publications/2011/progressoftheworldswomen-2011-en.pdf?la=en&vs=2835
http://www.unwomen.org/-/media/headquarters/attachments/sections/library/publications/2011/progressoftheworldswomen-2011-en.pdf?la=en&vs=2835
http://www.un.org/en/peacebuilding/pbso/pdf/seven_point_action_plan.pdf
http://www.un.org/en/peacebuilding/pbso/pdf/seven_point_action_plan.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Handbook_on_Effective_police_responses_to_violence_against_women_English.pdf
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Los módulos consisten en lo siguiente:

Módulo 1: La teoría y la práctica de la programación de la programación 
del acceso de las mujeres a la justicia
El Módulo 1 presenta el marco de programación y el planteamiento que sirve como cimien­
to para los módulos posteriores. Reúne el conocimiento y las herramientas que se requie­
ren para una programación de justicia con perspectiva de género, para mitigar las barreras 
y fortalecer la capacidad de las mujeres para navegar por el sistema de justicia. Presenta 
un estudio detallado de los tres puntos de entrada de la programación sobre el acceso de 
las mujeres a la justicia, a la vez que identifica los desafíos típicos de la programación y las 
recomendaciones para cada área. Este enfoque reconoce que el acceso efectivo a la justi­
cia requiere una combinación de reformas jurídicas, cambios en la cultura institucional y 
respuestas efectivas de la comunidad hacia las reglas y normas que obstaculizan los dere­
chos de las mujeres. 

Módulo 2: Los derechos relativos al matrimonio, la familia  
y la propiedad
El Módulo 2 aborda los derechos relativos al matrimonio, la familia y la propiedad. Abarca 
una variedad de ámbitos económicos, sociales, culturales, políticos y civiles que tienen un 
impacto considerable en la capacidad de las mujeres para acceder a la justicia. Las leyes, 
políticas y prácticas en esta área a menudo son las más discriminatorias contra las mujeres 
y requieren un escrutinio y una programación bien diseñada para apoyar las reformas y la 
aplicación oportuna. Además, las leyes y políticas que regulan el matrimonio, la familia y la 
propiedad a menudo se superponen con el derecho consuetudinario, que es un terreno com­
plejo para las mujeres que buscan justicia. Como tal, este módulo considera la capacidad 
de las mujeres para acceder a la justicia en relación con el derecho de las personas en su ca­
rácter de esposas, madres e hijas. 
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Arriba: Afganistán. Estudiantes en un aula. © Banco Mundial/Sophie Tesson.
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Módulo 3: La erradicación de la violencia contra las mujeres
El Módulo 3 proporciona una orientación programática para apoyar el acceso a la justicia 
en el contexto de la violencia contra las mujeres, que se manifiesta en diversos delitos que 
violan los derechos humanos fundamentales de las mujeres. La violencia contra las mujeres 
tiene sus raíces en la desigualdad histórica entre mujeres y hombres, y puede causar un 
significativo daño físico, social y económico a las mujeres. Por lo tanto, es necesario consi­
derar cuidadosamente los desafíos y opciones de la programación del acceso a la justicia en 
el contexto del apoyo a las mujeres, para denunciar casos de violencia. Al hacerlo, sería im­
portante evaluar y abordar la respuesta de los agentes de la justicia y la seguridad ante tales 
situaciones y garantizar que las mujeres estén protegidas en todos los niveles y etapas en 
que se pone en marcha la administración de justicia.

Módulo 4: Las mujeres en conflicto con la ley
El Módulo 4 señala una urgencia en la programación en un área muy desatendida de la mu­
jer y la ley. Aunque el porcentaje de mujeres en prisión aumenta a un ritmo más rápido que 
el de la población penitenciaria masculina en todo el mundo, las políticas, los programas y 
las estructuras que rigen la administración de justicia penal siguen centradas principalmen­
te en los hombres y no integran las necesidades y derechos específicos de las mujeres en 
una forma amplia. Las leyes y políticas, por ejemplo, a menudo no consideran los caminos 
que llevan al encarcelamiento de las mujeres y cómo esos elementos clave pueden ser 
mitigados. Por lo tanto, el módulo explora los desafíos y oportunidades para fortalecer el 
acceso de las mujeres a la justicia en toda la cadena de justicia penal, desde el primer con­
tacto de las mujeres con los oficiales encargados del cumplimiento de la ley, la prisión 
preventiva, el juicio, la sentencia, la detención, el encarcelamiento y la liberación.

Módulo 5: La programación a nivel del país
El Módulo 5 brinda orientación sobre la mejor manera de promover el acceso de las muje­
res a la justicia en el contexto del ciclo de programación de los Equipos de las Naciones 
Unidas en los países (UNCT). Identifica las sinergias entre las directrices de los Marcos de 
Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo del GNUD sobre la preparación de los 
MANUD, el Análisis común sobre el país (CCA) y las reglas y normas internacionales sobre 
el acceso de las mujeres a la justicia. Estas directrices respaldan el enfoque basado en los 
derechos humanos al realizar la programación y se expresan en el marco de tres vertien­
tes de este grupo de herramientas. La orientación paso a paso sigue las etapas de la hoja 
de ruta del MANUD e identifica los puntos de entrada clave para la programación sobre el 
acceso de las mujeres a la justicia. 

7.3	 Cómo navegar por este grupo de herramientas
Los módulos de estas herramientas se presentan por separado y en forma consolidada. In­
tegra fuentes y materiales adicionales para mejorar la comprensión del usuario sobre el 
acceso de las mujeres a la justicia, así como enlaces a estos recursos para facilitar el uso en 
línea. Aunque están integrados e interconectados, cada módulo de las herramientas se pue­
de utilizar como un recurso independiente. La lista completa de siglas y acrónimos utiliza­
dos en toda esta publicación acerca de las herramientas se encuentra al comienzo de la 
versión consolidada y en esta Introducción.
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https://undg.org/wp-content/uploads/2017/05/2017-UNDAF_Guidance_01-May-2017.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2017/05/2017-UNDAF_Guidance_01-May-2017.pdf
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NOTAS FINALES

1	 La adopción por el sistema de las Naciones Unidas del enfoque de la programación con base en los 

derechos humanos se expresa totalmente en el texto titulado, Enfoque de la cooperación para el desarrollo 

basado en los derechos humanos: Hacia un entendimiento común entre las agencias de las Naciones 

Unidas, desarrollado en el Cursillo Interinstitucional sobre el enfoque basado en los derechos humanos 

en el contexto de la reforma de las Naciones Unidas, (3-5 de mayo de 2003). Puede encontrarse más 

información en el Portal del enfoque basado en los derechos humanos, disponible en http://hrbaportal.

org/the-human-rights-based-approach-to-development-cooperation-towards-a-common-understan­

ding-among-un-agencies (consultado el 15 de marzo de 2018).

2	 Comisión para el Empoderamiento Legal de los Pobres, La ley: Clave para el desarrollo sin exclusiones, 

Informe de la Comisión para el Empoderamiento Legal de los Pobres, vol. 1, pág. 19, (Nueva York, 

Comisión para el Empoderamiento Legal de los Pobres y el PNUD, 2008).

3	 Pioneros para Sociedades Pacíficas, Justas e Inclusivas, La hoja de ruta para sociedades pacíficas, justas 

e inclusivas: Un llamado a la acción para cambiar nuestro mundo, pág. 12, (Nueva York, Centro de 

Cooperación Internacional, 2017).
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1.0	Resumen

Las mujeres que buscan justicia se enfrentan a un complejo panorama de leyes, sistemas e 
instituciones. Este módulo reúne el conocimiento y las herramientas que los profesionales 
necesitan para establecer y mantener sistemas de justicia que respondan a los derechos y 
necesidades de las mujeres. Proporciona los fundamentos básicos para la programación 
sobre el acceso de las mujeres a la justicia a nivel nacional al esbozar los factores contex-
tuales clave a tener en cuenta (políticos, jurídicos, económicos, sociales y culturales) y des
entraña el funcionamiento de los tres puntos de entrada para la programación, destacando 
los desafíos comunes y proporcionando posibles soluciones. De esta manera, sirve como 
fundamento para la aplicación de los principios de programación y los puntos de entrada 
en los módulos posteriores, que proporcionan exploraciones detalladas del acceso de las 
mujeres a la justicia por áreas temáticas.

Está modelado para facilitar una progresión de la programación de justicia en todos los 
contextos nacionales (desarrollo, conflicto, posconflicto y otras situaciones de crisis) y en 
todas las dimensiones de la cadena de justicia, al tiempo que reconoce que el acceso efec-
tivo a la justicia requiere inversiones más allá de la reforma jurídica formal. Por lo tanto, 
este módulo ofrece una visión más amplia para enfrentar las barreras estructurales, como 
los prejuicios sexistas entre los agentes de la justicia, la inaccesibilidad geográfica, lingüís-
tica, cultural y financiera, y las normas sociales y culturales discriminatorias subyacentes.

Como se señaló en la Introducción, este grupo de herramientas establece la teoría y la prác
tica del acceso de las mujeres a la justicia en tres conjuntos de principios de programación. 
En primer lugar, adopta el enfoque para el desarrollo basado en los derechos humanos 
como se describe en El enfoque de la cooperación para el desarrollo basado en los dere-
chos humanos: hacia un entendimiento común entre las agencias de las Naciones Unidas. 
En segundo lugar, utiliza los cuatro principios para la programación integrada a nivel de país 
(no dejar a nadie atrás; derechos humanos, igualdad de género y empoderamiento de las 
mujeres; sostenibilidad y resiliencia; y rendición de cuentas) tal como lo definen las direc-
trices del Marco de Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo del GNUD. Final-
mente, junto con los principios existentes, introduce tres puntos de entrada que se refuer-
zan mutuamente para que la programación sobre el acceso de las mujeres a la justicia sea 
sostenible:

•	 Crear un entorno propicio para el acceso de las mujeres a la justicia: Reformando las 
normas jurídicas, formales e informales, que discriminan a las mujeres y haciendo que 
las inversiones políticas y financieras sean más favorables.

•	 Crear instituciones de justicia eficaces, que rindan cuentas y atiendan la perspectiva de 
género: Reformando las instituciones y sistemas de justicia para la participación efecti
va de las mujeres, la coordinación y la respuesta a las necesidades de justicia de estas. 

•	 Empoderar jurídicamente a las mujeres: Empoderando a las mujeres y las niñas con las 
herramientas para conocer, reclamar y ejercer sus derechos y ampliando el conoci-
miento de los derechos de las mujeres a los hombres, los niños y las estructuras de po
der de la comunidad.

El Cuadro A.1.1 en los apéndices presenta una perspectiva general de todos los medios 
de implementación de la programación sobre el acceso de las mujeres a la justicia en to-
dos  los contextos nacionales, demostrando la relevancia de los siguientes instrumentos 
para los tres puntos de entrada para la programación: los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS); la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra 
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https://undg.org/wp-content/uploads/2016/09/6959-The_Human_Rights_Based_Approach_to_Development_Cooperation_Towards_a_Common_Understanding_among_UN.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2016/09/6959-The_Human_Rights_Based_Approach_to_Development_Cooperation_Towards_a_Common_Understanding_among_UN.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2017/05/2017-UNDAF_Guidance_01-May-2017.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2017/05/2017-UNDAF_Guidance_01-May-2017.pdf
http://www.un.org/sustainabledevelopment/sustainable-development-goals/
http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm
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la Mujer (CEDAW); la Recomendación general N.º 30 sobre las mujeres en la prevención de 
conflictos y en situaciones de conflicto y posteriores a conflictos (CEDAW GR 30); la Re
comendación general N.º 33 sobre el acceso de las mujeres a la justicia (CEDAW GR 33); 
las Metas e Indicadores de MPS que figuran en el Anexo del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas, el Informe del Secretario General sobre las Mujeres, la Paz y la Seguridad; 
y los indicadores de evaluación de fragilidad de los PSG que figuran en el Anexo 2 de la 
Nota sobre el espectro de fragilidad del g7+.

FIGURA 1.1  La teoría y la práctica se basan en los cuatro principios de programación del MANUD 

y en los tres puntos de entrada para la programación, ambos conformados por el enfoque para 

la programación basado en los derechos humanos

Fuentes: Naciones Unidas,  Enfoque de la cooperación para el desarrollo basado en los derechos humanos: 

Hacia un entendimiento común entre las agencias de las Naciones Unidas, desarrollado en el Cursillo In

terinstitucional sobre el enfoque basado en los derechos humanos en el contexto de la reforma de las Naciones 

Unidas, pág. 2, (3-5 de mayo de 2003); GNUD, las directrices del Marco de Asistencia de las Naciones Unidas 

para el Desarrollo, págs. 9-12, (Nueva York, 2017); CEDAW GR 33; y el ODS 16.

En este módulo y en los siguientes, se ofrece información básica, los desafíos típicos de la 
programación, y las consideraciones y opciones de la programación para cada uno de los 
tres puntos de entrada para la programación. Estos reconocen que los desafíos de la pro-
gramación se pueden traducir en oportunidades.

Si bien existe un reconocimiento básico de que no es posible que un país reúna rápidamen-
te todos los componentes necesarios para crear un entorno propicio para el acceso de las 
mujeres a la justicia, instituciones de justicia eficaces que rindan cuentas y atiendan la pers
pectiva de género, y el empoderamiento jurídico de las mujeres, en todos los módulos el 
objetivo debe ser trabajar para conseguirlos con el tiempo. 

1.1	 Definiciones 
A puerta cerrada: En privado o fuera de la vista del público.

Ámbito jurídico: Una categoría o rama específica del derecho (p. ej., derecho administrati-
vo, civil, mercantil, penal, de familia, de inversiones y de seguros).

Aquí se definen  

las palabras  

y frases que no  

se definen en el 

texto del Módulo.

Enfoque en los principios de la programación  

con sustento en los derechos humanos:

Establecidos sobre los principios de los derechos humanos: 
universalidad e inalienabilidad; indivisibilidad; interdependencia 
e interrelación; no discriminación e igualdad; participación e in-

clusión; rendición de cuentas y estado de derecho.

Principios de programación  

integrada para los MANUD:

no dejar a nadie atrás; 
derechos humanos, igualdad de  

género y empoderamiento de las muje-
res; sostenibilidad y resiliencia;  

rendición de cuentas

Tres puntos de entrada de la  

programación del acceso a la justicia 

para las mujeres:

crear un entorno propicio para el acceso 
de las mujeres a la justicia;  

crear instituciones de justicia eficaces, 
que rindan cuentas y atiendan  

la perspectiva de género; 
empoderar jurídicamente a las mujeres

http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/30&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/30&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
http://www.securitycouncilreport.org/atf/cf/%7B65BFCF9B-6D27-4E9C-8CD3-CF6E4FF96FF9%7D/WPS%20S%202010%20498.pdf
http://www.g7plus.org/sites/default/files/resources/g7%2B%2BEnglish%2BFS%2BNote%2BDesign.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2016/09/6959-The_Human_Rights_Based_Approach_to_Development_Cooperation_Towards_a_Common_Understanding_among_UN.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2016/09/6959-The_Human_Rights_Based_Approach_to_Development_Cooperation_Towards_a_Common_Understanding_among_UN.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2017/05/2017-UNDAF_Guidance_01-May-2017.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2017/05/2017-UNDAF_Guidance_01-May-2017.pdf
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/peace-justice/
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Cláusula de derogación: Las cláusulas de derogación generalmente se reflejan en las cons-
tituciones. Se define como una medida adoptada por un Estado para suspender par
cialmente la aplicación de una o más disposiciones de un tratado de derechos humanos, al 
menos temporalmente. Algunos tratados de derechos humanos permiten a los Estados 
partes, en una emergencia pública que amenace la vida de la nación, derogar, de forma 
excepcional y temporal, una serie de derechos en la medida estrictamente requerida por 
la situación. Sin embargo, el Estado parte no puede derogar ciertos derechos fundamenta-
les específicos (p. ej., el derecho a la vida, las prohibiciones contra la tortura, la esclavitud 
y la servidumbre) y no puede adoptar medidas discriminatorias.1 Consulte la Resolución 
2200A(XXI) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, el Pacto Internacional de De-
rechos Civiles y Políticos y la Observación general N.º 29: Estados de emergencia (artícu-
lo 4) del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

Cláusula de revocación: Retroceso o retiro de una disposición beneficiosa en un instrumen-
to jurídico.

Demandado: Una persona que está legalmente obligada a responder a una demanda presen
tada por otra persona ante un foro judicial. El término se usa principalmente en procedi-
mientos civiles, familiares y administrativos. En el resultado del proceso penal a la persona 
implicada en un delito se le llama “imputado”.

Demandante: Una persona que inicia una acción judicial o informa un delito.

Examen periódico universal: Un proceso impulsado por los Estados que implica un examen 
de los registros de derechos humanos de todos los Estados Miembros de las Naciones 
Unidas. Opera bajo los auspicios del Consejo de Derechos Humanos, que brinda a cada 
Estado la oportunidad para que declare las medidas que ha adoptado para mejorar la si-
tuación de los derechos humanos en su país y cumplir con sus obligaciones de derechos 
humanos.2

Fragilidad: Una mayor exposición al riesgo combinada con una capacidad limitada para 
mitigar o absorber estos riesgos. Esta situación de vulnerabilidad puede generar violencia, 
conflictos, subdesarrollo crónico y una crisis política prolongada.3

Informe alternativo: Informes independientes que las OSC presentan a los órganos creados 
en virtud de tratados para indicar su perspectiva sobre la aplicación del tratado en cues-
tión por parte del Estado. También se le conoce como “informe paralelo”.

Metanálisis: Una síntesis de hallazgos, conclusiones y recomendaciones que surgen de di-
versas evaluaciones.

Observaciones y recomendaciones finales: Observaciones importantes emitidas por un ór-
gano creado en virtud de tratados después de examinar el informe de un Estado parte. Las 
observaciones finales se refieren tanto a los aspectos positivos de la aplicación del tratado 
por parte de un Estado como a las áreas en las que el órgano creado en virtud de tratados 
recomienda que el Estado adopte medidas adicionales. Los órganos creados en virtud de 
tratados se comprometen a emitir observaciones finales que sean concretas, centradas y 
aplicables; y prestan cada vez más atención a las medidas que garanticen el seguimiento 
efectivo de sus observaciones finales.4

Reglas de legitimación procesal: Regulaciones que determinan quién puede poner en mar-
cha la administración de justicia, ya sea por sí mismo o en nombre de otra persona.

http://www.ohchr.org/en/professionalinterest/pages/ccpr.aspx
http://www.ohchr.org/en/professionalinterest/pages/ccpr.aspx
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CCPR%2fC%2f21%2fRev.1%2fAdd.11&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CCPR%2fC%2f21%2fRev.1%2fAdd.11&Lang=en
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Sistema jurídico: La suma total de todas las leyes e instituciones formales y/o informales, 
incluidos los principios que rigen la interacción de las leyes y las instituciones y la forma en 
que los tratados de derechos humanos se ratifican e integran en la legislación y práctica 
nacionales.

Tradiciones jurídicas dualistas: Países que requieren aprobación parlamentaria y legislación 
antes de la incorporación de los tratados internacionales a la legislación nacional. Los tribu
nales de tales Estados no están obligados a aplicar tratados en sus decisiones, aunque un 
número cada vez mayor demuestra dicho uso. 

Tradiciones jurídicas monistas: Países en los que los tratados internacionales se consideran 
parte integrante de la legislación nacional y los tribunales los aplican en sus decisiones.

2.0	 Cómo comprender el contexto  
general del país

2.1	 Evaluación del contexto del país

Como se señaló en la Introducción, la programación sobre el acceso de las mujeres a la 
justicia debe estar arraigada en el acceso más amplio a la justicia y el compromiso con el 
estado de derecho acordado por el sistema de las Naciones Unidas. En tanto que el entor-
no jurídico es un pilar fundamental de un mayor acceso a la justicia y el estado de derecho, 
otros factores como el contexto social, económico, político y de seguridad y la extensión 
en la que los derechos de las mujeres son aceptados localmente, pueden afectar la efica-
cia y sostenibilidad a largo plazo de las intervenciones. Estas consideraciones deben te
nerse en cuenta para garantizar la relevancia nacional y la propiedad local (consulte el Mó
dulo 5).

“El desarrollo políticamente inteligente de dirección local” requiere suficiente información 
de antecedentes (incluyendo lo que pudo haber pasado en las fases previas de la progra-
mación), conocimiento de la economía política y un enfoque políticamente inteligente que 
se centre en asuntos de relevancia local.5 Las evaluaciones son necesarias para valorar las 
prioridades inmediatas de los países, así como para lograr el objetivo general de ayudar 
a la transición de un país hacia la paz y el desarrollo. Esto requerirá un metanálisis exhaus-
tivo de diversas evaluaciones del país, que pueden haberse realizado durante un período 
prolongado.

Esta sección presenta una perspectiva general de las evaluaciones a partir de las cuales se 
puede obtener dicha información tanto en contextos de desarrollo como de crisis. Comien-
za con un análisis de tipologías de los países y luego proporciona ejemplos de evaluacio-
nes de países, donde se incluyen los CCA, las evaluaciones de fragilidad del g7+ y las eva-
luaciones de las Naciones Unidas sobre crisis. 

2.1.1	 Tipologías de los países

Como primer paso, los programadores deben estar familiarizados con la clasificación del 
país en el que están operando. Si bien se pueden utilizar diversas fuentes, las agrupaciones 
de desarrollo humano del PNUD, la clasificación de Estados frágiles de la OCDE y el espec-
tro de niveles de fragilidad del g7+, son puntos de partida útiles para determinar tales cla
sificaciones.
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RECUADRO 1.1  Una descripción de la relación entre las fases posterior a un conflicto  

y la de desarrollo 

Hay dos fases a considerar en relación con la seguridad humana y el orden público posteriores 
a un conflicto: la primera es la necesidad inmediata de recuperar cierto nivel de orden público 
en el estado; esta fase de gestión de crisis a menudo involucra la intervención de tropas de 
mantenimiento de la paz, la policía de la ONU y a veces jueces extranjeros. La fase de desarro-
llo, que es prácticamente simultánea a la fase de crisis, tiene como objetivo establecer un en-
torno sostenible a largo plazo del orden público en el estado, y representa un desafío aún más 
difícil... La fase de desarrollo, que debe planificarse desde el inicio y debe integrarse en la fase 
de gestión de crisis, implica la necesidad de restablecer un entorno de orden público sosteni-
ble en el país. Requiere una estrategia más a largo plazo para abordar la conducta delictiva y 
ayudar en la resolución de conflictos. 

Fuente: Kirsti Samuels, “Reforma del estado de derecho en los países que salen de un conflicto: Iniciati-

vas operacionales y lecciones aprendidas”, Documentos sobre desarrollo social: Conflict Prevention & Re

construction, N.º 37, pág. 8, (Washington, D.C., Banco Mundial, 2006).

El Informe sobre Desarrollo Humano 2016: El desarrollo humano para todos identifica cua-
tro grandes agrupaciones de desarrollo humano (desarrollo humano muy alto, desarrollo 
humano alto, desarrollo humano medio y desarrollo humano bajo) basados en el cálculo 
del Índice de Desarrollo Humano para cada país.6

Estados de fragilidad 2015: Cumplir las ambiciones posteriores al 2015 contiene una com-
pilación de Estados frágiles para capturar cinco factores de riesgo y vulnerabilidad agrupa
dos alrededor de varias dimensiones del ODS 16 (consulte la Figura A.1.1 en los apéndices). 
Estos son: 

•	 Violencia: Reducir todas las formas de violencia y muertes violentas en todo el mundo 

•	 Justicia: Promover el estado de derecho a nivel nacional e internacional y garantizar la 
igualdad de acceso a la justicia para todos 

De acuerdo con la 

OCDE, el acceso a 

la justicia o la falta 

del mismo, es un 

indicador de fra­

gilidad.

Arriba: Túnez. Vista de El Kef Medina, fotografiada desde el Grand Fort © Banco Mundial/Arne Hoel.

http://siteresources.worldbank.org/INTCPR/Resources/WP37_web.pdf
http://siteresources.worldbank.org/INTCPR/Resources/WP37_web.pdf
http://hdr.undp.org/sites/default/files/HDR2016_SP_Overview_Web.pdf
https://www.oecd-ilibrary.org/development/states-of-fragility-2015_9789264227699-en
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/peace-justice/
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•	 Instituciones: Desarrollar instituciones efectivas, que rindan cuentas y sean transpa-
rentes en todos los niveles; reducir los flujos financieros ilícitos y combatir el crimen 
organizado 

•	 Fundamentos económicos: Reducir el desempleo juvenil; promover la inclusión econó-
mica, social y política 

•	 Resiliencia: Reducir la exposición y la vulnerabilidad a eventos extremos relacionados 
con el clima y otras conmociones y desastres económicos, sociales y medioambienta-
les; fortalecer la capacidad de adaptación

Finalmente, el espectro de fragilidad del g7+ traza el camino de un país desde la crisis has
ta la reconstrucción y la reforma, la transición, la transformación y, en última instancia, la 
resiliencia.7 Por lo tanto, el espectro ofrece tanto un sistema para la clasificación de países 
como una metodología para realizar una evaluación del país (consulte la Sección 2.2.2). Es 
importante señalar que los países pueden diferir en términos de cómo se debe aplicar el 
espectro de fragilidad, ya que un país puede verse total o parcialmente envuelto por un 
conflicto. Por lo tanto, las diversas circunstancias geográficas pueden requerir múltiples 
enfoques para la administración de justicia que reflejen diferentes niveles de vulnerabili-
dad, riesgo y fragilidad. 

2.2	 Ejemplos de evaluaciones de países

2.2.1	 El análisis común sobre el país: el contexto  
del desarrollo

El CCA es la articulación independiente, basada en mandatos del sistema de las Naciones 
Unidas, del contexto, las oportunidades y los desafíos de un país, que abarca el desarrollo 
sostenible, los derechos humanos, la igualdad de género, la paz y la seguridad, y las pers-
pectivas humanitarias.8 Es una evaluación objetiva (una descripción de lo que está su
cediendo) y un análisis (una descripción de por qué está sucediendo) de la situación del 
país. Posiciona estratégicamente a las Naciones Unidas en el nivel del país y sirve principal-
mente como una herramienta de programación para fortalecer su compromiso con las par
tes interesadas nacionales, incluso en lo que respecta a la promoción del cambio de políti-
cas y el apoyo a la planificación del desarrollo nacional.

Además, los CCA facilitan la identificación de áreas para el apoyo integrado de políticas, lo 
que refleja la interdependencia de los ODS y las propias prioridades de desarrollo de un 
país. En lugar de adoptar un enfoque fragmentado de las cuestiones individuales, los CCA 
combinan múltiples perspectivas de una manera complementaria y coherente. Identifican 
deficiencias de capacidad nacionales (p. ej., analíticas, institucionales, estadísticas) que 
pueden abordarse mediante el apoyo coordinado de las Naciones Unidas a nivel nacional 
y mediante una mayor coherencia de las políticas.

Los CCA incluyen una revisión de valoraciones, evaluaciones y análisis existentes por parte 
del gobierno, las Naciones Unidas y otras partes interesadas. Las principales publicaciones 
existentes, las evaluaciones específicas y las herramientas analíticas, particularmente las 
que contribuyen a la vigilancia mundial del progreso en los ODS, pueden ser fuentes de in
formación útiles. Los datos se pueden recopilar en asociación con agentes gubernamenta-
les y no gubernamentales, asegurando la solidez de la metodología y la fiabilidad. 

El elemento de evaluación del CCA examina todas las áreas de la Agenda 2030. Abarca la 
situación sustancial de las personas en un país, incluidos los extranjeros, así como el entor-
no político, normativo y legislativo para alcanzar los ODS y otros compromisos y obligacio-

Las evaluaciones 

incluyen las CCA 

que conforman  

la preparación de 

los MANUD y las 

que se realizan  

en contextos  

relacionados con  

la crisis.

El GNUD recomien­

da encarecida­

mente la aplicación 

de los CCA para 

todos los MANUD.
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nes nacionales en virtud de las convenciones internacionales ratificadas por el país. Evalúa 
los riesgos para diferentes grupos y áreas geográficas. También identifica los desafíos, las 
oportunidades, las posibles compensaciones, las capacidades nacionales y deficiencias de 
capacidad, los habilitadores de políticas y las limitaciones, y los considera en el contexto 
de la ventaja comparativa del sistema de las Naciones Unidas. Los datos desglosados son 
fundamentales para una evaluación precisa de una situación nacional desde la perspectiva 
de la Agenda 2030 de “no dejar a nadie atrás”. La evaluación también examina el sistema 
financiero en el país en términos del logro de los ODS, centrándose principalmente en las 
finanzas domésticas.9

El elemento de análisis del CCA identifica las causas inmediatas, subyacentes y fundamen-
tales de la pobreza multidimensional, las desigualdades y la discriminación y las razones 
por las cuales grupos particulares son dejados atrás. Además, examina las deficiencias en 
la capacidad de los garantes de los derechos para cumplir sus obligaciones y de los titula-
res de los derechos para demandarlos. Se presta especial atención al análisis geográfico 
y de género en los niveles macro, meso y micro. En este contexto, el CCA proporciona un 
punto de entrada importante para integrar un análisis de las causas fundamentales de la 
desigualdad de género de manera más amplia y las barreras estructurales que enfrentan 
las mujeres para acceder a la justicia.

2.2.2	 Evaluaciones de fragilidad de los países  
del g7+

El nivel de fragilidad que existe dentro de un país se puede evaluar a partir del espectro de 
fragilidad diseñado por el g7+ (consulte el Cuadro 1 en la Introducción). El espectro de fra
gilidad se debe leer junto con los indicadores de evaluación de la fragilidad del PSG re
lacionados con la justicia enumerados en el Cuadro A.1.1 en los apéndices. El Cuadro 1.1 se 
basa en el espectro y en los indicadores integrando una óptica de género desde la pers-
pectiva de la Recomendación general N.º 30 de la CEDAW. Presenta importantes palancas 
para identificar las posibles necesidades de justicia de las mujeres durante todo el período 
de fragilidad (el continuo de fragilidad) durante la preparación de las evaluaciones de fra-
gilidad. 

CUADRO 1.1  Comprender el espectro de la fragilidad desde una perspectiva de género

Etapas de conflicto y fragilidad a través del 

espectro de fragilidad del g7+

Integrar una óptica de género

Etapa 1: Crisis

Los países en crisis experimentan una aguda 
inestabilidad, con la presencia de varios gru-
pos armados y un aumento de los niveles de 
conflicto violento o la posibilidad de caer en 
un conflicto violento más generalizado.

Los conflictos agravan las desigualdades  
existentes entre los géneros, colocando a  
las mujeres en mayor riesgo de ser víctimas  
de distintas formas de violencia por razón de 
género por parte de agentes del Estado y  
ajenos a éste. Independientemente de las ca-
racterísticas del conflicto armado, su duración 
o los agentes implicados, las mujeres y las ni-
ñas son objeto cada vez con más frecuencia  
y deliberadamente de distintas formas de  
violencia y abusos, desde las ejecuciones  
arbitrarias, la tortura y la mutilación, la vio
lencia sexual, el matrimonio forzado, la pros
titución forzada y el embarazo forzado, hasta 
la interrupción forzada del embarazo y la
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ses seleccionados 

del g7+. Los prime­

ros cinco países 
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evaluaciones de 
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crática del Congo 

(RDC), Liberia, Sie­

rra Leona, Sudán 

del Sur y Timor 

Oriental.



52 Herramientas para el diseño de programas de acceso a la justicia para las mujeres

esterilización. La violencia por razón de géne-
ro relacionada con los conflictos genera un 
amplio abanico de consecuencias físicas y psi-
cológicas para las mujeres, como, por ejemplo, 
las lesiones, la discapacidad, el aumento del 
riesgo de infección por el VIH y el riesgo de 
embarazos no deseados como consecuencia 
de la violencia sexual. Existe un sólido vínculo 
entre la violencia por razón de género y el  
VIH, incluida su transmisión deliberada, que  
se utiliza como arma de guerra a través de la 
violación. Entre los autores de la violencia  
por razón de género relacionada con los  
conflictos se encuentran miembros de las  
fuerzas armadas gubernamentales, grupos  
paramilitares, grupos armados ajenos al Es
tado, personal de mantenimiento de la paz y 
civiles.

Etapa 2: Reconstrucción y reforma

Durante esta fase, pueden estar en progreso 
esfuerzos renovados a favor del diálogo políti-
co para resolver las diferencias políticas y 
avanzar hacia el desarme. Los problemas de 
seguridad siguen siendo un desafío para la es-
tabilidad, con una proliferación de armas pe-
queñas.

La VSG a menudo aumenta en las situaciones 
posteriores a un conflicto, incluso después del 
alto al fuego oficial o la firma del acuerdo de 
paz. Aunque las formas y los lugares de la vio-
lencia cambian, las violaciones de los derechos 
de las mujeres pueden persistir.

Etapa 3: Transición

La transición a menudo se asocia con la for-
mación de consenso entre las partes en con-
flicto. Esta etapa a menudo conduce a esfuer-
zos para fortalecer las instituciones y reformar 
las leyes. Si bien debe haber una mayor esta
bilidad en el país, también es probable que 
exista corrupción en la prestación de servicios 
y una deficiente capacidad de supervisión de 
la asamblea legislativa. Puede haber un ma-
yor control de la seguridad por parte del Es
tado, aunque esto se sigue debilitando debido 
a la falta de recursos y capacidad. También 
puede haber una mayor confianza en las insti-
tuciones de seguridad y justicia, y una reduc-
ción proporcional en el uso de la violencia 
para resolver conflictos. Se pueden encontrar 
esfuerzos para descentralizar los sistemas de 
justicia, incluida la presencia de mecanismos 
de solución de controversias por vías alternati-
vas (RCA). Durante la transición, puede haber 
un mayor acceso a la infraestructura básica, 
pero principalmente en las zonas urbanas.  
Se brindan servicios básicos más sólidos,  
con un marco regulatorio mejorado, pero mal 
implementado.

Las violaciones más atroces y generalizadas 
que se producen durante los conflictos con 
frecuencia no son sancionadas por los meca-
nismos de justicia de transición y se normali-
zan en los entornos posteriores a conflictos.  
A pesar de los esfuerzos por reforzar y/o  
complementar los sistemas judiciales nacio
nales, los mecanismos de justicia de transición 
pueden no impartir justicia y reparaciones de 
forma adecuada por todo el daño sufrido, 
afianzando así la impunidad de que disfrutan 
los perpetradores de violaciones de derechos 
humanos de la mujer. Los mecanismos de jus-
ticia de transición no han logrado abordar 
completamente los efectos del género en  
los conflictos.
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Etapa 4: Transformación

En la etapa de transformación, un país puede 
haber aumentado la resiliencia dentro de la 
sociedad y los conflictos se resuelven con ma-
yor frecuencia de forma pacífica, apoyados 
por procesos políticos no violentos y demo-
cráticos. La situación de seguridad normal-
mente se ha mantenido estable y pacífica du-
rante un tiempo considerable, a menudo 
durante al menos cinco años. Lo más probable 
es que uno se encuentre con la presencia de 
personal de seguridad en todo el territorio, 
pero en cantidad y capacidad limitadas. Ade-
más, se espera que haya una mayor confianza 
pública en las instituciones de seguridad y que 
los posibles abusos se sancionen con mayor 
frecuencia. Generalmente, se implementa un 
enfoque descentralizado para extender la 
prestación de servicios básicos a todo el país.

Las instituciones del sector de la seguridad y 
la justicia pueden carecer de capacidad para 
prestar servicios a todas las mujeres. Aunque 
podría haber una mayor aceptación del estado 
de derecho y una respuesta más amplia a la 
vulneración de los derechos humanos, es posi-
ble que las instituciones no puedan proporcio-
nar servicios especializados para hacer frente 
a los impactos multifacéticos del conflicto, por 
ejemplo: 
•	 El apoyo médico y psicosocial para abordar 

la violencia sexual, los embarazos forzados, 
los abortos o la esterilización

•	 El acceso limitado y desigual de las mujeres 
a la propiedad e intervenciones para apro-
vechar las oportunidades de empodera-
miento económico de las mujeres

•	 Los nuevos roles de las mujeres en la familia 
y la comunidad, especialmente cuando han 
perdido a sus maridos o parientes masculi-
nos cercanos

•	 El surgimiento de hogares encabezados por 
mujeres

Etapa 5: Resiliencia

La resiliencia puede entenderse como la ca
pacidad de una sociedad para enfrentar los 
desafíos y resistir a las perturbaciones sin re-
caer en la crisis. Cada etapa del espectro de 
fragilidad representa una creciente resiliencia, 
pero en esta etapa la resiliencia de la socie-
dad se ha institucionalizado en sus costum-
bres sociales, prácticas culturales, pacto so-
cial e instituciones formales del Estado en tal 
grado que la recaída en crisis es tan poco pro-
bable que el país en cuestión ya no se puede 
considerar de manera significativa como un 
país que sale de un conflicto. Por lo tanto, la 
atención pasa de la consolidación sociopolí
tica al desarrollo social y económico a largo 
plazo. Durante este período, se ha presencia-
do la estabilidad política durante un lapso  
prolongado, a menudo durante más de 20 
años, y el país debería haber creado una cul
tura sólida de democracia y buena gobernan-
za. Debe haber una cantidad razonable de 
personal de seguridad en todo el país y un 
alto nivel de confianza por parte de la pobla-
ción de que mantendrán el estado de dere-
cho. Existe una demostrada voluntad política 
para luchar contra la impunidad que opera  
en favor de las élites y una concientización  
generalizada de cómo funciona el sistema  
de justicia. Las instituciones públicas

Cuando un conflicto llega a su fin, la sociedad 
se enfrenta a la compleja tarea de afrontar el 
pasado, lo que conlleva la necesidad de exigir 
la rendición de cuentas a los transgresores de 
los derechos humanos por sus actos, poner fin 
a la impunidad, restablecer el estado de dere-
cho y atender todas las necesidades de los  
supervivientes a través de la justicia, acompa-
ñada de reparaciones. Los problemas relacio-
nados con el acceso a la justicia se ven espe-
cialmente agravados en las situaciones de 
conflicto y posteriores a conflictos, porque es 
posible que los sistemas formales de justicia 
ya no existan o no funcionen de manera efi-
ciente y eficaz. Las instituciones formales e  
informales de justicia no son plenamente ope-
rativas y pueden no tener la capacidad de  
prevenir y responder con eficacia a las tras
gresiones de los derechos de las mujeres. Los 
obstáculos a los que se enfrentan las mujeres 
para acceder a la justicia en los tribunales na-
cionales antes del conflicto, como los obstácu-
los jurídicos, procesales, institucionales, socia-
les y prácticos, además de la discriminación de 
género arraigada, se agravan durante el con-
flicto, persisten durante el período posterior al 
conflicto y, junto con la desintegración de los 
sistemas policial y judicial, contribuyen a de-
negar u obstaculizar el acceso de las mujeres 
a la justicia.
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funcionan tanto a nivel nacional como sub
nacional y el Estado se convierte cada vez 
más en el principal proveedor de servicios  
básicos.

Fuentes: g7+, Nota sobre el espectro de fragilidad, págs. 10-13, (Kinshasa, 2013) y CEDAW GR 30, párrs. 34-

35, 38(e), 49, 52(b), 63, 74, 76.

El requisito de realizar una evaluación de fragilidad conforme al Nuevo Pacto para Trabajar 
en Estados Frágiles, respaldado por países del g7+ en 2011 para orientar el compromiso 
internacional en países afectados por conflictos, ofrece al sistema de las Naciones Unidas 
y a otros agentes la oportunidad de incorporar el género en todas las fases de la evalua-
ción y utilizar los resultados para influir en el futuro diseño e implementación de políticas 
del sector de la seguridad y la justicia en los países del g7+. A modo de ejemplo, el Cuadro 
1.2 resume los resultados de la evaluación de fragilidad de Sierra Leona, que se llevó a cabo 
durante la fase de resiliencia de su experiencia de fragilidad y utiliza los indicadores de la 
evaluación de fragilidad y la orientación proporcionada por la CEDAW GR 30. Demuestra 
que las evaluaciones de fragilidad pueden servir como instrumentos robustos para identi-
ficar y abordar las prioridades de las mujeres en materia de justicia desde la crisis hasta el 
desarrollo.

CUADRO 1.2 Una evaluación completa de la fragilidad de Sierra Leona en relación con el acceso 

a la justicia

Progresos Desafíos Acciones políticas a tomar

•	 La Ley local de los tribu
nales (2011) hizo que el ac-
ceso a la justicia informal 
fuera más oportuno y  
asequible

•	 Se realizaron esfuerzos  
para descentralizar el sis
tema formal, con sesiones 
de tribunal de circuito y 
mayor accesibilidad a asis-
tentes jurídicos

•	 El establecimiento de la 
Oficina de Coordinación del 
Sector Judicial generó si-
nergia entre los sectores  
de seguridad y justicia

•	 Aumento en la confianza  
en los sistemas de justicia, 
formales e informales, con 
mayor protección de los 
derechos de las personas  
y sanciones para las trans-
gresiones a los derechos 
humanos

Condiciones de la justicia:

•	 El sistema formal de justi-
cia es inaccesible fuera de 
los principales centros  
urbanos

•	 La justicia formal es costo-
sa, poco entendida e incu-
rre en largas demoras

•	 Acceso muy limitado a la 
representación (asistencia 
jurídica)

•	 Poca capacidad de enjui
ciamiento

•	 Apoyo limitado a las vícti-
mas vulnerables

•	 La percepción de interfe-
rencia política en la justicia 
sigue siendo alta

Capacidad y rendición  

de cuentas:

•	 Se considera que el poder 
judicial está demasiado po-
litizado, con cierta interfe-
rencia política en la aplica-
ción de la justicia

•	 Desarrollar la concientiza-
ción sobre el sistema for-
mal de justicia mediante  
la visible imparcialidad del 
sistema

•	 Mejorar la coordinación  
entre los sistema formales  
e informales de justicia  
y en todos los sectores de 
la justicia y la seguridad

•	 Desarrollar un sistema co-
rrectamente capacitado 
con presupuestos, vehícu-
los y logística modernos. 

•	 Emitir directrices para re
ducir la discreción judicial 
en las sentencias

•	 Avanzar en los esfuerzos 
para garantizar que los sis-
temas tradicionales y for-
males de justicia estén ple-
namente armonizados y 
trabajen en conjunto

La evaluación  

de fragilidad de 

Sierra Leona  

presta atención  

a la justicia y a  

sus dimensiones 

de género.

http://www.g7plus.org/sites/default/files/resources/g7%2B%2BEnglish%2BFS%2BNote%2BDesign.pdf
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/30&Lang=en
http://www.g7plus.org/sites/default/files/basic-page-downloads/A%20New%20Deal%20for%20engagement%20in%20Fragile%20States.pdf
http://www.g7plus.org/sites/default/files/basic-page-downloads/A%20New%20Deal%20for%20engagement%20in%20Fragile%20States.pdf
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•	 Las organizaciones de de-
rechos humanos han hecho 
posible que las élites en-
frenten la justicia

•	 Existen mecanismos alter-
nativos para resolver con-
troversias, disponibles y 
aceptados por los sistemas 
formales y consuetudina-
rios, que ayudan a crear co-
laboración y cooperación 
entre ambos sistemas de 
justicia

•	 A los jueces se les permite 
demasiada discreción en 
sus sentencias

•	 El personal del tribunal  
no recibe un pago suficien-
te, así que recurre a la co-
rrupción

•	 Ocurren retrasos en la justi-
cia debido a la falta de su
ficientes sesiones de jueces 
de primera instancia, a la 
poca capacidad y la resis-
tencia al cambio entre los 
funcionarios de los tribu
nales locales

•	 Gran hacinamiento en las 
cárceles y falta de centros 
de reclusión para meno-
res de edad

Cumplimiento y capacidad  

de respuesta:

•	 Asociación poco efectiva 
entre los sistemas formales 
e informales

•	 La codificación del derecho 
consuetudinario es limitada 
y no queda claro si la codi-
ficación hará que el dere-
cho consuetudinario sea 
menos arbitrario debido a 
las diferencias regionales

•	 Existe una Comisión de  
Reforma Legislativa esta-
blecida pero sus progresos 
son limitados

•	 Falta de conocimiento de 
las leyes entre la ciudadanía

•	 La ciudadanía y los conci-
liadores a menudo desco-
nocen las leyes actualizadas

Fuente: Sierra Leona, Evaluación de fragilidad: República de Sierra Leona - Resumen de resultados, págs. 

7-8, (Freetown, 2013).

2.2.3	 Evaluaciones de las Naciones Unidas sobre crisis 
La Organización de las Naciones Unidas está obligada a realizar evaluaciones de la natura-
leza y el alcance de las diferentes situaciones de crisis, informando su determinación sobre 
cómo y cuándo debería responder. Fundamentar una respuesta ante la crisis en evaluacio-
nes compartidas mejorará la credibilidad de la organización responsable, ayudando a ali-
near el trabajo de diferentes entidades hacia objetivos comunes.10

Evaluaciones integradas y evaluaciones estratégicas de las Naciones Unidas

Una evaluación se considera “integrada” cuando conlleva implicaciones para múltiples 
entidades de las Naciones Unidas a nivel estratégico, programático u operacional. Una 
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http://www.g7plus.org/sites/default/files/resources/Fragility-Assessment-SierraLeone.pdf
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categoría clave de evaluaciones integradas es la evaluación estratégica, cuyo objetivo es 
reunir a las entidades políticas, de seguridad, de desarrollo, humanitarias y de derechos 
humanos de las Naciones Unidas para desarrollar un entendimiento común de una situa-
ción de conflicto o posterior a un conflicto, con el fin de proponer opciones para el com-
promiso.11 Las evaluaciones estratégicas deben complementar y sacar provecho de los 
procesos analíticos existentes que se desarrollan dentro del sistema de las Naciones Uni-
das, y deben llevarse a cabo en consulta con los interlocutores pertinentes, como las au
toridades nacionales, la sociedad civil y los Estados Miembros clave.12 Una evaluación es-
tratégica para cualquier situación específica de conflicto o posterior a un conflicto debe 
incluir:

•	 Un análisis de conflictos centrado en el objetivo de la evaluación estratégica

•	 Un análisis de los objetivos prioritarios para la consolidación de la paz

•	 Una articulación de las opciones estratégicas de las Naciones Unidas para enfrentar la 
situación en el país (lo ideal sería presentar un máximo de dos o tres opciones estra-
tégicas en el informe de evaluación estratégica)

•	 Una evaluación de riesgos para cada opción estratégica13

La decisión de poner en marcha una evaluación estratégica solo puede tomarla el Secre
tario General, el Comité Ejecutivo de Paz y Seguridad o un Equipo de Tareas Integrado a 
nivel de director o superior. Puede llevarse a cabo antes de la fase de puesta en marcha y 
planificación o durante el ciclo de vida de las misiones establecidas de las Naciones Uni-
das, proporcionando una base para formular recomendaciones sobre la naturaleza y la  
(re)configuración del compromiso de las Naciones Unidas. Estas recomendaciones se so-
meten a la consideración del Secretario General y, cuando es necesario, también a la del 
CSNU.14

Análisis de conflictos

Un análisis de conflictos es un elemento constitutivo de una evaluación estratégica de las 
Naciones Unidas, que constituye el fundamento y punto de partida de toda evaluación 
y planificación integrada.15 Estos análisis ayudan a establecer una comprensión precisa y 
compartida de las causas fundamentales, las causas inmediatas, los factores desenca
denantes, las dinámicas y las tendencias del conflicto, así como de las partes interesadas 
involucradas.16 Existe una amplia gama de metodologías de análisis de conflictos: algunos 
ejercicios se llevarán a cabo durante un período prolongado, como los utilizados para con-
formar una evaluación estratégica, mientras que otros pueden requerir un periodo más 
breve en respuesta a acontecimientos urgentes sobre el terreno.17 Como mínimo, todos los 
análisis de conflictos deben incluir un perfil de la situación, un análisis causal de los facto-
res del conflicto, un análisis de las partes interesadas y una comprensión de la dinámica del 
conflicto, lo que implica un examen de la interacción resultante entre el perfil, las causas y 
las partes interesadas.18 Además, los análisis de conflictos de las Naciones Unidas deberían 
incluir un análisis específico del contexto de las cuestiones de género y la relación entre las 
cuestiones relativas a los derechos humanos y los conflictos violentos.19 Esto implica llevar 
a cabo evaluaciones con referencia a las Directrices para la integración de las intervencio-
nes contra la violencia de género en la acción humanitaria: Reducir el riesgo, promover la 
resiliencia e impulsar la recuperación del Comité Permanente entre Organismos (IASC), que 
ofrece orientación para evaluaciones, análisis y planificación estratégica para gobiernos, 
coordinadores humanitarios y otras partes interesadas. Los ejemplos de preguntas que los 
coordinadores humanitarios deben examinar para integrar los asuntos relacionados con la 
VSG durante las evaluaciones se destacan en el Cuadro 1.3.

https://gbvguidelines.org/wp/wp-content/uploads/2016/03/2015-IASC-Directrices-VG_version-espagnol.pdf
https://gbvguidelines.org/wp/wp-content/uploads/2016/03/2015-IASC-Directrices-VG_version-espagnol.pdf
https://gbvguidelines.org/wp/wp-content/uploads/2016/03/2015-IASC-Directrices-VG_version-espagnol.pdf
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CUADRO 1.3  Ejemplos de lo que los coordinadores humanitarios deben priorizar para abordar  

la VSG* en los análisis de conflictos

Solicitar a los especialistas en VRG, como parte de la capacidad general de evaluación de la 
protección, p. ej., dentro del Equipo de las Naciones Unidas para la Evaluación y Coordinación 
en Casos de Desastre (UNDAC) y a otros equipos de evaluación que se despliegan en la emer-
gencia que: 
•	 Lideren en garantizar que se incluyan preguntas relacionadas con la VRG en las evaluaciones 

rápidas iniciales de grupos múltiples/sectores (con ayuda de especialistas en VRG sobre pre-
guntas y métodos de recopilación de datos). 

•	 Garanticen que la violencia por razón de género (VRG) se aborde específicamente en los in-
formes de evaluación y la estrategia de protección integral.

Apoyar el trabajo de especialistas en VRG (nacionales e internacionales) para: 
•	 Emprender un mapeo de la VRG (p. ej., naturaleza y alcance, factores de riesgo y vulnerabili-

dad, marco jurídico nacional, capacidades del grupo/sector para prevenir, mitigar y responder 
a la VRG).

•	 Garantizar el diseño y la implementación de recopilación, almacenamiento y distribución de 
datos de manera segura y ética.

En escenarios preliminares de emergencias, asegurarse de que los datos disponibles sobre los 
riesgos y la exposición a la VRG de las poblaciones afectadas se incluyan de forma segura y ética.

* Tenga en cuenta que las directrices se refieren a VRG y no a la violencia sexual y de género (VSG), a la que 

hace referencia este conjunto de herramientas. 

Fuente: IASC, Directrices para la integración de las intervenciones contra la violencia de género en la acción 

humanitaria: Reducir el riesgo, promover la resiliencia e impulsar la recuperación, pág. 20, (s.l., Grupo 

Temático Mundial sobre Protección e IASC, 2015).

La ausencia de un análisis de conflictos preciso podría conducir a la pérdida de oportunida
des para prevenir la violencia o a intervenciones mal informadas que desencadenen o exa
cerben el conflicto. Por lo tanto, se debe prestar especial atención al análisis de conflictos 
durante la puesta en marcha, la reconfiguración o la retirada de misiones o cuando se está 
creando un nuevo plan estratégico.20 Si bien la composición del equipo de análisis puede va
riar, el enfoque debe ser multidisciplinario, políticamente inteligente e incluir personal con 
conocimientos técnicos y contextuales para identificar una amplia gama de causas de con-
flicto y determinar con precisión las motivaciones y las relaciones de las partes interesadas.21

FIGURA 1.2  Una imagen del análisis del desarrollo en relación con los conflictos, realizado por el 

PNUD

Fuente: PNUD, Análisis del desarrollo en relación con los conflictos (CDA), pág. 6, (Nueva York, 2003).
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https://gbvguidelines.org/wp/wp-content/uploads/2015/09/2015-IASC-Gender-based-Violence-Guidelines_lo-res.pdf
https://gbvguidelines.org/wp/wp-content/uploads/2015/09/2015-IASC-Gender-based-Violence-Guidelines_lo-res.pdf
http://www.undp.org/content/dam/undp/documents/cpr/documents/prevention/CDA_complete.pdf
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3.0	 Crear un entorno propicio para el acceso 
de las mujeres a la justicia

Para los propósitos de este módulo, el término “entorno propicio” se usa para describir las 
condiciones básicas que deben existir dentro del Estado para que las mujeres accedan a 
los sistemas de justicia y para que los agentes de la justicia respondan efectivamente a las 
necesidades de justicia de las mujeres. Este entorno debe ser reconocido por los profesio-
nales porque está determinado por el clima político, social, económico y cultural prevale-
ciente en un país. Un entorno propicio está respaldado por reglas y normas internacionales 
y regionales, legislaciones, políticas y presupuestos nacionales.22 La Meta 10.3 de los ODS 
articula claramente los vínculos entre ley, política y práctica y reduce la desigualdad exhor-
tando a los Estados a “garantizar la igualdad de oportunidades y reducir la desigualdad de 
resultados, incluso eliminando las leyes, políticas y prácticas discriminatorias y promovien-
do legislaciones, políticas y medidas adecuadas a ese respecto". Por lo tanto, la creación 
de un entorno propicio para el acceso de las mujeres a la justicia es fundamental para el 
objetivo de reducir la desigualdad y lograr la igualdad de género en todo el mundo.

FIGURA 1.3  Elementos para crear un entorno propicio para el acceso de las mujeres a la justicia

El apoyo a las normas nacionales en materia de igualdad de género ha ganado fuerza en 
los últimos 30 años, a partir de la inclusión de cláusulas de igualdad y no discriminación 
en 192 constituciones.23 Informe de la ONU-Mujeres, El progreso de las mujeres en el mun-
do 2015-2016: Transformar las economías para realizar los derechos, concluye que 119 paí-
ses han aprobado leyes contra la violencia doméstica y 125 han tomado medidas con respec
to al acoso sexual.24 Si bien esto representa una incursión importante en las protecciones 
jurídicas, aún queda mucho por hacer para fortalecer y mejorar la capacidad de las mujeres 
para buscar reparación por las trasgresiones de los derechos contenidos en estas leyes. 
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http://www.unwomen.org/es/digital-library/publications/2015/4/progress-of-the-worlds-women-2015
http://www.unwomen.org/es/digital-library/publications/2015/4/progress-of-the-worlds-women-2015
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En muchos contextos, las leyes y políticas tanto formales como informales siguen estando 
sesgadas en contra de las mujeres. Algunas leyes son abiertamente discriminatorias, reco-
nociendo explícitamente que las mujeres tienen menos derechos que los hombres. Por 
ejemplo, hasta la fecha, 25 países niegan a las mujeres el derecho a transmitir su naciona-
lidad a sus hijos en igualdad de condiciones con los hombres.25 Más de 50 países mantie-
nen algún tipo de discriminación de género en sus leyes de nacionalidad, como denegar a 
las mujeres el mismo derecho de conferir la nacionalidad a su cónyuge o vincular la nacio-
nalidad de las mujeres a su estado civil.26 Las mujeres también a menudo cuentan con me
nos derechos que los hombres en el matrimonio, el divorcio y la herencia, especialmente 
cuando el derecho consuetudinario rige en estas áreas. En algunos ámbitos del derecho 
consuetudinario, las mujeres pueden incluso estar sujetas a diferentes normas jurídicas que 
los hombres.27 El lenguaje neutro en cuanto al género en las leyes puede ir en detrimento 
de las mujeres cuando la definición de delitos y el diseño de regímenes de castigo y medios 
de defensa se diseñan para los hombres. En muchos sentidos, estas leyes son menos favo-
rables porque parecen neutras en cuanto al género, pero en la práctica les niegan a las mu
jeres los derechos y las garantías que supuestamente brindan. Tales leyes no toman en con
sideración las diferentes condiciones y obstáculos que enfrentan las mujeres como titulares 
de derechos en comparación con los hombres. 

También hay áreas de la ley donde los derechos y las garantías son en gran medida inexis-
tentes o se aplican de forma deficiente. Por ejemplo, las mujeres que trabajan en el ámbito 
doméstico (p. ej., trabajadoras familiares, domésticas o que trabajan en su casa) a menudo 
no están legalmente protegidas.28 La ausencia de leyes que prohíban la discriminación en 
el lugar de trabajo también puede afectar la capacidad de las mujeres para participar en 
actividades que son vitales para empoderarlas en tales entornos. Estas pueden incluir po-
líticas y regulaciones contra el acoso sexual, la representación paritaria en los sindicatos y 
la protección de la maternidad.

Para fomentar un sistema jurídico que responda a las necesidades de justicia de las muje-
res, la programación debe centrarse en proporcionar asesoramiento técnico y sobre políti-
cas a los responsables de la toma de decisiones sobre cómo abordar las deficiencias críticas 
en las protecciones jurídicas de las mujeres. Esto debería incluir hacer reformas al derecho 
positivo, al derecho consuetudinario y a las políticas existentes que crean barreras al ac
ceso de las mujeres a la justicia, o el diseño de nuevas leyes y políticas en respuesta a las 
necesidades de justicia de las mujeres. Esta sección ofrece orientación programática para 
cinco elementos importantes del entorno propicio para el acceso de las mujeres a la justi-
cia: derecho internacional, legislación nacional (constituciones, leyes formales y leyes infor
males), políticas del sector de justicia y asignación financiera para las necesidades de jus-
ticia de las mujeres.

3.1	 Derecho internacional 
Cuando los Estados firman y ratifican las convenciones internacionales, aceptan obliga
ciones vinculantes para cumplir con esas normas mediante la adaptación y la implementa-
ción. Las normas internacionales de derechos humanos representan el marco más amplio 
dentro del cual se establecen las leyes nacionales para promover la igualdad de género y 
el empoderamiento de las mujeres. La Carta de las Naciones Unidas propugna la igualdad 
entre hombres y mujeres29 y es reforzada por los instrumentos internacionales fundamen-
tales de derechos humanos y sus protocolos facultativos asociados. Estos incluyen a la 
CEDAW, que establece no solo “una declaración internacional de los derechos de las mu-
jeres, sino también la agenda de acciones para que los países garanticen el goce de dichos 
derechos”.30 La Declaración y Programa de Acción de Viena (Declaración de Viena), adop-
tada por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, afirma que los derechos humanos 
son inalienables, universales, indivisibles e interdependientes.

http://www.un.org/es/charter-united-nations/
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CoreInstruments.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CoreInstruments.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/Vienna.aspx
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Los Convenios de la OIT también crean compromisos relevantes y vinculantes como igual 
salario por trabajo igual (Convenio sobre Igualdad de Remuneración, N.º 100), la no discri-
minación en las relaciones laborales (Convenio sobre la Discriminación (Empleo y Ocu
pación), N.º 111), la igualdad de oportunidades y de trato entre trabajadores con responsa-
bilidades familiares (Convenio sobre los Trabajadores con Responsabilidades Familiares, 
N.º 156), los derechos y protección de la maternidad (Convenio sobre la Protección de la 
Maternidad, N.º 183) y la protección de los trabajadores domésticos (Convenio sobre las 
Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos, N.º 189).31

Estas normas mundiales operan junto con las obligaciones específicas de la región en los 
tratados regionales de derechos humanos (p.ej., Liga de los Estados Árabes, Carta Árabe 
de Derechos Humanos, Organización de la Unidad Africana, Carta Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos, Organización de Estados Americanos (OEA), Convención Ame
ricana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José, Costa Rica”; y Unión Europea, Carta 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea) y otros instrumentos regionales es-
pecíficos de las cuestiones de género (p. ej., Unión Africana, Protocolo de la Carta Africana 
de Derechos Humanos y de los Pueblos relativo a los Derechos de la Mujer en África (Pro
tocolo de Maputo); OEA, Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”; Consejo de Europa, Convención 
para Prevenir y Combatir la Violencia Contra las Mujeres y la Violencia Doméstica (Convenio 
de Estambul), y Asociación de Naciones del Sudeste Asiático (ASEAN), Declaración sobre 
la Eliminación de la Violencia contra la Mujer y la Eliminación de la Violencia contra los Ni
ños en la ASEAN). 

En el ámbito de la administración de justicia penal, también hay directrices importantes 
adoptadas por las Naciones Unidas, las cuales  incluyen: La Resolución 70/175 de la Asam-
blea General de las Naciones Unidas, Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tra
tamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela); Resolución 65/229 de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las 
Reclusas y Medidas No Privativas de la Libertad para las Mujeres Delincuentes (Reglas de 
Bangkok); Resolución 67/187 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Principios y 
Directrices de las Naciones Unidas sobre el Acceso a la Asistencia Jurídica en los Sistemas 
de Justicia Penal; UNODC, reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de preven-
ción del delito; Resolución 45/110 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Reglas 
Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas No Privativas de la Libertad (Reglas de 
Tokio); y la Resolución 65/228 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Estrategias 
y Medidas Prácticas Modelo Actualizadas para la Eliminación de la Violencia Contra la Mu-
jer en el Campo de la Prevención del Delito y la Justicia Penal..32

3.1.1	 Aplicación de las normas de los derechos humanos  
a través de procedimientos de denuncia regionales  
y mundiales

Diversos tratados e instituciones regionales y mundiales de derechos humanos proporcio-
nan normas, procedimientos y plataformas para que un individuo o un grupo de personas 
presente denuncias cuando se transgreden las disposiciones de un tratado.33

Ejemplos de procedimientos de denuncia a nivel global

Ocho de los nueve instrumentos internacionales fundamentales de derechos humanos se 
complementan con protocolos facultativos, que permiten a sus respectivos órganos de su
pervisión considerar las denuncias (o comunicaciones) de transgresiones de los derechos 
que están protegidos por el instrumento específico. Como condición básica para poner en 
marcha dicho proceso, el correspondiente protocolo facultativo debe haber sido ratificado 
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http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=1000:12000:::NO:::
http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C100
http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C111
http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C111
http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C156
http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C156
http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C183
http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C183
http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C189
http://www.ilo.org/dyn/normlex/en/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C189
http://www.refworld.org/docid/3ae6b38540.html
http://www.refworld.org/docid/3ae6b38540.html
http://www.achpr.org/files/instruments/achpr/banjul_charter.pdf
http://www.achpr.org/files/instruments/achpr/banjul_charter.pdf
https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm
https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm
http://www.europarl.europa.eu/charter/pdf/text_es.pdf
http://www.europarl.europa.eu/charter/pdf/text_es.pdf
http://www.achpr.org/files/instruments/women-protocol/achpr_instr_proto_women_eng.pdf
http://www.achpr.org/files/instruments/women-protocol/achpr_instr_proto_women_eng.pdf
http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html
http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html
https://rm.coe.int/1680464e73
https://rm.coe.int/1680464e73
http://www.ohchr.org/Documents/Issues/Women/WG/ASEANdeclarationVaW_violenceagainstchildren.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Issues/Women/WG/ASEANdeclarationVaW_violenceagainstchildren.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Issues/Women/WG/ASEANdeclarationVaW_violenceagainstchildren.pdf
http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/175&Lang=S
http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/175&Lang=S
https://undocs.org/A/RES/65/229
https://undocs.org/A/RES/65/229
https://undocs.org/A/RES/65/229
https://undocs.org/A/Res/67/187
https://undocs.org/A/Res/67/187
https://undocs.org/A/Res/67/187
https://www.unodc.org/pdf/criminal_justice/UN_standards_and_norms_in_crime_prevention_at_your_fingertips.pdf
https://www.unodc.org/pdf/criminal_justice/UN_standards_and_norms_in_crime_prevention_at_your_fingertips.pdf
http://undocs.org/A/RES/45/110
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por el Estado en cuestión. Las condiciones previas para poner en marcha el Procedimiento 
de Comunicaciones del Comité de la CEDAW se enumeran en los artículos 1 a 4 de la Re-
solución 54/4 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, el Protocolo Facultativo de 
la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mu-
jer.34 Consulte la jurisprudencia reciente del Comité de la CEDAW.

Ejemplos de procedimientos de denuncia a nivel regional

•	 Procedimientos de comunicación de la Comisión Africana de Derechos Humanos y de 
los Pueblos en relación con la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos.35 
Consulte la jurisprudencia de la Comisión.

•	 El procedimiento de solicitud del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que regula 
las solicitudes individuales o estatales de presuntas trasgresiones de los derechos ci-
viles y políticos expuestos en el Convenio Europeo de Derechos Humanos. Consulte las 
sentencias y decisiones de la Comisión.

•	 El sistema de peticiones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en re-
lación con la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Con
vención Americana sobre Derechos Humanos y otros tratados interamericanos de de-
rechos humanos.36 Consulte la jurisprudencia de la Comisión. 

3.1.1.1	 Cómo abordar las reservas

Una reserva es una declaración que hace un Estado mediante la cual trata de excluir o al-
terar el efecto jurídico de ciertas disposiciones de un tratado en su aplicación a ese Esta-
do.37 Cuando un Estado formula una reserva al momento de la firma, debe confirmar la re-
serva en el momento de la ratificación, aceptación o aprobación. Sin embargo, los órganos 
creados en virtud de tratados de derechos humanos en general están de acuerdo en que 
las reservas no pueden ser contrarias al objetivo y la finalidad del tratado en cuestión.38

De las 189 partes de la CEDAW, 62 países formularon reservas al ratificar el tratado.39 Algu-
nas reservas son de procedimiento (es decir, reservas al artículo 29 respecto a la resolución 
de controversias), pero otras obstruyen las responsabilidades específicas del Estado de de
fender los derechos fundamentales de las mujeres en áreas tales como la no discriminación, 
ejercer cargos públicos, igualdad de derecho a la nacionalidad, y matrimonio y familia (con
sulte el Módulo 2).40

3.1.2	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación
•	 Percepciones incorrectas sobre los tratados internacionales de derechos humanos. Al

gunos responsables de la toma de decisiones perciben los tratados internacionales de 
derechos humanos como lo hace la CEDAW, como normas codificadoras que son más 

Muchos países han formulado reservas para: (a) el Artículo 2(c), que indica que los Estados partes 
se comprometen a establecer la protección jurídica de los derechos de las mujeres en igualdad de 
condiciones con los hombres... (b) el Artículo 5(a), que indica que los Estados partes tomarán todas 
las medidas apropiadas para modificar los patrones sociales y culturales de conducta de hombres 
y mujeres... (c) el Artículo 15, que indica que los Estados partes reconocerán a las mujeres una ca-
pacidad jurídica en materias civiles idéntica a la de los hombres y las mismas oportunidades para 
ejercer esa capacidad.

En vista de la importancia fundamental que reviste el acceso de la mujer a la justicia, el Comité re-
comienda que los Estados partes retiren sus reservas a la Convención, en particular a los artículos 
2(c), 5(a), 15 y 16.

Fuente: CEDAW GR 33, párrs. 65-66.
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compatibles con las culturas occidentales. Esto genera una voluntad política limitada 
para implementar “valores impuestos desde el exterior”.

•	 La integración de los tratados en la legislación y las políticas nacionales puede prolon-
garse en algunos contextos nacionales. Los Estados tienen requisitos diferentes para 
incorporar las normas de derecho internacional a la legislación nacional, lo que las hace 
vinculantes a nivel nacional. En los Estados dualistas, existen obstáculos sustanciales, 
como la exigencia de que la asamblea legislativa adopte el tratado para lograr la apli-
cación nacional (consulte la Sección 1.1).

•	 Conocimiento y comprensión limitados de las obligaciones dimanantes del tratado 
entre los agentes del Estado. El Comité de la CEDCM y otros órganos creados en virtud 
de tratados han observado que la aplicación deficiente de las obligaciones derivadas 
de los tratados de derechos humanos se debe en parte al conocimiento inadecuado o 
incorrecto por parte los agentes gubernamentales sobre los derechos estipulados en 
la CEDAW y sus implicaciones para los derechos de las mujeres.41

•	 Débil aplicación. Si bien a cada uno de los nueve tratados fundamentales de derechos 
humanos se les asignan órganos de supervisión para evaluar la ejecución entre los Es
tados y ocho de los órganos creados en virtud de tratados cuentan con procedimien-
tos de comunicación, los Estados no son “sancionados” por la falta de cumplimiento 
de sus obligaciones derivadas del tratado.42

3.1.3	 Consideraciones y opciones de la programación 
1.	 Apoyar a los Estados partes para que ratifiquen los tratados y protocolos pertinentes, 

retiren las reservas y establezcan mecanismos nacionales para apoyar la aplicación de 
los instrumentos internacionales. Los marcos internacionales y regionales desempeñan 
un papel importante en el logro del cumplimiento de los derechos de las mujeres, al 
servir como elementos centrales para el desarrollo de la legislación y las políticas na-
cionales.43 Las referencias que pueden ayudar a conformar la programación específica 
incluyen las observaciones y recomendaciones finales del Comité de la CEDAW, las re
comendaciones de otros órganos creados en virtud de tratados pertinentes y las reco-
mendaciones de las sesiones del EPU.

2.	Desarrollar mecanismos para fortalecer la familiaridad y la comprensión de las obliga-
ciones de la CEDAW en todas las esferas el Estado, y particularmente en el sector de 
justicia. Esto podría combinarse con otras iniciativas de integración de la perspectiva 
de género en todos los niveles del Estado, como garantizar que todos los miembros del 
personal y no solo los coordinadores en cuestiones de género sean conscientes de sus 
obligaciones de aplicar los derechos de las mujeres. 

3.	Explorar oportunidades para una mayor cooperación con las OSC en el desarrollo de 
estrategias para cumplir las obligaciones del tratado y mantener la rendición de cuen-
tas. Las OSC pueden proporcionar información valiosa sobre las deficiencias de aplica
ción y las áreas prioritarias que deben abordarse destacándolas en sus informes alter-
nativos al Comité de la CEDCM, así como a otros órganos creados en virtud de tratados, 
y supervisando la aplicación de las observaciones y recomendaciones finales por parte 
del Estado. 

4.	Reforzar el cumplimiento de los tratados. Difundir ampliamente el Protocolo Faculta-
tivo de la CEDAW y otros tratados de derechos humanos, proporcionar orientación a 
las OSC sobre la navegación en el sistema de derechos humanos y abogar por la eje-
cución de las decisiones derivadas de dichas denuncias. En este contexto, los profesio-
nales también podrían definir a las partes interesadas e identificar a los aliados para 
apoyar el mantenimiento de la voluntad política de ratificación y cumplimiento de los 
tratados.

La falta de volun­

tad política y las 

percepciones inco­

rrectas sobre las 

intenciones y fuen­

tes detrás de los 

instrumentos re­

gionales e interna­

cionales pueden 

debilitar aún más 

la capacidad de un 

Estado para hacer 

cumplir las obliga­

ciones emanadas 

de un tratado. 

Las intervenciones 

de programación 

pueden centrarse 

en abogar por la 

ratificación de los 

instrumentos de 

derechos humanos 

y sus respectivos 

Protocolos Facul­

tativos, además de 

su difusión en  

todos los sectores 

de la sociedad.

http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/TBSearch.aspx?TreatyID=3&DocTypeID=5http://
http://www.ohchr.org/EN/HRBodies/Pages/TreatyBodies.aspx
http://www.ohchr.org/EN/HRBodies/UPR/Pages/UPRMain.aspx


63MÓDULO 1: La teoría y la práctica de la programación del acceso de las mujeres a la justicia

5.	Promover el diálogo nacional sobre los derechos humanos. Bajo el liderazgo de las 
INDH, fomentar el diálogo nacional sobre los derechos humanos e identificar los vín-
culos positivos entre las normas internacionales de derechos humanos y las culturas y 
religiones locales para mitigar las percepciones de que tales normas son impulsadas 
desde el exterior. Esto podría incluir la creación de alianzas y comunidades de práctica 
entre líderes tradicionales y religiosos, jóvenes, hombres y niños.44

3.2	 Legislación nacional
La ausencia de leyes y regulaciones efectivas en un país, así como la presencia de leyes dis
criminatorias hacia las mujeres, obstaculizan significativamente el desarrollo. Las legisla-
ciones nacionales consisten en un sistema de normas que un Estado establece para regular 
las acciones y las inacciones de individuos y organizaciones privadas y públicas. Las legisla
ciones nacionales son complejas y cubren una amplia gama de ámbitos jurídicos que afec-
tan el desarrollo general de un país. Mientras que la vida de la mujer está influenciada por 
todas las legislaciones nacionales que su Estado puede tener vigentes, el siguiente análisis 
se limita a los ámbitos que la CEDAW GR 33 identifica con un impacto comparativamente 
mayor y más directo en el acceso de las mujeres a la justicia.45 Estos consisten en derecho 
constitucional, diversas formas de leyes formales (derecho civil, de familia, penal y dere-
cho administrativo, social y laboral) y leyes informales (derecho consuetudinario y religio-
so). Aunque se tratan por separado en este conjunto de herramientas con fines ilustrativos, 
en la práctica, todos los ámbitos jurídicos y las leyes que se derivan de ellos son interdepen
dientes y con frecuencia se entrecruzan (p. ej., en demandas relacionadas con el derecho de 
familia, la violencia doméstica o la ciudadanía). 

3.2.1	 Constituciones
Las constituciones son la expresión suprema de autoridad de un sistema de gobernanza y 
rendición de cuentas de un Estado, y representan tanto oportunidades como amenazas para 
el avance de la igualdad de género. El PNUD define una constitución como el instrumento 
jurídico marco que captura la base del contrato social entre el Estado y las personas a las 
que sirve. Constituye un conjunto de normas que esboza la autoridad y los poderes del Es
tado, incluso en lo referente a los derechos de la ciudadanía y de otros en relación con el 
Estado.46
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En los últimos 50 años, las constituciones en aproximadamente la mitad de los países se 
han reformulado o modificado en distintos grados.47 La Base de Datos Global de Género e 
Igualdad Constitucional de la ONU-Mujeres, estima que 192 constituciones contienen dispo
siciones sobre igualdad y no discriminación, tales como igualdad ante la ley, igualdad de 
derechos en razón de su sexo y el deber del Estado de proteger a todas las personas con-
tra la discriminación. Las constituciones también son importantes porque a menudo refle-
jan la forma en que los Estados adaptarán el derecho internacional, como los tratados de 
derechos humanos, dictando si adoptan un enfoque dualista o monista.

3.2.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Los avances constitucionales a veces se debilitan a causa de cláusulas discriminatorias. 
A pesar de las reformas constitucionales que promueven la igualdad de género, per-
sisten disposiciones discriminatorias en algunas constituciones y muchas mujeres se 
ven afectadas por regímenes contradictorios de cláusulas que niegan los avances jurí-
dicos en otras áreas. Estas incluyen cláusulas de revocación que imponen excepciones 
a las disposiciones de igualdad y no discriminación en materia de derecho de las per-
sonas (11 constituciones) y disposiciones que discriminan a las mujeres en cuestiones 
de ciudadanía (14 constituciones).48 De las 44 monarquías constitucionales que existen 
a nivel mundial, solo 17 (39 %) reconocen la igualdad del hombre y de la mujer en ma-
teria de sucesiones.49 Además, varias observaciones y recomendaciones finales del Co
mité de la CEDCM señalan una creciente demanda para que los Estados adopten la 
definición de discriminación de la CEDAW tanto en las constituciones como en las le-
yes.50 Las reformas en estas áreas han sido irregulares.

•	 Débil aplicación. Cuando la programación tiene éxito en incorporar la igualdad de gé
nero y disposiciones relacionadas en una constitución, la aplicación sigue siendo un 
desafío significativo. Las disposiciones constitucionales poseen un poder de ejecución 
limitado por sí mismas, y dependen de la aplicación de las leyes o las resoluciones de 
los tribunales (a menudo un tribunal constitucional) para la ejecución. Por lo tanto, los 
derechos previstos en una constitución pueden significar poco en la práctica en la au
sencia de mecanismos para la aplicación, especialmente si la constitución se considera 
solo como una aspiración. La programación efectiva requiere suficiente voluntad polí-
tica para hacer realidad estos mecanismos de aplicación.

•	 Mala sincronización de las intervenciones programáticas. Los defensores de las cues-
tiones de género pueden iniciar la promoción y movilización demasiado tarde para lo
grar un impacto significativo. Los programas de apoyo a la igualdad de género y el ac
ceso de las mujeres a la justicia a menudo no se sincronizan estratégicamente con los 
cambios políticos y otros indicadores de reforma constitucional, lo que conduce a la 
pérdida de oportunidades vitales y puntos de entrada.

•	 Insuficiente voluntad política. Como proceso político, las reformas constitucionales pue
den estar sujetas a muchos intereses contradictorios. Los agentes políticos a menudo 
perciben los derechos de las mujeres como secundarios a otros asuntos políticos que 
consideran “más apremiantes”.

•	 Los defensores de las cuestiones de género se enfocan en las principales disposicio-
nes normativas a expensas de otros importantes derechos y garantías sustantivos. La 

Los Estados partes que han adoptado garantías constitucionales en relación con la igualdad sustan-
tiva entre hombres y mujeres y han incorporado el derecho internacional de los derechos humanos, 
incluida la Convención, en sus ordenamientos jurídicos nacionales, están mejor equipados para ga
rantizar la igualdad de género en el acceso a la justicia.

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 41.
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defensa de los derechos de las mujeres tiende a centrarse más en los derechos civiles 
y políticos (p. ej., las cuotas) y menos en los derechos sociales y económicos. Esto pue
de deberse en parte a la capacidad limitada de las organizaciones de derechos de las 
mujeres para abordar una amplia variedad de cuestiones dentro de los marcos de tiem
po de las reformas constitucionales.

•	 Falta de perspectiva de género en el lenguaje constitucional estándar. Si bien va en au
mento la cantidad de constituciones que están incorporando cláusulas independientes 
sobre los derechos de las mujeres (24 constituciones hasta la fecha), la tendencia a em
plear un lenguaje neutro en cuanto al género sigue siendo una característica común de 
las reformas.51 En tales casos, el lenguaje puede no considerar los incontables obstácu-
los que enfrentan las mujeres en su interacción con la ley, así como las relaciones de 
poder desiguales en la sociedad.

3.2.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación 

1.	 Seis principios rectores para la elaboración de constituciones. Si bien un entorno pro-
picio se centra principalmente en el contenido sustantivo de una constitución, también 
hay consideraciones importantes en torno al proceso de elaboración de una constitu-
ción en sí. El marco de referencia para el apoyo del sistema de las Naciones Unidas a 
los procesos de elaboración de constituciones figura en la Nota orientativa del Secre-
tario General, Asistencia de las Naciones Unidas a los procesos de elaboración de cons
tituciones (Nota Orientativa) de las Naciones Unidas, que especifica que la elabora-
ción de constituciones es para las Naciones Unidas “un concepto amplio que abarca el 
proceso de redacción y contenido de fondo de una nueva constitución, o las reformas a 
una constitución existente”.52 Los seis principios rectores de la Nota Orientativa apoyan 
(1) aprovechar las oportunidades para la consolidación de la paz y del estado; (2) pro-
mover la integración y el cumplimiento de las normas de derechos humanos; (3) ga-
rantizar la propiedad local; (4) inclusión, participación y transparencia; (5) movilizar y 
coordinar a una gran variedad de expertos; y (6) seguimiento y divulgación.53

2.	El apoyo constitucional debe ser oportuno. Los procesos de reforma constitucional tie
nen un plazo perentorio. Por lo tanto, debe anticiparse el calendario de reformas, par-
ticipar sistemáticamente con los agentes del Estado y ajenos al Estado, y reunir a to-
dos los agentes para la formación de consenso. 

3.	Amplifique las voces de los defensores de las cuestiones de género. Promueva la parti
cipación plena e inclusiva de las partes interesadas relevantes en los procesos de refor
ma constitucional para garantizar que las principales preocupaciones dentro de cada 
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área temática se identifiquen y aborden con precisión. Conforme a los principios esbo-
zados en la Nota Orientativa, las reformas constitucionales deben servir de plataforma 
para la participación efectiva de las mujeres en todos los entornos (p. ej., zonas de 
difícil acceso, como las comunidades rurales) y producirse con la participación activa 
de las OSC y las organizaciones de base comunitaria (OBC), los mecanismos naciona-
les dedicados a cuestiones de la mujer, las mujeres de todas las afiliaciones políticas y 
los comités parlamentarios relevantes. Esto podría implicar apoyar la inclusión de es-
tos agentes en el proceso constitucional, conectarlos con los medios y con los respon-
sables de la toma de decisiones y promover la formación de coaliciones entre indivi-
duos y organizaciones afines para avanzar las demandas de las mujeres.

4.	Revise la constitución existente desde una perspectiva de género. Examine la consti-
tución en busca de lenguaje y disposiciones discriminatorias de género. Determine si 
cumple con las recomendaciones del Comité de la CEDAW, otros órganos creados en 
virtud de tratados y el EPU sobre la reforma de la constitución para abordar el conte-
nido discriminatorio y proponer reformas basadas en estos hallazgos y en las buenas 
prácticas de otros países. En este contexto, trabaje con agentes del Estado y ajenos 
para acordar un paquete de demandas para las mujeres. Se debe prestar especial aten
ción a la eliminación de las disposiciones discriminatorias existentes y la adopción de 
nuevas disposiciones que mejoren el logro de la igualdad sustantiva.54

5.	Si bien las cláusulas generales de igualdad son esenciales, también es importante abo-
gar por cláusulas independientes sobre los derechos de la mujer. Estas cláusulas sue-
len incluir un lenguaje explícito que hace un llamamiento al Estado para defender y ha
cer cumplir los derechos de la mujer en áreas específicas, como la política, la economía 
y la protección contra la violencia.55 Esas cláusulas independientes ofrecen oportuni-
dades para responsabilizar a los Estados por sus obligaciones en virtud de la CEDAW 
y otros instrumentos jurídicos internacionales. Por lo tanto, proporcionan un importan-
te punto de entrada para la adaptación de normas jurídicas regionales y mundiales en 
áreas tales como la igualdad de acceso a la educación, la salud, la nacionalidad y la 
participación en órganos constituidos por elección y nombramiento.

6.	Apoye la creación y la constante dotación de recursos de los órganos de revisión cons-
titucional. Las constituciones deben posibilitar la creación de estructuras que garanti-
cen que los mecanismos de supervisión y revisión judicial “vigilen la aplicación de to-
dos los derechos fundamentales, incluido el derecho a la igualdad sustantiva entre los 
géneros”.56

7.	 Realice una investigación de antecedentes detallada y negocie respetuosamente. Las 
Naciones Unidas deben ganarse la credibilidad y la confianza de todas las partes in
teresadas que participan en el proceso de reforma constitucional mediante una mejor 
comprensión de las posiciones y las preocupaciones de todos los interesados. Al mis-
mo tiempo, las Naciones Unidas pueden recalcar a los legisladores/redactores que, 
como representantes del pueblo, deben priorizar los derechos de las mujeres como una 
obligación del Estado, tomando como modelo las disposiciones de buenas prácticas 
de otras constituciones, así como demostrar el valor estratégico de las garantías cons-
titucionales sobre los derechos de las mujeres tanto para las mujeres como para la so
ciedad en general.

8.	Preste mucha atención al lenguaje. Evalúe cuidadosamente las implicaciones de las dis
posiciones imparciales en materia de género sobre los derechos de las mujeres. Esas 
disposiciones incluyen las relacionadas con el acceso a la educación, el derecho al tra
bajo, el derecho a heredar, el derecho a transmitir la ciudadanía, el derecho a postular-
se para un cargo público, las cuotas de participación en legislaturas e instituciones y 
el estatus del derecho consuetudinario o religioso en la legislación nacional y en la 
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práctica. En el contexto de evitar el lenguaje neutro en cuanto al género, los procesos 
de reforma constitucional en Etiopía, Marruecos y Túnez lograron integrar pronombres 
apropiados (p. ej., hombre/mujer, él/ella) en las constituciones, garantizando explícita-
mente el acceso de las mujeres a cargos específicos en condiciones de igualdad con 
los hombres.57 El artículo 74 de la Constitución de Túnez de 2014 garantiza que “cada 
votante hombre o mujer” puede presentarse como candidato presidencial, y el artícu-
lo 66(4) de la Constitución de la República del Ecuador de 2008, enmendada en 2015, 
reconoce la igualdad formal como parte de su cláusula de no discriminación. Además, 
se pueden incluir disposiciones para promover medidas legislativas en áreas específicas 
de los derechos de las mujeres. Por ejemplo, el artículo 22 de la Constitución de la Re
pública de Ghana de 1992, enmendada en 1996, impone al Parlamento la obligación de 
promulgar leyes para proteger los derechos de propiedad de las mujeres.

3.2.2	 Dictar y reformar leyes
Las disposiciones constitucionales deben traducirse en leyes por su impacto significativo 
en las mujeres. Los sistemas jurídicos se definen por las fuentes de derecho y los tipos de 
instituciones que se han establecido para interpretarlos y hacerlos cumplir. En algunos 
países, las leyes pueden derivarse de una o más fuentes (sistemas jurídicos mixtos o plura-
les) y tales sistemas a menudo se caracterizan por la coexistencia de leyes y regulaciones 
del Estado, por un lado (formales), y leyes y prácticas religiosas, consuetudinarias e indíge
nas por el otro (informales). La existencia de múltiples fuentes de derecho presenta posi-
bles amenazas y oportunidades para la capacidad de las mujeres para acceder a la justicia. 

En algunos países, existe una delgada línea entre las leyes formales e informales, particular
mente cuando las constituciones reconocen las leyes consuetudinarias y/o religiosas como 
parte de las leyes formales del Estado (p. ej., Ghana, Gambia y Nigeria).58 Los Estados ára-
bes como Egipto, Kuwait, Maldivas, Omán, Emiratos Árabes Unidos y Qatar reconocen al 
Islam como la principal fuente de derecho formal en sus respectivas constituciones. En es
tos países, el código de derecho derivado del Corán y el Hadiz (dichos y exhortaciones del 
Profeta Mahoma), conocidos colectivamente como la ley Sharia, es la principal fuente de 
derecho, aunque las interpretaciones pueden variar entre las escuelas y los estudiosos.59

Para su efectividad, los procesos legislativos deben basarse en los vínculos dentro y entre 
los eventos horizontales y verticales. Este enfoque asume que los agentes a nivel comuni-
tario, subnacional y nacional son todos fundamentales para una reforma legislativa soste-
nible y, por lo tanto, deben participar de manera integral, como lo ilustra la Figura 1.4. 

FIGURA 1.4  Relaciones horizontales y verticales en los procesos legislativos
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Las siguientes secciones se centran en las opciones de programación para abordar los 
desafíos y oportunidades presentados por las leyes formales e informales.

3.2.2.1	 Leyes formales 

Las leyes formales generalmente consisten en legislación procesal y sustantiva, y decretos 
y órdenes ejecutivas, y algunas jurisdicciones consideran que las decisiones judiciales tam-
bién forman parte integral de las leyes formales. La legislación basada en consideraciones 
de género asume “la integración de una perspectiva de género en todos los componen-
tes del proceso legislativo (diseño, implementación, supervisión y evaluación) para alcan-
zar el objetivo final de igualdad entre mujeres y hombres”.60 Para que la programación que 
busca promover el acceso de las mujeres a la justicia sea efectiva debe considerar las inte-
racciones y relaciones entre las leyes. Los sistemas federales de gobierno, por ejemplo, no 
garantizan la aceptación automática de las leyes federales a nivel estatal. 

El progreso de las mujeres en el mundo, 2011-2012: En busca de la justicia de ONU-Mujeres 
observa que la igualdad de género depende de una variedad de leyes. Más de 150 países 
tienen al menos una ley que es discriminatoria contra las mujeres.61 En 100 países de todo 
el mundo, a las mujeres se les prohíbe realizar ciertos trabajos solamente porque son mu-
jeres.62 En 32 países, las mujeres no pueden solicitar pasaportes de la misma manera que 
los hombres, y en 18 países no pueden trabajar si sus maridos consideran que no es del in
terés de la familia.63 Por lo tanto, el logro de ciertos derechos sustantivos puede requerir 
del apoyo de legislaciones en una variedad de campos. En el área de los derechos económi
cos, por ejemplo, las leyes deben abordar las dinámicas de poder dentro del hogar, las ta
reas de cuidado de los niños y otros trabajos no remunerados que afectan la capacidad de 
las mujeres para acceder al mercado laboral en igualdad de condiciones con los hombres.64 
Cuando los sistemas federales de gobierno enfrentan la posibilidad de tener un impacto ne
gativo en los derechos de las mujeres, las constituciones de dichos países siempre deben 
señalar que las leyes de los gobiernos subnacionales están sujetas a la constitución nacio-
nal, incluso en lo que respecta a la igualdad de género. 

Hay muchas áreas de la ley que influyen y dan forma al acceso de las mujeres a la justicia. 
Dirigidas por la CEDAW GR 33, estas se dividen en cuatro amplias categorías que a veces 
pueden superponerse:

Derecho civil

Esta área jurídica se extiende a los derechos, procedimientos y vías de recurso en los ám-
bitos de la capacidad personal/jurídica, los contratos, el empleo en el sector privado, las 
lesiones personales, la protección del consumidor, la herencia y los derechos de propiedad. 
El artículo 15 de la CEDAW garantiza la igualdad entre la mujer y el hombre ante la ley, una 
capacidad jurídica idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para ejercer esa ca
pacidad en materia civil. La Meta 5.1 de los ODS alienta a los Estados a emprender reformas 
en el ámbito del derecho civil que otorguen a las mujeres los mismos derechos a los recur-
sos económicos, así como el acceso a la propiedad y control de la tierra y otras formas de 
propiedad, servicios financieros, herencia y recursos naturales de acuerdo con las leyes na
cionales. De acuerdo con la CEDAW GR 33, los Estados deben:

•	 Eliminar todos los obstáculos basados en el género que impiden el acceso a los proce-
dimientos del derecho civil, como el requisito de que las mujeres obtengan permiso de 
las autoridades judiciales o administrativas, sus cónyuges y otros miembros de la fami-
lia antes de iniciar acciones judiciales, o exigir que presenten documentos relativos a 
la identidad o el título de propiedad. 

•	 Anular e invalidar todos los contratos y otros instrumentos privados que restringen la 
capacidad jurídica de las mujeres, como se establece en las disposiciones del artículo 
15(3) de la CEDAW.
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•	 Adoptar y aplicar medidas positivas para garantizar que las mujeres sean libres de ce
lebrar contratos y otros acuerdos de derecho privado.65

Derecho de familia

Técnicamente, el derecho de familia (también conocido como “derecho de las personas”) 
es parte del derecho civil. Sin embargo, es tratado como un ámbito jurídico separado en 
virtud de la CEDAW GR 33 debido a su impacto específico en las mujeres. Esta área del de
recho aborda cuestiones relacionadas con el matrimonio, el divorcio, los derechos y obli-
gaciones parentales y los derechos de propiedad en el contexto del matrimonio o la heren-
cia. El Módulo 2 profundiza en esto, explorando las experiencias de discriminación de las 
mujeres por motivo de ideología, tradición y cultura en esta esfera privada y destacando 
las medidas para abordar estos problemas.

Derecho penal 

El derecho penal abarca marcos que definen lo que constituye un delito y las vías de recurso 
y los castigos correspondientes. Todos los sistemas jurídicos reconocen dos dimensiones 
importantes del derecho penal en el contexto del acceso de las mujeres a la justicia: cuan-
do las mujeres son (1) víctimas o sobrevivientes de un delito, y (2) personas en conflicto con 
la ley (consulte el Módulo 3 y el Módulo 4). Las reformas con perspectiva de género en el 
derecho penal podrían incluir: 

•	 Crear vías de recurso y procedimientos con perspectiva de género para hacer frente a 
los delitos que a menudo se cometen contra las mujeres, como poner a disposición y 
capacitar policías y examinadores médicos del sexo femenino para apoyar a las muje-
res sobrevivientes de agresión sexual. 

•	 Revisar el estatus jurídico de las conductas que no son penalizadas ni castigadas con 
dureza si son cometidas por hombres, como las relaciones prematrimoniales, el adul-
terio66 o la prostitución.67

Arriba: Túnez. La fundación El Kef pour le Developpement capacita y empodera a las mujeres en El Kef. © 

Banco Mundial/Arne Hoel.
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•	 Revisar las leyes que buscan regular el comportamiento de las mujeres, sin que sean 
considerados como delitos por ninguna norma jurídica internacional, como escaparse 
de casa sin permiso,68 o no respetar el recato y los códigos de vestimenta.

Derecho administrativo, social y laboral

Las cuestiones de especial importancia para las mujeres en esta área incluyen servicios mé
dicos, derechos a la seguridad social, relaciones laborales (como igualdad de remuneración, 
incluso para funcionarios públicos, e igualdad de oportunidades para ser contratadas y as
cendidas), zonificación de viviendas y tierras, fondos de compensación, gobernanza de los 
recursos de Internet e inmigración y asilo, incluida la detención en tales casos. Las medidas 
para promover la receptividad a las cuestiones de género en esta área de la ley incluyen:

•	 Llevar a cabo revisiones independientes de acuerdo con las normas internacionales y 
garantizar que estén disponibles para todas las decisiones de los órganos administra-
tivos. 

•	 Exigir que las decisiones de denegar una solicitud sean fundamentadas y garantizar 
que la demandante pueda apelar la decisión ante un organismo competente. La aplica
ción de cualquier decisión administrativa previa debería además suspenderse en espe-
ra de una nueva revisión judicial.

•	 Usar la detención administrativa solo excepcionalmente, como última medida y por un 
período limitado, cuando sea necesario y razonable en el caso individual. La detención 
administrativa debe ser proporcional a un propósito legítimo y de conformidad con el 
derecho interno y las normas internacionales.

•	 Garantizar que se disponga de todas las medidas apropiadas, incluida la asistencia ju
rídica y los procedimientos efectivos para impugnar la legalidad de su detención, así 
como revisiones periódicas de dicha detención en presencia de la persona detenida.

Esta área del derecho tiene un impacto significativo en las mujeres marginadas y excluidas 
porque a menudo no pueden acceder a las instituciones para su protección. Los ejemplos 
incluyen a trabajadoras domésticas, migrantes y mujeres que trabajan en la economía in-
formal sin protección contra la explotación económica y sexual.69

Normas procesales y probatorias 

Las normas procesales rigen las medidas que un demandante y un demandado deben tomar 
para ser escuchados plenamente y resolver una controversia, particularmente en un foro 
judicial formal o informal. En el contexto formal, tales medidas podrían incluir la presentación 
de documentos dentro de plazos específicos y el envío de dichos documentos a las per
sonas afectadas. Las normas probatorias, por otro lado, determinan quién, cuándo y cómo 
se presenta la evidencia sobre un conjunto particular de hechos.

Las normas procesales y probatorias trascienden a cada una de las cuatro áreas del dere-
cho mencionadas anteriormente porque son cruciales para la determinación de un caso, por 
ejemplo, en casos en los que las mujeres no tienen permitido presentar reclamaciones sin 
el permiso de un tutor masculino, donde existen diferentes grados de prueba para hom-

Muchas de las observaciones finales y opiniones del Comité en virtud del Protocolo Facultativo, sin 
embargo, demuestran que las normas probatorias y de procedimiento discriminatorias y una falta 
de diligencia debida en la prevención, investigación, enjuiciamiento, castigo y provisión de recursos 
por violaciones de los derechos de la mujer dan por resultado el desacato de las obligaciones de 
asegurar que la mujer tenga igualdad de acceso a la justicia.

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 23.
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bres y mujeres para ciertos delitos o en casos civiles y familiares. Las normas probatorias 
discriminatorias incluyen aquellas que discriminan contra las mujeres como testigos, de-
mandantes y demandadas al exigirles que asuman una carga probatoria más alta que los 
hombres para establecer un delito o buscar una vía de recurso, así como leyes que exclu-
yen u otorgan un estatus inferior al testimonio de las mujeres. 

Incluso cuando las normas procesales y probatorias son neutrales desde el punto de vista 
del género, los enfoques discriminatorios en su interpretación y aplicación pueden tradu-
cirse en la exclusión, descrédito o devaluación del testimonio de las mujeres por parte de 
los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. La estigmatización de las mujeres, los 
fallos sistemáticos en los procedimientos de recopilación de pruebas para los delitos co-
metidos contra las mujeres y los requisitos probatorios onerosos pueden destruir los fun-
damentos probatorios de los casos, incluso antes de que se escuche a las mujeres.

3.2.2.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación 

•	 La reforma legislativa es a menudo un proceso lento y a largo plazo. El proceso legis-
lativo requiere una gran cantidad de tiempo, esfuerzo y capital social, y puede implicar 
negociaciones políticas sobre minucias que pueden abarcar varios años, particularmen
te en Estados que aplican enfoques dualistas para la adopción de tratados internaciona
les. Tales procesos a largo plazo pueden ser menos interesantes tanto para los donan-
tes como para los profesionales, a pesar de su importancia fundamental para actualizar 
los derechos de las mujeres. 

•	 Las reformas en un área jurídica pueden no tener el impacto deseado si otras áreas ju
rídicas continúan discriminando a las mujeres. El carácter interconectado de la ley ilus
tra los desafíos en la creación de un entorno propicio para el acceso de las mujeres a la 
justicia y destaca la necesidad de una reforma integral en todos los sectores. Por ejem-
plo, la legislación que penaliza la violencia contra las mujeres puede ser ineficaz si el 
derecho de familia discrimina a las mujeres, particularmente en las áreas de propiedad 
conyugal, divorcio, custodia y manutención de los hijos. Esto se debe a que el derecho 
de familia discriminatorio coloca a las mujeres en situaciones de dependencia y puede 
disuadirlas de denunciar los casos de violencia cometidos contra ellas.

•	 Las reformas que desafían las normas consuetudinarias y religiosas pueden enfrentar 
la oposición de varios grupos de la sociedad. Los defensores de tales reformas pueden 
ser considerados sospechosos de reafirmar una agenda externa o valores que de otro 
modo son antitéticos a la cultura nacional. Es posible que sea necesario promover un 
apoyo generalizado entre los actores gubernamentales y no gubernamentales para 
impulsar estas reformas.

•	 Es posible que los encargados de formulación de políticas no tengan suficiente volun-
tad política para priorizar la operacionalización de los derechos de las mujeres. Las 
reformas legislativas tendrán un impacto limitado si su implementación no es adecua-
da. Los encargados de formular políticas pueden haber apoyado los derechos de las 
mujeres durante un proceso constitucional o la ratificación de un tratado de derechos 
humanos, pero pueden no estar dispuestos a asignar recursos para la implementación 
de esos compromisos. 

3.2.2.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación 

1.	 Utilizar enfoques basados en evidencia para informar a la agenda legislativa de los de
rechos de las mujeres. Todos los puntos de la agenda legislativa deben ser respaldados 
por evidencia del vacío legislativo que se busca colmar. Esto podría servir como base 
para los mensajes clave entre los guardianes, tales como parlamentarios, legisladores 
y líderes comunitarios. El análisis legislativo puede ayudar a evaluar la variedad de 
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cuestiones discriminatorias por motivo de género a ser abordadas por la ley y ayudar 
a los redactores a evitar el lenguaje discriminatorio en el diseño de las leyes mismas. 
También se extiende al análisis del impacto probable de la ley sobre las mujeres y el 
costo real y de oportunidad de la aplicación.70

2.	Adoptar mensajes estratégicos. Se debe tener cuidado para evitar la impresión de que 
la ley o las leyes en cuestión beneficiarán solo a las mujeres. Incluso cuando las consi-
deraciones de política básica abordan la desigualdad de género, los mensajes sobre el 
proceso de reforma deben enfatizar los impactos deseados en toda la sociedad, inclu-
so sobre los hombres y los niños. 

3.	Priorizar los “frutos maduros” y las reformas que tienen potencial para un mayor im-
pacto. Las reformas legales integrales toman tiempo. El establecimiento de priorida-
des es por lo tanto esencial y requiere un análisis cuidadoso para comprender cómo 
se interconectan las leyes, así como los puntos de entrada fundamentales. Esto puede 
evaluarse a través de un proceso de mapeo, pero también requiere interactuar con las 
mujeres para comprender qué leyes afectan más a su vida diaria.

4.	Integrar las disposiciones de aplicación. Todas las leyes deben integrar modalidades de 
aplicación específicas que estén respaldadas por fuentes de financiación adecuadas. 
Esto podría incluir la creación de medidas presupuestarias específicas, imponiendo obli
gaciones a los ministerios y departamentos para emitir directivas a sus agencias y per
sonal y la creación de nuevas políticas y servicios. 

5.	Garantizar la propiedad nacional de los procesos y resultados. De manera similar a los 
procesos de reforma constitucional, la elaboración de leyes requiere el esfuerzo colec-
tivo de una amplia gama de partes interesadas para lograr una participación y apoyo 
efectivos. Pueden buscarse “paladines” entre los miembros del gabinete, el parlamen-
to (y la Unión Interparlamentaria), los encargados de formulación de políticas, las per-
sonas influyentes en las políticas, así como las mujeres beneficiarias de tales reformas. 
Trabajar con las propias mujeres e incorporar sus puntos de vista es un método efecti
vo para identificar leyes problemáticas y obstáculos para la ejecución. También puede 
ser útil la retroalimentación sobre los obstáculos para la ejecución y otras deficiencias 
institucionales fuera del control de los servidores públicos. La defensa legislativa podría 
involucrar la elaboración de leyes modelo, el mantenimiento y la creación de alianzas 
y la creación de una compilación de buenas prácticas legislativas tomadas de sistemas 
jurídicos similares.

3.2.2.2	 Leyes informales
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Los Estados partes tomarán todas las medidas apropiadas para: Modificar los patrones sociocultu-
rales de conducta de hombres y mujeres, con miras a lograr la eliminación de los prejuicios y las 
prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basadas en la idea de la inferioridad 
o superioridad de cualquiera de los sexos.

Fuente: CEDAW, art. 5(a).

Proteger a las mujeres y las niñas contra interpretaciones de textos religiosos y normas tradiciona-
les que establezcan obstáculos a su acceso a la justicia dando lugar a que se discrimine contra ellas. 

Fuente: CEDAW GR 33, párr.

Garantizar que los sistemas de justicia religiosos, consuetudinarios, indígenas y comunitarios armo-
nicen sus normas, procedimientos y prácticas con las normas de derechos humanos consagrados en 
la Convención y otros instrumentos internacionales de derechos humanos. 

Fuente: CEDAW GR 33, párr.
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Las fuentes informales del derecho abarcan las leyes y prácticas consuetudinarias y religio-
sas que han evolucionado a lo largo del tiempo e incluyen su contenido sustantivo, proce-
dimientos y dimensiones probatorias. Se ha mencionado anteriormente que estas también 
podrían formar parte de las leyes formales de un Estado.

El derecho consuetudinario se refiere a las costumbres que han adquirido fuerza de ley. 
Son leyes que están incorporadas en las costumbres, reglas o tradiciones y que son acep-
tadas por los miembros de la comunidad como vinculantes, pero que sin embargo siguen 
siendo adaptables, dinámicas y flexibles.71 La CEDAW GR 33 también reconoce el derecho 

indígena.72 Es similar al derecho consuetudinario, pero a menudo se le da una identidad 
distinta en reconocimiento de las normas internacionales específicas relacionadas con los 
derechos y garantías de los pueblos indígenas y sus sistemas de justicia. Las leyes religio-

sas informales se refieren a normas derivadas de interpretaciones de textos religiosos co-
dificados.73 Las leyes informales pueden variar de una comunidad o escuela de pensamien-
to a otra y generalmente no están codificadas. Esto significa que su interpretación puede 
ser impredecible y estar predispuesta a profundizar las normas sociales y desigualdades 
discriminatorias.74

3.2.2.2.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 No existe un solo proceso o punto de entrada para reformar las leyes informales. Por 
ejemplo, es posible que no exista un órgano de examen distinto del derecho consuetu
dinario a nivel comunitario para iniciar reformas. El derecho consuetudinario también 
se ve cuestionado intrínsecamente por la diversidad y su aplicación diversa dentro de 
las diferentes comunidades y entre ellas. Por lo tanto, cualquier proceso de reforma 
será iterativo, lento y no será lineal. Algunos países han tratado de afrontar esto a tra-
vés de estatutos que regulan la aplicación de las leyes consuetudinarias y religiosas, 
así como de sus instituciones.75

•	 Los cambios en el derecho consuetudinario a menudo requieren cambios en las nor-
mas socioculturales profundamente arraigadas. El derecho consuetudinario está arrai-
gado en las experiencias, valores y prácticas históricas de una comunidad. Por lo tanto, 
es posible que los desafíos a las normas socioculturales existentes sean rechazados, 
particularmente por guardianes tales como los líderes tradicionales y religiosos que 
pueden percibir el cambio como un desafío a su propia autoridad y poder. 

•	 En lugares donde el derecho consuetudinario se deriva de textos religiosos, buscar la 
reforma de estas leyes puede parecer una oposición secular a los principios religiosos. 
La programación en el derecho consuetudinario que no arraiga adecuadamente las 
reformas en el contexto local es particularmente vulnerable a este problema. Esto re-
salta la importancia de desarrollar relaciones con líderes religiosos y tradicionales y 
trabajar con ellos para crear reformas que tengan una amplia aceptación. 

•	 La consulta e investigación inadecuadas pueden dar lugar a una programación erró-
nea. Las suposiciones sobre el derecho consuetudinario y los sistemas informales de 
justicia deben ser identificadas y probadas antes de diseñar e implementar programas 
de acceso a la justicia. Las suposiciones erróneas sobre las normas subyacentes, sin 
información equilibrada sobre los elementos que son tanto de apoyo como perjudicia-
les para lograr la igualdad de género, podrían causar respuestas negativas.

•	 El pluralismo jurídico puede crear barreras e impedir el pleno ejercicio de los derechos 
de las mujeres. Si bien se debe permitir y alentar a las mujeres a elegir las leyes y foros 
que sean más accesibles y justos para sus propósitos, se debe tener cuidado de reco-
nocer y abordar las lagunas que existen tanto en las instituciones formales de justicia 
como en las informales.
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3.2.2.2.2	 Consideraciones y opciones de la programación

1.	 Comenzar el diseño del programa sobre la premisa de que las normas consuetudina-
rias y religiosas pueden cambiar. Las normas consuetudinarias y religiosas no son sis-
temas aislados y la mayoría de las normas y prácticas se han visto afectadas por los 
cambios sociales, económicos, culturales y políticos.76 Sin cambios, las leyes formales 
e informales pierden su relevancia y sufren el estancamiento. 

2.	 Identificar normas tradicionales y religiosas positivas existentes o erosionadas. La le-
gitimidad cultural para los derechos de las mujeres puede hacerse valer a partir de nor
mas positivas tradicionales y religiosas que aún existen o se han erosionado con el 
tiempo a través de influencias coloniales o el impacto del conflicto. Estas incluyen los 
espacios políticos que las mujeres ocupan en algunas sociedades tradicionales, el de-
recho de una mujer a acceder y controlar la tierra, y su derecho a estar protegida con
tra el daño físico y sexual.77

3.	Priorizar la reforma de las normas perjudiciales y explorar mecanismos para guiar las 
controversias relacionadas al sistema formal de justicia. Las intervenciones de progra-
mación pueden reconocer simultáneamente que existen leyes consuetudinarias y se-
guir siendo una importante fuente de derecho, al tiempo que reconocen que el sistema 
formal de justicia está mejor equipado para abordar áreas específicas de los derechos 
de las mujeres (p. ej., VSG), según lo determinado por las partes interesadas nacionales. 
Para tener éxito se pueden necesitar negociaciones, compensaciones y acuerdos sobre 
cambios incrementales e inmediatos y estos requerirán la aceptación de quienes admi
nistran el derecho consuetudinario, de las comunidades locales y de las propias mujeres. 

4.	Garantizar que las intervenciones sean impulsadas y definidas por la comunidad. La 
sostenibilidad de las intervenciones solo puede garantizarse si son impulsadas local-
mente. Por lo tanto, se debe alentar a los dirigentes tradicionales y religiosos a empren
der reformas a nivel de la comunidad (consulte el Recuadro A.1.10 y el Recuadro A.1.11 
en los apéndices) y a asegurarse de que la acción y los resultados comunitarios se in-
corporen en los esfuerzos globales de reforma legislativa en los niveles nacional y sub
nacional. En este contexto, se debe identificar y trabajar con aliados que puedan señalar 
a los agentes de cambio dentro de las fuentes del derecho consuetudinario o religio-
so.78 La formación de coaliciones y la movilización también podrían generar energía en 
torno a un movimiento más amplio para fortalecer el acceso de las mujeres a la justicia, 
con agrupaciones de diferentes grupos temáticos o comunidades de práctica entre los 
actores de la justicia informal que ofrecen una plataforma útil para profundizar en una 
gama de normas que tienen un impacto sobre las mujeres. 

5.	Crear espacios seguros dedicados a las mujeres de todas las generaciones, orígenes y 
niveles de alfabetización para que expresen sus opiniones y prioridades. Escuchar las 
opiniones de varios grupos de mujeres y ser sensibles a sus miedos y expectativas 
sobre los cambios en las normas sociales. No esperar que todas las mujeres estén de 
acuerdo sobre un enfoque del cambio o incluso al cambio en absoluto. Las opiniones 
contrarias deben tratarse con respeto y tenerse en cuenta para la programación espe-
cífica del contexto del país.

6.	No causar daño, tener una mente abierta y explorar múltiples opciones para proteger 
a las mujeres y las niñas. “No causar daño” en este contexto significa que las interven-
ciones no deben agravar la situación o el problema que se está revisando, y no deben 
representar un peligro para las familias y las comunidades afectadas. Estos esfuerzos 
deben operar de la mano con el cambio de actitudes y el aumento de las capacidades 
de las instituciones relevantes y los responsables de la toma de decisiones. Por ejem-
plo, puede tomar tiempo convencer a una comunidad de que un perpetrador que es el 
sostén de la familia debe ser denunciado a la policía. En tales situaciones, llegar a un 
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acuerdo sobre cuestiones básicas (es decir, que la violencia contra las mujeres es un 
delito) puede considerarse un primer avance, mientras que las cuestiones relacionadas 
con la detención de los perpetradores y la interposición de recursos pueden tener que 
resolverse con el tiempo. Al reformar las áreas relevantes de la ley Sharia, los expertos 
recomiendan que se use un enfoque interpretativo en lugar de un enfoque secular, de 
incompatibilidad o conciliatorio.79 Las diferencias entre los cuatro enfoques se desta-
can a continuación:

•	 Enfoque secular: Una aplicación de las normas internacionales de derechos huma-
nos en los Estados musulmanes que se basa en la presunción de que no existen obs
táculos a la coexistencia de la ley Sharia y la ley de los derechos humanos.

•	 Enfoque de incompatibilidad: La creencia de que la ley Sharia es válida en todo mo-
mento y que los derechos humanos son una forma de imperialismo occidental.

•	 Enfoque conciliatorio: Basado en el argumento de que las normas islámicas de de-
rechos humanos son compatibles con las normas internacionales en muchos aspec-
tos y que las áreas de conflicto pueden reformularse y conciliarse con las normas 
internacionales. Si bien no niega los orígenes divinos de la Sharia, se basa en la con
vicción de que hay similitudes y diferencias en la concesión de derechos y responsa
bilidades que deben conciliarse. 

•	 Enfoque interpretativo: Este es el enfoque preferido adoptado por el grupo reformis
ta que toma la posición de que la ley Sharia puede ser reformada al volver a analizar 
el texto divino partiendo de la base de que el Corán es un texto vivo y que puede ser 
reinterpretado para satisfacer las necesidades contemporáneas de una determinada 
sociedad.80

3.3	 Políticas y presupuestos del sector de la justicia

El acceso de las mujeres a la justicia puede estar conformado por varias estrategias políticas 
a nivel nacional, incluidos planes nacionales de desarrollo, políticas nacionales del sector de 
la justicia y la seguridad, planes de acción nacionales de igualdad de género y planes de ac
ción nacionales (PAN) relacionados con la implementación de la RCSNU 1325. El diseño de 
políticas del sector de la justicia y la seguridad proporciona una plataforma para armonizar 
e integrar estos marcos. También puede servir como una estación base para la planificación, 
priorización, presupuestación y supervisión de los servicios de justicia. De acuerdo con una 
revisión de la ONU-Mujeres del entorno normativo del sector de la justicia y la seguridad, al 
menos 22 países cuentan con políticas nacionales del sector de justicia o estrategias del 
sector de la justicia y la seguridad. Las políticas del subsector también pueden existir para 
instituciones como la policía, los servicios judiciales, el poder judicial, las cárceles, la inmigra
ción y los servicios sociales. Las políticas generales (sector) y específicas (subsector) permi
ten identificar y fortalecer los vínculos horizontales y verticales entre los sectores durante 
la planificación, implementación y supervisión de la administración de justicia dentro del país 
(consulte el Recuadro A.1.13 en los apéndices). Esto representa una oportunidad para planificar 
intervenciones coordinadas que apoyen y fortalezcan el acceso de las mujeres a la justicia.

Se deben tomar en 

cuenta las limita­

ciones a las que se 

enfrentan las muje­

res para acceder a 

la justicia en la for­

mulación de las 

políticas del sector 

de la justicia y la 

seguridad, los PAN 

y los presupuestos 

de la RCSNU 1325.

(a) Proporcionen asistencia técnica y presupuestaria adecuada y asignen recursos humanos alta-
mente calificados a todas las partes de los sistemas de justicia, incluidos los órganos judiciales, 
cuasi judiciales y administrativos especializados, los mecanismos alternativos de solución de con-
troversias, las instituciones nacionales de derechos humanos y las oficinas de los defensores del 
pueblo; (b) cuando los recursos nacionales sean limitados, soliciten apoyo de fuentes externas, 
como los organismos especializados del sistema de las Naciones Unidas, la comunidad internacion-
al y la sociedad civil, asegurando al mismo tiempo que, a mediano y largo plazo, el Estado asignará 
recursos a los sistemas de justicia para garantizar su sostenibilidad.

Fuente: CEDAW GR 33, párrs. 39(a)-(b).
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FIGURA 1.5  Poner el acceso de las mujeres a la justicia en el centro de los procesos  

de planificación nacional relevantes

Si bien las estrategias del sector de la justicia y la seguridad se han vuelto más sensibles a 
las cuestiones de género a lo largo del tiempo, existe evidencia limitada de su eficacia 
como herramientas para promover el acceso de las mujeres a la justicia. Esto probable-
mente se deba al hecho de que la planificación del sector de justicia es una práctica rela
tivamente reciente y existe un conocimiento limitado sobre cómo llevar a cabo una plani-
ficación específica del sector desde una perspectiva de género. En el contexto de las MPS, 
los PAN de la RCSNU 1325 brindan una oportunidad para que las partes interesadas nacio-
nales identifiquen prioridades, determinen responsabilidades, asignen recursos e inicien ac
ciones estratégicas dentro de un marco de tiempo definido. Aunque hasta la fecha un total 
de 73 países han desarrollado tales planes,81 la publicación de ONU-Mujeres, Prevenir los 
conflictos, transformar la justicia, garantizar la paz: Un estudio mundial sobre la implemen-
tación de la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, concluye 
que la falta de coordinación intersectorial ha obstaculizado su aplicación.82

3.3.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación
•	 Contar con recursos limitados exacerba el estatus de prioridad, ya de por sí bajo, del 

acceso de las mujeres a la justicia. La programación sobre el acceso de las mujeres a 
la justicia sigue siendo de baja prioridad dentro del sector de justicia en general. En 
base a la limitada información disponible, la ONU-Mujeres estima que solo el 5% (alre-
dedor de USD$206 millones) de los $4 200 millones que se asignaron a la justicia en 
2009 se gastó en proyectos cuyo objetivo principal era la igualdad de género.83

•	 La importancia del acceso de las mujeres a la justicia a menudo es infravalorada y so-
bresimplificada. Existe una comprensión limitada del alcance de los desafíos que en-
frentan las mujeres, que son de naturaleza multidimensional y van más allá de las ex-
periencias de las mujeres como sobrevivientes de la violencia.

•	 En virtud de lo expuesto, el acceso de las mujeres a la justicia puede no ser visto como 
una parte integral de la planificación del sector de justicia. Existe un concepto erróneo 
generalizado de que, a nivel nacional, solo los mecanismos dedicados a cuestiones de 
las mujeres o las oficinas encargadas de las cuestiones de género ubicadas en los mi-
nisterios del sector son responsables de promover la incorporación de la perspectiva 
de género y que, por lo tanto, ese tipo de esfuerzos cae fuera del alcance del sector de 
la justicia y la seguridad en general. 
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3.3.2	 Consideraciones y opciones de la programación 

1.	 Utilizar las evaluaciones de los países (consulte la Sección 2.0) para identificar pobla-
ciones destinatarias actualmente marginadas por el sector de justicia y las barreras de 
acceso. Las fuentes deberían incluir un análisis de la pobreza, encuestas de necesida-
des de justicia y encuestas demográficas y de salud, entre otras. Los datos recopilados 
durante este proceso se deben utilizar para definir las bases de referencia y los objeti-
vos para alcanzar los hitos y supervisar el progreso (consulte el Módulo 5). 

2.	La planificación del sector de la justicia y la seguridad debe ser participativa. La plani-
ficación del sector de la justicia y la seguridad no debe ser un “proceso de sala de 
juntas” entre los actores de la justicia formal solamente, sino que también debe exten-
derse al sector informal y las OSC que trabajan en el campo de la reforma y la adminis
tración de la justicia.

3.	Construir relaciones con los guardianes financieros y de políticas. Construir alianzas con 
quienes dominan sobre el entorno macroeconómico y también alentar a los defenso-
res de las cuestiones de género a fortalecer sus relaciones con estos actores, de modo 
que se pueda alcanzar un consenso nacional sobre las reformas y el financiamiento del 
sector de la justicia y la seguridad. 

4.	Tender puentes con la planificación del desarrollo nacional. El diseño de políticas del 
sector de la justicia y la seguridad brinda una plataforma para la planificación, priori-
zación, presupuestación y supervisión de los servicios de justicia. Por lo tanto, deben 
informar y ser informados por el proceso más amplio de planificación del desarrollo 
nacional, las estrategias nacionales sobre cuestiones de género y los planes de acción 
en la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing (BDPfA). Por ejemplo, la integra-
ción del acceso a las actividades de justicia en los programas de protección social y 
estrategias de reducción de la pobreza podría institucionalizar la exención de tasas 
y la asistencia jurídica para las mujeres indigentes. La presupuestación para el sector de 
justicia también podría centrarse en los distritos más pobres y la creación de instala-
ciones y programas que puedan garantizar el acceso de las mujeres a la justicia (p. ej., 
tribunales de familia, tribunales de violencia doméstica, tribunales de tenencia de la tie
rra y unidades integradas de apoyo a las víctimas). 
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Arriba: Turkmenistán. Estudiantes participan en una reunión sobre reglas y códigos. © Banco Mundial.
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5.	Los planes del sector de la justicia y la seguridad deben responsabilizar a los garantes 
de los derechos ante a las mujeres. Las estrategias nacionales deben incluir resultados 
de duración determinada y un marco de supervisión y evaluación que detalle las respon
sabilidades específicas de la agencia y los indicadores de ejecución. Por consiguiente, 
cada institución participante debe tener claridad sobre su función y sus responsabili-
dades, y cómo ejecutarlas. Se deben establecer equipos de tareas para garantizar la 
coordinación, el flujo de información y las funciones de retroalimentación. 

6.	Promover una elaboración de presupuestos con perspectiva de género en el contexto 
del acceso de las mujeres a la justicia. El cálculo de costos de las estrategias del sector 
de la justicia y la seguridad debe ir acompañado de varias medidas complementarias 
para garantizar el financiamiento específico para el acceso de las mujeres a la justicia. 
Por ejemplo, los oficiales de presupuesto de las unidades administrativas de cada sub-
sector (p. ej., la policía, los servicios judiciales y el poder judicial) deberían recibir capa
citación en la preparación de sus respectivos presupuestos y la preparación de temas 
de conversación estratégicos para ayudar a los oficiales y a sus superiores a defender 
las partidas presupuestarias específicas para promover el acceso de las mujeres a la 
justicia. También se deben organizar reuniones informativas para el personal pertinente 
de los ministerios de finanzas y las comisiones parlamentarias de aprobación del presu
puesto antes de las lecturas del presupuesto.

4.0	 Creación de instituciones de justicia eficaces, 
que rindan cuentas y atiendan la perspectiva 
de género 

Si bien el entorno propicio sienta las bases para el acceso de las mujeres a la justicia, el 
funcionamiento de las instituciones de justicia tiene una repercusión directa sobre las ex-
periencias reales de las mujeres para acceder a la justicia. En ausencia de instituciones con 
recursos adecuados, accesibles, coordinadas, justas, receptivas y responsables, el poten-
cial transformador y la aplicación de las leyes, los acuerdos internacionales y los derechos 
de las mujeres seguirán siendo teóricos. Las instituciones que perpetúan la discriminación 
estructural pueden suprimir el progreso logrado tanto en el entorno propicio como en el 
empoderamiento de las mujeres (consulte la Sección 5.0). Por otra parte, a menudo las 
instituciones cambian con lentitud, lo que da cabida a la persistencia de la discriminación 
y los prejuicios, incluso en contextos de reformas jurídicas integrales. Por lo tanto, la crea-
ción de instituciones de justicia con perspectiva de género es esencial para lograr un cam-
bio transformador para las mujeres.

Una perspectiva general de las instituciones del sector de la justicia y la seguridad 

Una amplia gama de instituciones formales e informales desempeñan un papel importante 
en la administración de justicia (consulte la Sección 2.0 de la Introducción). A continuación 
se describe la forma en que estas instituciones pueden obstaculizar o apoyar la capacidad 
de las mujeres para acceder a la justicia y también se ilustra cómo interactúan.

Las instituciones de justicia formal obtienen su legitimidad del Estado. Pueden tener man-
datos amplios u operar como unidades especializadas, como tribunales de violencia domés
tica, tribunales laborales y tribunales de familia. En situaciones de conflicto y posteriores a 
conflictos, los tribunales militares y los tribunales asociados a menudo desempeñan un pa
pel importante en el mantenimiento del orden público, así como de la paz y la seguridad. 
Además, pueden existir mecanismos cuasi judiciales, como instituciones nacionales inde-
pendientes para la protección y promoción de los derechos humanos (p. ej., instituciones 
del defensor del pueblo y las INDH) para arbitrar o iniciar acciones en nombre de personas 

El desarrollo de  

estrategias del 

sector de la justicia 

y la seguridad 

debe estar funda­

mentado por evi­

dencia y un marco 

de supervisión y 

evaluación creíble.

Las instituciones 

efectivas, respon­

sables y con pers­

pectiva de género 

convierten las le­

yes y políticas en 

una realidad para 

las mujeres.

La justicia a favor 

de los pobres es 

apoyada por la  

administración  

de justicia formal  

e informal.



79MÓDULO 1: La teoría y la práctica de la programación del acceso de las mujeres a la justicia

o grupos cuyos derechos han sido o están siendo trasgredidos. El Recuadro A.1.16 en los 
apéndices destaca la compleja gama de instituciones formales en Uganda.

Las mujeres a menudo experimentan discriminación, prejuicios e impunidad a manos del 
personal del sector de la justicia y la seguridad formal. Como garantes de los derechos, las 
instituciones pueden carecer de concientización y capacitación sobre los derechos de las mu
jeres así como de los suministros básicos y herramientas logísticas (p. ej., material de oficina 
para registrar declaraciones, vehículos o combustible para asistir a las escenas del crimen, 
detener sospechosos, transportar a los fiscales a los tribunales o llevar a testigos y sobre-
vivientes a audiencias, instalaciones para detenerlos, equipos para reunir pruebas, espacios 
privados para realizar entrevistas, armarios con cerrojos para salvaguardar declaraciones o 
sistemas de remisión apropiados, como refugios para mujeres en peligro de ser víctimas de 
violencia). También existen capacidades limitadas en términos de desarrollo de infraestruc
tura, prestación de asistencia jurídica, exención de tasas de tramitación, interpretación, tra
mitación rápida de demandas que involucran a grupos específicos de la población (p. ej., 
madres embarazadas y lactantes, personas con discapacidad, ancianos) y capacidades de 
gestión de datos para controlar los índices de resolución de demandas, condenas y aban-
donos. Además, los jueces, fiscales y otros profesionales de la justicia que trabajan en áreas 
rurales y remotas a menudo podrían operar sin recursos jurídicos básicos ni instalaciones 
de justicia específicas y personal de apoyo. 

Las instituciones de justicia informal son ampliamente definidas como sistemas consuetudi
narios y religiosos que se encargan de resolver controversias y regular la conducta median-
te acciones disciplinarias o la asistencia de un tercero neutral que no es parte del sistema 
del Estado y/o cuya base sustantiva, procesal o estructural no se fundamenta principalmen
te en el derecho positivo.84 Aunque se pueden encontrar elementos positivos de los siste-
mas consuetudinarios y religiosos, la evidencia general sugiere que tienden a ofrecer un 
nivel más bajo de protección a las mujeres, denegándoles los derechos y beneficios general
mente reconocidos tanto en la legislación nacional como por las normas internacionales de 
derechos humanos. Los foros de justicia informal son, sin embargo, “demasiado importan-
tes como para ignorarlos”85 ya que se estima que el 80 % de las controversias se resuelven 
a través de dichos canales en algunos países.86 Sus operaciones se basan generalmente en 
experiencias de justicia individuales y comunitarias, más que en las leyes de los Estados. 
Las demandas se pueden formular ya sea oralmente o por escrito. Los procedimientos 

Arriba: Haití. Encargada de una pequeña tienda en Delmas. © Banco Mundial/Dominic Chavez.
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también se llevan a cabo generalmente sin representación legal, debido a las limitadas 
formalidades involucradas. Un estudio multinacional sobre los sistemas de justicia informal 
realizado por la ONU-Mujeres, el PNUD y el UNICEF descubrió que la mayoría de los 3629 
hombres y mujeres encuestados tenían una mayor preferencia por los canales informales 
de resolución de controversias en comparación con los canales formales, en virtud de la ac
cesibilidad geográfica, financiera, técnica, cultural y lingüística de los primeros.87 Esas insti
tuciones pueden ser las más adecuadas para litigantes tanto hombres como mujeres debido 
al alto valor que se le da a la cohesión social, la armonía de la comunidad y la toma de de
cisiones basada en el consenso. Sin embargo, como se señaló, también pueden representar 
un riesgo para el acceso eficaz de las mujeres a la justicia cuando existen regulaciones del 
Estado limitadas sobre sus procesos y decisiones. Al igual que las instituciones de justicia 
formal, son susceptibles a los prejuicios, la discriminación, la captura por la élite y la perpe
tuación de las asimetrías de poder. Además, debido a la falta de codificación de las leyes in
formales, sus decisiones y resultados generalmente no son predecibles ni consistentes.88

Las instituciones híbridas o semiformales reflejan características que son comunes tanto a 
las instituciones de justicia formales como informales. Una sana interacción entre la justicia 
formal e informal a menudo se promueve a través de una legislación formal, que dicta el 
alcance y el poder de las leyes e instituciones informales y su papel en la administración de 
justicia. En ocasiones, tales leyes incluyen disposiciones sobre el establecimiento de tribu-
nales de aldea, tribunales de consejo local, tribunales religiosos, locales y consuetudinarios. 
Se estima que 18 países cuentan con leyes que ordenan que los tribunales consuetudinarios 
o locales apliquen tanto leyes formales como informales para delitos menores y cuestiones 
relativas al estatus personal, como el matrimonio, el divorcio, la herencia, la custodia y la 
manutención de los hijos.89 Un ejemplo ilustrativo de esto es Kirguistán, que ha establecido 
aproximadamente 1 000 tribunales semiformales, conocidos como tribunales de ancianos 
(o tribunales aksakal) a través de un decreto presidencial.90

FIGURA 1.6  Instituciones que aplican el derecho consuetudinario en Kirguistán

Fuente: Fundación Eurasia y los Centros de Recursos de Investigación del Cáucaso, ¿Igualdad ante la ley? 

Un estudio de cómo experimentan los ciudadanos el acceso a la justicia en Kazajstán, Kirguistán y Tayikistán, 

pág. 15, (Washington, D. C. y Tbilisi, 2011). 
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La Observación general N.º 32 del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
sobre el Artículo 14: El derecho a un juicio imparcial y a la igualdad ante los tribunales y 
cortes de justicia recomienda que las instituciones informales se ajusten al estado de dere-
cho, el debido proceso y las normas generales de derechos humanos. Esto es en vista de 
su tendencia a proveer menos protección adecuada y pocas vías de recurso, particularmen
te a los sobrevivientes de la violencia. Al desplegar una combinación de procedimientos y 
leyes formales e informales, los tribunales semiformales están legalmente obligados a ga-
rantizar que no ocurra ninguna transgresión del derecho positivo en el proceso. Las cues-
tiones jurídicas sobre las que tienen jurisdicción los tribunales semiformales variarán de-
pendiendo de la medida en que sus roles y jurisdicciones sean reconocidos dentro de las 
leyes formales. Por ejemplo, bajo la Ley de los tribunales de consejo locales de 2006 de 
Uganda, los tribunales de consejo locales pueden dirimir asuntos regidos por el derecho 
positivo tales como deudas, contratos, asalto/agresión, daños a la propiedad e invasión, así 
como cuestiones regidas por el derecho consuetudinario como tenencia de la tierra, el ma
trimonio y la custodia y manutención de los hijos.91

Las interacciones entre los sistemas de justicia formales e informales también pueden apre
ciarse en los procesos de RCA. En algunos países, los tribunales formales incluyen unida-
des de mediación que permiten a los jueces remitir los casos a un mediador profesional, a 

Muchas jurisdicciones han adoptado sistemas de mediación obligatorios u opcionales, la concilia-
ción, el arbitraje, las resoluciones de colaboración para la resolución de controversias, la facilitación 
y la negociación basada en los intereses. Esto se aplica, en particular, a las esferas del derecho de 
familia, la violencia doméstica, la justicia de menores y el derecho laboral. Los procesos alternativos 
de solución de controversias suelen denominarse justicia informal, están vinculados a los litigios ju
diciales oficiales, pero funcionan fuera de esos procesos.

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 57.

Arriba: Participantes en el foro sobre la contribución de los líderes religiosos a la implementación del 

acuerdo de paz y reconciliación del proceso de Argel en el Centro Internacional de Conferencias en Bamako.  

© MINUSMA/Harandane Dicko.

http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CCPR%2fC%2fGC%2f32&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CCPR%2fC%2fGC%2f32&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CCPR%2fC%2fGC%2f32&Lang=en
https://ulii.org/ug/legislation/act/2006/2006/local_council_courts_act_2006_pdf_81432.pdf
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solicitud de las partes.92 Cuando los casos llegan a su conclusión y las partes llegan a un 
acuerdo, los resultados se envían nuevamente al tribunal y se dicta el fallo correspondiente 
al acuerdo. En otras situaciones, las partes pueden proceder de inmediato a una institución 
de arbitraje u otro proceso que sea reconocido por el Estado. Este tipo de mediación pue-
de estar guiada por una legislación formal como en Malawi, donde las reglas requieren (con 
algunas excepciones) que las partes intenten la mediación en todas las acciones civiles 
pendientes ante el Tribunal Superior y los tribunales subordinados.93

En algunos países, los mecanismos formales e informales trabajan en conjunto para cola-
borar en la aplicación y la protección. En este sentido, las OSC, incluidas las organizaciones 
comunitarias y religiosas, también pueden desempeñar importantes funciones de media-
ción a nivel de la comunidad. En Malawi, entre 2008 y 2009 se puso a prueba un Programa 
de Mediación de Aldeas para mejorar la justicia mediante el fortalecimiento de la capa
cidad de los mediadores de la aldea que fueron capacitados para manejar faltas menores 
utilizando las normas de derechos humanos. Las mujeres expresaron su satisfacción con el 
programa en virtud de que no había costos involucrados y que garantizaba la privacidad y 
confidencialidad en los casos de violencia doméstica.94

De lo anterior se infiere que para mejorar el acceso de las mujeres a la justicia se requiere 
un compromiso efectivo con las instituciones de justicia tanto formales como informales. 
El Recuadro 1.2 presenta algunos consejos sobre cómo lograr esto.

RECUADRO 1.2  Consejos para trabajar con instituciones de justicia formales e informales

Promover una interacción sana entre los sistemas formales e informales. Proponer espacios de 
compromiso entre los dos sistemas y recomendar leyes del Estado que definan claramente la 
autoridad y jurisdicción de los sistemas informales en términos de su aplicación de las leyes 
formales e informales, que en ambos casos deben ajustarse a las normas internacionales. Es
tablecer además un “sistema de control” dentro de las instituciones formales y fortalecer el 
proceso de apelación para que las decisiones de los tribunales informales puedan ser escucha-
das en los formales.

Pensar de forma creativa e innovadora. Transformar las instituciones de justicia para garantizar 
la eficacia, la rendición de cuentas y la receptividad a las cuestiones de género es un esfuerzo 
a largo plazo que es costoso. Por lo tanto, la programación de la justicia debe explorar nuevos 
sitios de administración y servicios de justicia, incluidos aquellos que pueden reducir los pa-
sos dentro de una cadena de justicia. Las áreas importantes a considerar incluyen servicios in
tegrados de ventanilla única que ofrezcan asistencia jurídica, concientización y apoyo social; 
tribunales especializados, tribunales móviles y consultorios jurídicos; servicios de asistencia 
remotos o asentados y asistencia telefónica gratuita (consulte la Sección 4.1.1). Además, utilizar 
la tecnología para fortalecer el intercambio de información dentro y entre las instituciones 
formales e informales a través de modalidades como el Servicio de Mensajes Cortos (SMS) (con
sulte el Recuadro A.1.20 en los apéndices).

Trabajar con las instituciones de justicia informal y apoyarlas. Las contribuciones de los meca-
nismos informales de justicia a la administración de justicia deben ser plenamente reconocidas 
y aprovechadas en vista de su influencia para determinar la mayoría de las controversias en 
muchos países. Si bien existen deficiencias en términos de su aplicación de las normas de de-
rechos humanos, no deben ser señaladas, ya que muchos factores adicionales pueden influir en 
el acceso de las mujeres a la justicia.95 Las instituciones informales de justicia podrían respal-
darse a través de la codificación del derecho consuetudinario y, si procede, la armonización 
con el derecho positivo. 
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Fuente: CEDAW GR 33, párr. 14.

La programación efectiva debe tener en cuenta a cada una de estas dimensiones. Sin em-
bargo, la justiciabilidad no se detalla en esta Sección porque la orientación proporciona-
da por la CEDAW GR 33 sugiere que encapsula todas las dimensiones y aspectos cubiertos 
por este grupo de herramientas: “La justiciabilidad requiere el acceso irrestricto de las mu-
jeres a la justicia así como la capacidad y el poder para reclamar sus derechos en virtud de 
la Convención como derechos jurídicos”.97 Esta sección se centra en las cinco dimensiones 
restantes al destacar cómo sirven como consideraciones intersectoriales en la administra-
ción de justicia.

4.1.1	 Están disponibles
Para garantizar la disponibilidad de las instituciones del sector de la justicia y la seguridad 
se espera que los Estados garanticen “la creación, el mantenimiento y el desarrollo de cor-
tes, tribunales y otras entidades, según se necesiten, que garanticen el derecho de la mujer 
de acceder a la justicia sin discriminación en todo el territorio del Estado parte, incluidas 
las áreas remotas, rurales y aisladas, considerando la posibilidad de establecer tribunales 
móviles, especialmente para atender a mujeres que viven en esas áreas y utilizar de mane-
ra creativa modernas soluciones de tecnología de la información cuando resulte posible”.98
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4.1	 ¿Cómo son las instituciones de justicia eficaces, que 

rinden cuentas y atienden la perspectiva de género?
La CEDAW GR 33 describe seis dimensiones del acceso a la justicia: “justiciabilidad, dispo-
nibilidad, accesibilidad, buena calidad, suministro de recursos jurídicos a las víctimas y 
rendición de cuentas de los sistemas de justicia”.96 Estas seis dimensiones que se superpo-
nen proporcionan un marco estructurado para el análisis integral del acceso de las mujeres 
a la justicia en general y sirven para ayudar a evaluar específicamente a las instituciones de 
justicia. 

FIGURA 1.7  Seis componentes de las instituciones de justicia eficaces, que rinden cuentas  
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4.1.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 La limitación de recursos podría afectar la capacidad de un Estado para establecer 
instituciones de justicia en todo un territorio. Los estados con limitaciones de recursos 
económicos y humanos pueden experimentar un alcance deficiente en regiones fue-
ra de la capital y los esfuerzos para ampliar los servicios podrían no ser posibles sin el 
apoyo externo. Los desafíos generales asociados con la programación remota y rural 
pueden agravar aún más la dificultad de implementar programas en estas áreas. Estos 
incluyen una infraestructura deficiente y una escasez de profesionales capacitados. 

4.1.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación

1.	 Abogar por el desarrollo holístico de las áreas rurales y de difícil acceso entre los aso
ciados gubernamentales. Los gobiernos deben priorizar la infraestructura (p. ej., carre-
teras, ferrocarriles, puentes, edificios de los tribunales, estaciones de policía y otras 
instituciones relacionadas) y sistemas y redes de transporte seguros como parte del 
desarrollo general de las áreas rurales y otras áreas de difícil acceso. Esto beneficiará 
a todos los sectores (p. ej., justicia, gobierno local, educación, salud, agricultura) y 
garantizará el desarrollo holístico de estas áreas. 

2.	Considerar enfoques innovadores para la administración de justicia. Para garantizar un 
mayor alcance a grupos más grandes de mujeres se debe apoyar la creación de tribu-
nales y consultorios jurídicos móviles, servicios de asistencia remotos o asentados y 
asistencia telefónica gratuita o subsidiada. El uso de las tecnologías de la información 
y de las comunicaciones (TIC) puede ayudar a mejorar el acceso a dichos entornos a 
través de métodos tales como la transmisión electrónica de información y el uso de 
teleconferencias para la presentación de testimonios de testigos. Los servicios móviles 
de administración de justicia deben tener en cuenta los contextos culturales y lingüís-
ticos y los ciclos estacionales (p. ej., las temporadas agrícolas y de pesca y los días de 
mercado en que las mujeres participan en actividades generadoras de ingresos).  

3.	Promover programas parajurídicos comunitarios. Estos pueden aumentar la disponibi-
lidad de los actores de la justicia en regiones remotas y contribuir a la alfabetización 
jurídica de las comunidades. 
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El Comité ha observado que la concentración de los tribunales y los órganos cuasi judiciales en las 
principales ciudades, su falta de disponibilidad en regiones rurales y remotas, el tiempo y el dinero 
necesarios para acceder a ellos, la complejidad de los procedimientos, las barreras físicas para las 
mujeres con discapacidad, la falta de acceso a un asesoramiento letrado de calidad, competente en 
cuestiones de género, incluida la asistencia jurídica, así como las deficiencias que se suelen obser-
var en la calidad de los sistemas de justicia (por ejemplo, decisiones o sentencias que no tienen en 
cuenta el género debido a una falta de capacitación, demoras y la longitud excesiva de los procedi
mientos, la corrupción, etc.), son todos factores que impiden a la mujer el acceso a la justicia. 

La disponibilidad exige el establecimiento de tribunales y otros órganos cuasi judiciales y de otro 
tipo en todo el Estado parte, tanto en zonas urbanas como rurales y remotas, así como su manteni-
miento y financiación.

Aseguren que el entorno físico y la localización de las instituciones judiciales y cuasi judiciales y 
otros servicios sean acogedores, seguros y accesibles a todas las mujeres, considerando la posibili-
dad de crear dependencias de género como componentes de las instituciones judiciales y prestan-
do especial atención a sufragar el costo del transporte hasta las instituciones judiciales y cuasi judi-
ciales y las que prestan otros servicios a las mujeres que no cuentan con medios suficientes.

Fuente: CEDAW GR 33, párrs. 13, 14(b), 17(e).
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4.	Apoyar a los garantes de los derechos en áreas de difícil acceso. Garantizar que exis-
ta un transporte adecuado, alojamiento y otros arreglos logísticos para los actores 
de la justicia que están fuera de la sede en lugares remotos. Deben establecerse dis-
posiciones especiales para el personal femenino que se ve obligado por sus circuns-
tancias personales a viajar con los miembros de su familia, en particular con niños 
pequeños.

5.	Abogar por estancias razonablemente adaptadas para los diferentes grupos. Las mu-
jeres deben estar seguras en sus entornos inmediatos, y al acercarse y salir de las ins-
talaciones de las instituciones formales e informales. Por lo tanto, la programación 
debe estudiar cómo poner a disposición las instituciones a las personas con movilidad 
limitada y que su estancia sea más cómoda y segura para mujeres con niños pequeños, 
madres lactantes, personas con discapacidades y ancianos. 

4.1.2	 Son accesibles

La accesibilidad considera las necesidades de las mujeres en distintas capacidades como 
demandantes, demandadas, imputadas y testigos, y las barreras específicas que pueden 
enfrentar. Requiere que los sistemas de justicia formales e informales sean seguros, asequi-
bles y físicamente accesibles para todos los grupos de mujeres.99

La programación debe abordar los siguientes seis aspectos de accesibilidad identificados 
por la CEDAW GR 33:100

•	 No discriminación: Las instalaciones y los servicios de justicia deben ser accesibles para 
todos, especialmente para los sectores más vulnerables o marginados de la población, 
incluidas las mujeres de grupos minoritarios y las mujeres analfabetas. 

•	 Accesibilidad física: Las instalaciones y los servicios de justicia deben ser físicamente 
accesibles para las personas con discapacidades o desafíos de movilidad. Además, de
ben ser seguras para todas las mujeres, incluidas las que tienen niños pequeños y las 
mujeres ancianas. 

•	 Accesibilidad económica: La justicia debe ser asequible para todas las mujeres. El pago 
por los servicios de justicia debe basarse en el principio de equidad, que exige que a 
las mujeres más pobres no se les imponga una carga desproporcionada con los gastos 
de justicia.

•	 Accesibilidad a la información: La accesibilidad incluye el uso de las TIC por y para las 
mujeres, el derecho a buscar, recibir e impartir información e ideas sobre las institucio-
nes del sector de la justicia y la seguridad de una manera que las mujeres con diferen-
tes necesidades y niveles de educación puedan comprender. 

•	 Accesibilidad lingüística: Los servicios de justicia deben estar disponibles en el idioma 
del usuario.

•	 Accesibilidad cultural: Los servicios de justicia deben respetar la diversidad e incor
porar una dimensión intercultural a la administración, incluido el respeto por las expre-
siones de la cultura a través de diversos medios.

La accesibilidad requiere que los sistemas de justicia, tanto formales como cuasi judiciales, sean 
seguros, asequibles y resulten físicamente accesibles a las mujeres, y sean adaptados y apropiados 
a las necesidades de las mujeres, incluidas las que enfrentan formas interseccionales o compuestas 
de discriminación. 

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 
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Si las instituciones del sector de la justicia y la seguridad no responden a las necesidades 
de las mujeres de todos los orígenes, estas no estarán motivadas a utilizarlas. Por lo tanto, 
la inaccesibilidad puede contribuir a la falta de denuncia de delitos, al abandono de casos 
en varias etapas a lo largo de la cadena de justicia y a la impunidad. Las mujeres deben 
estar equipadas con información relevante sobre la institución de justicia a la que buscan 
acceder y los procedimientos involucrados, en los idiomas y métodos que entiendan. Tam-
bién se les debe garantizar un trato justo y protección contra la discriminación. 

4.1.2.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Buscar reparación jurídica es a menudo costoso para las mujeres. Las mujeres a menu-
do son las más pobres entre las personas pobres y no pueden costear la lista intermi-
nable de los costos asociados con la búsqueda de justicia. Los costos indirectos de 
acceder a la justicia (p. ej., las cargas de tiempo y los costos de oportunidad asociados 
con las demoras) son tan prohibitivos como los costos directos (p. ej., tasas de trami-
tación, gastos de testigos, traducción, ejecución/aplicación y transporte). 

•	 La planificación de la justicia tiende a ignorar las necesidades multifacéticas de las 
personas usuarias de la justicia. Dentro de una sola jurisdicción, la prevalencia de dife-

A los efectos de la presente Convención:

La “comunicación” incluye a los idiomas, la visualización de textos, el Braille, la comunicación táctil, 
caracteres grandes, el material multimedia accesible, así como el lenguaje escrito, los sistemas au-
ditivos, el lenguaje sencillo, los lectores humanos, y modos, medios y formatos de comunicación 
aumentativos y alternativos, incluyendo tecnologías de la información y de las comunicaciones 
accesibles;

El “idioma” incluye el lenguaje oral y de señas y otras formas de comunicación no verbal

Fuente: Resolución 61/106 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidades (CRPD), Anexo, Art. 2, 13 de diciembre de 2006, A/RES/61/106.
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Arriba: India. Una adolescente sentada en una silla de ruedas mientras los miembros más jóvenes de su 

familia juegan cerca, en la provincia nororiental de Punjab. © UNICEF/Asad Zaidi
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ditivos, el lenguaje sencillo, los lectores humanos, y modos, medios y formatos de comunicación 
aumentativos y alternativos, incluyendo tecnologías de la información y de las comunicaciones 
accesibles;

El “idioma” incluye el lenguaje oral y de señas y otras formas de comunicación no verbal

Fuente: Resolución 61/106 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidades (CRPD), Anexo, Art. 2, 13 de diciembre de 2006, A/RES/61/106.
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rentes grupos étnicos puede dar lugar a diferentes idiomas, y las instituciones del sec
tor de la justicia y la seguridad pueden no tener la capacidad de adaptarse a esta di-
versidad. Los derechos de las personas con discapacidades y otras mujeres que se 
enfrentan a formas de discriminación interseccional y múltiple se ignoran en gran par-
te y no se tienen en cuenta en el desarrollo de la infraestructura, las instalaciones y la 
administración de justicia. 

•	 Las instituciones del sector de la justicia y la seguridad en general no publican infor-
mación. La falta de información (p. ej., tablones de anuncios simples) sobre el costo 
oficial de los servicios, la disponibilidad de mecanismos de denuncia, la ubicación de 
los servicios y la programación de los casos pueden afectar la capacidad de las muje-
res para acceder a los servicios de manera oportuna y efectiva.

4.1.2.2	 Consideraciones y opciones de la programación

1.	 Determinar quién puede resultar excluido de las inversiones de política e infraestructu
ra. Las intervenciones deben ser inclusivas para todas las mujeres. Por ejemplo, los ser
vicios de interpretación deben estar disponibles en idiomas que reflejen a todos los 
grupos étnicos en la localidad en cuestión. De acuerdo con la CRPD, la accesibilidad 
requiere además que haya disponible asistencia personal e intermediarios, lo cual inclu
ye guías, lectores e intérpretes profesionales del lenguaje de señas, así como señaliza-
ción pública en braille y en formas fáciles de leer y comprender en los edificios y otras 
instalaciones para personas con discapacidades.101

2.	Estudiar medidas para combatir las barreras monetarias al acceso. Estas pueden incluir 
la prestación de representación legal pro bono, programas de exención de tarifas, es-
calas de tarifas basadas en la necesidad y apoyo para los gastos accesorios, como los re
lacionados con el transporte de las mujeres que interponen demandas y de sus testigos. 

3.	Apoyar la prestación de servicios jurídicos gratuitos. Los servicios jurídicos son más 
amplios que la asistencia jurídica. El Paquete de servicios esenciales para mujeres y 
niñas que sufren violencia, elementos centrales y directrices relativas a la calidad de la 
atención define que “incluye la asistencia jurídica así como los servicios jurídicos pro-
porcionados por los fiscales a las víctimas, particularmente porque en algunas jurisdic-
ciones la víctima no tiene una posición separada en los procesos penales.”102 Esto es 
especialmente importante para las mujeres pobres y marginadas, que de otra manera 
no tendrían acceso a estos servicios. También incluye el uso de criterios adecuados de 
elegibilidad para la asistencia jurídica103 y la disponibilidad de información sobre di-
chos servicios y cómo se puede acceder a ellos. En todos los procedimientos jurídicos 
se deben proporcionar servicios de asistencia jurídica, asesoramiento jurídico y apoyo 
judicial a las mujeres sobrevivientes de la violencia para garantizar el acceso a la justi-
cia y evitar la “victimización secundaria”.104 Los proveedores de asistencia jurídica y 
defensa pública deben ser competentes, respetuosos con la confidencialidad de los 
clientes y dedicar el tiempo adecuado a defenderlos. Además, la asistencia jurídica y 
los servicios deben estar disponibles en los idiomas locales, incluso cuando se requie-
ra la prestación de servicios profesionales de traducción e interpretación. Para obtener 
más información sobre asistencia jurídica, consulte la Resolución 67/187 de la Asam-
blea General de las Naciones Unidas, los Principios y Directrices de las Naciones Uni-
das sobre el Acceso a la Asistencia Jurídica en los Sistemas de Justicia Penal y el Es-
tudio Global sobre Asistencia Jurídica del PNUD/UNODC, Informe Mundial.105

4.	Determinar los beneficios y desventajas de las jerarquías dentro de las estructuras ju-
diciales formales e informales. Los tribunales inferiores tienden a integrarse en las es-
tructuras de gobierno local y , por lo tanto, son a menudo el primer punto de contacto 
de las mujeres en controversias menores de tipo civil, penal y familiar. El apoyo técnico 
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y financiero al sector de la justicia y la seguridad para mejorar la eficacia de dichos 
tribunales minimizaría la carga financiera de apelar a los tribunales superiores más ca
ros cuando los tribunales inferiores no están familiarizados con las normas procesales, 
probatorias y sustantivas pertinentes. Aunque se basan en la estructura social y la in-
fluencia geográfica, las instituciones informales también están sujetas a jerarquía. En 
entornos tradicionales, la autoridad disciplinaria se origina en la comunidad y está pre
sente en el pueblo, el linaje y la familia. Los jefes de estas instituciones estratificadas 
desempeñan un papel importante en la resolución de controversias, incluyendo la faci
litación de apelaciones a niveles más altos, tales como los Jefes Supremos, cuyas áreas 
de influencia pueden extenderse a varias comunidades. A modo de ejemplo, el área in
ferior de la Figura 1.8 destaca los tribunales a los que las mujeres más pobres de Ugan-
da tienen más probabilidades de acudir en primera instancia.106 

5.	Las instituciones de justicia especializadas pueden tener un impacto positivo en las ex
periencias de justicia de las mujeres. Los amplios mandatos tienen el beneficio de brin
dar a las instituciones de justicia oportunidades para abordar una variedad de nece
sidades de justicia de las mujeres. Las instituciones especializadas también son útiles 
porque son fácilmente identificables por nombre y ubicación y, por lo tanto, es más 
probable que las mujeres las conozcan (p. ej., tribunales de familia, tribunales de violen
cia doméstica, tribunales especializados en delitos sexuales y tribunales de reclamos 
menores), incluso en idiomas locales. Si cuentan con los recursos adecuados, las ins
tituciones especializadas pueden abordar necesidades específicas y, en algunas si-
tuaciones, una combinación de funciones o servicios especializados (p. ej., tribunales 
de familia y de violencia doméstica) para lograr la efectividad de costos.

FIGURA 1.8  Estructura de los tribunales de Uganda

*CL = consejo local. 

Fuentes: Adaptado de El Tercer plan estratégico de inversión de los JLOS (SIPIII) 2012/13-2016/17, de Los 

Sectores de la Gobernanza, la Justicia y el Orden Público (JLOS) de Uganda, pág. 4, (Kampala, 2013) y 

Mejorar el acceso de las mujeres a la justicia: Afrontar las barreras en el sistema de administración de justicia 

de Uganda, pág. 80, (en preparación) de la ONU-Mujeres. 
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4.1.3	 Son de buena calidad
De acuerdo con la CEDAW GR 33, “la buena calidad de los sistemas de justicia requiere que 
todos los componentes del sistema respeten las normas internacionales de competencia, 
eficiencia, independencia e imparcialidad y provean, de manera oportuna, recursos apro-
piados y efectivos que se ejecuten y den lugar a resoluciones de controversias sostenibles 
que tengan en cuenta las cuestiones de género para todas las mujeres. Requiere también 
que los sistemas de justicia se contextualicen, sean dinámicos, participativos, abiertos a las 
medidas innovadoras prácticas, sensibles a las cuestiones de género y tengan en cuenta las 
crecientes demandas de justicia por parte de las mujeres”.107 La buena calidad también abar
ca las reformas sectoriales, la innovación en la administración de justicia y la protección de 
la privacidad y la seguridad de las mujeres como demandantes y testigos.108

4.1.3.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Capacidades limitadas, prejuicios culturales y actitudes discriminatorias. La aplicación 
de procedimientos y normas probatorias puede verse influenciada por un conocimiento 
limitado de los derechos de las mujeres, estereotipos negativos y prejuicios, que pue
den repercutir en la facilidad con la que progresan los casos a lo largo de la cadena de 
justicia, incluso si los delitos son o no investigados y juzgados efectivamente. 

•	 La falta de garantías de privacidad y seguridad. Los procedimientos podrían no estar 
desarrollados o aplicados a lo largo de la cadena de justicia para proteger la privacidad 
de mujeres peticionarias, testigos o demandadas.

•	 Demoras en la administración de justicia. Los retrasos pueden deberse a la capacidad 
inadecuada de los recursos humanos, los problemas en la transmisión de información 
en largas distancias o a lo largo de la cadena de justicia, las dificultades para reunir prue
bas y las superposiciones o deficiencias en los mandatos institucionales. 

4.1.3.2	 Consideraciones y opciones de la programación 

1.	 Apoyar el desarrollo de capacidades de los actores de justicia formales e informales.109 
La creación de capacidad debería estar orientada hacia la modificación de las reglas y 
del comportamiento del personal administrativo y operacional del sector de justicia, 
con el objetivo de eliminar las actitudes discriminatorias. Los actores de la justicia de-
ben conocer las normas internacionales y nacionales sobre la igualdad de género para 
combatir conductas que priven a las mujeres de una justicia de calidad. Estas incluyen 
los prejuicios, los mitos, la estigmatización y los estereotipos en su interacción con las 
mujeres demandantes y con las colegas. La creación de capacidad debería vincularse 
con los estándares de desempeño laboral con perspectiva de género y con la adopción 
de incentivos en el lugar de trabajo para fomentar el respeto de los derechos humanos. 
Para que la creación de capacidad tenga un impacto, debe ser culturalmente relevante 
y adaptada a las comunidades atendidas. 

2.	Enfoque en el cambio sistémico a largo plazo. La reforma de la cultura institucional im
plica un cambio de conducta que toma tiempo. Se debe prestar atención al desarrollo 
de alianzas con institutos de capacitación profesional para integrar los derechos de las 
mujeres en los planes de estudio, así como colaborar con asociaciones profesionales 
para hacer lo mismo con la educación jurídica continua. La capacitación sobre los 
derechos de las mujeres debería ser obligatoria para el personal de nivel básico y de-
berían diseñarse programas adaptados para abordar las necesidades específicas. Una 
autoevaluación de la programación de la Comisión Europea en el sector de justicia se
ñaló que había “muy poca evidencia” disponible para determinar si el personal de jus
ticia se volvió más sensible a las cuestiones de género después de la capacitación.110 
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Teniendo en cuenta estas incertidumbres, el desarrollo de capacidades debe planifi-
carse como una inversión a largo plazo, con el objetivo de reformar la cultura institucio
nal a través de cambios en las políticas de recursos humanos y evaluaciones de des-
empeño del personal al final de año.

3.	Determinar los mejores puntos de entrada para combatir la corrupción. Institucionali-
zar procedimientos y mecanismos de denuncia, escuchar a las mujeres, registrar e in-
vestigar sus quejas en espacios de justicia seguros y confidenciales y tomar medidas 
disciplinarias contra los culpables, ayudará a reducir las prácticas corruptas.

4.	Los garantes de los derechos también necesitan ayuda. Promover la disponibilidad y 
el uso de apoyo psicosocial por parte de los actores de la justicia para ayudar en la re
cuperación del agotamiento y el trauma que resulta de lidiar con una diversidad de 
cuestiones relacionadas con la justicia. Esta es una consideración relativamente nueva 
para la programación de justicia, pero debe ser adoptada como un aspecto importan-
te de la administración de justicia que puede mejorar la calidad.111

5.	Evaluar las causas de atrasos y demoras e identificar soluciones sostenibles. Se debe 
prestar atención a las demoras en los procesos que incluyan órdenes de protección, so
licitudes de acceso a la propiedad conyugal, órdenes de custodia de menores y solicitu
des relacionadas con las necesidades de las mujeres con discapacidad, mujeres embara
zadas, madres lactantes, mujeres con niños pequeños y mujeres de edad. Las soluciones 
podrían incluir vías claras de remisión entre las instituciones de justicia formales e in-
formales en todos los niveles (comunitario, subnacional y nacional), claridad sobre los 
roles y mandatos institucionales, creación de sistemas de seguimiento de gestión de 
casos y ampliación del horario de trabajo de las instituciones de justicia informal a las 
tardes y fines de semana. 

6.	Alentar a las instituciones a proteger la privacidad de las mujeres en su calidad de so
licitantes, víctimas de delitos, sobrevivientes de violencia, testigos, demandadas y pre
sas. Esto puede lograrse mediante la adopción de seudónimos, testimonios a puerta 
cerrada, confidencialidad de las declaraciones y pruebas, exclusión de los procedimien
tos a la cobertura por los medios y disposiciones de seguridad para los testigos bajo 
programas especiales de protección de testigos. 

4.1.4	 Suministran las vías de recurso apropiadas
La provisión de vías de recurso requiere que los sistemas de justicia ofrezcan a las mujeres 
una protección viable y una reparación significativa de cualquier daño que puedan haber 
sufrido.112 El acceso a vías de recurso es un derecho básico garantizado por la Resolución 
217A(III) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Declaración Universal de los De
rechos Humanos.113 Los recursos deben ser efectivos (es decir, abordar el agravio cometido) 
y deben ser aplicados por una autoridad competente según lo dispuesto en la Resolución 
2200A(XXI) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Pacto Internacional de De
rechos Civiles y Políticos;114 Resolución 39/46 de la Asamblea General de las Naciones Uni
das, Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradan
tes;115 Resolución 44/25 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Convención sobre 
los Derechos del Niño;116 Resolución 2106(XX) de la Asamblea General de las Naciones Uni
das, Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 

Adoptar medidas para garantizar que las mujeres no se vean sometidas a demoras indebidas en sus 
solicitudes de órdenes de protección y que todos los casos de discriminación basada en el género 
comprendidos en el derecho penal, incluidos los de violencia, sean tramitados de manera oportuna 
e imparcial.

Fuente: CEDAW GR 33, párr.

Los recursos im­

portantes están 

garantizados por el 

derecho interna­

cional y determi­

nan firmemente si 

la justicia será 

transformadora 

para las mujeres.

http://www.un-documents.net/a3r217a.htm
http://www.un-documents.net/a3r217a.htm
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CCPR.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CCPR.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CAT.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CAT.aspx
http://www.ohchr.org/en/professionalinterest/pages/crc.aspx
http://www.ohchr.org/en/professionalinterest/pages/crc.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CERD.aspx
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Racial;117 y la CEDAW.118 Otras fuentes incluyen la Resolución 40/34 de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas,  la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para 
las víctimas de delitos y del abuso de poder y la Resolución 60/147 de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones 
graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones.

La capacidad de las instituciones del sector de justicia y seguridad para garantizar recur-
sos efectivos es un factor determinante de la calidad y la rendición de cuentas. Dado que 
la sustantividad y la ejecución de los recursos pueden lograr resultados transformadores 
para las mujeres, la programación en esta área debe considerar el fortalecimiento y la re-
forma de los regímenes que rigen las vías de recurso y los enfoques para su aplicación. 

Las vías de recurso se describen mejor en términos de los ámbitos del derecho como se 
ilustra en la Figura 1.9. Los recursos en cada ámbito no son mutuamente excluyentes. Por 
ejemplo, una mujer podría reclamar una indemnización en un caso civil por los daños que 
podría haber sufrido en un contexto penal.119

FIGURA 1.9  Vías de recursos por ramas del derecho 

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 19(b).

4.1.4.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Los regímenes legislativos sobre los recursos pueden no estar armonizados con las 
normas internacionales. Las percepciones de la sociedad sobre las infracciones pue-
den repercutir en la forma en que ciertas acciones se tipifican como delitos o si se 
consideran como tales. Por ejemplo, la violencia doméstica puede no ser vista como 
una transgresión de los derechos humanos y las vías de recurso se pueden entender 
únicamente en términos de daño a la reputación de la superviviente y de sus posibles 
perspectivas de matrimonio.120 La implicación es que las mujeres no estarán efectiva-
mente protegidas por la ley y los transgresores podrían no tener que rendir cuentas 
por las ofensas que hayan cometido. 

•	 La capacidad de un Estado para ejecutar los recursos puede ser muy baja. Incluso 
cuando los recursos están claramente establecidos por la ley y/o de conformidad con 
decisiones judiciales, es posible que no se hayan implementado sistemas de ejecución 
efectivos.

4.1.4.2	 Consideraciones y opciones de la programación 

1.	 Abogar por una revisión de las vías de recurso contenidas en todas las leyes. La pro
visión de recursos adecuados debe ser parte integral de los procesos de reforma le
gislativa relacionados con áreas específicas del derecho. En el derecho penal, por 
ejemplo, forman parte de los regímenes de castigo y deben ser adecuados, efectivos, 
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oportunos y proporcionales a la demanda o al daño sufrido. Sin embargo, las vías de 
recurso pueden tener un impacto sobre más de un ámbito (p. ej., órdenes de protec-
ción en casos penales y familiares) y también deben llenar vacíos en las leyes existen-
tes (p. ej., tomar en cuenta las actividades domésticas y de cuidado no remuneradas 
de las mujeres al evaluar daños o compensación).121 Llevar a cabo una revisión de los 
regímenes de reparación existentes ayudará a determinar las deficiencias y las nuevas 
medidas que deben adoptarse.

2.	 Invertir en supervisión y ejecución. Los departamentos administrativos pertinentes den
tro de las instituciones del sector de justicia (p. ej., secretarios, alguaciles e inspectores) 
a menudo son los menos reconocidos. Esas unidades deberían hacerse más visibles y 
recibir un porcentaje razonable de los presupuestos asignados al sector de la justicia 
y la seguridad para garantizar su eficacia. Además, los organismos como las INDH de
ben hacer un seguimiento de sus decisiones y la posterior ejecución como parte de sus 
mandatos generales en relación con la supervisión de los derechos humanos. 

3.	Abogar y ayudar en la creación de fondos específicos para las mujeres o fondos de ma
nutención. Esto garantizará que la disponibilidad de las vías de recurso no dependa de 
factores ajenos al control del sector de justicia y que se ofrezcan soluciones provisiona
les para que las mujeres no se vean afectadas por los pagos financieros retrasados.122

4.1.5.	 Rinden cuentas 
El Enfoque de la Cooperación para el Desarrollo Basado en los Derechos Humanos: Hacia 
un entendimiento común entre las agencias de las Naciones Unidas (consulte la Figura 1.1) 
identifica la rendición de cuentas y el estado de derecho como un principio de programa-
ción de los derechos humanos: “Los Estados y otros garantes de los derechos son respon-
sables del cumplimiento de los derechos humanos. En este sentido, tienen la obligación de 
cumplir con las normas y estándares jurídicos consagrados en los instrumentos de dere-
chos humanos. En caso de no cumplir con su deber, los titulares de derechos perjudicados 
están facultados para iniciar procesos judiciales ante un tribunal competente u otro orga-
nismo de arbitraje con el fin de obtener la debida reparación de los daños de conformidad 
con las reglas y los procedimientos previstos por la ley.”123
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Arriba: Túnez. Dos niñas del distrito de Hammam Mellegue. © Banco Mundial/Arne Hoel.
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La rendición de cuentas de un sistema de justicia implica una “evaluación de la idoneidad 
del cumplimiento y la imposición de una medida correctiva o recurso en casos de incum-
plimiento. La rendición de cuentas desde una perspectiva de género requiere que las deci-
siones y acciones de los actores públicos puedan ser evaluadas por mujeres y hombres por 
igual”.124

Dentro del contexto del acceso de las mujeres a la justicia, se asegura la rendición de cuen-
tas de los sistemas de justicia a través de la vigilancia con el fin de garantizar que se cum-
plan los principios de justiciabilidad, disponibilidad, accesibilidad, buena calidad y provisión 
de recursos. La rendición de cuentas de los sistemas de justicia se refiere también a la vigi
lancia de las acciones del personal del sector de la justicia y la seguridad y su culpabilidad 
legal en caso de que violen la ley.125 Los actores de la justicia, como el poder judicial, la po
licía y los servicios judiciales en todos los niveles (nacional, subnacional y comunitario) y 
en todos los entornos (formal, informal y semiformal) deben rendir cuentas a todas las mu
jeres que accedan a los servicios de justicia.126

4.1.5.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación 

•	 Los sistemas de justicia que rinden cuentas requieren un marco de seguimiento. Las 
instituciones del sector de la justicia y la seguridad no están acostumbradas a las eva-
luaciones del cumplimiento y la gestión de casos a través de indicadores fiables y la 
recopilación de datos. Dichos procesos pueden necesitar la aceptación y aprobación 
tanto política como administrativa. 

•	 La lejanía geográfica puede representar retos significativos para el seguimiento. Los 
ciclos estacionales y la lejanía pueden afectar la capacidad de los inspectores de justi-
cia para llevar a cabo visitas de seguimiento. 

•	 La impunidad y la corrupción entre los actores de la justicia pueden reducir significa-
tivamente la rendición de cuentas de un sistema. Las personas encargadas de la justi-
cia ocupan posiciones de influencia y poder en contraste con las personas usuarias. 
Esto puede causar la resistencia a las intervenciones destinadas a mejorar la transpa-
rencia y el funcionamiento eficaz del sistema para el acceso de las mujeres a la justicia.

4.1.5.2	 Consideraciones y opciones de la programación

1.	 Apoyar el cambio institucional. Emprender un análisis participativo de las deficiencias 
en la rendición de cuentas, los beneficios de eliminar los obstáculos para la rendición de 
cuentas del propio sistema de justicia y los posibles incentivos (p. ej., premios del sec
tor público para las instituciones de justicia que estén implementando con éxito refor-
mas destinadas a hacer sus procesos transparentes y a la aplicación efectiva de san-
ciones por corrupción). 

2.	Proporcionar apoyo para la recopilación de datos administrativos y sistemas de ges-
tión de información. La programación podría apoyar el mantenimiento de registros y 
el flujo de información entre diferentes instituciones. Sin embargo, cuando la progra-
mación pretenda asumir la responsabilidad de algunas funciones de recopilación y aná
lisis de datos, los profesionales deben considerar la sostenibilidad de tales esfuerzos y 
asegurarse de comunicar todos los hallazgos para que las instituciones de justicia pue
dan responder a circunstancias y desafíos cambiantes.127

3.	Apoyar la vigilancia por parte de actores externos. Las INDH y otros actores estatales 
independientes están en mejores condiciones para desempeñar esta función. La ONU-
Mujeres de Palestina apoyó a la Institución Nacional de Derechos Humanos de Palesti
na a través de un Observatorio de Acceso de las Mujeres a la Justicia que supervisa los 
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procesos judiciales y los resultados en casos de violencia contra las mujeres y do
cumenta las violaciones de los derechos de las mujeres que son resultado de leyes y 
procedimientos discriminatorios.128 En Uganda, el Gobierno estableció divisiones de 
inspección en los tribunales para permitir la vigilancia interna continua y el asegura-
miento de la calidad de los procesos y las decisiones.129

4.	Promover el establecimiento de mecanismos internos de denuncia. Los mecanismos 
de denuncia deben ubicarse dentro de las instituciones de justicia y contar con perso-
nal independiente y capacitado para abordar las denuncias de corrupción, abuso de 
poder y acoso sexual. Se debe proporcionar a las personas usuarias concientización e 
información sobre la existencia de tales estructuras, y contar con programas de sensi-
bilización comunitaria que capaciten en el uso de los mecanismos de denuncia y otros 
espacios para exigir la rendición de cuentas. También se debe garantizar la privacidad 
y la confidencialidad de las personas usuarias y se deben tomar medidas disciplinarias 
apropiadas contra el comportamiento inapropiado. 

4.1.6	 Las mujeres participan en las instituciones  
de justicia

RECUADRO 1.3  Normas internacionales para la designación de jueces

Las personas seleccionadas para ocupar cargos judiciales serán personas íntegras e idóneas y 
tendrán la formación o las calificaciones jurídicas apropiadas. Todo método utilizado para la 
selección de personal judicial garantizará que éste no sea nombrado por motivos indebidos. En 
la selección de los jueces, no se hará discriminación alguna por motivo de raza, color, sexo, 
religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, naci-

Los datos deben incluir, aunque no con carácter exhaustivo:

•	 El número y la distribución geográfica de los órganos judiciales y cuasi judiciales
•	 El número de hombres y mujeres que trabajan en órganos e instituciones judiciales y cuasi ju-

diciales a todos los niveles
•	 El número y la distribución geográfica de los abogados, hombres y mujeres, incluidos los que 

proporcionan asistencia jurídica
•	 La naturaleza y el número de casos y denuncias registrados en los órganos judiciales, cuasi 

judiciales y administrativos; esos datos deben estar desglosados por sexo del querellante
•	 La naturaleza y el número de casos que tratan los sistemas de justicia formales e informales; 

esos datos deben estar desglosados por sexo del querellante
•	 La naturaleza y el número de casos en que se requiere asistencia jurídica y de defensa pública, 

aceptadas y prestadas; esos datos deben estar desglosados por sexo del querellante 
•	 La duración de los procedimientos y sus resultados; esos datos deben estar desglosados por 

sexo del querellante

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 20(d).

Confronten y eliminen obstáculos a la participación de las mujeres como profesionales en todos los 
órganos y a todos los niveles de los sistemas de justicia y cuasi judiciales y los proveedores de ser-
vicios relacionados con la justicia. Tomen medidas, incluso medidas especiales de carácter tempo-
ral, para garantizar que las mujeres estén igualmente representadas en la judicatura y otros meca-
nismos de aplicación de la ley, como los magistrados, jueces, fiscales, defensores públicos, 
abogados, administradores, mediadores, funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, funciona-
rios judiciales y de la justicia penal y especialistas, así como en otras capacidades profesionales. 

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 15(f).
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miento o condición; el requisito de que los postulantes a cargos judiciales sean nacionales del 
país de que se trate no se considerará discriminatorio.  

Fuente: Naciones Unidas, Principios básicos relativos a la independencia de la judicatura, adoptados por 

el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, 

26 de agosto a 6 de septiembre de 1985, A/Conf.121/22/Rev.1.

RECUADRO 1.4  El desafío de la inclusión: La escasa representación de las mujeres  

en el poder judicial

Las mujeres siguen estando poco representadas en los cargos judiciales y en la profesión jurí-
dica en todo el mundo, en particular en los más altos cargos; esto indudablemente refleja la 
discriminación de género institucionalizada dentro del sistema de justicia. Las mujeres que ocu
pan cargos públicos también deben enfrentar el prejuicio y la discriminación de sus colegas y 
la sociedad en general por motivo de suposiciones sobre su género. Su comportamiento es 
escudriñado y criticado duramente, sus cualificaciones son cuestionadas con más frecuencia 
que las de sus colegas masculinos y es más probable que su objetividad sea cuestionada. Las 
mujeres a menudo son limitadas o presionadas a trabajar en casos de “bajo perfil”, en áreas del 
derecho que tradicionalmente se asocian con las mujeres, como el derecho de familia, o confi-
nadas a trabajar en los tribunales inferiores. 

Fuente: Asamblea General de las Naciones Unidas, Nota del Secretario General, Independencia de los 

jueces y abogados, párrs. 23-24, 10 de agosto de 2011, A/66/289. 

Incluir a las mujeres en las instituciones del sector de la justicia y la seguridad puede pro-
ducir resultados tangibles para las mujeres, así como crear un efecto amplificador en las 
instituciones de justicia.130 Por ejemplo, la evidencia sugiere que aumentar el número de 
juezas y de otras funcionarias del sector de justicia de primera línea puede crear entornos 
más favorables para las mujeres en los tribunales y marcar una diferencia en los resultados 
en los casos de violencia sexual.131 En un estudio de 39 países, se demostró que la presencia 
de mujeres policías produjo un aumento de las denuncias por agresión sexual.132 En Liberia, 
después de que se desplegó una unidad de policía exclusivamente integrada por mujeres, 
aumentaron las tasas de denuncia de violencia de género y el reclutamiento de otras muje
res en la fuerza policial. A pesar de esta evidencia, la participación de las mujeres en la ad
ministración de justicia formal e informal varía ampliamente entre países y regiones, lo que 
refleja en parte la naturaleza patriarcal de las estructuras formales e informales de toma de 
decisiones.133

Las mujeres siguen estando poco representadas en el sector de la justicia formal. A nivel 
mundial, solo el 27 % de los cargos de juez están ocupados por mujeres.134 Además, en pro-
medio, las mujeres constituyen apenas el 9 % de la fuerza policial, con tasas apenas del 2 % 
en algunos países.135 En Afganistán, las mujeres suman 186 entre 1 800 jueces, y 300 entre 
1 700 abogados defensores.136

Sin embargo, la representación de las mujeres en el poder judicial se acerca al 50 % en 
Europa Central y Oriental y en Asia Central, y la proporción más alta corresponde a Ser
bia, Eslovenia y la Antigua República Yugoslava de Macedonia.137 La Constitución de Ruan
da de 2003, enmendada en 2015, reserva el 30 % de los puestos de toma de decisiones 
para mujeres y alrededor de la mitad de los magistrados de su Corte Suprema son muje-
res.138 Algunos Estados árabes han logrado progresos notables en reducir la brecha entre los 
géneros en el poder judicial: las mujeres representan el 28 % del poder judicial en Túnez, el 
23.5 % en Argelia y el 20 % en Marruecos. 139

El grado de participación femenina en la resolución informal de controversias también 
puede variar de comunidad en comunidad. En la capital provincial afgana de Sar-e Pul, las 

http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/IndependenceJudiciary.aspx
http://undocs.org/es/A/66/289
http://undocs.org/es/A/66/289
https://www.constituteproject.org/constitution/Rwanda_2015.pdf?lang=en
https://www.constituteproject.org/constitution/Rwanda_2015.pdf?lang=en
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líderes comunitarias pueden interceder en nombre de las mujeres en la comunidad y actuar 
como sus defensoras en los foros gubernamentales y comunitarios.140 En las comunidades 
matrilineales de Ghana, se sabe que las “reinas madres” nombran jefes y toman parte en la 
resolución de disputas.141 La ley que estableció el tribunal del consejo local de Uganda es-
tablece que “al menos dos miembros del tribunal del consejo local a nivel municipal, divi-
sional o regional serán mujeres”142 y ya sea el puesto de presidente o de vicepresidente se 
asignará a una mujer.143 En Ecuador, la Constitución exige que las instituciones de justicia 
indígena garanticen (1) la participación de las mujeres; (2) el respeto por las normas inter-
nacionales de derechos humanos; y (3) el respeto por las disposiciones de la Constitución. 
La supervisión constitucional es emprendida por un tribunal de apelación compuesto por 
jueces o juezas indígenas y del Estado.144

4.1.6.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Barreras culturales y roles estereotipados de mujeres y hombres. El mantenimiento del 
estado de derecho, la seguridad y el acceso a la justicia son a menudo percibidos como 
un privilegio masculino. Esto está arraigado en la creencia de que los hombres son los 
protectores del orden público. Las mujeres uniformadas a menudo deben adoptar ten
dencias de machismo para ser aceptadas por la comunidad de la justicia y la seguridad. 
Los estereotipos y las nociones insostenibles sobre las mujeres en el sector de la justi-
cia y la seguridad incluyen creencias tales como: (1) hay una falta de mujeres cualifica-
das para cubrir los puestos existentes; (2) las mujeres no pueden involucrarse en áreas 
específicas de la aplicación de la ley porque son demasiado peligrosas o requieren lar
gas horas de trabajo; y (3) las mujeres no pueden trabajar o concentrarse de manera 
efectiva en su trabajo durante su ciclo menstrual o cuando están embarazadas.

•	 Relegación y segregación institucional. De lo anterior se deduce que las mujeres a me
nudo son relegadas a instituciones y funciones que coinciden con sus instintos materna
les, roles y experiencias percibidos. Muchas de esas funciones e instituciones se relacio
nan con el bienestar, la familia y los hijos. Si bien esto puede ser un avance positivo si 
se lleva a cabo con la visión estratégica de mejorar la participación de las mujeres con 
el sistema de justicia, también podría dar lugar a la segregación por género, si las mu-
jeres no tienen oportunidades de trabajar en otras áreas.

•	 Las instituciones del sector de la justicia y la seguridad pueden ser reacias a la acción 
afirmativa. Las experiencias históricas de discriminación de género en la educación 
jurídica y el empleo en el sector de la justicia y la seguridad exigen que se tomen me-
didas especiales para nivelar las condiciones entre hombres y mujeres. Los responsa-
bles de la toma de decisiones pueden mostrar una falta de voluntad política para co-
rregir tales desigualdades.

4.1.6.2	 Consideraciones y opciones de la programación

1.	 Trabajar con el gobierno y los actores relacionados para diseñar, dar forma e implemen
tar compromisos de acción afirmativa. La Base de Datos Global de Género e Igualdad 
Constitucional de la ONU-Mujeres revela que 85 países actualmente incluyen en sus 
constituciones disposiciones sobre acción afirmativa relacionada con el género.145 Es-
tas ofrecen oportunidades de participación en el plano de las políticas nacionales y 
entre las instituciones del sector de la justicia y la seguridad, así como la promoción en
tre los órganos nacionales de nombramiento para implementar tales disposiciones. Los 
objetivos de acción afirmativa para el sector también podrían integrarse en la política 
de acción afirmativa más amplia del Estado para garantizar vínculos efectivos con los 
compromisos de las políticas nacionales hacia las mujeres. Los organismos de la ONU 
deben apoyar plenamente a las asociaciones nacionales de mujeres profesionales (p. 
ej., abogadas privadas, juezas, policías, fiscales, militares, agentes de inmigración) y co
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laborar para identificar a mujeres para asumir puestos dentro de estos sectores. Tam-
bién se puede mejorar la participación femenina en la profesión jurídica a través de 
programas de becas y tutoría. 

2.	Promover el liderazgo de las mujeres en la toma de decisiones. Si bien la inclusión de 
las mujeres es una prioridad, es necesario ir más allá de los números para lograr un im
pacto sostenible. Se necesitan mujeres en posiciones de liderazgo para ayudar a esta-
blecer prioridades de toma de decisiones que faciliten la inclusión continua de las mu
jeres y las condiciones para que prosperen en dichas instituciones. En este sentido, la 
atención debería centrarse en las mujeres como responsables de la toma de decisiones 
en lugar de relegarlas puestos secretariales y administrativos. También se pueden insti
tuir mecanismos de apoyo entre pares y asociaciones entre mujeres profesionales para 
un valioso intercambio, aprendizaje y apoyo mutuo. Las asociaciones profesionales u 
otros mecanismos de apoyo también pueden representar los intereses de las mujeres 
en las negociaciones con los responsables de la toma de decisiones, como los comités 
de nombramiento. Además, los acuerdos de protección social, como la licencia de ma
ternidad y familiar, los mecanismos de pensiones que no penalizan a las mujeres y las 
medidas de protección contra la discriminación y el acoso sexual ayudarán a atraer y 
retener a las mujeres en el sector.

5.0	 Empoderamiento jurídico de las mujeres

RECUADRO 1.5  El porqué y para qué del empoderamiento jurídico de las personas pobres

A fin de que los estados garanticen el derecho a la protección de sus ciudadanos, los sistemas 
pueden y deben modificarse de manera sistemática. El empoderamiento legal constituye una 
fuerza central en tal proceso de reforma. Dicho proceso implica que los estados asuman su 
deber de respetar, proteger y hacer cumplir los derechos humanos, y que las personas pobres 
tomen cada vez más conciencia de sus derechos y se beneficien de las oportunidades que 
emanan de ellos, mediante su propio esfuerzo y el de quienes los apoyan, de redes sociales ex
tendidas y de los gobiernos. Los elementos del empoderamiento legal tienen fundamento en 
el espíritu y la letra de las normas internacionales de derechos humanos, especialmente en el 
Artículo 1˚ de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que reza “Todos los seres hu
manos nacen libres e iguales en dignidad y derechos”.

Fuente: Comisión para el Empoderamiento Legal de los Pobres, La ley: Clave para el desarrollo sin exclu-

siones, Informe de la Comisión para el Empoderamiento Legal de los Pobres, vol. I, pág. 4, (Nueva York, 

Comisión para el Empoderamiento Legal de los Pobres y el PNUD, 2008).

Arriba: Túnez. Dos amigas se reúnen cerca de La Goulette. © Banco Mundial/Arne Hoel.

http://www.undp.org/content/undp/es/home/librarypage/democratic-governance/making-the-law-work-for-everyone---vol-i---spanish.html
http://www.undp.org/content/undp/es/home/librarypage/democratic-governance/making-the-law-work-for-everyone---vol-i---spanish.html
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El empoderamiento jurídico de las mujeres las coloca en primera línea de acceso a la justi-
cia y fortalece su capacidad para defender sus derechos en la sociedad. Los programas 
que empoderan a las mujeres refuerzan su voluntad y capacidad para identificar sus nece-
sidades jurídicas. Apoyan la capacidad de las mujeres para abordar problemas dentro de 
sus propias comunidades de una manera que respeta la dignidad personal y los derechos 
humanos y defiende la capacidad de las mujeres para obtener recursos significativos. Em-
poderar a las mujeres requiere el diseño del programa más creativo, culturalmente apropia-
do y matizado. La orientación en esta área explora cómo hacer visibles a las mujeres en los 
procesos de reforma jurídica; cómo fortalecer la alfabetización jurídica y la concientización 
de los derechos de las mujeres y cómo apoyar a las organizaciones locales. 

FIGURA 1.10  Tres elementos del empoderamiento jurídico de las mujeres

Empoderar a las mujeres refuerza sus capacidades como agentes de cambio en la reforma 
jurídica y los procesos judiciales. Requiere una programación holística para (1) mitigar las 
normas sociales y culturales discriminatorias (p. ej., normas que impiden que las mujeres 
hablen con la policía) y (2) ampliar las oportunidades para que las mujeres ejerzan su vo-
luntad con respecto a sus derechos jurídicos (p. ej., que las mujeres impulsen procesos de 
reforma para que las leyes tengan en cuenta las cuestiones de género). 

5.1	 Participación de las mujeres en procesos  

de reforma jurídica
Si bien la creación de un entorno propicio para el acceso de las mujeres a la justicia (con-
sulte la Sección 3.0) considera principalmente la reforma sustantiva de leyes y políticas, 
empoderar a las mujeres implica el proceso de reforma jurídica en sí mismo, centrándose en 
quién participa e impulsa esas reformas. La representación, la voz y la participación de las 
mujeres son fundamentales para promover la igualdad sustantiva. La inclusión de las mu-
jeres en la reforma jurídica es, por lo tanto, un componente crítico para mejorar el acceso 
de las mujeres a la justicia. 

La inclusión de las mujeres en la reforma jurídica puede tomar muchos caminos diferentes 
(p. ej., mujeres que prestan servicios como miembros electos o designados de órganos de 
revisión constitucional, en el parlamento, encargadas de formulación de políticas designa-
das en diversos ministerios o departamentos, funcionarias electas o designadas en el go-
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bierno local). También puede haber puntos de entrada para la participación de las mujeres 
como ciudadanas individuales o miembros de la sociedad civil en contextos en los que la 
participación pública está integrada en el proceso de elaboración de políticas o leyes. 

La representación y la participación de las mujeres en la reforma jurídica en las capacida-
des mencionadas anteriormente es importante porque aportan diferentes perspectivas al 
proceso de reforma, incluyendo una comprensión de cómo las leyes las afectan de manera 
diferente que a los hombres. Esto también subraya la importancia no solo de la participa-
ción de las mujeres, sino también de la inclusión de intereses diversos. Por ejemplo, facto-
res como la falta de guarderías infantiles pueden impedir que las mujeres accedan a la jus
ticia. Lo mismo podría decirse sobre las diferentes experiencias de mujeres marginadas y 
excluidas en contraste con las mujeres privilegiadas en el acceso a la justicia. La inclusión 
de las mujeres también puede tener un efecto amplificador. La experiencia indica que cuan
do se incluye a las mujeres en los procesos de reforma constitucional, ellas abogan por la 
continua representación de las mujeres en las legislaturas posteriores y en otros órganos 
normativos. Por ejemplo, en Túnez, una cuota electoral llevó a que las mujeres ocuparan el 
27 % de los escaños en la Asamblea Nacional Constituyente, que fue responsable de la ela
boración de la Constitución de 2014. Las mujeres representantes, a su vez, abogaron por la 
continuación de la cuota electoral para futuras elecciones legislativas, además de la paridad 
de género en las asambleas electas y otras disposiciones de igualdad de género en la 
Constitución. Como resultado, las mujeres obtuvieron casi un tercio de los escaños en las 
posteriores elecciones legislativas y, en 2016, las mujeres parlamentarias encabezaron con 
éxito una cuota de género en la ley electoral local.146

5.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Excepciones a la noción general de que las mujeres líderes apoyan los problemas de las 
mujeres. Si bien hay evidencia de que el aumento en la representación de las mujeres 
en los parlamentos generalmente ha sido acompañada de reformas jurídicas a favor de 
las mujeres,147 la programación debe reconocer el contexto local y considerar que las 
mujeres parlamentarias no necesariamente priorizan o tienen consenso sobre estos te
mas. Por ejemplo, durante el proceso de redacción de la constitución en Colombia, al
gunas mujeres miembros de la Asamblea Constituyente se desvincularon de las deman
das del movimiento feminista.148 Además, la reforma jurídica es intrínsecamente política 
y los responsables de la toma de decisiones en general pueden mostrarse reacios a 
abrir el proceso a intereses contradictorios adicionales. 

•	 Es posible que las mujeres líderes no tengan una representación política. Al obtener 
escaños en la legislatura u otras instituciones, es posible que las mujeres no sean em-
poderadas políticamente con voz y representación si sus partidos políticos tienen una 
igualdad simbólica con respecto a sus miembros femeninos y/o solo apoyan a las mu-
jeres que basan sus decisiones en las líneas del partido. 

•	 Barreras culturales y de seguridad. Esto podría incluir normas que desalientan a las mu
jeres para hablar en público o el estigma contra las mujeres que participan en la políti
ca. Las mujeres que entran en el ámbito político también enfrentan múltiples desafíos, 
como la violencia relacionada con la política y la humillante exposición a los medios de 
comunicación.149

5.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación

1.	 Las mujeres pueden ser eficaces defensoras de sus propios derechos. Los actores inter
nacionales pueden tener influencia para abogar por la inclusión de más mujeres entre 
los responsables de la toma de decisiones. Esto puede ser aún más eficaz cuando se 
combina con la defensa hecha por las propias mujeres, siempre que esto vaya acom-
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pañado de la creación de capacidad sobre cómo interactuar con los responsables de la 
toma de decisiones. Esto puede incluir el apoyo a la coalición y la formación de con-
senso entre grupos de mujeres, preparación y capacitación en negociación, mediación, 
oratoria, mapeo de las partes interesadas, desarrollo de estrategias, comunicación es-
tratégica, cabildeo y difusión. 

2.	La programación debe diseñarse e implementarse mucho antes de cualquier proceso 
de reforma. Ya sea que se busque aumentar el número de mujeres en una Asamblea 
Constituyente o una legislatura, la movilización temprana es fundamental, ya que la 
selección de los responsables de la toma de decisiones para los procesos de reforma 
a menudo ocurre mucho antes de que comiencen. 

5.2	 Respaldo y asociación con organizaciones  

de la sociedad civil

Las organizaciones de mujeres están en una posición única para desempeñar un papel trans
formador para promover el acceso de las mujeres a la justicia y, por lo tanto, ocupar un 
espacio crítico en la cadena de justicia en la mayoría de los contextos.150 Las OSC, como los 
colegios de abogados, las asociaciones de abogados y las organizaciones religiosas, a me-
nudo prestan servicios de justicia por separado, en conjunto o en asociación con el Estado. 
También realizan actividades de promoción, desarrollo de capacidades, concientización 
sobre los derechos, litigios estratégicos y vigilancia de los derechos de las mujeres. 

Se ha demostrado que los servicios, la promoción y la capacitación proporcionados por 
este tipo de organizaciones tienen un impacto importante sobre el empoderamiento de las 
mujeres y la concientización sobre sus derechos. La prestación de servicios jurídicos y la re
presentación ante los tribunales por parte de la Asociación de Abogadas de Zimbabue 
(ZWLA), por ejemplo, ha mejorado el conocimiento y la confianza de las mujeres para rei
vindicar sus derechos, como se observó en las encuestas a clientes con una participación 
de 110 beneficiarias.151 La Figura 1.11 desglosa las respuestas de las clientas. 

FIGURA 1.11  Encuesta de conclusiones de los servicios de ZWLA

Fuente: “Informe de servicios al cliente” de la ZWLA, (2015). Informe preparado para la ONU-Mujeres. (Inédito). 
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Una beneficiaria declaró: 

“El mayor impacto que obtuve de la ZWLA fue el empoderamiento, que me ayudó a 

conocer y reafirmar mis derechos. Me hizo ser más fuerte y firme. Incluso ahora, cuan-

do me encuentro con alguien que está pasando por lo mismo que yo pasé, estoy en 

una mejor posición para dar consejos basados en el servicio y la asistencia que recibí 

de ZWLA.”152

5.2.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación
•	 Las OSC y las OBC tienen limitada capacidad económica y de gestión de recursos 

humanos. Las OSC pueden enfrentar desafíos al contratar y retener personal con las 
habilidades necesarias debido a la incapacidad de competir con los salarios ofrecidos 
por las instituciones formales del sector de la justicia y la seguridad, o por Organiza-
ciones No Gubernamentales Internacionales (ONGI). Además, en algunos contextos 
nacionales, el sector no gubernamental se enfrenta a restricciones gubernamentales 
sobre la recaudación de fondos y áreas de intervención. 

•	 Las prioridades de financiación más que las necesidades locales son las que impulsan 
las opciones de programación. Las prioridades de financiación de los donantes a menu
do se establecen con anticipación y carecen de la flexibilidad necesaria para abordar las 
necesidades locales, incluyendo los servicios de justicia esenciales que brindan las OSC. 

5.2.2	 Consideraciones y opciones de la programación
1.	 Proporcionar apoyo financiero y técnico a las OSC. La OCDE recomienda que los do-

nantes respalden a los grupos de mujeres como vehículos principales en un enfoque 
de múltiples niveles para mejorar el acceso de las mujeres a la justicia, particularmente 
en tiempos de transición, durante los cuales desempeñan importantes funciones de 
vigilancia, defensa y prestación de servicios.153 Tomando en consideración estas con-
tribuciones potenciales y los problemas de capacidad que enfrentan las OSC, las Na-
ciones Unidas deberían apoyar el trabajo de las diferentes OSC a través de la presta-
ción de apoyo económico y técnico.  

2.	 Invertir estratégicamente. El apoyo a las OSC puede estar enfocado a fortalecer y ex-
pandir su trabajo en áreas tales como asistencia jurídica, RCA, capacitación para otras 
partes interesadas, concientización y promoción sobre el acceso de las mujeres a la 
justicia. Los elementos de tales intervenciones pueden incluir estrategias para influir 
en las leyes y políticas e identificar los puntos de entrada y enfoques más apropiados 
para mejorar la receptividad a las cuestiones de género entre las instituciones del sec-
tor de la justicia y la seguridad. 

3.	Apoyar la formación de coaliciones. La formación de coaliciones puede reducir los 
gastos operacionales de las OSC individuales y servir como plataformas para maximi-
zar el impacto a través de la acción colectiva, el intercambio de recursos y el intercam-
bio de experiencias. 

4.	Alentar y facilitar canales de comunicación sostenibles. Las instituciones de justicia 
deberían involucrar a las OSC en los procesos nacionales de reforma de la justicia y 
solicitarles retroalimentación e ideas sobre el diseño efectivo de programas de acceso 
de las mujeres a la justicia, la implementación y seguimiento del programa, la utiliza-
ción de plataformas, tales como el sector de la justicia y la seguridad y los equipos de 
tareas del subsector.  

5.	 Informes de derechos humanos. Las OSC pueden identificar e integrar inquietudes 
relacionadas con el acceso de las mujeres a la justicia en sus informes alternativos al 
Comité de la CEDAW, otros órganos creados en virtud de tratados y al EPU, y dichas 
oportunidades pueden utilizarse para articular el impacto de las restricciones del Es-
tado, si lo hubiera, en sus operaciones en este ámbito.
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5.3	 Educación sobre los derechos de las mujeres

El Comité de la CEDAW ha observado, especialmente en los informes periódicos de los 
Estados partes, que los Estados a menudo no se aseguran de que los derechos de las mu-
jeres sean ampliamente conocidos tanto por las mujeres como por los hombres.154 Para que 
las leyes e instituciones que tienen en cuenta las cuestiones de género sean eficaces y 
transformadoras, las mujeres deben conocer y comprender sus derechos, y cómo y dónde 
pueden ejercerlos y lograr su ejecución. Si bien la limitada concientización sobre los dere-
chos y el analfabetismo jurídico son comunes entre mujeres y hombres en muchos contex-
tos, la evidencia sugiere que estos factores tienden a afectar desproporcionadamente a las 
mujeres. Un estudio sobre alfabetización jurídica en Kazajstán, Kirguistán y Tayikistán reve-
ló que si bien los hombres y las mujeres tenían conocimientos limitados sobre los requisitos 
legales de un matrimonio válido, el impacto fue especialmente notable en términos de la 
incapacidad de las mujeres para proteger sus derechos al momento del divorcio.155

Por lo tanto, el objetivo principal de la concientización jurídica es equipar a las mujeres con 
las capacidades y el conocimiento jurídicos que necesitan para participar en los sectores 
formales e informales de la justicia. Estos programas también pueden tratar de desarrollar 
la confianza individual y colectiva de las mujeres para exigir esos derechos y garantías que 
de otro modo están ausentes o son mal implementados. De esta manera, la programación 
puede estar estrechamente alineada con las actividades centradas en el cambio de actitu-
des y normas.

Las mujeres que no tienen conciencia de sus derechos humanos no están en condiciones de exigir 
su cumplimiento. El Comité ha observado, especialmente durante el examen de los informes perió-
dicos de los Estados partes, que con frecuencia no se garantiza a las mujeres la igualdad de acceso 
a la educación, la información y los programas de conocimientos básicos de derecho. Además, lo 
que saben los hombres sobre los derechos humanos de las mujeres también es indispensable para 
garantizar la igualdad y la no discriminación, en particular para garantizar a las mujeres el acceso a 
la justicia.

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 32.

Arriba: Marruecos. La clase de primer grado de educación primaria en la aldea de Ait Sidi Hsain, cerca de 

Meknes. © Banco Mundial/Arne Hoel.
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5.3.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación 
•	 Las diversas necesidades y capacidades pueden requerir que el diseño del programa 

sea flexible. El público destinatario de los programas de educación puede incluir una 
amplia gama de actores con distintos niveles de alfabetización, movilidad y necesida-
des lingüísticas. Las intervenciones son más efectivas cuando se adaptan a distintos 
públicos, pero al mismo tiempo implican costos más altos.

•	 Los conceptos de los derechos de las mujeres pueden variar entre las comunidades. 
Esto es particularmente relevante en contextos y culturas donde los conceptos de los 
derechos de las mujeres y la justicia difieren de las definiciones estándar occidentales, 
creando la necesidad de ajustes lingüísticos y culturales en los programas educativos 
comunitarios. La programación en estas circunstancias requerirá una comprensión 
profunda del contexto cultural y social específico de los derechos y las normas.

•	 La estigmatización u otras barreras culturales pueden impedir que las mujeres partici-
pen. En algunos contextos, la alfabetización jurídica se considera como un privilegio 
esencialmente masculino porque a las mujeres no se les permite reclamar sus dere-
chos a menos que sean respaldadas por un hombre. En otros contextos, a las mujeres 
no se les permite abandonar sus hogares o se les puede excluir de ser escuchadas en 
las intervenciones comunitarias. 

5.3.2	 Consideraciones y opciones de la programación
1.	 Determinar la participación previa, actual y futura de las partes interesadas. Debido a 

que la educación y concientización son específicas al contexto, aprender de experien-
cias actuales o pasadas ayudará a simplificar el proceso de planificación y evitará la 
repetición de enfoques que tengan un impacto limitado. Esto podría implicar el cono-
cimiento de las deficiencias que están siendo subsanadas por otros asociados en la 
ejecución, la experiencia adquirida y el impacto.

2.	Trabajar con asociados locales para identificar contenido educativo. Esto es particular-
mente importante en sistemas jurídicos complejos, donde el entorno y las necesidades 
pueden estar hiperlocalizados. Este enfoque también puede ser útil en contextos don-
de la mayoría de las controversias se resuelven en el sistema informal de justicia y re-
quieren un conocimiento profundo de las tradiciones orales. 

3.	Enfocarse en profundizar en la concientización de los derechos de las mujeres. El pú-
blico destinatario de los programas debería incluir a mujeres, niñas, hombres y niños, 
incluyendo líderes religiosos y tradicionales. La información se debe difundir en los idio
mas locales y a través de una amplia gama de canales (p. ej., radio comunitaria, teatro, 
SMS) para garantizar un amplio alcance a una amplia variedad de grupos de pobla-
ción. Todos estos programas deben ser dirigidos por mecanismos nacionales para la 
mujer en estrecha cooperación con los medios, las agencias de educación cívica, las 
INDH, las OSC y las OBC.

4.	Aumentar el potencial de las mujeres como sus propias agentes de cambio. Cuando a 
las mujeres se les permite analizar e interpretar las normas culturales o jurídicas, el sis
tema puede estar abierto a cambios, particularmente cuando tanto las mujeres como 
los hombres abogan por ello. Además, cuando las mujeres son informadas sobre sus 
derechos y se las alienta a debatir o cuestionar las leyes y prácticas informales, pueden 
ejercer presión sobre los sistemas de justicia consuetudinarios para proteger mejor los 
derechos básicos.156 

5.	Medir el impacto de la concientización y generar experiencia adquirida. Esto puede 
hacerse mediante encuestas de percepción antes y después de las campañas de con-
cientización para las cuales se han realizado importantes inversiones financieras.
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6.0	 Consideraciones para los contextos  
afectados por crisis

6.1	 ¿Por qué es importante la programación sobre  

el acceso de las mujeres a la justicia en contextos 

de crisis? 
Las mujeres en contextos afectados por conflictos tienen más probabilidades de sufrir la 
violación de sus derechos y es menos probable que accedan a la justicia debido al derrum-
be del estado de derecho y al deterioro físico y de los recursos humanos de las institucio-
nes. Durante el conflicto, las mujeres son más vulnerables a diversas formas de VSG, que a 
menudo se manifiestan en la esclavitud sexual en los campamentos de facciones belige-
rantes, la violación, la esterilización forzada, el matrimonio forzado, el matrimonio infantil 
y la violencia doméstica. El conflicto agrava la violencia contra las mujeres porque las 
protecciones otorgadas por los sistemas formales e informales de justicia, así como las 
estructuras familiares a menudo se degradan durante esos períodos, dejando a las mujeres 
con opciones limitadas de recursos, cuando sus derechos han sido violados.

En contextos de conflicto y posteriores a conflictos, las intervenciones para las mujeres y 
sus familias deben basarse en las evaluaciones que se analizan en la Sección 2.0. Estas 
deben capturar las necesidades y vulnerabilidades de las mujeres, incluyendo la reparación 
y la inclusión en los procesos de paz posteriores a conflictos, tal como los definen las propias 
mujeres. En tales contextos se incluyen la creación de espacios seguros tanto en las zonas de 
conflicto como en los campamentos de refugiados, así como el apoyo material y psicológico.

Se necesitan mecanismos de justicia efectivos para juzgar los delitos cometidos contra las 
mujeres durante y después de los reveses de la crisis. Los datos de una encuesta en Líbano 
indican que más de un tercio de las refugiadas sirias de entre 20 y 24 años de edad estaban 
casadas antes de los 18 años.157 Se estima que las tasas de matrimonio infantil son ahora 
cuatro veces más elevadas entre los refugiados sirios que antes de la crisis.158 Aunque el 
matrimonio infantil ha prevalecido durante mucho tiempo en Yemen, las tasas han aumen-
tado del 32 al 52 % en los últimos años, ya que las dotes han disminuido y las familias utili-
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Para la mayoría de las mujeres en entornos posteriores a conflictos, la violencia no termina con el 
alto el fuego oficial o la firma del acuerdo de paz y suele aumentar en las situaciones posteriores a 
conflictos. El Comité reconoce que muchos informes confirman que, aunque las formas y los lugares 
de la violencia cambian, lo que quiere decir que puede que ya no exista la violencia patrocinada por 
el Estado, todas las formas de violencia por razón de género, en particular la violencia sexual, se 
intensifican en las situaciones posteriores a conflictos. El hecho de no prevenir, investigar y sancio-
nar todas las formas de violencia por razón de género, además de otros factores, como los procesos 
de desarme, desmovilización y reintegración no efectivos, también puede dar lugar al aumento de 
la violencia contra la mujer en los períodos posteriores a conflictos.

Fuente: CEDAW GR 30, párr. 35.
Arriba: Nepal. Madre e hija se sientan frente a las ruinas del terremoto en la ciudad de Charikot en el distrito 

de Dolakha. © UNICEF/Brian Sokol.
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zan el matrimonio precoz como un mecanismo de afrontamiento.159 Además, los con
textos de crisis suelen ser duraderos, con un promedio de 39 % de casos en los que los 
Estados que salen de un conflicto regresan al conflicto en los primeros cinco años, y otro 
32 % en que lo hacen en los siguientes cinco años.160 Un informe reciente de la OCDE ilustra 
que las líneas divisorias entre conflicto, posconflicto y desarrollo son cada vez más borro-
sas.161 Esto se debe a que las formas actuales de fragilidad son causadas predominante-
mente por la inestabilidad política interna y la violencia social más que por guerras civiles 
y transnacionales.162

RECUADRO 1.6  VSG en contextos posteriores a conflictos 

Factores de riesgo para la escalada de la VSG en contextos posteriores a conflictos:
•	 Las armas pequeñas y otras armas aún pueden estar en circulación y suponen una amena-

za constante 
•	 El hecho de no prevenir, investigar y sancionar todas las formas de violencia por razón de 

género, además de otros factores, como los procesos de desarme, desmovilización y rein-
tegración no efectivos, puede dar lugar al aumento de la violencia contra las mujeres en los 
períodos posteriores a conflictos.

•	 Los excombatientes tienden a experimentar dificultades para adaptarse a la vida familiar y 
a menudo recurren al abuso de sustancias adictivas y a la violencia doméstica y familiar

•	 El agotamiento de las tierras debido a un conflicto requiere ajustes en los derechos sobre 
las tierras comunitarias, y los derechos de propiedad de las mujeres deben ser protegidos

Cómo se ven afectadas las mujeres y las niñas:
•	 Aquellas en riesgo incluyen a las niñas, las desplazadas internas y las refugiadas, las defen-

soras de los derechos humanos de las mujeres, las viudas y las mujeres con discapacidad. 
Las mujeres pertenecientes a diversas castas, grupos étnicos, nacionales, religiosos u otros 
grupos minoritarios a menudo son atacadas como representantes simbólicos de su comu-
nidad. Las combatientes y las mujeres en el ejército también son vulnerables a la agresión y 
el acoso sexual por parte de grupos armados del Estado y ajenos, y por movimientos de 
resistencia

•	 Las mujeres continúan siendo amenazadas y victimizadas en sus vidas diarias. Por lo tanto, 
se necesitan estrategias que reparen las injusticias pasadas y que reformen las estructuras, 
los sistemas y las sociedades para evitar futuras victimizaciones

Durante y después de los conflictos, determinados grupos de mujeres y niñas corren un mayor 
riesgo de ser víctimas de la violencia, en especial la violencia sexual, como en el caso de las despla-
zadas internas y las refugiadas; las defensoras de los derechos humanos de la mujer; las mujeres de 
distintas castas, etnias, identidades nacionales o religiosas u otras minorías, a quienes se suele 
atacar en tanto que representantes simbólicas de su comunidad; las viudas; y las mujeres con dis-
capacidad. Las combatientes y las mujeres en el ejército también son vulnerables a la agresión y el 
acoso sexual por parte de grupos armados del Estado y ajenos, y por movimientos de resistencia

Fuente: CEDAW GR 30, párr. 36.
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el acceso de las mujeres a la justicia en contextos 

de crisis? 
Las mujeres en contextos afectados por conflictos tienen más probabilidades de sufrir la 
violación de sus derechos y es menos probable que accedan a la justicia debido al derrum-
be del estado de derecho y al deterioro físico y de los recursos humanos de las institucio-
nes. Durante el conflicto, las mujeres son más vulnerables a diversas formas de VSG, que a 
menudo se manifiestan en la esclavitud sexual en los campamentos de facciones belige-
rantes, la violación, la esterilización forzada, el matrimonio forzado, el matrimonio infantil 
y la violencia doméstica. El conflicto agrava la violencia contra las mujeres porque las 
protecciones otorgadas por los sistemas formales e informales de justicia, así como las 
estructuras familiares a menudo se degradan durante esos períodos, dejando a las mujeres 
con opciones limitadas de recursos, cuando sus derechos han sido violados.

En contextos de conflicto y posteriores a conflictos, las intervenciones para las mujeres y 
sus familias deben basarse en las evaluaciones que se analizan en la Sección 2.0. Estas 
deben capturar las necesidades y vulnerabilidades de las mujeres, incluyendo la reparación 
y la inclusión en los procesos de paz posteriores a conflictos, tal como los definen las propias 
mujeres. En tales contextos se incluyen la creación de espacios seguros tanto en las zonas de 
conflicto como en los campamentos de refugiados, así como el apoyo material y psicológico.

Se necesitan mecanismos de justicia efectivos para juzgar los delitos cometidos contra las 
mujeres durante y después de los reveses de la crisis. Los datos de una encuesta en Líbano 
indican que más de un tercio de las refugiadas sirias de entre 20 y 24 años de edad estaban 
casadas antes de los 18 años.157 Se estima que las tasas de matrimonio infantil son ahora 
cuatro veces más elevadas entre los refugiados sirios que antes de la crisis.158 Aunque el 
matrimonio infantil ha prevalecido durante mucho tiempo en Yemen, las tasas han aumen-
tado del 32 al 52 % en los últimos años, ya que las dotes han disminuido y las familias utili-
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Para la mayoría de las mujeres en entornos posteriores a conflictos, la violencia no termina con el 
alto el fuego oficial o la firma del acuerdo de paz y suele aumentar en las situaciones posteriores a 
conflictos. El Comité reconoce que muchos informes confirman que, aunque las formas y los lugares 
de la violencia cambian, lo que quiere decir que puede que ya no exista la violencia patrocinada por 
el Estado, todas las formas de violencia por razón de género, en particular la violencia sexual, se 
intensifican en las situaciones posteriores a conflictos. El hecho de no prevenir, investigar y sancio-
nar todas las formas de violencia por razón de género, además de otros factores, como los procesos 
de desarme, desmovilización y reintegración no efectivos, también puede dar lugar al aumento de 
la violencia contra la mujer en los períodos posteriores a conflictos.

Fuente: CEDAW GR 30, párr. 35.
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•	 Las sobrevivientes corren el riesgo de ser estigmatizadas, rechazadas y discriminadas por 
sus familias y comunidades, lo que disminuye su capacidad para acceder a los servicios 
esenciales. Esto puede ser particularmente un problema para aquellas que quedan disca-
pacitadas o son perjudicadas de otra forma debido a la violencia

Fuente: CEDAW GR 30, párrs. 26, 29, 32, 34-37, 63, 65(b), 67-68, 74, 77.

6.2	 Creación de un entorno propicio para  

el acceso de las mujeres a la justicia

6.2.1	 Normas internacionales de derechos humanos  
y derecho internacional humanitario

Los críticos de las normas internacionales de derechos humanos dudan de su efectividad 
como herramienta de programación en situaciones de crisis debido a su limitada ejecuto-
riedad y a la dificultad de su aplicación en contextos de crisis.163 Esto a menudo se debe a 
una interpretación errónea del uso de las disposiciones derogatorias (consulte la Sección 
1.1) que, como se señaló, permite a los Estados suspender determinados derechos huma-
nos solamente durante un período limitado. También es importante señalar que la CEDAW, 
la Resolución 44/25 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, la Convención sobre 
los Derechos del Niño y la Resolución 2200A(XXI) de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales no contienen 
cláusulas de derogación y por lo tanto no pueden ser derogados en ninguna medida.164

Como tal, las normas internacionales de 
derechos humanos sobre la igualdad de gé
nero y el empoderamiento de las mujeres es 
aplicable en todas las fases de la experiencia 
social, económica y política de un país. En 
situaciones de conflicto, los Estados y otras 
entidades combatientes también están su
jetos al derecho internacional sobre delitos 
de guerra y de lesa humanidad, incluido el 
genocidio y el derecho internacional huma-
nitario. El “Artículo 3 común” de los cuatro 
Convenios de Ginebra estipula que, en tiem
pos de conflicto armado, las personas pro-
tegidas deben ser “tratadas humanamente 
en todas las circunstancias, sin distinción 
desfavorable por motivos de raza, color, re-
ligión o fe, género, nacimiento o posición 
económica, o cualquier otra consideración 
similar”.165

El proceso de reforma electoral y redacción de una constitución posterior a un conflicto constituye 
una oportunidad esencial para sentar las bases de la igualdad entre los géneros durante el período 
de transición y después de este. Tanto el proceso como el contenido de estas reformas pueden 
establecer un precedente para la participación de las mujeres en la vida social, económica y política 
en el período posterior a un conflicto, además de proporcionar una base jurídica a partir de la cual 
los defensores de los derechos de la mujer pueden pedir otros tipos de reformas que tengan en 
cuenta las cuestiones de género y que se desarrollen en los períodos de transición.

Fuente: CEDAW GR 30, párr. 70.
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http://www.ohchr.org/en/professionalinterest/pages/crc.aspx
http://www.ohchr.org/en/professionalinterest/pages/crc.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.aspx
https://www.icrc.org/eng/war-and-law/treaties-customary-law/geneva-conventions/overview-geneva-conventions.htm
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Utilizando los principios de programación de las herramientas descritas en esta publica-
ción, las mujeres y las niñas son consideradas titulares de derechos durante los períodos 
de conflicto, y las partes beligerantes como garantes de los derechos. Las facciones beli-
gerantes tienen, por lo tanto, la obligación de proteger a los civiles y las propiedades civi-
les y permitir las intervenciones humanitarias.166

Jonsson propone los siguientes principios de acción humanitaria para orientar los enfo-
ques para la programación basados en los derechos humanos en tiempos de conflicto:

•	 El imperativo humanitario: Proteger los derechos, la vida, la salud y aliviar el sufrimiento

•	 Neutralidad: Destacar y abordar los abusos cometidos por todas las partes en un con-
flicto, pero sin tomar partido

•	 Imparcialidad: Tratar a todas las partes en un conflicto de la misma manera

•	 Rendición de cuentas: Todas las partes interesadas (partes en un conflicto, el sistema 
de las Naciones Unidas y las OSC) rinden cuentas ante la población civil

•	 No causar daño: La ayuda no debe ser utilizada como un instrumento para exacerbar 
el conflicto

•	 Respetar la cultura, las costumbres y la comunidad: Comprender las costumbres y tra
diciones locales ayuda a contextualizar todas las intervenciones

•	 Desarrollar la capacidad de la comunidad local: Enfocarse en la creación de capacidad 
para brindar asistencia sostenible y evitar crear dependencia en el apoyo externo

•	 Coordinación: Las Naciones Unidas deben unirse en torno a un punto de vista común 
para lograr el máximo beneficio

•	 Género: Reconocer cómo el conflicto y las respuestas al conflicto afectan a hombres y 
mujeres de manera diferente como un elemento central de la programación167

Como se señaló en la Introducción, las resoluciones relevantes de las MPS establecen víncu
los entre el acceso a la justicia, la paz y la seguridad internacionales y la rendición de cuen-
tas del Estado a través de las cuatro dimensiones de la agenda MPS (prevención, parti
cipación, protección y consolidación de la paz, y recuperación). El 7-PAP del Secretario 
General también busca acelerar la implementación de la RCSNU 1325, así como otras reso-
luciones, al comprometer al sistema de las Naciones Unidas a cumplir metas específicas. 
Destaca la necesidad de un mayor acceso a la justicia para las mujeres y las niñas cuyos de
rechos son violados, incluyendo la promoción de la participación de las mujeres en los 
mecanismos de justicia y aplicación de la ley después de un conflicto.168

6.2.2	 Legislación nacional 

Los contextos afectados por conflictos presentan un conjunto único de desafíos en tér
minos de establecer un entorno propicio para el acceso de las mujeres a la justicia. En si-
tuaciones donde la violencia es generalizada o alcanza el umbral de la guerra civil o inter-
nacional, las condiciones pueden no ser propicias para los esfuerzos de reforma jurídica. La 
programación en tales entornos requiere evaluaciones constantes del conflicto/contexto 
para identificar oportunidades y puntos de entrada para la reforma jurídica (consulte la 
Sección 2.0). 

El fin de un conflicto puede ofrecer un punto de entrada importante y en ocasiones trans-
formador para la reforma jurídica, en particular a través de procesos de paz y acuerdos de 

paz (consulte el Recuadro 1.7). Los 1168 acuerdos de paz estimados en relación con los 102 
conflictos entre 1990 y 2015 han tenido una gran influencia en la estructuración de los 
panoramas políticos y jurídicos nacionales.169 Las fases posteriores a un conflicto a menudo 
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implican procesos de redacción de constituciones y reformas electorales, que representan 
oportunidades cruciales para promover la igualdad de género y los derechos de las muje-
res (consulte el Recuadro 1.8). Importantes reformas constitucionales, que a veces implican 
la reescritura integral de una constitución, han tenido lugar en climas de cambios políticos 
sustanciales y/o conflictos armados. Por ejemplo, desde 1995, en el África subsahariana, se 
han reescrito 44 constituciones y, de ellas, “19 han sido en países que salen de un conflicto, 
y 17 en países donde los conflictos fueron de alta intensidad... o de larga duración”.170 Estos 
procesos de redacción representan importantes puntos de entrada para las reformas cons-
titucionales que apoyan el acceso de las mujeres a la justicia y más específicamente para 
la incorporación de disposiciones que apoyen la CEDAW y otros instrumentos regionales 
e internacionales de derechos humanos. Las mujeres son participantes constitucionales 
por derecho propio y deben seguir figurando en los procesos de revisión constitucional 
como defensoras, miembros de órganos de revisión constitucional y redactoras.

RECUADRO 1.7  Los períodos de resolución posteriores a conflictos pueden ofrecer  

importantes puntos de entrada para la reforma jurídica

Pide a todos los que participen en la negociación y aplicación de acuerdos de paz que adopten 
una perspectiva de género, en que se tengan en cuenta y se  incluyan, entre otras cosas: (a) las 
necesidades especiales de las mujeres y las niñas durante la repatriación y el reasentamien-
to, así como para la rehabilitación, la reintegración y la reconstrucción después del conflicto; 
(b) medidas para apoyar las iniciativas de paz de las mujeres locales y los procesos autóctonos 
de resolución de conflictos y para hacer participar a las mujeres en todos los mecanismos de 
aplicación de los acuerdos de paz; (c) medidas que garanticen la protección y el respeto de los 
derechos humanos de las mujeres y las niñas, particularmente en lo relativo a la constitución, 

el sistema electoral, la policía y el poder judicial.

Fuente: Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, párr. 8, 31 de octubre de 2000, 

S/RES/1325(2000). [Énfasis añadido].

RECUADRO 1.8  La elaboración de constituciones es una parte fundamental del proceso  

de transición y de la promoción de los derechos de las mujeres 

Los procesos de elaboración de constituciones son un aspecto central de las transiciones de-
mocráticas, la consolidación de la paz y la construcción del Estado. Para las Naciones Unidas, 
la elaboración de constituciones es un concepto amplio que abarca el proceso de redacción y 
la esencia de una nueva constitución, o las reformas de una constitución existente. Tanto el 
proceso como la esencia son fundamentales para el éxito de la elaboración de la constitución. 
El diseño de una constitución y su proceso de desarrollo pueden desempeñar un papel impor-
tante en las transiciones políticas pacíficas y la consolidación de la paz después de los conflic-
tos. También puede desempeñar una importante función de prevención. La elaboración de una 
constitución presenta momentos de gran oportunidad para crear una visión común del futuro 
de un Estado, cuyos resultados pueden tener un impacto profundo y duradero en la paz y la 
estabilidad.

Fuente: La Nota Orientativa del Secretario General de las Naciones Unidas, Asistencia de las Naciones 

Unidas a los procesos de elaboración de constituciones, pág. 3, (Nueva York, 2009). 

6.2.3	 Políticas y presupuestos del sector de justicia 
La planificación y presupuestación del sector de la justicia y la seguridad son fundamenta-
les para la aplicación del 7-PAP del Secretario General, que exige que el sistema de las 
Naciones Unidas asigne al menos el 15 % de los fondos administrados por las Naciones 
Unidas en apoyo de la consolidación de la paz a proyectos cuyo principal objetivo sea abor
dar las necesidades específicas de las mujeres, promover la igualdad de género o empoderar 
a las mujeres.171 Además, la Nota Orientativa del Secretario General, sobre las reparaciones 

http://www.un-documents.net/sr1325.htm
https://www.un.org/ruleoflaw/files/Guidance_Note_United_Nations_Assistance_to_Constitution-making_Processes_FINAL.pdf
https://www.un.org/ruleoflaw/files/Guidance_Note_United_Nations_Assistance_to_Constitution-making_Processes_FINAL.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Press/GuidanceNoteReparationsJune-2014.pdf
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en casos de violencia sexual relacionada con los conflictos solicita que las Naciones Unidas 
promuevan el diseño de una política pública integral y un marco de reparaciones para abor
dar la violencia sexual relacionada con los conflictos, incluido el establecimiento de recur-
sos judiciales y programas administrativos de reparación (consulte la Sección 6.3.2). 

CUADRO 1.4  Compromiso de las Naciones Unidas con la planificación de la justicia desde  

una perspectiva de género

Compromiso Medidas

Planificación posterior al conflicto

El sistema de las Naciones Unidas instituciona-
lizará más sistemáticamente la participación 
de las mujeres en (y aplicará el análisis de gé-
nero a) todos los procesos de planificación 
posteriores al conflicto para que las necesida-
des específicas de las mujeres y las niñas y la 
discriminación de género sean abordadas en 
cada etapa.

Las entidades pertinentes de la ONU llevarán a 
cabo una revisión amplia de los arreglos insti-
tucionales existentes para incorporar las cues-
tiones de género en la planificación posterior 
al conflicto. Los principios se aplicarán a todos 
los procesos de planificación y estrategia pos-
teriores al conflicto. [párr. 32]

Financiación en situaciones posteriores  

a conflictos 

La ONU se compromete a aumentar la finan-
ciación en favor de la igualdad de género y el 
empoderamiento de las mujeres y las niñas en 
situaciones posteriores a conflictos. 

Cada entidad de las Naciones Unidas iniciará 
un proceso, en consonancia con su mandato 
institucional específico y las disposiciones de 
gobernanza, para sentar las bases del trabajo 
e invertir en sistemas para realizar un segui-
miento de la financiación en favor de la igual-
dad entre los géneros después del conflicto, y 
para trabajar para lograr el objetivo de garan-
tizar que al menos el 15 % de los fondos admi-
nistrados por las Naciones Unidas en apoyo de 
la consolidación de la paz sean dedicados a 
proyectos cuyo principal objetivo (de forma 
coherente con los mandatos existentes) sea 
abordar las necesidades específicas de las mu-
jeres, promover la igualdad de género o em-
poderar a las mujeres. [párr. 36]

Fuente: Naciones Unidas, Informe del Secretario General sobre la Participación de las mujeres en la 

consolidación de la paz (A/65/354-S/2010/466), Seguimiento del progreso: Plan de acción de 7 puntos.

6.3	 Creación de instituciones de justicia eficaces, que 

rindan cuentas y atiendan la perspectiva de género 

6.3.1	 Instituciones y actores de los sistemas formales  
e informales de justicia 

Los niveles de violencia contra las mujeres a menudo son más altos en situaciones de crisis. 
Estos aumentan la demanda en los sistemas de justicia y, por lo tanto, plantean retos signi
ficativos sobre la capacidad de todas las mujeres para buscar y obtener justicia, y la capa-
cidad de las instituciones del sector de la justicia y la seguridad para cumplir sus mandatos. 
Durante el conflicto, las instituciones encargadas tanto de proteger como de responder a 
los derechos y necesidades de las mujeres apenas funcionan y a menudo hay una escasez de 
actores de la justicia adecuadamente capacitados. Como resultado, algunas funciones del 
Estado pueden ser desempeñadas por otros gobiernos, organizaciones intergubernamen
tales o las OSC. En tales situaciones, los Estados siguen siendo responsables de los actos u 
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omisiones que puedan atribuirse a ellos en virtud del derecho internacional, incluso cuan-
do otras entidades actúen en su nombre. Por lo tanto, se espera que los Estados adopten 
medidas para garantizar que las políticas y decisiones de las organizaciones que trabajan 
dentro de sus fronteras geográficas se ajusten a las obligaciones de ese Estado en virtud 
de la CEDAW.

RECUADRO 1.9  Responsabilidad del Estado de brindar protección en tiempos de conflicto

Los Estados deben actuar con la diligencia debida para evitar, investigar, sancionar y garantizar 
la reparación de los actos de particulares o entidades privadas que menoscaben los derechos 
consagrados en la Convención. Además de exigir a los Estados partes que regulen a los agen-
tes no estatales, el derecho internacional humanitario contiene obligaciones para los agentes 
no estatales, como partes de un conflicto armado (por ejemplo, insurgentes y grupos rebeldes), 
como el artículo 3 de los Convenios de Ginebra de 1949 y del Protocolo adicional a los Conve-
nios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, y relativas a la protección de las víctimas de los con
flictos armados no internacionales. En virtud de las normas internacionales de derechos huma-
nos, aunque los agentes no estatales no puedan convertirse en partes de la Convención, el 
Comité señala que, en determinadas circunstancias, en particular cuando un grupo armado con 
una estructura política identificable ejerza un control significativo de un territorio y una pobla-
ción, los agentes no estatales están obligados a respetar las normas internacionales de dere-
chos humanos. El Comité hace hincapié en que las violaciones graves de los derechos humanos 
y del derecho humanitario podrían entrañar responsabilidad penal individual, lo que incluye a 
los miembros y los líderes de los grupos armados no estatales así como a las empresas de ser
vicios militares.

Fuente: CEDAW GR 30, párrs. 15-16.

*Nota: Todas las referencias a “la Convención” se refieren a la CEDAW.

Prevenir los conflictos, transformar la justicia, garantizar la paz: Un Estudio Mundial sobre 
la implementación de la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 
concluye que las instituciones de justicia informal y el derecho consuetudinario para el cual 
actúan de mediadoras, a menudo representan los únicos sitios de justicia y resolución de con
flictos a los que las personas, particularmente las mujeres, tienen acceso durante tiempos de 
conflicto. Por este motivo, las instituciones informales de justicia pueden desempeñar un 
papel crucial en hacer frente a las violaciones de los derechos de las mujeres en situaciones 
de conflicto y posteriores a conflictos.172 Para que la programación de acceso a la justicia sea 
efectiva, es necesario responder a los desafíos que plantean los entornos de conflicto y pos
teriores a conflictos. La programación debería considerar centrarse en las medidas de pro-
tección y estudiar la creación de estructuras provisionales para proteger a las mujeres. Más 
específicamente, el Comité de la CEDAW recomienda que los Estados partes garanticen: 

•	 La reparación en relación con los actos de particulares o entidades, como parte de su 
obligación de actuar con la diligencia debida.

•	 El rechazo de todo tipo de retroceso en la protección de los derechos de las mujeres para 
apaciguar a los actores no estatales, como terroristas, particulares o grupos armados.

•	 El compromiso con los actores no estatales para prevenir las violaciones de los dere-
chos humanos relacionadas con sus actividades en las zonas afectadas por conflictos, 
en particular todas las formas de violencia de género; la prestación de la asistencia 
adecuada a las corporaciones nacionales para evaluar y abordar los principales riesgos 
de violaciones de los derechos de las mujeres; y el establecimiento de un mecanismo 
efectivo de rendición de cuentas.

•	 El uso de prácticas que tengan en cuenta la cuestión del género (p. ej., recurrir a agentes 
de policía de sexo femenino) en la investigación de las violaciones durante y después 

http://wps.unwomen.org/pdf/en/GlobalStudy_EN_Web.pdf
http://wps.unwomen.org/pdf/en/GlobalStudy_EN_Web.pdf
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de un conflicto para garantizar que se identifiquen y aborden las violaciones cometidas 
por agentes estatales y no estatales.173

6.3.2	 Recursos 
Los contextos afectados por conflictos demuestran importantes “alteraciones” en las rela-
ciones de género (y otras relaciones y roles sociales) a medida que las mujeres asumen 
roles tradicionalmente dominados por los hombres.174 Muy a menudo, las mujeres se encuen
tran desempeñando el papel de cabeza de familia en las que a menudo son sociedades 
profundamente patriarcales, lo que ocasiona que los hogares y las comunidades se trans
formen por el desplazamiento, el reclutamiento y las bajas relacionados con conflictos.175 
Aunque estos cambios a menudo aumentan la carga de la atención para las mujeres y las ni
ñas, también presentan nuevas e importantes oportunidades para la participación de las 
mujeres en esferas y actividades típicamente dominadas por hombres. En asociación con 
organizaciones de mujeres y mecanismos nacionales para la mujer, la programación debe 
apoyar los esfuerzos para consolidar y fortalecer los logros a favor de la igualdad de géne-
ro y el empoderamiento de las mujeres a medida que los hombres regresan a casa, para 
evitar volver a las normas previas al conflicto que relegan a las mujeres al ámbito doméstico 
y refuerzan los estereotipos tradicionales de género. La programación de empoderamiento 
de las mujeres y la inclusión y participación de las mujeres en los procesos de reforma pos
teriores a conflictos son dos vías que deben considerarse para impulsar el empoderamien-
to de las mujeres en contextos posteriores a conflictos.

Es fundamental para la programación posterior a un conflicto considerar los roles que las 
mujeres asumieron durante el conflicto y abordar sus vulnerabilidades y necesidades espe-
cíficas. Es especialmente importante que la consolidación de la paz considere las necesi-
dades de las mujeres, ya que los esfuerzos de consolidación de la paz y de recuperación 
históricamente han tendido a centrarse en crear el espacio económico para los hombres, 
en lugar de considerar las necesidades tanto de hombres como de mujeres.176 Dicha progra
mación podría incluir esfuerzos de reforma agraria que contemplen los derechos de las mu
jeres a heredar bienes y tierras, y programas de concientización sobre derechos que pro-
porcionen a las sobrevivientes información sobre medios de reparación.

El alcance de las obligaciones de los Estados en la provisión de recursos está establecido 
en la Resolución 60/147 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Principios y direc-
trices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas in
ternacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional hu-
manitario a interponer recursos y obtener reparaciones. De conformidad con los Principios, 
para garantizar el respeto y la aplicación de las normas internacionales de derechos huma-
nos y el derecho internacional humanitario, los Estados tienen el deber de: tomar las medi
das legislativas, administrativas y de otra índole apropiadas para prevenir las violaciones de 
los derechos humanos; investigar las violaciones de manera efectiva, rápida, exhaustiva e 
imparcial, y hacer que las partes responsables rindan cuentas; proporcionar un acceso equi
tativo y eficaz a la justicia; y proporcionar recursos efectivos, incluida la reparación.177

Los recursos para las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos hu
manos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario incluyen el derecho 
de la víctima a:

•	 Acceso equitativo y eficaz a la justicia

•	 Reparación adecuada, efectiva y rápida por el daño sufrido

•	 Acceso a información relevante sobre violaciones y mecanismos de reparación178

Las víctimas de una violación manifiesta de las normas internacionales de derechos huma-
nos o de una violación grave del derecho internacional humanitario tendrán igual acceso a 

Los profesionales 

deben ser cons­

cientes de los pro­

bables cambios en 

las relaciones de 

género y los roles 

de género, lo que 

significa que las 

mujeres podrían 

asumir más res­

ponsabilidades en 

comparación con 

los períodos antes 

o durante la crisis. 

Tales circunstan­

cias requerirán di­

versas formas de 

apoyo, incluida la 

protección social 

para las mujeres.

http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
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los recursos judiciales efectivos previstos en el derecho internacional. En el cumplimiento 
de sus responsabilidades, también se espera que el Estado:

•	 Difunda, a través de canales públicos y privados, información relacionada con todos 
los recursos disponibles contra las violaciones manifiestas de las normas internaciona-
les de derechos humanos y violaciones graves del derecho internacional humanitario.

•	 Minimice los inconvenientes a las víctimas, sus familiares y testigos, brindándoles pro-
tección contra interferencias ilícitas en su privacidad, contra la intimidación y las re-
presalias, antes, durante y después de procedimientos judiciales, administrativos o de 
otro tipo que afecten los intereses de las víctimas.

•	 Proporcione asistencia adecuada a las víctimas que buscan acceso a la justicia por vio
laciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o violaciones 
graves del derecho internacional humanitario.

•	 Garantice que las víctimas puedan ejercer su derecho a una vía de recurso ante viola-
ciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o violaciones 
graves del derecho internacional humanitario a través de medios tales como el apoyo 
jurídico, diplomático y consular.

•	 Además del acceso a la justicia para las personas, procure desarrollar procedimientos 
que permitan a grupos de víctimas presentar demandas de reparación y recibir repa-
ración, según corresponda.

•	 Incluya todos los procesos internacionales disponibles y apropiados en los que una 
persona pueda tener capacidad jurídica procesal como parte de la provisión de recur-
sos, sin perjuicio de otros recursos internos.179

RECUADRO 1.10 Categorías de las vías de recurso 

La restitución debería, siempre que sea posible, restablecer a la víctima a la situación original 
antes de las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o las 
violaciones graves del derecho internacional humanitario. La restitución incluye, según corres-
ponda: restablecimiento de la libertad, el disfrute de los derechos humanos, la identidad, la 
vida familiar y la ciudadanía, el regreso a su lugar de residencia, la reintegración en su empleo 
y la devolución de sus bienes.

La indemnización por cualquier daño que pueda evaluarse económicamente, según correspon-
da, y en forma proporcional a la gravedad de la violación y a las circunstancias de cada caso, 
como resultado de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos huma-
nos y violaciones graves del derecho internacional humanitario, tales como:

(a) el daño físico o mental;
(b) la pérdida de oportunidades, incluidas las de empleo, educación y prestaciones sociales;
(c) los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante;
(d) los daños y perjuicios morales;
(e) los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos, y servi-
cios psicológicos y sociales.

La rehabilitación debe incluir la atención médica y psicológica, así como servicios jurídicos y 
sociales.

La satisfacción debe incluir, cuando sea pertinente, todas o cualquiera de las siguientes medidas:

(a) medidas eficaces para conseguir que no continúen las violaciones;
(b) la verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad, en la medida 
en que esa revelación no provoque más daños o amenace la seguridad y los intereses de la víc
tima, de sus familiares, de los testigos o las personas que han intervenido para ayudar a la vícti
ma o impedir que se produzcan nuevas violaciones;
(c) la búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los niños secuestrados y 
de los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda para recuperarlos, identificarlos y vol-
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ver a inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la víctima o las prácticas culturales de 
su familia y comunidad;
(d) una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación y los 
derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella;
(e) una disculpa pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de res-
ponsabilidades;
(f) la aplicación de sanciones judiciales y administrativas a los responsables de las violaciones;
(g) conmemoraciones y homenajes a las víctimas;
(h) la inclusión de una exposición precisa de las violaciones ocurridas en la enseñanza de las 
normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario, así como 
en el material didáctico a todos los niveles.

Las garantías de no repetición deben incluir, cuando sea pertinente, todas o cualquiera de las 
medidas siguientes, que también contribuirán a la prevención:

(a) el ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles sobre las fuerzas armadas y de 
seguridad;
(b) la garantía de que todos los procedimientos civiles y militares se ajustan a las normas inter-
nacionales relativas a las garantías procesales, la equidad y la imparcialidad;  
(c) el fortalecimiento de la independencia del poder judicial;
(d) la protección de los profesionales del derecho, la salud y la asistencia sanitaria, la informa-
ción y otros sectores conexos, así como de los defensores de los derechos humanos;
(e) la educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores de la sociedad res-
pecto de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario y la capacitación en 
esta materia de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como de las fuerzas ar
madas y de seguridad;
(f) la promoción de la observancia de los códigos de conducta y de las normas éticas, en par-
ticular las normas internacionales, por los funcionarios públicos, inclusive el personal de las fuer
zas de seguridad, los establecimientos penitenciarios, los medios de información, el personal 
de servicios médicos, psicológicos, sociales y de las fuerzas armadas, además del personal de 
empresas comerciales;
(g) la promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver los conflictos sociales;
(h) la revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las violaciones manifiestas de las nor-
mas internacionales de derechos humanos y a las violaciones graves del derecho humanitario 
o las permitan.

Fuente: La Resolución 60/147, Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de viola-

ciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del de-

recho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones de la Asamblea General 

de las Naciones Unidas, Anexo, párrs. 19-23, 16 de diciembre de 2005, A/RES/60/147.

6.4	 Empoderamiento jurídico de las mujeres 

6.4.1	 Las mujeres en las reformas posteriores a conflictos

Un análisis tomado de Prevenir los conflictos, transformar la justicia, garantizar la paz: Un 
estudio mundial sobre la implementación de la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas reveló que “las mujeres fueron excluidas sistemáticamente de los 
procesos posteriores a conflictos que determinan la distribución de poder, los patrones de 
distribución de la riqueza, las prioridades de desarrollo social y los enfoques de justicia”.180 
El CSNU ha reconocido la importancia y el valor de la inclusión de las mujeres en relación con 
la resolución de conflictos y el mantenimiento de la paz, especialmente en la RCSNU 1325 
y resoluciones posteriores. La RCSNU 1325 fue la primera resolución en reconocer el papel de 
la mujer en la solución de conflictos como fundamental para la paz y la seguridad y hace un 
llamamiento específico a los “Estados Miembros a garantizar una mayor representación de 
las mujeres en todos los niveles de la toma de decisiones, en instituciones y mecanismos na
cionales regionales e internacionales para la prevención, gestión y solución de conflictos”.181 

Las voces de las 

mujeres deben ser 

escuchadas en  

todas las fases  

del desarme, la re­

cuperación, la rein­

tegración, la reha­

bilitación y la 

transición al  

desarrollo.

http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://wps.unwomen.org/pdf/en/GlobalStudy_EN_Web.pdf
http://wps.unwomen.org/pdf/en/GlobalStudy_EN_Web.pdf
http://wps.unwomen.org/pdf/en/GlobalStudy_EN_Web.pdf
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Los procesos de reforma posteriores a conflictos pueden presentar oportunidades para la 
movilización temprana en torno a la inclusión de las mujeres para promover el acceso a cues
tiones de justicia, y representan importantes puntos de entrada para establecer la partici-
pación de las mujeres en la toma de decisiones como una norma. Esto es importante porque 
estos procesos relacionados con los conflictos a menudo sirven como base para la partici-
pación de las mujeres en la elaboración de las constituciones y en las instituciones relacio-
nadas con la justicia en la etapa posterior al conflicto.

Los puntos de entrada para la inclusión de las mujeres en los procesos posteriores a los 
conflictos incluyen la elaboración de la constitución y las reformas del sector de la seguridad 
(consulte la Sección 6.2.2 y la Sección 6.2.3). Esto último representa una apertura para dar 
forma a las instituciones de seguridad y justicia con el fin de garantizar que respondan y 
representen a la población en general. La reestructuración de tales instituciones represen-
ta oportunidades para mejorar la inclusión de las mujeres, mientras que la transición hacia 
una gobernanza y estado de derecho estables podría brindar oportunidades para priorizar 
el acceso de las mujeres a la justicia.

TABLA 1.5  Compromiso de las Naciones Unidas para promover la participación de las mujeres 

en la resolución de conflictos

Compromiso Medidas

La representación de las mujeres en la  

gobernanza después de los conflictos

La ONU se asegurará de que la asistencia  
técnica brindada a los procesos de resolución 
de conflictos y a los países que salen de un 
conflicto promueva la participación de las mu-
jeres como responsables de las decisiones en 
las instituciones públicas, nombradas o elec-
tas, incluso mediante el uso de medidas espe-
ciales temporales como la acción positiva,  
trato preferencial y sistemas de cuotas reco-
nocidos por las normas internacionales de de-
rechos humanos.

Para construir estructuras de gobernanza in-
clusiva, la ONU se asegurará de que la asisten-
cia técnica brindada a los procesos de reso
lución de conflictos y a los países que salen de 
un conflicto incluya una evaluación rigurosa 
del valor potencial de las medidas especiales 
temporales, incluidas las cuotas para las muje-
res. [párr. 42]
Como parte de la asistencia que brinda, la 
ONU se asegurará de que se aborde la discri-
minación de género en todas las etapas del 
proceso político. [párr. 43]
La asistencia técnica de la ONU a la reforma 
administrativa pública garantizará la plena 
consideración de las medidas, incluidas las 
cuotas y los sistemas de promoción acelerada, 
para aumentar [la] proporción de mujeres en 
las instituciones del Estado en todos los nive-
les, y la creación de capacidad para mejorar su 
eficacia. [párr. 44]

Fuente: Naciones Unidas, Informe del Secretario General sobre la Participación de las mujeres en la 

consolidación de la paz (A/65/354-S/2010/466), Seguimiento del progreso: Plan de acción de 7 puntos.

6.4.2	 Respaldo y asociación con organizaciones  
de la sociedad civil

Las organizaciones de mujeres son guardianes fundamentales de los compromisos de las 
MPS y son a menudo las líderes en la prestación de servicios y el mantenimiento del diálogo 
durante la recuperación posterior al conflicto. El compromiso oportuno con las OSC puede 
crear oportunidades para el crecimiento de los movimientos de las mujeres y su participa-
ción efectiva en procesos políticos y constitucionales basados en “el poder de los movi-
mientos sociales desde cero”.182 Las OSC también son fuentes cruciales de información para 
entidades como las misiones de mantenimiento de la paz y el CSNU, ya que están familiari
zadas con el contexto local, el impacto del conflicto y las respuestas apropiadas.

http://www.un.org/en/peacebuilding/pbso/pdf/seven_point_action_plan.pdf
http://www.un.org/en/peacebuilding/pbso/pdf/seven_point_action_plan.pdf
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Apéndice II
FIGURA A.1.1  Diagrama de Venn que representa grupos de fragilidad entre estados y economías

RESILIENCIA: 
Reducir la exposición y la vulnerabilidad a eventos extre-
mos relacionados con el clima y otras conmociones y 
desastres económicos, sociales y medioambientales; 
fortalecer la capacidad de adaptación

VIOLENCIA: 
Reducir todas las formas de violencia y muertes violentas 
en todo el mundo

JUSTICIA: 
Promover el estado de derecho a nivel nacional e interna-
cional y garantizar la igualdad de acceso a la justicia para 
todos 

FUNDAMENTOS ECONÓMICOS:
Reducir el desempleo juvenil; promover la inclusión eco-
nómica, social y política 

INSTITUCIONES:
Desarrollar instituciones efectivas, que rindan cuentas y 
sean transparentes en todos los niveles; reducir los flujos 
financieros ilícitos y combatir el crimen organizado 

Nota: Los 9 países en el centro de este diagrama de Venn se encuentran entre los 50 países más vulnerables en los cinco grupos de 
fragilidad simultáneamente. Al salir del centro, los que figuran en las áreas superpuestas se encuentran entre los 50 más afectados en 
cuatro, tres y dos grupos. Las cinco dimensiones propuestas fueron tomadas del marco de los ODS.
Fuente: OCDE, Estados de fragilidad 2015: Cumplir con las Ambiciones después de 2015, puntos destacados, pág. 8 

(París, 2015). Para una publicación completa de la metodología, consulte Estados de fragilidad de la OCDE Cumplir 

con las Ambiciones después de 2015, Anexo A, págs. 101-110, (París, 2015). 
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Congo,
Comoras,

Madagascar,
Sierra Leona

Guinea
Ecuatorial, Eritrea,

Guinea-Bissau,
Mauritania, Togo,

Zimbabue

República Centroafricana,
Chad, Costa de Marfil,

República Democrática del Congo, Guinea,
Haití, Sudán, Suazilandia, Yemen

Papua
Nueva Guinea,
Islas Salomón,

Zambia

Honduras, Lesoto,
Mali, Cisjordania y

Franja de Gaza

Benín, Burkina
Faso, Kiribati,
Santo Tomé y
Príncipe, Surinam
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Mozambique,
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Oriental
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http://www.oecd.org/dac/conflict-fragility-resilience/docs/FINAL%20States%20of%20Fragility%20Highlights%20document.pdf
https://www.oecd-ilibrary.org/development/states-of-fragility-2015_9789264227699-en
https://www.oecd-ilibrary.org/development/states-of-fragility-2015_9789264227699-en
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Apéndice III: Estudios de caso en países 

Creación de un entorno propicio para el acceso  

de las mujeres a la justicia

Constituciones

RECUADRO A.1.1  Estrategias y participación de las partes interesadas en las reformas  

constitucionales en Zimbabue

Con el apoyo técnico y financiero de la ONU-Mujeres y el PNUD, un grupo de cabildeo único conoci-
do como el Grupo de los 20 (G-20), promovió con éxito las disposiciones relacionadas con la igualdad 
de género en Zimbabue durante los tres años del proceso de elaboración de la constitución del país 
(2009- 2013). El G-20 incluía mujeres activistas, personas experimentadas del sector político de todos 
los partidos, mujeres parlamentarias y académicas. Este grupo se convirtió en una fuente de informa-
ción clave sobre la igualdad de género, los derechos de las mujeres y la Constitución, que fue promul-
gada por el Presidente de la República de Zimbabue el 22 de mayo de 2013. Las estrategias empleadas 
por el G-20 incluyeron: 
•	 Proporcionar expertos para realizar sesiones de capacitación sobre normas internacionales y cons-

tituciones comparativas. 
•	 Desarrollar 14 principios comunes para abogar por todo el espectro de los derechos de las mujeres, 

incluidos los derechos reproductivos, la protección contra la violencia doméstica, la igualdad en el 
matrimonio y la igualdad en la representación política.

•	 Producir materiales de promoción importantes: folletos y otros materiales educativos.  
•	 Realizar campañas de concientización pública en todo Zimbabue. 
•	 Transformar el documento de posición de las mujeres al lenguaje constitucional propuesto por un 

subcomité del G-20. 
•	 Distribuir el lenguaje constitucional a los miembros del Comisión Constitucional Seleccionada  

(COPAC). 
•	 Cabildear con los funcionarios gubernamentales, los líderes de los partidos políticos, los miembros 

de la comisión de la COPAC, los redactores de la COPAC y el público en general.

Fuentes: ONU-Mujeres, “Los zimbabuenses dicen que sí a una nueva Constitución firme en materia de igualdad de 

género y los derechos de las mujeres”, (19 de abril de 2013); ONU-Mujeres, “Las mujeres suman más de un tercio 

del nuevo Parlamento de Zimbabue”, (4 de septiembre de 2013); y Claudia Flores y Patricia A. Made, La política 

del compromiso: Participación e influencia de las mujeres en los procesos de la elaboración de la constitución, 

págs. 2, 19, (ONU-Mujeres, s.f.).

RECUADRO A.1.2  El papel de los tribunales en la lucha contra la discriminación en Botsuana

En 1992, el Tribunal Superior de Botsuana en Unity Dow c. Fiscal General (Botsuana) se basó en la CEDAW 
y en la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos para anular una ley de ciudadanía discri-
minatoria. El Tribunal de Apelación confirmó el fallo. El caso desencadenó reformas constitucionales en 
la definición de discriminación, dando lugar a una poderosa ola de cambios legislativos en las leyes de 
ciudadanía y matrimoniales. Se otorgó a las mujeres el derecho de transmitir su ciudadanía a sus hijos 
y a sus cónyuges extranjeros. La propia Unity Dow pudo ocupar el cargo de jueza en Botsuana. En 2012, 
el Tribunal Superior de Botsuana se basó en la sentencia de Unity Dow en el caso Mmusi y otras v. Ra-

mantele y otro para anular una ley consuetudinaria de herencia patrilineal conocida como Ngwaketse, 

a pesar de una cláusula constitucional de revocación en relación con el derecho de las mujeres a here-
dar de forma adecuada. Mmusi dejó en claro que las mujeres tenían los mismos derechos que los hom-
bres a heredar propiedades. 

Fuentes: Unity Dow v. Fiscal General, Botsuana, (1991, BLR 233 HC) y Mmusi y otras v. Ramantele y otro, Botsuana, 

(2012, 2 BLR 590 HC).

http://www.unwomen.org/en/news/stories/2013/4/zimbabweans-say-yes-to-new-constitution-strong-on-gender-equality-and-womens-rights
http://www.unwomen.org/en/news/stories/2013/4/zimbabweans-say-yes-to-new-constitution-strong-on-gender-equality-and-womens-rights
http://www.unwomen.org/en/news/stories/2013/9/zimbabwe-women-mps-sworn-in
http://www.unwomen.org/en/news/stories/2013/9/zimbabwe-women-mps-sworn-in
http://constitutions.unwomen.org/-/media/files/un%20women/gecd/datasource/resources/politics%20of%20engagement%20(2).pdf?la=en
http://constitutions.unwomen.org/-/media/files/un%20women/gecd/datasource/resources/politics%20of%20engagement%20(2).pdf?la=en
http://www.elaws.gov.bw/desplaylrpage.php?id=2616&dsp=2
http://www.elaws.gov.bw/desplaylrpage.php?id=4910&dsp=2&words=#ct
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RECUADRO A.1.3  Reformas constitucionales consultivas en Uganda

Cuando se restableció la democracia en Uganda en 1986, debido a la naturaleza populista del gobier-
no del Movimiento Nacional Revolucionario (MNR), las turbulentas experiencias del país en las dos dé
cadas anteriores de conflicto y los graves abusos de los derechos humanos, así como la falta de go
bernanza democrática por parte de los gobiernos anteriores, el MNR buscó crear una constitución 
inclusiva, democrática y salvaguardada. Se formó una Comisión Constitucional que incluía una amplia 
variedad de expertos. La Comisión llevó a cabo amplias consultas y actividades educativas en todo el 
país y con grupos de intereses especiales, entre ellos mujeres, jóvenes, personas con discapacidades, 
personas mayores, grupos religiosos y reinos de Uganda, con el fin de redactar una constitución basa-
da en las opiniones del pueblo.

Una de las primeras tareas del proceso de reconstrucción fue que el gobierno recuperara la legitimidad 
internacional. Al hacerlo, observó el derecho internacional, reconociendo las normas internacionales de 
derechos humanos e integrando estas normas en el marco jurídico del país. Las consultas con el pueblo 
también indicaron su acuerdo con los tratados internacionales que promovían sus derechos e intereses 
nacionales, y la necesidad de incorporarlos en la constitución. Como resultado, la Constitución es prác-
ticamente una réplica de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y los tratados de derechos 
humanos posteriores en los que Uganda es parte. 

La inclusión de dos importantes y experimentadas abogadas en la Comisión Constitucional y el ase
soramiento adicional de abogados expertos que estaban familiarizados con las convenciones interna-
cionales fueron fundamentales para el resultado del proceso constitucional, ya que estas personas pu
dieron articular con éxito las obligaciones internacionales de Uganda y abogar por una constitución que 
incluyera los derechos humanos y los derechos de las mujeres. 

Las organizaciones de mujeres facilitaron la participación de las mujeres en el proceso constituyente al 
celebrar “diálogos de género” y participar en los talleres organizados por la Comisión Constitucional. 
Las mujeres expresaron preocupación por su derecho a la propiedad y herencia de bienes y tener la 
custodia de sus hijos, sobre la violencia contra las mujeres y los niños y su falta de acceso a la educa-
ción, al crédito, a la tierra y al empleo. Las mujeres que trabajaron en propuestas para la nueva Consti-
tución recurrieron específicamente a los conceptos de igualdad de la CEDAW para abogar por la inclu-
sión de estos principios, y esto se refleja en una serie de disposiciones clave de la Constitución. 

Las recomendaciones de la Comisión Constitucional fueron revisadas y votadas por la Asamblea Cons-
tituyente, de la cual cincuenta y dos (18%) del total de delegados eran mujeres que, apoyadas por el 
movimiento de mujeres, contribuyeron a garantizar que se incluyeran las disposiciones fundamentales 
sobre género en la constitución. Aunque a veces enfrentaron resistencia, utilizaron varias estrategias, 
entre ellas, hacer que los hombres presentaran sus propuestas y boicotear a la Asamblea cuando no 
lograban sus objetivos. 

En 2003 se completó una revisión constitucional para abordar algunas de las cuestiones sin resolver de 
la Constitución de 1995. Se consultó a los grupos de mujeres durante el proceso y, habiendo observado 
el funcionamiento de la CEDAW y bien armadas con la RCSNU 1325, pudieron promover los derechos 
de las mujeres. De este modo, se incluyó una enmienda clave que estableció 18 años como la edad 
mínima para contraer matrimonio y enuncia asimismo que las mujeres y los hombres tienen los mismos 
derechos en el matrimonio, durante el matrimonio y en la disolución del matrimonio.

Fuente: Julie L. Arostegui y Veronica Eragu Bichetero, Mujeres, Paz y Seguridad: Orientación práctica sobre el uso 

de la ley para empoderar a las mujeres en los sistemas posteriores a conflictos: Mejores prácticas y recomenda

ciones de la región de los Grandes Lagos de África, pág. 34, (Washington, D.C., Women in International Security, 

2014).

http://wiisglobal.org/wp-content/uploads/2015/03/WPS-Toolkit-Electronic.pdf
http://wiisglobal.org/wp-content/uploads/2015/03/WPS-Toolkit-Electronic.pdf
http://wiisglobal.org/wp-content/uploads/2015/03/WPS-Toolkit-Electronic.pdf
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RECUADRO A.1.4  El enfoque participativo de la Comisión Constitucional en Ruanda

Ruanda siguió el modelo de Uganda en su proceso de elaboración de la constitución. En 2003 se esta-
bleció una Comisión Constitucional para redactar una constitución permanente. De los 12 miembros de 
la Comisión, tres eran mujeres. El proceso fue amplio e incluyó extensas consultas, movilización y edu-
cación cívica. Dadas las profundas divisiones étnicas que causaron el conflicto y el genocidio, las prin-
cipales prioridades para establecer la Constitución fueron: la distribución equitativa del poder; el es
tablecimiento de un régimen democrático pluralista; la lucha contra la ideología genocida y todas sus 
manifestaciones; la erradicación de las divisiones étnicas y regionales y promoción de la unidad nacio-
nal; la igualdad entre las personas de ciudadanía ruandesa y entre hombres y mujeres; el establecimiento 
de un gobierno comprometido con el bienestar ciudadano y la justicia social; y la resolución de conflic-
tos a través del diálogo y el consenso.

El enfoque participativo adoptado por la Comisión Constitucional permitió una importante contribu-
ción de las mujeres y las organizaciones de mujeres. El movimiento de mujeres se movilizó activamen-
te para garantizar que la igualdad fuera una piedra angular del documento. La organización paraguas 
formada por Collectifs Pro Femmes/Twese Hamwe y sus ONG miembros trabajaron con mujeres parla-
mentarias y el Ministerio de Género y Mujeres en Desarrollo para abogar por las cuestiones relativas a 
las mujeres. Estas organizaciones no solo llevaron a cabo una campaña de cabildeo sino que también 
trabajaron para difundir información sobre el proyecto de constitución a las organizaciones de mujeres 
en todo el país, celebrando consultas, reuniones y capacitaciones sobre las disposiciones propuestas. 
Abogaron firmemente por la inclusión de los principios de igualdad y los derechos de las mujeres para 
conseguir que la constitución tuviera en cuenta las cuestiones de género, integrando la política de gé
nero y la inclusión de las mujeres en los procesos de toma de decisiones en la constitución. En sus es-
fuerzos de cabildeo, las mujeres aprovecharon instrumentos internacionales como la Carta Interna
cional de Derechos y la CEDAW, destacando las obligaciones del gobierno como estados parte y sus 
obligaciones de informar con arreglo a esos instrumentos. El resultado es una constitución que incor-
pora los principios de igualdad de género y la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
las mujeres y proporciona un marco jurídico sólido para la transversalización de género, con referencia 
específica a la CEDAW. 

Fuente: Arostegui y Bichetero, Mujeres, Paz y Seguridad: Orientación práctica sobre el uso de la ley para empode-

rar a las mujeres en los sistemas posteriores a conflictos, pág. 35.

Dictar y reformar leyes

RECUADRO A.1.5  Un ejemplo de la formalización de las leyes informales en Ghana

Las leyes de Ghana comprenderán: (a) esta Constitución; (b) las leyes aprobadas por o bajo la autori-
dad del Parlamento constituido de acuerdo con esta Constitución; (c) las órdenes, reglas y regulacio-
nes dictadas por cualquier persona u autoridad en virtud del poder que le confiere la Constitución; (d) 
la legislación vigente; y (e) el derecho anglosajón. (2) El derecho anglosajón de Ghana comprenderá las 
reglas del derecho generalmente conocido como el derecho anglosajón, las normas generalmente co-
nocidas como las doctrinas de equidad y las normas del derecho consuetudinario, incluidas las que 
determine la Corte Suprema de Justicia. (3) Para los fines de este artículo, “derecho consuetudinario” 
se refiere a las normas de derecho que, por costumbre, son aplicables a comunidades particulares en 
Ghana. 

Fuente: Constitución de la República de Ghana de 1992 con enmiendas hasta 1996, arts. 11(1)-(3).

http://wiisglobal.org/wp-content/uploads/2015/03/WPS-Toolkit-Electronic.pdf
http://wiisglobal.org/wp-content/uploads/2015/03/WPS-Toolkit-Electronic.pdf
https://www.constituteproject.org/constitution/Ghana_1996.pdf?lang=en
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Leyes formales

RECUADRO A.1.6  Aplicación nacional de la CEDAW en Filipinas

En 2009, el Gobierno de Filipinas promulgó una ley de igualdad de género, la Carta Magna de la Mujer 
(Ley de la República Núm. 9710), que incorpora específicamente la CEDAW en la legislación nacional 
para eliminar la discriminación contra las mujeres. El propósito de la ley es defender los derechos hu-
manos de las mujeres como se reconocen en los instrumentos internacionales y, específicamente, adap
tar las disposiciones de la CEDAW. La ley garantiza una gran diversidad de derechos de las mujeres, 
incluido el derecho a la protección contra todas las formas de violencia; a la participación y represen-
tación política; la igualdad de trato ante la ley; la igualdad de acceso a la educación; los servicios inte-
grales de salud; e igualdad de derechos en las relaciones matrimoniales y familiares. También incluye 
compromisos específicos, como el aumento del número de mujeres en la administración pública para 
lograr un equilibrio entre géneros de 50 a 50 para 2014. Además de garantizar derechos sustantivos, la 
ley también exige que el Estado adopte medidas para revisar, modificar o derogar las leyes existentes 
que son discriminatorias hacia las mujeres.

Fuente: Filipinas, Ley que establece la Carta Magna de la Mujer, Ley de la República Núm. 9710, (14 de agosto de 

2009), en la Comisión Filipina de la Mujer, Carta Magna de la Mujer: Reglas y Regulaciones de Implementación, 

págs. 1-30, (Manila, 2010).

RECUADRO A.1.7  Brasil y Marruecos adoptan leyes de igualdad de género que incluyen  

mecanismos de aplicación específicos

La Ley María da Penha de Brasil introdujo nuevas sanciones y clasificaciones de los actos de violencia 
contra las mujeres en la legislación nacional, estableciendo un enfoque holístico del problema por me-
dio de instituciones especializadas. Antes de la aprobación de esta ley, la violencia doméstica o familiar 
se consideraba un asunto menor sancionable conforme a la ley de los Tribunales Civiles y Penales, que 
se ocupa de los delitos que se definen como de menor potencial ofensivo (Ley 9,090/1995), para los 
cuales las sanciones eran leves y en gran parte financieras. Con la entrada en vigor de la Ley María da 
Penha, se establecieron sentencias de encarcelamiento más severas por lesiones físicas o corporales. 
Esto también incluyó otros tipos de violencia y procesos específicos estipulados a través de la interven-
ción de instituciones especializadas (unidades de defensa, centros de promoción, defensores públicos 
y tribunales). Luego de una década de aplicación de esta ley, el impacto más notable no ha sido el cas
tigo para quienes cometen actos de violencia de género, sino el gran número de denuncias y la impo-
sición de medidas de protección para las mujeres. 

La adopción del nuevo Código de Familia de Marruecos en 2004 condujo a la creación de un nuevo 
sistema de tribunales de familia. ONU-Mujeres, el PNUD y UNICEF desarrollaron un programa conjun-
to para ayudar al Ministerio de Justicia de Marruecos a asegurar su aplicación efectiva. Se creó una 
dependencia profesional en el Ministerio para impartir formación continua en el lugar de trabajo al 
personal de los tribunales de familia y se creó un nuevo sistema de gestión de la información en los tri
bunales de la sección de familia. El programa estableció un sistema de mediación y conciliación en cin
co tribunales piloto de la sección de familia y empleó a trabajadores sociales para vincular a las mujeres 
que buscan justicia con el sistema de tribunales.

Fuentes: Alina Ramírez, Estudio de caso de Brasil: Estrategias innovadoras en una situación compleja, Evaluación 

regional del acceso a la justicia como mecanismo de prevención para poner fin a la violencia contra las mujeres 

2011-2015, preparada para la ONU-Mujeres, pág. 9, (Leitmotiv, 2016), Secretaria Especial de Políticas para las Mu-

jeres de la Presidencia de la República de Brasil, Ley María da Penha: Ley núm. 11. 340 del 7 de agosto de 2006: 

Reconvertir la violencia doméstica y familiar contra las mujeres, págs. 10-21, (Brasilia, 2006); El Código de Familia 

de Marruecos (Mudawana) del 5 de febrero de 2004, (Human Rights Education Associates, s.f.); y la oficina multi-

nacional de la ONU-Mujeres, “Resumen de los programas de acceso de las mujeres a la justicia”, (2015). (Inédito). 

Consulte el Leitmotiv, Evaluación Regional de Acceso a Justicia como mecanismo de prevención para acabar con 

las violencias contra las mujeres 2011-2015, preparada para la ONU-Mujeres, pág. 16, (Sevilla, 2016).

http://pcw.gov.ph/sites/default/files/documents/laws/republic_act_9710.pdf
https://gate.unwomen.org/EvaluationDocument/OtherTORDocIndex?evaluationDocumentID=9133
http://www.compromissoeatitude.org.br/wp-content/uploads/2012/08/SPMlawmariapenha2006.pdf
http://www.compromissoeatitude.org.br/wp-content/uploads/2012/08/SPMlawmariapenha2006.pdf
http://www.hrea.org/wp-content/uploads/2015/02/Moudawana.pdf
http://www.hrea.org/wp-content/uploads/2015/02/Moudawana.pdf
https://gate.unwomen.org/EvaluationDocument/ReportDocIndex?evaluationDocumentID=9132
https://gate.unwomen.org/EvaluationDocument/ReportDocIndex?evaluationDocumentID=9132
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RECUADRO A.1.8  Las OSC de mujeres en Turquía trabajan para fortalecer y reformar el código civil

Cuando el gobierno de Turquía ratificó la CEDAW en 1985, el movimiento de mujeres aprovechó la opor
tunidad para presionar a favor de la reforma del código civil. A lo largo de la década de 1990, las de-
fensoras feministas construyeron el movimiento, destacando cómo el código civil violaba la garantía 
constitucional de igualdad de género de Turquía, así como sus compromisos en virtud de la CEDAW. 
Para abril de 2000, un gobierno de coalición había preparado un proyecto de código civil que integra-
ba las demandas de las mujeres para la plena igualdad entre los géneros, pero fue bloqueado por una 
alianza de parlamentarios conservadores. El aspecto más controvertido de las demandas de las muje-
res estaba relacionado con la propiedad matrimonial. Los opositores argumentaron que la propuesta 
de que los bienes adquiridos durante el matrimonio debería dividirse por partes iguales iba contra las 
tradiciones turcas, destruiría a la familia, aumentaría las tasas de divorcio y, en última instancia, destrui-
ría la sociedad turca. El movimiento de mujeres respondió reuniendo a una amplia coalición de más de 
120 ONG de todo el país. Las organizaciones de derechos de las mujeres, que representan a diferentes 
sectores de la sociedad y desde diferentes puntos de vista ideológicos, se unieron para hacer campaña 
en una plataforma común. Una de las tácticas más exitosas de la coalición fue obtener el apoyo de los 
medios de comunicación, provocando un debate público sobre el papel de las mujeres en la sociedad 
y creando conciencia sobre los derechos de las mujeres. El nuevo código civil, aprobado en 2001, se 
basa en el principio de igualdad de derechos y responsabilidades dentro del hogar.

Fuente: ONU-Mujeres, El progreso de las mujeres en el mundo 2011-2012: En busca de la justicia, pág. 31, (Nueva 

York, 2011).

Leyes informales 

RECUADRO A.1.9  Reconocimiento de la diversidad de las preferencias de justicia de las mujeres  

en Afganistán

Las perspectivas de las mujeres en Afganistán sobre cómo deberían articularse y aplicarse sus dere-
chos humanos destacan la importancia de la legitimidad cultural para cualquier intento de reforma ju-
rídica. En sus entrevistas con mujeres afganas entre 2001 y 2003, la Dra. Huma Ahmed-Ghosh descu-
brió que, si bien las mujeres deseaban tener sus derechos, querían esos derechos dentro del “marco del 
islam” y no como una imposición cultural de occidente. Por ejemplo, una entrevistada, Orzala Ashraf, 
que trabaja en una ONG llamada Ayuda Humanitaria para las Mujeres y Niños de Afganistán, considera-
ba que el Corán les ofrecía a las mujeres los derechos suficientes para negociar sus derechos, pero que 
fueron las interpretaciones fundamentalistas las que impidieron a las mujeres reclamar esos derechos y 
educarse a sí mismas. La Dra. Habiba Sarabi, ex Ministra de Asuntos de la Mujer de Afganistán, compar-
tió una opinión similar al afirmar que el islam está aquí para quedarse en Afganistán y que las mujeres 
desean tener derechos dentro del marco islámico, incluidos los derechos a la educación y el empleo.

Fuente: Huma Ahmed-Ghosh, "Voces de las mujeres afganas: Derechos humanos y desarrollo económico”, Inter-

national Feminist Journal of Politics, vol. 8, Núm. 1, págs. 122-124, (2006).

RECUADRO A.1.10  El papel de los líderes tradicionales y religiosos en la reforma de las leyes  

religiosas en Afganistán

Como la mayoría de las personas busca justicia a través de sistemas de justicia informales, especial-
mente en situaciones de conflicto y posteriores a conflictos, los líderes religiosos y tradicionales pue-
den desempeñar un papel importante en la protección y promoción de los derechos de las mujeres. Los 
ordenamientos jurídicos que aplican leyes religiosas, consuetudinarias o indígenas tienden a estar do-
minados por hombres y perpetúan las interpretaciones patriarcales de la cultura, brindan protecciones 
diferenciales a hombres y mujeres y raramente castigan la violencia de género en particular. Sin embar-
go, el derecho consuetudinario es adaptable y puede cambiar de manera que refleje los valores en 
constante evolución en la sociedad. Por ejemplo, en Afganistán, los líderes religiosos se encuentran 
entre los “guardianes” tradicionales para tomar decisiones locales, especialmente con respecto a los 
derechos de las mujeres. Mientras que a nivel nacional los derechos de las mujeres han encontrado 
resistencia, a nivel local, los líderes religiosos han mostrado interés en proteger los derechos de las 

http://www2.unwomen.org/-/media/field%20office%20mexico/documentos/publicaciones/2012/el%20progreso%20de%20las%20mujeres%20en%20el%20mundo%202011-2012/el%20progreso%20de%20las%20mujeres%20en%20el%20mundo%20completo%20pdf.pdf?la=es
http://www.tandfonline.com/doi/abs/10.1080/14616740500415508
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mujeres dentro de un marco islámico. Las organizaciones de la sociedad civil han estado trabajando 
con estudiosos islámicos a nivel regional para desarrollar un plan de estudios sobre los derechos de las 
mujeres en el islam. Los imanes que han participado en el proyecto han hecho referencia en sus sermo-
nes a los derechos religiosos y jurídicos de las mujeres a la herencia familiar, el empleo, la educación, la 
participación en la vida política y la toma de decisiones sobre sus propios cuerpos. Si bien es difícil 
evaluar el efecto de estos sermones, los estudios de impacto de varios proyectos muestran que las 
tasas de resolución de casos a favor de las mujeres demandantes se triplicaron.

Fuentes: ONU-Mujeres, Prevenir los conflictos, transformar la justicia, garantizar la paz: Un estudio mundial sobre 

la implementación de la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, (Nueva York, 2015). 

Consulte el Informe del Grupo de Trabajo sobre la cuestión de la discriminación contra la mujer en la legislación y 

en la práctica del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, párr. 54, 2 de abril de 2015, A/HRC/29/40.

RECUADRO A.1.11  Reforma del derecho consuetudinario dirigida por líderes tradicionales en Kenia, 

Namibia y Somalilandia

En Kenia, los líderes tradicionales tienen mayor responsabilidad de proteger y hacer cumplir los dere-
chos constitucionales, incluidos los derechos de las mujeres a la tierra y otros recursos productivos. En 
una comunidad, los ancianos en Ol Posimoru redactaron una nueva constitución local (conocida como 
katiba) que protege los derechos de propiedad de las mujeres. En Namibia, las autoridades tradiciona-
les en algunas áreas han apoyado a las viudas a ejercer sus derechos para permanecer en la tierra co-
munal de sus maridos fallecidos y a resistir los esfuerzos de los familiares para sacarlas de allí. Los an-
cianos tradicionales en Somalilandia han revisado los elementos del derecho consuetudinario somalí 
(xeer) con el objetivo de alinearlo con la ley islámica (sharia) y con las normas internacionales de dere-
chos humanos. Con el apoyo del Consejo Danés para los Refugiados, los ancianos iniciaron un proceso 
de diálogo que culminó en Declaraciones Regionales y Nacionales en las dos regiones autónomas de 
facto, que contienen revisiones del xeer en varias áreas clave. Las investigaciones indican que seis años 
después de que comenzaran los primeros diálogos, las declaraciones podrían ya estar relacionadas a 
ciertos cambios positivos en la justicia consuetudinaria, incluida la abolición de prácticas perjudiciales 
como la “herencia de viudas”, los avances en los derechos de herencia de las mujeres y un cambio hacia 
la responsabilidad individual y lejos de la responsabilidad colectiva por delitos graves.

Fuentes: ACNUDH y ONU-Mujeres, Hacer realidad los derechos de las mujeres a la tierra y otros recursos produc-

tivos, págs. 31-32, (Ginebra y Nueva York, Naciones Unidas, 2013) y Maria Vargas Simojoki, “Aliados poco proba-

bles: Trabajando con líderes tradicionales para reformar el derecho consuetudinario en Somalia”, en Mejorar el 

empoderamiento jurídico: Trabajando con los sistemas de justicia consuetudinarios: Estados frágiles y en situacio-

nes posteriores a conflictos, series de documentos de trabajo, Núm. 2, pág. 1, (Roma, Organización Internacional 

de Derecho para el Desarrollo (OIDD), 2011).

RECUADRO A.1.12  Cabildeo para obtener marcos jurídicos que aborden la igualdad en el derecho 

de familia en Sudán del Sur

En Sudán del Sur existe una necesidad crítica de establecer marcos jurídicos para proteger a las muje-
res y las niñas. Sin embargo, existe una gran resistencia debido al derecho consuetudinario. El matrimo-
nio precoz y la dote han sido identificados por las partes interesadas entrevistadas como dos de los 
mayores obstáculos que enfrentan las mujeres en el país. De acuerdo con la Comisión de Derechos Hu
manos, gran parte de la VRG en el país se debe a las dotes y es necesario que sean prohibidas. La CDH 
y los grupos de mujeres abogan para que la constitución permanente aborde la igualdad en el derecho 
de familia para las mujeres. También están presionando al parlamento y al público para garantizar la 
promulgación del derecho de familia, especialmente el establecimiento de derechos en cuanto al divor-
cio, que hasta ahora se ha manejado de manera tradicional y cultural, prohibiendo la dote o al menos 
creando una ley uniforme de dote, estableciendo una edad mínima para contraer matrimonio y garan-
tizando a las mujeres el derecho para participar y ser consultadas en los procesos matrimoniales, inclu-
yendo las negociaciones y los acuerdos matrimoniales. 

Fuente: Arostegui y Bichetero, Mujeres, Paz y Seguridad: Orientación práctica sobre el uso de la ley para empode-

rar a las mujeres en los sistemas posteriores a conflictos, pág. 45.

http://wps.unwomen.org/pdf/en/GlobalStudy_EN_Web.pdf
http://wps.unwomen.org/pdf/en/GlobalStudy_EN_Web.pdf
http://www.ohchr.org/EN/Issues/Women/WGWomen/Pages/Annualreports.aspx
http://www.ohchr.org/EN/Issues/Women/WGWomen/Pages/Annualreports.aspx
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RealizingWomensRightstoLand.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RealizingWomensRightstoLand.pdf
http://www.idlo.org/publications/WP1Somalia.pdf
http://www.idlo.org/publications/WP1Somalia.pdf
http://wiisglobal.org/wp-content/uploads/2015/03/WPS-Toolkit-Electronic.pdf
http://wiisglobal.org/wp-content/uploads/2015/03/WPS-Toolkit-Electronic.pdf
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Políticas y presupuestos del sector de justicia

RECUADRO A.1.13  Los resultados de un examen documental del entorno normativo del sector  

de justicia a nivel mundial

De acuerdo con una revisión de la ONU-Mujeres del entorno normativo del sector de la justicia y la 
seguridad, al menos 22 países cuentan con políticas nacionales del sector de justicia o estrategias del 
sector de la justicia y la seguridad. Estos son: Afganistán, Argelia, Andorra, Aruba, Bosnia y Herzegovi-
na, Camerún, Etiopía, Guyana, Indonesia, Jamaica, Moldavia, Papúa Nueva Guinea, Filipinas, Ruanda, 
Samoa, Sierra Leona, Estado de Palestina, Tanzania, Timor Oriental, Túnez, Uganda y Vanuatu. El poder 
judicial de cuatro países (Guatemala, Papúa Nueva Guinea, Filipinas y Uganda) cuenta con estrategias 
de género específicas para cada sector, mientras que nueve países (Afganistán, Bosnia, Camboya, Ma-
dagascar, Myanmar, Pakistán, Papúa Nueva Guinea, Trinidad y Tobago y Uganda) también cuentan con 
estrategias o políticas nacionales sobre cuestiones de género que incluyen componentes sobre la ad-
ministración de justicia para las mujeres.

Fuente: ONU-Mujeres, “Examen documental de las estrategias del sector de justicia desde una perspectiva de 

género”, (2015) (Inédito).

RECUADRO A.1.14  Sensibilidad a las cuestiones de género en el Plan Estratégico para el Sector  

de Justicia para Timor Oriental

El Plan Estratégico para el Sector de Justicia para Timor Oriental 2011-2030 incluye una evaluación 
detallada de los desafíos que enfrentan las mujeres en sus esfuerzos por acceder a la justicia, incluida 
la limitada concientización. En el área temática 5, el Plan busca acercar la justicia a las personas, ofre-
ciéndoles acceso a ella, particularmente en los distritos, incluyendo la concientización de la población 
con respecto a las leyes, los derechos y los servicios de justicia disponibles, y garantizando la interac-
ción entre los sistemas de justicia formales e informales. Esto significa que el principio de no discrimi-
nación, la sensibilidad hacia las cuestiones de género y la protección de los grupos vulnerables y los 
derechos humanos se garantizarán en el sector de justicia en un plazo de 5 años. Para lograr esto, el 
plan busca asegurar que se incorpore la conciencia de las cuestiones de género en todos los programas 
y actividades del sector de justicia. Por ejemplo, se establecerán puntos focales de género en las insti-
tuciones del sector de justicia y los actores judiciales recibirán capacitación sobre los derechos de las 
mujeres y la igualdad de género. Las políticas de recursos humanos también se desarrollarán con espe-
cial atención a las mujeres, con el fin de atraer y retener a más profesionales calificados y minimizar el 
impacto de los abandonos prematuros de los cursos de capacitación. La importancia que Timor Orien-
tal otorga al acceso a la justicia queda demostrada por su decisión de alinear el Plan Estratégico para 
el Sector de Justicia con el Plan de Desarrollo Estratégico 2011-2030 del país, como es el caso de otros 
planes sectoriales como los de educación y salud.

Fuentes: Ministerio de Justicia de Timor Oriental, Plan Estratégico para el Sector de Justicia para Timor Oriental 

2011-2030, págs. 30, 31-33, 39, 91-92, (Dili, Timor Oriental, 2010); Plan de Desarrollo Estratégico 2011-2030 de Ti-

mor Oriental, págs. 14-32, 33-43, 176-180, (Dili, 2011); Ministerio de Educación de Timor Oriental, Plan Estratégico 

Nacional de Educación 2011-2030, págs. 51-52, (Dili, 2011); Ministerio de Salud de Timor Oriental, Plan Estratégico 

Nacional del Sector de la Salud 2011-2030: Por un pueblo timorense saludable en un Timor Oriental saludable, pág. 

x, (Dili, Taliti, 2011).

RECUADRO A.1.15  Medidas presupuestarias para apoyar la aplicación de leyes en Nepal

También se pueden diseñar medidas específicas a nivel presupuestario para impulsar la aplicación 
de leyes que apoyen la igualdad de género y el acceso de las mujeres a la justicia. Por ejemplo, Ne­

pal tenía como objetivo aumentar el acceso de las mujeres a la propiedad de tierras mediante la con-
cesión de una exención de impuestos del 10 % en 2008 para impulsar la implementación de leyes de 
propiedad y herencia. La exención creó incentivos para que las familias compartieran propiedades 
con mujeres en la familia, y luego se incrementó en un 25 % y un 30 % en ciudades y áreas rurales 

http://www.mj.gov.tl/files/JSSP_ENGLISH.pdf
http://www.mj.gov.tl/files/JSSP_ENGLISH.pdf
http://timor-leste.gov.tl/wp-content/uploads/2011/07/Timor-Leste-Strategic-Plan-2011-20301.pdf
http://www.moe.gov.tl/pdf/NESP2011-2030.pdf
http://www.moe.gov.tl/pdf/NESP2011-2030.pdf
http://www.searo.who.int/timorleste/publications/national_health_sector_plan.pdf?ua=1
http://www.searo.who.int/timorleste/publications/national_health_sector_plan.pdf?ua=1
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respectivamente. El resultado fue significativo: en el censo de 2001, el 11 % de los hogares reporta-
ron tierras en propiedad de mujeres, mientras que para 2009 la cifra había aumentado al 35 % de los 
hogares.

Fuente: ONU-Mujeres, El progreso de las mujeres en el mundo 2011-2012: En busca de la justicia, pág. 22.

Creación de instituciones de justicia eficaces, que rindan 

cuentas y atiendan la perspectiva de género

RECUADRO A.1.16  Representar la naturaleza multidimensional del sector de la justicia  

y la seguridad en Uganda

Los JLOS son un enfoque sectorial adoptado por el Gobierno de Uganda para reunir a instituciones con 
mandatos estrechamente relacionados de administrar justicia y mantener el orden público y los dere-
chos humanos, para desarrollar una visión común [y] un marco normativo, unificado en objetivos y 
planes a mediano plazo. El sector comprende: el Ministerio de Justicia y Asuntos Constitucionales, que 
también alberga la Secretaría de JLOS; el Ministerio del Interior; el poder judicial; la Policía de Ugan-
da; el servicio penitenciario de Uganda; la Dirección del Ministerio Público; la Comisión de Servicio 
Judicial; el Ministerio de Gobierno Local, que supervisa los Tribunales de los Consejos Locales; el Minis-
terio de Género, Trabajo y Desarrollo Social, que encabeza iniciativas de reforma jurídicas y políticas 
que tienen en cuenta las cuestiones de género y está a cargo de los servicios de justicia de menores, 
trabajo y libertad vigilada; la Comisión de Reforma Legislativa de Uganda; la Comisión de Derechos 
Humanos de Uganda; el Centro de Desarrollo Legislativo; el Tribunal Administrativo Tributario; la Socie-
dad de Derecho de Uganda; el Centro de Arbitraje y Solución de Controversias por vías Alternativas; la 
Oficina de Servicios de Registro de Uganda; y la Dirección de Ciudadanía y Control de Inmigración.

Fuentes: Uganda, El Poder Judicial, “Sectores de la Gobernanza, la Justicia y el Orden Público”, (última actualiza-

ción en junio de 2013) y Uganda, JLOS, El Tercer plan estratégico de inversión de los JLOS (SIPIII) 2012/13-2016/17, 

pág. 73.

Están disponibles

RECUADRO A.1.17  El uso e impacto de los tribunales móviles y los servicios de justicia  

en Nicaragua y Honduras.

Los enfoques para aumentar el acceso a la justicia que han mostrado resultados positivos en áreas des
atendidas por el sistema formal son los tribunales móviles y el uso de asistentes jurídicos. En Nicaragua, 
a principios de la década de 2000, a los tribunales móviles y los asistentes jurídicos comunitarios se les 
atribuyó una reducción del 10 % en los delitos en los lugares donde operaba el esquema. Otro ejem-
plo exitoso del uso de juzgados de paz y tribunales móviles para brindar un mejor acceso a la justicia, 
especialmente para los grupos más desfavorecidos, ocurrió en Honduras, como parte de un proyec-
to para modernizar el sector judicial. Los resultados del proyecto incluyen (1) acceso mejorado a la jus-
ticia para grupos vulnerables (30 000 usuarios anuales), tribunales de primera instancia en zonas rura-
les (1 000 personas usuarias anuales) y tribunales móviles en áreas urbanas marginales (7 000 personas 
usuarias anuales); (2) servicio especializado a 10 000 mujeres en tribunales de familia; (3) mejor pro-
tección a 15 000 mujeres y niños contra la violencia doméstica; (4) servicio especializado a 1 500 per
sonas de grupos vulnerables; (5) establecimiento de un sistema integrado de gestión financiera que 
promueve la transparencia y la eficiencia de los tribunales; (6) desarrollo de la carrera judicial con todos 
los manuales para la selección, clasificación y evaluación del personal que permitirán la selección trans-
parente y competitiva de 3 200 empleados; (7) adopción de un nuevo modelo de gestión de casos que 
permitirá la vigilancia y la evaluación de 1 200 jueces y juezas; y (8) servicios mejorados para las perso-
nas usuarias internas y externas de los tribunales a través de un sistema de TI (tecnología de la informa
ción) y quioscos de información judicial. 

Fuente: El Banco Mundial, Informe sobre el Desarrollo Mundial 2011: Conflicto, Seguridad y Desarrollo, págs. 154, 

175, (Washington, D.C., 2011).

http://www2.unwomen.org/-/media/field%20office%20mexico/documentos/publicaciones/2012/el%20progreso%20de%20las%20mujeres%20en%20el%20mundo%202011-2012/el%20progreso%20de%20las%20mujeres%20en%20el%20mundo%20completo%20pdf.pdf?la=es
http://www.judiciary.go.ug/data/smenu/104/Justice%20Law%20and%20Order%20Sector.html
http://jlos.go.ug/index.php/document-centre/strategic-investment-plans
https://siteresources.worldbank.org/INTWDRS/Resources/WDR2011_Full_Text.pdf
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RECUADRO A.1.18  El efecto del desarrollo de capacidades de las instituciones de justicia informal 

en el acceso de las mujeres a la justicia en Papúa Nueva Guinea

En 1994, la Fundación Melanesia para el empoderamiento de las personas y la comunidad, una ONG en 
Papúa Nueva Guinea, lanzó un programa de capacitación en resolución de disputas en consonancia 
con los principios y procesos de la justicia consuetudinaria de Bougainville. Una evaluación del progra-
ma en 2010 buscó comprender si la capacitación había tenido éxito en promover el empoderamiento 
jurídico de una manera que fuera percibida como legítima a nivel local y que preservara los aspectos 
positivos del derecho consuetudinario. Se concluyó que la capacitación mejoró los niveles de satisfac-
ción de hombres y mujeres, sin embargo, en aquellas áreas donde hubo diferencias en las respuestas 
de hombres y mujeres, el impacto de la capacitación en esta brecha entre los géneros fue neutral. Esto 
se explica en parte por el enfoque de la intervención en mejores técnicas de mediación en lugar de en 
la aplicación de derechos sustantivos. En un contexto de discriminación de género generalizada, los 
acuerdos negociados y el reconocimiento mínimo de los derechos jurídicos presentan riesgos particu-
lares para las mujeres que son parte de un conflicto. Además, la capacitación no abordó adecuadamen-
te las asimetrías de poder. Como resultado, las usuarias del sistema de resolución de controversias te-
nían muchas más probabilidades que los usuarios masculinos de tener dificultades para expresar sus 
opiniones. En los lugares donde la capacitación realizó avances significativos en el empoderamiento ju
rídico, se logró brindar a las mujeres las habilidades y oportunidades para convertirse en mediadoras. 
El establecimiento de mujeres en funciones de toma de decisiones es un resultado de empoderamien-
to jurídico en sí mismo, y se constató que las mediadoras se ocuparon de los temas de género, en par
ticular la violencia de género, de una manera diferente y más fortalecedora que la mayoría de los me-
diadores y jefes masculinos. El estudio concluyó que, si bien una mayor participación en la resolución 
de controversias y el fortalecimiento de los derechos procesales son fundamentales para el acceso a la 
justicia, estos esfuerzos deben complementarse con la concientización y la capacidad para hacer valer 
derechos jurídicos sustantivos.

Fuente: Adaptado de Naomi Johnstone, “Justicia primitiva en Bougainville: Mediando el cambio al desafiar la cus-

todia de la costumbre”, en Trabajando con los sistemas de justicia consuetudinarios: Estados frágiles y en situa-

ciones posteriores a conflictos, Erica Harper, ed., págs. 19-20, 22, 26-28, (Roma, OIDD, 2011). 

Son accesibles 

RECUADRO A.1.9  Salvedad sobre los beneficios de las jerarquías de nivel inferior para las mujeres 

La distinción entre tribunales inferiores y superiores, y su accesibilidad comparativa para las mujeres, 
no debe ocultar las posibles violaciones de los derechos de las mujeres que pueden ocurrir en todas las 
jerarquías judiciales. Los tribunales inferiores ubicados en zonas rurales, por ejemplo, podrían no estar 
bien equipados para brindar servicios de calidad. También podrían verse afectados por la corrupción 
debido a una limitada supervisión y, además, podrían no atraer a actores de la justicia del sexo femeni-
no debido a los desafíos asociados con la migración femenina. En algunos casos, las leyes podrían obli
gar a un juez a emitir órdenes que equivalen a una violación de los derechos de las mujeres. Por ejem-
plo, la Sección 40(3) de la Ley Personal de los Musulmanes de Sudán (1991) establece que “el tutor de 
una menor de edad no puede concluir su contrato de matrimonio a menos que haya un permiso del juez. 
El tutor debe probar que el matrimonio beneficiará a la menor, que el marido es adecuado y paga la 
dote que generalmente se paga a las mujeres de su posición”.

Fuente: Igualdad Ya, Beijing +20: Poner fin a la discriminación sexual en la ley, Palabras y hechos: Responsabilizar 

a los gobiernos en el proceso de revisión de Beijing +20, 4ª ed., pág. 16, (Nueva York, 2015).

RECUADRO A.1.20  Programas de exención de tasas, la accesibilidad a los tribunales y el uso  

de las TIC en Indonesia

La financiación estatal para los programas de exención de tasas de los tribunales religiosos y el esta-
blecimiento de tribunales de circuito se incrementó en Indonesia en 2008. Se estima que, de 2007 a 
2010, hubo un aumento de 14 veces en el número de personas pobres que accedieron a los tribunales 
religiosos a través del programa de exención de tasas, y un aumento de cuatro veces en el número de 

https://www.files.ethz.ch/isn/138115/CustomaryJustice2.pdf
https://www.files.ethz.ch/isn/138115/CustomaryJustice2.pdf
https://www.equalitynow.org/sites/default/files/B+20_Report_EN.pdf
https://www.equalitynow.org/sites/default/files/B+20_Report_EN.pdf
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personas que acceden a los tribunales de circuito en áreas remotas. Como resultado, en un plazo de 
tres años, esta intervención condujo a un aumento significativo en el número de personas que viven en 
áreas remotas, personas pobres y mujeres que acceden al sistema de justicia. Esta intervención se 
combinó con el desarrollo de un sistema de gestión de datos web que proporciona una perspectiva ge
neral del número total de casos en que se aplicaron las exenciones de tasas. Este sistema se estableció 
en 2008 con el apoyo de la Agencia Australiana para el Desarrollo Internacional (AusAID). Este econó-
mico sistema funciona sobre la base de los datos suministrados por los tribunales a través de SMS a una 
base de datos central en Yakarta que genera informes que luego están disponibles en Internet. Como 
resultado de una buena recopilación y gestión de datos, ahora existe una mejor comprensión del im-
pacto de los programas de exención de tasas en el acceso a los tribunales. 

Fuente: Cate Sumner, Matthew Zurstrassen y Leisha Lister, “Aumentar el acceso a la justicia para las mujeres, las 

personas pobres y las personas que viven en áreas remotas: Un estudio de caso de Indonesia”, Justicia para las 

personas pobres, promoción de la igualdad y gestión de conflictos en el desarrollo, nota informativa, vol. 6, Núm. 

2, págs. 1, 5-6, (Washington, D.C., Banco Mundial, 2011).

RECUADRO A.1.21  Ejemplos de apoyo del sistema de las Naciones Unidas para servicios  

y asistencia jurídicos  

Los servicios de asistencia y representación jurídica dirigidos principalmente a las víctimas de violencia 
doméstica y otras formas de VSG están siendo apoyados en una variedad de entornos de campo y, a 
menudo, en asociación con grupos de la sociedad civil. El PNUD está estableciendo Centros de Ayuda 
Jurídica en las provincias en Afganistán e Irak; también en Afganistán la ONU-Mujeres ha desarrollado 
un manual y capacitación de asistentes jurídicos para establecer una base de asistencia parajurídica y 
jurídica para hombres y mujeres rurales con un enfoque en los derechos de las mujeres. Las operacio-
nes de las Naciones Unidas en Costa de Marfil han establecido seis consultorios de asistencia jurídi-
ca con la Asociación Nacional de Mujeres Juristas de Costa de Marfil. En Sudán, La Unión Africana y la 
Misión de las Naciones Unidas en Darfur (UNAMID) está facilitando ayuda de asistencia jurídica a las 
reclusas detenidas en prisión preventiva y capacitando a asistentes jurídicos de la comunidad. En el 
Estado de Palestina, el PNUD está apoyando a grupos de la sociedad civil para proporcionar, de forma 
gratuita, asistencia jurídica, asesoramiento y actividades de concientización para las mujeres. El ACNUR 
[Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados] capacita a asistentes jurídicos y asis
tentes de tribunales en una variedad de operaciones de campo.

En Vietnam, la UNODC capacitó a 120 funcionarios del orden público y proveedores de asistencia jurí-
dica para que prestaran asistencia a las sobrevivientes de la violencia contra las mujeres en 12 provin-
cias. A través del marco de “Una ONU”, la UNODC se asoció con otros organismos de las Naciones 
Unidas para brindar apoyo a la modificación de la ley sobre la asistencia jurídica.  

Fuentes: ONU-Mujeres y PNUD, Mejorar el acceso de las mujeres a la justicia: Durante y después de un conflicto: 

Mapeo del compromiso de las Naciones Unidas con el estado de derecho, pág. 37, (Nueva York, 2014) y Naciones 

Unidas, ECOSOC, Informe del Secretario General, Uso y aplicación de las reglas y normas de las Naciones Unidas 

en materia de prevención del delito y justicia penal, párr. 34, 8 de marzo de 2017, E/CN.15/2017/9.

RECUADRO A.1.22  Servicios de asistencia jurídica para mujeres en Sudán, Togo y Zambia 

En Sudán, las autoridades sudanesas, con el apoyo del [UNICEF], pusieron en marcha de forma experi-
mental una Dependencia de Protección de la Familia y el Niño, que proporcionó servicios jurídicos y de 
otra índole a mujeres y niños víctimas, a testigos y personas imputadas. En Togo, el Grupo de Reflexión 
y de Acción: Mujer, Democracia y Desarrollo emplea a abogados y asistentes jurídicos para asistir tanto 
a personas sospechosas como a las víctimas, incluso en las comisarías. La Asociación de Juristas de 
Zambia estableció la Clínica Nacional de Asistencia Jurídica para la Mujer para proporcionar servicios 
jurídicos gratuitos a mujeres y niños indigentes. La clínica está presente y tiene empleados permanen-
tes y oficinas en las tres provincias. La clínica ha empleado hasta 10 abogados a tiempo completo.

Fuentes: UNODC, Manual sobre la mejora del acceso a la asistencia jurídica en África, Serie de Manuales de Justicia 

Penal, págs. 80, 84 (Nueva York, Naciones Unidas, 2011) y UNODC y PNUD, Acceso temprano a la asistencia jurí-

dica en los procesos de justicia penal: Un manual para encargados de formular políticas y profesionales, Serie de 

Manuales de Justicia Penal, págs. 24, 81, (Nueva York, Naciones Unidas, 2014). 

http://documents.worldbank.org/curated/en/685641468247267823/pdf/602130BRI0P1171l60Issue203110111web.pdf
http://documents.worldbank.org/curated/en/685641468247267823/pdf/602130BRI0P1171l60Issue203110111web.pdf
http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/womens-empowerment/improving-women-s-access-to-justice.html
http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/womens-empowerment/improving-women-s-access-to-justice.html
http://undocs.org/es/E/CN.15/2017/9
http://undocs.org/es/E/CN.15/2017/9
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/eBook-early_access_to_legal_aid.pdf
https://www.unodc.org/pdf/criminal_justice/Handbook_on_improving_access_to_legal_aid_in_Africa.pdf
https://www.unodc.org/pdf/criminal_justice/Handbook_on_improving_access_to_legal_aid_in_Africa.pdf
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RECUADRO A.1.23  Ejemplos innovadores seleccionados de la programación del PNUD

Iniciativas de creación de capacidad para las instituciones de justicia en Bangladesh

El PNUD en Bangladesh apoyó el Proyecto Activación de Tribunales de Aldea en Bangladesh: División 
de Administración Local, con el objetivo de establecer, apoyar y fortalecer los tribunales de aldea en 
350 Union Parishads (la dependencia del gobierno más pequeña de Bangladesh) en todo el país. El 
proyecto busca mejorar el acceso a la justicia para los grupos desfavorecidos y marginados, especial-
mente los pobres de las zonas rurales y las mujeres, y mejora los sistemas y procesos de derechos hu-
manos en Bangladesh. Además busca capacitar a los ciudadanos para resolver sus controversias a nivel 
local de manera expedita, transparente y asequible. Finalmente, tiene como objetivo fortalecer las ins
tituciones gubernamentales locales para que respondan a las necesidades locales y ofrezcan servicios 
jurídicos a través de tribunales de aldea que funcionen debidamente. Las intervenciones del PNUD con
tribuyeron a mejorar el acceso a la justicia y a los servicios jurídicos para las mujeres. Los tribunales 
de aldea brindaron una vía alternativa para que las mujeres accedieran a la justicia: casi 7 000 muje-
res accedieron a la justicia de los tribunales de aldea en 2014 y las mujeres participaron en el 14 % de 
los procesos de toma de decisiones de los tribunales de aldea (un aumento del 11 % en 2013). Ade-
más, las intervenciones de los foros de desarrollo de mujeres, establecidos con el apoyo del programa 
del PNUD, abordaron 183 casos de acoso sexual y 303 casos de violencia contra las mujeres y detuvie-
ron 417 matrimonios precoces en 2014. 

Fuente: PNUD, “Inventario de violencia contra la mujer, 2014-2016”, pág. 10, (2016). (Inédito).

Acceso integral a los servicios de justicia para la VSG en Goma, zona oriental de la RDC 

Mejorar el acceso a la asistencia jurídica y la prestación de servicios para los sobrevivientes de la VSG, 
incluyendo la prestación de asistencia médica, psicosocial y económica, es un componente importante 
de su acceso general a la justicia integral. En la zona oriental de la RDC, el PNUD brinda apoyo a una 
gran red de consultorios jurídicos para hacer frente a la impunidad, en particular para los delitos de 
VSG. Estos consultorios incluyen asistencia médica, psicosocial y jurídica, y más recientemente han co
menzado a abordar los problemas de reintegración social que enfrentan las víctimas de la VSG a través 
del apoyo psicosocial, las clases de alfabetización, el apoyo socioeconómico y la educación de los líde-
res comunitarios sobre las actitudes hacia los sobrevivientes. Los Centros Integrados que ofrecen a los 
sobrevivientes una variedad de servicios en un solo lugar, como atención médica, asesoría psicológica, 
acceso a investigadores policiales y asistencia jurídica, están demostrando ser un modelo exitoso que 
integra los servicios jurídicos con las necesidades más amplias de los sobrevivientes, a través de una 
enfoque coordinado entre los profesionales sanitarios, que suelen ser el primer punto de contacto, y la 
policía.  

Fuente: ONU-Mujeres, Un estudio mundial sobre la implementación de la Resolución 1325 del Consejo de Seguri-

dad de las Naciones Unidas, pág. 122.

Mejora del acceso a la justicia para las mujeres y las minorías mediante la aplicación y promoción  

de los mecanismos de RCA en Kosovo 

Solo en 2016, el PNUD ayudó a 651 mujeres a resolver sus controversias a través de la mediación, de las 
cuales 139 beneficiarias procedían de comunidades no mayoritarias. El PNUD también apoyó al Minis-
terio de Justicia para redactar la nueva Ley de mediación, que fue aprobada en primera lectura por la 
Asamblea de Kosovo en diciembre de 2016. La ley revisada proporciona un sistema de mediación más 
eficiente, efectivo y financieramente sostenible, mediante el cual los ciudadanos pueden resolver sus 
controversias de una manera mucho más rápida y rentable. La ley establece que la solución de contro-
versias de los casos autorremitidos de los ciudadanos es jurídicamente vinculante. Además, la ley obli-
ga a las partes en la controversia a tratar primero la mediación, antes de iniciar a un proceso judicial 
formal. En 2016, el número de casos resueltos a través de mediación aumentó a 812 casos en compara-
ción con 747 casos en 2015. Una vez implementada, la ley reformada permitirá resolver más casos, 
mejorando y manteniendo el acceso de las personas a la justicia. 

Mejor acceso a la asistencia jurídica y los servicios de justicia en las zonas rurales  

de la República Kirguisa

Esta iniciativa se llevó a cabo a través de proyectos piloto en las provincias de Osh y Chui de la Repúbli­

ca Kirguisa en 2016. Los proyectos piloto proporcionaron asistencia jurídica gratuita a 18 091 personas 

http://wps.unwomen.org/pdf/en/GlobalStudy_EN_Web.pdf
http://wps.unwomen.org/pdf/en/GlobalStudy_EN_Web.pdf
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y asesoraron a 16 807 personas en temas tales como controversias sobre tierras, herencias, recupera-
ción de pensión alimenticia, pago de impuestos y bienes raíces. Además, el Ministerio de Justicia llegó 
a áreas remotas con la iniciativa de asistencia jurídica móvil apoyada por el PNUD, comúnmente cono-
cida como el “Autobús Solidario”. La iniciativa móvil visitó 173 municipios, donde se brindaron 3 486 
consultas jurídicas gratuitas a 3 386 personas (de las cuales 55 % fueron mujeres). El servicio de regis-
tro estatal también utilizó una iniciativa móvil para llegar a 1 607 personas (de las cuales 54 % fue-
ron mujeres) y ayudó a 1 208 personas de las comunidades rurales a obtener documentos jurídicos 
para asegurar su identidad jurídica para poder acceder a sus derechos a la educación y otros servi-
cios básicos.  

Institucionalización de los servicios de asistencia jurídica en Pakistán 

El Consejo Provincial de Abogados de Khyber Pakhtunkhwa en Pakistán adoptó formalmente las ofi
cinas de asesoría jurídica y reconoció a los Comités de Asistencia Jurídica como comités oficiales del 
Consejo de Abogados. Este desarrollo fue esencial para permitir que los segmentos pobres y margina-
dos de la población accedieran a la asistencia jurídica gratuita. En 2016, 7009 miembros de la comuni-
dad (de los cuales 3290 eran mujeres) tuvieron acceso a la asistencia jurídica gratuita. El PNUD tam-
bién facilitó un diálogo y un debate más extensos sobre el papel de los asistentes jurídicos comunitarios 
en Pakistán. Las partes interesadas clave han pedido el pleno reconocimiento de los asistentes jurídi-
cos en las comunidades, los gobiernos y el sistema jurídico. El PNUD apoyó el desarrollo de un nuevo 
programa de certificación en la Universidad de Malakand y capacitó a 170 asistentes jurídicos (49 % mu
jeres), contribuyendo a la realización de la Agenda 2030 sobre el Desarrollo Sostenible.  

Tribunales móviles para llegar a áreas remotas y tender puentes entre los mecanismos de justicia 

formal e informal a través de técnicas de mediación local en Somalia

En 2016, los tribunales móviles juzgaron 1 233 casos (251 penales y 79 civiles), 330 de los cuales los 
tribunales móviles de la región de Benadir procesaron a nivel federal. El PNUD también apoyó progra-
mas de radio y sesiones de concientización para brindar información sobre la disponibilidad y el uso de 
los servicios de asistencia jurídica a 667 890 personas en Mogadiscio, Kismaayo, Baidoa y Puntlandia, 
así como a 4 180 (1 421 mujeres y 2759 hombres) en Somalilandia. Además, las mujeres y las niñas en 
Puntlandia recibieron educación sobre los derechos jurídicos, los derechos de las mujeres y los niños, 
los derechos de los refugiados, la VSG y la igualdad de género, así como la función y el mandato del sis
tema de justicia formal en relación con la justicia consuetudinaria. 

Fuente: PNUD, Informe Anual 2016, Programa Global de Fortalecimiento del Estado de Derecho y Derechos Hu-

manos para Mantener la Paz y Fomentar el Desarrollo, págs. 40-41, (Nueva York, 2017).

Rinden cuentas  

RECUADRO A.1.24  Ejemplo de un sistema de seguimiento de datos de violencia doméstica  

en Albania

Con el apoyo del PNUD, a mediados de 2014 se estableció e instaló un sistema de seguimiento en línea 
para casos de violencia doméstica a nivel central y local en Albania como un pilar fundamental para 
vigilar y garantizar que se aplique la legislación pertinente y que los casos reciban la debida atención 
interdisciplinaria. La inversión en la creación del sistema electrónico nacional para el seguimiento de los 
casos de violencia doméstica, así como el desarrollo de capacidad de los funcionarios públicos para 
utilizar el sistema, han contribuido a que las instituciones sean más responsables y conscientes del cum
plimiento de sus obligaciones jurídicas en materia de intercambio de información, presentación de in-
formes, y mejorar la coordinación entre ellos. El mecanismo de seguimiento y presentación de informes 
se implementó en cuatro municipios en 2015. Se estima que el 44 % de los municipios ahora cuenta con 
mecanismos de respuesta comunitaria coordinados. Esto ha aumentado la confianza de la ciudadanía 
para denunciar la violencia de género y doméstica a la policía: las estadísticas muestran un aumento 
del 30 % con respecto a 2014 en los casos denunciados y un aumento del 35 % en las solicitudes a la 
policía para emitir órdenes de protección para sobrevivientes de violencia doméstica. También hay un 
aumento del 24 % en los arrestos de los perpetradores de delitos familiares.

Fuente: PNUD, “Inventario de violencia contra la mujer, 2014-2016”, pág. 13.

http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/democratic-governance/access_to_justiceandruleoflaw/rule-of-law-annual-report-2016.html
http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/democratic-governance/access_to_justiceandruleoflaw/rule-of-law-annual-report-2016.html
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Participación de las mujeres en las instituciones de justicia

RECUADRO A.1.25  Las autoridades indígenas en Ecuador desempeñan un rol jurisdiccional

Las autoridades de las comunidades, pueblos y naciones indígenas desempeñarán funciones jurisdic-
cionales, con base en sus tradiciones ancestrales y en su propio sistema de leyes, dentro de sus propios 
territorios, con una garantía para la participación y la toma de decisiones de las mujeres. Las autorida-
des aplicarán sus propias normas y procedimientos para la solución de controversias internas, siempre 
que no sean contrarias a la Constitución y los derechos humanos consagrados en los instrumentos in-
ternacionales. El Estado garantizará que las decisiones de jurisdicción indígena sean observadas por las 
instituciones y autoridades públicas. Estas decisiones estarán sujetas a la vigilancia de su constitucio-
nalidad. La ley establecerá los mecanismos de coordinación y cooperación entre la jurisdicción indíge-
na y la jurisdicción ordinaria.

Fuente: Constitución de la República del Ecuador de 2008 con enmiendas hasta 2015, art. 171.

RECUADRO A.1.26  Las mujeres como responsables de la toma de decisiones y su impacto  

en la justicia a nivel comunitario en Burundi y Papúa Nueva Guinea 

En Burundi, un país que emerge lentamente de décadas de conflicto, la ONU-Mujeres ha apoyado una 
iniciativa para incorporar a las mujeres al círculo del bashingantahe, un consejo de ancianos tradiciona-
les responsables de la resolución de conflictos a nivel comunitario, que anteriormente había sido un 
dominio estrictamente masculino. Los bashingantahe son fundamentales en el mantenimiento de la 
cohesión comunitaria y la restauración de la paz en sus comunas, las unidades administrativas más pe
queñas del país. Mediante la sensibilización de los líderes respecto a los derechos de las mujeres y la 
modificación de la carta constitutiva del bashingantahe, las mujeres fueron aceptadas como parte de 
la institución, participando en la toma de decisiones. Ahora forman el 40 % de los miembros del comité 
del bashingantahe. Como resultado, ha aumentado la concientización sobre la violencia sexual y de 
género y otras violaciones de los derechos de las mujeres. Las organizaciones de mujeres de Burundi 
han estado haciendo campaña por una nueva ley para garantizar los derechos de herencia de las mu-
jeres. Aunque se resistieron al principio, los líderes de los bashingantahe han estado hablando pública-
mente en apoyo de la ley propuesta, incluso en la radio local, y se han convertido en importantes alia-
dos en la campaña.

En Papúa Nueva Guinea, las mujeres han sido aceptadas como funcionarias de los tribunales de aldea 
y desempeñan un papel activo en el seguimiento de las decisiones. Esto fue resultado de las activida-
des de sensibilización sobre los derechos con participación de las mujeres, así como los tribunales de 
aldea y los líderes de las aldeas destacando los importantes vínculos entre la representación de las mu
jeres, los programas de educación y el compromiso con la cultura para cambiar actitudes. 

Fuente: ONU-Mujeres, El progreso de las mujeres en el mundo 2011-2012: En busca de la justicia, págs. 74, 77.

RECUADRO A.1.27  Mujeres policías en Liberia abogan por funciones de mayor liderazgo 

Con el apoyo de la ONU-Mujeres, la Asociación Femenina del Orden Público de Liberia realizó un sim-
posio que reunió a todas las partes interesadas involucradas en el sector de seguridad, incluidos los 
altos directivos. Los aspectos más destacados incluyeron un debate sobre los desafíos que enfrentan 
las mujeres en las instituciones de seguridad. Por ejemplo, en la Policía Nacional de Liberia no había 
mujeres en puestos ejecutivos y solo 16 mujeres (entre 126 hombres) en funciones de supervisión, así 
como 78 mujeres graduadas universitarias en toda la fuerza laboral. La Asociación tuvo éxito en presio-
nar por el nombramiento de dos funcionarias de alto nivel dentro de la Policía Nacional de Liberia y los 
Servicios de Protección de la Mansión Ejecutiva, incluida una que actualmente ocupa el tercer puesto 
en la Policía Nacional de Liberia.

Fuente: ONU-Mujeres, “Análisis de los reportes anuales de países”, (2016). (Inédito).

https://www.constituteproject.org/constitution/Ecuador_2015.pdf?lang=en
http://www2.unwomen.org/-/media/field%20office%20eseasia/docs/publications/2011/progressoftheworldswomen-2011-en.pdf?la=en&vs=2106
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RECUADRO A.1.28  Ejemplos de intervenciones para apoyar a las mujeres a ingresar al sector de justicia 

Se está llevando a cabo una variedad de actividades que se centran en el acceso de las mujeres a la 
educación jurídica, como el apoyo del PNUD en el Estado de Palestina a una red de abogadas a través 
del Colegio de Abogados de Palestina y el apoyo de la ONU-Mujeres a una asociación de abogados 
(NORMA) en Kosovo. En Sudán del Sur, la UNMISS [Misión de las Naciones Unidas en Sudán del Sur] se 
centra en el empleo de las mujeres en los niveles más altos en todos los sectores del sistema de justicia, 
y en el norte, la UNAMID está ayudando a las estudiantes de derecho a tomar exámenes del colegio de 
abogados en Jartum. En Timor Oriental, el PNUD está implementando un subsidio para la igualdad 
de género para las pasantes en el Centro de Capacitación Jurídica, y también está llevando a cabo una 
campaña de sensibilización en materia de género para aumentar el número de actores de justicia del 
sexo femenino.

En 2015, la ONU-Mujeres de Nepal otorgó becas para la escuela de derecho a 20 mujeres estudian-
tes para cursar la licenciatura de 5 años de duración en el campus universitario de Nepal, con el fin de 
aumentar la representación de las mujeres y grupos desfavorecidos en el sector jurídico a través de 
acciones afirmativas a largo plazo. Las estudiantes recibieron clases particulares adicionales y la opor-
tunidad de participar en talleres sobre la igualdad de género y la justicia, para aumentar sus conoci-
mientos y habilidades de liderazgo.  

Fuentes:  ONU-Mujeres y PNUD, Mejorar el acceso de las mujeres a la justicia: Durante y después de un conflicto, 

pág. 41 y ONU-Mujeres, “Análisis de los reportes anuales de países”.

Empoderamiento jurídico de las mujeres
Respaldo y asociación con organizaciones de la sociedad civil 

RECUADRO A.1.29  Los servicios y programas de FIDA-Ghana, una asociación de abogadas.

La Federación Internacional de Abogadas de Ghana (FIDA-Ghana) se estableció en 1974 para propor-
cionar servicios gratuitos a mujeres y niños indigentes con respecto a derechos de propiedad, heren-
cias, violencia, manutención y custodia de menores, representando los casos más frecuentemente 
abordados. A través de sus servicios de asistencia jurídica, FIDA-Ghana integra la justicia y el desarrollo 
en formas que benefician a las mujeres y niños marginados y excluidos. La organización lleva a cabo 
actividades de difusión rural y capacitación de miembros de la comunidad como asistentes jurídicos 
que también apoyan la organización de la capacitación y la difusión. Su centro jurídico se encarga de 
los casos de manutención, asuntos conyugales, compensación luego de la separación de parejas de he
cho, propiedad o herencia (patrimonio) y asesoramiento jurídico. Entre 2010 y 2014, el centro de asis-
tencia jurídica de FIDA en Acra atendió 5 276 casos, de los cuales 4 764 fueron denunciados directa-
mente al centro y 512 fueron atendidos por asistentes jurídicos en zonas rurales. 

Fuente: FIDA-Ghana, “Informe de progreso de la asistencia jurídica”, (2015). Informe preparado para la ONU-Mu-

jeres. (Inédito).

RECUADRO A.1.30  Timap for Justice en Sierra Leona

El enfoque de Timap for Justice, una organización sin fines de lucro que ofrece servicios de justicia gra
tuitos en emplazamientos en toda Sierra Leona, ha demostrado importantes resultados. Los asistentes 
jurídicos respaldados por abogados han ayudado a las comunidades a resolver controversias y quejas 
desde 2003. La investigación cualitativa ha demostrado que las intervenciones de Timap han capacita-
do a los clientes (especialmente a las mujeres) para reclamar sus derechos. Las percepciones de la 
comunidad sobre la imparcialidad institucional y la responsabilidad de la policía, los líderes tradiciona-
les y los tribunales también mejoraron como resultado del trabajo de Timap. Apoyándose en el Timap, 
los donantes y el gobierno de Sierra Leona se unieron con organizaciones no gubernamentales y gru-
pos comunitarios en 2010 para desarrollar un enfoque nacional de los servicios de justicia, incluida una 
primera línea de asistentes jurídicos comunitarios y un núcleo más pequeño de abogados de apoyo. 

Fuente: Banco Mundial, Informe sobre el Desarrollo Mundial 2011, pág. 154.

http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/womens-empowerment/improving-women-s-access-to-justice.html
https://siteresources.worldbank.org/INTWDRS/Resources/WDR2011_Full_Text.pdf
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RECUADRO A.1.31  Un ejemplo del empoderamiento de las mujeres a través de la asistencia jurídica 

en Liberia

Action Aid Liberia apoya el proyecto de Acceso de las Mujeres a la Justicia, que se está implementan-
do en tres distritos en el sureste del país con socios locales, Tyiatien Health y la Asociación de Abo
gadas en Liberia. El programa, que incluye asistencia jurídica, tiene un enfoque holístico en los resulta-
dos del acceso de las mujeres a la justicia y la igualdad de género, reconociendo que el cambio no se 
logrará solo con la prestación de asistencia jurídica. Durante el año pasado, el proyecto ha logrado re-
sultados positivos significativos para las mujeres:
•	 Aumento de la comprensión de las mujeres en las comunidades destinatarias sobre las leyes de he-

rencia y violación, los mecanismos de remisión para acceder a la justicia y las resoluciones 1 325 y 
1 820 de la ONU.

•	 Aumento en el número de mujeres que demostraron estar dispuestas a acceder a la justicia a través 
del sistema de justicia formal (particularmente en casos de violación, herencia y persistencia de la 
falta de pago de la manutención infantil) en un 45%.

•	 Establecimiento de dos grupos de mediación, que han capacitado a un total de 23 mujeres en habi-
lidades de mediación de conflictos. Las mujeres capacitadas para dirigir estas sesiones de media-
ción ahora también pueden brindar asistencia jurídica a nivel informal a través de la resolución de 
casos de violencia doméstica y disputas domésticas en la comunidad. 

•	 Establecimiento de dos foros de mujeres y capacitación de capacitadores para 39 mujeres sobre 
los derechos jurídicos de las mujeres y las leyes de protección nacionales e internacionales. Estas 
29 mujeres han llegado a otras 471 mujeres que ahora exigen su inclusión a nivel comunitario y na-
cional, incluso en el consejo de ancianos, en los roles de toma de decisiones de la comunidad y en 
la resolución de conflictos.

Fuente: Action Aid Liberia, “Acceso de las Mujeres a la Justicia”, (consultado el 15 de marzo de 2018). 

RECUADRO A.1.32  Respaldo y asociación con las OSC y OBC en Sudán

El programa de Acceso a la Justicia y el Estado de Derecho del PNUD en Sudán, en colaboración con 
el Ministerio de Justicia y la Policía de la ONU, ha capacitado a 40 asistentes jurídicos, incluidas 9 mu-
jeres, sobre el acceso a la justicia y los derechos humanos a nivel nacional y estatal. Las capacitaciones 
reúnen a jueces, abogados, policías y agentes penitenciarios, custodios de las normas consuetudina-
rias y activistas comunitarios para fortalecer su conocimiento sobre las leyes y el sistema judicial. Entre 
2004 y 2007, el PNUD y sus asociados establecieron 12 centros de asistencia jurídica y grupos paraju-
rídicos en las Tres Áreas, Darfur y Kassala. Cada centro cuenta con un grupo parajurídico de mujeres que 
se enfoca en tratar los temas relacionados con la VRG y hay sesiones de asesoramiento jurídico solo 
para mujeres. En 2007, los abogados de asistencia jurídica en Sudán se encargaron de 550 casos adi-
cionales, lo que dio como resultado algunos éxitos importantes (incluidos casos de violación, asesinato 
y absolución de mujeres acusadas de adulterio). Durante la ejecución del programa, el PNUD descubrió 
que los asistentes jurídicos comunitarios eran percibidos cada vez más como un conducto para aumen-
tar las voces de los ciudadanos, y como agentes de cambio social.  

Fuentes: PNUD, Oficina de Prevención de Crisis y Recuperación, Nota Conceptual, Fortalecimiento de la Seguridad 

y el Acceso a la Justicia de las Mujeres: Implementación del programa de ocho temas para el empoderamiento de 

la mujer y la igualdad de género en la prevención de crisis y la recuperación del PNUD, pág. 9, (Nueva York, 2010) 

y el PNUD, “Sudán del Sur: asistentes jurídicos ofrecen justicia a las mujeres”, (consultado el 15 de marzo de 2018).

Educación sobre los derechos de las mujeres  

RECUADRO A.1.33  Concientización jurídica y educación sobre los derechos de las mujeres  

en Vietnam: Una serie de televisión y un concurso literario

En Vietnam, en el marco del proyecto “Fortalecimiento de la capacidad de aplicación de la ley y de 
los funcionarios del sector de justicia para responder a la violencia doméstica”, implementado por la 
UNODC en colaboración con el Ministerio de Seguridad Pública y el Ministerio de Justicia, una serie de 

http://www.actionaid.org/liberia/access-justice-women
http://www.peacewomen.org/sites/default/files/vaw_womensecurityaccessjustice_ruleoflawjusticeandsecurityunitundp_2010_0.pdf
http://www.peacewomen.org/sites/default/files/vaw_womensecurityaccessjustice_ruleoflawjusticeandsecurityunitundp_2010_0.pdf
http://www.peacewomen.org/sites/default/files/vaw_womensecurityaccessjustice_ruleoflawjusticeandsecurityunitundp_2010_0.pdf
http://www.undp.org/content/undp/en/home/ourwork/ourstories/paralegals-bring-justice-to-women-in-south-sudan.html
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televisión de 10 episodios llamada "Rompiendo el silencio" fue transmitida dos veces en la televisión 
nacional. La serie creó conciencia sobre la inaceptabilidad de la violencia doméstica, las diferentes 
formas de violencia y el papel del sector del orden público en proteger a las víctimas y responsabilizar 
a los agresores. La campaña de concientización también incluyó un concurso literario llamado “Diga 
no a la violencia doméstica”; se otorgaron premios y se publicaron las mejores de más de 1500 historias 
de concientización sobre la violencia doméstica.

Fuente: Naciones Unidas, ECOSOC, Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal, Informe del Secretario 

General, Fortalecimiento de las respuestas en materia de prevención del delito y justicia penal a la violencia contra 

la mujer, párr. 54, 2 de febrero de 2012, E/CN.15/2012/13.

Consideraciones para los contextos afectados por crisis

Las mujeres en las reformas posteriores a conflictos

RECUADRO A.1.34  La iniciativa "chozas de la paz" en Liberia ofrece a las mujeres espacios seguros 

para analizar temas importantes en situaciones posteriores a conflictos

El PNUD y la ONU-Mujeres apoyan las chozas de la paz en Liberia. Aquí es donde las mujeres se reúnen 
para debatir asuntos que afectan sus vidas cotidianas. Es donde se lleva a cabo la reconciliación y la 
resolución de conflictos, donde las mujeres rurales pueden discutir de manera abierta y segura los te-
mas de la desigualdad y juntas tomar decisiones sobre la paz y la seguridad. Desde la resolución de 
casos relacionados con el embarazo y el abandono, hasta el asesoramiento a sobrevivientes de violen-
cia doméstica o violación, la iniciativa "chozas de la paz" en Liberia ha crecido desde 2011. La Policía 
Nacional de Liberia trabaja con las chozas de la paz para mejorar la prevención de los delitos y la vio-
lencia contra las mujeres al proporcionar teléfonos celulares. Se instruyó a las mujeres para que mantu-
vieran sus teléfonos cargados en todo momento y los usaran para alertar a la policía cuando surgiera 
algún tipo de problema de seguridad, incluida la violencia doméstica y otros tipos de violencia contra 
las mujeres y las niñas. A medida que las chozas de la paz evolucionan como un lugar para resolver con
flictos, se vuelven cada vez más inclusivas con los hombres y los niños. La ONU-Mujeres y sus asociados 
apoyaron la creación de clubes de fútbol “contra la violación” para niños en algunas de las comunida-
des de las chozas de la paz y realizaron reuniones de grupos de discusión con líderes masculinos y chi
cos adolescentes. Al principio, las chozas de la paz se centraron en un proceso de “quitar un peso de 
encima” y asesorar a las mujeres que habían experimentado dolor y trauma, así como apoyar a los ex 
niños soldados después de la guerra civil. Luego, en 2006, las mujeres de las chozas de la paz comen-
zaron a examinar casos. La metodología se basa en el sistema tradicional de chozas “Palava”: el que
rellante y el acusado tienen la oportunidad de expresar sus respectivos reclamos y defensas, luego el 
líder local los ayuda a llegar a un acuerdo que ambos consideren justo, y se restablece la paz. El papel 
y la participación de las mujeres en la chozas de la paz para el mantenimiento de la paz en las comuni-
dades es cada vez más apreciado y las mujeres en las comunidades ahora se consideran a sí mismas 
como actores fundamentales en la consolidación de la paz y la resolución de conflictos.

Fuente: ONU-Mujeres, “De la resolución a la prevención de conflictos: Relación entre las chozas de la paz y la po-

licía de Liberia”, (19 de septiembre de 2012).

Apéndice IV: Recursos adicionales

•	 Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el Establecimien-
to de una Corte Penal Internacional, Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, (1998) 

•	 Resolución 955 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Estatuto del Tribunal Penal 
Internacional para el Enjuiciamiento de los Presuntos Responsables de Genocidio y Otras Vio-
laciones Graves del Derecho Internacional Humanitario Cometidas en el Territorio de Ruanda 
y de los Ciudadanos Ruandeses Presuntamente Responsables de Genocidio y Otras Violacio-

https://undocs.org/E/CN.15/2012/13
https://undocs.org/E/CN.15/2012/13
http://www.unwomen.org/es/news/stories/2012/9/from-conflict-resolution-to-prevention-connecting-peace-huts-to-the-police-in-liberia
http://www.unwomen.org/es/news/stories/2012/9/from-conflict-resolution-to-prevention-connecting-peace-huts-to-the-police-in-liberia
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/InternationalCriminalCourt.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/StatuteInternationalCriminalTribunalForRwanda.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/StatuteInternationalCriminalTribunalForRwanda.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/StatuteInternationalCriminalTribunalForRwanda.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/StatuteInternationalCriminalTribunalForRwanda.aspx
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nes de Esa Naturaleza Cometidas en el Territorio de Estados Vecinos entre el 1 de Enero y el 
31 de Diciembre de 1994, (1994)

•	 Resolución 827 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Estatuto del Tribunal Inter-
nacional para el Enjuiciamiento de los Presuntos Responsables de las Violaciones Graves del 
Derecho Internacional Humanitario Cometidas en el Territorio de la extinta Yugoslavia desde 
1991, (1993) 

•	 Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra 
del 12 de Agosto 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados inter-
nacionales (Protocolo I), (1977) 

•	 CICR, Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la 
protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II), 
(1977)

•	 Resolución 3074(XXVIII) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Principios de coope-
ración internacional en la identificación, detención, extradición y castigo de los culpables de 
crímenes de guerra o de crímenes de lesa humanidad, (1973) 

•	 Resolución 2391(XXIII) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Convención sobre la 
imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad, (1968) 

•	 Resolución 260A(III) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Convención para la Pre-
vención y la Sanción del Delito de Genocidio, (1948) 

•	 CICR, Convenio de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos y enfermos en las fuer-
zas armadas en campaña, (1949)

•	 CICR, Convenio de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos, enfermos y náufragos 
de las fuerzas armadas en el mar, (1949)

•	 CICR, Convenio de Ginebra relativo al Trato debido a los Prisioneros de Guerra, (1949) 

•	 CICR, Convenio de Ginebra relativo a la Protección debida a las Personas Civiles en Tiempo de 
Guerra, (1949) 

http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/StatuteInternationalCriminalTribunalForRwanda.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/StatuteInternationalCriminalTribunalForRwanda.aspx
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http://www.refworld.org/docid/3ae6b37f40.html
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/PersonsGuilty.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/PersonsGuilty.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/PersonsGuilty.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/WarCrimes.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/WarCrimes.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CrimeOfGenocide.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CrimeOfGenocide.aspx
http://www.refworld.org/docid/3ae6b3694.html
http://www.refworld.org/docid/3ae6b3694.html
http://www.refworld.org/docid/3ae6b37927.html
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1.0	Resumen

1.1	 ¿Por qué los derechos relativos al matrimonio,  

la familia y la propiedad?
El ámbito familiar es, entre otros, un espacio en el que se violan los derechos de las muje-
res. Las mujeres asumen diversos roles y responsabilidades como esposas, madres e hijas 
y, en estos contextos, tienen múltiples identidades como mujeres solteras, adolescentes, 
embarazadas y madres jóvenes, mujeres en matrimonios polígamos o monógamos, muje-
res mayores y viudas. Las relaciones desiguales de poder entre los hombres y las mujeres 
se acentúan a nivel familiar y afectan el grado de empoderamiento de las mujeres para to
mar decisiones y ejercer su autonomía. Las áreas de inquietud incluyen la estructura pa-
triarcal de la sociedad, que también implica la percepción de que las mujeres son depen-
dientes de los varones del hogar; el ejercicio de la autoridad masculina en el hogar (por 
ejemplo, cuando la ley reconoce el derecho del marido a exigir obediencia a su esposa, 
controlar sus movimientos o celebrar contratos en su nombre); las prácticas de herencia que 
favorecen a los hombres frente a las mujeres; y las disposiciones discriminatorias en mate-
ria de propiedad conyugal. 

Este módulo explica con detalles la programación en el contexto del artículo 16 párrafo 1 
de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mu-
jer (CEDAW), que busca progresar en “las medidas apropiadas para eliminar la discrimina-
ción contra la mujer en todos los temas relacionados con el matrimonio y las relaciones de 
familia”. En este módulo, el concepto de “derechos de propiedad” se analiza en el contexto 
limitado de las relaciones matrimoniales y familiares, en contraste con el contexto más 
amplio de la adquisición de propiedad. Para este fin, el término “propiedad” incluye tanto 
los bienes muebles (por ejemplo, cuentas bancarias y efectos personales) como los bienes 
inmuebles (por ejemplo, terrenos y construcciones).

Los datos de países como Colombia, Jordania y Perú muestran que las mujeres tienden 
a ser el grupo más numeroso de demandantes en los casos judiciales en materia familiar 
(consulte la Sección 3.1). Los derechos relativos al matrimonio, la familia y la propiedad 
atraviesan una gama de ámbitos económicos, sociales, culturales, políticos y civiles que 
pueden tener un impacto considerable en la capacidad de las mujeres para tener acceso a 
la justicia. Estos derechos incluyen la igualdad de derechos en el matrimonio, el divorcio, la 
patria potestad y las responsabilidades; la capacidad de las mujeres para adquirir, cam-
biar y conservar su nacionalidad en el matrimonio, o transferirla a sus cónyuges e hijos; la 
igualdad ante la ley; la igualdad de derechos para elegir domicilio o residencia; el reconoci
miento del trabajo de cuidados no remunerado de las mujeres; y la capacidad jurídica para 
concertar contratos y para poseer y administrar bienes.1 Además, los derechos relativos al 
matrimonio, la familia y la propiedad frecuentemente se superponen con otros derechos, 
como el derecho a la protección contra diversas formas de violencia (por ejemplo, el ma-
trimonio prematuro, la herencia de viudas y la violencia doméstica), la seguridad alimenta-
ria y la educación de las niñas.2

En el marco del derecho de las personas, las formas y los conceptos del matrimonio y de 
la familia pueden variar según el país y la zona geográfica dentro de un mismo país.3 Este 
módulo destaca consideraciones de la programación para mejorar el acceso de las mujeres 
a la justicia y hacer valer los derechos que las normas internacionales otorgan en el ámbi-
to del derecho familiar. De la misma manera que en el Módulo 1, se presenta orientación a 
través de la óptica de los tres puntos de entrada para la programación: (1) crear un entorno 
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más pruebas de que 

las mujeres tienden 

a representar la 

proporción mayor 

de demandantes 

en las controver­

sias del derecho 

familiar. Por lo tan­

to, el derecho fa­

miliar es una vía 

fundamental para 

transformar la vida 

de las mujeres.

Este módulo anali­

za las violaciones 

sutiles de los dere­

chos de las muje­

res en el ámbito 

privado del matri­

monio y de la fami­

lia. También exa­

mina las relaciones 

patrimoniales como 

una cuestión tran­

sectorial para las 

mujeres casadas y 

solteras en el con­

texto de la familia.

http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm
http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm
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propicio para el acceso de las mujeres a la justicia; (2) crear instituciones de justicia efica-
ces, que rindan cuentas y atiendan la perspectiva de género; y (3) empoderar jurídicamen-
te a las mujeres.

1.2	 Definiciones
In loco parentis: Sustituir a uno de los padres o actuar en su lugar. 

Mecanismos de seguridad en la tenencia de la tierra: Un conjunto de intervenciones por par
te de estructuras formales del estado o de instituciones informales comunitarias o tradicio-
nales que procuran la protección de los diferentes tipos de intereses que una persona pue
de poseer sobre la tierra. Esto puede incluir situaciones en las que una persona o grupo de 
personas posee la propiedad plena a través de una compra o de haberla heredado de un 
comprador; una persona que ha alquilado la tierra por un período; una persona que tiene 
un acuerdo de participación de beneficios o de cosecha; o una persona a la que se le hayan 
otorgado derechos de acceso a la tierra por el hecho de ser miembro de una familia o un 
linaje propietario de tierra. 

Pensión alimenticia: Provisión financiera de un cónyuge o pareja a otro, con base en una 
orden de un tribunal u otra institución judicial.

Sistema de derecho anglosajón: Los Estados de derecho anglosajón no incorporan de for-
ma automática los tratados (como la CEDAW) en la legislación nacional. En principio, los 
tratados son aprobados por sus respectivos parlamentos y, a continuación, se adoptan 
medidas legislativas específicas para reflejar los principios y el contenido de los tratados 
en el sistema jurídico nacional. A esto se le conoce como el “enfoque dualista” (consulte el 
Módulo 1) porque implica un proceso de dos niveles: la ratificación del tratado y la reforma 
legislativa real. Los tribunales de esos Estados tampoco están obligados a aplicar los tra-
tados en sus decisiones, aunque son cada vez más los que lo hacen. 

Sistema de linaje: Un linaje se refiere a la línea mediante la cual se traza la ascendencia de 
una persona. Un sistema de linaje se refiere a la forma en que opera el linaje y cómo se 
relaciona con sus miembros y viceversa. En términos funcionales, el linaje define los roles, 
los deberes, las responsabilidades, los privilegios, así como la forma en que se distribuye la 
propiedad entre los miembros con y sin linaje.

Sistemas jurídicos romanistas: Los Estados de tradición jurídica romanista adoptan un sis-
tema en el que los derechos nacional e internacional se consideran una sola entidad. Por 
tanto, los tratados, una vez ratificados, automáticamente forman parte de la legislación na
cional y los tribunales pueden aplicar sus preceptos, sin que ello excluya la promulgación de 

Aquí se definen  

las palabras y  

frases que no se 

definen en el texto 

del Módulo.

Arriba: Marruecos. La aldea de Ait Sidi Hsain, cerca de Meknes. © Banco Mundial/Arne Hoel.
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la legislación. Las constituciones de varios Estados de tradición romanista (por ejemplo, 
Francia y Senegal) van más allá y declaran que los tratados internacionales prevalecen so
bre la legislación nacional y, en caso de conflicto entre ambos, los primeros tienen prece-
dencia. Esto se vincula al “enfoque monista” (consulte el Módulo 1) en el que los tratados 
internacionales de derechos humanos se consideran parte integrante del sistema jurídico.

1.3	 Diferentes formas de matrimonio
La programación debe estar informada acerca de las diferentes formas de matrimonios y 
regímenes de propiedad conyugal que existen, en función de sus implicaciones jurídicas 
para lograr la igualdad en las relaciones matrimoniales, familiares y patrimoniales. Los ma
trimonios y los regímenes de propiedad relacionados se presentan a continuación y en el 
recuadro 2.1 respectivamente, sin ningún orden jerárquico.

Matrimonios civiles: Los matrimonios civiles se contraen en virtud de las leyes del Estado, 
que establecen las condiciones que deben cumplirse para que un matrimonio sea válido. 
Estas condiciones pueden incluir la edad mínima que deben tener los posibles contrayen-
tes; diferentes modalidades para formalizar el matrimonio; regímenes de propiedad marital; 
manutención, crianza de los hijos y obligaciones paternas; divorcio; y los acuerdos de dis-
tribución de la propiedad y custodia de los hijos tras un divorcio. Estos matrimonios tienen 
distintas características de una jurisdicción a otra dependiendo de las experiencias cultu-
rales, tradicionales, religiosas e históricas de un país, lo cual puede implicar que el Estado 
reconozca una diversidad de matrimonios, incluidos los matrimonios monógamos, poli
gámicos y entre el mismo sexo. Una característica fundamental del matrimonio civil es la 
garantía de una evidencia documental oficial que hace constar su realización o existencia. 
Los matrimonios civiles tienden a ser más frecuentes entre mujeres y hombres con instruc-
ción escolar, residentes en ciudades y de la esfera privilegiada, debido a los costos asocia-
dos con los convenios y la documentación. 

Matrimonios tradicionales y religiosos: Los matrimonios tradicionales y religiosos se con-
traen de conformidad con prácticas consuetudinarias o ritos religiosos específicos, respec-
tivamente, que definen las condiciones y los procesos del matrimonio. En muchas partes 
del mundo, los matrimonios tradicionales y ciertos matrimonios religiosos pueden ser de 
carácter polígamo. El reconocimiento y la regulación de estos matrimonios por parte del 
Estado también pueden variar según el país, incluso en contextos monógamos y políga-
mos. Independientemente de la aceptación de la poligamia por la ley o los convenios reli-
giosos o tradicionales, esta se encuentra descrita en la Recomendación general N.º 21 de la 
CEDAW: La igualdad en las relaciones matrimoniales y familiares (CEDAW GR 21) como 
una infracción del derecho de la mujer a la igualdad con el hombre porque puede tener con
secuencias emocionales y económicas para ella, al igual que para sus familiares a cargo.4 
Además, la Recomendación general N.º 27 sobre las mujeres de edad y la protección de sus 
derechos humanos (CEDAW GR 27) dispone que: “Las esposas de edad suelen quedar 
desatendidas en los matrimonios poligámicos, una vez que se las considera inactivas desde 
el punto de vista económico o reproductivo”.5 En la Recomendación general núm. 29 sobre 
el artículo 16 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (Consecuencias económicas del matrimonio, las relaciones familiares y su 
disolución) (CEDAW GR 29), el Comité constató de manera cuidadosa que la poligamia 
debe abolirse mediante un enfoque dual: en primer lugar, al proteger los derechos de la mu
jer en los matrimonios polígamos existentes y, en segundo lugar, al desalentar los futuros 
matrimonios polígamos.6 La opinión del Comité concuerda con la postura de la Unión Afri-
cana en el Protocolo de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos sobre los 
derechos de la mujer en África (Protocolo de Maputo), estableciendo que “se fomenta la 
monogamia como una forma preferida de matrimonio, se promueven y protegen los derechos 
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http://tbinternet.ohchr.org/Treaties/CEDAW/Shared%20Documents/1_Global/A_49_38(SUPP)_4733_E.pdf
http://tbinternet.ohchr.org/Treaties/CEDAW/Shared%20Documents/1_Global/A_49_38(SUPP)_4733_E.pdf
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G10/472/53/PDF/G1047253.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G10/472/53/PDF/G1047253.pdf?OpenElement
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/29&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/29&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/29&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/29&Lang=en
http://www.achpr.org/files/instruments/women-protocol/achpr_instr_proto_women_eng.pdf
http://www.achpr.org/files/instruments/women-protocol/achpr_instr_proto_women_eng.pdf
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de las mujeres en el matrimonio y en la familia, incluso en las relaciones maritales políga-
mas”.7 Si bien la legislación del Estado y los instrumentos regionales, como el Protocolo de 
Maputo, fomentan la inscripción de los matrimonios tradicionales y religiosos,8 la CEDAW 
GR 29 advierte que la inscripción no debe usarse como único medio para probar su exis-
tencia, ya que también puede “acreditarse mediante la presentación de un contrato de ma
trimonio, el testimonio de quienes presenciaron los ritos o por otros medios, según proce-
da en las circunstancias de cada caso concreto”.9

Uniones informales, de hecho o uniones consensuadas: Las uniones informales, de hecho o 
consensuadas se refieren a acuerdos en los que las partes implicadas cohabitan durante un 
período sin formalizar su relación a través de uno o más de los pasos que se describieron 
anteriormente. Estas uniones tienden a ser reconocidas oficialmente en la mayor parte de 
Europa y América, pero con menos frecuencia en África y Asia. Las CEDAW GR 21 y 29 se
ñalan que dichas uniones están protegidas en el ámbito de las disposiciones sobre el ma-
trimonio y la vida familiar del artículo 16 de la Convención.10 Esto se debe a que, como se 
indica en la CEDAW GR 29 “las mujeres pueden verse expuestas a riesgos económicos cuan
do finaliza una relación de convivencia, incluso aunque hayan contribuido al sostenimiento 
del hogar y a crear otros activos”.11

Otras formas de matrimonios: Pueden existir diversas formas de matrimonio fuera del al-
cance de cualquiera de las formas anteriores. Entre ellas se incluyen los matrimonios por 
temporada que están previstos en algunas comunidades agrícolas principalmente para 
asegurar el trabajo conyugal o marital durante los períodos de mayor actividad agrícola.12

Si bien son distintos en sí mismos, los acuerdos matrimoniales también pueden ser flexibles 
y permitir que las personas ocupen legalmente más de un espacio matrimonial en un mo-
mento específico.

Artículo 2. Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, 
convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a 
eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a (c): Establecer la 
protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad con los del hombre y 
garantizar, por conducto de los tribunales nacionales competentes y de otras instituciones públicas, 
la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación.

Artículo 16(1). Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la discrimi-
nación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con las relaciones matrimoniales y fami-
liares y, en particular, asegurarán en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: (a) el mismo 
derecho para contraer matrimonio; (b) el mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer 
matrimonio solamente por su libre albedrío y su pleno consentimiento; (c) los mismos derechos y 
responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión de su disolución; (d) los mismos derechos 
y responsabilidades como progenitores, cualquiera que sea su estado civil, en materias relacionadas 
con sus hijos; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial; (e) los 
mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el intervalo entre 
los nacimientos y a tener acceso a la información, la educación y los medios que les permitan ejer-
cer estos derechos; (f) los mismos derechos y responsabilidades respecto de la tutela, curatela, cus
todia y adopción de los hijos, o instituciones análogas cuando quieran que estos conceptos existan 
en la legislación nacional; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la consideración pri-
mordial; (g) los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir 
apellido, profesión y ocupación; (h) los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de 
propiedad, adquisición, gestión, administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título gra
tuito como oneroso.

Fuente: CEDAW, arts. 2, 16
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RECUADRO 2.1 Regímenes de propiedad conyugal

Separación de la propiedad: Todos los bienes e ingresos adquiridos por los cónyuges antes del 
matrimonio y durante el matrimonio siguen siendo propiedad separada del cónyuge adquiren-
te. Al momento del divorcio o de la muerte de uno de los cónyuges, cada cónyuge conserva la 
propiedad de todos sus bienes e ingresos aportados al matrimonio o adquiridos durante el 
matrimonio, así como el valor acumulado en esas propiedades.

Propiedad comunitaria parcial: Los bienes adquiridos antes del matrimonio se consideran pro
piedad separada del cónyuge adquirente y los bienes e ingresos adquiridos después del ma
trimonio (salvo algunas excepciones previstas por la ley) se consideran propiedad conjun-
ta de la pareja. Este régimen se aplica también a los casos en que los bienes adquiridos antes 
del matrimonio y los adquiridos durante el matrimonio se consideran propiedad separada del 
cónyuge adquirente, pero el valor acumulado de la propiedad adquirida por cualquiera de 
los cónyuges se considera de propiedad conjunta. En el momento de la disolución del matri-
monio, la propiedad conjunta o su valor acumulado se divide en partes iguales entre los cón-
yuges.

Propiedad comunitaria total: Todos los bienes e ingresos, ya sean aportados al matrimonio y 
adquiridos durante el mismo, con algunas excepciones especificadas por la ley, pasan a ser 
propiedad conjunta de la pareja. Si el matrimonio se disuelve, la totalidad de la propiedad 
conjunta se divide en partes iguales entre los cónyuges.

Diferimiento de la propiedad comunitaria total o parcial: Las reglas de la propiedad comuni-
taria parcial o total se aplican en el momento de la disolución del matrimonio; hasta entonces, 
se aplica la separación de bienes.

Otros: Esto ocurre en economías en las que el régimen de propiedad predeterminado no enca-
ja en ninguna de las cuatro descripciones anteriores.

Fuente: Grupo del Banco Mundial, Mujer, empresa y el derecho 2016: alcanzando la igualdad, pág. 52, 

(Washington, D.C., 2015). 

2.0	 Creación de un entorno propicio para  
el acceso de las mujeres a la justicia

2.1	 Derecho internacional
Los marcos jurídicos internacionales y la orientación de las políticas sobre los derechos 
relativos al matrimonio, la familia y la propiedad instan a los países a establecer normas de 
igualdad de trato entre hombres y mujeres en las relaciones matrimoniales, familiares y 
patrimoniales. Además de la CEDAW, la Resolución 2200A(XXI) de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto In
ternacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Resolución 1040(XI) de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas, la Convención sobre la Nacionalidad de la Mu
jer Casada; la Resolución 1763A(XVII) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, la 
Convención sobre el Consentimiento para el Matrimonio, la Edad Mínima para Contraer 
Matrimonio y el Registro de los Matrimonios; y las resoluciones y recomendaciones relacio-
nadas de la Asamblea General de las Naciones Unidas representan los principales tratados 
internacionales de derechos humanos.13 La región de África se basa en el Protocolo de 
Maputo además de estos instrumentos globales. 

Un total de nueve observaciones y recomendaciones generales de los órganos creados en 
virtud de tratados proporcionan orientación global sobre los temas que se examinan en este 
módulo. Consisten en las siguientes: del Comité de la CEDAW: Recomendaciones generales 
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http://pubdocs.worldbank.org/en/810421519921949813/Women-Business-and-the-Law-2016.pdf
http://www.ohchr.org/en/professionalinterest/pages/ccpr.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.aspx
http://www.sec.gob.mx/igualdaddegenero/recursos/lineamientos/ONU/52-Convencion-sobre-la-Nacionalidad-de-la-Mujer-Casada-Asamblea-General-ONU1.pdf
http://www.sec.gob.mx/igualdaddegenero/recursos/lineamientos/ONU/52-Convencion-sobre-la-Nacionalidad-de-la-Mujer-Casada-Asamblea-General-ONU1.pdf
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/MinimumAgeForMarriage.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/MinimumAgeForMarriage.aspx
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N.º 21, N.º 27 y N.º 29 (CEDAW GR 21, 27 y 29), Recomendación general N.º 30 sobre las 
mujeres en la prevención de conflictos y en situaciones de conflicto y posteriores a conflic-
tos (CEDAW GR 30), Recomendación general N.º 33 sobre el acceso de las mujeres a la 
justicia (CEDAW GR 33), Recomendación general N.º 34 (2016) sobre los derechos de las 
mujeres rurales (CEDAW GR 34); de la CEDAW y el Comité de los Derechos del Niño: Re-
comendación general conjunta N.º 31 del Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer y Observación general N.º 18 del Comité de los Derechos del Niño sobre las 
prácticas nocivas; del Comité de los Derechos Humanos: Observación general N.º 19: Ar
tículo 23 (La familia) Protección de la Familia, el Derecho al Matrimonio y la Igualdad de los 
Cónyuges; del Comité sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales Observación 
general n.º 20: No Discriminación en el Goce de los Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales.

Las metas e indicadores de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) que tratan am-
pliamente los derechos relativos al matrimonio, la familia y la propiedad, así como con las 
CEDAW GR 30 y 33 se destacan en el Cuadro A.2.1 en los apéndices.

2.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 La implementación de las normas pertinentes de derechos humanos puede verse obs-
taculizada por la formulación de reservas a los tratados de derechos humanos (consul-
te el Módulo 1). Se estima que 30 Estados han expresado reservas a una obligación 
fundamental de la CEDAW, concretamente, el artículo 2 (eliminación de la discrimina-
ción contra la mujer) y el artículo 16 (eliminación de la discriminación contra la mujer 
en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares).14 Por 
ejemplo, las reservas de Argelia a estos artículos aseguran que la Convención no reem-
place las disposiciones de su Código Familiar.15 Israel también expresó una reserva al 
artículo 16 “en la medida en que las leyes relativas al estatuto personal que son obliga-
torias para diversas comunidades religiosas de Israel no se ajustan a las disposiciones 
de dicho artículo”.16 

•	 Las disposiciones de los convenios internacionales no se incorporan de forma automá-
tica al derecho nacional de un Estado. En los sistemas jurídicos dualistas, los tratados 
internacionales requieren la aprobación, la adopción y la conversión en ley por el par-
lamento (consulte Módulo 1). Crear un extensivo consenso sobre el proceso legislativo, 
si bien es beneficioso en sí mismo, podría verse afectado por el escaso apoyo político 
a determinadas normas.

2.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Abogar por el levantamiento de las reservas a la CEDAW y otras normas internacionales 
mediante:

•	 Dar seguimiento al estatus de las reservas del Estado al artículo 2 y al artículo 16 de 
la CEDAW, así como a las observaciones y recomendaciones finales del Comité de la 
CEDAW a los Estados acerca del levantamiento de dichas reservas. 

•	 Las reservas a la CEDAW afectan a todos los aspectos de los derechos de la mujer. Por 
tanto, es fundamental trabajar en estrecha colaboración con los defensores de la mu-
jer, los ministerios de justicia, los mecanismos nacionales dedicados a cuestiones de la 
mujer y otras partes interesadas para elaborar propuestas y mapas de ruta con plazos 
determinados para el levantamiento de todas esas reservas. En los casos en que los 
recursos y el contexto del país lo permitan, esas propuestas también podrían incluir 
reservas pertinentes afines a los derechos de la mujer que se hayan expresado en re-
lación con otros tratados de derechos humanos. 
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http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/30&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/30&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/30&Lang=en
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http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
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http://www.refworld.org/docid/45139bd74.html
http://www.refworld.org/docid/45139bd74.html
http://www.refworld.org/docid/45139bd74.html
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=E%2fC.12%2fGC%2f20&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=E%2fC.12%2fGC%2f20&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=E%2fC.12%2fGC%2f20&Lang=en
https://sustainabledevelopment.un.org/?menu=1300
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•	 Intercambio de casos exitosos de mejores prácticas sobre el levantamiento de reser-
vas a través de la cooperación Sur-Sur y Norte-Sur y la utilización de los puntos de en
trada que ofrecen organismos regionales como la Unión Africana, ASEAN y la Liga de 
los Estados Árabes para poner este tema en las diversas agendas.17

•	 Apoyo de las OSC (incluidas las organizaciones de base) para que aboguen por el le-
vantamiento de las reservas e informen sobre los avances realizados desde su pers-
pectiva, a través de sus informes alternativos al Comité de la CEDAW.

2.2	 Legislación nacional

2.2.1	 Constituciones

Las disposiciones constitucionales generales sobre la no discriminación y la igualdad ante 
la ley actúan como importantes fundamentos jurídicos para los derechos relativos al ma
trimonio, la familia y la propiedad. A la fecha, 182 de las 195 constituciones (93 %) con
tienen disposiciones acerca del matrimonio y la vida familiar.18 Por lo general, estas dispo
siciones se refieren a la protección de la maternidad y de la familia como unidad básica de 
la sociedad. De igual modo, 183 constituciones (94 %) contienen disposiciones sobre el de
recho a la propiedad y la herencia, así como disposiciones sobre mecanismos de seguri-
dad en la tenencia de la tierra.19 El reconocimiento del trabajo doméstico no remunerado 
se expresa en las constituciones de Bolivia, Camboya y Ecuador (consulte el Cuadro 2.1). 
Esto se ve respaldado por el derecho a la seguridad social, que representa un gran ade
lanto en el reconocimiento de este tipo de trabajo, en el que las mujeres tienden a ser in
visibles en los sistemas de cuentas nacionales, tanto dentro como fuera del contexto del 
matrimonio.

Proporcionen protección constitucional explícita para la igualdad sustantiva y la no discriminación 
en las esferas pública y privada y en todos los ámbitos del derecho, reforzando de ese modo el 
principio de igualdad ante la ley y facilitando el acceso de las mujeres a la justicia.

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 42(a).
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CUADRO 2.1  Ejemplos de disposiciones constitucionales sobre el valor que se atribuye  

al trabajo de cuidados no remunerado (énfasis agregado)

Constitución del Reino  
de Camboya de 1993 con  
enmiendas hasta 2008

Constitución de la República 
del Ecuador de 2008 con  
enmiendas hasta 2015

Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela  
de 1999 con enmiendas  
hasta 2009

El trabajo del ama de casa en 
el hogar debe tener igual va­

lor que el trabajo remunerado 
que se hace fuera de casa. 
Los ciudadanos khmer de am-
bos sexos tendrán el derecho 

de gozar de seguridad social 
y otros beneficios sociales 
que determine la ley. (Frag-
mento del artículo 36)

El Estado garantizará y hará 
efectivo el ejercicio pleno del 
derecho a la seguridad social, 

que incluye a las personas 

que realizan trabajo no remu­

nerado en los hogares, activi-
dades para el autosustento 
en el campo, toda forma de 
trabajo autónomo y a quienes 
se encuentran en situación de 
desempleo. (Fragmento del 
artículo 34)

El Estado garantizará la igual-
dad y equidad de hombres y 
mujeres en el ejercicio del de-
recho al trabajo. El Estado re-
conocerá el trabajo del hogar 

como actividad económica 

que crea valor agregado y 

produce riqueza y bienestar 

social. Las amas de casa tie­

nen derecho a la seguridad 

social de conformidad con la 
ley. (Artículo 88)

2.2.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Si bien las disposiciones constitucionales de amplio alcance repercuten en los derechos 
relativos al matrimonio, la familia y la propiedad, aún no se ha realizado un análisis a 
fondo para determinar sus efectos en las relaciones de género y los derechos de la mujer.

•	 Las disposiciones discriminatorias sobre el matrimonio y la familia también son evi-
dentes en las constituciones. El Comité de la CEDAW ha mostrado su preocupación 
por las referencias a las mujeres como madres en varias constituciones.20 Once consti-
tuciones excluyen al matrimonio, el divorcio y la herencia de las garantías constitucio-
nales sobre la igualdad y la no discriminación.21 Mediante cláusulas de “devolución”, las 
cuestiones relativas al matrimonio, el divorcio y la herencia pueden determinarse ple-
namente por las leyes consuetudinarias y las leyes personales, independientemente de 
que estas últimas discriminen a la mujer. Por ejemplo, el artículo 33(1) de la Constitución 
de la República de Gambia de 1996 con enmiendas hasta 2004, reconoce que “todas 

las personas serán iguales ante la ley”. Sin embargo, en el artículo 33(2), también se 
señala que“a reserva de lo dispuesto en el apartado (5), ninguna ley contendrá dispo­

siciones que sean discriminatorias por sí mismas o por sus efectos”. El apartado 5(c) 
del mismo artículo establece que el artículo 33(2) no se aplicará a ninguna ley en la 
medida en que esta disponga “con respecto a la adopción, el matrimonio, el divorcio, 

el entierro, la devolución de propiedad en caso de fallecimiento u otros asuntos de de­

recho personal”.22 

•	 Los derechos legales de las mujeres relativos al matrimonio, la familia y la propiedad 
pueden verse aún más en riesgo cuando las constituciones son invalidadas por el de-
recho consuetudinario y el derecho personal.

•	 La igualdad jurídica en el matrimonio y la familia es una señal de un cambio importan-
te en las relaciones de género. Por esta razón, el amplio apoyo a estas disposiciones 
puede ser limitado. 

•	 Los defensores de las cuestiones de género se centran en las principales disposiciones 
normativas a expensas de otros derechos y protecciones sustanciales importantes. Si 
bien pueden obtenerse importantes protecciones de disposiciones más amplias, como 
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las relativas a la igualdad y la no discriminación, esto puede resultar insuficiente, ya 
que las “disposiciones menos demandadas”, como las relativas a la ciudadanía, el ma-
trimonio y la familia, pueden tener un efecto más directo en las mujeres. 

2.2.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación

Las mujeres poseen derechos en “ámbitos privados”. Estos se deben ampliar en las cons-
tituciones y en los procesos de reforma constitucional a través de acciones como: 

•	 Realizar un análisis de las dimensiones de los derechos relativos al matrimonio, la fami-
lia y la propiedad en las constituciones pertinentes desde una perspectiva de género.

•	 Apoyar a las OSC para las mujeres antes de los procesos de reforma constitucional 
para identificar oportunidades y puntos de entrada para fortalecer los derechos exis-
tentes relativos al matrimonio, la familia y la propiedad en las constituciones o a través 
de la incorporación de nuevas disposiciones.

•	 Promover las disposiciones existentes y nuevas para reconocer a las mujeres como ti-
tulares de derechos y no como receptoras pasivas de la protección del Estado. Por 
ejemplo, esto podría implicar la inclusión de textos que hagan énfasis en el cuidado de 
los hijos como una obligación conjunta de ambos padres, o explorar nuevos funda-
mentos en esas áreas, tales como el reconocimiento constitucional del trabajo de cui-
dados no remunerado. 

•	 Revisar los datos bienales del Banco Mundial sobre la relación entre las disposiciones 
constitucionales relativas a la no discriminación o la igualdad, y (a) el derecho consue-
tudinario y (b) el derecho personal.23 Ante la influencia de las leyes consuetudinarias y 
personales en la configuración de los derechos relativos al matrimonio, la familia y la 
propiedad, una valorización de su estatus en las constituciones, en particular en relación 
con las disposiciones sobre la igualdad y la no discriminación, se considerarán impor-
tantes para las reformas constitucionales.

•	 Promover la derogación de las cláusulas de “devolución” y otras disposiciones discri-
minatorias que afectan a los derechos de la mujer en el matrimonio (p. ej., la ciudada-
nía) y asegurar la supremacía de las cláusulas de igualdad y no discriminación sobre el 
derecho consuetudinario y el derecho personal.
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•	 Asegurar la creación y la capacidad sostenida de los organismos de revisión de la cons-
titución, que desempeñan la función de salvaguardar la igualdad de derechos de la mu-
jer relativos al matrimonio, la familia y la propiedad, incluyendo asegurar que las cons-
tituciones se interpreten y apliquen de acuerdo con las normas de derechos humanos.

•	 Promover la participación plena e inclusiva de las mujeres de todos los sectores socia-
les en los procesos de reforma constitucional (incluidas las mujeres rurales, urbanas, 
pobres y jóvenes) para asegurar que sus experiencias vividas en todos los contextos 
del matrimonio y la vida familiar sean escuchadas y que estas catalicen y den forma a 
los procesos de reforma y a su contenido. 

2.2.2	 Leyes formales e informales
2.2.2.1	 Leyes formales

Si bien una constitución puede contener un lenguaje amplio que ordene la igualdad de gé
nero o la no discriminación por razón de sexo, la legislación debería explicar más detalla-
damente lo que significan la igualdad de género y la no discriminación en el contexto del 
matrimonio (por ejemplo, la propiedad de los bienes conyugales, el derecho al divorcio y 
la elección de residencia). En la práctica, las leyes que establecen los derechos relativos al 
matrimonio, la familia y la propiedad se reflejan en los marcos nacionales, que se configu-
ran por el sistema jurídico en cuestión. Incluyen marcos como los códigos familiares, los 
códigos civiles y las leyes sobre la situación personal en los sistemas jurídicos romanistas, 
así como las causas matrimoniales, las leyes de propiedad conyugal y la legislación en ma-
teria de herencia en los sistemas de derecho anglosajón. Los tribunales también han ejer-
cido influencia en la interpretación de las leyes formales e informales en relación con los 
derechos de la mujer en este campo en el que la discriminación en la ley es frecuente. A 
continuación, se muestran algunas de las áreas más problemáticas del derecho:

•	 Custodia del varón sobre la mujer: En varios ordenamientos jurídicos, se concede a las 
mujeres la condición de custodia bajo el supuesto y el estereotipo nocivo de que están 
subordinadas a un hombre y serán atendidas por él (por un padre, tío, hermano, hijo y 
marido) a lo largo de sus vidas. En estos contextos, se considera que los hombres son 
los jefes de hogar, los que mantienen a la familia y los propietarios y administradores 
de los bienes productivos de la familia. 

•	 Ciudadanía y nacionalidad: Si bien 74 constituciones se remiten a la legislación nacional 
en materia de ciudadanía,24 las mujeres no siempre tienen el derecho jurídico de trans-
ferir su nacionalidad a sus cónyuges e hijos. Veinticinco países discriminan a las muje-
res en cuanto a su capacidad de otorgar la nacionalidad a sus hijos. Además, más de 
50 países niegan a las mujeres los mismos derechos que a los hombres para adquirir, 
cambiar o conservar su nacionalidad, u otorgar su nacionalidad a su cónyuge que no es 
ciudadano.25 La situación de apátrida puede surgir cuando la mujer tiene una experiencia 
de conflicto que se entrecruza con derechos de nacionalidad discriminatorios. Las mu
jeres y las niñas apátridas se enfrentan a un mayor riesgo de sufrir abusos en tiempos 
de conflicto porque no gozan de la protección que les brinda una ciudadanía, incluida 
la asistencia consular, el acceso a los servicios sociales y la participación en los proce-
sos políticos.26 

•	 Efecto de la autoridad masculina en el matrimonio y el divorcio: La autoridad masculi-
na asume que los maridos son los jefes del hogar, o representantes legales del hogar, 

Adopten códigos de familia o leyes relativas a la condición personal en forma escrita que establez-
can la igualdad entre los cónyuges o integrantes de la pareja con independencia de la comunidad a 
la que pertenezcan o de su identidad religiosa o étnica, de conformidad con la Convención y las re
comendaciones generales del Comité.  

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 46(a).
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y tienen la autoridad para tomar decisiones en nombre de la familia o para administrar 
de manera exclusiva los bienes sin consultar o buscar el consentimiento de su cónyu-
ge.27 Esta facultad puede transferirse a un hijo o a otro miembro varón de la familia, en 
ausencia de un marido. El ejercicio de la autoridad masculina en el ámbito doméstico 
puede ser sancionado por la ley y se extiende a la sanción del Estado para la supervi-
sión masculina del hogar, la obediencia de la esposa, el derecho del marido a conceder 
a su esposa permiso para salir de la casa, el derecho del marido a elegir la residencia 
familiar, oponerse a la elección de profesión de la esposa y celebrar contratos en nom
bre de la esposa.28 Las leyes de divorcio discriminatorias pueden dejar a las mujeres en 
situación de pobreza y en riesgo de violencia y explotación, en particular cuando las 
esposas y los hijos no tienen medios de subsistencia al margen de la familia. Los regí-
menes de divorcio con culpa establecen un vínculo directo entre las causas del divorcio 
y sus consecuencias financieras. Como consecuencia, las mujeres consideradas cul
pables en el divorcio generalmente no reciben pensión alimenticia u otras formas de 
apoyo financiero. En muchos ordenamientos jurídicos, los regímenes de divorcio con 
culpa son utilizados por los esposos para eliminar cualquier obligación financiera hacia 
sus esposas, además de que pueden incluir estándares de culpabilidad diferentes para 
las esposas que para los esposos, tales como exigir pruebas de mayor infidelidad cuan
do se trata del esposo que cuando se trata de la esposa. Por tanto, los marcos econó-
micos basados en la culpa con frecuencia perjudican a la esposa, que suele ser la par
te económicamente dependiente.29 

•	 Gestión de la propiedad conyugal: Los regímenes matrimoniales determinan los dere-
chos de los cónyuges al hogar conyugal y al acceso a otros bienes (p. ej., dinero, valo
res, vehículos, ingresos por jubilación o ingresos empresariales) durante y después de 
la ruptura del matrimonio o de la relación. El derecho de la mujer a la propiedad depen
de del régimen de propiedad conyugal que sea el predeterminado o que las partes 
puedan elegir por contrato (consulte el Recuadro 2.1). Algunos países no reconocen el 
derecho de la mujer de ser propietaria de una parte equitativa de los bienes con su 
marido durante el matrimonio o cuando este termina. Aunque se reconozca ese dere-
cho, los precedentes jurídicos o las costumbres pueden limitar el derecho de la mujer 
en la práctica. En ocasiones, los bienes propiedad de una mujer o de propiedad con-
junta con su marido pueden ser administrados por él y, en tales situaciones, él podría 
no tener la obligación legal de consultarla antes o después de disponer de ellos o rea
lizar una transacción. Para determinar la participación de la mujer en la propiedad con
yugal, algunos países hacen mayor énfasis en las contribuciones financieras que ella ha 
hecho para la adquisición de esa propiedad y menoscaban otras contribuciones no 
monetarias, como la crianza de los hijos, el cuidado de parientes ancianos y el desem-
peño de las tareas domésticas. Esto es discriminatorio porque esas contribuciones con 
frecuencia permiten al marido obtener un ingreso y aumentar sus bienes, ignorando 
las contribuciones no remuneradas de las mujeres dentro y fuera del hogar. La falta de 
reconocimiento del trabajo de cuidado no remunerado que realizan principalmente las 
mujeres, es un obstáculo estructural para los derechos humanos de la mujer en la fa-
milia y contribuye a la pobreza de la mujer.30 Por tanto, debe concederse la misma im
portancia a las contribuciones económicas y no económicas.31

•	 Custodia y manutención de los hijos: El artículo 7(1) de la Resolución 44/25 de la Asam
blea General de las Naciones Unidas, Convención sobre los Derechos del Niño, recono-
ce que todo niño tiene derecho a conocer a sus padres y ser cuidado por ellos. De 
acuerdo con la CEDAW, la mujer tiene los mismos derechos y responsabilidades que el 
padre, sea cual sea su estado civil, en los asuntos relacionados con sus hijos.32 Sin em-
bargo, en la práctica, los derechos parentales de las mujeres en el contexto del divorcio 
pueden depender de las reglas de linaje que rigen el estatus y las relaciones familiares. 

http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CRC.aspx
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Debido al trazado de la pertenencia al linaje a través de la línea femenina, las socieda-
des matrilineales tienden a otorgar a las mujeres mayores derechos sobre los niños en 
comparación con las patrilineales, que limitan esos derechos a los padres, con base 
en el linaje masculino. En algunos entornos islámicos, hay tres principios que guían 
la custodia de los hijos en caso de divorcio: (1) la madre posee derechos prioritarios de 
custodia de los hijos siempre y cuando no se vuelva a casar; (2) en situaciones en las 
que ambos padres profesan religiones diferentes, la custodia de los hijos se concederá 
al padre que siga la fe islámica; y (3) cuando el niño ha sobrepasado la minoría de 
edad (7 años), se le dará la opción de elegir cuál de los padres preferiría que tuviera la 
custodia.33 

•	 Herencia: Si bien las prácticas discriminatorias con respecto a la herencia suelen estar 
arraigadas en el derecho informal o consuetudinario (consulte la Sección 2.2.2.2), la 
legislación también puede limitar los derechos de las mujeres a la herencia al preferir 
a los miembros masculinos de la familia por sobre las mujeres. La Sección 103 del Có-
digo del Estatuto Personal de 1956 de Túnez, por ejemplo, establece que: “hay tres 
casos que aplican a las hijas inmediatas: (1) una única hija hereda la mitad de la heren-
cia; (2) dos o más hijas heredan colectivamente dos tercios de la herencia; (3) cuando 
hay hijos varones, el varón hereda el doble que la mujer”.34 Además, el desconocimien-
to de los derechos de propiedad y de herencia con frecuencia son obstáculos impor-
tantes para la protección de los derechos de propiedad de las viudas.35 Esto se com-
plica por los altos costos de los procedimientos jurídicos, las largas distancias a los 
tribunales y los incómodos procedimientos judiciales, que colocan a las viudas en si-
tuaciones de vulnerabilidad.36

2.2.2.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación 

•	 Todas las ramas del derecho (constitucional, civil, familiar, penal, administrativo; con-
sulte el Módulo  1) están interrelacionadas y las reformas en una esfera del derecho 
podrían no tener el efecto deseado si en las otras se sigue discriminando a la mujer. 
Por ejemplo, las mujeres pueden tener un derecho equitativo al divorcio, pero pueden 
verse disuadidas de ejercerlo si la ley que determina la forma de distribución de los 
bienes conyugales al disolverse el matrimonio las discrimina.

•	 En los sistemas jurídicos plurales, con frecuencia las reformas a las leyes sobre el ma-
trimonio, la familia y la propiedad a través de la legislación formal son impugnadas por 
diferentes sectas religiosas y tradicionales, las cuales sancionan las normas matrimo-
niales y patrimoniales patriarcales en esos contextos. 

2.2.2.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación

Abogar por reformar las leyes discriminatorias existentes y promulgar nuevas leyes. Las re
formas deben dar prioridad a:

•	 La derogación de la legislación discriminatoria que tienen su origen en la noción de po
der y dominación masculinos. Entre ellas figuran las siguientes: disposiciones sobre el 
poder marital masculino y los jefes de hogar; restricciones a la igualdad de derechos de 
sucesión; restricciones a los movimientos de las mujeres; libre elección del domicilio; la 
capacidad de la mujer para adquirir, cambiar o conservar la nacionalidad, o transferirla a 
su cónyuge e hijos; las prácticas del matrimonio en la infancia, los ritos de viudedad y 
la herencia de la viuda; leyes de divorcio basadas en la culpa; y cualquier impedimento 
legal para la pensión alimenticia, la custodia y la manutención de los hijos. Cuando co
rresponda, habrá que abogar por un régimen unificado de familia, matrimonio y heren-
cia que ofrezca un medio común de protección a las mujeres de todos los orígenes. 

•	 La propiedad comunitaria total o parcial como régimen de propiedad marital predeter
minado. Asegurar la administración conjunta de la propiedad conyugal, en particular 
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en lo que se refiere a los bienes inmuebles, y asegurar que el consentimiento claro, in
formado y por escrito de los cónyuges sea un requisito para la transferencia o venta de 
dichos bienes.37

•	 La promulgación de legislación protectora contra la discriminación para reducir las vio
laciones de los derechos humanos contra diversos grupos de mujeres. Por ejemplo, las 
Directrices internacionales sobre el VIH/SIDA y los derechos humanos de la ACNUDH 
y el Programa Conjunto de las Naciones Unidas sobre el VIH/SIDA recomiendan que 
“las legislaciones deberían reexaminarse y modificarse para asegurar la igualdad de la 
mujer en lo que respecta al régimen de bienes y las relaciones conyugales, así como el 
acceso al empleo y a las oportunidades económicas, para eliminar las limitaciones dis
criminatorias sobre los derechos de propiedad y de sucesión, capacidad de celebrar 
contratos y contraer matrimonio, obtener créditos y financiación, iniciar trámites de 
separación o divorcio, compartir equitativamente el patrimonio conyugal al divorciarse 
o separarse, y mantener la custodia de los hijos”.38 El Programa Conjunto también re-
comienda que “la edad para el consentimiento sexual y el matrimonio debería ser la 
misma para varones y mujeres y la ley debería proteger el derecho de la mujer y la niña 
a negarse a contraer matrimonio o a mantener relaciones sexuales”.39

•	 En la Sección 1.3 se analiza la igualdad de derechos de los cónyuges y las parejas en 
los distintos acuerdos matrimoniales. En particular, las mujeres en uniones consuetudi-
narias o de hecho deberían gozar de los mismos derechos de propiedad y de sucesión 
que las mujeres casadas con arreglo al sistema jurídico romanista.40

•	 La institucionalización de los contratos matrimoniales como mecanismo de protección 
que permitan a las mujeres renunciar a leyes y prácticas discriminatorias del ámbito 
personal que de otro modo podrían aplicarse.

•	 La propuesta de leyes sobre la sucesión (disposiciones testamentarias) que permitan 
a las personas decidir quién hereda los bienes que ellas mismas adquirieron. Esas dis-
posiciones podrían ser una importante protección contra la discriminación en materia 
de sucesión.41
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Arriba: Myanmar. Mujer volviendo a casa del trabajo, caminando por la carretera de Naypyitaw. © Banco 
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•	 El reconocimiento legislativo pleno del trabajo no remunerado realizado por las muje-
res en los hogares y en las empresas familiares. Aunque no sean de naturaleza finan-
ciera, estas contribuciones deben considerarse en la distribución de la propiedad al 
terminar el matrimonio, ya sea por fallecimiento o divorcio.

•	 Un lenguaje que asegure que la igualdad de derechos entre hombres y mujeres en el 
matrimonio no esté subordinada a normas o prácticas religiosas o consuetudinarias. 
Además, asegurarse de que las mujeres puedan optar por el tipo de matrimonio y el 
régimen matrimonial de su elección para la protección de sus derechos.

•	 Mecanismos que protejan a las mujeres de las perjudiciales regulaciones del divorcio. 
Por ejemplo, la sección 7 de la Ordenanza sobre las leyes de la familia musulmana de 
1961 de Pakistán establece que el hombre que desee divorciarse de su esposa, tras pro
nunciar tres veces talaq (repudiar), debe notificar por escrito de sus acciones al Con-
sejo de arbitraje con copia a su esposa. De este modo, el Consejo intenta la reconci
liación en un plazo de 30 días y, de no lograrse, el divorcio se hace efectivo 90 días 
después de la notificación inicial o en una fecha posterior si la esposa está embarazada 
en ese momento.42

•	 La igualdad de derechos de propiedad para mujeres y hombres, incluido el derecho a 
heredar y legar estos derechos. Esto puede requerir la erradicación de todas las for-
mas de discriminación relacionadas con los derechos de tenencia, incluidas las deriva-
das del cambio de estado civil, la falta de capacidad jurídica y la falta de acceso a los 
recursos económicos. Esas medidas del Estado deben ser coherentes con las obliga-
ciones que les incumben en virtud del derecho y la legislación nacionales pertinentes 
y el derecho internacional y teniendo debidamente en cuenta los compromisos volun-
tarios contraídos en virtud de los instrumentos regionales e internacionales que co-
rrespondan.43 Una justificación importante para el fortalecimiento de las políticas es la 
necesidad de protección de la propiedad de la mujer adquirida por la vía de fuentes 
familiares, a través de intervenciones gubernamentales que les garanticen la tenencia 
de la tierra, lo cual puede incluir la inscripción y certificación del título de propiedad. 

Para promover la reforma jurídica, deben considerarse los factores que fortalecen la apli-
cación de las leyes:

•	 Reflexionar sobre los medios de aplicación y definir claramente las instituciones que 
son responsables de su aplicación. Por ejemplo, las observaciones y recomendaciones 
finales del comité de la CEDAW para Albania observaron que la falta de implementa-
ción de la Ley n.º 33/2012, que contempla la propiedad conjunta de ambos cónyuges 
sobre los bienes adquiridos durante el matrimonio sigue aumentando la discrimina-
ción contra la mujer en materia de herencia.44

•	 Ser realistas y distinguir entre los diferentes tipos de derechos individuales y colecti-
vos. Por ejemplo, como individuo, la mujer solamente puede reclamar la propiedad 
que ella misma adquirió, la propiedad adquirida conjuntamente o la propiedad que ha 
recibido como donación o herencia. También se le pueden otorgar derechos de usua-
rio limitado sobre la propiedad inmueble de su propia familia ampliada o linaje, mien-
tras que en el caso de la propiedad ampliada o linaje de su esposo, ella generalmente 
ejercería el derecho de uso de dicha propiedad en nombre de sus hijos. Sin embargo, 
también es importante explorar los desarrollos progresivos que se están llevando a 
cabo en todo el mundo. La Ley sobre el derecho de la familia de Fiyi de 2003, por 
ejemplo, estipula que, en asuntos de divorcio, cuando la tierra está bajo las leyes nati-
vas, el marido, su familia o mataqali (un clan fiyiano o unidad de propietarios) debe 
compensar a la mujer en la medida de su valor comercial.45

•	 Considerar las circunstancias de las mujeres en las uniones monógamas, polígamas y 
de hecho así como las complejas interacciones entre el entorno nuclear y el entorno 

http://www.refworld.org/docid/4c3f1e1c2.html
http://www.refworld.org/docid/4c3f1e1c2.html
https://www.ilo.org/dyn/natlex/docs/ELECTRONIC/66125/69852/F1469246504/FJI66125.pdf
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de la familia ampliada. Las opiniones de las mujeres sobre cómo deben protegerse 
sus derechos en estas circunstancias pueden variar; de ser posible, los recursos jurídi-
cos procurados han de regirlos directamente las mujeres afectadas. 

RECUADRO 2.2  Ejemplo de una ley de divorcio discriminatoria

De acuerdo con la ley sharía, solamente el marido tiene derecho a divorciarse (por medio del 
talaq). Esto le otorga poder unilateral para divorciarse de su esposa sin expresar ningún moti-
vo, mientras que la mujer debe apelar buenas razones como fundamento. La mujer tiene tres 
opciones limitadas en el divorcio: mubarah, el marido tiene ventaja y no está obligado a con-
sentir su liberación; khul, ella compra su liberación al devolver su dote; y talaq-e-tafwaz, se le 
confiere a la mujer el derecho de divorciarse de su marido si él le delega tal poder. Por tanto, 
el divorcio basado en la culpa tiene como resultado marcos económicos que con frecuencia 
perjudican a las mujeres, quienes generalmente son económicamente dependientes y están 
sujetas a normas discriminatorias sobre la custodia de los hijos y el derecho a volverse a casar.

Fuente: Niaz A. Shah, “Derechos humanos de las mujeres en el Corán: un enfoque interpretativo”, Human 

Rights Quarterly, vol. 28, No. 4, págs. 892-893, (2006).

•	 Promover la educación y la concientización acerca de las leyes relativas al matrimonio, 
la familia y la propiedad, y particularmente las leyes relativas a los derechos, la protec-
ción y las vías de acceso de la mujer a la justicia. Esto debería incluir campañas nacio-
nales de concientización antes, durante y después de las reformas constitucionales y 
legislativas para crear conciencia sobre su propósito y contenido en todos los ámbitos 
de la sociedad.

2.2.2.2	 Leyes informales

Las relaciones matrimoniales, familiares y patrimoniales están afectadas por cuestiones que 
van más allá de las descritas en el Módulo 1. En el marco del derecho consuetudinario y del 
religioso, los sistemas de linaje sirven como base para los derechos, privilegios y obligacio-
nes dentro de la familia, incluida la identidad, la toma de decisiones en asuntos de linaje, la 
distribución de la propiedad, la custodia y la manutención de los hijos. Si bien los sistemas 
de linaje pueden variar de un país a otro, los dos más conocidos son el matrilineal y el pa-
trilineal. El primero traza la descendencia a través de un antepasado femenino y el segundo 
a través de un antepasado masculino. Las mujeres tienden a ejercer influencia a través del 
linaje y como líderes políticas en los sistemas de descendencia matrilineal, y con frecuen-
cia, pueden acceder a las tierras del linaje con mayor facilidad en comparación con las mu
jeres de los sistemas patrilineales. En estos últimos, las mujeres rara vez se presentan como 
líderes o ejercen influencia política. 

Las diferencias entre las oportunidades y restricciones a las que se enfrentan las mujeres 
en las comunidades matrilineales y patrilineales con frecuencia desaparecen una vez que 
las mujeres se casan. Independientemente del linaje, el matrimonio puede generar una su
bordinación automática del estatus de la mujer frente al hombre, sobre todo porque es fre
cuente que una mujer emigre de su linaje para unirse al linaje o lugar de residencia de su ma
rido. Como “persona extraña” en el linaje de su marido, una esposa no adquiere derechos 

En los entornos en que no haya un código familiar unificado y existan múltiples sistemas de derecho 
de familia, como los sistemas civil, indígena, religioso o consuetudinario, garantizar que las leyes 
sobre la condición jurídica de las personas dispongan la elección individual en cuanto al derecho de 
familia aplicable en cualquier etapa de la relación. Los tribunales estatales deben revisar las decisio-
nes de todos los otros órganos a ese respecto. 

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 46(c).

Los sistemas de  

linaje dictan el  

estatus, las opor­

tunidades, los pri­

vilegios, los roles y 

las responsabilida­

des de los miem­

bros de la familia, 

tanto varones 

como mujeres.

https://www.jstor.org/stable/20072771?seq=1#page_scan_tab_contents


170 Herramientas para el diseño de programas de acceso a la justicia para las mujeres

absolutos de uso sobre las tierras del linaje de su marido ni sobre la propiedad personal 
de este.

En algunos ámbitos del derecho consuetudinario, las esposas también tienen la obligación 
de ayudar a sus maridos en sus actividades económicas sin recibir remuneración. Al fallecer 
el marido, ella no tiene automáticamente derecho a la propiedad que ella pudo haber ayu-
dado a adquirir a través de su trabajo, a menos que pueda probar su contribución financie-
ra. Bajo ambos sistemas de linaje, la familia ampliada de un varón fallecido tiene mayores 
derechos sobre la propiedad de este, poniendo en desventaja a la familia nuclear. De la mis
ma manera, los hijos y los sobrinos poseen derechos de herencia superiores sobre las pro
piedades familiares y del linaje en comparación con las hijas y sobrinas. Por ejemplo, en 
Nigeria, la práctica de Nnewi establece que “cuando un hombre muere sin hijos varones, 
pero tiene hijas… una hija debe seguir soltera y tener hijos, quienes se convertirán en los 
herederos efectivos de la herencia de su padre fallecido y continuarán el linaje masculino”.46

En algunos casos, las propias mujeres son consideradas bienes muebles. Esto se ejemplifi-
ca en prácticas como el levirato, que consisten en que una mujer pasa a ser “propiedad” de 
otro hombre (normalmente el cuñado de ella) a la muerte de su marido. 

2.2.2.2.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 La diversidad de normas consuetudinarias y religiosas que rigen el matrimonio y la 
familia puede afectar la capacidad de un Estado para crear consenso sobre la reforma 
de los aspectos que obstaculizan los derechos de la mujer. 

2.2.2.2.2	 Consideraciones y opciones de la programación 

Mediar las inquietudes e intereses de las instituciones de justicia, formales e informales, en 
sistemas jurídicos plurales a través de intervenciones como:

•	 Abogar por la codificación de la legislación consuetudinaria y religiosa sobre el matri-
monio y la familia para facilitar su armonización con la legislación nacional y las nor-
mas internacionales de derechos humanos. Los puntos de partida podrían ser comen-
tarios ya elaborados por académicos y clérigos. Este ejercicio de codificación debería 
contribuir al proceso de diseño y adopción de códigos familiares y regímenes de pro-
piedad unificados que tengan en cuenta los marcos normativos tanto formales como 
informales. 

•	 Impugnar leyes informales discriminatorias en tribunales formales a través de litigios 
estratégicos (consulte el Recuadro A.2.9 en los apéndices).

•	 Documentar principios y prácticas consuetudinarias y religiosas positivas que apoyen 
los derechos de la mujer relativos al matrimonio, la familia y la propiedad, y fomentar 
el diálogo continuo para armonizar las leyes formales e informales. 

2.3	 Políticas y presupuestos del sector de la justicia
Las políticas y presupuestos del sector de la justicia y la seguridad pueden apoyar el cum-
plimiento de los derechos relacionados con el matrimonio, la familia y la propiedad, así 
como las protecciones previstas en la legislación y las constituciones. Para asegurar la efi
cacia, deben existir vínculos que se refuercen mutuamente entre las políticas y los presu-
puestos del sector de la justicia y la seguridad, y otras políticas sectoriales. Por ejemplo, los 
derechos de propiedad en el matrimonio pueden reforzarse por las políticas del sector de 
justicia y seguridad, así como por las políticas sobre tenencia de la tierra, administración 
de la tierra, seguridad alimentaria y agricultura (consulte la Figura 2.1). Es necesaria la armo
nización de las políticas entre el sector de justicia y seguridad y el sector de tenencia y 
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administración de la tierra para mitigar la discriminación en los acuerdos de tenencia de la 
tierra, incluidas las derivadas del cambio de estado civil, falta de capacidad jurídica y ca-
rencia de recursos económicos.47

A modo de ejemplo, La Política Nacional de la Tierra de Uganda incluye el compromiso de 
proteger los derechos de las mujeres de heredar y poseer tierras mediante la igualdad o la 
titularidad de la propiedad entre mujeres y hombres antes, durante y después de la disolu-
ción del matrimonio. Los tres elementos clave de este compromiso son los siguientes:

1.	 Diseñar y aplicar un régimen de derecho de propiedad matrimonial destinado a la pro
tección de los cónyuges.

2.	Establecer disposiciones jurídicas para la copropiedad conjunta o conyugal de la tierra 
familiar y el hogar matrimonial.

3.	Enmendar la Ley de Sucesiones de 1906 (cap. 162) para establecer el derecho de la 
mujer y los hijos a la sucesión y a la herencia de las tierras familiares.48

FIGURA 2.1  Protección de los derechos de propiedad de las mujeres mediante vínculos entre  

las políticas intersectoriales

2.3.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Los componentes de los derechos relativos al matrimonio, la familia y la propiedad en 
las estrategias del sector de la justicia y la seguridad podrían considerarse respon
sabilidad de un organismo del Estado (p. ej., la institución nacional para asuntos de la 
mujer), y no como una obligación compartida entre varias instituciones. 

Los derechos rela­

tivos al matrimo­

nio, la familia y la 

propiedad atravie­

san por distintos 

ámbitos de las  

políticas públicas.

Políticas sobre 
tenencia de la  

tierra y administra-
ción de la tierra

Políticas sobre 
crédito y otras 

formas de asisten-
cia financiera para 

las mujeres

ESTRATEGIAS  
DEL SECTOR DE  

LA JUSTICIA Y LA 
SEGURIDAD

Políticas sobre 
educación de 

adultos y alfabeti-
zación funcional

Políticas 
sobre la salud 

de la mujer, inclui-
dos los servicios de 

salud reproduc-
tiva

Políticas 
agrícolas

Estrategias  
nacionales sobre 

cuestiones de  
género

Políticas  
de seguridad  
alimentaria

Polí-
ticas de se-

guridad social, 
incluso para las mu-
jeres en la econo-

mía del sector 
informal

http://www.refworld.org/docid/5a7af0ed4.html
https://www.ulii.org/node/24057


172 Herramientas para el diseño de programas de acceso a la justicia para las mujeres

•	 Los derechos relativos al matrimonio, la familia y la propiedad podrían percibirse como 
un “tema de mujeres” y, por lo tanto, no atraer el suficiente compromiso político en-
tre los formuladores de políticas para que la legislación se traduzca eficazmente en 
políticas. 

2.3.2	 Consideraciones y opciones de la programación
El diseño de las políticas del sector de la justicia y la seguridad debe incluir lo siguiente:

•	 Respeto por los derechos y las necesidades de las mujeres en diversos contextos fa-
miliares.

•	 Colocar los derechos relativos al matrimonio, la familia y la propiedad en el contexto 
nacional como una cuestión de importancia central para la implementación de los ODS. 

•	 Presupuestación para acelerar la aplicación de leyes equitativas sobre la familia y la 
propiedad mediante el fortalecimiento intersectorial de las instituciones pertinentes 
de justicia, orden público y servicios sociales.

•	 Intervenciones intersectoriales de desarrollo de la capacidad que reúnan a todas las 
partes interesadas relevantes (p. ej., funcionarios de la administración de justicia, titu-
lación de la propiedad y de extensión agrícola) y, a través de ellas, promuevan el diá
logo y la colaboración continuos entre sectores.

3.0	 Creación de instituciones de justicia  
eficaces, que rindan cuentas  
y con perspectiva de género

La realización plena de los derechos de la mujer en el contexto de las relaciones matrimo-
niales, familiares y patrimoniales que se establecen en el derecho internacional, las consti-
tuciones, la legislación y las políticas exigirá una aplicación efectiva y sistemática de esas 
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reglas y normas en toda la cadena de justicia. Las formas en que las instituciones judiciales 
practican la observancia de estos derechos tendrán amplias consecuencias en la capaci-
dad de las mujeres para acceder a la justicia ante las transgresiones de sus derechos en los 
diversos contextos en un país. El Módulo 1 esboza las seis dimensiones de acceso a la jus-
ticia: justiciabilidad, disponibilidad, accesibilidad, buena calidad, interposición de recursos 
para las víctimas y rendición de cuentas de los sistemas de justicia.49 Destaca que estas 
seis dimensiones que se superponen ofrecen un marco estructurado para un análisis inte-
gral del acceso de las mujeres a la justicia en general y ayudan a evaluar el grado de efica-
cia y rendición de cuentas de las instituciones de justicia. Esta sección destaca la forma en 
que cinco de las seis dimensiones son aplicables en el contexto las relaciones matrimonia-
les, familiares y patrimoniales.50

3.1	 Disponibilidad 
La disponibilidad de las instituciones de justicia, los mecanismos judiciales o cuasi judicia-
les en todo el territorio de un Estado51 para abordar las disputas familiares, adquiere una 
urgencia todavía mayor a medida que un número creciente de estudios demuestra que las 
mujeres pobres tienden a ser el grupo más numeroso de demandantes en el derecho fami-
liar. Por ejemplo, en Jordania, el 71 % de los casos de asistencia jurídica involucran a muje-
res, lo que aumenta al 94 % en los casos de derecho familiar (ver el Cuadro 2.2).52

CUADRO 2.2  Desglose de los casos de asistencia jurídica por tipo y sexo en Jordania

Administrativo Penal Civil Familiar Total

Hombres 41 % 40 % 65 % 6 % 29 %

Mujeres 59 % 60 % 35 % 94 % 71 %

Fuente: Paul Prettitore, Prestación de servicios del sector judicial a las personas pobres, ¿cómo están abordan-

do las deficiencias los gobiernos del Oriente Medio?, pág. 7, (Washington, D.C., El Banco Mundial, 2013).

De igual modo, un estudio del sector judicial en Perú reveló que había un impacto signi
ficativo en las familias pobres, con 73.3 % de casos de manutención de hijos presentados 
por mujeres y 67 % de casos de violencia doméstica que no llegaron a juicio en los tribu-
nales.53 Esto llevó al Banco Mundial a incluir, en una revisión de su diseño de proyecto, el 
fortalecimiento de las capacidades operativas de los tribunales familiares y los sistemas de 
remisión.54 Otro estudio sobre el acceso a la justicia de calidad en el derecho familiar en 
Indonesia en los tribunales generales y religiosos reveló que los estratos más pobres de la 
sociedad indonesia se enfrentan a importantes obstáculos al interponer acciones de de
recho familiar en los tribunales. Nueve de cada 10 mujeres jefas de hogar que viven por 
debajo de la línea de pobreza indonesia no pudieron acceder a los tribunales para presen-
tar sus demandas de divorcio, principalmente por razones financieras, como las tasas a 
pagar a los tribunales y los gastos de transporte.55 Una encuesta más reciente hecha en ho
gares de Colombia sobre las necesidades jurídicas también reveló que los casos de justicia 
familiar afectan más a las mujeres que a los hombres con una diferencia de 11 puntos por-
centuales (26 % de las mujeres y 15 % de los hombres).56

3.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación
•	 Los tribunales de familia, al estar dentro de la jerarquía inferior del sistema judicial, 

generalmente no pueden competir con los tribunales de nivel superior (en particular 
los que generan ingresos, como los tribunales para asuntos comerciales) por los recur-
sos del Estado.
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3.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Generar conocimientos y pruebas sobre el nivel de disponibilidad de las instituciones de jus
ticia en la resolución de disputas matrimoniales, familiares y patrimoniales mediante: 

•	 Utilización de las evaluaciones de los países y los análisis de la situación (consulte el Mó
dulo 1 y el Módulo 5) para generar datos sobre la distribución de las instituciones de 
justicia de nivel inferior y los tribunales locales, y la proporción de las poblaciones re-
levantes por sexo con respecto a esos tribunales. Determinar a partir de este análisis 
el impacto que tendría su falta de disponibilidad en la capacidad de las mujeres para 
buscar justicia y proteger sus derechos. 

•	 Usar estos datos para promover y ejercer presión entre los asociados gubernamenta-
les locales y nacionales (incluidos los ministerios de justicia y los ministerios de finan-
zas) para el establecimiento de tribunales que puedan abordar cuestiones múltiples e 
interrelacionadas, como el matrimonio, la familia, la violencia doméstica y las disputas 
sobre la propiedad.

3.2	 Accesibilidad

La accesibilidad en el contexto de los derechos relativos al matrimonio, la familia y la pro-
piedad es fundamental, porque las mujeres pueden enfrentarse a la doble carga de la falta 
de recursos económicos para tener acceso al sistema de justicia y la falta de manutención 
conyugal o de los hijos y de la pensión alimenticia (consulte la Figura 2.2). En algunos ca-
sos, las mujeres demandantes también pueden ser supervivientes de la violencia y, en este 
contexto, es posible que necesiten tener acceso a múltiples puntos de la cadena de justicia. 
Para hacer frente a los posibles desafíos que plantea navegar por el sistema judicial, debe-
rían elaborarse procesos y procedimientos simplificados a fin de limitar la necesidad de 
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traslados frecuentes, en particular cuando las limitaciones económicas o de tiempo cons-
tituyen una carga en sí mismas.

FIGURA 2.2  El ciclo de carencias y barreras económicas para acceder a la justicia

3.2.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Las mujeres que tienen “doble carga” y carecen de los recursos necesarios para aten-
der las necesidades tanto del hogar como de la justicia, se toparán con obstáculos 
adicionales para tener acceso a la justicia si viven en zonas de difícil acceso (p. ej., las 
regiones montañosas o accidentadas y los lugares con una infraestructura vial defi-
ciente) o si pertenecen a un grupo étnico determinado y, por esas razones, se enfren-
tan a obstáculos tanto geográficos como lingüísticos en el ejercicio de sus derechos.

3.2.2	 Consideraciones y opciones de la programación 
Abordar la inaccesibilidad económica a través de fondos especiales y asistencia jurídica 
mediante: 

•	 Abogar por regímenes de protección social nacionales que ofrezcan asistencia finan-
ciera a las mujeres que no pueden costear acudir a los tribunales. Esos planes deberían 
cubrir los gastos de transporte a las instituciones judiciales y cuasi judiciales y ofrecer 
exenciones de las tasas y los gastos de tramitación. 

•	 Apoyar la prestación de asistencia jurídica en el contexto del derecho familiar. Esto 
debe acompañarse de un criterio de prueba de elegibilidad basado en los ingresos 
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reales o en los activos disponibles de la mujer y un proceso administrativo para obte-
ner asistencia jurídica que sea gratuito y sencillo.57 Se debe disponer de una amplia 
gama de servicios jurídicos, como información jurídica, asesoramiento jurídico y repre-
sentación legal (consulte el Módulo 1). 

•	 Asegurarse de que las instalaciones sean “apropiadas para la familia” ya que es más 
probable que las mujeres asistan a los procedimientos judiciales con sus hijos. Por 
consiguiente, se deben proporcionar zonas de espera adecuadas para las madres (y 
otras mujeres in loco parentis, como las abuelas), incluidas las embarazadas o en pe-
ríodo de lactancia. Estas instalaciones también deben ser “apropiadas para los niños” 
a fin de asegurar la seguridad y protección de los niños que acompañan a sus madres 
u otros familiares en calidad de demandantes o testigos.

3.3	 Buena calidad
Las instituciones de justicia encargadas de atender los derechos relativos al matrimonio, 
familia y propiedad deben cumplir las normas internacionales de competencia, eficiencia, 
independencia e imparcialidad. La CEDAW GR 33 recomienda adoptar indicadores para me
dir el acceso de las mujeres a la justicia, así como enfoques innovadores y transformadores 
de la justicia, incluidas, en caso de ser necesarias, reformas institucionales más amplias. 
Esto incluye la protección de la privacidad, el uso de tecnología para capturar pruebas a 
distancia, poner disposición de los demandantes las actuaciones judiciales por escrito y 
proteger a todas las personas implicadas en esas actuaciones.58

3.3.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Incluso cuando las leyes prohíben la discriminación contra la mujer, podrían seguir in-
terpretándose de manera discriminatoria debido a la parcialidad individual del perso-
nal de justicia. Eliminar esas actitudes discriminatorias es un proceso a largo plazo que 
requiere inversiones a largo plazo. 

•	 Se considera que los tribunales de familia pertenecen a la cadena de instituciones de 
“bienestar social” y corren el riesgo de no recibir una financiación adecuada del Esta-
do para funcionar eficazmente (p. ej., al arreglar los sistemas disfuncionales de admi-
nistración de expedientes). 

•	 La puntualidad en el procesamiento y la aplicación de las medidas correctoras, así 
como la falta de privacidad, también podrían afectar el acceso de las mujeres a servi-
cios de calidad. Los retrasos pueden deberse a una capacidad inadecuada de recursos 
humanos, el desafío de transmitir información por la cadena de justicia, las dificultades 
asociadas con la recopilación de pruebas y las superposiciones o carencias en los man
datos institucionales.

3.3.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Hacer frente a los problemas sistémicos mediante:

•	 Abordar las demoras en la administración de justicia, en particular, en que los casos lle
guen a los tribunales. Esto puede lograrse mejorando las habilidades de gestión de re
gistro de los departamentos administrativos y financieros; acelerando los casos que 
involucran a grupos especiales, como mujeres embarazadas y madres en período de 
lactancia; y fortaleciendo el uso de mecanismos de RCA para reducir los retrasos. 

•	 Asegurar la facilidad de las remisiones dentro de los tribunales de familia y entre ellos, 
los tribunales de violencia, las instituciones de bienestar social y los servicios de liber-
tad vigilada, y el fomento de una coordinación eficaz entre ellos.
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•	 Explorar la integración de la resolución de disputas, la asistencia jurídica, las órdenes 
de custodia de los hijos, las órdenes de protección y servicios sociales para minimizar 
las referencias por la cadena de justicia.

Evaluar las carencias de capacidad en la prestación de servicios de calidad. Las interven-
ciones podrían incluir: 

•	 La impartición de capacitación a los agentes de la justicia, formales e informales, inclui
dos aquellos cuyos mandatos tienen que ver con los derechos de propiedad de la mu
jer (por ejemplo, organismos responsables de la vivienda, la titulación de tierras, la ad
ministración de tierras, la extensión agrícola, la inmigración y el asilo). 

•	 En los casos en que los procesos de reforma legislativa sean lentos, promover el acti-
vismo judicial entre los agentes de la justicia y apoyar a las organizaciones jurídicas y 
de derechos humanos de las mujeres para que lleven a cabo litigios de interés público 
con el fin de aplicar las normas internacionales. 

3.4	 Recursos
La amplia gama de recursos que la CEDAW GR 33 indica incluye la restitución o reintegra-
ción, la indemnización (ya sea financiera o en bienes) y el mantenimiento y rehabilitación, 
que puede incluir atención médica y psicológica u otros servicios sociales.59 En asuntos 
relacionados con los derechos relativos al matrimonio, la familia o la propiedad, la com-
prensión de los recursos apropiados debe ser lo suficientemente amplia como para incluir 
los gastos incidentales (p. ej., transporte y cuidado de los niños) que las mujeres deban 
costear en el proceso de procuración de justicia. Por otro lado, “los recursos relativos a da
ños civiles y sanciones penales no son mutuamente excluyentes”.60 Se deben considerar me
didas adicionales que garanticen la seguridad de las mujeres y sus familias, al reforzar los 
recursos del derecho familiar y las órdenes de protección y alejamiento.

3.4.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 La legislación podría no brindar vías de recurso específicamente apropiadas para las 
mujeres cuyos derechos han sido infringidos en las relaciones matrimoniales, familiares 
y patrimoniales. 

•	 Cuando los demandados incumplen los mandatos de pago de pensión alimenticia o 
mantenimiento, las mujeres y los hijos pueden quedar en la indigencia ante la falta de 
un fondo estatal específico para prefinanciar las demandas en trámite (consulte el Re
cuadro A.2.13 en los apéndices).

•	 Los tribunales formales e informales pueden hacer más estrictas las normas consuetu-
dinarias y religiosas que deniegan los derechos de la mujer en los acuerdos relativos al 
matrimonio, la familia y la propiedad.

3.4.2	 Consideraciones y opciones de la programación 
En el contexto de los procedimientos judiciales formales e informales, se debe considerar:

•	 El trabajo de cuidados y el trabajo doméstico no remunerados de las mujeres a realizar 
la evaluación de los daños, la pensión alimenticia y la distribución de la propiedad.61

•	 Fomentar y apoyar la creación de fondos específicos para mujeres con el fin de prefi-
nanciarlas si las personas o entidades obligadas al pago de indemnizaciones moneta-
rias no están dispuestas a cumplir sus obligaciones jurídicas o se demoran en hacer-
lo.62 Esas intervenciones pueden servir como medidas alternativas de protección social 
destinadas a proteger a las mujeres de la miseria, en caso de que las indemnizaciones 
monetarias se retrasen o no se ejecuten. 
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3.5	 Rendición de cuentas
La rendición de cuentas establece sistemas para promover la disponibilidad, el acceso, la 
buena calidad y el suministro de recursos.63 Para que esto sea eficaz, las instituciones judi-
ciales deben ser auditadas para establecer su independencia, eficiencia e integridad.64 En 
sus operaciones ordinarias, los mecanismos de denuncia que se han establecido en las ins
tituciones judiciales (consulte el Módulo 1) deberían ocuparse con urgencia de las contro-
versias matrimoniales, familiares y patrimoniales y asegurar que la tendencia de que las mu
jeres representan a la mayoría de los demandantes en esas situaciones no se utilice como 
base para desestimar esas denuncias. La recopilación y publicación de datos sobre la ges-
tión de casos, las tasas de finalización y los resultados también serán fundamentales para 
el continuo diseño y promoción de políticas. 

3.5.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 En las zonas rurales, las demoras y la corrupción podrían incrementarse debido a la ca
rencia de un sistema eficaz de descentralización que asegure una dotación de recur-
sos adecuada para recopilar datos, vigilar y supervisar a las instituciones judiciales.

3.5.2	 Consideraciones y opciones de la programación 
Promover la rendición de cuentas entre el derecho familiar y las instituciones judiciales re
lacionadas:

•	 Abogar por la creación o el fortalecimiento de las instituciones judiciales locales exis-
tentes que se ocupan de las controversias sobre la familia, la violencia y la propie-
dad entre los asociados del gobierno local mediante la asignación de recursos adecua-
dos, el establecimiento de mecanismos de supervisión y la recopilación y el análisis de 
datos.65

•	 Acordar indicadores nacionales para la supervisión de los tipos de casos desglosados 
por sexo del demandante, la frecuencia de las suspensiones y duración promedio de un 
caso; utilizar esos datos para rectificar anomalías y mejorar la impartición de servicios 
judiciales.
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•	 Ante la posible magnitud de los casos de derecho familiar instituidos por mujeres, 
equipar y apoyar a los organismos cuasi judiciales y a las OSC con los medios para abor
dar un porcentaje de las controversias como primera línea de respuesta. 

•	 Elaborar materiales de recursos para los jueces sobre las buenas prácticas de juris
prudencia relativas a los derechos en el matrimonio, la familia y la propiedad. Estos 
pueden incluir repertorios de casos, consolidación de la legislación pertinente, reglas 
de procedimiento y medios de prueba y detalles de las leyes consuetudinarias y reli-
giosas que afectan a las mujeres en estas áreas. Esos recursos también pueden incluir 
ejemplos de buenas prácticas adoptadas por los tribunales para manejar los casos 
relativos al matrimonio, la familia y la propiedad de forma oportuna.

3.6	 Participación de las mujeres en las instituciones 

de justicia

Sobre la base de que las mujeres constituyen la mayoría de los demandantes en controver-
sias relativas al matrimonio y la familia, se les deben brindar oportunidades significativas 
de participar en la impartición de justicia en este ámbito, así como en las demás áreas de 
la administración de justicia. 

3.6.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Las mujeres en las instituciones judiciales, quienes además conforman una familia, se 
enfrentan a desafíos de relaciones de poder inequitativas en lo que se refiere a sus pro
pias relaciones matrimoniales, familiares y patrimoniales. 

•	 Las normas culturales y religiosas pueden excluir a las mujeres del trabajo en el sector 
público o restringir su capacidad para presidir casos en los que estén involucrados 
hombres, o dictar órdenes y fallos en su contra. 

•	 Es posible que las mujeres no estén en condiciones de aceptar puestos en las comuni-
dades rurales donde se encuentran la mayoría de los tribunales inferiores, en vista de 
las opiniones culturales y religiosas que no permiten que las mujeres lideren a los hom-
bres (en este caso, miembros varones de la familia) en la migración. 

3.6.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Promover entornos laborales inclusivos y que apoyen a la familia en las instituciones de jus
ticia, entre otras cosas:

•	 Abogar por políticas de recursos humanos y de acción afirmativa que apoyen la repre-
sentación equitativa de las mujeres en los tribunales familiares del sector público en 
todos los niveles, y asegurar que aquellas asignadas a zonas rurales se les proporcio-
nen guarderías y otras formas de asistencia para garantizar que puedan mantener un 
contacto regular con sus familias.

•	 Creación de consenso entre los jefes, los mayores y los líderes religiosos para lograr la 
participación efectiva de la mujer en los asuntos relacionados con el linaje y la resolu-
ción de controversias. 

Emprendan una reforma del sector de la seguridad que tenga en cuenta las cuestiones de género y 
responda a estas cuestiones y que tenga como consecuencia la creación de instituciones represen-
tativas del sector de la seguridad que aborden eficazmente las distintas experiencias y prioridades 
de seguridad de las mujeres.

Fuente: CEDAW GR 30, párr. 69(b).
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4.0	 Empoderamiento jurídico de las mujeres 

4.1	 Participación de las mujeres en procesos  

de reforma jurídica
La participación de la mujer en los procesos de reforma jurídica y en los organismos legis-
lativos puede ser un desencadenante efectivo de las reformas en los derechos relativos al 
matrimonio, la familia y la propiedad, porque las mujeres están en mejores condiciones de 
exponer las cuestiones que las afectan. En Ruanda, a las parlamentarias se les ha recono-
cido por reformas sobre herencia y propiedad (la Ley de sucesiones de 1999), igualdad en 
la tenencia de tierras (la Política nacional de tierras de 2004 y la Ley de tierras de 2005) 
y la penalización de la violación marital.66 De igual manera, en Tanzania, país en el que las 
mujeres representan el 31% del cuerpo parlamentario, a través de una enmienda en 2004 a 
la Ley de tierras se otorgó a las mujeres acceso y derechos igualitarios a préstamos, crédi-
tos y tierras.67

4.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación
•	 En países en los que existen diversos grupos étnicos y religiosos, la aceptación del cam

bio, incluidos el empoderamiento jurídico y el aumento de la participación de la mujer, 
puede no suceder. Esto se debe a que la igualdad de género en las relaciones matri-
moniales, familiares y patrimoniales a través de reformas de la ley puede ser uno de los 
temas sociales más polémicos en muchas sociedades y, en caso de que se logre, pue-
de representar un cambio abrupto en las relaciones de género.

4.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Asegurar la participación significativa y activa de las mujeres en todas las etapas de los pro
cesos de reforma. Las intervenciones de programación pueden incluir:

•	 La participación de las mujeres en el análisis de las leyes, políticas y programas existen
tes y la manera en que estos influyen en su vida cotidiana. 

•	 Asegurar el consenso acerca del lenguaje y el contenido en la formulación de las leyes 
y las políticas con la participación de amplias coaliciones de grupos de mujeres.

•	 Aprovechar el apoyo de las propias parlamentarias y el que reciben de otros, y apor-
tarles las pruebas de las necesidades jurídicas de las mujeres y de los efectos que la 
inejecución de los derechos de la mujer en las relaciones matrimoniales, familiares y 
patrimoniales puede tener sobre el logro de la igualdad de género, así como sobre el 
bienestar de las familias y de la sociedad.

4.2	 Respaldo y asociación con organizaciones  

de la sociedad civil
Como se señaló en el Módulo 1, las OSC desempeñan una función importante en la presta-
ción de asistencia jurídica a las mujeres indigentes que necesitan ayuda jurídica. Su gran 
conocimiento sobre las cuestiones clave que afectan a las mujeres a diario debe reconocer-
se y aprovecharse como información en la programación, y las OSC deberían asociarse y 
recibir apoyo para la ejecución de programas. Como se describe en el ejemplo de Pember-
dayaan Perempuan Kepala Keluarga (PEKKA), una OSC de mujeres indonesias (consulte el 
Recuadro A.2.15 en los apéndices), con frecuencia esas organizaciones realizan una serie 
de actividades que promueven los derechos en el matrimonio, la familia y la propiedad. 
PEKKA recopila información sobre el matrimonio y el divorcio, coordina una red de asisten-
tes jurídicos capacitados que ayudan a que los matrimonios y los divorcios constituyan una 
capacidad jurídica procesal y defiende reformas tanto a nivel local como nacional.
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4.2.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Las OSC que se especializan en la resolución de controversias matrimoniales y fami
liares con frecuencia se encuentran en áreas urbanas y no cuentan con los medios hu
manos o económicos para llevar sus servicios a las comunidades rurales.

4.2.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Fortalecer las capacidades de las OSC para que se involucren como agentes efectivos en 
la transformación de las leyes y políticas relacionadas con las relaciones matrimoniales, 
familiares y patrimoniales, a través de medidas como las siguientes:

•	 Identificar puntos de entrada estratégicos para llamar la atención nacional e interna-
cional a los retos y las oportunidades de hacer cumplir los derechos de la mujer en las 
zonas pertinentes. 

•	 Mejorar la capacidad de las OSC para apreciar las reglas y normas globales y regiona-
les relativas a los derechos de las mujeres relativos al matrimonio, la familia y la pro-
piedad, incluidos la naturaleza y el alcance de las reservas en los tratados de derechos 
humanos, y defender su eliminación.

•	 Supervisar de forma activa las observaciones y recomendaciones finales del Comité 
de la CEDAW y otros organismos emanados de tratados en estos ámbitos prioritarios 
y los informes de avance que se emiten en sus Informes paralelos.

•	 Apoyar a las OSC, incluidas las asociaciones y colegios de abogadas, con recursos fi-
nancieros para incrementar y ampliar la asistencia jurídica a mujeres demandantes (ver 
Módulo 1).

4.3	 Educación sobre los derechos de las mujeres
Si bien las tasas indicadoras de conocimientos básicos de derecho con frecuencia son ba-
jas tanto en las mujeres como en los hombres, las mujeres suelen verse mayormente afec-
tadas por el conocimiento limitado de sus derechos y de las instituciones que se han esta-
blecido para protegerlos y aplicarlos. Un estudio sobre conocimientos básicos de derecho 
entre mujeres y hombres en Kazajstán, Kirguistán y Tayikistán reveló que la concientización 
de los requisitos jurídicos oficiales para un matrimonio religioso era limitada entre ambos 
grupos.68 No obstante, el impacto fue más marcado en las mujeres cuyos derechos a recla-
mar propiedad conyugal y derechos parentales en caso de ruptura del matrimonio depen-
dían del reconocimiento jurídico.69 Para que los cambios en el entorno y las instituciones 
jurídicas sean transformadores para las mujeres con respecto a los derechos relativos al 
matrimonio, la familia y la propiedad, las mujeres deben conocer sus derechos y la forma 
de protegerlos, ejercerlos y hacerlos cumplir. Las intervenciones de concientización jurídi-
ca deben orientarse a facilitar la comprensión de esos derechos por parte de las mujeres y 
las comunidades.

4.3.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación
•	 La educación en materia de derechos de la mujer no puede ser eficaz cuando las leyes 

existentes sobre derechos específicos son discriminatorias.

•	 Los derechos en las relaciones matrimoniales, familiares y patrimoniales podrían no es
tar plasmados en una sola ley. Cuando esos derechos están distribuidos en diferentes 
leyes, la falta de versiones simplificadas que unifiquen todos los aspectos pertinen-
tes en un solo texto podría hacerlas inaccesibles para las mujeres, en especial cuando 
son analfabetas.

•	 Además, es posible que las leyes vigentes no estén disponibles en los idiomas locales 
de los varios grupos étnicos.
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4.3.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Apoyar estrategias para fortalecer la concientización acerca de las leyes y formas de ha-
cerlas más accesibles a través de:

•	 Asegurar que las mujeres reciban información apropiada sobre sus derechos consa-
grados en el derecho internacional, haciendo énfasis en la importancia de reformar las 
leyes discriminatorias relativas al matrimonio, la familia y la propiedad. 

•	 Publicar y distribuir textos acerca de la legislación sobre el matrimonio, la familia y la 
propiedad en formas simplificadas y en los idiomas locales; trabajar para promover una 
mejor apreciación de estas leyes a través de canales como el teatro local, la radio co-
munitaria, la televisión y los medios sociales; aprovechar plataformas como eventos 
comunitarios y celebraciones nacionales y locales (p. ej., el Día Internacional de la Fa
milia, Día Internacional de la Mujer) que podrían servir como puntos de entrada para 
reforzar los mensajes principales. 

•	 Buscar la participación y compromiso de los líderes comunitarios y religiosos para re
formar las normas consuetudinarias y religiosas que refuerzan la subordinación de las 
mujeres en el matrimonio, así como en el contexto más amplio de las relaciones fami-
liares y patrimoniales.

5.0	 Consideraciones para los contextos  
afectados por crisis

El desplazamiento, el reclutamiento y las bajas relacionadas con conflictos transforman los 
hogares y las comunidades, con frecuencia dejando a las mujeres como cabeza de familia 
en lo que frecuentemente son sociedades con un marcado grado de patriarcado.70 Los su
puestos relativos a la condición inferior de la mujer dentro de la familia afectan negati
vamente su seguridad durante los períodos de conflicto y posteriores a los conflictos. Las 
mujeres y las niñas pueden ser obligadas a contraer matrimonio para calmar a los grupos 
armados, por protección o por seguridad financiera.71

Al mismo tiempo, si bien la ausencia de un hombre cabeza de familia debido a un conflicto 
incrementa las cargas de cuidado y la vulnerabilidad de las mujeres y las niñas, estos cam-

Las leyes deben 

ser accesibles a di­

ferentes grupos y 

audiencias de la 

población median­

te su simplificación 

y traducción a va­

rios idiomas y a 

través de canales 

locales.

Garanticen que las estrategias de recuperación económica promuevan la igualdad entre los géneros 
como condición necesaria para una economía sostenible posterior a un conflicto, y que se centren 
en las mujeres que trabajan en los sectores estructurado y no estructurado del empleo; diseñen 
intervenciones específicas para impulsar las oportunidades de empoderamiento económico de las 
mujeres, en particular de las mujeres de las zonas rurales y otros grupos desfavorecidos de mujeres; 
garanticen que las mujeres participen en el diseño de dichas estrategias y programas y en su segui-
miento; y aborden eficazmente las barreras que impiden las participación de las mujeres en con
diciones de igualdad en dichos programas. 

Fuente: CEDAW GR 30, párr. 52(b).

Los conflictos  

con frecuencia 

pueden dar lugar a 

cambios significa­

tivos en los roles 

de género en el 

contexto del matri­

monio y la familia.

(a) Prevengan, investiguen y sancionen las violaciones por razón de género, como los matrimonios, 
los embarazos, los abortos o la esterilización forzados de las mujeres y las niñas en las zonas afec-
tadas por conflictos; (b) adopten legislación y políticas que tengan en cuenta las cuestiones de 
género y que reconozcan las desventajas particulares de las mujeres para hacer valer su derecho a 
la herencia, así como a la propiedad, en los contextos posteriores a conflictos, incluida la pérdida o la 
destrucción de los títulos de propiedad y otros documentos a causa de los conflictos.

Fuente: CEDAW GR 30, párrs. 65(a)-(b).

Los matrimonios 

que tienen lugar 

durante un con­

flicto pueden no 

ser legales, ya que 

pueden suceder  

en el contexto  

de VSG.
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bios demográficos también presentan oportunidades nuevas e importantes para la partici-
pación de la mujer en esferas y actividades dominadas generalmente por los hombres, in-
cluidas las actividades económicas dominadas por los hombres. 

Es un reto, pero es necesario consolidar y desarrollar los avances logrados en la igualdad 
de género y el empoderamiento de la mujer y evitar una reversión a las normas previas al 
conflicto que relegan a las mujeres a la esfera del hogar y fortalecen los estereotipos de 
género. Esto es de particular importancia, ya que los esfuerzos de consolidación de la paz 
y de recuperación posteriores a una crisis han tendido a centrarse en la creación de un 
espacio económico para los hombres, y no tanto para hombres y para mujeres, para rein-
corporarse y reintegrarse a sus comunidades mediante la creación de empleos y la amplia-
ción de oportunidades.72 La perturbación de las relaciones sociales en los conflictos tam-
bién puede afectar a las redes de seguridad social existentes. Por tanto, las mujeres se 
encuentran en situaciones de vulnerabilidad si no se intenta sustituir esas redes de seguri-
dad con instituciones y mecanismos que aseguren la seguridad y la justicia.

Sin activos productivos, como la tierra, el crédito, la tenencia, la capacitación práctica o la 
información, el poder de las mujeres para construir la paz y estimular la recuperación tras 
el conflicto se ve seriamente afectada. En el contexto del desplazamiento y el regreso, la 
pérdida o separación familiar, con frecuencia solamente pueden acceder a su tierra y a 
otras propiedades a través de los hombres de su familia.73 Las mujeres jóvenes, viudas, sol
teras o divorciadas tienen mayores probabilidades de tener dificultades para acceder a la 
tierra y conservar esos derechos. Las mujeres excombatientes sufren estigmatización, en 
especial si están embarazadas a causa de la violencia sexual. Incluso cuando las leyes pre-
vén la igualdad de derechos para heredar propiedad, las mujeres pueden no estar al tanto 
de ello o no tener la documentación jurídica necesaria para reclamar esa propiedad. Ade-
más, pocas mujeres contarán con los recursos sociales y económicos que necesitan para 
hacer demandas judiciales en instituciones formales o informales.74 Sobre todo en los casos 
en que muchos de los sobrevivientes del conflicto son mujeres, resulta urgente reformar los 
títulos de propiedad de la tierra y abordar las cuestiones relativas a la herencia de tierras.

Por tanto, las intervenciones relacionadas con el matrimonio, la familia y la propiedad para 
las mujeres afectadas por el conflicto deben incluir esfuerzos para asegurar la tenencia de 
su tierra y el suministro de otro tipo de apoyo para el empoderamiento económico (como 
el acceso al crédito, el acceso a la tierra y a la vivienda, y la reforma de la titulación de la 
tierra), fortalecer el entorno jurídico para proteger a las mujeres de la violencia doméstica 
y otros actos de impunidad, y programas de rehabilitación continua para los combatientes 
de guerra, tanto hombres como mujeres.

Los progresos en 

materia de igualdad 

entre los géneros 

deben consolidarse 

durante la transi-

ción a la etapa 

posterior a los 

conflictos.

Es imprescindible 

asegurar el empo­

deramiento eco-

nómico de las 

mujeres y la elabo-

ración de políticas 

que tengan por 

objetivo proteger 

a las mujeres de la 

impunidad prolon-

gada en contextos 

posteriores a 

conflictos.
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Apéndice II: Estudios de caso en países

Creación de un entorno propicio para el acceso  

de las mujeres a la justicia

Constituciones

RECUADRO A.2.1  Ejemplos de cláusulas constitucionales que apoyan la igualdad de género  

en el matrimonio, la familia o la propiedad

La Constitución de Bolivia de 2009 establece que el Estado tiene la obligación de “promover políticas 
dirigidas a eliminar todas las formas de discriminación contra las mujeres en el acceso, tenencia y he-
rencia de la tierra”. En Brasil, la Constitución de 1988 enmendada en 2017 y la ley 8629 de 1993 declaran 
que los derechos y concesiones en virtud de la reforma agraria podrán ser adjudicados a los hombres 
y a las mujeres, independientemente de su estado civil, ya sea como titulares individuales o mancomu-
nados. La Constitución de la República del Ecuador de 2008, enmendada en 2015, dispone que “el Es
tado garantizará la igualdad de derechos y oportunidades de mujeres y hombres en el acceso a la pro
piedad y en la toma de decisiones sobre la administración del patrimonio conyugal”. La Constitución 
de Japón de 1946 establece que “las leyes relativas a la elección del cónyuge, derechos de propiedad, 
herencia, elección de domicilio, divorcio y otros asuntos referentes al matrimonio o a la familia, tendrán 
en cuenta primordialmente la dignidad individual y la igualdad esencial de los derechos de ambos se-
xos”. La Constitución de Paraguay de 1992, enmendada en 2011, prevé, entre los principios fundamen-
tales de la reforma agraria, la participación de las mujeres en los planes de reforma con base en la 
igualdad con el hombre y en apoyo a las mujeres de las zonas rurales.

Fuentes: Constitución del Estado Plurinacional de Bolivia de 2009, art. 402; Constitución de la República Federa-

tiva del Brasil de 1988, enmendada en 2017, art. 189; Brasil, Ley 8629/93, art. 19, (25 de febrero de 1993); Constitu-

ción de la República del Ecuador de 2008, enmendada en 2015,, art. 324; Constitución de Japón de 1946, art. 24; 

y Constitución de la República del Paraguay de 1992, enmendada en 2011, art. 115.

Leyes formales

RECUADRO A.2.2  Ejemplos de disposiciones sobre la autoridad masculina en el Código  

de la Familia de la RDC

Ley 87-010 del Código de la Familia de la RDC: 
•	 Artículo 444. El esposo es el cabeza de familia. Debe proteger a su mujer; ella debe obedecer a su 

marido. 
•	 Artículo 448. La esposa necesita la autorización de su marido en todos los actos jurídicos en los 

que sea necesario proporcionar un servicio en persona. 
•	 Artículo 450. Sin prejuicio de las excepciones abajo indicadas y las que recoge el régimen familiar, 

la esposa no puede comparecer en el juzgado con respecto a asuntos civiles, así como tampoco 
adquirir, vender o asumir compromisos sin la autorización de su marido. Si el marido no autoriza a 
su mujer, ésta podrá solicitar al juez la autorización. El esposo puede dar una autorización general, 
pero conserva siempre el derecho a revocarla. 

•	 Artículo 454. La esposa está obligada a vivir con su marido y a seguirle allá donde él considere 
oportuno residir; el esposo tiene la obligación de brindarle alojamiento. 

•	 Artículo 497. El patrimonio que la mujer adquiera en el ejercicio de una profesión diferente de la de 
su esposo y que genere ahorros constituye bienes que ella gestionará y administrará. Si la gestión y 
la administración de este patrimonio por parte de la mujer afecta a la armonía y a los intereses pe-
cuniarios del hogar familiar, el esposo podrá asumir esta función. La esposa tiene derecho a recurrir 
la decisión ante el juzgado de paz.

Fuente: RDC Ley 87-010 del Código de la Familia, (1987). 

https://www.constituteproject.org/constitution/Bolivia_2009.pdf
https://www.constituteproject.org/constitution/Brazil_2017.pdf?lang=en
https://www.constituteproject.org/constitution/Brazil_2017.pdf?lang=en
http://pdba.georgetown.edu/Parties/Ecuador/Leyes/constitucion.pdf
http://pdba.georgetown.edu/Parties/Ecuador/Leyes/constitucion.pdf
https://www.cu.emb-japan.go.jp/es/docs/constitucion_japon.pdf
http://www.oas.org/juridico/spanish/par_res3.htm
https://www.equalitynow.org/content/law-87-010-family-code
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RECUADRO A.2.3  Ejemplos de regímenes de propiedad conyugal en Brasil, Camboya, Etiopía  

y Sudáfrica 

El Código Civil de 2002 de Brasil establece la igualdad de derechos y obligaciones de los cónyuges y, 
en ausencia de acuerdos prematrimoniales, la aplicación de un régimen de propiedad comunitaria par-
cial, en el que cada cónyuge tiene los mismos derechos para administrar la propiedad común y para 
administrar por separado su propiedad individual. La Ley de Matrimonio y Familia de Camboya de 1989 
también prevé la propiedad comunitaria parcial como régimen predeterminado, indicando que la espo-
sa y el esposo tienen los mismos derechos para usar, obtener beneficios y administrar la propiedad 
común. A cada cónyuge se le permite usar la propiedad común de acuerdo con la necesidad y la pro-
piedad común puede ser vendida o donada solamente con el consentimiento de ambos cónyuges. La 
ley también establece que una mujer tiene los mismos derechos que su esposo en el divorcio y que 
ambos tienen los mismos derechos a la propiedad común después del matrimonio.

El Código de Familia Modificado (2000) de Etiopía establece la propiedad comunitaria parcial, así como 
la administración conjunta de los bienes conyugales. Es obligatorio el consentimiento de ambos cón-
yuges para la cesión de la propiedad común. La ley también dispone que, en caso de disolución, la 
propiedad común se dividirá en partes iguales entre los cónyuges. La Ley de Propiedad Matrimonial de 
1984 reformó de forma radical la ley de propiedad conyugal de Sudáfrica. Antes de su promulgación, 
existían en Sudáfrica el “poder marital” del marido, así como los regímenes de propiedad comunitaria 
y separación de bienes. Como aclaró la Comisión de Reforma Legislativa de Sudáfrica, en el marco de 
este sistema, “se dio a los tribunales la facultad discrecional de distribuir el patrimonio conyugal para 
evitar la desigualdad (que particularmente es probable que surja en los casos de separación de bienes) 
de que uno de los cónyuges salga del matrimonio con las manos vacías”. La ley establece un régimen 
prestablecido de propiedad comunitaria para todos los matrimonios civiles, a falta de un contrato pre-
nupcial que disponga lo contrario. En un régimen de propiedad comunitaria, todos los activos y pasivos 
de una pareja se agrupan y comparten por igual entre los cónyuges, sin importar cuáles se hayan ad-
quirido antes o durante el matrimonio, a menos que un donante o testador los excluya explícitamente. 
Todas las ganancias y pérdidas quedan a cargo de los cónyuges por igual y cada cónyuge asume el 
control conjunto con su pareja sobre el patrimonio. Es importante señalar que incluso cuando las pare-
jas optan por no participar en el régimen predeterminado de propiedad comunitaria mediante un 
acuerdo prenupcial, están sujetas de forma automática a un régimen predeterminado de “acumula-
ción” (también conocido como “sociedad de ganancias”), a menos que también excluyan explícitamen-
te dicho régimen.

Fuente: ACNUDH y ONU-Mujeres, Hacer realidad los derechos de las mujeres a la tierra y otros recursos producti-

vos, págs. 34 y 35, (Ginebra y Nueva York, Naciones Unidas, 2013).

RECUADRO A.2.4  Ejemplos de reformas jurídicas sobre cohabitación y autoridad masculina  

en Botsuana, Jamaica, Mozambique, Namibia, Trinidad y Tobago y Turquía

La Ley de abolición de la potestad marital de Botsuana de 2004 establece la igualdad de potestades 
maritales para las parejas casadas dentro del régimen de propiedad comunitaria. En Jamaica, la Ley de 
propiedad familiar (derechos de los cónyuges) de 2003, que entró en vigor en 2006, reconoce los 
derechos de las mujeres que viven en un acuerdo de cohabitación con un hombre durante por lo menos 
cinco años. También se ha adoptado legislación por medio de la nueva Ley de la Familia de Mozambi­

que de 2004, que estableció la igualdad de género en todos los aspectos del derecho familiar. En lo 
que respecta a los matrimonios consuetudinarios en general, la Ley de la Familia de Mozambique de 
2004 estipula la obligación de registrar los matrimonios consuetudinarios o religiosos ante las autori-
dades civiles y reconoce los matrimonios de hecho o de derecho consuetudinario. También reconoce 
los matrimonios de derecho consuetudinario y las uniones no formales, y que las mujeres casadas en 
virtud de la costumbre pueden reclamar bienes conyugales. Namibia adoptó un enfoque similar en su 
Ley de igualdad de las personas casadas de 1996, que abolió las potestades matrimoniales del marido 
y puso a los cónyuges en condiciones de igualdad. La Ley de Relaciones de Cohabitación de Trinidad 

http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RealizingWomensRightstoLand.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RealizingWomensRightstoLand.pdf
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y Tobago de 1998 también prevé la jurisdicción de los tribunales para dictar órdenes con respecto a los 
intereses en la propiedad y la manutención de un hombre o de una mujer que viven o han vivido juntos 
como esposo y esposa de buena fe en un hogar, aunque no hayan estado casados entre sí. Los cohabi-
tantes tienen derechos de propiedad similares a los de los cónyuges casados. En virtud del Código 
Civil de Turquía de 2001, el esposo ya no se considera cabeza de familia, y el esposo y la esposa tienen 
el mismo estatus en el matrimonio. 

Fuente: ACNUDH y ONU-Mujeres, Hacer realidad los derechos de las mujeres a la tierra y otros recursos producti-

vos, págs. 34, 36, 39.

RECUADRO A.2.5  Ejemplos de reformas jurídicas en materia de herencia en Andorra, Malaui  

y Zambia

La Ley de Matrimonio Calificado de Andorra suprime el requisito de que las mujeres viudas y divor-
ciadas tengan que esperar un período de 300 días para volver a contraer matrimonio, según lo reco-
mendado por el Comité de la CEDAW en sus observaciones finales. En Malaui, la Ley de Sucesión de 
Personas Fallecidas de 2011 declara que cualquier apropiación de propiedades por parte de los fami-
liares de un cónyuge fallecido es un acto delictivo y está sujeto a enjuiciamiento penal. La Ley de Su-
cesión Intestada de Zambia de 1989 impone sanciones penales a las personas que priven injustamente 
de sus propiedades a los herederos legítimos. Zambia también estableció una unidad especial de apo-
yo a las víctimas dentro de su fuerza policial para proteger a las mujeres contra la apropiación de pro-
piedades tras la muerte de su cónyuge y hacer valer sus derechos. Esta unidad se describió como “una 
innovación que ha ayudado a frenar los casos de apropiación de propiedades. La divulgación de sus 
actividades a través de las ONG dedicadas a la mujer… y de los medios de comunicación está permi-
tiendo que las mujeres se den cuenta de que no están totalmente indefensas al enfrentarse a esas si-
tuaciones”. 

Fuentes: Naciones Unidas, Comité de la CEDAW, Observaciones finales sobre los informes periódicos segundo y 

tercero combinados de Andorra, párr. 5, 28 de octubre de 2013, CEDAW/C/AND/CO/2-3 y ACNUDH y ONU-Muje-

res, Hacer realidad los derechos de las mujeres a la tierra y otros recursos productivos, pág. 27.

RECUADRO A.2.6  Reformas recomendadas por el CEDAW en Afganistán y el Reino Unido

Afganistán: Al Comité le preocupa la existencia de múltiples sistemas jurídicos en relación con el ma-
trimonio y las relaciones familiares en el Estado parte y sus efectos discriminatorios sobre las mujeres. 
Le inquieta que, a pesar de las modificaciones realizadas en la Ley Shia sobre el estatus personal, sigan 
existiendo disposiciones discriminatorias tales como la exigencia de la autorización del marido para 
que su esposa abandone el hogar. Le preocupan asimismo las disposiciones discriminatorias recogidas 
en el Derecho Civil y el derecho consuetudinario como por ejemplo el derecho legal del marido a ejer-
cer autoridad sobre su mujer y sus hijos. Le inquietan igualmente las desigualdades y las restricciones 
existentes en el Derecho Civil respecto al derecho de las mujeres a divorciarse y obtener la custodia 
legal de los hijos. Le preocupa que se desposea a las mujeres de sus derechos de herencia a conse-
cuencia de su función secundaria en la sociedad y del dominio ejercido por sus parientes varones. Le 
preocupa el bajo índice de registro de matrimonios y de divorcios que impide que las mujeres puedan 
hacer valer sus derechos legales. Al Comité le preocupa la persistencia de los matrimonios precoces y 
forzados y que la edad mínima que se exige a las niñas para contraer matrimonio sea de 16 años. Tam-
bién le preocupa que se permita la poligamia bajo determinadas circunstancias. De conformidad con 
su Recomendación general N.º 21 y su Recomendación general N.º 29, relativas al artículo 16 de la Con-
vención, el Comité recomienda al Estado parte que: (a) derogue las disposiciones discriminatorias 
contra las mujeres en la Ley Shia sobre el estatus personal y en el Derecho civil, y modifique la legisl
ación pertinente a fin de elevar la edad mínima de las niñas para contraer matrimonio a los 18 años; 
(b) vele por que el proyecto de Ley de familia prevea la igualdad de derechos de las mujeres y los 
hombres en todas las cuestiones relativas a las relaciones matrimoniales y familiares, en especial por lo 
que se refiere a las responsabilidades respecto de la familia, la propiedad y la sucesión, el divorcio y la 
custodia de los hijos; (c) lleve a cabo campañas de sensibilización dirigidas a las mujeres a fin de con-

http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RealizingWomensRightstoLand.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RealizingWomensRightstoLand.pdf
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW%2fC%2fAND%2fCO%2f2-3&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW%2fC%2fAND%2fCO%2f2-3&Lang=en
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RealizingWomensRightstoLand.pdf
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cienciarlas sobre sus derechos en materia de relaciones familiares y matrimoniales; (d) adopte medidas 
para facilitar el procedimiento de registro de matrimonios y de divorcios, y garantice que los casos de 
matrimonio y de derecho de familia sean tratados adecuadamente y conocidos por tribunales civiles o 
familiares; (e) adopte las medidas legislativas y de políticas necesarias para prohibir los matrimonios 
polígamos.

Reino Unido: El Comité recuerda sus anteriores observaciones finales y toma nota de las propuestas 
definidas en el informe de la Comisión de Derecho titulado “Cohabitación: Las consecuencias econó-
micas del rompimiento de la relación”. Preocupa al Comité la falta de progresos en esta esfera y que, 
como consecuencia, los derechos de la mujer en las relaciones de hecho con respecto a bienes y bene-
ficios matrimoniales podrían no estar protegidos suficientemente. El Comité insta al Estado parte a 
acelerar los esfuerzos para emprender reformas con miras a proteger los derechos patrimoniales de las 
mujeres en casos de disolución del matrimonio o de uniones de hecho en consonancia con la Recomen-
dación general N.º 29 sobre las consecuencias económicas de las relaciones matrimoniales y familiares 
y su disolución, y el artículo 16 de la Convención.

Fuentes: Naciones Unidas, Comité de la CEDAW, Observaciones finales sobre el informe inicial y el segundo infor-

me periódico combinados del Afganistán, párrs. 42 y 43, 30 de julio de 2013, CEDAW/C/AFG/CO/1-2 y Naciones 

Unidas, Comité de la CEDAW, Observaciones finales sobre el séptimo informe periódico del Reino Unido de Gran 

Bretaña e Irlanda del Norte, párrs. 64 y 65, 30 de julio de 2013, CEDAW/C/GBR/CO/7.

RECUADRO A.2.7  El PNUD, la UNICEF y ONU-Mujeres apoyan a los tribunales de familia  

en Marruecos 

La adopción del nuevo Código de Familia de Marruecos en 2004 condujo a la creación de un nuevo sis
tema de tribunales de familia. ONU-Mujeres, el PNUD y UNICEF desarrollaron un programa conjunto 
para ayudar al Ministerio de Justicia de Marruecos a asegurar su aplicación efectiva. Se creó una depen-
dencia profesional en el Ministerio para impartir formación continua en el lugar de trabajo al perso-
nal de los tribunales de familia y se creó un nuevo sistema de gestión de la información en los tribuna-
les de la sección de familia. El programa estableció un sistema de mediación y conciliación en cinco 
tribunales piloto de la sección de familia y empleó a trabajadores sociales para vincular a las mujeres 
que buscan justicia con el sistema de tribunales.

Fuente: ONU-Mujeres, “Análisis de los reportes anuales de países”, (2015). (Inédito).

Leyes informales

RECUADRO A.2.8  Los derechos de las mujeres a la tierra y los líderes tradicionales en Namibia 

En Namibia, gran parte de la población rural vive en tierras comunales propiedad del Estado y los diri-
gentes tradicionales habitualmente las asignan a los miembros de la comunidad. En virtud del derecho 
consuetudinario previo a la independencia, el acceso de la mujer a la tierra se realizaba principalmen-
te a través de sus esposos, padres o algún otro pariente varón. En virtud de la Ley de Reforma de Tie-
rras Comunales de 2002, no existen obstáculos a la igualdad de género en la asignación de tierras 
comunales, pero no existe una articulación directa del principio de no discriminación, ni ninguna acción 
afirmativa para las mujeres. Los líderes tradicionales siguen asignando las tierras y las asignaciones son 
ratificadas por juntas de tierras comunitarias, en las que las mujeres deberían representar alrededor de 
un tercio de los miembros. Un estudio de 10 aldeas bajo la jurisdicción de una junta de tierras comuni-
tarias individual reveló que el 40 % de las solicitudes de derechos a la tierra provenían de mujeres sol-
teras, viudas o divorciadas, y que la edad promedio de las mujeres solicitantes era de alrededor de 60 
años. En el estudio se señaló que la junta de tierras comunitarias y las autoridades tradicionales locales 
de esta ubicación en particular estaban incitando activamente a las mujeres a solicitar el derecho a la 
tierra.

Fuente: ACNUDH y ONU-Mujeres, Hacer realidad los derechos de las mujeres a la tierra y otros recursos producti-

vos, pág. 22. 

http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/AFG/CO/1-2&Lang=En
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/AFG/CO/1-2&Lang=En
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GBR/CO/7&Lang=En
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GBR/CO/7&Lang=En
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RealizingWomensRightstoLand.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RealizingWomensRightstoLand.pdf


190 Herramientas para el diseño de programas de acceso a la justicia para las mujeres

RECUADRO A.2.9  Reforma de las leyes informales discriminatorias en los tribunales formales:  

Estudios de caso de Botsuana, Kenia, Nigeria, Sudáfrica y Tanzania

Los tribunales han sido un instrumento para impugnar el derecho consuetudinario discriminatorio. Más 
recientemente, en octubre de 2012, en el caso de Mmusi y otros contra Ramantele y otros, el Tribunal 
Superior de Botsuana dictaminó que el derecho consuetudinario que establece la herencia exclusiva-
mente masculina del hogar familiar es discriminatorio e ilegal de acuerdo con la Constitución. En Kenia, 
en el caso Ntutu (2008), el Tribunal Superior escuchó denuncias de los hijos del difunto argumentando 
el derecho consuetudinario de sucesión de los masai no reconoce los derechos de las hijas a heredar el 
patrimonio de sus padres. Sin embargo, al dictar su fallo, el Tribunal aplicó los tratados internacionales 
de derechos humanos ratificados por Kenia, así como la jurisprudencia previa. El Tribunal confirmó 
el derecho de las hijas a heredar los bienes de la sucesión de manera equitativa. En Mojekwu contra Mo­

jekwu, el Tribunal de Apelaciones de Nigeria, del mismo modo, sostuvo que la tradición de Oli-ekpe de 
Nnewi (prohibir los derechos de herencia de las mujeres y establecer que el varón mayor de la familia 
herede) era discriminatoria y cualquier forma de discriminación social por motivos de sexo se conside-
ra inconstitucional y va en contra de los principios de una sociedad igualitaria. En el caso Bhe, el Tribu-
nal Constitucional de Sudáfrica determinó que la práctica de la primogenitura masculina (la costumbre 
de que el primogénito hereda todo el patrimonio), prevista en el derecho consuetudinario, era discri
minatoria y clasificó como inconstitucional toda la legislación que permitía la aplicación de esas leyes 
discriminatorias. Tras esta decisión, Sudáfrica promulgó el proyecto de Ley de Reforma del Derecho 
Consuetudinario de Sucesión y Reglamentación de Asuntos Relacionados, que otorga igualdad de 
derechos consuetudinarios de sucesión a las viudas y a las hijas y a los viudos e hijos. Otro ejemplo si
milar es el caso de Epharahim contra Pastory y otros, en el que el Tribunal Superior de Tanzania invalidó 
las normas consuetudinarias que impedían que las mujeres vendieran tierras. 

Fuente: ACNUDH y ONU-Mujeres, Hacer realidad los derechos de las mujeres a la tierra y otros recursos producti-

vos, pág. 29. 

Políticas y presupuestos del sector de justicia

RECUADRO A.2.10  Aumentos presupuestarios y exención de tasa para los tribunales religiosos  

en Indonesia

En respuesta a un estudio realizado en Indonesia, el Estudio sobre acceso y equidad, el presupuesto de 
los tribunales religiosos aumentó en Rp 23 000 millones (3 millones de dólares estadounidenses) para 
planes de exención de tasas judiciales (pro bono) y para más tribunales de circuito para ayudar a las 
personas que viven en zonas rurales y remotas a acceder a los tribunales para los casos de derecho 
familiar. Se otorgaron otros Rp 12 000 millones (1.5 millones de dólares estadounidenses) en la asigna-
ción presupuestaria del Estado para los tribunales religiosos en 2009, a pesar de la reducción general 
del presupuesto del Tribunal Supremo debido a la crisis financiera mundial. Esto representó un aumen-
to de 18 veces con respecto a los dos años anteriores en los presupuestos de los tribunales religiosos 
para los planes de exención de tasas judiciales y la organización de tribunales de circuito. En 2009, el 
Ministerio Estatal de Planificación del Desarrollo Nacional puso en marcha la Estrategia Nacional de 
Acceso a la Justicia. Los planes de acción que se describen en la estrategia se integraron al Plan de De
sarrollo a Plazo Medio 2010–2014.

Fuente: Cate Sumner y Tim Lindsey, Reforma de Tribunales: los tribunales islámicos de Indonesia y la justicia para las 

personas pobres, Documento núm. 31, pág. xx, 30, (Nueva Gales del Sur, Lowy Institute for International Policy, 2010). 

RECUADRO A.2.11  Tercer Plan de Inversiones en los Sectores de la Justicia, la Gobernanza  

y el Orden Público (2012 a 2017) en Uganda

El JLOS de Uganda comprende 17 agencias gubernamentales que tienen obligaciones en materia de 
justicia y aplicación de la ley. Muchos de los cambios de política contemplados en el plan del JLOS son 
relevantes para los derechos de la mujer y el derecho familiar, incluido un énfasis legislativo en el im-
pacto a través de mejoras en la ejecución de la ley; buscar innovaciones para reducir las diferencias 

http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RealizingWomensRightstoLand.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RealizingWomensRightstoLand.pdf
https://www.files.ethz.ch/isn/125576/31.pdf
https://www.files.ethz.ch/isn/125576/31.pdf
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entre los sistemas formales e informales de justicia, ya que la mayoría de la población cumple con estos 
últimos; dar prioridad específicamente la justicia de tierras, la justicia familiar, la justicia transicional, la 
violencia de género y los derechos de los trabajadores; y dar prioridad y financiar programas especia-
les para grupos objetivo vulnerables por motivo de género, edad, pobreza, etc. Los cambios fundamen-
tales en los procesos de la estrategia del sector judicial incluyen invertir más fondos en los niveles más 
bajos de prestación de servicios judiciales con el fin de aumentar la presencia física y funcional de las 
instituciones primarias del JLOS en todos los distritos para lograr una prestación del servicio más rápi-
da y basada en los derechos. Otro cambio es el compromiso de fortalecer el trabajo con los actores 
civiles como las ONG y las comunidades, el lado de la “demanda” de la justicia.

Fuente: Uganda, JLOS, “Plan Estratégico de Inversión (SIPIII)”, (2015), (consultado el 15 de marzo de 2018) y Tercer 

Plan Estratégico de Inversión de (SIPIII) del JLOS 2012/13-2016/17, págs. xi a xiii, (Kampala, 2013).

Creación de instituciones de justicia eficaces, que rindan 
cuentas y atiendan la perspectiva de género

Buena calidad

RECUADRO A.2.12  ONU-Mujeres apoya la formación sobre los derechos humanos de la mujer,  

el derecho familiar y los derechos a la tierra

ONU-Mujeres proporcionó formación al personal del gobierno y grupos de la sociedad civil en Kirguis­

tán y Tayikistán para mejorar la sensibilización en materia de género y aumentar la comprensión acerca 
de los derechos humanos de las mujeres, en especial los derechos de las mujeres a la tierra. La Conven-
ción sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer se utilizó como refe-
rencia clave para analizar las obligaciones del Estado de eliminar la discriminación contra las mujeres y 
empoderarlas, y mostrar cómo esto podría reflejarse en acciones en el contexto nacional. Se analizaron 
en detalle las leyes que rigen los derechos sobre la tierra para mostrar sus diferentes efectos en los hom
bres y las mujeres y mostrar cómo pueden dar lugar a desigualdades y discriminación directa o indirec-
tamente. El gobierno local fue un objetivo de especial importancia para las actividades de desarrollo 
de la capacidad. En Kirguistán, casi 400 jefes de consejos de aldea participaron en talleres para anali-
zar la Ley de ordenación de tierras agrícolas y las disposiciones de otras leyes, como los códigos civiles, 
familiar y de la tierra, que tenían relación con los derechos de propiedad y de herencia de las mujeres. 
Estos funcionarios locales también escucharon en forma directa a las mujeres cuyos derechos a la tierra 
habían sido violados y se informaron de las obligaciones del Estado con las mujeres en virtud de la 
Convención. Además, se capacitó a 70 especialistas en tierras a nivel de aldea y distrito en materia de 
derechos de la mujer a la tierra y técnicas de recopilación de datos para que pudieran dar una mejor 
respuesta a las inquietudes de las mujeres rurales y darles información y asesoramiento precisos sobre 
asuntos relativos a la tierra. 

Fuente: ONU-Mujeres, “Análisis de los reportes anuales de países”.

Recursos

RECUADRO A.2.13  Ejemplos de fondos para pensiones alimenticias de Egipto y el Estado de Palestina 

La capacidad de los sistemas judiciales para proporcionar recursos significativos para las mujeres es de 
especial importancia en el ámbito del derecho familiar, en el que las mujeres frecuentemente tienen un 
acceso limitado a la representación jurídica. La programación innovadora puede incluir estrategias que 
garanticen el pago del apoyo alimenticio. Los fondos de pensión alimenticia, como los desarrollados en 
Egipto y el Estado de Palestina, aseguran el pago de la pensión alimenticia y la manutención de los hi
jos en situaciones en las que las decisiones de los tribunales no se hacen cumplir.

Resumen del programa

Orden judicial 
Proporcionar pagos de pensión alimenticia y manutención de los hijos cuando las decisiones de los tri
bunales no se hacen cumplir

http://www.jlos.go.ug/index.php/joomla/sip-iii
http://jlos.go.ug/index.php/document-centre/strategic-investment-plans
http://jlos.go.ug/index.php/document-centre/strategic-investment-plans
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Razón para el establecimiento

Hay numerosos problemas con la ejecución de las decisiones judiciales de manera oportuna y eficaz

Financiamiento
•	 Reembolso del deudor, con sanciones financieras, mediante reducciones automáticas de los sala-

rios de los funcionarios públicos, y gravámenes sobre cuentas bancarias y vehículos motorizados
•	 Cuotas administrativas percibidas por el registro de nacimientos, matrimonios y divorcios
•	 Contribuciones gubernamentales
•	 Donaciones privadas

Beneficiarios
•	 Cisjordania y Gaza: 150 beneficiarios (2007 a 2009); 400 beneficiarios (2009 y 2010)
•	 Egipto: no se dispone de datos oficiales; la información anecdótica indica un número limitado de 

beneficiarios

Fuente: Prettitore, Impartición de servicios del sector judicial, ¿cómo está el Medio Oriente abordando las defi-

ciencias?, pág. 17. 

Empoderamiento jurídico de las mujeres 

Participación de las mujeres en procesos de reforma jurídica

RECUADRO A.2.14  Las parlamentarias promueven la reforma jurídica en Ruanda 

En Ruanda, la presencia de mujeres en el parlamento ha sido un factor fundamental en la aprobación 
de reformas jurídicas progresistas en materia de tierras, matrimonio y herencia. Con 51 %, el nivel de 
representación parlamentaria de las mujeres en Ruanda es el más alto del mundo. El Foro de Mujeres 
Parlamentarias de Ruanda reunió a las mujeres en torno a la formulación de estrategias para el cambio. 
Trabajando en conjunto con el Ministerio de la Mujer y organizaciones de la sociedad civil para los de-
rechos de las mujeres, se logró aprobar la Ley sobre Régimen Matrimonial, Liberalidades y Sucesión de 
1999, que estableció el derecho de las mujeres a heredar tierras por primera vez. La legislación incluye 
el principio de que las mujeres pueden poseer y heredar propiedades sobre una base de igualdad con 
sus hermanos y exige que las parejas que registren su matrimonio asuman el compromiso solidario de 
compartir la posesión de la propiedad conyugal.

Fuente: ONU-Mujeres, El progreso de las mujeres en el mundo 2011-2012: En busca de la justicia, pág. 41, (Nueva 

York, 2011).

Respaldo y asociación con organizaciones de la sociedad civil

RECUADRO A.2.15  Las OSC en Indonesia promueven la educación sobre derechos y ayudan  

a las mujeres a formalizar los matrimonios y los divorcios

En Indonesia, la ONG dedicada a las mujeres Pemberdayaan Perempuan Kepala Keluarga (PEKKA) ha 
trabajado para ayudar a las mujeres a formalizar los matrimonios y los divorcios a través del sistema de 
tribunales religiosos. En una encuesta de sus miembros, PEKKA encontró que menos del 50% de los 
matrimonios de las entrevistadas estaban reconocidos legalmente, y que las elevadas tasas y la falta de 
tribunales rurales desincentivan a las mujeres a solicitar el divorcio. Mediante la prestación de educa-
ción sobre derechos y el desarrollo de una red de asistentes jurídicos capacitados, PEKKA ayuda a las 
mujeres a acceder a los tribunales religiosos para formalizar sus matrimonios y divorcios. Además, han 
ejercido presión sobre el gobierno y han contribuido a las decisiones de la Corte Suprema, aumentando 
el número de tribunales de circuito en zonas remotas y condonando a las personas pobres las tasas de 
los tribunales.

Fuente: ONU-Mujeres, El progreso de las mujeres en el mundo 2011-2012: En busca de la justicia, pág. 75.

http://siteresources.worldbank.org/PUBLICSECTORANDGOVERNANCE/Resources/285741-1343934891414/DeliveryJusticeSectorServicesPaper.pdf
http://siteresources.worldbank.org/PUBLICSECTORANDGOVERNANCE/Resources/285741-1343934891414/DeliveryJusticeSectorServicesPaper.pdf
http://www2.unwomen.org/-/media/field%20office%20eseasia/docs/publications/2011/progressoftheworldswomen-2011-en.pdf?la=en&vs=2106
http://www2.unwomen.org/-/media/field%20office%20eseasia/docs/publications/2011/progressoftheworldswomen-2011-en.pdf?la=en&vs=2106


193MÓDULO 2: Los derechos relativos al matrimonio, la familia y la propiedad

RECUADRO A.2.16  El impacto positivo de las asociaciones con OSC en India y Uganda 

En India, las mujeres sin pareja se han organizado en todo el país, lo que ha dado como resultado la 
formación del Foro Nacional por los Derechos de las Mujeres sin Pareja. El Foro Nacional ha defendido 
los derechos de las mujeres sin pareja a gozar de sus derechos sobre la tierra y la propiedad con res-
pecto a sus hogares natales y matrimoniales, y ha abogado para que a las mujeres sin pareja se les 
asignen tierras para construir una casa. En Uganda, el respaldo de ONU-Mujeres a la labor de la Asocia-
ción de Mujeres Abogadas de Uganda (FIDA Uganda) desde 2011 ha contribuido a fomentar la capaci-
dad de los líderes culturales de dos subregiones del país que han salido de un conflicto, Acholi y Kara-
mojong, para administrar la justicia familiar con perspectiva de género. Ha financiado la documentación 
de los principios culturales de género y los principios consuetudinarios de tenencia de la tierra al apoyar 
los derechos de las mujeres a la tierra y la elaboración de un manual de gestión de casos para los líde-
res y los consejos locales tradicionales; facilitó la formación en administración y gestión de casos; y 
apoyó la documentación de la aplicación de estos conocimientos por parte de las instituciones infor-
males de justicia. Esta orientación en la resolución de casos sobre la familia y la tierra por parte de las 
instituciones consuetudinarias ha contribuido a reducir las diferencias entre los sistemas formales e in-
formales de justicia y a promover la comprensión de los derechos humanos de la mujer en estos últimos, 
originando que más mujeres ganen casos sobre las tierras y la familia en estas comunidades rurales. 

Fuentes: ACNUDH y ONU-Mujeres, Hacer realidad los derechos de las mujeres a la tierra y otros recursos produc-

tivos, pág. 20. y Asociación de Mujeres Abogadas de Uganda, “Reporte Anual para ONU-Mujeres Uganda”, (2016). 

(Inédito).

Apéndice III: Recursos adicionales

•	 ACNUDH, Derechos humanos y sistemas judiciales tradicionales en África, (2016)

http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RealizingWomensRightstoLand.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RealizingWomensRightstoLand.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/HR_PUB_16_2_HR_and_Traditional_Justice_Systems_in_Africa.pdf
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NOTAS FINALES

1	 Resolución 34/180 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Convención sobre la eliminación 

de todas las formas de discriminación contra la mujer, arts. 2, 9, 14, 15, 16, 18 de diciembre de 1979,  

A/RES/34/180.

2	 ACNUDH y ONU-Mujeres, Hacer realidad los derechos de las mujeres a la tierra y otros recursos producti­

vos, págs. 20 y 21, (Ginebra y Nueva York, Naciones Unidas, 2013); Pradeep Panda y Bina Agarwal, 

“Violencia conyugal, desarrollo humano y situación patrimonial de las mujeres en la India”, Desarrollo 

Mundial, vol. 33, núm. 5, pág. 824, (2005); y Amber Peterman, “Los derechos de propiedad de las 

mujeres y las políticas de género: Implicaciones para el bienestar a largo plazo de las mujeres en las 

zonas rurales de Tanzania”, The Journal of Development Studies, vol. 47, núm. 1, págs. 4-5, (2011).

3	 Consulte Naciones Unidas, Comité de Derechos Humanos, Observación general núm. 19 de la CCPR: 

Artículo 23 (La familia) Protección de la Familia, el Derecho al Matrimonio y la Igualdad de los Cónyuges; 

27 de julio de 1990; Comité sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, 

Observación general núm. 20: La no discriminación y los derechos económicos, sociales y culturales (art. 

2, párr. 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), 2 de julio de 2009, 

E/C.12/GC/20; Naciones Unidas, Comité de la CEDAW, Recomendación general núm. 21: La igualdad en las 

relaciones matrimoniales y familiares, 1994, A/49/38; Naciones Unidas, Comité de la CEDAW, Recomen­

dación general núm. 28 sobre las obligaciones fundamentales de los Estados partes relativas al artículo 2 

de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 16 de 

diciembre de 2010, CEDAW/C/GC/28; Naciones Unidas, Comité de la CEDAW, Recomendación general 

relativa al artículo 16 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 

la Mujer  (Consecuencias económicas del matrimonio, las relaciones familiares y su disolución), 30 de 

octubre de 2013, CEDAW/C/GC/29; y Naciones Unidas, Comité de la CEDAW, Recomendación general 

núm. 34 (2016) sobre los derechos de las mujeres rurales, 7 de marzo de 2016, CEDAW/C/GC/34.

4	 A/49/38, párr. 14.

5	 Naciones Unidas, Comité de la CEDAW, Recomendación general núm. 27 sobre las mujeres de edad y la 

protección de sus derechos humanos, párr. 28, 16 de diciembre de 2010, CEDAW/C/GC/27.

6	 CEDAW/C/GC/29, párr. 28.

7	 Unión Africana, Protocolo de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos sobre los 

derechos de la mujer en África, art. 6(c), (11 de julio de 2003).

8	 Ibid., art. 6(d).

9	 CEDAW/C/GC/29, párr. 20.

10	 Ibid., párr. 30 y A/49/38., párr. 18.

11	 CEDAW/C/GC/29, párr. 30.

12	 Consulte Beatrice Duncan, El cambio de los derechos de acceso en algunas comunidades productoras de 

cacao en Ghana: Cambiar los derechos de acceso a la tierra en las comunidades matrilineales y patrilinea­

les de Ghana, (LAP LAMBERT Academic Publishing, 2011).

13	 Consulte Naciones Unidas, Asamblea General, Resolución 217A(III), Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, 10 de diciembre de 1948, A/RES/3/217A(III) y Naciones Unidas, Asamblea General, Resolución 

2018(XX), Recomendación sobre el consentimiento para el matrimonio, la edad mínima para contraer 

matrimonio y el registro de los matrimonios, 1.º de noviembre de 1965, A/RES/2018(XX).

14	 Para más información sobre el artículo 2 como obligación fundamental de la CEDAW, consulte  

CEDAW/C/GC/28.

15	 Nótese que el año real del Código de Familia no se cita en el texto de la reserva. Además del artículo 2, 

Argelia también ha expresado reservas al párr. 2 del artículo 9 y al párr. 4 del artículo 15; el artículo 16 y 
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1.0	Resumen

1.1	 ¿Por qué hay violencia contra las mujeres? 
El objetivo 5.2 de los ODS sobre la erradicación de la violencia contra las mujeres es crucial 
para lograr la equidad de género y el empoderamiento de las mujeres. La violencia contra 
las mujeres es una transgresión grave a los derechos humanos fundamentales de las muje-
res y las niñas y sigue siendo uno de los delitos más comunes que se cometen en su contra. 
Los datos existentes sobre la violencia contra la mujer de fuentes como el UNFPA, el UNI-
CEF, la UNODC, la ONU-Mujeres y la OMS reconocen que constituye una pandemia a nivel 
mundial y, por lo tanto, un asunto de interés crucial.1 La violencia puede ocurrir en diferentes 
espacios privados y públicos, incluido el internet y mediante otras tecnologías en evolución. 
La violencia contra las mujeres tiene sus raíces en la desigualdad histórica entre mujeres y 
hombres, y puede causar un significativo daño físico, social y económico a las mujeres.2

Las mujeres que se enfrentan a formas de discriminación múltiple e interseccional están en 
mayor riesgo a ser víctimas de la violencia. Por ejemplo, la Relatora especial sobre los de-
rechos de los pueblos indígenas encontró que las mujeres indígenas están significativa-
mente más propensas a ser víctimas de una violación que las mujeres que no son indíge-
nas, y que más de una de cada tres mujeres indígenas son violadas en su vida.3 De forma 
similar, las personas con una orientación sexual e identidad de género que se sospecha o 
que en verdad sea diferente de una norma social específica suelen ser objetivo de violen-
cia. El Experto independiente sobre la protección contra la violencia y la discriminación por 
motivos de orientación sexual o identidad de género recalca que están particularmente ge
neralizados los asesinatos, las violaciones, las mutilaciones, la tortura, la crueldad, el trato 
inhumano y degradante, las detenciones arbitrarias, los secuestros, el acoso y los ataques 
físicos y mentales.4

Mientras que la violencia contra las mujeres ha conseguido atraer gran atención en la pro-
gramación de justicia en comparación con otras áreas de los derechos de la mujer, su mag
nitud y la impunidad acompañante ante las transgresiones de los derechos de la mujer 
exigen una ampliación de las intervenciones de programación. En este contexto, es ne
cesario garantizar cuidadosamente que tanto las instituciones del sector de la justicia y la 
seguridad como las mujeres, estén equipados adecuadamente para reivindicar los dere-
chos y necesidades de las mujeres, y para darles respuesta. 

Este Módulo analiza el acceso a la justicia en el contexto de la violencia contra las mujeres 
de forma amplia mas no específica, y explora los desafíos y las consideraciones de progra-
mación específicos al tratar con el sistema de justicia penal, para lo cual:

•	 Profundiza sobre cómo se pueden utilizar los tres puntos de entrada de la programa-
ción descritos en la Introducción y el Módulo 1 (crear un entorno propicio para el acce-
so de las mujeres a la justicia; crear instituciones de justicia eficaces, que rindan cuen-
tas y atiendan la perspectiva de género; y empoderar jurídicamente a las mujeres) 
para abordar la violencia contra las mujeres en su forma más amplia con el fin de dise-
ñar, implementar y vigilar el acceso de las mujeres a los programas de justicia. 

•	 Propone medidas que se puedan llevar a cabo para ayudar a garantizar la creación de 
instituciones de justicia fuertes, que rindan cuentas y atiendan a la perspectiva de gé-
nero con miras a la paz sostenida en países cuyo entorno se está transformando del 
conflicto al desarrollo.

Como uno de los 

delitos más comu­

nes que se come­

ten contra la mujer, 

la violencia contra 

las mujeres es una 

transgresión grave 

del derecho de las 

mujeres al disfrute 

pleno e igualitario 

de todos los dere­

chos humanos.

Este Módulo  

proporciona direc­

trices para la pro­

gramación sobre el 

apoyo a las muje­

res y los actores  

de la justicia para 

abordar la violen­

cia contra las mu­

jeres en su sentido 

amplio.
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•	 Aborda la protección de las mujeres contra la VSG durante la transición de la crisis al 
periodo posterior al conflicto y ulteriormente al desarrollo. 

La administración de justicia no es un evento aislado. Se trata de una cadena de procesos 
descrita en el Cuadro 3.1 que busca garantizar para las mujeres la posibilidad de acceder a 
vías de recurso ante las transgresiones de sus derechos. Es importante que los programa-
dores sean conscientes de los desafíos que enfrentan las mujeres a su paso por la cadena 
de justicia y de la orientación que debe ofrecerse para erradicar la discriminación y los 
impedimentos para acceder a la justicia. 

CUADRO 3.1 Desafíos para las mujeres supervivientes de la violencia a través de la cadena de 

justicia

Cadena  

de justicia

Desafíos para las mujeres supervivientes de la violencia

Prevención •	 No todas las formas de violencia contra las mujeres se pueden tipificar 
como delitos (p. ej., violación marital).

Detección  

temprana  

e informe

•	 Usualmente es responsabilidad de la persona superviviente presentar car-
gos, hacer una denuncia formal o solicitar específicamente el enjuiciamien-
to, ya sea de hecho o de derecho.

•	 Los prejuicios y estereotipos de género prevalentes por parte del personal 
encargado del orden público generan una VSG contra las mujeres que no 
se delata.

Investigación •	 La prescripción u otras limitaciones jurídicas impiden que las supervivien-
tes presenten cargos una vez transcurrido un plazo determinado.

•	 Usualmente las supervivientes deben esperar muchas horas en las estacio-
nes de policía. También se las interroga varias veces por oficiales de policía 
masculinos, se las examina por oficiales forenses masculinos, se las trata 
sin respeto y se les niega su derecho a la privacidad mientras se las inte-
rroga y rinden declaraciones. 

•	 La evidencia circunstancial usualmente es inaceptable, lo que hace que la 
superviviente sea la única fuente probatoria. 

•	 Las reglas probatorias con frecuencia tratan la evidencia física como esen-
cial para imputar un cargo penal, lo cual es un desafío en casos donde 
existe una demora en la denuncia o cuando la violencia es de naturaleza 
psicológica, emocional o económica. 

•	 Usualmente no hay acceso a medidas de protección inmediatas, urgentes 
o de largo plazo, ni evaluación de riesgos o planes de seguridad para las 
supervivientes. 

•	 A menudo se exige a las supervivientes que testifiquen varias veces y, con 
frecuencia, en presencia del acusado. 

•	 La policía podría pedir un pago por el transporte y el combustible (gasoli-
na) para investigar el delito.

•	 En muchos países, la policía entrega a las supervivientes una serie de for-
mularios que deben presentar a los servicios de salud para que les realicen 
una revisión médica (como parte del proceso de reunir pruebas) y también 
para propósitos de atención profiláctica. En ocasiones, los examinadores 
médicos encuentran que estos formularios son demasiado complicados y 
podrían no proporcionar la información necesaria para que sirvan como 
prueba.

La programación 

debe informarse 

sobre los desafíos 

que enfrentan las 

mujeres supervi­

vientes de violen­

cia a través de la 

cadena de justicia.
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Periodo previo 

al juicio

•	 La mayoría de las supervivientes no están familiarizada con el proceso de 
justicia penal, no tienen acceso a servicios de ayuda jurídica y, por lo tanto, 
no están informadas de lo que se espera de ellas.

Decisión de  

enjuiciamiento

•	 El procedimiento penal y la administración de tribunales no permiten que 
se considere la vulnerabilidad particular de las mujeres supervivientes, de 
esta forma, sus necesidades específicas usualmente son ignoradas.

Juicio  

y sentencia

•	 La práctica judicial o las exigencias procesales existentes suelen llevar a 
decisiones que son complejas para las supervivientes, lo que las hace dis-
tanciarse del proceso y las conduce a desistirse de este o rendirse. Por lo 
tanto, aumentan los índices de abandono de casos y disminuyen los de 
sentencias condenatorias.

•	 Las reglas probatorias podrían permitir el interrogatorio acerca de los an-
tecedentes personales o sexuales, exigir su corroboración o facilitar la infe-
rencia adversa con base en una denuncia demorada.

Correcciones •	 Las supervivientes no están informadas de la liberación del infractor, inclu-
so si tanto este como la superviviente son de la misma comunidad.

1.2	 Conceptos y terminología en evolución
Comprender el marco de violencia contra las mujeres y cómo ha evolucionado con el tiem-
po mejora la contextualización de la programación sobre el acceso de las mujeres a la 
justicia en este campo. La reciente recomendación del Comité de la CEDAW, la Recomen-
dación general N.º 35 sobre la violencia por razón de género contra la mujer, por la que se 
actualiza la Recomendación general N.º 19 (CEDAW GR 35), enmarca la violencia contra las 
mujeres dentro del contexto general de la discriminación contra las mujeres como lo define 
la Resolución 34/180 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW).5

La CEDAW RG 35 también enfatiza que los actos específicos de violencia de género pue-
den incluir tortura o tratamiento degradante, inhumano o cruel dentro del contexto de la 
Resolución 39/46 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Convención contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. Incluyen: “violaciones 
de los derechos y la salud sexual y reproductiva de las mujeres, como esterilización forza-
da, aborto forzado, embarazo forzado, penalización del aborto, denegación o retraso de un 
aborto seguro y/o atención posterior al aborto, continuación forzada del embarazo, y abu-
so y maltrato de mujeres y niñas que buscan información, bienes y servicios sobre salud 
reproductiva y sexual, son formas de violencia de género que, dependiendo de las circuns-
tancias, podrían llegar hasta tortura o trato cruel, inhumano o degradante”.6

Las definiciones de violencia contra la mujer han evolucionado con los años en diferentes 
marcos y contextos jurídicos. La siguiente definición de la Resolución 48/104 de la Asam-
blea General de las Naciones Unidas, Declaración sobre la eliminación de la violencia con-
tra la mujer, se reafirmó por las Conclusiones acordadas de la Comisión de la condición 
jurídica de la mujer (CSW) de 2013 sobre la eliminación y prevención de todas las formas 
de violencia contra mujeres y niñas:

“Todo acto de violencia de género que resulte o pueda resultar en daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico a la mujer, incluidas las amenazas de tales actos, la coac-
ción o la privación arbitraria de la libertad, ya sea que ocurra en público o en la vida 
privada”.7

La violencia contra 

la mujer se define 

en varias formas y 

ha evolucionado 

con los años,  

culminando en la 

CEDAW GR 35 

en 2017.

http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/35&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/35&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/35&Lang=en
http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm
http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CAT.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CAT.aspx
http://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2002/1286.pdf?file=fileadmin/Documentos/BDL/2002/1286
http://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2002/1286.pdf?file=fileadmin/Documentos/BDL/2002/1286
http://www.un.org/womenwatch/daw/csw/csw57/CSW57_Agreed_Conclusions_(CSW_report_excerpt)_E.pdf
http://www.un.org/womenwatch/daw/csw/csw57/CSW57_Agreed_Conclusions_(CSW_report_excerpt)_E.pdf
http://www.un.org/womenwatch/daw/csw/csw57/CSW57_Agreed_Conclusions_(CSW_report_excerpt)_E.pdf
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El término “violencia de género” se refiere a la “violencia dirigida contra la mujer porque es 
mujer o que la afecta en forma desproporcionada”, incluyendo “actos que inflijan daño o 
sufrimiento físico, mental o sexual, amenazas de tales actos, coacción y otras privaciones 
de la libertad”.8

La violencia contra la mujer es amplia en alcance, e incluye, entre otras cosas, lo si-
guiente: 

•	 Violencia física, sexual y psicológica que ocurra en la familia, incluyendo golpizas, abu-
so sexual de niñas menores dentro del hogar, violencia relacionada con dotes, viola-
ción marital, M/AGF y otras prácticas tradicionales nocivas para las mujeres, la violen-
cia extramatrimonial y la brutalidad en relación con la explotación.9 

•	 Violencia física, sexual y psicológica que ocurre dentro de la comunidad en general, 
incluidos violación, abuso sexual, acoso sexual e intimidación en el trabajo, en institu-
ciones educativas y otros lugares, tráfico de mujeres y prostitución forzada.10

•	 Violencia física, sexual y psicológica perpetrada o condonada por el Estado, donde sea 
que ocurra.11

•	 Violencia económica usualmente ignorada, reconocida por el Panel de Alto Nivel de 
las Naciones Unidas sobre Empoderamiento Económico de las Mujeres. El Panel adop-
ta la definición del Centro Virtual de Conocimiento para eliminar la Violencia contra las 
Mujeres y las Niñas de ONU-Mujeres: “actos tales como negar la provisión de fondos, 
negarse a contribuir financieramente, negarse a proveer la comida y necesidades bá-
sicas, y controlar el acceso a atención médica, trabajo, etc.”12 

Estas definiciones se han detallado con el transcurso del tiempo para considerar otras di-
mensiones relevantes de la violencia contra la mujer. 

El BDPfA, adoptado en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, expandió la defini-
ción de violencia de género al incluir: transgresiones a los derechos de la mujer en si
tuaciones de conflicto armado, incluyendo violación sistemática, esclavitud sexual y emba-
razos forzados; esterilización forzada, aborto forzado y uso forzado o coaccionado de 
anticonceptivos; y selección prenatal del sexo e infanticidio femenino. Además, reconoció 
las vulnerabilidades particulares de las mujeres que pertenecen a las minorías: ancianas, 
discapacitadas, indígenas, refugiadas y de comunidades migrantes, así como mujeres que 
viven en áreas remotas o rurales empobrecidas, o mujeres en detención.13

La Recomendación general conjunta núm. 31 del Comité para la Eliminación de la Discrimi-
nación contra la Mujer y la Observación general núm. 18 del Comité de los Derechos del 
Niño sobre las prácticas nocivas, adoptada de manera conjunta por ambos comités, define 
prácticas nocivas como “prácticas y formas de conducta persistentes que se fundamentan 
en la discriminación por razón de sexo, género y edad, entre otras cosas, además de for-
mas múltiples o interrelacionadas de discriminación que a menudo conllevan violencia y 
causan sufrimientos o daños físicos o psíquicos”.14

El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional clasifica la violación, la esclavitud se-
xual, la prostitución forzada, la esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia 
sexual de gravedad comparable con la de crímenes contra la humanidad “cuando se come-
te como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil, y con 
conocimiento de dicho ataque”.15

http://www.un.org/documents/ga/conf177/aconf177-20en.htm
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N14/627/78/PDF/N1462778.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N14/627/78/PDF/N1462778.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N14/627/78/PDF/N1462778.pdf?OpenElement
http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute(s).pdf
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1.2.1	 Definiciones 

Debido proceso: Un conjunto de derechos que ostenta una persona que busca justicia o 
contra quien se busca justicia. Estos derechos garantizan que se reciba un trato justo e im
parcial antes, durante y después de los procesos judiciales y que los resultados cumplan con 
las normas internacionales. 

Femicidio: El proceso de conceptualización del fenómeno de asesinar mujeres por el hecho 
de ser mujeres obtuvo importancia en la década de 1970 cuando Diana Russell acuñó la 
expresión “femicidio”. Esta expresión surgió como una alternativa al término neutro “homi-
cidio” con el objetivo político de reconocer y hacer visible la discriminación, la opresión, la 
inequidad y la violencia sistemáticas contra la mujer, que en su forma más extrema culmina 
en la muerte. De acuerdo con la definición de Russell, el femicidio aplica a todas las formas 
de asesinato sexista que está “motivado por un sentido de tener derecho a ello o de supe-
rioridad sobre las mujeres, por placer o deseos sádicos hacia ellas, o por la suposición de 
propiedad sobre las mujeres”.16

Se debe considerar que la Resolución 68/191 y la Resolución 70/176 de la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas, ambas relacionadas con realizar acciones contra el asesinato de 
mujeres y niñas por razón de género, usan la terminología “asesinato de mujeres y niñas por 
razón de género”, reconociendo que esto está penalizado en algunos países como “femici-
dio” o “feminicidio” y se ha incorporado como tal en la legislación nacional en esos países.17

Feminicidio: Al desarrollar el concepto de femicidio, la investigadora mexicana Marcela 
Lagarde acuñó el término “feminicidio”. Ella lo definió como el acto de matar a una mujer 
con base solo en el hecho de que es del género femenino, pero confirió en este concepto 
un significado político enfocado a denunciar la falta de respuesta del Estado en estos ca-
sos y el incumplimiento con sus obligaciones internacionales, incluida su obligación de in-
vestigar y castigar. Por lo tanto, para Lagarde, el feminicidio es un crimen del Estado. Habla 
de una “fractura en el estado de derecho que favorece la impunidad”. El concepto se refie-

Arriba: Tanzania. Mujeres reclaman su espacio en el proceso electoral. © ONU-Mujeres/Stephanie Raison.
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re al conjunto completo de hechos que caracteriza los crímenes y las desapariciones de 
niñas y mujeres en casos en los que la respuesta de las autoridades es de omisión, inercia, 
silencio e inacción en la prevención y erradicación de estos crímenes.18

Reparaciones: Las reparaciones son medios para remediar, tanto como sea posible, todas 
las consecuencias de un acto ilegal y restablecer la situación que, con toda probabilidad, 
habría existido de no haberse cometido dicho acto.19 Las víctimas de violaciones manifiestas 
de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho 
internacional humanitario tienen derecho a reparación total y efectiva (consistente en la res
titución, compensación, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición) de confor-
midad y proporcional a la gravedad de la violación y las circunstancias de cada caso.20

Reparaciones administrativas: Un programa que tiene como objetivo proporcionar a las 
personas supervivientes reparaciones (ver definición de “reparaciones”), principalmente 
compensación financiera, sin la necesidad de recurrir al sistema judicial o de la dependen-
cia sobre los fondos que entregan los perpetradores.21

Servicios básicos: Un conjunto medular de servicios proporcionados por los sectores de 
salud, servicio social, policía y justicia. Los servicios deben, como mínimo, garantizar los de
rechos, la seguridad y el bienestar de cualquier mujer o niña que experimente violencia de 
género.22

Superviviente: A menos que otras fuentes lo establezcan de forma diferente, este Módulo 
utiliza el término “superviviente” para reforzar la representación y el empoderamiento de 
las mujeres y niñez afectadas. Como lo observa la CIJ, quienes defienden los derechos hu
manos de las mujeres tienden a utilizar el término superviviente “como una forma de refle-
jar la representación, resiliencia y valentía de las mujeres y niñas sometidas a violencia”. 
Otras fuentes utilizan los términos víctima y superviviente de forma indistinta. “Víctima” 
connota un intento de reconocer “la enormidad del sistema de discriminación de género que 
enfrentan las mujeres y las niñas”. “Superviviente” celebra al individuo y reconoce la repre-
sentación y el empoderamiento de las mujeres y las niñas.23

Victimización secundaria: La victimización secundaria es la victimización que ocurre no 
como resultado directo de un acto criminal, sino por la respuesta inadecuada de institucio-
nes y personas hacia la víctima.24

Violaciones graves del derecho internacional humanitario: Las violaciones graves del dere-
cho internacional humanitario usualmente entran dentro del régimen de “Violaciones gra-
ves” del Artículo 147 del IV Convenio de Ginebra relativo a la protección debida a las per-
sonas civiles en tiempo de guerra del CICR además de aquellos enlistados en el artículo 3 
de los cuatro Convenios de Ginebra. Estos incluyen el homicidio intencional, la tortura o los 
tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos, el hecho de causar deliberada-
mente grandes sufrimientos o de atentar gravemente contra la integridad física o la salud, 
las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal legítimamente cons
tituido, la deportación o el traslado ilegal, la detención ilegal de una persona protegida, el 
hecho de forzar a una persona protegida a servir en las fuerzas armadas de la potencia 
enemiga, o el hecho de privarla de su derecho a ser juzgada legítima e imparcialmente, la 
toma de rehenes, la destrucción y la apropiación de bienes no justificadas por necesidades 
militares y realizadas a gran escala de modo ilícito y arbitrario. Las víctimas de violacio-
nes manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones gra-
ves del derecho internacional humanitario tienen derecho a vías de recurso y reparaciones, 
como lo describe la Resolución 60/147 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Prin
cipios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de 

Aquí se definen las 

palabras y frases 

que no se definen 

en el texto del  

Módulo.

https://www.icrc.org/spa/resources/documents/treaty/treaty-gc-4-5tdkyk.htm
https://www.icrc.org/spa/resources/documents/treaty/treaty-gc-4-5tdkyk.htm
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
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las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho in-
ternacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones.

Violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos: Las violacio-
nes manifiestas, junto con el genocidio y los crímenes contra la humanidad, usualmente se 
ven como apoyo a la premisa de que podría fincarse responsabilidad a aquellas personas 
que perpetren violaciones a los derechos humanos que se acerquen a los límites de estos 
crímenes. Uno de los primeros textos que proporcionó ejemplos de dichas violaciones 
manifiestas fue la Declaración y Programa de Acción de Viena (Declaración de Viena) de 
la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos en 1993.25 La Declaración de Viena ofre-
ció una definición más amplia de dichas violaciones que la que ya se tenía e incluye los 
tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes, las ejecuciones sumarias y arbitrarias, las 
desapariciones y detenciones arbitrarias, todas las formas de racismo, discriminación y 
segregación racial, la ocupación extranjera y dominación externa, la xenofobia, la pobre-
za, la hambruna y otras denegaciones de derechos económicos, sociales y culturales, la 
intolerancia religiosa, el terrorismo, la discriminación contra la mujer y la ausencia del esta-
do de derecho. La ACNUDH considera una lista más o menos larga, y añade además lo si-
guiente: denegar el derecho a un juicio justo, incluida la presunción de culpabilidad de una 
persona hasta que demuestre su inocencia; negar la libertad de pensamiento, consciencia 
y religión; ejecutar niños o mujeres embarazadas; permitir la promoción del odio nacional, 
racial o religioso; denegar a las minorías el derecho de disfrutar su propia cultura, profesar 
su propia religión o utilizar su propio lenguaje; o privar a una persona del alimento esencial, 
atención de salud primaria esencial, refugio y vivienda básicos o las formas más básicas de 
educación.26 Las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de de-
rechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario tienen 
derecho a vías de recurso y reparaciones, como lo describe la Resolución 60/147 de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, Principios y directrices básicos sobre el derecho 
de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos hu-
manos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos 
y obtener reparaciones.

Arriba: Italia. Una mujer de la Ciudad de Benín en Nigeria llora en la cama de un dormitorio de la casa  

de seguridad donde ahora vive, a las afueras de Taormina en Sicilia. © UNICEF/Gilbertson.

http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/Vienna.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
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2.0	 Creación de un entorno propicio para  
el acceso de las mujeres a la justicia

Los marcos y lineamientos de la normativa internacional para abordar la violencia contra 
las mujeres son, por mucho, los más completos en relación a los derechos de la mujer y 
deben traducirse en leyes locales sustantivas y procesales que traten sobre las diversas 
manifestaciones de violencia, la disponibilidad de vías de recurso y el establecimiento de 
instituciones y servicios al alcance de todas las mujeres de todos los contextos. Además de 
responder ante los delitos cometidos por perpetradores, es necesario un cambio de men-
talidad y de cultura institucional para garantizar que los derechos y las necesidades de las 
mujeres se coloquen en el centro de las leyes y la práctica nacionales.

2.1	 Derecho internacional 

Las normas y reglas a nivel regional y mundial sobre violencia contra la mujer generalmen-
te apuntan a su prevención, eliminación y reparación.

Además de los marcos internacionales mencionados antes, la reglas y normas mundiales 
incluyen: Resolución 3318 (XXIX) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Decla
ración sobre la Protección de la Mujer y el Niño en Estados de Emergencia o de Conflicto 
Armado; Resolución 55/25 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Protocolo para 
Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Trasnacional; ECOSOC de las Naciones Unidas, Principios y Directrices Recomendados so-
bre los Derechos Humanos y la Trata de Personas; Resolución 317(IV) de la Asamblea Ge
neral de las Naciones Unidas, Convenio para la represión de la trata de personas y de la ex
plotación de la prostitución ajena; IV Convenio de Ginebra relativo a la protección debida 
a las personas civiles en tiempo de guerra del CICR; Protocolo adicional a los Convenios de 
Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos 
armados sin carácter internacional (Protocolo II) del CICR; Resolución 40/34 de la Asam
blea General de las Naciones Unidas, Declaración sobre los principios fundamentales de 
justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder. También se deben mencionar las 
Conclusiones convenidas del CSW 2013 sobre la eliminación y prevención de todas las for
mas de violencia contra la mujer y la niña.

A nivel regional, las referencias incluyen: Unión Africana, Protocolo de la Carta Africana de 
Derechos Humanos y de los Pueblos sobre los derechos de la mujer en África (Protocolo 
de Maputo); OEA, Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio
lencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”; Asociación de Naciones del Sudeste 
Asiático (ASEAN), Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer y la Eli
minación de la Violencia contra los Niños en la ASEAN; y Consejo de Europa, Convención 
para Prevenir y Combatir la Violencia contra las Mujeres y la Violencia Doméstica (Convenio 
de Estambul).

También son relevantes los siguientes lineamientos de política mundial y regional para refor
zar la implementación de las reglas y normas anteriores: La Resolución 60/147 de la Asam
blea General de las Naciones Unidas, Principios y directrices básicos sobre el derecho de 
las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos 
y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y ob-
tener reparaciones, la Resolución 65/228 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
Estrategias y medidas prácticas modelo actualizadas para la eliminación de la violencia 
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contra la mujer en el campo de la prevención del delito y la justicia penal27 y el Modelo de 
protocolo latinoamericano de investigación de las muertes violentas de mujeres por razo-
nes de género (femicidio/feminicidio) de la ONU-Mujeres y ACNUDH, una herramienta téc
nica para ayudar en la investigación y enjuiciamiento del femicidio/feminicidio.

Además del Comité de la CEDAW, otras instituciones emanadas de tratados (p. ej., el Co
mité de Derechos Humanos; el Comité contra la tortura; y el Comité para la eliminación de 
la discriminación racial), los Procedimientos especiales (p. ej., la Relatora Especial sobre la 
violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias; el Relator Especial sobre la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; el Relator Especial sobre la promo-
ción de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición; la Relatora es-
pecial sobre los derechos de los pueblos indígenas; la Relatora especial sobre los derechos 
de las personas con discapacidad; y el Experto Independiente sobre orientación sexual e 
identidad de género) y el Grupo de trabajo sobre discriminación contra la mujer en la ley y 
en la práctica han vigilado activamente y emitido recomendaciones para abordar la violen-
cia contra las mujeres en diversos contextos.

Además, esta sección se basa en: La Recomendación general No. 19 de la CEDAW: Violencia 
contra las mujeres (CEDAW GR 19), la Recomendación general conjunta N.º 31 del Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW) y Observación general 
N.º 18 del Comité de los Derechos del Niño sobre las prácticas nocivas; y la Recomendación 
general N.º 35 de la CEDAW (CEDAW GR 35).

2.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 La Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias in
dica “una carencia general de comprensión de las obligaciones de derechos humanos 
de los Estados … para combatir y prevenir la violencia de género”.28

•	 Las reglas internacionales impugnan las normas profundamente arraigadas que justi-
fican y perpetúan la violencia, especialmente dentro del contexto de su ubicación en 
el ámbito privado, sin interferencia del Estado y en la cultura del silencio. 

•	 La naturaleza multidimensional de la violencia se refleja en diversos instrumentos mun
diales y regionales. Por lo tanto, se espera que los Estados aprecien el alcance de las 
obligaciones que se establecen de acuerdo con las normas internacionales y ejerzan la 
voluntad política de traducir estas obligaciones en leyes y políticas exhaustivas.

•	 Reservas a varios artículos de la CEDAW. Por ejemplo, cuando un Estado interpone 
una reserva al artículo 2, que trata sobre la erradicación de la discriminación contra la 
mujer, pone una barrera a la implementación de las normas de los derechos humanos 
internacionales, como el principio de no discriminación, que apuntalan el ejercicio de 
los derechos humanos. Además, las reservas relacionadas con los derechos igualitarios 
de las mujeres de pasar su nacionalidad a sus hijos y cónyuges,29 y aquellas relaciona-
das con la igualdad en la capacidad celebrar contratos30 y la igualdad en el matrimonio 
y la vida familiar,31 pueden negar todos los esfuerzos de implementar las reglas inter-
nacionales sobre la violencia contra la mujer.

2.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación 

El BDPfA y el CEDAW funcionan como herramientas de programación importantes para 
promover actitudes positivas hacia las mujeres e iniciar políticas para combatir la violencia 
contra las mujeres.
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•	 El comité de la CEDAW solicita consistentemente a los Estados partes que informen 
sobre las medidas realizadas para "modificar los patrones socioculturales de conducta 
de hombres y mujeres, con miras a lograr la eliminación de los prejuicios y las prácticas 
consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basadas en la idea de la inferio-
ridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hom-
bres y mujeres".32 Se deben realizar inversiones para apoyar a los Estados en la imple-
mentación de esta obligación a través de políticas nacionales con plazos determinados 
que sean definidas y diseñadas por los agentes nacionales (p. ej., maquinarias de gé-
nero nacionales, ministerios de justicia, comisiones para reformas legislativas, grupos 
de educación cívica, instituciones religiosas o tradicionales y OSC). 

•	 Eliminar todas las formas de violencia contra las mujeres y las niñas requiere un con-
junto de acciones coordinadas y exhaustivas para la prevención y respuesta, y además 
para combatir las causas originarias y subyacentes. 

•	 Deben revisarse con regularidad los Planes Nacionales de Acción (PNA) que se desa-
rrollaron para dar respuesta a las Áreas de mayor preocupación de la BDPfA sobre la 
violencia contra la mujer, en consideración de las cambiantes obligaciones mundiales 
y regionales (consulte la Sección 2.3).

•	 Abogar por el retiro de todas las reservas a la CEDAW, utilizando los puntos de entra-
da (p. ej., nacionalidad, matrimonio y vida familiar) conforme sea útil a nivel del país 
(consulte el Módulo 1 y el Módulo 2). 

•	 Utilizar en su totalidad las observaciones y recomendaciones concluyentes de los ór-
ganos creados en virtud de tratados de derechos humanos y la EPU en acciones que 
debe realizar el Estado para abordar y combatir la violencia contra las mujeres, inclu-
yendo el contexto del acceso de las mujeres a la justicia.

2.2	 Legislación nacional 

2.2.1	 Constituciones 
Las constituciones son importantes para abordar la violencia contra la mujer ya que su con
tenido puede obstaculizar o ayudar su eliminación a nivel nacional. La responsabilidad del 
Estado para eliminar la violencia contra la mujer está anclada en las garantías constitucio-
nales de no discriminación, equidad ante la ley y disposiciones más amplias de equidad de 
género en donde existan. Un total de 183 constituciones (94 %) contienen una amplia gama 
de disposiciones sobre la protección de todas las personas contra diversas formas de abu-
so, explotación, actos de tortura, tratos o penas inhumanos y degradantes y crímenes con
tra la humanidad.33

2.2.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Las disposiciones más amplias sobre la violencia generalmente no están complemen-
tadas por disposiciones específicas sobre la violencia contra las mujeres, como se pre
sentan actualmente en algunas constituciones (p. ej., Ecuador, Etiopía, Malaui, Nepal y 
Túnez). 

2.2.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación

Las reformas constitucionales presentan oportunidades para afianzar en las constitucio-
nes disposiciones específicas sobre la violencia contra las mujeres. Para hacerlo de forma 
eficaz debe:

•	 Integrar los resultados de las encuestas nacionales, que proporcionan evidencia de la 
escala y el alcance de la violencia, para informar a los esfuerzos futuros de reforma 
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constitucional. Utilizar estos datos y los instrumentos mundiales y regionales como 
base para abogar por un lenguaje constitucional específico sobre la protección de las 
mujeres contra la violencia, y también para la justificación política social del cambio 
entre políticos y las comisiones de revisión constitucional y las instituciones relacio-
nadas. 

•	 Forjar amplias asociaciones para la incorporación de lenguaje específico o rechazo de 
cierto lenguaje que podría ser discriminatorio, y trabajar para generar la atención pú-
blica y el apoyo para eliminar las disposiciones que podrían reforzar la naturaleza pri-
vada de los delitos de violencia contra las mujeres. La importancia de las asociaciones 
se ejemplificó durante el reciente proceso de reforma constitucional en Malaui, que dio 
por resultado la revisión de una disposición constitucional sobre el cambio de la edad 
mínima para el matrimonio de niñas de 15 a 18 años. Para lograrlo, la ONU-Mujeres mo
vilizó al sistema de las Naciones Unidas, al parlamento (incluido el comité de mujeres), 
a las autoridades tradicionales (incluida una regente tradicional que recibe el nombre 
de “Exterminadora del matrimonio infantil”) y las OSC.34

2.2.2	 Leyes formales e informales 

2.2.2.1	 Leyes formales 

En contraste con las disposiciones constitucionales sobre la violencia contra las mujeres, 
más Estados han promulgado leyes para abordar formas específicas de violencia. A la fe-
cha, 132 países han igualado la edad mínima para casarse (sin consentimiento de los pa-
dres) a 18 años o más, protegiendo así a las niñas contra el matrimonio infantil; al menos 
140 países han aprobado legislaciones sobre la violencia doméstica; 144 países han apro-
bado leyes para que los espacios de trabajo y los espacios públicos sean más seguros para 
mujeres al prohibir el acoso sexual;35 y 43 países han prohibido la M/AGF por ley o decreto 
constitucional.36 Estos datos indican el potencial para contar con leyes nuevas y una nece-
sidad de reformar leyes existentes que son discriminatorias contra las mujeres. 

2.2.2.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 La falta de conectividad entre las leyes sobre la violencia y las otras áreas de la legis-
lación, como aquellas relacionadas con la ley familiar y el acceso a tierra y recursos 
(consulte el Módulo 2) o trabajo e inmigración, puede paralizar los esfuerzos de pro-
porcionar servicios completos a las supervivientes de violencia, y de abordar las con-
secuencias de dicha violencia.

•	 Las leyes penales, los procedimientos penales y las leyes probatorias podrían no estar 
lo suficientemente alineadas con la legislación sobre la violencia. Como resultado, las 
leyes acerca de la violencia contra la mujer podrían coexistir con otras disposiciones y 
otros procedimientos jurídicos que no permitan a las mujeres testificar con la misma 
igualdad de circunstancias que los hombres o forzarlas a casarse con el perpetrador. 
En otras situaciones, siguen existiendo brechas jurídicas en las leyes penales, como la 
no penalización de la violación marital. 

•	 Los informes del Relator Especial sobre la violencia contra las mujeres, sus causas y 
consecuencias muestran que las órdenes de protección pueden retrasarse y las muje-
res suelen no ser informadas de su derecho a solicitar dichas órdenes.37

•	 En los Estados Federados, de una jurisdicción estatal a otra las leyes sobre violencia y 
las órdenes de protección podrían ser diferentes a la ley federal en contenido, procedi
miento y ejecución y, por lo tanto, podrían no reforzarse mutuamente cuando un caso 
de violencia involucra a más de un área administrativa. 
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•	 Es frecuente que la ley nacional exija a las mujeres supervivientes de violencia de géne
ro que entren en un proceso de mediación con los hombres que perpetraron la violen-
cia, especialmente en casos de violencia relacionada con la familia, divorcio y ma
nutención infantil, así como disputas por custodia. El estigma social y la presión por 
mantener a las familias juntas, además de la falta de empoderamiento económico de 
las mujeres, influyen fuertemente en la decisión de una mujer para reconciliarse con 
quien ejerció violencia en su contra. Las fuerzas del orden público también tienden a 
minimizar las ofensas bajo la creencia de que la violencia doméstica es un asunto pri-
vado, lo que desanima a las supervivientes a interponer una demanda.

•	 Incluso cuando existen leyes fuertes, persisten los desafíos relacionados con la ejecu-
ción de la ley y la implementación.

2.2.2.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación 	

La reforma de marcos legislativos sobre la violencia contra las mujeres se debe realizar 
como parte de una reforma integral del marco legal sobre los derechos de la mujer, más 
que como un objetivo por separado. Los problemas clave a considerar incluyen:

•	 Determinar qué leyes requieren reforma para cada área de los derechos de las mujeres 
y cuáles son complementarias entre sí.

•	 La extensión en la que las leyes penales, familiares, migratorias, laborales y sanitarias 
están armonizadas dentro de un país y reflejan las convenciones internacionales rele-
vantes.

•	 Si el Estado establece un registro de nacimiento obligatorio para facilitar la identifica-
ción de supervivientes por edad y parentesco. 

•	 Si la edad mínima para el matrimonio está establecida en 18 años de edad, con o sin 
consentimiento de los padres.

•	 Si la definición de violencia contra la mujer es suficientemente amplia para cubrir las 
experiencias de violencia de las mujeres en el contexto mundial, así como en el particu
lar del país en cuestión. 

•	 Si las mujeres pueden obtener vías de recurso tanto civiles como penales contra los 
perpetradores, ya que la naturaleza compleja de la violencia contra la mujer suele re-
querir una respuesta que combine ambas esferas.38

•	 Si las multas impuestas al infractor causarán problemas económicos a la supervivien-
te o a sus hijos, por ejemplo, cuando el infractor tiene una obligación continua de pa-
gar manutención infantil o pensión alimenticia o la superviviente y sus hijos siguen 
viviendo con el infractor.39 Cuando se imponen multas, deben combinarse con el tra-
tamiento y la supervisión del perpetrador mediante órdenes de protección y libertad 
condicional.40

•	 Si la ley autoriza a la policía y otras agencias del orden público ingresar a las instala-
ciones y realizar arrestos en casos de violencia contra mujeres y tomar medidas inme-
diatas para asegurar la seguridad de las supervivientes. La responsabilidad principal 
para iniciar investigaciones y enjuiciamientos debe recaer en la policía y las autorida-
des fiscales, no en las supervivientes.41

Identificar formas en las que las leyes probatorias y procesales (consulte el Módulo 1) dis-
criminan contra las supervivientes y los cambios necesarios para prevenir y proteger mejor 
a las mujeres de la violencia. Los problemas clave a considerar incluyen los casos en que:
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•	 Existen puntos de entrada para las reformas, con base en la evaluación inicial del país 
(consulte el Módulo 1).

•	 Existen disposiciones discriminatorias con respecto al “honor” o la “provocación”, y si 
existen disposiciones que permitan desechar los cargos si el perpetrador solicita la op
ción de casarse con la superviviente. 

•	 La credibilidad y el historial sexual de una demandante se pueden utilizar tanto en los 
procedimientos civiles como penales cuando no están relacionados con el caso o se 
hacen de mala fe.

•	 Hay obstáculos para garantizar que durante los procedimientos judiciales se considere la 
evidencia de actos previos de violencia, abuso y explotación por parte del perpetrador. 

•	 En casos de abuso sexual de niñas y adolescentes, la ley perdona a las personas impu-
tadas con base en una evaluación subjetiva de que la superviviente podría haber teni-
do la mayoría de edad.

•	 Las sentencias son sumamente indulgentes y no son proporcionales con la gravedad 
de los delitos.42

•	 La existencia de plazos de prescripción que no sean de carácter restrictivo y propor-
cionen suficiente tiempo para que las supervivientes informen los delitos cometidos 
en su contra.43

Determinar que las mujeres pueden testificar en procedimientos penales y que se han im-
plementado medidas adecuadas para facilitar que presten testimonio. Las medidas podrían 
incluir:

•	 Proteger la privacidad, la identidad y la dignidad, establecer programas sólidos de pro
tección para la superviviente y los testigos, garantizar la salvaguarda durante procedi-
mientos jurídicos y evitar la victimización secundaria.44 

•	 Tener en consideración la vulnerabilidad de las supervivientes en sentencias con penas 
no privativas, o semiprivativas, de libertad, libertad bajo fianza, libertad condicional o 
condena condicional, especialmente cuando los condenados son reincidentes y peli-
grosos.

Garantizar que la legislación contiene las sanciones, las vías de recurso y el marco de im-
plementación adecuados, con líneas claras sobre la rendición de cuentas institucional. Las 
etapas específicas podrían incluir:

•	 La formulación de disposiciones que ordenan a la órgano o ministerio gubernamental 
pertinente a desarrollar protocolos y normas como parte integral de la implementación 
completa y oportuna.

•	 La integración de vías de recurso y sanciones claras, incluida la rehabilitación del per-
petrador de la violencia.

•	 Disposiciones que permitan a la policía y la corte emitir y ejercer órdenes de protec-
ción y alejamiento, además de facultades para entrar en las instalaciones para retirar 
al perpetrador del domicilio.

RECUADRO 3.1  Elementos para el modelo de legislación sobre violencia doméstica y familiar 

Una sección de declaración del objeto (también conocida como declaración de propósitos o 
de intenciones) en el preámbulo de la legislación es una declaración amplia que identifica sus 
principales propósitos. Es una oportunidad para dar un mensaje simbólico enfático sobre lo 
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inaceptable de la violencia doméstica y además proporciona una guía importante para los ac-
tores de la justicia en su interpretación y aplicación de tal legislación. Una buena práctica en 
la declaración del objeto establecerá, desde el inicio, que la violencia contra las mujeres es 
una forma de discriminación y una violación de los derechos humanos de la mujer. Otra buena 
práctica apunta a incluir la prevención y la reducción de las incidencias y consecuencias de la 
violencia doméstica, haciendo responsables de sus acciones a los perpetradores y maximizan-
do la seguridad de niños y adultos que han experimentado o están riesgo de violencia domés-
tica y familiar.45

Un componente clave de la legislación sobre violencia doméstica y familiar es contar con una 
definición completa y clara de lo que constituye violencia doméstica y familiar. La definición de
termina el momento en que una persona superviviente puede acceder a las vías de recurso 
prescritas por la legislación y establece una norma comunitaria para los comportamientos que 
constituyen violencia doméstica y familiar. La definición de violencia doméstica y familiar 
debe considerar tanto violencia física como no física y ser no exhaustiva para garantizar la in-
clusión de todas las formas de violencia.

La legislación sobre violencia doméstica y familiar debe estar dirigida a la protección de las 
personas que tienen o han tenido una relación doméstica con el perpetrador más que solo aque
llas que experimentan violencia por parte de un extraño. Esto es para que la legislación tenga 
como objetivo principal proteger a las personas supervivientes contra violencia reiterada por 
parte del perpetrador. La violencia doméstica y familiar puede ocurrir entre personas en un 
rango de relaciones personales y domésticas, incluidas las relaciones pasadas, en las que hay 
desequilibrios de poder, incluyendo las relaciones íntimas (incluso si no constituyen un matri-
monio formal dentro de las jurisdicciones específicas, incluidas las relaciones de facto y rela-
ciones del mismo sexo), noviazgo, entre miembros de la familia que incluyen a la familia am-
pliada, personas al cuidado de alguien más y ayuda doméstica en el hogar.

Las disposiciones de buena práctica cubren medidas de protección, preventivas, correctivas 
y punitivas. Las medidas de protección incluyen órdenes de protección, órdenes de ocupa-
ción, el deber de la policía de auxiliar a las personas supervivientes y la obligación del Estado 
de garantizarles que tengan acceso a servicios médicos, orientación, casas de seguridad y 
otros servicios esenciales. Puede incluir órdenes temporales de custodia de niños y de pen-
sión para cónyuge e hijos. Las medidas correctivas incluyen órdenes de compensación. Las me
didas preventivas incluyen las obligaciones del Estado de educar y concientizar. Las medidas 
punitivas incluyen el enjuiciamiento de los perpetradores en el sistema de justicia penal a tra-
vés del establecimiento de los delitos de violencia doméstica con penas severas. También es 
esencial un fuerte mecanismo de ejecución en caso de incumplimiento de órdenes de protec-
ción, entre otras.

Es importante que los profesionales aprecien los puentes existentes en las buenas prácticas en 
la legislación sobre violencia doméstica y familiar y en la legislación de derecho familiar, con 
ello se habilita a las personas supervivientes, que de otra manera podrían enfrentar pobreza, a 
encontrar medios alternativos de sustento.

La policía suele ser la primera en la escena en incidentes relacionados con violencia doméstica 
y familiar, por lo tanto, puede ser crucial imponerle un deber positivo para garantizar la segu-
ridad de mujeres y niños. La legislación sobre violencia doméstica y familiar debe asignar a la 
policía labores de respuesta e investigación en cada informe de violencia doméstica y, al aten-
der un incidente de violencia doméstica y familiar, la obligación de informar a las personas su
pervivientes sobre su derecho de solicitar una orden de protección.

La legislación sobre violencia doméstica y familiar debe imponer obligaciones positivas al Es-
tado de proporcionar servicios a las personas supervivientes, con el fin de modificar y cambiar 
el comportamiento y las actitudes, y reunir datos estadísticos para realizar investigaciones so
bre la amplitud, las causas y los efectos de la violencia doméstica.

Fuente: Christine Forster, “Documento por expertos acerca de la legislación sobre la violencia domésti-

ca”, (2016). Informe preparado para la ONU-Mujeres. (Inédito).
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2.2.2.2	 Leyes informales

Mientras que la programación debe reconocer las dimensiones positivas de las normas con
suetudinarias y religiosas, el conocimiento profundo de ciertos aspectos y prácticas que 
pueden justificar y formar la base del evento y la perpetuación de la violencia contra la mu
jer también se debe examinar y abordar. 

2.2.2.2.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 En algunos contextos, diversas formas de violencia contra la mujer se justifican en 
nombre de una costumbre y/o religión y no se consideran penadas. Estas incluyen crí
menes de honor, prácticas tradicionales nocivas como la violencia relacionada con 
brujería y la violencia contra mujeres mayores, la violencia relacionada con dotes, las 
pruebas de virginidad y la M/AGF. 

•	 También se sabe que algunas sociedades sostienen mitos que culpan a las mujeres y 
niñas de los crímenes que se cometen en su contra. 

•	 Más aún, la revisión de 20 años de la BDPfA revela que las normas sociales que perpe-
túan o justifican la discriminación y la violencia fungen como un obstáculo mayor para 
erradicar la violencia contra la mujer. Puso de manifiesto que están muy difundidas por 
todos los países las actitudes de culpabilizar a la víctima: datos de 37 países en desa-
rrollo muestra que 21 % de las mujeres consideran justificable que un esposo golpee a 
su esposa por discutir con él.46 De forma similar, 27 % de las mujeres consideran justi-
ficable que un esposo golpee a su esposa si descuida a los hijos.47 Mientras que esas 
encuestas recogieron datos de mujeres acerca de sus actitudes, las encuestas a hom-
bres también revelaron altos niveles de aceptación de la violencia contra la mujer. En 
una encuesta de 2010, realizada en 15 de 27 países de la Unión Europea, se preguntó si 
el comportamiento de las mujeres era una causa de violencia doméstica contra la mu-
jer. La proporción de personas que aceptaron esta declaración fue en promedio 52 % y 
osciló entre 33 y 86 % entre los países.48

2.2.2.2.2	 Consideraciones y opciones de la programación 

A través de los pasos descritos en la Sección 3.2.2.2.2 del Módulo 1, las intervenciones de 
programación deben enfocarse en forjar asociaciones estrechas con los líderes religiosos 
y consuetudinarios, incluidos hombres y niños, para identificar y reformar las costumbres, 
actitudes y creencias que perpetúan la violencia. Las líneas de acción específicas pueden 
incluir:

•	 Cuando las partes interesadas locales han identificado que los actos de violencia con-
tra la mujer están arraigados en las normas religiosas y consuetudinarias, se debe tra
bajar con ellos para identificar las áreas específicas que requieren atención y priorizar-
las para su revisión y evaluación colectiva. 

•	 Una estrategia de comunicaciones que enfatice que las leyes consuetudinarias y reli-
giosas son fuentes importantes de la ley, mientras se garantiza la colaboración con 
instituciones del sector formal y el cumplimiento con las leyes del Estado debido a la 
complejidad de la violencia y su impacto en las mujeres. 

•	 Al evaluar el contexto nacional (Módulo 1), determinar la forma en que se pueden pro-
teger mejor a las mujeres supervivientes de violencia. Para ello se necesitará una eva-
luación de los diversos puntos de entrada para la colaboración entre los sectores formal 
e informal y acuerdos sobre las vías de referencia entre ellos para apoyar dichos pro-
cesos. Un acuerdo de este tipo también debe incluir límites estrictos sobre la jurisdic-
ción de las instituciones informales en lo concerniente a casos específicos de violencia.
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•	 Generar diálogos nacionales y comunitarios con una pluralidad de partes interesada 
acerca de las diferentes dimensiones de la violencia, como la M/AGF, la violación y la 
violencia doméstica, que eventualmente concluyan en acuerdos sobre la alineación 
entre las normas comunitarias y las leyes del Estado.

2.3	 Políticas y presupuestos del sector de la justicia
No obstante la creciente cantidad de PNA sobre el combate a la violencia contra las muje-
res en respuesta a los comités del BDPfA, las políticas creadas para responder a la violen-
cia contra la mujer funcionan mejor cuando se integran en planes de desarrollo nacional 
más amplios, así como estrategias y presupuestos del sector de la justicia y la seguridad. 
Es importante que las políticas del sector de la justicia y la seguridad estén coordinadas 
para favorecer el acceso de las mujeres a la justicia en el contexto de la violencia contra la 
mujer. Esto se debe a que la implementación de la legislación relacionada con la violencia 
contra la mujer está supeditada a la priorización, planificación, presupuestación y vigilan-
cia adecuadas de los servicios e instituciones de justicia pertinentes. Abordar la violencia 
contra la mujer requiere incluso de un enfoque holístico en los derechos de la mujer para 
garantizar que todas las instituciones del sector público relacionadas estén coordinadas 
eficazmente y en sintonía con las prioridades de las mujeres y los obstáculos que enfrentan 
(consulte la Figura 3.1). Se requiere de un financiamiento sustentable y adecuado para im-
plementar la legislación a nivel nacional y local, además de capacitación de las partes ac-
toras clave, establecimiento de servicios, reunión de datos e intervenciones para la con-
cientización pública. 

FIGURA 3.1  Áreas de las políticas públicas que afectan a las mujeres que enfrentan violencia  
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Una gama de políticas del sector de la justicia y la seguridad que afectan el acceso de las 
mujeres a la justicia en el contexto de la violencia contra la mujer incluyen: 

•	 Políticas de justicia penal: La violencia contra las mujeres no se puede abordar solo por 
el sistema de justicia penal. Por lo tanto, una respuesta de justicia coordinada e inte-
grada es un componente esencial para prevenir y abordar la impunidad persistente. 
“Estas políticas deben promover una respuesta amplia, multidisciplinaria, coordinada, 
sistemática y sostenida ante la violencia contra las mujeres con el fin de incrementar la 
probabilidad de éxito en la aprehensión, enjuiciamiento y condena del agresor, contri-
buir al bienestar y la seguridad de la víctima y prevenir la victimización secundaria”.49 
Las políticas de justicia penal sólidas deben incluir arreglos financieros consolidados 
para la protección de las personas supervivientes de la violencia, la provisión de vías 
de recurso y rehabilitación, además de la rehabilitación de los perpetradores de la vio
lencia. Además deben promover la planificación y la implementación descentralizadas, 
acompañadas de una coordinación eficaz entre las instituciones nacionales, subnacio-
nales y locales y los sistemas de remisión entre las agencias y las OSC que prestan ser
vicios de justicia a las personas supervivientes.

•	 Políticas del subsector de la justicia penal: Además de las políticas aplicables a todo 
el sector, las instituciones de justicia penal individuales también deben poder desarro-
llar sus propias políticas específicas del subsector. Las políticas deben contrarrestar la 
reticencia tradicional a la detención de personas sospechosas en casos de violencia 
doméstica y deben garantizar que la carga del arresto no quede sobre la persona su-
perviviente. Las políticas en favor de la detención deben ser parte de un enfoque coor
dinado entre las múltiples agencias para garantizar que la persona superviviente no 
pierda su empoderamiento por las políticas en cuestión.50 Por ejemplo, las políticas del 
subsector pueden estipular límites claros en el desistimiento de los casos de violencia 
por parte de la fiscalía. Las políticas también deben disponer de lineamientos sobre 
cómo tratar con las personas supervivientes que enfrentan riesgos en su seguridad y 
bienestar. 

•	 Políticas interagencias: Las instituciones de justicia penal también deben asociarse y 
generar sinergia transversal con instituciones ajenas a la justicia, como ministerios de 
salud, educación, registro civil, INDH y OSC. Por ejemplo, para verificar y prevenir prác
ticas nocivas, incluido el matrimonio infantil, es crucial contar con un sistema nacional 
de registro de nacimientos obligatorio, accesible y gratuito. En algunos países, los INDH 
tienen el mandato de examinar de forma confidencial, con perspectiva de género y 
acogimiento infantil, las quejas y peticiones individuales, incluidas las presentadas di-
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1.	 Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo necesarias para adoptar y poner 
en práctica políticas nacionales efectivas, globales y coordinadas, incluyendo todas las medi-
das pertinentes para prevenir y combatir todas las formas de violencia incluidas en el ámbito 
de aplicación del presente Convenio, y ofrecer una respuesta global a la violencia contra las 
mujeres. 

2.	 Las partes velarán porque las políticas mencionadas en el apartado 1 pongan los derechos de 
la víctima en el centro de todas las medidas y se apliquen por medio de una cooperación efec-
tiva entre todas las agencias, instituciones y organizaciones pertinentes. 

3.	 Las medidas tomadas conforme al presente artículo deberán implicar, en su caso, a todos los 
actores pertinentes como las agencias gubernamentales, los parlamentos y las autoridades 
nacionales, regionales y locales, las instituciones nacionales de derechos humanos y las orga-
nizaciones de la sociedad civil.

Fuente: Consejo de Europa, Convenio sobre prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la 

violencia doméstica, art. 7, 11 de mayo de 2011, Serie de Tratados del Consejo de Europa, No. 210.

https://rm.coe.int/1680464e73
https://rm.coe.int/1680464e73
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rectamente o en nombre de mujeres y niños, y realizar investigaciones. Las institucio-
nes educativas y sanitarias deben estar informadas de la importancia de denunciar 
incidentes reales de violencia o el riesgo de que ocurran. Además, la prevención y la 
respuesta ante la violencia implica que se tengan disposiciones acerca de la inscripción 
a la escuela primaria de forma universal, libre y obligatoria, que garanticen la asistencia 
con regularidad y desalienten el abandono escolar, que eliminen las desigualdades de 
género existentes y apoyen el acceso para las niñas más marginadas, incluidas aque-
llas que viven en comunidades remotas y rurales. Al implementar estas obligaciones, 
debe prestarse atención a que las escuelas y sus alrededores sean un lugar seguro, fa
vorable para las niñas y propicio para su desempeño óptimo.51

•	 Prevención de delitos: La prevención de los delitos debe ser medular en cada estrate-
gia de erradicación de la violencia contra la mujer. Las intervenciones deben ser mul-
tisectoriales y deben abordar las causas de origen de la violencia y la discriminación 
de hecho y de derecho contra las mujeres en todas las esferas de la vida. Se requiere 
la participación de una variedad de partes interesadas, como comunidades, líderes co
munitarios y religiosos, organizaciones de mujeres y de la sociedad civil, hombres, ni-
ños, jóvenes, los medios y el sector privado. Las intervenciones deben incluir la solu-
ción de actitudes y comportamientos que causan violencia y escalan, por ejemplo re-
formar el currículo educativo estereotipado por el género y promover la seguridad de 
las mujeres en las comunidades.52

2.3.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 La falta de atención a las formas de discriminación múltiple e interseccional que enfren
tan las mujeres usualmente significa que las políticas y los programas para combatir la 
violencia contra la mujer no responden a las necesidades y experiencias de las mujeres 
marginadas y excluidas.

•	 Las reducciones en los servicios sociales por causa de medidas de austeridad han 
producido impactos negativos en las mujeres que buscan servicios de apoyo contra la 
violencia. Como resultado, a pesar de la existencia de los PNA o leyes que abordan 
la violencia contra las mujeres, los Estados generalmente no han podido asignar recur-
sos adecuados para su implementación. 

•	 A pesar del aumento de los esfuerzos, se ha prestado insuficiente atención a la preven-
ción de la violencia contra las mujeres y niñas; en este contexto, las normas sociales 
discriminatorias y los estereotipos de género permanentes siguen siendo obstáculos 
mayores para eliminar la violencia contra la mujer. 

2.3.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Usar planes de desarrollo nacional más amplios y estrategias del sector de la justicia y la 
seguridad que funcionen como ganchos y puntos de entrada para financiar los PNA y 
hacerlos visibles.

•	 El entorno político general sobre la erradicación de la violencia contra la mujer podría 
fortalecerse a través de insertar la prevención y la respuesta en marcos políticos más 
amplios, como los planes de desarrollo nacional y las políticas de salud, educación, 
seguridad y justicia. 

•	 En este contexto, se pueden diseñar PNA como marcos operativos más detallados para 
la prevención y eliminación de la violencia, con líneas presupuestales e indicadores 
específicos en los planes y estrategias de desarrollo nacional para garantizar que la vio
lencia contra las mujeres no esté marginada al presupuesto y planificación generales 
del desarrollo nacional y del sector de la justicia. 

La limitación de re­

cursos del Estado 

y la falta de volun­

tad política pre­

sentan desafíos 

significativos para 

implementar mar­

cos para políticas 

relevantes.

Asegurar  

la participación 

transectorial y 

asignar recursos  

a los sectores que 

apoyen medidas  

de prevención,  

mitigación y  

reparación de  

la violencia. 



222 Herramientas para el diseño de programas de acceso a la justicia para las mujeres

•	 El compromiso del Estado con la implementación de la legislación sobre la violencia 
(p. ej., legislación relacionada con el tráfico de personas, violencia doméstica, M/AGF) 
debe expresarse mediante la implementación de gestiones y asignaciones presupues-
tarias específicas a niveles nacional y local. 

•	 Integrar el costo de las intervenciones en casos de violencia en las estrategias del sec-
tor de la justicia y la seguridad, y crear las líneas de presupuesto pertinentes en el pre
supuesto nacional. 

Trabajar con los Estados para garantizar que las políticas de justicia penal respondan con 
efectividad a la violencia contra las mujeres, y empoderar a las personas actoras de la jus-
ticia penal para implementar mejor sus mandatos en toda la cadena de justicia. Esto se 
puede realizar mediante:

•	 El desarrollo de planes del sector de la justicia y la seguridad en los que participen to
das las partes interesadas, tanto estatales como no estatales, que abordan una o más 
situaciones de violencia.

•	 Mejorar la comunicación regular y los enfoque integrados hacia el trabajo conjunto y 
asociarse con otros grupos ajenos al sistema de justicia penal. La coordinación minimi-
za la fragmentación en los mandatos de la agencia de justicia penal y asegura que las 
decisiones que se toman mediante los procesos de justicia penal toman en considera-
ción los intereses de las agencias involucradas.53 Se debe prestar debida atención a los 
mandatos de cada institución y proveedor de servicios, con una visión de promover 
sinergias durante el proceso y en las varias etapas del mismo.54

•	 Animar y apoyar la cooperación interdepartamental mediante grupos/comités de tra-
bajo interagencias, memorandos de entendimiento entre las partes actoras y los sis
temas de justicia para el intercambio regular de información. Deben implementarse 
mecanismos claros para coordinar actividades y garantizar líneas abiertas de comuni-
cación y de toma de decisiones. 

3.0	 Creación de instituciones de justicia  
eficaces, que rindan cuentas y atiendan  
la perspectiva de género

Para garantizar los derechos reconocidos por las 
normas internacionales, las constituciones y la legis
lación, la programación debe considerar si las insti-
tuciones del sector de la justicia y la seguridad están 
equipadas para prevenir y responder a la violencia, 
incluida la simplificación que permita a las mujeres 
navegar por la cadena de justicia. El proceso es im-
portante en cuanto a la manera en que las personas 
supervivientes experimentan la justicia: la forma en 
la que las tratan cuando acceden a los servicios y la 
información que reciben durante el proceso tendrán 
eventualmente un papel importante en la determina
ción de los resultados de la justicia. Por esta razón, 
las instituciones del sector de la justicia y la seguri-
dad que abordan las diferentes formas de violencia 
deben satisfacer los criterios de: estar disponibles, 
ser accesibles, tener la capacidad de brindar vías de 
recurso adecuadas y ejecutables, ser de buena cali-
dad y rendir cuentas.
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Arriba: Nepal. Niña en un espacio infantil 

apoyado por el UNICEF en un campamento 

para personas desplazadas por un terremoto 

en el poblado de Charikot. © UNICEF/Brian 

Sokol.
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3.1	 Disponibilidad 
La Recomendación general núm. 33 de la CEDAW sobre el acceso de las mujeres a la jus-
ticia (CEDAW GR 33) considera que la disponibilidad en relación con casos de violencia 
contra la mujer debe apuntar a garantizar servicios apropiados como “asistencia financie-
ra, centros de crisis, albergues, líneas de emergencia y servicios médicos, psicosociales y 
de orientación”.55

3.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Las comunidades rurales y remotas tienden a estar privadas de servicios de justicia am
plios, estar supeditadas a ciclos estacionales (p. ej., temporada de lluvias), infraestruc-
tura limitada (p. ej., caminos y estructuras físicas deteriorados), altos costos de trans-
porte y dificultades para atraer personal altamente capacitado. 

•	 Hay fragmentación y carencia de un alcance integral en los servicios de justicia en to
das las instituciones del sector de la justicia y la seguridad debido a la inadecuada coor
dinación del sector de la justicia penal.

•	 Aunque las OSC desempeñan un papel importante en la prestación de servicios a las 
personas supervivientes de violencia, muchas están limitadas por cortes presupuesta-
les. En algunos países, se les ha revocado su licencia con base en una decisión del Es-
tado para frenar sus actividades. 

•	 Relacionado con lo anterior, la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus 
causas y consecuencias observa que “muchos Estados tienden a percibir el estableci-
miento de albergues o el apoyo para las organizaciones no gubernamentales que ope-
ran albergues como compromisos voluntarios y no como parte de sus obligaciones de 
derechos humanos emanadas de los tratados internacionales de derechos humanos. 
Esta situación es consecuencia de la incorporación e implementación incompletas de 
la CEDAW y la ausencia de enfoques exhaustivos y holísticos en los servicios integra-
dos para combatir y prevenir la violencia contra las mujeres”.56

3.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Considerar enfoques innovadores para la administración de justicia, como:

•	 El establecimiento de cortes móviles contra la violencia sexual y clínicas móviles de 
ayuda jurídica, centros de atención integral, servicios de ayuda remota o establecidos 
y líneas de ayuda gratuitas o subsidiadas, incluidos dispositivos telefónicos móviles 
que sean apropiados para el contexto local. Con ello se pueden extender los servi-
cios jurídicos a las áreas remotas, mejorar la denuncia de delitos por las mujeres, me-
jorar la administración de asistencia jurídica y conducir a la reducción de los abando-
nos de casos. 

Apoyar el establecimiento de servicios especializados como:

•	 Acuerdos integrados especializados donde los fiscales, la policía, los jueces y los ser-
vicios sociales estén coordinados en sus decisiones y planteamientos para combatir 
situaciones de violencia. Esto debe acompañarse de instituciones integradas y espe-
cializadas en temas de violencia, como fiscalías, unidades policiacas y tribunales. 

•	 Apoyar a abogados, policía, jueces y otros actores de la justicia en el desarrollo de ex
periencia para tratar casos de VSG con el fin de mejorar la capacidad de respuesta del 
sistema y reducir rezagos y abandonos de casos. 
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http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
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Tomar en consideración los compromisos internacionales.

•	 Las Conclusiones convenidas del CSW 2013 sobre la eliminación y prevención de to-
das las formas de violencia contra la mujer y la niña invitan a medidas preventivas y 
de protección multidisciplinarias y que atiendan la perspectiva de género, como órde-
nes de alejamiento en casos de emergencia, órdenes de protección y acceso a alber-
gues, en el contexto del fortalecimiento de los servicios multisectoriales, los progra-
mas y las respuestas ante la violencia contra las mujeres. Se incluyen los siguientes 
servicios tanto estatales como independientes: albergues para mujeres y centros de 
orientación, líneas de emergencia las 24 horas, servicios de ayuda social, centros de 
atención integral, servicios infantiles y servicios de vivienda pública para mujeres y 
niños que presten asistencia de seguridad, protección y apoyo, con requisitos mínimos 
y fácil acceso. 

•	 Otros servicios esenciales importantes incluyen: pruebas de embarazo, anticoncep
tivos de emergencia, servicios de aborto, tratamiento para enfermedades de transmi-
sión sexual, tratamiento de lesiones, profilaxis posterior a la exposición y orientación 
psicosocial para personas supervivientes de violencia sexual. Se proporcionan por ór-
ganos gubernamentales, departamentos o secretarías particulares con mandatos es-
pecíficos de prevenir y atender la violencia contra la mujer. 

•	 La Convención de Estambul requiere a los Estados que presten a las “víctimas servi-
cios de apoyo pertinentes para que sus derechos e intereses se expongan y se tomen 
debidamente en consideración”.57 Los servicios profesionales, incluida la interpreta-
ción y la traducción, deben ofrecerlos personas calificadas que garanticen imparciali-
dad. Es de observarse que estos servicios son cruciales no solo en el contexto jurídico 
(p. ej., en audiencias, al prestar testimonio y declaraciones), sino también al trabajar 
con proveedores sanitarios y trabajadores sociales. 

•	 La Resolución de Estrategias y medidas prácticas modelo actualizadas para la elimina-
ción de la violencia contra la mujer en el campo de la prevención del delito y la justicia 
penal58 invita a los Estados a establecer, financiar y coordinar una red sustentable de 
instalaciones y servicios accesibles para emergencias y alojamiento residencial tempo-
ral, servicios de salud, incluidas orientación y ayuda psicológica, asistencia jurídica y 
otras necesidades básicas para las mujeres y sus hijos que son supervivientes de vio-
lencia o que están en riesgo de sufrir violencia.

•	 Mientras que los servicios los puede prestar el Estado o las organizaciones no estata-
les, es obligación del Estado garantizar que se ofrezcan en todo el país servicios am-
plios, de calidad y no discriminatorios. Algunas de las reglas recomendadas para for-
mas específicas de servicios se enfatizan en el Cuadro 3.2.

CUADRO 3.2  Reglas mínimas para la disponibilidad de servicios de apoyo para personas 

supervivientes 

Tomar medidas eficaces para proteger a las mujeres contra la victimización secundaria en su 
interacción con las fuerzas del orden y las autoridades judiciales y considerar la posibilidad de 
establecer dependencias especializadas en cuestiones de género dentro de las fuerzas del or
den y los sistemas penales y de enjuiciamiento.

Una línea telefónica nacional de ayuda a las mujeres en la que las demandantes/supervivientes 
de violencia puedan obtener asistencia las veinticuatro horas del día de forma gratuita y en la 
que las puedan dirigir a otros proveedores de servicios; una casa de acogida o refugio por cada 
10 000 habitantes donde se facilite alojamiento seguro de emergencia, asesoramiento cualifi-
cado y asistencia para la búsqueda de alojamiento a largo plazo; un centro de defensa y ase-
soramiento de la mujer por cada 50 000 mujeres que facilite apoyo proactivo e intervención de 

http://www.un.org/womenwatch/daw/csw/csw57/CSW57_Agreed_Conclusions_(CSW_report_excerpt)_E.pdf
http://www.un.org/womenwatch/daw/csw/csw57/CSW57_Agreed_Conclusions_(CSW_report_excerpt)_E.pdf
https://www.unodc.org/documents/commissions/CCPCJ/Crime_Resolutions/2010-2019/2010/General_Assembly/A-RES-65-228.pdf
https://www.unodc.org/documents/commissions/CCPCJ/Crime_Resolutions/2010-2019/2010/General_Assembly/A-RES-65-228.pdf
https://www.unodc.org/documents/commissions/CCPCJ/Crime_Resolutions/2010-2019/2010/General_Assembly/A-RES-65-228.pdf
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crisis para las demandantes/supervivientes, incluido asesoramiento y apoyo jurídicos, apoyo a 
largo plazo para las demandantes/supervivientes y servicios especializados para grupos espe-
cíficos, como inmigrantes supervivientes de violencia, supervivientes de la trata o que hayan 
sufrido acoso sexual laboral, en su casos; un centro de crisis para casos de violación por cada 
200 000 mujeres; y acceso a la asistencia sanitaria, incluida la reproductiva y la profilaxis 
frente al VIH. 

Fuentes: CEDAW GR 33, párr. 51(c) y División para el Adelanto de la Mujer (DAM)/DAES, Manual de legis-

lación sobre la violencia contra la mujer, pág. 31, (publicación de las Naciones Unidas, No. de ventas S.10.

IV.2).

3.2	 Accesibilidad 
Las instituciones de justicia deben ser accesibles para las mujeres en los aspectos físico, 
geográfico, económico y lingüístico, como una precondición básica para que se informe 
un caso de violencia. Además, estas mismas condiciones deben estar presentes en toda la 
cadena de justicia para asegurar que un caso se inicie y concluya de forma efectiva. Por 
ejemplo, debe asegurarse a las mujeres que experimentan varias formas de discapacidad 
(consulte el Módulo 1) el acceso a las instituciones de justicia en formas que atiendan sus 
derechos y necesidades de conformidad con la Resolución 61/106 de la Asamblea Gene
ral de las Naciones Unidas Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapaci
dad. Las mujeres indígenas y de minorías deben tener cubiertas sus necesidades culturales 
y lingüísticas de conformidad con la Resolución 61/295 de la Asamblea General de las Na
ciones Unidas, Declaración sobre los derechos de las poblaciones indígenas y la Resolución 
47/135 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Declaración sobre los derechos de 
las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas. Una 
parte integral de los servicios de justicia accesibles es también ofrecer a las personas su-
pervivientes información sobre cómo y dónde localizar y utilizar los servicios de justicia (p. 
ej., tribunales y albergues).

3.2.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Aunque la protección contra la violencia, la investigación, el enjuiciamiento y la repa-
ración son funciones del Estado, las mujeres suelen incurrir en gastos personales para 
financiar sus traslados y el de los testigos. En comparación con los procedimientos ci
viles y familiares, el debido proceso que se garantiza a los perpetradores suele ralen-
tizar los procedimientos penales. El respeto de los derechos de los perpetradores es 
una característica esencial de la justicia penal. Por lo tanto, en el diseño de la progra-
mación debe integrarse el factor de probabilidad de que los derechos al debido pro-
ceso prolonguen los casos penales. 

•	 En la mayor parte de los países, los perpetradores del delito tienen acceso a recursos 
de asistencia jurídica. De acuerdo con el Informe global del estudio global sobre asis-
tencia jurídica del UNODC y PNUD, solo 61 % de los Estados miembros de las Naciones 
Unidas analizados indicaron que, en todos los procedimientos jurídicos, ofrecen a las 
mujeres supervivientes de violencia asesoramiento jurídico y servicios de tribunales.59 
Esto significa que las personas supervivientes de la violencia de género muy probable-
mente no tendrán acceso a dichos servicios e, incluso si lo tuvieran, no siempre serían 
suficientes para abordar sus necesidades y circunstancias específicas. 

•	 La complejidad de los actores e instituciones que participan en la administración de 
justicia puede llevar al abandono de casos, especialmente cuando no se realizan los 
ajustes a las necesidades variadas de las mujeres y cuando se proporciona información 
limitada a las mujeres sobre cómo moverse dentro del sistema. 
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http://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/handbook/Handbook-for-legislation-on-VAW-(Spanish).pdf
http://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/handbook/Handbook-for-legislation-on-VAW-(Spanish).pdf
http://www.un.org/spanish/disabilities/default.asp?id=617
http://www.un.org/spanish/disabilities/default.asp?id=617
http://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documents/DRIPS_en.pdf
http://www.un.org/documents/ga/res/47/a47r135.htm
http://www.un.org/documents/ga/res/47/a47r135.htm
http://www.undp.org/content/dam/undp/library/Democratic%20Governance/Access%20to%20Justice%20and%20Rule%20of%20Law/Global-study-on-legal-aid_report.pdf
http://www.undp.org/content/dam/undp/library/Democratic%20Governance/Access%20to%20Justice%20and%20Rule%20of%20Law/Global-study-on-legal-aid_report.pdf


226 Herramientas para el diseño de programas de acceso a la justicia para las mujeres

3.2.2	 Consideraciones y opciones de la programación 
Asegurar que los reglamentos, procedimientos y prácticas del Estado permitan a las per-
sonas supervivientes acceder a los servicios jurídicos.

•	 Como se observó en el Módulo 1, los servicios jurídicos son más amplios que la asisten-
cia jurídica. El Paquete de servicios esenciales para mujeres y niñas que sufren violen-
cia, elementos centrales y directrices relativas a la calidad de la atención define que 
“incluye la asistencia jurídica así como los servicios jurídicos proporcionados por los 
fiscales a las víctimas, particularmente porque en algunas jurisdicciones la víctima no 
tiene una posición separada en los procesos penales”.60

•	 El Manual de legislación sobre la violencia contra la mujer recomienda que el apoyo de 
los tribunales debe incluir el derecho a estar acompañada y representada por un ser-
vicio especializado para supervivientes/demandantes y/o por un intermediario, sin 
ningún costo y sin perjuicio para su caso, además del acceso a centros de servicio en 
la sala del tribunal para recibir orientación y asistencia acerca de cómo navegar por el 
sistema legal.61 

•	 La Resolución 67/187 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Principios y Di-
rectrices de las Naciones Unidas sobre el Acceso a la Asistencia Jurídica en los Siste-
mas de Justicia Penal, indica que los Estados tomen medidas aplicables y apropiadas 
para asegurar el derecho de las mujeres al acceso a la asistencia jurídica, lo que inclu-
ye: (a) aplicar una política activa de incorporación de la perspectiva de género en to-
das las políticas, leyes, procedimientos, programas y prácticas relativos a la asistencia 
jurídica para garantizar la igualdad entre los géneros y un acceso igual y equitativo a 
la justicia; (b) adoptar medidas activas para lograr que, en lo posible, se disponga de 
abogadas para representar a las mujeres inculpadas, acusadas o víctimas; y (c) prestar 
asistencia jurídica, asesoramiento y servicios de apoyo en los tribunales, en todas las 
actuaciones judiciales, a las mujeres víctimas de la violencia, a fin de asegurar su acce-
so a la justicia y evitar la victimización secundaria, y prestar incluso otros servicios, 
como la traducción de documentos jurídicos.62
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Arriba: Kazakstán. Mujer y sus hijos en un centro para situaciones de crisis en Temirtau. © ONU-Mujeres.

http://www.unwomen.org/es/digital-library/publications/2015/12/essential-services-package-for-women-and-girls-subject-to-violence#view
http://www.unwomen.org/es/digital-library/publications/2015/12/essential-services-package-for-women-and-girls-subject-to-violence#view
http://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/handbook/Handbook-for-legislation-on-VAW-(Spanish).pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/UN_principles_and_guidlines_on_access_to_legal_aid.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/UN_principles_and_guidlines_on_access_to_legal_aid.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/UN_principles_and_guidlines_on_access_to_legal_aid.pdf
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•	 Los servicios jurídicos gratuitos deben complementarse con servicios de salud gratui-
tos (p. ej., exámenes y tratamientos médicos), apoyo psicosocial y orientación.

3.3	 Buena calidad
Los indicadores de buena calidad incluyen la capacidad del sistema de justicia penal para 
garantizar la privacidad, seguridad y justicia de los procedimientos para las supervivientes 
y sus testigos. Los estereotipos y los prejuicios de género entre los actores de la justicia 
pueden afectar de forma significativa su habilidad para proporcionar servicios imparciales 
a las supervivientes de violencia y también la resiliencia de las supervivientes para ejercer 
sus derechos en el trascurso de un caso pendiente en cualquier punto de la cadena de 
justicia, como se describe en el Recuadro 3.3.

RECUADRO 3.3  La naturaleza y el impacto de los estereotipos y los prejuicios de género 

en el acceso de las mujeres a la justicia

Los estereotipos y los prejuicios de género en el sistema judicial tienen consecuencias de gran 
alcance para el pleno disfrute de los derechos humanos de las mujeres. Pueden impedir el ac-
ceso a la justicia en todas las esferas de la ley y pueden afectar particularmente a las mujeres 
víctimas y supervivientes de la violencia. Los estereotipos distorsionan las percepciones y dan 
lugar a decisiones basadas en creencias preconcebidas y mitos, en lugar de hechos. Con fre-
cuencia, los jueces adoptan normas rígidas sobre lo que consideran un comportamiento apro-
piado de la mujer y castigan a las que no se ajustan a esos estereotipos. El establecimiento de 
estereotipos afecta también a la credibilidad de las declaraciones, los argumentos y los tes
timonios de las mujeres, como partes y como testigos. Esos estereotipos pueden hacer que los 
jueces interpreten erróneamente las leyes o las apliquen en forma defectuosa. Esto tiene con-
secuencias de gran alcance, por ejemplo, en el derecho penal, ya que dan por resultado que 
los perpetradores no sean considerados jurídicamente responsables de las violaciones de los 
derechos de la mujer, manteniendo de esta forma una cultura de impunidad. En todas las es
feras de la ley, los estereotipos comprometen la imparcialidad y la integridad del sistema de 
justicia, que a su vez conduce a la denegación de justicia, incluida la revictimización de las de
nunciantes. 

Los jueces, magistrados y árbitros no son los únicos agentes del sistema de justicia que aplican, 
refuerzan y perpetúan los estereotipos. Los fiscales, los encargados de hacer cumplir la ley y 
otros agentes suelen permitir que los estereotipos influyan en las investigaciones y los juicios, 
especialmente en casos de violencia basados en el género, y dejar que los estereotipos soca-
ven las denuncias de las víctimas y supervivientes y, al mismo tiempo, apoyan las defensas pre
sentadas por el supuesto perpetrador. Por consiguiente, los estereotipos están presentes en 
todas las fases de la investigación y del juicio, y por último influyen en la sentencia.

Fuente: CEDAW GR 33, párrs. 26-27.

3.3.1	 Desafíos y oportunidades típicos  
de la programación

•	 Los mitos y estereotipos de género son importantes obstáculos para crear servicios 
jurídicos de gran calidad. 

•	 Mejorar la calidad y la capacidad de las instituciones de justicia para abordar la violen-
cia contra las mujeres es un proceso a largo plazo que requiere compromisos a largo 
plazo correspondientes en recursos humanos y financieros. 

•	 Podrían no estar desarrollados procedimientos y reglas para proteger la privacidad de 
mujeres peticionarias. En el contexto de la violencia contra la mujer, esta falta de pri-
vacidad puede exponer a las supervivientes a represalias. 
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•	 La ausencia de una cultura de reunión de datos administrativos entre las instituciones 
del sector de la seguridad y la justicia dificulta que las agencias puedan comparar el 
avance de la justicia para las personas supervivientes a lo largo del tiempo y, por lo 
tanto, no pueden realizar una evaluación para identificar áreas por mejorar.

3.3.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Asegurar la disponibilidad de capacitaciones sistemáticas y continuas en el tema de la pers
pectiva de género.

•	 La capacitación debe enfocarse en impartir habilidades para abordar las diversas for-
mas de violencia que enfrentan las mujeres y debe proporcionarse en todos los sec
tores: policía, investigadores, expertos forenses, fiscales/ministerios públicos, jueces, 
abogados, parlamentarios, trabajadores sanitarios, profesionales de la educación, tra-
bajadores sociales y autoridades de inmigración y asilo.63 

•	 La capacitación debe asegurar que el personal atienda la perspectiva de género al abor
dar los derechos y las necesidades de las supervivientes. El programa de capacitación 
debe incluir la concientización de las reglas y normas de los derechos humanos apli-
cables; las causas, la naturaleza y el alcance de la violencia; desterrar mitos acerca de 
la VSG; los efectos de la violencia en las supervivientes; las necesidades de las super-
vivientes; las experiencias de las supervivientes con el sistema de justicia; y abordar los 
derechos y las necesidades de las mujeres que se enfrentan a diversas formas discri-
minación interseccional. 

•	 Debe tener por objetivo cambiar las actitudes y el comportamiento de los actores ju-
diciales relevantes hacia las supervivientes de violencia para abordar los prejuicios, los 
estigmas y la percepción y el tratamiento de la violencia como un asunto privado. 

•	 Las capacitaciones pueden reforzarse con sesiones de capacitación integradas que in
cluyan transversalidad entre las partes actoras del sector de la justicia y la seguridad y 
las OSC en el campo de administración de justicia, con el objetivo de fortalecer el diá
logo interagencias y apreciar los beneficios de la colaboración entre sectores. 

•	 El efecto de la capacitación debe vigilarse con regularidad mediante la evaluación de 
los tipos de decisiones que tomen los actores judiciales y la forma en que estas deci-
siones repercuten en los índices de condenas y abandonos de casos.

Para evaluar si las instituciones prestan servicios de buena calidad a las supervivientes de 
violencia, se debe determinar: 

•	 Si los casos relacionados con violencia se atienden oportunamente. La ayuda técnica 
a las instituciones asociadas debe tener por objetivo desarrollar indicadores de proce-
dimientos jurídicos oportunos y expeditos, y el rastreo rápido de casos específicos y/o 
para grupos específicos de mujeres, cuando corresponda. 

•	 Si existen mecanismos de coordinación integrados por representantes de los sectores 
de justicia, servicio social y atención médica y las OSC, que incluyen a miembros de 
grupos marginados y otras partes interesadas relevantes.

•	 Si los índices de abandono de casos se han reducido o incrementado y los razonamien
tos para dichas tendencias.

•	 Si un médico forense tratará o examinará a las supervivientes sin requerir el consenti-
miento de otra persona o terceros, como un familiar del sexo masculino.64

•	 Si los sectores realizan mejoras continuas, informadas por vigilancia y evaluaciones sis
temáticas, en la prestación de servicios de calidad a mujeres y niñas que experimentan 
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violencia, con base en actividades de reunión, análisis y publicación de datos comple-
tos sobre violencia contra las mujeres y las niñas en formatos que se pueden utilizar 
para evaluar y promover la prestación de servicios de calidad.65

•	 Si los procesos de justicia restaurativa ofrecen las mismas o mejores medidas de pro-
tección de la seguridad de las supervivientes como se espera en los procedimientos 
penales. Los factores por examinar incluyen: si el caso se evaluó con bajo riesgo para 
la seguridad de la superviviente; si la superviviente fue informada plenamente y dio su 
consentimiento para el proceso; y si se hicieron remisiones a la justicia restaurativa 
después de la acusación del perpetrador.66

•	 Si el personal médico está capacitado para detectar las manifestaciones físicas y psi-
cosomáticas de diversas formas de violencia, para que pueda prestar discretamente la 
atención o remisión necesaria a la que tiene derecho la superviviente. La capacitación 
también debe extenderse a la capacidad para interpretar las formas sutiles en las que 
las diversas culturas comunican el abuso, especialmente el abuso sexual y las golpizas 
a las esposas. Los sistemas de remisión deben enlazar al personal médico con el siste-
ma de justicia penal y los proveedores de servicios, como las OSC, las cuales ofrecen 
diversos servicios de apoyo y divulgación. 

•	 Si los programas de rehabilitación médica están basados en la comprensión con pers-
pectiva de género de los daños sufridos, para posibilitar el tratamiento y recuperación 
plenos de los supervivientes, tanto hombres como mujeres, incluidos supervivientes de 
violencia sexual, aquellos con lesiones ginecológicas y niños nacidos como resultado 
de esclavitud y violencia sexual. Los programas que surgen después de la fase de jus-
ticia transicional deben reconocer también la inaccesibilidad geográfica y económica 
de muchas supervivientes que requieren rehabilitación quirúrgica, incluida la reparación 
de fístulas y otros tratamientos especializados y costosos.

•	 Si los sistemas de remisión entre instituciones se apoyan en protocolos y documenta-
ción pertinentes. Por ejemplo, la policía debe entregar a una superviviente de violencia 
un formulario policiaco para que acuda a una institución médica para un examen mé-
dico que podría utilizarse como evidencia probatoria de un delito. Esos formularios 
deben ser fáciles de llenar por el personal médico y deben contener secciones apro-
piadas que orienten a un tribunal de derecho para apreciar las circunstancias del deli-
to y la repercusión que tuvo en la superviviente.

Apoyar reformas al sistema y el desarrollo de capacidades. 

•	 Los análisis de los sistemas pueden utilizarse para evaluar las causas de rezagos y demo
ras en el sistema de justicia general y en las instituciones especializadas y para compren
der qué intervenciones y reformas son las más efectivas para acelerar los procesos y 
procedimientos de justicia. Pueden incluir la simplificación de las reglas procesales, la 
contratación de más oficiales judiciales y el establecimiento de tribunales especiales 
para adjudicarles los asuntos relativos a la violencia contra la mujer. 

•	 Construir sensibilidad y capacidad en los actores del sistema de justicia es importante 
para asegurar el acceso justo y significativo de las supervivientes a la justicia. La apli-
cación la legislación sobre la violencia depende de la capacidad de la policía (incluidos 
reclutas a policía, policía activa, policía que trabaja en roles administrativos y de ges-
tión), el fiscal y la judicatura (incluidos jueces, personal y secretarios de sala) para com
prender la naturaleza y la dinámica de la violencia contra las mujeres, para responder 
a las supervivientes de forma apropiada y sensible, y para comprender la legislación en 
su totalidad a fin de poder implementarla como es debido. 
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3.4	 Recursos 
Las supervivientes de violencia tienen el derecho de solicitar la reparación por el daño que 
sufrieron, de conformidad con las reglas y normas internacionales. En los casos relaciona-
dos con violencia pueden aplicarse una variedad de vías de recurso. Incluyen la restitución 
(reintegración), la indemnización (en forma de dinero, bienes o servicios) y la rehabilita-
ción (atención médica y psicológica, servicios sociales y sanitarios que incluyen salud se-
xual, reproductiva y mental para una recuperación completa), satisfacción y garantías de 
no reincidencia. Las vías de recurso deben ser adecuadas, atribuidas con prontitud, holís-
ticas y proporcionales a la gravedad del daño sufrido y deben considerar la representación, 
los deseos y decisiones, la seguridad, la dignidad y la integridad de la superviviente.67

Usualmente, los procesos de justicia penal no compensan adecuadamente a las supervi-
vientes por el daño causado. Por esta razón, las supervivientes también pueden instituir 
demandas en un tribunal civil por daños y/o indemnización, según sea el caso. Un tribunal, 
la policía u otra persona autorizada puede otorgar las órdenes de protección (también 
conocidas como órdenes de alejamiento/no molestar) para prohibir que un perpetrador 
dañe, tenga contacto o moleste a la persona afectada o que tenga armas en su posesión.68

También se espera que los Estados establezcan fondos específicos para reparaciones, es-
quemas de reparaciones administrativas (sin perjuicio de los derechos de las supervivientes 
de interponer recursos judiciales) y programas de reparaciones transformadoras que ayu-
den a abordar la discriminación o la desventaja subyacente que causó o contribuyó signi-
ficativamente a la violación.69

Las supervivientes de violencia sexual relacionada con conflictos enfrentan obstáculos con
siderables para obtener acceso a recursos efectivos, incluidas las reparaciones. El impacto 
devastador físico y psicológico de la violencia sexual, junto con el estigma que acarrea, 
suele hacer que las víctimas eviten buscar u obtener reparación por miedo a la marginación 
por parte de familiares y comunidades. Asegurar que las reparaciones sean justas y ade-
cuadas requiere del pleno entendimiento de la naturaleza del género y las consecuencias 
del daño que sufren tanto hombres como mujeres. Además, se deben tomar en considera-
ción las desigualdades de género al poner en práctica las reparaciones, para asegurar que 
las disposiciones sobre reparaciones no excluyan, marginen o sancionen a mujeres u hom-
bres. La discriminación de género se puede combinar con discriminación en otros campos, 
incluidos identidad de género u orientación sexual real o sospechada, etnia, raza, edad, afi
liación política, clase, casta, estado civil, nacionalidad, religión, discapacidad u otro estado, 
con lo que ciertos grupos de personas quedan en mayores desventajas.

La mayoría de las mujeres muy probablemente no recibirán los recursos y las reparaciones 
apropiadas de los mecanismos de justicia transicional, incluso cuando dichos mecanismos 
funcionen satisfactoriamente. Por lo tanto, los programadores de justicia deben estar es-
pecialmente atentos para asegurar que los sistemas y las instituciones de justicia y seguri-
dad que se han (re)establecidos en las fases de transformación y desarrollo, correspondan 
con la naturaleza no resuelta de las violaciones sufridas, y sean capaces se asegurar que 
estos derechos de la mujer se respeten en adelante. 

La Nota orientativa del Secretario General, Reparaciones por la violencia sexual relaciona-
da con los conflictos ofrece una perspectiva política y operativa del compromiso de las 
Naciones Unidas en el área de reparaciones para supervivientes de la VSG. Consulte tam-
bién la Resolución 60/147 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Principios y di-
rectrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
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humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones. Los siguientes principios pro-
porcionan orientación sobre el trabajo de las Naciones Unidas, en apoyo a las iniciativas del 
Estado para diseñar e implementar las reparaciones:

1.	 La reparación adecuada para supervivientes de violencia sexual relacionada con con-
flictos conlleva una combinación de diferentes formas de reparación.

2.	Las reparaciones jurídicas y/o administrativas deben estar a disposición de las super-
vivientes de violencia sexual relacionada con conflictos como parte de su derecho de 
obtener vías de recurso adecuadas, eficaces y oportunas.

3.	Las reparaciones individuales y colectivas deben complementarse y reforzarse en-
tre sí.

4.	Las reparaciones deben aspirar a ser transformables, incluso en diseño, implementa-
ción e impacto.

5.	La cooperación para el desarrollo debe apoyar la obligación de los Estados de asegu-
rar el acceso a reparaciones.

6.	Se debe asegurar la participación y consulta significativa de las personas supervivien-
tes en el mapeo, el diseño, la implementación, la vigilancia y la evaluación de las repa-
raciones.

7.	 Se deben poner a disposición reparaciones provisionales urgentes para abordar las ne
cesidades inmediatas y evitar el daño irreparable.

8.	Se deben crear reglas procesales adecuadas para los procedimientos que involucran 
violencia sexual y reparaciones.70

3.4.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 La mayoría de los esfuerzos de recursos y reparaciones en el mundo han fracasado en 
incorporar sistemáticamente las necesidades y preocupaciones específicas de mujeres 
y niñas.71 Por ejemplo, la legislación sobre violencia puede no tener disposiciones sobre 
vías de recurso o puede no estar completamente alineada con las reglas internaciona-
les; la violencia doméstica puede no ser vista como una transgresión de los derechos 
humanos; y los recursos se podrían entender únicamente en términos de reparar el daño 
a la reputación de la superviviente y de sus posibles perspectivas de matrimonio. 

•	 La provisión de vías de recurso y la rehabilitación de las supervivientes de violencia 
tiende a ser vista como una obligación de bienestar del Estado más que desde la pers-
pectiva de la representación y el empoderamiento de las mujeres.

•	 Los órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos y los mecanismos 
adjudicativos regionales poseen medios limitados para ejecutar sus decisiones. Los Es
tados pueden ser señalados o avergonzados mediante dichos instrumentos y proce-
sos, pero no pueden ser sancionados por incumplir con las decisiones y mandatos.

•	 En muchas sociedades, las mujeres son obligadas a cumplir con las normas de la comu
nidad que priorizan la cohesión de la familia/comunidad sobre la responsabilidad indi-
vidual mediante los procesos de mediación informal. También es común que la policía 
u otros oficiales de justicia penal medien en incidentes de violencia doméstica, o remi-
tan a las supervivientes a procesos de mediación que no se alinean con las reglas y nor
mas internacionales. 
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3.4.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Evaluar la extensión con la cual las vías de recurso existentes, en los sistemas formales e 
informales, abordan las necesidades y los derechos de las supervivientes de violencia. Los 
problemas a considerar podrían incluir los casos en que:

•	 Los aspectos sustantivos y procesales del derecho de las supervivientes a reparaciones 
se definen lo más ampliamente posible dentro del marco jurídico nacional y, cuando es 
posible, se consideran como parte de los lineamientos sobre sentencias y audiencias.72 
Los daños y costos reales de las supervivientes generados como resultado del delito 
se definen los más ampliamente posible, incluyendo daño físico y mental además de 
pérdida de beneficios sociales y oportunidades, como empleo, educación y salud.73

•	 Diversas leyes sobre violencia incluyen disposiciones sobre la vigilancia de la aplica-
ción de la ley por parte de instituciones del Estado específicas y de las sanciones a 
los perpetradores por incumplimiento de las órdenes de protección y libertad condi-
cional. 

•	 Las vías de recurso incluyen la rehabilitación de las supervivientes mediante medidas 
como atención médica y psicológica y otros servicios sociales.74

•	 Los programas de rehabilitación de los infractores priorizan la seguridad de las super-
vivientes. También deben basarse en una evaluación de la idoneidad del infractor, le 
provisión de supervisión del tribunal y las sanciones del tribunal por incumplimiento 
de las órdenes judiciales.75 Para su efectividad, los programas de rehabilitación deben 
estar: financiados adecuadamente; dotados con personal capacitado para asegurar la 
vigilancia oportuna y la ejecución inmediata; acreditados con una organización que 
pueda solicitar la opinión de la superviviente; y comprometidos con trabajar dentro de 
un análisis estructural de género en la violencia contra las mujeres, más que en un pro
ceso individualizado simplista que aborda el manejo de la ira.76

•	 Se tienen en consideración las “perdidas intangibles” que surgen de la violencia sexual. 
Esto podría incluir el costo social de una pérdida percibida de “pureza” y el ostracismo 
asociado impuesto por los familiares y las comunidades. 

•	 La defensa de las disposiciones sobre vías de recurso y rehabilitación de supervivien-
tes de violencia se basa en el objetivo ulterior de empoderar a las mujeres como titu-
lares de derechos. Por ejemplo, la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, 
sus causas y consecuencias recomienda que servicios como los albergues deben ser 
“lugares de empoderamiento para las mujeres. Deben estar orientados a la rehabilita-
ción de las víctimas y el empoderamiento de las mujeres. Se debe dar apoyo a las mu
jeres que viven independientes en hogares sostenibles, adecuados y de largo plazo y 
garantizar su rehabilitación y empoderamiento. Los albergues nunca deben utilizarse 
por el Estado como una forma de custodia de protección y los Estados deben asegu-
rar que se tomen las medidas para garantizar la seguridad de las mujeres con la plena 
consulta y consentimiento de la mujer involucrada”.77

3.4.3	 Resolución de controversias por vías alternativas 

Como se observó antes, los casos de violencia familiar se resuelven de forma informal como 
resultado de presiones comunitarias o costumbristas sobre las mujeres para que no bus-
quen recursos formales o medidas punitivas, especialmente contra un cónyuge o pareja 
íntima. Sin embargo, esto puede llevar a más violaciones de los derechos de la mujer y a 
una cultura de impunidad, ya que los procesos de RCA suelen tratarse con valores patriar-
cales.78 La RCA incrementa el riesgo de victimización secundaria en casos de violencia ya 
que extrae dichos casos del escrutinio judicial, presume que ambas partes tienen poder de 
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negociación equitativo, refleja una hipótesis de que ambas partes comparten la culpa en 
partes iguales y reduce la responsabilidad del infractor.79

Las reglas y normas descritas en el Recuadro 3.4 desalientan el uso de procesos de RCA 
para abordar los actos delictivos contra las mujeres.

RECUADRO 3.4  Lineamientos internacionales sobre RCA 

La CEDAW GR 33 prohíbe cualquier proceso de RCA, incluida la mediación y la conciliación en 
todas las formas de violencia contra las mujeres. La CEDAW GR 35 profundiza el tema indican-
do que el “El uso de esos procedimientos debe regularse estrictamente y permitirse únicamen-
te cuando una evaluación anterior por parte de un equipo especializado garantice el consenti-
miento libre e informado de las víctimas y supervivientes y no existan indicadores de nuevos 
riesgos para las víctimas y supervivientes o sus familiares. Los procedimientos deberían empo-
derar a las víctimas y supervivientes y correr a cargo de profesionales especialmente capacita-
dos para comprender e intervenir debidamente en los casos de violencia por razón de género 
contra la mujer, garantizando la protección adecuada de los derechos de las mujeres y los ni-
ños y que dichas intervenciones se realicen sin una fijación de estereotipos ni revictimización 
de las mujeres. Los procedimientos alternativos de arreglo de controversias no deberían cons-
tituir un obstáculo para el acceso de las mujeres a la justicia formal”.

La CSW recomienda a los Estados miembro “tomar las medidas legislativas y otras necesarias 
para prohibir los procesos alternativos de resolución de controversias forzosos y obligatorios, 
incluida la mediación y la conciliación forzosas, en relación con todas las formas de violencia 
contra las mujeres”. 

La Convención de Estambul prohíbe “los procesos alternativos de resolución de controversias 
obligatorios, incluidas la mediación y la conciliación en relación con todas las formas de violen-
cia” que se cubren por la Convención. 

Fuentes: CEDAW GR 33, párr. 58(c); CEDAW GR 35, párr. 32(b); CSW 57, Conclusiones convenidas del 

CSW 2013 sobre la eliminación y prevención de todas las formas de violencia contra la mujer y la niña, 

sec. A(g), (4-15 de marzo de 2013); Consejo de Europa, Convención para Prevenir y Combatir la Violencia 

contra las Mujeres y la Violencia Doméstica art. 48(1). El Manual de legislación sobre la violencia contra 

la mujer de la DAM/DAES recomienda que la ley prohíba explícitamente la mediación en todos los casos 

de violencia contra la mujer, tanto antes como durante los procedimientos jurídicos. 

Sin embargo, el ejemplo de Afganistán (Consulte el Recuadro A.3.7 en los apéndices) de-
muestra que podría haber desafíos en la implementación efectiva de las reglas internacio-
nales a nivel nacional.

Por lo tanto, las herramientas existentes proporcionan medidas prácticas para salvaguar-
dar los derechos de una mujer cuando elige la RCA o cuando es inevitable. La Resolución 
2002/12 del ECOSOC de las Naciones Unidas, Principios básicos sobre la utilización de pro
gramas de justicia restitutiva en materia penal estableció salvaguardas y requisitos mínimos 
fundamentales, incluidos los concernientes a las cualificaciones, capacitación y evaluación 
de facilitadores y la garantía de que ni la persona superviviente ni el infractor deberían ser 
coaccionados o inducidos a través de medios injustificados a participar en procesos restau
rativos o a aceptar resultados restaurativos. En este contexto, los procedimientos deben 
implementarse para proteger a las mujeres de la fuerza, la presión o la intimidación en asun
tos de mediación o justicia restaurativa. Por ejemplo, el Paquete de servicios esenciales 
para mujeres y niñas que sufren violencia, elementos centrales y directrices relativas a la 
calidad de la atención establece las siguientes normas mínimas: 

•	 La mediación se realiza por mediadores capacitados y cualificados 

•	 Una evaluación de riesgo validada determinó que la mujer no está en riesgo alto

Si bien las reglas 

internacionales 

prohíben el uso de 

la RCA en la reso­

lución de casos de 

violencia, los pa­

rámetros de refe­

rencia que deben 

usarse para su im­

plementación son 

los contextos na­

cionales, las opi­

niones de las muje­

res y la realización 

progresiva.

http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/35&Lang=en
http://www.un.org/womenwatch/daw/csw/csw57/CSW57_Agreed_Conclusions_(CSW_report_excerpt)_E.pdf
http://www.un.org/womenwatch/daw/csw/csw57/CSW57_Agreed_Conclusions_(CSW_report_excerpt)_E.pdf
https://rm.coe.int/1680464e73
https://rm.coe.int/1680464e73
http://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/handbook/Handbook%20for%20legislation%20on%20violence%20against%20women.pdf
http://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/handbook/Handbook%20for%20legislation%20on%20violence%20against%20women.pdf
http://srsg.violenceagainstchildren.org/sites/default/files/documents/UN%20Resolutions/ECOSOC%20resolution%202002-12.pdf
http://srsg.violenceagainstchildren.org/sites/default/files/documents/UN%20Resolutions/ECOSOC%20resolution%202002-12.pdf
http://www.unwomen.org/es/digital-library/publications/2015/12/essential-services-package-for-women-and-girls-subject-to-violence#view
http://www.unwomen.org/es/digital-library/publications/2015/12/essential-services-package-for-women-and-girls-subject-to-violence#view
http://www.unwomen.org/es/digital-library/publications/2015/12/essential-services-package-for-women-and-girls-subject-to-violence#view


234 Herramientas para el diseño de programas de acceso a la justicia para las mujeres

•	 La víctima/superviviente está totalmente informada del proceso y aprueba y acepta la 
mediación

•	 El proceso ofrece las mismas o mejores medidas de protección para la seguridad de la 
víctima/superviviente que los procedimientos de justicia penal

•	 El perpetrador ha aceptado la responsabilidad 

•	 Hay disponibles sanciones de un proveedor del servicio de justicia formal80 

Además, “el Proyecto de acción: Plan de implementación para que los sistemas de justicia 
penal prevengan y respondan a la violencia contra las mujeres” en Fortalecimiento de las 
respuestas en materia de prevención del delito y justicia penal a la violencia contra la mujer 
recomienda que las remisiones al procesos de justicia restaurativa se realicen solo después 
de que el perpetrador haya sido acusado oficialmente de un delito y un fiscal o juez inves-
tigador lo haya aprobado.81

3.5	 Rendición de cuentas
En el contexto de la administración de justicia penal, la rendición de cuentas se mantiene 
a través de la vigilancia de las instituciones y del personal para garantizar que funcionan y 
que los servicios de justicia están disponibles, son accesibles y de buena calidad y ofrecen 
a las supervivientes vías de recurso eficaces y adecuadas. 

3.5.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 En comparación con los datos relativos a los hogares, una cultura de reunión de datos 
administrativos dentro de las instituciones del sector de la justicia y la seguridad es me
nos común debido a las implicaciones presupuestales.

•	 En espacios como hospitales y escuelas, las mujeres y niñas podrían no estar dispues-
tas a proporcionar detalles sobre las señales de abuso detectadas en el transcurso de 
los exámenes médicos de rutina o en otros contextos.

•	 La impunidad, la interferencia ejecutiva y la corrupción entre los actores de la justicia 
pueden reducir significativamente la rendición de cuentas de un sistema y llevar a la 
resistencia a la programación dirigida a mejorar el funcionamiento de sistemas y ha-
cerlos más eficaces el acceso de las mujeres a la justicia. 

3.5.2	 Consideraciones y opciones de la programación 
Invertir en la reunión de datos administrativos en los tribunales de violencia doméstica y 
familiar, con un énfasis en:

•	 Registro ágil de casos, gestión de la carga de trabajo y notificación oportuna a la super
viviente para una tramitación eficaz del caso. 

•	 Reunión de información sobre el rendimiento de las instituciones de justicia con respec
to a la violencia contra la mujer, realizada por las partes interesadas, tales como per
sonas supervivientes, agentes de la justicia y organizaciones de mujeres, y con base en 
ello realizar los ajustes necesarios para mejorar los servicios de justicia. La vigilancia 
también puede contribuir a mejorar la base empírica de la violencia contra las mujeres, 
a la fecha existen datos limitados sobre la incidencia de la violencia contra la mujer o 
la capacidad de respuesta de los sistemas penales en este tema.

•	 Reforzar la reunión de datos a través de evaluar la integridad y exactitud del registro 
civil y de los datos del sistema penal (p. ej., de la policía, servicios fiscales, tribunales) 
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sobre violencia fatal y no fatal, desglosada por edad, sexo, mecanismos de homicidio 
y la relación superviviente-perpetrador. También debe reforzarse la reunión de datos 
sobre remisiones de casos de violencia a hospitales y clínicas. 

•	 Emisión de informes institucionales usando las buenas prácticas con componentes 
destacados. El informe debe ser obligatorio y sistemático, revisar a detalle las medidas 
adoptadas para implementar la legislación relacionada con la violencia, demostrar el 
avance logrado de los objetivos de cada medida adoptada, identificar obstáculos para 
el pleno cumplimiento de los objetivos y establecer un procedimiento claro de segui-
miento obligatorio para responder a las brechas identificadas. El proceso debe ga
rantizar que los informes sean cotejados y revisados por una agencia centralizada re-
conocida por el Estado, cuya tarea sea ofrecer orientación nacional con base en los 
hallazgos de los informes.82

•	 Consultar a los grupos de mujeres y las OSC para promover legislación, políticas y pro
gramas en el sistema de justicia penal y “crear un entorno de apoyo que aliente a las 
mujeres a reivindicar sus derechos, denunciar delitos cometidos contra ellas y partici-
par activamente en los procesos de justicia penal y tomar medidas para prevenir las 
represalias contra las mujeres que recurren al sistema de justicia”.83 Esto puede in-
cluir reuniones comunitarias para debatir problemas, preocupaciones e ideas sobre la 
creación de instituciones, sistemas y programas de justicia con perspectiva de género; 
mecanismos de denuncia y supervisión y mayor transparencia en los entornos priori-
tarios; y asignación de recurso y procedimientos de retroalimentación. El resultado de 
estos esfuerzos se puede utilizar para informar de los cambios y reformas legislativas 
dentro del sector de la justicia, la ley y el orden público.

Arriba: Costa de Marfil. Estudiante de una escuela franco-árabe en el poblado de Korhogo, al suroeste del 

país. © UNICEF/Frank Dejongh.
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•	 Diseñar reglas específicas para la emisión obligatoria de informes de incidentes de 
violencia y abuso que los profesionales y otros grupos pueden encontrar durante su 
interacción con las supervivientes. Las personas que prestan servicios a mujeres y ni-
ños, especialmente el personal médico y docente, están particularmente ubicadas 
para identificar a los supervivientes reales o potenciales de prácticas nocivas, toman-
do en consideración las reglas destinadas a los supervivientes en cuanto divulgación, 
privacidad y confidencialidad. 

•	 Apoyar a las instituciones de vigilancia, como parlamentos e INDH, para exigir la ren-
dición de cuentas al Estado por incumplimiento con las normas locales e internaciona-
les relacionadas con la violencia contra las mujeres. La rendición de cuentas puede 
potenciarse cuando las partes interesadas participan en el diseño, la implementación 
y la vigilancia de dichos servicios.

3.6	 Participación de las mujeres en las instituciones 

de justicia 
Si bien el aumento en la cantidad de mujeres en las instituciones de justicia no garantiza un 
incremento correspondiente en el acceso de las mujeres a la justicia la evidencia sugiere 
que aumentar el número de juezas, mujeres policías y de otras funcionarias del sector de 
justicia de primera línea puede crear entornos más favorables para las mujeres en los tribu-
nales y marcar una diferencia en los resultados en los casos de violencia sexual.84 En un 
estudio de 39 países, se demostró que la presencia de mujeres policías produjo un aumen-
to de las denuncias por agresión sexual.85 En Liberia, después de que se desplegó una 
unidad de policía exclusivamente integrada por mujeres, aumentaron las tasas de denuncia 
de violencia de género y el reclutamiento de otras mujeres en la fuerza policial.86 Por lo tan
to, la programación con perspectiva de género dentro del sector de la justicia, la ley y el 
orden público deberá ofrecer oportunidades para la participación de mujeres y niñas, in-
cluidas las supervivientes de violencia, en todas las fases del diseño, implementación y vi-
gilancia del programa. 

3.6.1	 Desafíos y oportunidades típicos  
de la programación

•	 Las percepciones sociales sobre el sector seguridad suelen relegar a las mujeres a las 
funciones administrativas y secretariales. Ciertos puestos suelen considerarse inapro-
piados para que los ocupen mujeres ya que requieren aparecer en público, trabajar 
directamente con hombres o trabajar en roles tradicionalmente reservados para hom-
bres (p. ej., control de multitudes). Además, cuando las mujeres dominan instituciones 
como “centros de servicio integrado”, su progreso y avance profesional podría dete-
nerse o retrasarse debido a la naturaleza especializada de sus tareas y la percepción 
de que las instituciones establecidas para tratar predominantemente “asuntos de mu-
jeres” no son parte integrante del sector de la justicia y la seguridad (consulte la Sec-
ción 4.1.6.1 del Módulo 1). 

3.6.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Utilizar evidencia e investigación de encuestas locales y evaluaciones del país (consulte los 
Módulos 1 y 5) para argumentar por la paridad en puestos operativos y de toma de deci-
siones en el sistema de justicia penal, con los siguientes medios:

•	 Trabajar con el gobierno y los actores interesados para conformar e implementar me-
tas o cuotas de acción afirmativa como parte de la política extendida de acción afir-
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mativa del Estado para incluir a las mujeres en instituciones del sector de la justicia (p. 
ej., legisladoras, oficiales de policía, juezas) de forma continua.

•	 Promover el liderazgo de las mujeres en estas instituciones como un componente im-
portante para su reclutamiento, promoción y retención.

•	 Impartir desarrollo profesional enfocado a mujeres que ostentan responsabilidades en 
instituciones.

•	 Promover mecanismos y asociaciones de apoyo de pares entre legisladoras, aboga-
das, juezas, mujeres oficiales de policía y otras interesadas.

•	 Asociarse con instituciones educativas (p. ej., escuelas de derecho, academias de po-
licía, programas de capacitación y de formación jurídica continua) y asociaciones pro-
fesionales (p. ej., juntas de educación jurídica, asociaciones jurídicas, colegios de abo-
gados) para desarrollar e implementar estrategias que fomenten la aceptación de 
mujeres.

•	 Comprometerse con las partes interesadas para preparar y presentar recomendacio-
nes de candidatas ante los comités de asignación del sector de la justicia y la segu-
ridad.

•	 Explorar espacios para promocionar la inclusión de mujeres en los sistemas de justicia 
informal. El apoyo entre los líderes tradicionales y religiosos podría incluir reformar la 
premisa de que solo los hombres pueden tener puestos de liderazgo como jefes o ima
nes, y en este contexto, podrían considerarse nuevas normas y procesos para seleccio-
nar líderes.

4.0	 Empoderamiento jurídico de las mujeres

La violencia de género está intrínsicamente ligada a estereotipos y actitudes de género 
nocivas. En consecuencia, en primer lugar, se debe trabajar para erradicar los criterios que 
apuntalan la violencia contra las mujeres para así poder eliminarla y ver el impacto positivo 
que esos cambios pueden acarrear en un entorno propicio. Por otro lado, la exclusión en 
otras esferas a causa de discriminación de género, como la toma de decisiones en el hogar 
y la educación, puede generar la marginación de las mujeres y ponerlas en mayor riesgo de 
violencia. Por lo tanto, para eliminar la violencia contra las mujeres es necesario empode-
rarlas a ellas y a las comunidades para reconocer y encarar estereotipos nocivos, y partici-
par en los procesos de toma de decisiones y en instituciones que define sus derechos.
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Las causas de las prácticas nocivas son multidimensionales y entre ellas se incluyen los papeles 
estereotipados asignados por razón de sexo o género, la supuesta superioridad o inferioridad de 
uno de los sexos, los intentos por ejercer control sobre los cuerpos y la sexualidad de las mujeres y 
las niñas, las desigualdades sociales y la prevalencia de estructuras de poder dominadas por el sexo 
masculino. Los esfuerzos por cambiar las prácticas deben abordar aquellas causas sistémicas y es
tructurales subyacentes de las prácticas nocivas tradicionales, emergentes y reemergentes, y em-
poderar a las niñas y mujeres y los niños y hombres para que contribuyan a la transformación de las 
actitudes culturales tradicionales que consienten las prácticas nocivas, actúen como agentes de ese 
cambio y refuercen la capacidad de las comunidades para apoyar tales procesos.

Fuente: Naciones Unidas, Comité de la CEDAW y Comité de los Derechos del Niño, Recomendación general 

conjunta N.º 31 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer y Observación general N.º 18 

del Comité de los Derechos del Niño sobre las prácticas nocivas, párr. 17, 14 de noviembre de 2014, CEDAW/C/

GC/31-CRC/C/GC/18.
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4.1	 Participación de las mujeres en procesos  

de reforma jurídica

Salvaguardar la participación de las mujeres en los procesos de reforma jurídica es un paso 
necesario para asegurar que tales procesos sean sensibles a las necesidades de las super-
vivientes de violencia y que funcionen para prevenir y eliminar la violencia de forma efecti-
va. Los procesos de reforma jurídica deben apuntar a representar diversos intereses, inclui-
dos los de las mujeres y las personas supervivientes de la violencia, ya que tienen puntos 
de vista que las otras partes interesadas podrían no tener. La participación de las mujeres 
en los procesos de reforma jurídica puede contribuir a la inclusión de disposiciones espe-
cíficas en las constituciones y leyes que habiliten a las instituciones de justicia y a las mu-
jeres mismas para buscar vías de recurso adecuadas. Por ejemplo, en el Irlanda del Norte, 
el texto final del Acuerdo del Viernes Santo que incluye disposiciones específicas para mu
jeres y para personas supervivientes, se atribuye a la participación de la Coalición de las 
Mujeres de Irlanda del Norte en las pláticas de partido que dieron origen a dicho acuerdo.87

Fuera de la reforma jurídica, las supervivientes de violencia no deben ser tratadas como par
ticipantes pasivas en los procedimientos que las afectan. Se les debe informar de su papel 
y del alcance, momento y avance de los procedimientos. Sus puntos de vista y preocu
paciones deben estar presentes y tenerse en consideración en las etapas pertinentes de 
los procedimientos en los que se vean afectados sus intereses personales. El Paquete de 
servicios esenciales para mujeres y niñas que sufren violencia, Elementos centrales y direc-
trices relativas a la calidad de la atención resalta la necesidad de que las supervivientes 
tengan la oportunidad de explicar el impacto físico y psicológico de su experiencia de vio
lencia durante la imposición de la pena al perpetrador. Además, permite a las supervivien-
tes desempeñar un rol en la imposición de la pena a través de una amplia variedad de mé
todos que se ajustan a las necesidades personales (p. ej., declaraciones escritas u orales del 
impacto en la víctima o informes realizados por expertos, como trabajadores sociales, 
del impacto en la víctima).88

4.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 La cultura del silencio y el estigma asociados con la violencia tiende a perpetuar la ex
clusión de las voces de las supervivientes en los procesos jurídicos y de formulación 
de políticas. Cuando las supervivientes participan, suele haber exposición a los medios 
masivos y reacciones de carácter nocivo. Las supervivientes suelen ser invisibles en los 
procesos de consulta, así como en el diseño, la implementación y la vigilancia de las 
leyes y políticas sobre la violencia.

•	 La práctica de permitir a las supervivientes presentar ante los tribunales declaraciones 
del impacto es inexistente en la práctica de justicia penal y la cultura de muchos países.

4.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Potenciar las voces y las perspectivas de las mujeres fomenta la creación de coaliciones y 
relaciones al:

•	 Utilizar el poder de convocatoria de las Naciones Unidas para reunir a legisladores in-
teresados en promover la reforma de justicia penal, legisladoras que son fuertes de-

Garanticen la representación de las mujeres en pie de igualdad a todos los niveles de la adopción 
de decisiones en las instituciones y los mecanismos nacionales, lo que incluye a las fuerzas armadas, 
la policía, las instituciones judiciales y los mecanismos de justicia de transición (judiciales y no judi-
ciales) que se ocupan de los delitos cometidos durante el conflicto

Fuente: CEDAW GR 30, párr. 46(b).
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fensoras de las leyes y políticas sobre las necesidades de las supervivientes y defenso-
res de los derechos humanos. Estas relaciones ayudarán a reforzar la credibilidad de 
las mujeres y fortalecer su inclusión en los procesos de reforma jurídica.

•	 Las declaraciones de impacto de la víctima deben promoverse como una parte inte-
gral de los procedimientos jurídicos y, además, incorporarse en las leyes y políticas so
bre violencia.

4.2	 Respaldo y asociación con organizaciones  

de la sociedad civil
Como lo observa el Paquete de servicios esenciales para mujeres y niñas que sufren violen-
cia, Elementos centrales y directrices relativas a la calidad de la atención, las “organizacio-
nes de la sociedad civil, los grupos de mujeres y los líderes religiosos y comunitarios des-
empeñan a menudo una función crucial en la movilización de los esfuerzos de la comunidad 
por concientizar sobre la prevalencia de la violencia contra las mujeres y las niñas, así como 
sobre el papel de la comunidad en la prevención de la violencia y la respuesta a ella”.89

El empoderamiento jurídico de las mujeres se consigue mediante una programación que 
apoye a las mujeres como titulares de derechos, y ayude a defensores y activistas a reivin-
dicar esos derechos y lograr cambios en las leyes y prácticas. Estas medidas mejoran tanto 
la voz como la representación de las mujeres y lleva a resultados sostenibles. Se deben ini
ciar consultas con grupos de mujeres para desarrollar programas que identifiquen y abor-
den los obstáculos, aseguren que el contexto sea correcto y garanticen la protección con-
tra represalias y ostracismo generado por la defensa. 

Los promotores, profesionales y defensores de los derechos humanos pueden utilizar las 
recomendaciones de mejores prácticas de los sistemas de derechos humanos regionales e 
internacionales para buscar justicia después de que se cometió la violencia, y para cons-
truir estrategias para crear y sostener el cambio estructural. Estos esfuerzos deben incluir 
estrategias innovadoras para informar a niñas y mujeres de sus derechos y capacitar y sen
sibilizar a oficiales y políticos. Los niños y jóvenes pueden recibir educación sobre equidad 
entre hombres y mujeres, resolución de conflictos por medios no violentos y educación se
xual integral de acuerdo con la edad.90

La defensa puede incluir indicadores obtenidos por las OSC para mejorar los informes e 
investigaciones de delitos, entre ellos, exponer las barreras sistemáticas como: la demora 
o ausencia de la policía en la escena; la insistencia de los actores de justicia de que el tes-
timonio de las mujeres sea corroborado por otros testigos antes de levantar el informe; la 
solicitud de dinero a las supervivientes por parte de policías o personal del hospital para 
entregarles formularios, informes o pruebas médicas o el pago de estímulos para entrevis-
tar testigos; la inacción de los actores de justicia para completar adecuadamente los infor-
mes de incidentes o para entrevistar o aprehender al perpetrador; el abuso de la policía en 
las fianzas que incluyen sobornos; y otras consideraciones. La defensa y los litigios de in-
terés público son caros y lentos, pero suelen representar la única alternativa para conseguir 
un cambio estructural y perdurable en circunstancias en las que el Estado no pueda o no 
esté dispuesto a cumplir con su obligación de resolver la violencia contra las mujeres.

4.2.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Tanto las OBC como las OSC tienen limitaciones de recursos humanos y de capacidad 
de gestión financiera. Esto puede ser un problema para asegurar el cumplimiento efec-
tivo con los requisitos de las Naciones Unidas sobre contabilidad, adquisiciones y con-
tratación. 
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•	 Puede ser difícil identificar qué organización es la más idónea con base solo en las 
prioridades pragmáticas, particularmente cuando hay múltiples (o incluso limitadas) 
organizaciones trabajando en iniciativas similares.

4.2.2	 Consideraciones y opciones de la programación

Construir capacidades en las OSC para fortalecer el conocimiento y la aplicación de las re
glas y buenas prácticas internacionales con el objetivo de aumentar la protección de las 
mujeres contra la violencia. Estas pueden incluir:

•	 Abogar por la protección de las personas defensoras de los derechos humanos; vigi-
lar su avance, las historias de éxito y las medidas tomadas por el Estado para prote-
gerlas.

•	 Fortalecer el papel de las OSC en el sistema de remisión de casos de violencia al prio-
rizar el financiamiento y los recursos para sus actividades, entre ellas: servicios jurídi-
cos; la provisión y mantenimiento de albergues; concientización jurídica y defensoría; 
investigación y litigio estratégicos; y denuncias ante las instituciones de derechos hu-
manos internacionales, incluido lo referente a la impunidad y la disponibilidad de vías 
de recurso a niveles nacional e internacional.

•	 Apoyar los esfuerzos de defensoría de las OSC en el contexto del cumplimiento de los 
Estados con los fallos y recomendaciones de los órganos creados en virtud de trata-
dos de derechos humanos y procedimientos especiales.

•	 La cooperación Sur-Sur y Norte-Sur y compartir experiencias de otros defensores de 
derechos humanos y OSC sobre mantener la defensoría y la movilización de recursos. 

•	 Acoger el desarrollo de redes de OSC (incluidas coaliciones) a niveles regional y nacio
nal, y apoyar el desarrollo de relaciones estratégicas con los INDH.

•	 Promover medios de comunicación masiva manejados por mujeres como una forma 
de ampliar los espacios seguros y exclusivos para que las mujeres compartan sus pre-
ocupaciones sobre las plataformas públicas. 

4.3	 Educación sobre los derechos de las mujeres 

Los Estados partes tienen una obligación de desafiar y cambiar las ideologías y estructuras 
patriarcales que restrinjan a las mujeres y niñas para ejercer plenamente sus derechos hu-
manos y libertades. Para que las mujeres superen la exclusión y la pobreza social que in-
crementan su vulnerabilidad a la explotación, prácticas nocivas y otras formas de violencia 
de género, necesitan estar equipadas con las habilidades y competencias necesarias para 
reivindicar sus derechos, incluida la autonomía para tomar decisiones y elecciones informa
das sobre sus propias vidas. En este contexto, la educación es una herramienta importante 
para empoderar a las mujeres para ejercer sus derechos.91 La educación formal de las mu-
jeres (tanto la conclusión como la retención escolar) y la prevalencia de prácticas nocivas 
están estrechamente ligadas, ya que se requiere de la alfabetización para acceder a la in-
formación sobre los sistemas de justicia y penal existentes.92

El Estado debe ofrecer al público y a los actores de justicia y seguridad y otros proveedo-
res de servicio, programas que eleven la concientización sobre el cambio de actitudes y 
apoyen el cambio de comportamiento. La información a la comunidad y las sesiones de ca
pacitación también pueden mejorar la comunicación y confianza e incrementar la probabi-
lidad de que los miembros de la comunidad denuncien la violencia.93
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Las telecomunicaciones forman una parte crucial de las medidas para empoderar a las mu
jeres y asegurar su acceso a la información de forma oportuna y rentable. El objetivo 5.b 
de las ODS convoca a mejorar el uso de la tecnología instrumental, en particular la TIC, 
para promover el empoderamiento de las mujeres. Un estudio global mostró que 93 % de 
las mujeres se sintieron más seguras y 85 % más independientes por la seguridad que ofre-
cía tener un teléfono celular.94 Sin embargo, debe cuidarse a las personas defensoras de los 
derechos humanos del impacto de la tecnología de la información que vigila al personal y 
periodistas que realizan investigaciones y vigila las actividades delicadas para la política o 
que se perciben como amenazantes, en cuyo caso, las mujeres que realicen estas activida-
des puede ponerse en mayor riesgo.95

4.3.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Las actitudes, los comportamientos y las prácticas arraigadas que apoyan o condonan 
la violencia y evitan que las supervivientes accedan al sistema jurídico formal están 
generalizadas en todas las sociedades.

•	 La cultura del silencio que rodea a la VSG requiere de inversiones en estrategias de 
comunicación apropiadas para diferentes audiencias. 

•	 El cambio cultural es un proceso a largo plazo que requiere programación sostenible 
para su efectividad. De forma similar a las consideraciones para reformar la ley infor-
mal (consulte la Sección 2.2.2.2), estas normas y valores se recogen de prácticas co-
munitarias arraigadas que requieren un cambio gradual prolongado. Los ciclos actua-
les de programación y financiamiento son relativamente a corto plazo y podrían no 
continuar para lograr un cambio intergeneracional de largo plazo.

•	 Escasa voluntad política entre los agentes culturales para apoyar los cambios de actitu
des y normas. La programación para prevenir y abordar la violencia contra las mujeres 
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podría percibirse como una amenaza al poder y la influencia de los propios agentes 
culturales, quienes por ello podrían ser renuentes o resistirse al cambio. 

•	 La programación no puede asumir que todas las mujeres se movilizarán en los esfuer-
zos por eliminar la violencia contra las mujeres, especialmente cuando las prácticas 
estén arraigadas en las normas culturales. Debe considerarse que las mujeres no son 
un grupo monolítico y habrá mujeres y grupos que no estén a favor de las reformas. 

•	 El cambio cultural se ve como una imposición de normas y reglas ajenas. Por lo tanto, 
si la programación no se ejecuta de forma culturalmente adecuada y con diálogos lo-
cales, se arriesga a enfrentar el retroceso de las comunidades. 

4.3.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Difundir información sobre el impacto de la violencia contra las mujeres y la sociedad en 
general. La programación podría:

•	 Realizar campañas de información masivas sobre los derechos de las mujeres y la vio-
lencia contra la mujer. Estas campañas de divulgación pueden consistir en sesiones 
informativas al aire libre, radiodifusiones, diálogos comunitarios o participación de clu-
bes de jóvenes, grupos de mujeres, estructuras tradicionales y religiosas, y hombres y 
niños varones.96 Para garantizar la idoneidad cultural y el impacto máximo se debe con
sultar a los miembros de la comunidad sobre el diseño del contenido y el enfoque de 
estas campañas.97

•	 Informar a abogados, activistas y otros defensores de los derechos humanos sobre las 
medidas que el Estado debe tomar como parte de sus compromisos con las normas y 
leyes de derechos humanos regionales e internacionales para prevenir y remediar la 
violencia e imputar responsabilidad a quienes perpetren actos de violencia doméstica 
y familiar.

•	 Implementar en las escuelas programas de educación sobre derechos humanos acor-
des a la edad para sensibilizar a los niños de corta edad de todos los géneros sobre lo 
inaceptable de la violencia en escuelas y en la sociedad en general. El diseño de los li
bros de texto debe revisarse para asegurar que no perdure la imagen estereotipada de 
mujeres y niñas. Además, el personal docente debe recibir formación sobre los enfo-
ques de la enseñanza dirigidos a transmitir las necesidades y derechos de las mujeres y 
niñas entre docentes y estudiantes. El comportamiento del personal docente, así como 
el contenido de la enseñanza y el aprendizaje, deben promover la igualdad de género 
y el empoderamiento de las mujeres (consulte el artículo 10 (c) de la CEDAW). 

Identificar y buscar la participación de controladores para definir un plan para atender las 
normas y prácticas que impulsan o sirven como factores de riesgo para la violencia contra 
las mujeres.

•	 Invertir tiempo y recursos en el desarrollo de una estrategia para cultivar la aceptación 
local informada, conformada y ejecutada en asociación con OSC, asociaciones profe-
sionales y otras entidades impulsadas por mujeres.

•	 Trabajar con líderes religiosos y comunitarios con la capacidad y la legitimidad para mo
vilizar a sus comunidades hacia el diálogo y la reforma de normas nocivas.

•	 Promover la visibilidad de las mujeres en roles de autoridad superior como un meca-
nismo para impulsar el cambio social. 

•	 Identificar características de las leyes informales que apoyen la lucha contra la violen-
cia contra las mujeres y utilizarlas para estructurar mensajes promotores de informa-
ción y desarrollar vías para reformar normas locales.98
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Explorar las oportunidades que presenta la tecnología de las telecomunicaciones para me-
jorar la emisión de informes y fortalecer la seguridad.

•	 Esto podría incluir un servicio telefónico de emergencia nacional y/o información en lí
nea y servicios de chat disponibles las 24 horas los 7 días de la semana. 

•	 La confidencialidad de estos servicios debería ser un tema fundamental, especialmen-
te cuando se usan sistemas TIC que no son infalibles. 

5.0	 Consideraciones para los contextos  
afectados por crisis

Considerar el contexto: El conflicto exacerba la violencia contra las mujeres, y las deja in-
cluso más vulnerables al abuso, incluyendo violación (tanto la general como la usada como 
arma de guerra), matrimonio precoz y forzado, y violencia doméstica. Los daños a mujeres 
y niñas exclusivos de los entornos de conflicto demandan compensación, y mayormente, 
la necesidad de identificar y transformar las condiciones actuales y subyacentes que die-
ron origen a dichos daños. Si no se hace, es probable que estas condiciones multipliquen 
tales daños en su presente y futuro. Por ejemplo, el Comité de la CEDAW encuentra que las 
mujeres y las niñas apátridas se enfrentan a un mayor riesgo de sufrir abusos en tiempos 
de conflicto porque no gozan de la protección que les brinda una ciudadanía, incluida la 
asistencia consular, el acceso a los servicios sociales y la participación en los procesos po-
líticos.99

Además, los sistemas de justicia suelen romperse en momentos de conflicto, lo que deja a 
las mujeres pocas opciones de recursos cuando sobreviven a la violencia. En consecuencia, 
las mujeres se ven doblemente afectadas en contextos de crisis, ya que es más probable 
que experimenten crímenes de violencia y menos probable que reciban justicia. Por lo tan
to, la programación debe evaluar críticamente las formas de responder a las necesidades 
y vulnerabilidades particulares de las mujeres en entornos afectados por conflicto. Al pa-
sar de la fase de transición a las fases de transformación y resiliencia, el alcance de la pro-
gramación del acceso a la justicia tiende a estar limitado por la capacidad humana y mate-
rial del sistema jurídico formal, que suele ser incapaz de manejar una serie de violaciones 
tan masivas y sistemáticas que desafían al propio orden jurídico subyacente.100 Además, la 
fiabilidad y confianza en las instituciones públicas puede haber menguado, particularmen-
te en el contexto del sector de la justicia, la ley y el orden público, que fracasa con proteger 
a las mujeres en tiempos de crisis.101 Las mujeres y niñas significativamente en desventaja 
estructural, política y simbólica sufren específicamente la condición débil y patriarcal del 
sector. 

Operar en continuidad: Las Directrices para la integración de las intervenciones contra la 
violencia de género en la acción humanitaria: Reducir el riesgo, promover la resiliencia e 
impulsar la recuperación de la IASC (las Directrices) son una referencia importante de las 
Naciones Unidas para auxiliar a los actores humanitarios y las comunidades afectadas por 

c) Garanticen que las organizaciones de mujeres y de la sociedad civil centradas en las cuestiones 
de las mujeres y los representantes de la sociedad civil se incluyan también en todas las negocia-
ciones de paz y las iniciativas de rehabilitación y reconstrucción posteriores a conflictos; d) Propor-
cionen capacitación en materia de liderazgo a las mujeres para garantizar su participación efectiva 
en los procesos políticos posteriores a conflictos.

Fuente: CEDAW GR 30, párrs. 46(c)-(d).
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conflicto armado, desastres naturales y otras emergencias humanitarias a coordinar, plani-
ficar, implementar, vigilar y evaluar acciones esenciales para la prevención y mitigación de 
la VSG en todas las fases de la respuesta humanitaria. 

Las Directrices destacan entre los actores el deber de proteger a aquellos afectados por 
la crisis, incluida la protección contra la VSG. Llama a una coordinación y acción efectivas 
durante las fases iniciales de preparación para la emergencia y recomienda que se pongan 
a disposición de las mujeres y niñas apoyos y servicios de justicia. Además, determina que 
el objetivo de la acción humanitaria debe ser: (a) reducir el riesgo de la VSG mediante la 
prevención y mitigación de estrategias en todas las áreas de respuesta humanitaria desde 
la fase previa a la emergencia hasta la recuperación; (b) promover la resiliencia median
te el fortalecimiento de los sistemas comunitarios y nacionales que previenen y mitigan la 
VSG, y permitiendo a las personas supervivientes y en riesgo de VSG el acceso a apoyos y 
atención; y (c) asistir en la recuperación de las comunidades y sociedades mediante el 
apoyo de la capacidad local y nacional para crear soluciones perdurables al problema de 
la VSG.102

Es crucial que la programación aborde los posibles impedimentos jurídicos para la igual-
dad ante la ley.103 Las áreas de atención deben incluir la ley de herencias, los derechos de 
propiedad y tierras, el matrimonio infantil y la violencia doméstica. En muchos contextos, 
las mujeres no pueden ser propietarias de tierra o bienes de acuerdo con leyes formales o 
informales discriminatorias. La restitución de la propiedad con atención al género debe 
incluir el derecho de las mujeres a ser propietarias de tierra, vivienda y otros bienes, y debe 
complementarse con esfuerzos dirigidos a reformar las normas sociales que impiden que 
las mujeres sean dueñas de propiedades.104

A medida que los países salen del conflicto y entran al desarrollo, los procesos de justicia 
suelen preceder al (re)desarrollo institucional formal, ya que los contornos del diseño insti-
tucional están fuertemente influenciados por los desarrollos que suceden con anticipación. 
Por lo tanto, a medida que un Estado o comunidad comienza su transición y se aleja del 
periodo de conflicto o régimen autoritario, se requiere lo antes posible que se tomen me-
didas para un proceso con perspectiva de género que aborde la impunidad con la partici-
pación activa y colaboración de las mujeres supervivientes de la violencia y sus defensores. 
Es crucial para un proceso con perspectiva de género la inclusión explícita del acceso de 
las mujeres a la justicia como un principio subyacente dentro de los mandatos del sector 
de la justicia, la ley y el orden público. La referencia clara al acceso de las mujeres a la jus-
ticia en los mandatos del sector reafirma las obligaciones institucionales y, de esta manera, 
presiona al Estado para que realice su trabajo de forma proactiva y consistente con una 
perspectiva de género. Al mismo tiempo, brinda a las activistas de los derechos de las mu
jeres un punto de apoyo para abogar por mayor inclusión, participación y supervisión. 

Ser sensibles a las necesidades y circunstancias de las supervivientes de la VSG: Se debe 
reconocer que muchas supervivientes de violaciones específicas, particularmente de vio-
lencia sexual, pudieron haber decidido no hablar sobre los daños que sufrieron durante las 
etapas de crisis, reconstrucción y reforma, por temor a que al revelar la verdad pudiera 
empeorar su situación que al guardar en silencio su sufrimiento. Por consiguiente, deben 
mantenerse vías abiertas para ellas si decidiesen recibir servicios sin ser forzadas a decir la 
verdad en público.105 Los plazos para demandar reparación no deberían ser excesivamente 
restrictivos y las reglas probatorias deberían ser flexibles106 y deberían emplearse acerca-
mientos creativos para llegar a las supervivientes que se sienten incapaces de acceder a 
los servicios de justicia. Es fundamental que las supervivientes tengan recursos de asisten-
cia técnica (como especialistas y orientadores capacitados) para ayudarlas con las etapas 
administrativas necesarias para obtener vías de recurso y otras formas de apoyo. Fuera de 
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las necesidades jurídicas, se deben realizar esfuerzos para abordar las necesidades médi-
cas, psicosociales y económicas de las supervivientes. Esto requerirá acceso a servicios de 
salud reproductiva y maternal adecuados (p. ej., abordar embarazos que surgen de escla-
vización u otras formas de violencia sexual y explotación durante combate); proveer ma-
nutención infantil pertinente; asistencia para reclamar y reconstruir propiedad (p. ej., tierras 
heredadas, tierras de cultivo existentes y lugares de residencia); y protección social a largo 
plazo cuando las mujeres se vean obligadas a tomar el papel de cabezas de familia.107

Promover la participación de las supervivientes: Las supervivientes deben estar involucra-
das en todos los aspectos de la consolidación de la paz, las reformas institucionales y los 
procesos de reforma legislativa y constitucional. Esto se puede realizar mediante campañas 
de divulgación bien organizadas que idealmente inicien durante las fases de crisis y recons
trucción y continúen conforme la sociedad comience a moverse a las fases de transición y 
transformación. La divulgación es un proceso bidireccional que involucra interactuar con 
las supervivientes y sus representantes. Debe respetar la dignidad de las supervivientes y 
formar parte de un proceso que apunte a fortalecer su reconocimiento y aceptación social, 
debe responder a características de las mujeres y niñas con altos niveles de analfabetiza-
ción, pobreza, escasez de transporte e instituciones financieras y profundas fracturas so-
ciales (género, etnia, idioma, clase, religión, diferencias urbanas, rurales y subregionales), 
todo lo cual impide su acceso a la justicia. Las instituciones del sector de la justicia y la 
seguridad deben facilitar la divulgación a través de trabajar con grupos liderados por per-
sonas supervivientes o las OSC que las personas supervivientes y las comunidades margi-
nadas ya conocen y consideran confiables. 

Mantener la justicia transicional y evitar caer en la impunidad: Los programas deben com-
batir proactivamente la tendencia de la VSG a escalar en los contextos posteriores a las 
crisis.108 El cambio de la violencia pública a la esfera privada acompaña frecuentemente a 
las transiciones a la “paz”, ya que los hombres proyectan su agresión y hostilidad y explo-
tan la oportunidad de experimentar con los nuevos límites impuestos y ver hasta dónde 
pueden llegar en el trato con las mujeres en los entornos domésticos. Mientras los esfuer-
zos de la justicia transicional y la programación subsecuente buscan remediar los efectos 
de daños anteriores, los asociados y profesionales para el desarrollo deben asegurar que 
la implementación esté acompañada por una serie de medidas de protección sustantivas, 
que puedan ayudar a asegurar la prevención y la reparación del abuso doméstico genera-
lizado (y de género en un sentido más amplio) en las secuelas del conflicto.

Apoyar la implementación de las recomendaciones de las Comisiones de la verdad: Al Co-
mité de la CEDAW le preocupa con frecuencia que no se implementen las recomendacio-
nes de las Comisiones de la verdad y la reconciliación en relación con las repatriaciones y 
medidas de protección postconflicto para las mujeres, por lo que sugiere la necesidad de 
asignar fondos suficientes para la implementación de dichas recomendaciones (p. ej., re-
formas a las leyes discriminatorias formales e informales y la reconstrucción de las institu-
ciones de justicia desde una perspectiva de género) para la rehabilitación total y efectiva, 
la reintegración a la sociedad y la compensación de las mujeres y niñas afectadas por la 
VSG mediante programas de reparaciones.109

Reparaciones: A medida que los países salen del conflicto y entran a las fases de transición, 
transformación y desarrollo, es crucial que los programadores de justicia también sean cons
cientes de las vías de recurso y reparaciones que deben darse a las mujeres. En el periodo 
de transición, la mayoría de las mujeres no habrá recibido soluciones jurídicas y reparacio-
nes por los crímenes y daños que sufrieron, incluso si los mecanismos de justicia transi
cional son funcionales. Por lo tanto, los programadores deben estar especialmente atentos 
para asegurar que los sistemas y las instituciones de justicia (re)establecidos en las fases 
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de transformación y desarrollo se armonicen con la naturaleza no resuelta de las violacio-
nes sufridas, y sean capaces de garantizar que se respeten los derechos de las mujeres. En 
este contexto, es importante tener en mente que no todos los países decidirán presentarse 
ante un tribunal formal de crímenes de guerra para encarar las atrocidades. Colombia, 
Guatemala y Uganda utilizan sus tribunales regulares respectivos para llevar a cabo esta 
función.110 En dichas instancias, se vuelve necesario para el sistema de las Naciones Unidas 
brindar apoyo integral a los sistemas de justicia nacionales para que reconozcan las nor-
mas internacionales relacionadas con las reparaciones y asegurar que dichas salvaguardas 
se reflejen plenamente en la legislación y la práctica local. Es probable que la reunificación 
familiar y el entierro apropiado de los fallecidos tarde décadas y que se extienda más allá 
de cualquier periodo de justicia de transición. Por lo tanto, una forma de compensación que 
suele tener un papel crucial en la transición postconflicto es la "búsqueda de las personas 
desaparecidas, de las identidades de los niños secuestrados y de los cadáveres de las per-
sonas asesinadas".111 Mientras se realizan estos procesos, muchas supervivientes pueden 
permanecer en una conmoción jurídica, cultural, emocional o espiritual.
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d
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ra
n 

su
 p

ar
ej

a 
en

 lo
s 

úl
ti

-
m

o
s 

12
 m

es
es

, d
es

g
lo

sa
d

a 
p

o
r 

ed
ad

 y
 

lu
g

ar
 d
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 c
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 d
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 d
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 p
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 c
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 d
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l p
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p
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d
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p
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 d
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p
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ra
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 p
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p
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d
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 d

e 
la

 
vi

o
le

nc
ia

, i
nc

lu
id

o
s 

lo
s 

ef
ec

to
s 

d
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l p
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 d
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 p

ro
p

o
rc

io
na

r 
re

p
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 m
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 p
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 d
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 m
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 d
e 

ap
oy

o
 q

ue
 a

lie
nt

e 
a 

la
s 

m
uj

er
es

 a
 r

ec
la

m
ar

 s
us

 d
er

ec
ho

s,
 d

en
un

ci
ar

 d
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 p
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 m
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 p
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ra
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d
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b
le

ce
r 

un
 s

is
te

m
a 

d
e 

co
ns

ul
ta

s 
co

n 
g

ru
p

o
s 

d
e 

m
uj

er
es

 y
 o

rg
an

iz
ac

io
ne

s 
d

e 
la

 s
o

ci
ed

ad
 c
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 m
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 p
ro

m
ul

g
ac

ió
n 

d
e 

le
g

is
la

ci
ó

n,
 p

ar
a 

p
ro

te
g

er
 a

 la
 m

uj
er

 c
o

nt
ra

 d
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b
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 d
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 r
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d
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d
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d
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d
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 p
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d
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el

 e
m

p
o

d
er

am
ie

nt
o

 y
 la

 r
ei

nt
eg

ra
ci

ó
n 

ec
o

nó
m

ic
o

s 
y 

so
-

ci
al

es
 y

 lo
s 

d
is

p
en

sa
ri

o
s 

m
óv

ile
s;

16
(b

) 
E

n 
ca

so
s 

d
e 

vi
o

le
nc

ia
 c

o
nt

ra
 la

 m
uj

er
, a

se
g

ur
ar

 e
l a

cc
e-

so
 a

 lo
s 

ce
nt

ro
s 

d
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 d
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d
e 

ha
ce

r 
cu

m
p

lir
 la

 le
y 

so
b
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d
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Apéndice II: Estudios de caso en países

Creación de instituciones de justicia eficaces, que rindan 

cuentas y atiendan la perspectiva de género

Disponibilidad

RECUADRO A.3.1  Ampliación del acceso de las mujeres a la justicia para casos de VSG en Sierra Leona

Reconocer la necesidad de mejorar significativamente el acceso de las mujeres a la justicia en áreas 
rurales en Sierra Leona, el Programa de acceso a la justicia del PNUD tomó un enfoque multifacético 
para abordar los obstáculos que enfrenta la justicia con perspectiva de género. El programa ayudó a 
fortalecer la capacidad de las organizaciones de la sociedad civil, incluida la capacidad de cientos de 
líderes comunitarias mujeres, para proteger a mujeres y niños contra la VSG, proteger y mejorar el ac-
ceso de las mujeres a los derechos de propiedad y tierras, y vigilar y evaluar el desempeño del sector 
de la justicia en estos temas. También proporcionaron ayuda jurídica a las mujeres y sus comunidades 
en los tribunales locales, en donde se manejan la mayoría de los casos en el sistema formal. En áreas 
más alejadas, el PNUD apoyó los tribunales móviles, con lo que se incrementaron la cantidad de casos 
presentados y resueltos. El Esquema de Ayuda Jurídica ha prestado asistencia jurídica a ciudadanos de 
escasos recursos que buscan justicia. Finalmente, apoyaron la operación de tribunales sabatinos para 
la VSG en dos de las ciudades más grandes, para que los casos de VSG se manejen de forma oportuna.

Fuentes: Fortalecimiento del estado de derecho en situaciones frágiles y afectadas por crisis del PNUD, Informe 

anual del programa global 2013, págs. 16-17, (Nueva York, 2014) e “Inventario sobre violencia contra la mujer, 2014-

2016” del PNUD, págs. 12, 30, (2016). (Inédito).

RECUADRO A.3.2  Las Naciones Unidas apoyan a la Unidad de Personas en Condición  

de Vulnerabilidad en Timor Oriental

En el año 2000, la policía de las Naciones Unidas (UNPOL) en Timor Oriental creó una unidad para 
personas vulnerables encargada de investigar los casos de violencia doméstica, violaciones sexuales, 
delitos contra menores y trata de seres humanos. Hoy en día, la unidad se ha convertido en un compo-
nente crucial de la Policía Nacional de Timor Oriental. Sus funcionarias y funcionarios especializados 
representan un recurso muy valioso para las comunidades, ya que prestan asistencia personal a las per
sonas supervivientes en las notificaciones y enjuiciamientos, e interactúan directamente con la comu-
nidad. A través de una red complementaria integrada por 35 centros comunitarios distribuidos por 
todo el territorio de Timor Oriental se ofrecen servicios de mediación, recuperación física y emocional, 
asistencia jurídica y capacitación práctica a las personas supervivientes. Estos centros se han converti-
do asimismo en espacios para el desarrollo de capacidades y para reuniones de las organizaciones de 
mujeres, convirtiéndose ahora en un recurso de empoderamiento para todas las mujeres, no solo para 
las supervivientes de la violencia de género. Aunque este enfoque ha sido exitoso, se requieren ur
gentemente más recursos para extender su impacto. Los integrantes de la unidad todavía carecen de 
vehículos y equipos suficientes para llegar a las personas supervivientes ubicadas en zonas remotas.

Fuente: ONU-Mujeres, Prevenir los conflictos, transformar la justicia, garantizar la paz: Un estudio mundial sobre la 

implementación de la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, pág. 181, (Nueva York, 2015). 

Accesibilidad

RECUADRO A.3.3  Apoyo del PNUD para tribunales especializados sobre violencia de género

El PNUD trabaja con la judicatura de Zambia para poner en marcha los primeros dos tribunales de vía 
rápida del país, especializados en violencia contra la mujer. Estos tribunales manejaron 224 casos en 
2016, capacitaron a 65 jueces de instrucción y 310 fiscales y oficiales de policía con ayuda del PNUD. Ade
más, se capacitó a 195 líderes tradicionales y árbitros locales para resolver casos de violencia de género, 

http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/crisis-prevention-and-recovery/undp-rol-ar2013.html
http://wps.unwomen.org/pdf/en/GlobalStudy_EN_Web.pdf
http://wps.unwomen.org/pdf/en/GlobalStudy_EN_Web.pdf
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lo que contribuyó al establecimiento de “centros de atención integral” contra la violencia de género en 
11 jefaturas. Un jefe también estableció un tribunal de violencia de género en su jefatura. Estos esfuer-
zos llevaron a un incremento en las notificaciones de violencia de género de 15,153 en 2014 a 18,088 en 
2015, incluso hechas por hombres, lo que indica un aumento de la concientización del público acerca 
de la reparación jurídica. 

Fuente: PNUD, “Inventario de la violencia contra la mujer, 2014-2016”, pág. 13. 

Buena calidad

RECUADRO A.3.4  El trabajo de "Médicos por los Derechos Humanos" en la RDC y Kenia

En la RDC y Kenia, el Programa sobre violencia sexual en zonas de conflicto de la asociación "Médicos 
por los Derechos Humanos" (PHR) trabaja para apoyar la reparación para las supervivientes de la vio-
lencia sexual al mejorar las capacidades de las comunidades sanitarias y jurídicas locales para denun-
ciar delitos de violencia sexual. Mediante una serie de talleres de capacitación, PHR colabora con el per
sonal experto local para capacitar a la plantilla médica, de enfermería y de orientación sobre casos de 
trauma psicosocial y recuperación, esto incluye la documentación de las consecuencias de salud, la ga
rantía de provisión del tratamiento pertinente y el apoyo de asistencia jurídica y defensoría. Además de 
los profesionales de salud, PHR reconoce que los oficiales de política, abogados y jueces necesitan apo
yo para evaluar adecuadamente los casos de violencia sexual e interactuar con efectividad con los tra
bajadores sanitarios y las personas supervivientes. Por lo tanto, PHR trabaja también para fortalecer las 
capacidades de los organismos del orden público y las comunidades jurídicas, y establece conexiones 
entre los miembros de todos los sectores para crear una red de apoyo regional informal entre las par-
tes interesadas que trabajan para combatir la violencia sexual. Al mejorar la perspectiva de que la evi-
dencia puede sustentarse en un tribunal de justicia, y garantizar que las personas supervivientes serán 
tratadas con dignidad y respeto, las capacitaciones tienen como objetivo incrementar la probabilidad 
de que los perpetradores rindan cuentas y las personas supervivientes reciban reparación, además de 
que no ocurran futuras violaciones.

Fuente: Physicians for Human Rights, “Programa sobre violencia sexual en zonas de conflicto”, (2017), (consultado 

el 15 de marzo de 2018).

RECUADRO A.3.5  Ejemplos del apoyo de la UNODC para desarrollar capacidades en la policía  

y los servicios fiscales para responder a la violencia contra las mujeres

La UNODC apoya los esfuerzos nacionales y regionales para el desarrollo de capacidades para mejorar 
las respuestas de la justicia penal con perspectiva de género ante la violencia contra las mujeres. En la 
región Asia-Pacífico, la UNODC impartió la capacitación llamada "Capacitación para instructores sobre 
respuestas eficaces en el enjuiciamiento de la violencia contra la mujer" para fiscales de 10 países del 
sudeste asiático, en colaboración con la ONU-Mujeres y el Instituto de Justicia de Tailandia. En Kenia, 
la UNODC elaboró un programa de capacitación sobre “Erradicación de la violencia sexual y de género: 
El papel del fiscal” y organizó una serie de cursos de capacitación de instructores dirigidos a fiscales, 
después de la cual se imparte una capacitación con pares realizada por los participantes en el nivel 
local. Mediante un programa plurianual de reforma de la policía, la UNODC apoya a la Policía Nacional 
de Kenia en la incorporación del género, el fortalecimiento de la capacidad de respuesta ante la violen-
cia de género y la mejora de los mecanismos de vigilancia. En Egipto, la UNODC elaboró manuales de 
capacitación para todos los actores de justicia penal pertinentes y realiza la capacitación de fiscales y 
médicos forenses de nivel sénior para ayudar a los cambios de actitud y prácticas en el manejo de ca-
sos de violencia contra la mujer. La UNODC también apoyó a la Oficina del Fiscal General a crear un 
sistema de gestión de datos para los casos de violencia contra la mujer y apoyó a la oficina de quejas del 
Consejo Nacional de Mujeres a través de entrenamiento del personal para que actúe como defensores 
de las personas supervivientes. 

Fuentes: Naciones Unidas, ECOSOC, Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal, Informe del Secretario 

General, Uso y aplicación de las reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y 

justicia penal, párr. 27, 2 de marzo de 2015, E/CN.15/2015/8; Ibid., E/CN.15/2016/9, párr. 28, 18 de marzo de 2016; e 

Ibid., E/CN.15/2017/9, párrs. 32, 51, 8 de marzo de 2017.

http://physiciansforhumanrights.org/issues/rape-in-war/program-on-sexual-violence-in-conflict-zones.html?referrer=https://www.google.com/
https://undocs.org/E/CN.15/2015/8
https://undocs.org/E/CN.15/2015/8
https://undocs.org/E/CN.15/2016/9
http://undocs.org/es/E/CN.15/2017/9
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Recursos

RECUADRO A.3.6  Un ejemplo de los esfuerzos para rehabilitar perpetradores de violencia en Georgia

Cada vez hay más evidencia que indica que para reducir la violencia doméstica es esencial trabajar con 
los perpetradores masculinos, además de realizar la intervención y garantizar la protección de la mujer. 
Incluso se reconoce que los programas para perpetradores son brecha clave que atender para la efec-
tividad de los servicios prestados. En 2017, la ONU-Mujeres, en asociación con el Ministerio de Asuntos 
Penitenciarios y Libertad Condicional de Georgia y el generoso apoyo de la Unión Europea, realizó un 
taller para la elaboración de un Programa de rehabilitación para perpetradores de violencia contra la 
mujer y violencia doméstica.

El objetivo del taller fue formular el Programa de rehabilitación para perpetradores de violencia contra 
la mujer y violencia doméstica y desarrollar capacidades en los actores nacionales, incluidos los repre-
sentantes del Ministerio de Asuntos Penitenciarios y Libertad Condicional y las organizaciones locales 
no gubernamentales, para instrumentar programas de rehabilitación acordes con las normas y mejo-
res prácticas establecidas a nivel internacional. La iniciativa propone atender la brecha clave con inter-
venciones preventivas y programas de tratamiento para perpetradores de violencia contra mujeres y 
niñas y violencia doméstica, un compromiso del gobierno de Georgia adquirido por el Convenio del Con
sejo de Europa para la prevención y el combate de la violencia contra la mujer y la violencia doméstica, 
ratificado por Georgia en junio de 2017. 

El proceso para la elaboración del programa se complementó con esfuerzos para introducir modifi
caciones legislativas al Código de procedimientos penales y al Código de delitos administrativos para 
garantizar que el programa de rehabilitación se utilice como condena alternativa para los perpetrado-
res de violencia doméstica y/o como precondición para la libertad condicional, además de una de las 
condiciones de restricción en una orden de protección. El borrador de las modificaciones legislativas 
se formuló con el apoyo técnico de ONU-Mujeres y se presentará al Consejo de Igualdad de Género del 
Parlamento de Georgia para un análisis de fondo y su entrada en vigor a finales de 2017. 

La iniciativa se fundamenta en el marco del proyecto “Unidos en la lucha contra la violencia hacia las 
mujeres”, una acción multidimensional de tres años financiada por la Unión Europea y aplicada por la 
ONU-Mujeres con el objetivo de prevenir la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica y eli-
minar sus causas y consecuencias en Georgia. 

Fuente: ONU-Mujeres, “Programa de rehabilitación para perpetradores de violencia contra la mujer y violencia 

doméstica, en curso” (8 de diciembre de 2017).

RECUADRO A.3.7  La RCA y la violencia contra las mujeres en Afganistán

Un informe de 2015 de la Misión de Asistencia de las Naciones Unidas en Afganistán (UNAMA) y AC-
NUDH, Justicia a través de la mirada de las mujeres de Afganistán: Casos de violencia contra la mujer 
atendidos por mediación y arbitraje, documenta las experiencias de 110 mujeres afganas supervivientes 
de violencia (informe de UNAMA/ACNUDH). Las mujeres buscaron justicia mediante el sistema judicial 
y los mecanismos no judiciales, incluida la mediación, en todo el país entre agosto de 2014 y febrero de 
2015. La mayoría de los casos se llevaron a mediación; solo 5 % de los casos resueltos dieron origen 
a enjuiciamiento penal y/o sanciones contra los perpetradores. El marco jurídico formal en Afganistán 
ofrece opciones limitadas para que las mujeres que enfrentan la violencia debido a que se enfoca en 
las sanciones penales para los perpetradores y carece de disposiciones jurídicas para obtener órdenes 
de restricción y vías de recurso civil. El informe de UNAMA/ACNUDH mostró que las mujeres preferían 
la mediación en contextos informales debido a la corrupción, el abuso de poder y la falta de profesio-
nalismo en las instituciones formales de justicia, además de las presiones familiares y culturales que 
desalientan las demandas formales. Las mujeres remarcaron el valor de la mediación como una forma 
ágil de resolver controversias y a la mayoría le preocupaba obtener reparación por la vía civil, como 
divorcio, convenios de custodia, y con un factor de seguridad, en oposición a las sanciones penales. 
Temían a las consecuencias económicas y sociales para ellas y sus familias y señalaban su dependencia 

http://georgia.unwomen.org/en/news/stories/2017/12/rehabilitation-program-for-perpetrators-of-violence-against-women-and-domestic-violence-underway
http://georgia.unwomen.org/en/news/stories/2017/12/rehabilitation-program-for-perpetrators-of-violence-against-women-and-domestic-violence-underway
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económica con los perpetradores además de la escasa protección jurídica de sus propiedades y otros 
derechos. Estos fueron los factores clave que les obstaculizaron iniciar acciones contra de los perpetra-
dores. Por ejemplo, las mujeres que huyen de sus hogares maritales después de hacer una denuncia de 
violencia ante las autoridades, usualmente no tendrán a dónde ir si su casa pertenece al esposo. El in-
forme recomendó que el Gobierno de Afganistán adoptara reformas jurídicas, institucionales y políticas 
para proteger mejor a las mujeres afganas que enfrentan violencia. Las reformas incluían ampliar las 
vías de recurso civil disponibles, fortalecer la capacidad del sistema de justicia penal para proteger 
a las supervivientes, adoptar normas comunes en todos los mecanismos judiciales y aplicar la Ley so-
bre la eliminación de la violencia contra la mujer de 2009 de forma más efectiva. El Representante 
Especial del Secretario General en Afganistán y presidente de UNAMA observó al publicar el informe 
de UNAMA/ACNUDH que los “casos de mediación en la violencia contra las mujeres requieren de apoyo 
y vigilancia para que puedan guiarse por los principios de consentimiento, seguridad, imparcialidad e 
inclusión”.

Fuentes: UNAMA y ACNUDH, Justicia a través de la mirada de las mujeres de Afganistán: Casos de violencia con-

tra la mujer atendidos por mediación y arbitraje, (Kabul, 2015) y ACNUDH, “Afganistán: Reformas necesarias para 

asegurar la justicia para las mujeres víctimas de violencia, Informe de la ONU”, (19 de abril de 2015). 

Empoderamiento jurídico de las mujeres

Respaldo y asociación con organizaciones de la sociedad civil

RECUADRO A.3.8  La voz de las mujeres en los canales de medios de comunicación masiva  

liderados por la comunidad en Fiji y Uganda

En Fiji, la red de medios de comunicación feministas FemLINKPACIFIC utiliza diálogos por radio y te-
levisión para propiciar el encuentro entre las mujeres de áreas rurales y los oficiales del gobierno para 
debatir sobre los desafíos del desarrollo y la seguridad humana, ofreciendo una plataforma pública 
única para que las mujeres compartan sus ideas y perspectivas con quienes toman las decisiones gu-
bernamentales y con el público por igual. FemLINKPACIFIC ha desempeñado un papel importante en 
el apoyo de la participación de las mujeres en la consolidación de la paz en la región, y en informar 
sobre el desarrollo y la aplicación del Plan de acción regional del Pacífico sobre las mujeres, la paz y la 
seguridad. Otro ejemplo es MAMA FM, una estación de radio comunitaria en Uganda y una de las pocas 
estaciones de radio del mundo operada por mujeres. Para garantizar que las mujeres de las comunida-
des marginadas que no tienen acceso a la radio puedan escucharla, se organizaron “clubes de escucha 
para mujeres” en 15 distritos de Uganda, son espacios para que las mujeres se reúnan, escuchen y de-
batan. El canal de medios de MAMA FM es un ejemplo de cómo los medios pueden ser una herramien-
ta doblemente poderosa, al difundir mensajes de igualdad de género y empoderamiento de las mujeres 
a niveles comunitarios al tiempo que une a las mujeres para crear y fortalecer redes de consolidadores 
de la paz y personas encargadas de tomar decisiones. 

Fuente: ONU-Mujeres, Un estudio mundial sobre la implementación de la Resolución 1325 del Consejo de Seguri-

dad de las Naciones Unidas, págs. 290-291. 

RECUADRO A.3.9  Las OSC participan en litigios públicos y la defensa contra la violencia sexual  

en Etiopía

Con apoyo de la organización de defensa internacional Equality Now y la Asociación de abogadas de 
Etiopía (EWLA), una niña llamada Makeda que vivía en Etiopía y su padre interpusieron una demanda 
en 2003 por una compensación después de que la niña fue secuestrada y violada a la edad de 13 años, 
y después forzada a firmar un certificado de matrimonio que confería impunidad a su violador. La de-
manda ante los tribunales no tuvo un final favorable, pero en 2005, la comunidad etíope rechazó la ley 
que permitía a los violadores salir impunes al casarse con sus víctimas. En 2007, se presentó en nombre 
de Makeda una queja ante la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, argumentando 

https://unama.unmissions.org/sites/default/files/unama_ohchr_justice_through_eyes_of_afghan_women_-15_april_2015.pdf
https://unama.unmissions.org/sites/default/files/unama_ohchr_justice_through_eyes_of_afghan_women_-15_april_2015.pdf
http://www.ohchr.org/EN/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=15861&LangID=E
http://www.ohchr.org/EN/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=15861&LangID=E
http://www.peacewomen.org/sites/default/files/UNW-GLOBAL-STUDY-1325-2015%20(1).pdf
http://www.peacewomen.org/sites/default/files/UNW-GLOBAL-STUDY-1325-2015%20(1).pdf
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que el gobierno etíope no castigó al violador de Makeda e incumplió con sus obligaciones emanadas 
de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos. En 2014, la Comisión Africana resolvió que 
el caso era inadmisible, y en 2016, casi 15 años después, la Comisión emitió una resolución histórica en 
la que declara que Etiopía incumplió su obligación de proteger a la niña y prevenir su secuestro, viola-
ción y matrimonio forzado, y solicitó que el Estado pagara $150,000 a Makeda por su dolor y sufrimien-
to. También se le solicitó al Estado que aplicara medidas para tratar casos de matrimonio por secuestro 
y violación y para que Etiopía instrumentara capacitación judicial e informara de ellos a la Comisión.

Fuente: Adaptado de Equality Now, “El caso de Makeda: violación, secuestro y matrimonio forzado”, (consultado 

el 15 de marzo de 2018).

RECUADRO A.3.10  Defensa, empoderamiento y voz para las niñas de Kenia

El caso de C.K. et al. v. Kenia (8/2012) se inició con los esfuerzos de abogadas de la Federación de Abo
gadas (FIDA-Kenia) que trabajaban en un albergue para mujeres y niñas de Kenia, un equipo interna-
cional de abogadas voluntarias y asesoras constitucionales kenianas, en colaboración con la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos de Kenia. El caso fue un desafío contra el Estado interpuesto por las 
solicitantes, todas ellas niñas, algunas incluso de tres meses de edad, que habían sido violadas. La pre-
paración de los medios de prueba y las actuaciones tomaron más de 18 meses y se interpusieron contra 
la policía de Kenia, el fiscal general y el ministro de justicia por inacción al investigar adecuadamente las 
acusaciones de violación y desfloración. El tribunal resolvió en favor de las solicitantes y sostuvo que 
la policía debe aplicar las leyes de Kenia que prohíben la desfloración (violación) y también que tiene la 
obligación de aplicar la ley para investigar los casos, entrevistar testigos y sospechosos y arrestar a los 
presuntos perpetradores de conformidad con las prácticas aceptadas internacionalmente. Como con-
secuencia, la policía de Kenia ha recibido capacitación acerca del manejo de casos e investigaciones de 
violación, y se cuenta con una nueva aplicación para celulares que enseña y empodera a las niñas para 
que conozcan sus derechos y actúen. 

Fuentes: C.K. et al. v. el Comisionado de Policía/Inspector General del Servicio Policial Nacional et al., Petición No. 

8 de 2012 y Joseph Boinnet, Kagwiria Mbogori y Fiona Sampson, “Ciento sesenta niñas muestran el camino a las 

supervivientes de violación”, Daily Nation, (24 de abril de 2016).

Educación sobre los derechos de las mujeres

RECUADRO A.3.11  Despliegue de la campaña "HeForShe" en el combate de la violencia contra  

las mujeres, con un ejemplo de Malawi

La campaña "HeForShe", creada por ONU-Mujeres, es un movimiento solidario en pro de la igualdad de 
género. Se puso en marcha en septiembre de 2014 por el Secretario General de las Naciones Unidas, 
Ban Ki-moon, y la Embajadora de buena voluntad de la ONU-Mujeres, Emma Watson. Su plataforma 
especial única utiliza tecnología en línea, sin conexión y móvil para identificar y movilizar a los hombres 
para que se conviertan en agentes del cambio para lograr la igualdad de género. El compromiso de 
"HeForShe" manifiesta que la igualdad de género no es solo un problema de mujeres, sino un problema 
de derechos humanos que requiere la participación activa de hombres y niños. Hasta ahora, 1.6 millones 
se han comprometido con "HeForShe" y se han realizado 1000 millones de acciones por la igualdad de 
género.

La plataforma "HeForShe" ofrece herramientas e intervenciones especializadas para informar a hom-
bres y niños, animándolos a evaluar y cambiar sus actitudes e intervenir proactivamente ante cualquier 
situación de discriminación o violencia. Por ejemplo, "HeForShe" ofrece tres medidas prácticas que pue
den realizar hombres y mujeres para eliminar la violencia de género en sus comunidades: denunciar el 

https://www.equalitynow.org/makeda-rape-abduction-and-forced-marriage
http://kenyalaw.org/caselaw/cases/view/89322/
https://www.nation.co.ke/oped/Opinion/160-girls-show-the-way-for-victims-of-rape/440808-3174662-lfqst1/index.html
https://www.nation.co.ke/oped/Opinion/160-girls-show-the-way-for-victims-of-rape/440808-3174662-lfqst1/index.html
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acoso y el abuso en línea, informarse sobre el tema mediante recursos digitales gratuitos y ser obser-
vadores activos. "HeForShe" utiliza a "Voces contra la Violencia", un programa educativo informal crea-
do por la ONU-Mujeres y la Asociación Mundial de Guías Scouts, para ofrecer a la juventud herramien-
tas para prevenir la violencia de género antes de que inicie. Se puede utilizar este tipo de programas 
educativos para apoyar la programación del acceso a la justicia y con ello apoyar el cambio normativo 
en las comunidades y la construcción de coaliciones para erradicar la violencia de género. 

Malawi tiene uno de los índices más altos de matrimonio infantil en el mundo, con 1 de cada 2 niñas 
casada antes de los 18 años de edad. El movimiento "HeForShe" está solicitando la ayuda de hombres 
y niños para acabar con esta práctica nociva y apoyar la reforma de la ley del matrimonio y la familia 
en Malawi. El programa "HeForShe IMPACT 10x10x10" atrae a personas que toman decisiones clave en 
el gobierno, sociedades y universidades de todo el mundo para establecer compromisos en pro de la 
igualdad de género e impulsar el cambio desde arriba. Cuando el Presidente de la República de Malawi, 
Arthur Peter Mutharika, fue anunciado como un Campeón de IMPACT Jefe de Estado de HeForShe, se 
comprometió a tomar pasos revolucionarios para eliminar el matrimonio infantil y hacerlo una prioridad 
nacional. En 2015, Malawi aprobó la Ley de matrimonio, divorcio y relaciones familiares, un paso impor-
tante hacia la erradicación del matrimonio infantil. Malawi se compromete a aplicar plenamente esta ley 
y ha establecido un grupo de trabajo especializado en acabar con el matrimonio infantil, el cual infor-
mará directamente al Presidente. El grupo de trabajo tendrá varias responsabilidades clave: reunir e 
informar datos sobre la edad promedio para el matrimonio, el aumento de las dificultades o el rezago 
en los avances y convocar a las partes interesadas de todo el país. Además, el gobierno establecerá 
tribunales de matrimonio a nivel distrital para dirimir los casos y vigilar la aplicación de la ley. Finalmen-
te, el gobierno se compromete a modificar el registro de matrimonios.

Fuentes: HeForShe, En breve: Movimiento solidario para la igualdad de género de HeForShe-ONU-Mujeres, (New 

York, HeForShe y ONU-Mujeres, n.d.); Asociación Mundial de Guías Scouts y ONU-Mujeres, Voces contra la violen-

cia: Manual para líderes de grupo (New York, 2013); ONU-Mujeres, HeForShe, (2016); HeForShe, “Actúa contra la 

violencia”, (2016); HeForShe “Campeón IMPACT Jefe de Estado Arthur Peter Mutharika Presidente de la República 

de Malawi”, (2016). Todos los recursos de HeForShe se consultaron por internet el 15 de marzo de 2018.

RECUADRO A.3.12  Trabajo para abordar la M/AGF en Senegal

Un ejemplo de planteamiento holístico es el programa de cambio social dirigido por Tostan, una OSC 
con base en Senegal que se enfoca en dos tipos de actividades: un programa educativo para instruir a 
un grupo de mujeres en un poblado y una estrategia de movilización que, en algunos casos, conduce a 
una declaración pública de rechazo hacia una práctica nociva. La campaña educativa incluye el tema 
de la M/AGF en una sesión, pero es reforzada en las sesiones sobre resolución de problemas, higiene, 
liderazgo, desarrollo infantil, etc. El programa educativo se imparte a través de clases comunitarias en 
poblados, los grupos son de alrededor de 30 mujeres que asisten tres veces por semana en un periodo 
de uno a dos años. Tostan contrata a un facilitador para impartir el programa educativo en el idioma lo
cal. Los líderes del poblado convocan a una reunión de todos los habitantes e informan a la comunidad 
sobre el programa que Tostan desea ofrecer. El otro componente principal exhorta a emitir declaracio-
nes públicas como una forma para que las comunidades anuncien públicamente el abandono de prác-
ticas tradicionales, como la M/AGF. La evaluación muestra que la mayoría de los poblados que partici-
paron en el programa emitieron una declaración pública que expresaba su intención de abandonar estas 
prácticas, y muchos lo hicieron tras la declaración pública.

Fuente: Nafissatou J. Diop, Amadou Moreau y Hélène Benga, Evaluación del impacto a largo plazo del Programa 

TOSTAN sobre el abandono de la M/AGF y el matrimonio infantil: Resultados de un estudio cualitativo en Senegal, 

pág. 1, (Dakar, Population Council, 2008).

http://www.heforshe.org/-/media/heforshe/files/our%20mission/heforshe_overview_brief.pdf?la=en
http://endvawnow.org/uploads/browser/files/voices_against_violence_handbook__sp.pdf
http://endvawnow.org/uploads/browser/files/voices_against_violence_handbook__sp.pdf
http://www.heforshe.org/es/take-action/violence
http://www.heforshe.org/es/take-action/violence
http://www.heforshe.org/es/take-action/violence
http://www.heforshe.org/en/impact/peter-mutharika
http://www.heforshe.org/en/impact/peter-mutharika
https://pdfs.semanticscholar.org/7753/0ea08998d4ed831b961183805b631490c305.pdf
https://pdfs.semanticscholar.org/7753/0ea08998d4ed831b961183805b631490c305.pdf
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Consideraciones para los contextos afectados por crisis

RECUADRO A.3.13  En búsqueda de las personas desaparecidas en Argentina

En Argentina, como consecuencia de uno de los primeros casos más conocidos de campañas de des-
aparición dirigidas por el Estado, los familiares y quienes tenían vínculos afectivos con las personas 
desaparecidas se vieron forzadas a subsistir en una situación de limbo jurídico por años, sin poder 
procesar los testamentos, vender los departamentos o cerrar las cuentas bancarias de sus seres queri-
dos. Su única opción era declarar a su ser querido como “presuntamente muerto”, una decisión que no 
daba reconocimiento de la responsabilidad del Estado y, por lo tanto, se sentían agobiados con angus-
tia psicológica y capitulación política que no estaban dispuestos a aceptar, excepto las personas eco-
nómicamente desamparadas. Pero en 1994, se creó la nueva condición de “desaparición forzada”, que 
ofrecía una equivalencia jurídica a la muerte para fines de los asuntos civiles, pero no llegaba a recono-
cerse como una declaración de fallecimiento. Esta nueva categoría jurídica sirvió para que los familiares 
ejercieran el derecho para acceder a la propiedad de sus seres queridos, pero lo más importante, cons-
tituyó un avance que ofreció tanto reconocimiento implícito de su sufrimiento y cierta medida de apo-
yo institucional para salir del limbo psicológico (siempre y cuando estuvieran listos para hacerlo). 

Fuente: Dyan Mazurana and Bretton J. McEvoy, “Mejorar el acceso de las mujeres a la justicia desde la transición 

hasta la transformación y la resiliencia”, pág. 29, (2017). Informe preparado para la ONU-Mujeres. (Inédito). 

RECUADRO A.3.14  Justicia para los crímenes de guerra cometidos contra mujeres indígenas  

en Guatemala 

El enjuiciamiento de los crímenes cometidos durante los 36 años de la guerra civil de Guatemala se ha 
realizado a través de sus tribunales nacionales y no en tribunales especiales para crímenes de guerra. 
Un componente clave del trabajo de ONU-Mujeres en Guatemala ha sido brindar apoyo y asistencia 
técnica en casos estratégicos antes los tribunales, trabajar con las OSC e instituciones públicas con res
ponsabilidades y obligaciones en este ámbito para el avance judicial de estos casos, especialmente 
aquellos relacionados con la violencia sexual en el contexto del conflicto armado (fortaleciendo los pro
cesos de la justicia transicional). El 27 de enero de 2016 se obtuvo una victoria importante con el vere-
dicto de culpabilidad contra dos militares por crímenes de guerra ocurridos entre 1982 y 1983; crímenes 
de esclavismo sexual, violación, desapariciones forzadas, malos tratos y discriminación contra 11 muje-
res mayas de la etnia kekchí que vivían cerca del destacamento Sepur Zarco en el departamento de 
Izabal. Este veredicto representó un logro importante después de muchos años de lucha, en los que se 
unieron de forma sinérgica y complementarias varios actores y fuerzas de una amplia gama de áreas. 
La ONU-Mujeres Guatemala fue parte de esta suma de esfuerzos, cuyo resultado no solo estableció un 
precedente histórico y mundial, sino que al ser la primera vez que la violencia sexual se juzgó como 
crimen de guerra en una corte nacional, fortaleció el estado de derecho, generó avances en las garan-
tías de no repetición y reparó la dignidad de las mujeres en el país. 

Fuentes: ONU-Mujeres, “Sepur Zarco: En busca de la verdad, la justicia y las reparaciones”, (22 de octubre de 2017) 

y Leitmotiv, Estudio de caso de  Guatemala: Avances y retos de la justicia especializada, Evaluación Regional de 

Acceso a Justicia como mecanismo de prevención para acabar con la violencia contra las mujeres 2011-2015, pre-

parado para ONU-Mujeres, págs. 14-17, (n.p., 2016).

RECUADRO A.3.15  La Comisión de equidad y reconciliación de Marruecos 

La Comisión de equidad y reconciliación de Marruecos rompió con la ley de herencia tradicional, que 
disponía para las hijas la mitad de la suma otorgada a los hijos, y en su lugar recomendó pagos iguales 
a las mujeres y a los hombres de la familia. La recomendación de la Comisión se implementó subse-
cuentemente como lo propuso el Estado de Marruecos. Este logro se complementó con la reforma de 
2004 al Código de Familia de Marruecos y con la adopción en 2011 de una nueva constitución en Ma-
rruecos que garantiza la igualdad de género. Sin embargo, a pesar de estas victorias, en Marruecos los 
asuntos de herencias siguen enraizado en dogmas islámicos cuya legislación estipula que los hombres 

http://www.unwomen.org/es/news/stories/2017/10/feature-guatemala-sepur-zarco-in-pursuit-of-truth-justice-and-now-reparations
http://gate.unwomen.org/EvaluationDocument/Download?evaluationDocumentID=9134
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reciban el doble de herencia de sus parientes femeninos. El Consejo Nacional para los Derechos Huma-
nos de Marruecos (CNDH), encargado de dar seguimiento a las recomendaciones de la Comisión, sigue 
presionando para conseguir una reforma de igualdad de género. Las mujeres activistas y la ONU-Muje-
res trabajan para exhortar y apoyar a la CNDH para que utilice estos logros previos y la ley internacional 
como fundamento para impugnar la ley de herencia de Marruecos y garantizar la igualdad y no discri-
minación ante la ley para niñas y mujeres. La CNDH recomienda en su informe de 2015: “modificar el 
Código familiar para otorgar a las mujeres derechos iguales en el matrimonio, divorcio, relaciones con 
hijos y herencia, de acuerdo con el artículo 19 de la Constitución y el artículo 16 de la CEDAW”.

Fuentes: Conseil National des Droits de l’Homme, Balance sobre la igualdad y la paridad en Marruecos: preservar 
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Apéndice III: Recursos adicionales

•	 War Child Canada, Una guía para la protección jurídica contra la violencia sexual y de género 
en emergencias graves, (2016) 

•	 ONU-Mujeres: Los productores de cambio: Un kit de herramientas para activistas jóvenes para 
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•	 Naciones Unidas, Nota orientativa del Secretario General, Reparaciones por la violencia sexual 
relacionada con los conflictos, (2014)

•	 UNFPA, El papel de los datos al abordar la violencia contra las mujeres y niñas, (2013) 
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http://www.cndh.org.ma/sites/default/files/cndh_-_r.e_-_web_parite_egalite_uk_-.pdf
http://www.cndh.org.ma/sites/default/files/cndh_-_r.e_-_web_parite_egalite_uk_-.pdf
http://warchild.ca/wp-content/uploads/2016/09/manualPDFsoft.pdf
http://warchild.ca/wp-content/uploads/2016/09/manualPDFsoft.pdf
http://www2.unwomen.org/-/media/field%20office%20eseasia/docs/publications/2014/9/unite_youth_tkit_all_pages.pdf
http://www2.unwomen.org/-/media/field%20office%20eseasia/docs/publications/2014/9/unite_youth_tkit_all_pages.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Press/GuidanceNoteReparationsJune-2014.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Press/GuidanceNoteReparationsJune-2014.pdf
https://www.unfpa.org/sites/default/files/resource-pdf/finalUNFPA_CSW_Book_20130221_Data.pdf
http://www.endvawnow.org/
http://www.endvawnow.org/
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1.0	Resumen

1.1	 ¿Por qué hablar de las mujeres en conflicto  

con la ley?
Si bien las mujeres con frecuencia se relacionan con los sistemas de justicia penal como 
víctimas de delitos, las tendencias recientes indican que cada vez más mujeres se presentan 
como sospechosas, imputadas y reclusas.1 El porcentaje de mujeres en prisión está aumen­
tando a nivel mundial y a mayor ritmo que el de la población carcelaria masculina. Si bien la 
población carcelaria mundial aumentó en apro­
ximadamente 20 % entre 2000 y 2015, la de las 
mujeres y las niñas encarceladas aumentó 50 % 
durante el mismo período.2

El sistema de justicia penal ha sido diseñado his­
tóricamente por los hombres para los hombres, 
y esto con frecuencia ha significado que las le­
yes y las políticas no tengan en cuenta las vías 
para el encarcelamiento de mujeres y su mitiga­
ción. La Relatora Especial sobre la violencia con­
tra la mujer, sus causas y consecuencias, señala 
que estas vías incluyen: una fuerte correlación con 
haber experimentado violencia y abuso previos; 
coerción para cometer el delito por parte de una 
persona agresora o que ejerce influencia; aborto 
en los países donde es ilegal o legal solamente 
en circunstancias limitadas; la comisión de delitos 
“morales” como el adulterio; la huida, por ejem­
plo, para escapar de la violencia; el encarcelamiento con fines de protección (custodia o 
detención con fines de protección); largos períodos de detención preventiva, por inmigra­
ción o en calidad de refugiadas; y la trata de personas.3 En estos contextos, los cargos 
contra las mujeres tienden a estar relacionados con delitos menores y no violentos, que no 
representan un riesgo para el público.4

Además, la globalización está teniendo un impacto cada vez mayor en el volumen y las ca­
racterísticas de los delitos.5 Por ejemplo, las mujeres víctimas de la trata pueden encontrarse 
en conflicto con la ley cuando son acusadas de cometer delitos que: (1) están directamente 
relacionados con su condición de víctimas de la trata de personas; (2) están definidos como 
delitos contra la moral pública (p. ej., la prostitución); o (3) violan las normas de inmigra­
ción.6 Otros factores que llevan a las mujeres a entrar en conflicto con la ley son la pobreza, 
la migración forzada y la orientación sexual y la identidad de género percibidas o reales.7

Las mujeres tienen derecho a tener acceso a la justicia como un derecho fundamental en 
su calidad de sospechosas, imputadas o condenadas cuando son arrestadas, detenidas o 
encarceladas, desde el principio hasta el final de la cadena de justicia penal. Esto requiere 
una revisión de la infraestructura penitenciaria y los marcos jurídicos que rigen las senten­
cias para que reflejen los derechos y las necesidades de las mujeres.8 La legislación puede 
ser discriminatoria y las políticas de imposición de penas pueden no tener en cuenta las 
necesidades de las mujeres embarazadas o de las mujeres como principales proveedoras 
del cuidado de los hijos. En la práctica, las mujeres también corren el riesgo de sufrir vio­

Eliminar la tipificación como delito discrimi­
natoria y revisar y supervisar todos los 
procedimientos judiciales para garantizar 
que no discriminen directa o indirectamen­
te contra la mujer; despenalizar formas de 
comportamiento que no son delictivas o 
punibles con tanta severidad cuando son 
realizadas por hombres; despenalizar for­
mas de comportamiento que pueden ser 
realizadas solo por mujeres, como el aborto; 
y/o actuar con la debida diligencia para 
prevenir y proporcionar recursos por deli­
tos que afectan desproporcionada o exclu­
sivamente a las mujeres, ya sea que esos 
actos fueron perpetrados por agentes esta­
tales o no estatales.

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 51(l).

La cantidad de mu­

jeres encarceladas 

aumenta en todo el 
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yes, las políticas y 
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Las alternativas  

no privativas de la 
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vías importantes 

para fortalecer el 

acceso de las mu­

jeres a la justicia.
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lencia sexual y otras formas de violencia mientras están detenidas o encarceladas, y se 
enfrentan a la intimidación y al acoso como sospechosas o a amenazas de abuso durante 
el arresto. En el sistema de justicia penal, las mujeres en conflicto con la ley se enfrentan a 
una gran variedad de retos (consulte la Figura 4.1 y el Cuadro 4.1).

FIGURA 4.1  EL continuo de la justicia penal

Fuente: Adaptado de ONU-Mujeres, OMS, UNFPA, PNUD y UNODC, “Módulo 3: Judiciales y policiales" del 

Paquete de servicios esenciales para mujeres y niñas que sufren violencia, Elementos centrales y directrices 

relativas a la calidad, pág. 8, (Nueva York, 2015).

El proceso de justicia penal comienza con el contacto preliminar con las fuerzas del orden, 
que conducen a la investigación por parte de la policía, la imputación, el juicio, la condena 
y una serie de situaciones posteriores a la sentencia. Un enfoque más holístico también 
considera la rehabilitación de las personas delincuentes después del juicio, la prevención 
de la reincidencia y el tratamiento de las causas fundamentales de la delincuencia para 
prevenirla. En todas las etapas de la cadena de justicia, las mujeres se enfrentan a desafíos 
únicos que la programación debe tener en cuenta y abordar.

CUADRO 4.1  Retos en toda la cadena de justicia para las mujeres en conflicto con la ley 

Cadena  
de justicia

Retos

Prevención •	 Las experiencias únicas de las mujeres, incluida la victimización, no se consi­
deran en las políticas nacionales de prevención del delito.

•	 Las leyes penales pueden codificar como delitos los actos que implican sola­
mente a las mujeres o principalmente a ellas.

Contacto 
inicial

•	 Las mujeres, especialmente, pueden ser analfabetas y carecer de los conoci­
mientos necesarios (es decir, acerca de sus derechos jurídicos) y experiencia 
para comprender y navegar por el sistema de justicia.

•	 Las mujeres pueden estar limitadas en recursos económicos o de otro tipo 
para navegar eficazmente por el sistema, incluido el pago de fianzas y satis­
facer los requisitos económicos para una caución.

•	 Las mujeres con responsabilidades de cuidado de niños serán las más afecta­
das por la decisión de arresto. 

•	 En la mayoría de los casos, en esta etapa no se dispone de asistencia jurídica 
ni asesoramiento jurídico, y es posible que las mujeres no puedan permitirse 
pagar los servicios jurídicos que se obtienen comercialmente. 

•	 Las mujeres que han sido arrestadas o detenidas pueden correr el riesgo de 
ser víctimas de violencia sexual y de otras formas de violencia por parte  
de funcionarios del Estado. 

Investigación •	 La mayoría de los agentes de policía son varones o no están capacitados en 
técnicas de interrogatorio que atiendan la perspectiva de género.

•	 Las sospechosas e imputadas son las que corren mayor riesgo de sufrir tor­
tura u otras formas de malos tratos, que van desde la desatención y la exi­
gencia de sobornos hasta confesiones coaccionadas y detenciones ilícitas.

•	 Las mujeres analfabetas son más susceptibles a la coerción y bajo esas si­
tuaciones, el riesgo de firmar declaraciones que tienen serias implicaciones 
jurídicas.

Los programado­

res deben estar fa­

miliarizados con 

los desafíos a los 

que se enfrentan 

las mujeres en con­

flicto con la ley en 

toda la cadena de 

justicia. 

Prevención Investigación
Proceso  
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Periodo  
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Rendición  
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Proceso  

posterior  

al juicio

http://www.unwomen.org/-/media/headquarters/attachments/sections/library/publications/2015/essential-services-package-module-3-en.pdf?la=en&vs=3520
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Periodo 
previo  
al juicio

•	 Al igual que en el momento del contacto inicial, las mujeres en detención 
preventiva (antes del juicio) corren el riesgo de sufrir violencia sexual y otras 
formas de abuso. 

•	 Las mujeres que se encuentran en detención preventiva sufren un trauma de­
bido a la posibilidad de perder su trabajo y de que se interrumpa el contacto 
familiar.

•	 En esta etapa, es posible que las personas imputadas no tengan acceso a 
asesoramiento o representación jurídica antes del juicio, con lo que perderían 
la oportunidad de estar bien preparadas. 

•	 Es posible que las mujeres necesiten servicios integrales de asistencia jurídi­
ca para atender sus necesidades de manera holística (en materia penal, civil 
y familiar).

•	 Los períodos de detención preventiva pueden ser innecesariamente largos, 
lo que expone a las mujeres a consecuencias socioeconómicas adicionales 
que también afectan a sus familias. 

Proceso 
judicial

•	 La falta de representación jurídica puede limitar las posibilidades de ser to­
mada en cuenta para salir bajo fianza.

•	 Los rezagos en los sistemas judiciales pueden llevar a juicios muy lentos y 
una detención prolongada.

•	 Los jueces no se apoyan lo suficiente en los informes de los servicios sociales 
para identificar las circunstancias que mitigan la situación de las mujeres de­
lincuentes.

•	 En consecuencia, con frecuencia los jueces no conocen el historial y los ante­
cedentes relevantes de las mujeres (p. ej., historia de abuso o violencia) y no 
aplican alternativas al encarcelamiento, incluso cuando es apropiado.

Proceso 
posterior  
al juicio

•	 El encarcelamiento crea retos únicos para las mujeres (p. ej., necesidades de 
higiene y atención de la salud específicas del género), y las mujeres embara­
zadas y las mujeres con hijos resultan particularmente afectadas.

•	 Las mujeres son estigmatizadas y pueden sufrir el rechazo de sus familias y 
comunidades.

•	 Las mujeres reclusas corren un mayor riesgo de ser víctimas de violencia se­
xual y otras formas de abuso. 

•	 Las mujeres que han sido encarceladas tienen dificultades para encontrar vi­
vienda y empleo, reunificarse con familiares y, en particular, con sus hijos. 

•	 Hay una falta general de acceso a la atención y de seguimiento posteriores a 
la liberación que sean adecuados para abordar la salud mental de las mujeres 
y otras necesidades complejas.

Este módulo presenta un panorama general de las reglas y normas que son aplicables para 
asegurar que a las mujeres en conflicto con la ley no se les nieguen los servicios judiciales 
en ninguna etapa de la cadena de justicia. A través de los tres puntos de entrada de la 
programación descritos en la Introducción y el Módulo 1 (crear un entorno propicio para el 
acceso de las mujeres a la justicia; crear instituciones de justicia eficaces, que rindan cuen­
tas y atiendan la perspectiva de género; y empoderar jurídicamente a las mujeres) se des­
taca la forma en que esas reglas y normas pueden aplicarse a la práctica por medio de la 
prevención del delito, la protección durante la detención o la encarcelación y la rehabilita­
ción después de la liberación.

1.2	 Definiciones 
Arresto: El acto de aprehender a una persona con motivo de la supuesta comisión de un 
delito o por acto de autoridad.9

Este módulo  

brinda orientación 

para apoyar el  

acceso a la pro­

gramación de la 

justicia para las 

mujeres en con­

flicto con la ley en 

calidad de sospe­

chosas, imputadas 

y reclusas.

Aquí se definen  

las palabras  

y frases que no  

se definen en el 
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Círculos de sentencia: En los círculos de sentencia, los participantes (juez, defensa, fiscal, 
policía, víctima/delincuente y familia, y miembros de la comunidad) se sientan en un círcu­
lo dándose todos la cara. Se mantiene un debate para llegar a un consenso sobre la mejor 
forma de resolver el caso, centrándose tanto en la necesidad de proteger a la comunidad 
como en la rehabilitación y castigo del delincuente.10

Custodia: Cuidado o control ejercido por una persona o autoridad sobre algo o alguien, 
como: (a) la supervisión y el control de la propiedad, que por lo general incluye la respon­
sabilidad por los daños que puedan producirse; (b) el cuidado y la manutención de un niño 
que incluye el derecho a dirigir las actividades del niño y a tomar decisiones con respecto 
a su educación o (c) restricción oficial de la libertad (como por arresto o encarcelamiento 
o por libertad bajo fianza, reconocimiento personal, libertad provisional o libertad condi­
cional).11

Derivación: Es un procedimiento administrativo que permite que ciertas personas delin­
cuentes no pasen por el sistema judicial para evitar su enjuiciamiento y sentencia si partici­
pan, por ejemplo, en procesos de mediación o programas de tratamiento o porque com­
pensaron a la víctima.12

Detención: La condición de las personas detenidas.13

El continuo de la justicia penal: Asegurar que los derechos de todas las personas afectadas 
por el sistema de justicia penal sean respetados, protegidos y cumplidos en todas las eta­
pas de la cadena de justicia.

Encarcelamiento: La condición de las personas presas.14

Fianza: Un mecanismo jurídico utilizado para permitir la libertad de una persona imputada 
de un delito antes de concluir su caso si se cumplen ciertas condiciones. Estas condiciones 
han sido diseñadas para asegurar que la persona imputada vuelva al tribunal para el juicio. 
Normalmente consiste en depositar como garantía cierta cantidad de dinero al tribunal, 
quien puede confiscarlo para el Estado si la persona imputada no se presenta ante el tribu­
nal en la fecha y a la hora señaladas. La fianza usualmente es entregada por la persona 
sospechosa o imputada o un familiar, pero esto no es necesariamente un requisito.15 

Juez u otra autoridad: Una autoridad judicial u otra autoridad establecida por la ley cuya 
condición y mandato ofrezcan las mayores garantías posibles de competencia, imparciali­
dad e independencia.16

Medidas no privativas de la libertad: Alternativas al encarcelamiento que se pueden aplicar 
a todas las personas sometidas a acusación, juicio o cumplimiento de una sentencia, en 
todas las fases de la administración de la justicia penal.17

Penal: Perteneciente o relativo al castigo.18

Persona detenida: Toda persona privada de la libertad personal, salvo cuando ello haya re­
sultado de una condena por razón de un delito.19

Persona imputada: Una persona que ha sido acusada de un delito o que presuntamente ha 
cometido un delito.20

Persona presa: Toda persona privada de la libertad como resultado de la condena por ra­
zón de un delito.21
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Víctima: Este Módulo utiliza el término “víctima” en lugar de “superviviente” para referirse 
a las víctimas de delitos de manera más general. En consonancia con el Módulo 3 que uti­
liza el término “superviviente” solamente en el contexto de la violencia. A efectos de este 
Módulo, se entenderá por “víctimas” las personas que, individual o colectivamente, hayan 
sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida finan­
ciera o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia de ac­
ciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas, incluidas las que proscriben el abuso del poder.22

2.0	 Creación de un entorno propicio para  
el acceso de las mujeres a la justicia

2.1	 Derecho internacional
Se han elaborado reglas internacionales integrales para apoyar la incorporación de la pers­
pectiva de género en las operaciones de los sistemas de justicia penal, entre otras cosas, la 
adopción de medidas para satisfacer las necesidades específicas de las mujeres sospecho­
sas, imputadas y reclusas. Estas reglas pueden encontrarse tanto en instrumentos interna­
cionales vinculantes como no vinculantes, y en materiales e instrumentos de orientación 
destinados a apoyar la aplicación de esos instrumentos. Los instrumentos que se relacio­
nan con las dimensiones más amplias de la administración de justicia penal incluyen los si­
guientes:23

•	 La Resolución 2002/13 del ECOSOC de las Naciones Unidas, Directrices para la pre­
vención del delito24 presenta diferentes enfoques para prevenir los delitos y recomien­
da que en las estrategias de prevención de los delitos se consideren debidamente las 
diferentes necesidades de los hombres y las mujeres.

•	 La Resolución 67/187 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Principios y di­
rectrices de las Naciones Unidas sobre el acceso a la asistencia jurídica en los sistemas 
de justicia penal establece la responsabilidad del Estado de implementar un sistema 
nacional de asistencia jurídica que sea accesible, efectivo, sostenible, creíble y que re­
conozca el derecho de las personas a la asistencia jurídica en todas las etapas del pro­
ceso de justicia penal.  

•	 La Resolución 45/110 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Reglas mínimas 
de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad (Reglas de Tokio) 
proporciona un marco para la aplicación de medidas no privativas de la libertad en el 
sistema de justicia penal. Si bien no se mencionan específicamente las medidas para las 
mujeres, esto se abarcó posteriormente por las Reglas de Bangkok.

•	 La Resolución 70/175 de la Asamblea General de las Naciones Unidas Reglas mínimas 
de las Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos (Reglas Nelson Mandela) 
contiene las directrices más completas sobre el tratamiento de los reclusos y fue apro­
bada inicialmente en 1955 y actualizada por la Asamblea General en 2015. 

•	 Resolución 2002/12 del ECOSOC de las Naciones Unidas, Principios básicos sobre la 
utilización de programas de justicia restitutiva en materia penal identifica una serie de 
medidas flexibles, adaptables y complementarias para los sistemas de justicia penal 
que toman en cuenta las circunstancias jurídicas, sociales y culturales.

•	 Las Directrices sobre las Condiciones de Detención, la Custodia Policial y la Prisión 
Preventiva en África (Directrices de Luanda) de la Comisión Africana de Derechos 
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https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/resolution_2002-13.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/resolution_2002-13.pdf
https://undocs.org/A/Res/67/187
https://undocs.org/A/Res/67/187
https://undocs.org/A/Res/67/187
http://www.ohchr.org/Documents/ProfessionalInterest/tokyorules.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/ProfessionalInterest/tokyorules.pdf
http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/175&Lang=S
http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/175&Lang=S
http://srsg.violenceagainstchildren.org/sites/default/files/documents/UN%20Resolutions/ECOSOC%20resolution%202002-12.pdf
http://srsg.violenceagainstchildren.org/sites/default/files/documents/UN%20Resolutions/ECOSOC%20resolution%202002-12.pdf
http://www.achpr.org/files/instruments/guidelines_arrest_detention/guidelines_on_arrest_police_custody_detention.pdf
http://www.achpr.org/files/instruments/guidelines_arrest_detention/guidelines_on_arrest_police_custody_detention.pdf
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Humanos y de los Pueblos, desarrolladas con el apoyo de las OSC y el PNUD, definen un 
enfoque basado en los derechos para la detención preventiva, el arresto y la detención 
postjudicial, y fomentan prácticas que puedan integrarse en la programación desde 
una perspectiva regional.

Además, los siguientes instrumentos hacen referencia específica a las necesidades y dere­
chos de las mujeres:

•	 El artículo 2(g) de la Resolución 34/180 de la Asamblea General de las Naciones Uni­
das, Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer (CEDAW) impone a los Estados la obligación de “derogar todas las disposicio­
nes penales nacionales que constituyan discriminación contra la mujer”.

•	 La Resolución 65/228 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Estrategias y 
medidas prácticas modelo actualizadas para la eliminación de la violencia contra la 
mujer en el campo de la prevención del delito y la justicia penal25 contiene orientación 
sobre la prevención del delito en el contexto de la violencia contra la mujer y sobre las 
respuestas de la justicia penal a esa violencia. 

•	 La Resolución 65/229 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Reglas de las 
Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la liber­
tad para las mujeres delincuentes (Reglas de Bangkok) se aplica a las reclusas con­
denadas; a las mujeres presuntas delincuentes que esperan juicio mientras están de­
tenidas; a las mujeres delincuentes sujetas a medidas no privativas de la libertad y a 
medidas correctivas; y a las mujeres que se encuentran bajo custodia protectora.

2.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación 

•	 La criminalidad está estigmatizada socialmente, lo que lleva a la percepción de que las 
personas que se hallan en conflicto con la ley no son titulares de derechos, ya que el 
conflicto con la ley implica un conflicto con la sociedad.

Arriba: Jordania. Mujeres participan en una clase de alfabetización en el centro de la Unión de Mujeres 

Jordanas en Hitteen. © ONU-Mujeres/Christopher Herwig.

http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm
http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm
http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/65/228
http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/65/228
http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/65/228
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Bangkok_Rules_ENG_22032015.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Bangkok_Rules_ENG_22032015.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Bangkok_Rules_ENG_22032015.pdf
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•	 A nivel nacional, el conocimiento de los derechos de las mujeres en conflicto con la ley 
es muy limitado entre los agentes estatales y no estatales, y no hay datos ni evidencia 
sistemáticos con respecto a las mujeres delincuentes, los delitos por los que han sido 
detenidas y las tendencias a lo largo del tiempo. 

•	 Por tanto, esta área del derecho ha tenido poca visibilidad e interés en comparación 
con otras áreas del derecho, como la violencia contra la mujer (que también es de im­
portancia crucial). 

•	 En este mismo contexto, las causas profundas del comportamiento delictivo entre las 
mujeres, el factor de la victimización anterior y los desafíos que enfrentan las mujeres 
en su paso por la cadena de justicia penal como delincuentes no se relacionan ni vin­
culan sistemáticamente con los programas nacionales de desarrollo. 

2.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación 

Apoyar la elaboración de reglas nacionales que se ajusten a las reglas internacionales y a las 
reglas modelo, en particular las relacionados con: 

•	 Alternativas no privativas de la libertad que responden a las necesidades de las muje­
res como madres y cuidadoras.

•	 Disponibilidad y accesibilidad de asistencia jurídica y otros servicios y recursos para las 
mujeres en conflicto con la ley, en particular las mujeres encarceladas o detenidas.

Con el fin de apoyar la adopción de estas reglas propuestas, llevar a cabo evaluaciones de 
puntos de referencia que incluyan un análisis comparativo de las leyes y políticas existen­
tes y de las deficiencias que deban abordarse. 

•	 Las evaluaciones pueden llevarse a cabo como parte de cualquiera de los análisis es­
pecíficos de cada país identificados en el Módulo 1, en cooperación con los gobiernos 
y las OSC, para fomentar las asociaciones y el intercambio de ideas sobre las reformas.

•	 En esas evaluaciones deberían incluirse puntos de referencia sobre la situación de las 
mujeres como delincuentes, incluidos los delitos con los que se las identifica por lo 
general, sus antecedentes socioeconómicos, la victimización anterior y el número de 
reclusas (absoluto y como porcentaje del total de la población carcelaria). 

2.2	 Legislación nacional

2.2.1	 Constituciones 
Las constituciones proporcionan una base para explicar y hacer cumplir los derechos de 
garantía procesal (debido proceso) para las mujeres en conflicto con la ley. Por tanto, es 
fundamental que los encargados de la programación promuevan la defensa de las garan­
tías procesales en los marcos normativos nacionales, ya que esos derechos garantizan un 
trato justo a las sospechosas y las imputadas. Si bien el contexto político y jurídico de un 
país determinará en qué medida las garantías procesales pueden integrarse en una consti­
tución, los artículos 6, 9 y 14 de la Resolución 2200A(XXI) de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ICCPR) categoriza 
las garantías procesales de la siguiente manera: regímenes de sanción que sean proporcio­
nales a la gravedad del delito; protección contra el arresto o la detención arbitrarias; el de­
recho a ser informado del motivo de la detención; el derecho a ser juzgado dentro de un 
plazo razonable; y un trato justo por parte de los tribunales. Las constituciones pueden 
proteger otros derechos pertinentes, como el derecho a la asistencia jurídica, en particular 
para las mujeres que no pueden costearla o que de otra forma no tienen acceso a la asis­
tencia jurídica.
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Por otra parte, las constituciones crean instituciones que apoyan el acceso de las mujeres 
a la justicia, así como su capacidad para exigir y ejercer sus debidas garantías procesales a 
través de instituciones como los tribunales internacionales o regionales de derechos huma­
nos, las INDH y las instituciones de defensores del pueblo. Estas instituciones son conduc­
tos para la aplicación efectiva y oportuna, los recursos, la supervisión y la presentación de 
informes. También pueden ser responsables de responder a las recomendaciones de los 
organismos de los tratados de derechos humanos, así como del EPU, en cuestiones rela­
cionadas con las garantías procesales y la igualdad de género.

2.2.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Las constituciones podrán integrar los artículos 6, 9 y 14 de la ICCPR en diferentes am­
plitudes, en algunas situaciones lo harán plenamente y en otras en forma parcial. En la 
práctica, si la constitución integra dichos artículos, con frecuencia los agentes de se­
guridad ignoran las garantías procesales y, por lo tanto, no las aplican. 

2.2.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación 

Promover reformas constitucionales en relación con las garantías procesales, priorizando 
acciones y asuntos como:

•	 Abogar por una mejora de las garantías procesales constitucionales para las mujeres. 
La prohibición de la pena de muerte sigue siendo una cuestión polémica en todo el 
mundo. En la actualidad, Guatemala y Zimbabue prohíben constitucionalmente la pena 
de muerte para las mujeres de forma incondicional. Sudán y Sudán del Sur prohíben 
específicamente la pena de muerte para “las mujeres embarazadas o que están en 
período de lactancia, salvo después de dos años de lactancia”.26 Los ejemplos de Gua­
temala y Zimbabue pueden replicarse en otros procesos de reforma constitucional en 
curso y en el futuro.

•	 Asistencia jurídica como derecho constitucional. La Resolución 67/187 de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, Principios y directrices de las Naciones Unidas sobre 
el acceso a la asistencia jurídica en los sistemas de justicia penal alienta a los Estados 
a proporcionar asistencia jurídica a todas las personas detenidas, arrestadas o presas, 
sospechosas o imputadas o condenadas de un delito penal, y a garantizar el derecho 
a la asistencia jurídica en su sistema nacional al más alto nivel.

•	 Fortalecer los organismos constitucionales. En la actualidad, 177 constituciones con­
tienen disposiciones sobre el establecimiento o la existencia permanente de organis­
mos constitucionales y 89 prevén la creación de organismos nacionales de derechos 
humanos.27 Estas instituciones desempeñan una función de rendición de cuentas, ase­
gurando que los derechos previstos en las constituciones se protejan y promuevan 
adecuadamente. Se debe prestar particular atención a las disposiciones de facilitación, 
como el mandato específico de proteger los derechos humanos y la capacidad de ac­
tuar con independencia sin injerencia del Estado (mandato efectivo), la participación 
de las mujeres como integrantes de los organismos constitucionales (igualdad de re­
presentación) y el apoyo presupuestario (aplicación efectiva de la constitución).28

•	 Educación sobre los instrumentos internacionales de derechos humanos. Desarrollar 
mecanismos para fortalecer la familiaridad y la comprensión de las obligaciones de la 
CEDAW y el ICCPR en todas las esferas el Estado, y particularmente en el sector de 
la justicia y la seguridad.

•	 Construir una base de apoyo sólida para los procesos de reforma constitucional a tra­
vés la creación de coaliciones de defensores e instituciones con ideas afines. Esto 
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puede lograrse al vincular las agendas de igualdad de género y reforma penal, en 
consulta con las mujeres que han tenido contacto con el sistema de justicia penal, así 
como con grupos y organizaciones de mujeres.29

2.2.2	 Leyes formales e informales

2.2.2.1	 Leyes formales 

Las leyes crean un marco para la materialización de los derechos constitucionales. Las le­
yes son más detalladas que las constituciones y ofrecen matices y amplitud adicionales 
para integrar las necesidades de los diferentes grupos de población. Por ejemplo, las ga­
rantías procesales pueden estar consagradas en una constitución, pero la legislación, como 
los códigos penales y los códigos de procedimiento penal, profundizan sobre los derechos 
y obligaciones individuales y las funciones de protección y ejecución del Estado. En esta 
sección se destacan varias opciones de programación para incorporar una perspectiva de 
género en las leyes penales formales e informales.

Como se indicó anteriormente, el artículo 2(g) de CEDAW impone a los Estados la obliga­
ción de "derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discrimina­
ción contra las mujeres". Por tanto, las reformas de la justicia penal deben enfocarse en la 
revisión y reforma de las leyes sustantivas y procesales discriminatorias, incluidas las que 
son neutrales en cuestión de género en el contenido, pero que producen consecuencias 
discriminatorias en su aplicación.30 En algunos casos, las leyes y políticas pueden estar dic­
taminadas por normas y prácticas culturales discriminatorias y, desde esa perspectiva, aso­
ciar a las mujeres con acciones específicas que en una comunidad pueden considerarse 
delito. En el Recuadro 4.1 se destacan ejemplos de aspectos discriminatorios de las leyes 
sustantivas y procesales. 

RECUADRO 4.1  Ejemplos de códigos penales y procedimientos penales discriminatorios 

Códigos penales sustantivos

•	 Tipificar como delitos formas de comportamiento que no son penalizadas ni castigadas 
con dureza si son cometidas por hombres, como las relaciones prematrimoniales, el adulte­
rio31 y la prostitución.32

•	 Tipificar como delitos formas de comportamiento que solo pueden ser realizadas por mu­
jeres. Un ejemplo es el aborto, incluso cuando se realiza por razones médicas.

•	 Tipificar como delitos formas de comportamiento que no son considerados como delitos 
por ninguna norma jurídica internacional, como escaparse de casa sin permiso,33 o no res­
petar el recato y los códigos de vestimenta.

•	 No actuar con la debida diligencia en la prevención de delitos que afectan desproporciona­
da o únicamente a las mujeres (p. ej., violencia por parte de la pareja íntima y M/AGF) o en 
proporcionar la reparación por tales delitos o evitar tipificarlos.

•	 Encarcelar a mujeres por delitos menores y/o su incapacidad para pagar la fianza en di­
chos casos.

Códigos penales procesales

•	 No aplicar la defensa de la provocación de forma diferente a las mujeres (ya que pueden 
reaccionar de forma diferente a los hombres).

•	 Por este motivo, algunas leyes prevén penas reducidas para los perpetradores (predomi­
nantemente hombres) que matan en respuesta a la provocación causada por el comporta­
miento de sus esposas o parientes mujeres, pero exigen condenas agravadas para la perso­
na perpetradora (predominantemente mujeres) que mata a su agresor con premeditación.34

•	 Impedir las alegaciones de autodefensa de las mujeres que han sido sobrevivientes de la 
violencia. El impacto psicológico, incluso en los casos del síndrome de la mujer maltratada, 
no se tiene en cuenta al dictar la condena.35

•	 Permitir que las mujeres sean castigadas con lapidación y otras formas de castigo físico.36
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•	 Otorgar un valor probatorio superior al testimonio de los hombres durante los procedi­
mientos penales y no conceder a las mujeres el mismo derecho a todas las garantías míni­
mas que se otorgan a los hombres.37

•	 Permitir la privación de la libertad de las mujeres mediante la “detención preventiva” en lu­
gar de tomar medidas contra las personas que suponen una amenaza para su seguridad.38

•	 Permitir la detención administrativa de trabajadoras sexuales con fines de rehabilitación 
forzada.39

2.2.2.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Los procesos especiales de reforma del derecho penal pueden resultar en una legisla­
ción fragmentada o la incongruencia entre los códigos penales, los códigos de proce­
dimiento penal y las normas probatorias. Por ejemplo, la legislación sobre la protección 
de las mujeres detenidas puede tener poco efecto en general si la conducta delictiva 
se sigue definiendo de formas en las que se discrimine a la mujer y no se conceda cre­
dibilidad a sus elementos probatorios.

•	 Los arreglos institucionales para la implementación legislativa con frecuencia requie­
ren apoyo presupuestario para desarrollar programas de alternativas al encarcelamien­
to o la libertad condicional, la creación de nuevas infraestructuras y el desarrollo de 
capacidades. 

2.2.2.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación

La legislación sobre la asistencia jurídica y la derivación, la justicia restaurativa y las alterna­
tivas al encarcelamiento ofrecen oportunidades para adaptar las reglas y normas inter­
nacionales al derecho nacional. Los elementos incluyen lo siguiente:

Legislación sobre asistencia jurídica: La Resolución 67/187 de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, Principios y directrices de las Naciones Unidas sobre el acceso a la asis­
tencia jurídica en los sistemas de justicia penal refuerza la asistencia jurídica como un de­
recho que debe garantizarse en las constituciones y leyes.40 Alienta a los Estados a propor­
cionar asistencia jurídica a todas las personas detenidas, arrestadas o presas, sospechosas, 
imputadas o condenadas de un delito penal. Se espera que se adopten medidas especiales 
para asegurar que las mujeres tengan un acceso real a la asistencia jurídica a través de 
medios que tengan en cuenta las cuestiones de género.41 Se debe prestar asistencia jurídica 
“a todas las personas, independientemente de su edad, raza, color, sexo, idioma, religión o 
creencia, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, patrimonio, ciudadanía 
o domicilio, nacimiento, instrucción o condición social, o de cualquier otra condición”.42 
Debe haber recursos jurídicos disponibles si el derecho a la asistencia jurídica se ve afecta­
do, retrasado o no se proporciona información adecuada sobre este derecho.43 Además, los 
proveedores de asistencia jurídica deben poseer la educación, la formación, las aptitudes 
y la experiencia adecuadas a la naturaleza de su trabajo, teniendo en cuenta la gravedad 
de los delitos de que se trate y los derechos y necesidades de las mujeres.44 Al elaborar 
planes nacionales de asistencia jurídica, los Estados deben tomar en cuenta las necesida­
des específicas de la mujer, entre otras medidas, incorporando activamente la perspecti­
va de género en las políticas jurídicas, leyes, procedimientos, programas y prácticas, per­
mitir que las mujeres delincuentes sean representadas por abogadas e instituir medidas de 
acción afirmativa en favor de las mujeres en la capacitación y educación jurídica.45
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Los principios y directrices de las Naciones Unidas sobre el acceso a la asistencia jurídica en los 
sistemas de justicia penal, adoptados en 2012, establecieron por primera vez un deber positivo de 
los Estados de prestar asistencia jurídica en los sistemas de justicia penal.

Fuente: Resolución 67/187 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Principios y directrices de las 

Naciones Unidas sobre el acceso a la asistencia jurídica en los sistemas de justicia penal, Anexo, párrs. 15-19, 

20 de diciembre de 2012, A/RES/67/187.
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Legislación sobre la derivación, la justicia restaurativa y las alternativas al encarcelamiento: 
Las expectativas sociales de las funciones de cuidado que se les asignan a las mujeres re­
sultan en graves consecuencias para los dependientes cuando suceden situaciones de con­
flicto con la ley. Esto exige mayores esfuerzos concertados entre las instituciones del sector 
de la justicia y la seguridad para considerar alternativas a la detención y el encarcelamien­
to en todas las etapas del proceso de justicia penal, incluso en la etapa previa al juicio. To­
mando en cuenta que las mujeres con frecuencia son acusadas de delitos menores y no 
violentos (consulte el Recuadro 4.1), establecer medidas de derivación de casos y justicia 
restitutiva puede ser una manera eficaz de garantizar que el sistema de justicia penal no 
sancione indebidamente a las mujeres. Las estrategias de derivación de casos para las mu­
jeres funcionan mejor cuando incluyen la asistencia social a las mujeres y sus familias.46 Se 
deben promulgar leyes que autoricen a la policía, los ministerios fiscales y los tribunales a 
ejercer su discrecionalidad para la derivación de casos sin que pasen por el sistema de jus­
ticia penal. En la fase previa al juicio, la policía o los ministerios fiscales también deberían 
tener la facultad discrecional de decidir no proceder con un caso cuando consideren que 
ello no redundará en beneficio de la seguridad pública, la prevención del delito y los dere­
chos y necesidades de las víctimas, según lo establecido en las reglas y criterios conveni­
dos. Las opciones de alternativas al encarcelamiento incluyen:

•	 La exculpación absoluta o condicional

•	 Sanciones verbales

•	 Solución arbitrada

•	 Orden de restitución a la víctima o de indemnización o imposición de servicios a la co­
munidad

•	 Mediación entre víctima y parte transgresora

•	 Conferencia grupal familiar

•	 Otros procesos restaurativos, como los círculos de sentencia47

2.2.2.2	 Leyes informales

Las instituciones informales de justicia dirimen las acciones que las leyes estatales podrían o 
no definir como un delito. No obstante, las sanciones tienden a orientarse hacia regímenes 
penales no privativos de la libertad, ofreciendo una base para el intercambio de experien­
cias y la colaboración entre las partes interesadas de la justicia penal formal e informal. 

2.2.2.2.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 De manera similar a las leyes formales, las normas penales consuetudinarias y religio­
sas pueden incluir elementos que son discriminatorios contra las mujeres en sus con­
textos sustantivo, probatorio y procesal. Los delitos comunes en esta categoría inclu­
yen acusaciones de brujería y adulterio. 
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Institucionalizar sistemas de asistencia jurídica y defensa pública que sean accesibles, sostenibles y 
respondan a las necesidades de las mujeres, y asegurar que esos servicios se prestan de manera 
oportuna, continua y efectiva en todas las etapas de los procedimientos judiciales o cuasi judiciales, 
incluidos los mecanismos de resolución de controversias por vías alternativas y los procesos de 
justicia restaurativa, y asegurar el acceso sin impedimentos de la asistencia jurídica y los provee­
dores de defensa pública a toda la información pertinente y otra información, incluidas las declara­
ciones de los testigos

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 37(a).
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•	 Comunidades específicas pueden aplicar leyes consuetudinarias o religiosas que las 
autoricen a ejercer los poderes del Estado (p. ej., arresto y detención), y podrían no 
estar adecuadamente dotadas para ejercerlos.

•	 La reforma del derecho consuetudinario es un proceso a largo plazo debido a la resis­
tencia potencial y a la presión contra la eliminación de principios y prácticas patriarca­
les ancestrales. 

2.2.2.2.2	 Consideraciones y opciones de la programación 

Apoyar la codificación de los aspectos relevantes del derecho consuetudinario y religioso 
que afectan a las garantías procesales.

•	 Esto puede hacerse al evaluar si las opiniones de la comunidad sobre la conducta delic­
tiva son acordes con las reglas internacionales y velan por que los delitos penales espe­
cíficos se traten mediante la jurisdicción exclusiva del sistema de justicia penal formal. 

•	 Las medidas alternativas al encarcelamiento sin privación de la libertad (p. ej., la res­
titución y la reconciliación) son un factor de estímulo importante en el uso de leyes y 
procesos informales para abordar delitos penales entre las personas. Por tanto, la 
identificación de métodos alternativos a la detención y el encarcelamiento para resol­
ver disputas y su integración en el sistema formal de justicia penal podría ayudar a 
fomentar regímenes punitivos comunes en ambos sistemas. 

2.3	 Políticas y presupuestos del sector de la justicia
Las reglas jurídicas establecidas por las constituciones y las leyes formales e informales es­
tablecen el límite mínimo para el tratamiento de las mujeres en conflicto con la ley. Las po­
líticas y los presupuestos de la justicia penal son importantes porque proporcionan el mar­
co para la implementación de esas reglas.

2.3.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Las reformas penales tienden a ser el ámbito menos explorado del sector de la justicia 
y la seguridad. Priorizar esas reformas requerirá la concienciación y la determinación 
política de los encargados de formular políticas en el sector de la justicia y la seguri­
dad para cambiar la situación actual. 

2.3.2	 Consideraciones y opciones de la programación 
Crear conciencia entre los agentes del sector de la justicia y la seguridad y promover refor­
mas que faciliten la implementación de reglas y normas mejoradas. Considere intervencio­
nes tales como:

•	 Políticas de prevención de delitos: La prevención requiere un análisis de las causas pro­
fundas de la delincuencia, así como de las pautas de comportamiento de las mujeres 
delincuentes.48 Las políticas y las acciones deben basarse en la evidencia, elaborarse e 
implementarse de manera participativa y sus efectos deben ser objeto de una super­
visión y una evaluación sistemáticas. Se recomiendan enfoques holísticos que aborden 
las necesidades básicas (p. ej., vivienda, seguridad física y psicológica, educación, ca­
pacitación y oportunidades laborales, tratamiento comunitario por abuso de sustancias, 
apoyo económico) e identifiquen modelos positivos de roles femeninos y ofrezcan una 
respuesta comunitaria a la violencia contra las mujeres.49

•	 Asistencia jurídica: Las mujeres deben tener acceso a la asistencia jurídica a partir del 
primer contacto con la policía o tan pronto como sean objeto de una investigación.50 
Las primeras etapas de los procesos de justicia penal son importantes, ya que las 
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decisiones que se tomen en ese momento con frecuencia están relacionadas con cues­
tiones críticas, como la capacidad de las mujeres para defenderse de forma efectiva; 
la detención y la duración de la detención; el acceso a la libertad bajo fianza u otras 
formas de liberación anticipada en espera del juicio; y si las mujeres pueden finalmen­
te comparecer ante un tribunal y cuándo pueden hacerlo. Por último, estas decisiones 
tienen un profundo impacto en la capacidad de las mujeres para obtener un juicio jus­
to.51 Se deben adoptar medidas especiales para asegurar que las mujeres tengan un 
acceso real a la asistencia jurídica52 y debe haber recursos jurídicos disponibles si el 
derecho a la asistencia jurídica se ve afectado o demorado.53 Se debe incorporar una 
perspectiva de género en todas las políticas, los procedimientos, los programas y las 
prácticas relacionados con la asistencia jurídica. La prestación inadecuada de asisten­
cia jurídica pone a las mujeres analfabetas en riesgo de coerción o ignorancia cuando 
firman documentos de graves consecuencias jurídicas. Además, la falta de representa­
ción jurídica puede dar lugar a retrasos en toda la cadena de justicia, la negación de la 
libertad bajo fianza, la detención preventiva prolongada y sentencias inadecuadas.54 
Para hacer frente a esos problemas, los proveedores de servicios jurídicos deben po­
seer los conocimientos y aptitudes exigidos que son necesarios para trabajar con mu­
jeres sospechosas, imputadas y reclusas.55

•	 Detención preventiva y encarcelamiento: La detención preventiva, es decir, antes de 
juicio, se debe utilizar como último recurso y durante el menor tiempo posible, y los tri­
bunales deben tener la facultad para considerar una serie de factores atenuantes al 
dictar sentencia. La detención preventiva se debe evitar en asuntos de delitos meno­
res o cuando las mujeres no puedan cumplir con los requisitos económicos para la 
fianza.56 Las mujeres que han cometido delitos menores y no violentos, así como las 
que necesitan tratamiento médico o psiquiátrico, no deben ser encarceladas. Se deben 
hacer esfuerzos para reducir al mínimo el número de mujeres embarazadas y madres 
con hijos dependientes encarceladas, permitiendo que las medidas no privativas de la 
libertad tengan prioridad cuando proceda.57 A las mujeres que ejercen responsabilida­
des de cuidado infantil se les debe permitir hacer planes para sus hijos antes de que la 
policía las detenga. Se debe permitir que los niños pequeños se queden con sus madres 
en la cárcel cuando se determine que es en su beneficio. Los factores como la indigen­
cia, el abuso de sustancias, la falta de empleo o la falta de una familia que brinde apo­
yo deben tratarse como problemas sociales que deben abordarse de forma coordina­
da con los organismos de bienestar social y la comunidad para prevenir la reincidencia, 
contrario a usarlos como base para negar a las mujeres opciones no privativas de la 
libertad durante la sentencia.

•	 Sentencia: Los métodos de sentencia con perspectiva de género se rigen de acuerdo 
con las circunstancias del delito y la vulnerabilidad del delincuente. Se espera que los 
tribunales tengan en cuenta los factores y circunstancias atenuantes que son relevan­
tes para las mujeres al momento de dictar sentencia. Los ministerios fiscales y el poder 
judicial deben poder ejercer su discrecionalidad para recurrir a medidas no privati­
vas de libertad cuando no se pueda establecer una conexión clara entre el encarcela­
miento y (1) la seguridad pública; (2) la prevención de delitos; y (3) los derechos y las 
necesidades de las víctimas.58 Las sentencias con perspectiva de género toman en 
cuenta factores como un antecedente de victimización y abuso;59 la coerción, las 
responsabilidades del cuidado de los niños y el impacto que la separación tendría en 
las comunidades y las familias.

•	 Después de la sentencia: En esta etapa, las autoridades competentes deben tener ac­
ceso a una amplia gama de alternativas después de la sentencia para evitar la institu­
cionalización como una opción inevitable. Las disposiciones después de la sentencia 
pueden incluir: permisos de salida y centros de transición, la liberación con fines labo­
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rales o educativos, distintas formas de libertad condicional, la remisión y el indulto. 
Para ser eficaces, las intervenciones deben responder a las causas fundamentales co­
munes del contacto de las mujeres con el sistema judicial penal y trabajar para lograr 
la reintegración efectiva y temprana de las delincuentes en la sociedad.60 Ejemplos 
de medidas posteriores a la sentencia incluyen el asesoramiento a las supervivientes de 
VSG, los programas de tratamiento del abuso de sustancias y la formación educativa 
y vocacional para mejorar las perspectivas de empleo, teniendo en cuenta en cada 
caso la prestación de servicios de guardería y de atención exclusiva para mujeres.61

•	 Trato en la detención y el encarcelamiento: Los derechos humanos de las mujeres de­
ben respetarse y cumplirse durante los períodos de detención y encarcelamiento. Los 
organismos creados en virtud de tratados de derechos humanos identifican los ca­
teos corporales como invasivos, incluidos los cateos al desnudo y de las cavidades cor­
porales;62 encadenamiento durante el parto;63 disciplina y castigo a mujeres con hijos;64 
sanciones por comportamiento relacionado con la salud mental;65 negación del acceso 
a los servicios de salud mental;66 y la negación de atención médica por tortura o malos 
tratos contra las mujeres, por lo que los lugares de detención y las prisiones deben 
rendir cuentas.67

•	 Proporcionar apoyo y recursos a las mujeres que sufren abuso sexual u otras formas 
de violencia antes o durante la detención:68 Las mujeres deben recibir protección, apo­
yo y asesoramiento, y las denuncias de abuso sexual u otras formas de violencia antes 
o durante la detención deben investigarse por las autoridades competentes e indepen­
dientes, con pleno respeto del principio de confidencialidad y teniendo en cuenta los 
riesgos de represalias.69 Cuando haya sucedido una experiencia de abuso sexual, inclu­
so cuando haya resultado en un embarazo, la reclusa en cuestión debe recibir aseso­
ramiento médico adecuado, orientación, atención de la salud física y mental y asisten­
cia jurídica.70

•	 Políticas sobre drogas: Ciertos factores y condiciones de riesgo hacen que las mujeres 
y las niñas sean vulnerables a la explotación y la participación en el tráfico de drogas, 
incluso como correos. También tienen necesidades y vulnerabilidades únicas cuando 
sufren adicción a las drogas. Por tanto, las políticas nacionales sobre drogas deben 
proporcionar respuestas de tratamiento apropiadas, incluidas medidas para evitar la 
discriminación contra las mujeres que cometen delitos menos graves. Una política con 
perspectiva de género sobre las drogas tiene en cuenta los diferentes patrones de 
abuso de drogas y de criminalidad entre las mujeres. Las políticas también deberían 
reforzar las reglas jurídicas sobre la derivación al tratamiento y la justicia restaurativa 
(cuando proceda), alternativas al encarcelamiento y la reducción de sentencias por 
delitos menores (mediante leyes o lineamientos), sin recurrir al enjuiciamiento o encar­
celamiento. También se pueden establecer tribunales especializados en materia de 
drogas con jurisdicción específica para ejercer la discrecionalidad en asuntos como la 
remisión de los delincuentes a tratamiento.71

•	 Gestión penitenciaria: Se deben tomar en cuenta los antecedentes personales de las 
mujeres y sus necesidades para asegurar la gestión efectiva de las instalaciones, ade­
más de alcanzar el objetivo final de la rehabilitación de transformación. Para ello se 
requiere un registro, una coordinación y una comunicación efectivas con otras institu­
ciones de justicia, incluido el flujo de información entre los tribunales y las prisiones, 
transparencia en las operaciones y apertura a los organismos a los que se ha asignado 
la responsabilidad de supervisar la aplicación de las reglas de los derechos humanos. 
Las mujeres deben recibir comunicación y visitas de sus abogados, familiares y miem­
bros de la comunidad, y también ser informadas y protegidas de las personas que pue­
dan haber violado sus derechos en el pasado.72 Los reclusos deben estar separados por 
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sexo y, como precaución contra la violencia sexual por parte de los funcionarios peni­
tenciarios, las reclusas no quedarse a solas con los funcionarios penitenciarios varones.73

•	 Prevención de la reincidencia, programas de rehabilitación y reintegración: En general, 
las mujeres no están preparadas para la vida después de la liberación debido a la insu­
ficiencia de recursos que se destinan a su rehabilitación positiva y a su reintegración 
económica y social. Las mujeres de entornos sociales y económicos desfavorecidos 
tienden a ser estigmatizadas por sus familias y comunidades y, por lo tanto, se enfren­
tan a dificultades particulares después de ser liberadas. La reintegración debe ser un 
proceso que comience desde el momento de la sentencia. El tribunal que dicta la sen­
tencia debe emitir una orden a los servicios de libertad condicional o de bienestar social 
para la elaboración de un plan de sentencia que refleje las necesidades particulares a 
corto y largo plazo de la mujer.74 Las opciones pueden incluir medidas que ya se men­
cionaron en esta sección en el apartado Después de la sentencia.75 El período de de­
tención debe proporcionar a las mujeres oportunidades para facilitar su transición a la 
sociedad, como visitas al hogar y programas en la comunidad.76 Las intervenciones de­
ben abordar las causas fundamentales de los delitos de las mujeres a través de progra­
mas como orientación a las supervivientes de VSG, los programas de tratamiento del 
abuso de sustancias y la formación educativa y vocacional para mejorar las perspecti­
vas de empleo.77 Esos programas deben implementarse por las autoridades peniten­
ciarias, en cooperación con los servicios de libertad condicional o de bienestar social 
y las OSC (proveedores de servicios). Debe brindarse apoyo adicional a las mujeres que 
necesitan ayuda psicológica, médica, jurídica y práctica para garantizar su reintegración 
con éxito a la sociedad, en cooperación con estos proveedores de servicios.78

•	 Mujeres detenidas con hijos: Los niños o niñas que están en la cárcel con sus madres 
nunca deben ser tratados como prisioneros. Las decisiones sobre si deben estar con 
su madre deben basarse en los mejores intereses de los niños en cuestión.79 Estas de­
cisiones deben tomar en cuenta la edad del menor, las preferencias de la madre y del 
menor, la disponibilidad y la calidad de los servicios de atención médica y educación 
dentro y fuera de la cárcel; cuidado alternativo para el niño (p. ej., familiares); y opcio­
nes de visitas para los niños que no viven en el entorno carcelario con sus madres.80 
Después de la separación, se debe mantener el contacto con la madre mediante visitas 
frecuentes.81 Se debe prestar especial atención con respecto a las decisiones de sepa­
rar a los hijos de las mujeres indígenas debido a las experiencias históricas de algunos 
países en materia de políticas de separación de niños y a sus efectos perjudiciales para 
los niños, sus familias y las comunidades en su conjunto. En los casos en que se separa 
a un niño indígena, el niño debe ser colocado con miembros de su familia o parientes.82

Apoyar las reformas de las políticas en los ámbitos mencionados anteriormente, elaborar 
una estrategia de programación basada en un amplio consenso de las partes interesadas y 
asegurar los compromisos de aplicación. Esta estrategia podría incluir:

•	 Exhortar a las autoridades penitenciarias a trabajar en estrecha cooperación con los pro­
veedores de servicios estatales y no estatales en el diseño y la implementación de progra­
mas amplios de reintegración antes y después de la puesta en libertad, que tengan en 
cuenta las necesidades específicas de las mujeres. 

•	 Promover líneas presupuestarias específicas para la asistencia jurídica. Los presupues­
tos deben cubrir toda la variedad de servicios a los que tienen derecho las personas 
detenidas, arrestadas o encarceladas cuando son sospechosas, imputadas o inculpa­
das de un delito penal, incluso en circunstancias en las que ha habido experiencias an­
teriores de violencia y abuso.83 La Resolución 67/187 de la Asamblea General de las Na­
ciones Unidas, Principios y directrices de las Naciones Unidas sobre el acceso a la 
asistencia jurídica en los sistemas de justicia penal recomienda la creación de fondos 
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https://undocs.org/A/Res/67/187
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de asistencia jurídica y la identificación de mecanismos fiscales para facilitar la reser­
va de dichos fondos. Estos mecanismos pueden incluir la asignación de un porcentaje 
del presupuesto de la justicia penal a los servicios de asistencia jurídica y la aplica­
ción de fondos recuperados de actividades delictivas para cubrir el costo de la asisten­
cia jurídica. También se pueden ofrecer incentivos fiscales a los abogados que trabajan 
en comunidades desfavorecidas y de difícil acceso.

RECUADRO 4.2  Pautas para el personal masculino en prisiones mixtas

(1) En los establecimientos penitenciarios mixtos, el pabellón de mujeres estará bajo la direc­
ción de una funcionaria encargada, que guardará todas las llaves de dicho pabellón. (2) Ningún 
funcionario del sexo masculino podrá entrar en el pabellón de mujeres si no va acompañado de 
una funcionaria. (3) La vigilancia de las reclusas será ejercida exclusivamente por funcionarias. 
Sin embargo, esto no excluirá que funcionarios del sexo masculino, en particular médicos y 
personal docente, desempeñen sus funciones profesionales en establecimientos o pabellones 
de establecimientos reservados para mujeres. 

Fuente: Resolución 70/175 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Reglas mínimas de las Nacio­

nes Unidas para el tratamiento de los reclusos (Reglas Nelson Mandela) Anexo, Regla 81, 17 de diciembre 

de 2015, A/RES/70/175.

3.0	 Creación de instituciones de justicia  
eficaces, que rindan cuentas y atiendan  
la perspectiva de género

3.1	 Disponibilidad 
La disponibilidad es de crucial importancia para las mujeres en conflicto con la ley porque, 
como titulares de derechos, deben ser protegidas y respetadas en toda la cadena de jus­
ticia. Los derechos y las necesidades incluyen servicios jurídicos (p. ej., acceso a orienta­
ción jurídica, asistencia jurídica y representación en los tribunales); acceso a la educación; 
servicios de salud reproductiva y otros servicios; programas de capacitación y rehabilitación; 
orientación, incluso en situaciones en que las mujeres hayan tenido experiencia anterior 
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Arriba: Costa de Marfil. Una mujer de la aldea de Bouaké sostiene a su hijo de un año. © UNICEF/Frank 

Dejongh.

http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/175&Lang=S
http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/175&Lang=S
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con violencia y abuso; e instalaciones para las mujeres y los niños cuando se encuentren 
juntos en el entorno carcelario. La falta de servicios puede dar lugar a la violación de las ga­
rantías procesales de las mujeres y a una grave falta de denuncias de malos tratos mientras 
están detenidas o presas.

3.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 La programación puede tener un impacto limitado cuando el Estado no posea recur­
sos adecuados para mantener la disponibilidad de servicios para las mujeres en zonas 
rurales o remotas.

•	 Es posible que los Estados no den prioridad a servicios esenciales como la asistencia 
jurídica y los servicios de guardería en todos los lugares donde las mujeres están de­
tenidas o encarceladas.

3.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación 
Para asegurar la disponibilidad de instituciones y servicios de justicia para las mujeres en 
conflicto con la ley, considere la posibilidad de promover lo siguiente:

•	 “Centros de atención integral” que ofrezcan servicios integrales para diferentes cate­
gorías de mujeres, incluidas las que están en conflicto con la ley. Los servicios podrían 
ser integrales, en particular para los delitos relacionados con la VSG y la victimización 
(p. ej., el tráfico de drogas o la prostitución vinculada a la trata de personas).

•	 Diseño de infraestructura que incluya centros de detención para mujeres, con especial 
atención a los espacios para niños que viven con sus madres en detención. También es 
importante considerar la existencia de otros servicios cercanos a los centros de deten­
ción y las prisiones (p. ej., servicios de asistencia jurídica y programas de rehabilitación).

3.2	 Accesibilidad 
Las mujeres sospechosas, imputadas y reclusas con frecuencia se encuentran en situacio­
nes de reclusión y, por tanto, se les puede restringir el acceso a los servicios que se men­
cionan en Sección 3.1. Las siguientes seis dimensiones de la accesibilidad se aplican a estas 
mujeres de diversas maneras:

•	 No discriminación: Las mujeres marginadas y excluidas, como las víctimas de la trata 
y las mujeres extranjeras y refugiadas, tienden a carecer de vínculos sociales, políticos 
y económicos y, por lo tanto, deben ser visibles con fines de protección cuando están 
en contacto con el sistema de justicia penal.

•	 Accesibilidad física: Las instalaciones y los servicios de justicia deben ser físicamente 
accesibles para las personas con discapacidades o desafíos de movilidad.

•	 Accesibilidad económica: Las mujeres en conflicto con la ley deben tener acceso a ser­
vicios jurídicos gratuitos y deben utilizarse todos los medios para satisfacer las nece­
sidades de educación, salud y nutrición de los niños que residen fuera o con sus madres 
dentro de la cárcel. 

•	 Accesibilidad a la información: Las mujeres detenidas o encarceladas deben disponer 
de información adecuada sobre sus derechos y responsabilidades, los servicios que de­
berían estar a su disposición y la forma de tener acceso a ellos. 

•	 Accesibilidad lingüística: Los servicios de interpretación y traducción deben estar a 
disposición de las mujeres sospechosas, imputadas y reclusas, en la medida en que sea 
necesario, en especial cuando el sistema judicial se ocupa de mujeres indígenas, de mi­
norías o de condición extranjera.
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•	 Accesibilidad cultural: Los servicios de justicia deben respetar la diversidad e incorpo­
rar una dimensión intercultural a su administración, incluido el respeto por las expre­
siones de la cultura a través de diversos medios.

3.2.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación
•	 Los antecedentes socioeconómicos de las mujeres en conflicto con la ley las ponen en 

riesgo de quedar excluidas de los servicios de justicia. 

•	 La asistencia jurídica a las mujeres sospechosas, imputadas y reclusas puede verse li­
mitada cuando se evalúa su elegibilidad en función de los ingresos familiares, sin tener 
en cuenta la realidad de que las mujeres pueden no tener acceso o control sobre esos 
recursos.

3.2.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Tomando en cuenta los seis elementos de la accesibilidad, abogar por:

•	 Integrar una óptica de género en el desarrollo de la infraestructura: Como se señaló 
anteriormente, las reformas de la justicia penal se han diseñado e implementado histó­
ricamente desde una perspectiva masculina. Para corregir este desequilibrio, los desa­
rrollos infraestructurales actuales y en el futuro deben integrar perspectivas de género, 
que incluyan la creación de espacios privados para reuniones (p. ej., con familia y abo­
gados); instalaciones para amamantar y áreas recreativas para los menores que están 
en la cárcel con sus madres; e instalaciones de capacitación y educación para apoyar la 
rehabilitación y reintegración significativa de las mujeres después de su liberación.

•	 La prestación de servicios jurídicos: Las mujeres sospechosas, imputadas y reclusas de­
berían recibir asistencia jurídica en todas las etapas de la cadena de justicia y dentro y 
fuera del entorno penitenciario, incluidas las visitas de representantes jurídicos. Los 
criterios de elegibilidad para la asistencia jurídica deben tener en cuenta las circuns­
tancias personales de las mujeres, incluido si tienen acceso a los recursos familiares.84

•	 La integración de servicios especializados: Ciertas medidas específicas, servicio para 
mujeres en las estaciones de policía, los tribunales especializados en drogas y los ser­
vicios de apoyo social, pueden hacer que las instituciones de justicia sean más accesi­
bles para las mujeres. 

Explorar la capacitación y otros recursos para apoyar la implementación de medidas para 
mejorar la accesibilidad, como:

•	 Invertir en la capacitación y los recursos para los agentes de la justicia que tienen la 
tarea específica de abordar los derechos y necesidades de las mujeres en conflicto con 
la ley. No basta con que los agentes de la justicia estén físicamente accesibles. También 
deben estar familiarizados con las necesidades especiales y los desafíos de las mujeres 
en su carácter de sospechosas, acusadas y prisioneras. 

•	 Sensibilizar al personal penitenciario sobre la existencia de diferentes categorías de per­
sonas reclusas para que dispongan de los instrumentos necesarios para responder de 
forma efectiva a las necesidades de las diversas poblaciones penitenciarias. Las cate­
gorías para las mujeres incluyen, entre otras, mujeres de origen indígena o de minorías, 
mujeres con discapacidad, mujeres de diversas formas de orientación sexual e identi­
dad de género, mujeres extranjeras, entre las que se puede incluir a las mujeres refu­
giadas y las solicitantes de asilo, mujeres que viven con VIH y mujeres encarceladas 
con sus hijos. 

•	 Reconociendo que la diversidad existente entre la población carcelaria femenina re­
quiere intervenciones que aborden una amplia gama de necesidades culturales, nutri­
cionales, espirituales y religiosas. A modo de ejemplo, las reclusas extranjeras pueden 
necesitar servicios de interpretación y traducción, facilidades para comunicarse con 
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sus familias y abogados, y asistencia consular;85 las mujeres embarazadas, las madres 

en período de lactancia y las madres en prisión con sus hijos necesitan servicios de 
salud reproductiva y de salud infantil, que es posible que no estén fácilmente disponi­
bles en las cárceles; las mujeres de diversas formas de orientación sexual e identidad 

de género necesitan protección contra la discriminación, la violencia y otros servicios 
de salud; y las mujeres indígenas y de minorías necesitan apoyo para abordar sus de­
rechos y necesidades religiosas y culturales.

RECUADRO 4.3  Ejemplos de medidas para ayudar a diversos grupos de mujeres  

en conflicto con la ley

Medidas para ayudar a las reclusas extranjeras 
•	 Asegurar que todas las detenidas extranjeras tengan acceso a sus representantes consula­

res, orientación jurídica e intérpretes inmediatamente después del arresto. Los interrogato­
rios deben realizarse en la presencia de un abogado y un intérprete.

•	 En su caso, considerar la posibilidad de trasladarlas, con su consentimiento, para que cum­
plan la pena en su país de origen.

•	 Asegurar que la legislación y la práctica proporcionen a los grupos vulnerables la máxima 
protección posible contra su victimización adicional, por ejemplo, las supervivientes de la 
trata de personas y las trabajadoras domésticas migrantes. Evitar el enjuiciamiento de las 
víctimas de la trata de personas por delitos relacionados con su propia victimización, como 
la posesión de pasaportes falsos o el trabajo sin autorización, incluso cuando hayan accedi­
do a realizar estas actividades. Abstenerse de enjuiciar a las personas por ser objeto de 
trata con fines de explotación sexual, incluso si la persona aceptó originalmente trabajar en 
la industria sexual. 

•	 Despenalizar los delitos de inmigración. Las personas que infrinjan las leyes de inmigración, 
si son detenidas, no deben ser retenidas con presos imputados o condenados por delitos 
penales. Las personas detenidas por razones de inmigración deben estar retenidas en insta­
laciones que ofrezcan condiciones materiales y un régimen adecuado a su situación jurídica 
y dotadas con personal adecuadamente calificado y con una capacitación especializada.

•	 En la etapa antes del juicio y de sentencia, asegurarse de que las mujeres extranjeras no 
estén en desventaja para que se les consideren alternativas a la prisión debido a su nacio­
nalidad o sexo. 

Medidas para ayudar a las mujeres indígenas y de las minorías

•	 Las autoridades penitenciarias deberían colaborar con las organizaciones de mujeres indí­
genas y de las comunidades minoritarias para brindar servicios que se adapten a las nece­
sidades de esas mujeres. 

•	 La prestación de programas culturalmente relevantes para asegurar que no se discrimine 
indirectamente a los grupos cuando se considere la posibilidad de concederles la libertad 
condicional anticipada. 

•	 La participación de las organizaciones comunitarias en el diseño y la ejecución del progra­
ma es valiosa para mantener los vínculos entre las reclusas y el mundo exterior, aliviar la 
presión sobre los recursos y mejorar el ambiente en las cárceles.

•	 Es probable que el contacto continuo con la comunidad sea de importancia particular de­
bido a la sensación de alienación y aislamiento que sienten muchas mujeres indígenas y de 
minorías en el sistema de justicia penal y a los niveles más altos de angustia que experi­
mentan como resultado de la ruptura de los lazos con la comunidad en algunas culturas.

Fuentes: UNODC, Manual sobre mujeres y encarcelamiento: 2.a edición, con referencia a las Reglas de las 

Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las muje­

res delincuentes (Reglas de Bangkok), Serie de Manuales de Justicia Penal, p. 79, 127-128, (Publicación de 

las Naciones Unidas, Núm. de venta E.14.IV.3) y Naciones Unidas, Asamblea General, Resolución 65/229, 

Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad 

para las mujeres delincuentes (Reglas de Bangkok), Anexo, Regla 53, 54, 55, 21 de diciembre 2010, A/

RES/65/229. Consulte la UNODC, Manual sobre la transferencia internacional de personas condenadas, 

Series de Manuales de Justicia Penal, (Nueva York, Naciones Unidas, 2012). 

http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Manual_Mujeres_2da_edicion.compressed.pdf
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Manual_Mujeres_2da_edicion.compressed.pdf
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Manual_Mujeres_2da_edicion.compressed.pdf
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Manual_Mujeres_2da_edicion.compressed.pdf
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/11-88322_ebook.pdf
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3.3	 Buena calidad

Los profesionales de la justicia penal no son inmunes a las normas sociales y culturales de 
género que dictan cómo se deben comportar las mujeres. Por lo tanto, al interactuar con 
mujeres en situación de conflicto con la ley, estos agentes pueden aplicar y perpetuar los 
estereotipos, por ejemplo, al imponer penas más severas a las mujeres en comparación con 
las impuestas a los hombres por ciertos delitos como el abandono de niños, la prostitución 
u otras acciones que se perciben como violaciones de los parámetros de “comportamiento 
apropiado” de las mujeres. Para promover instituciones de buena calidad, los agentes de la 
justicia penal deben ser conscientes de los estereotipos, percepciones y actitudes que pue­
den influir en sus acciones y respuestas.86

3.3.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 En muchas sociedades, las mujeres en conflicto con la ley se enfrentan a la estigmati­
zación debido a la percepción de que son inmorales. 

•	 Las instituciones de justicia penal (particularmente, las cárceles) tienden a estar sobre­
cargadas debido a la gran cantidad de hombres y mujeres sospechosos, imputados y 
reclusos, en contraste con el limitado número de personal disponible para implementar 
las reformas y los programas penales. Estos problemas pueden tardar mucho tiempo 
en resolverse en ausencia de partidas presupuestarias e incrementos presupuestarios. 

3.3.2	 Consideraciones y opciones de la programación 
Promover la capacidad de desarrollar iniciativas para los agentes de la justicia:87

•	 Policía: las unidades policíacas especializadas para mujeres víctimas y delincuentes pue­
den mejorar la capacidad del sistema de justicia penal para implementar respuestas que 
incorporen las perspectivas de género. Las estrategias clave incluyen apelar al sentido 
de justicia de los agentes policíacos, identificar a los defensores de la igualdad de gé­
nero y apoyar los cambios de la cultura institucional.88 Por ejemplo, el jefe de la policía 
de Surrey en el Reino Unido recientemente se unió al movimiento de solidaridad global 
para la igualdad de género como un Defensor de la temática de "HeForShe". Dirigida 
por él, la Policía de Surrey se ha comprometido a “luchar contra la desigualdad de gé­
nero y el abuso de mujeres y niñas”.

•	 Fiscales: los fiscales son los elementos clave de la administración de justicia y, como 
tales, deben respetar, proteger y defender los derechos humanos y la igualdad de gé­
nero.89 Se les debe alentar a que utilicen sus funciones para tomar decisiones acerca 
de la derivación y las medidas disciplinarias alternativas. Ya que algunas leyes y proce­
dimientos penales pueden ser discriminatorios para las mujeres, ellos deben obrar con 

Asegurar que los proveedores de asistencia jurídica y defensa pública sean competentes, sensibles 
a las cuestiones de género, respetuosos de la confidencialidad y que tengan el tiempo suficiente 
para defender a sus clientes

Vigilar de cerca los procedimientos de sentencia y eliminar cualquier discriminación contra la mujer 
en las sanciones prescritas para delitos particulares, graves o leves, y cuando se determine la posi­
bilidad de aplicar la libertad bajo fianza o la liberación temprana de la detención

Adoptar procedimientos que tengan en cuenta las cuestiones de género para evitar una nueva vic­
timización y estigmatización, establecer unidades especiales de protección y oficinas encargadas 
de las cuestiones de género en las comisarías, emprender investigaciones con confidencialidad y 
sensibilidad, y garantizar que, durante las investigaciones y los juicios, se atribuya la misma impor­
tancia al testimonio de las mujeres y las niñas que al de los hombres

Fuentes: CEDAW GR 33, párrs. 37(b), 51(m) y CEDAW GR 30, párr. 81(h).
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http://www.heforshe.org/en/thematic/nick-ephgrave


290 Herramientas para el diseño de programas de acceso a la justicia para las mujeres

discreción de no enjuiciar cuando ello dé lugar a una violación de los derechos de la 
mujer afectada o cuando el enjuiciamiento no sea una cuestión de interés público. 
Además, los fiscales deben estar informados de las causas profundas de los delitos 
cometidos por mujeres y contar con las mejores prácticas en cuestión de rehabilita­
ción y reintegración en la sociedad.

•	 El poder judicial: los jueces promueven los valores fundamentales de la conducta judi­
cial, como la independencia, la imparcialidad, la integridad, la corrección, la igualdad, 
la competencia y la diligencia.90 Las posibles intervenciones para el poder judicial in­
cluyen auditorías de la capacidad sobre consideraciones de género y libros de consul­
ta para jueces sobre cuestiones de género para el seguimiento, la difusión y la monito­
rización de las decisiones.

•	 Cámara legislativa o parlamento: como órganos de supervisión y apropiación, las cá­
maras legislativas pueden legislar y destinar recursos para subsanar las deficiencias 
que identifican en el sistema de justicia penal mediante su función de supervisión.

•	 Las OSC, los colegios de abogados y los proveedores de asistencia jurídica: los aboga­
dos que brindan servicios de asistencia jurídica deben tener la experiencia y los cono­
cimientos adecuados para brindar orientación jurídica adecuada y deben estar bien 
informados de las necesidades especiales de las mujeres,91 y en la medida de lo posi­
ble, las mujeres deben ser representadas por abogadas.92 En todos los casos, los pro­
veedores de asistencia jurídica deben tener una capacitación específica en materia de 
igualdad de género pertinente y las reglas relacionadas aplicables al caso. 

•	 Personal penitenciario: abordar las necesidades de las mujeres es fundamental duran­
te su ingreso a la cárcel. Por tanto, el personal penitenciario debe recibir capacitación 
en cuestiones de género y derechos humanos relacionadas con la salud de la mujer, la 
prevención del VIH, la atención de tratamiento y el apoyo, y la detección de problemas 
de salud mental y autolesiones.93 Además, el personal penitenciario debe tener cono­
cimiento de los requisitos de reintegración social de las reclusas y de la gestión de las 
instalaciones para la seguridad y la rehabilitación.94

3.4	 Recursos

Los recursos para las mujeres en conflicto con la ley abarcan las violaciones de sus dere­
chos en toda la cadena de justicia. Al momento de la sentencia, los regímenes de castigo 
deben ser proporcionales al delito cometido. También deben tener en cuenta las circuns­
tancias de la delincuente y asegurarse de que las sanciones recomendadas faciliten la reha­
bilitación y la reintegración, en vez de dificultarlas. Por ejemplo, esto podría incluir opciones 
para la libertad condicional, la restitución o el servicio comunitario por delitos no violentos, 
en particular cuando una mujer acusada es el sostén de la familia o la cuidadora principal. 

3.4.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación
•	 Con frecuencia, las mujeres que ingresan al sistema de justicia penal no son vistas como 

titulares de derechos por el estigma asociado con la criminalidad femenina. 

•	 En algunos casos, los agentes de la justicia penal pueden disponer de recursos, pero 
no aplicarlos adecuadamente, debido a una serie de factores, entre ellos, la parcialidad 
o la falta de recursos.

Vigilar de cerca los procedimientos de sentencia y eliminar cualquier discriminación contra la mujer 
en las sanciones prescritas para delitos particulares, graves o leves, y cuando se determine la posi­
bilidad de aplicar la libertad bajo fianza o la liberación temprana de la detención

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 51(m).
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•	 Las sentencias justas y la disponibilidad y accesibilidad de los recursos por daños se 
basan tanto en la legislación con perspectiva de género como en las políticas del sec­
tor judicial, así como en la adecuada aplicación de esas leyes y políticas. Por ejemplo, 
las sentencias justas requieren pautas de sentencias proporcionales y la capacidad 
de los jueces para utilizar su discrecionalidad caso por caso, en particular en el caso de 
conductas delictivas que discriminen a las mujeres en forma desproporcionada.

•	 La búsqueda de recursos para las mujeres que están bajo custodia del Estado puede 
implicar la presentación de informes sobre las prácticas internas que incluyan violacio­
nes a los derechos humanos. Las instituciones judiciales pueden estar poco dispuestas 
a divulgar esos datos o a rechazar investigaciones de terceros. 

3.4.2	 Consideraciones y opciones de la programación 
Promover las sentencias justas a través de reformas de leyes y de políticas que dan priori­
dad a lo siguiente:

•	 La integración de recursos efectivos en la legislación, en particular para las mujeres 
que han sufrido perjuicios durante su detención.

•	 Las necesidades de los diferentes grupos de mujeres, como las mujeres embarazadas, 
mujeres que son cuidadoras principales de los hijos y las que reciben tratamiento mé­
dico o psiquiátrico.

•	 Atención al riesgo de violencia sexual u otras formas de violencia durante la detención, 
en particular para las mujeres supervivientes de la violencia. 

•	 Las circunstancias del delito y la vulnerabilidad de la delincuente (p. ej., la comisión de 
un asesinato contra un marido o un familiar violentos; y los delitos de drogas en los que 
las mujeres son utilizadas como correos de drogas).

•	 Otorgar a los jueces el poder de considerar los factores atenuantes durante la sentencia 
y asegurar que las opciones de sentencia sin privación de la libertad estén disponibles y 
se les dé prioridad.95 Programas de capacitación y concientización para los agentes de 
la justicia penal que aborden temas como: los recursos a disposición de las mujeres en 
conflicto con la ley, el tratamiento adecuado de las mujeres detenidas, los derechos de 
privacidad relacionados con el privilegio abogado-cliente y el estándar de cuidado que 
deben ejercer los abogados con respecto a sus clientes mujeres.

3.5	 Rendición de cuentas

La rendición de cuentas garantiza que los agentes de la justicia penal defiendan los dere­
chos de las mujeres sospechosas, imputadas y reclusas de conformidad con las reglas y nor­
mas analizadas en la Sección 2.1. 

3.5.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Es posible que no estén disponibles datos para evaluar el desempeño y mejorar la ad­
ministración penal actual debido a la falta de una recopilación sistemática. Esto incluye 
las sentencias y los registros de las prisiones para evaluar si los jueces están aplicando 
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Asegurar que haya mecanismos vigentes para vigilar lugares de detención, prestar especial aten­
ción a la situación de las mujeres reclusas y aplicar normas y orientaciones internacionales sobre el 
tratamiento de las mujeres detenidas

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 51(n).
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prácticas justas en cuestión a las sentencias y si las mujeres están recurriendo a recur­
sos legales por malos tratos mientras están detenidas o encarceladas.96

3.5.2	 Consideraciones y opciones de la programación 
Promover mecanismos para fortalecer la rendición de cuentas en todas las instituciones 
del sector de la justicia, en particular:

•	 La programación debe prestar atención a la situación de las mujeres reclusas y aplicar 
completamente las orientaciones y las reglas internacionales sobre el tratamiento de 
las mujeres detenidas.97 Esto puede respaldarse por una inspección sistemática de las 
instituciones y servicios penales por parte de profesionales calificados y experimen­
tados (que deben incluir mujeres) nombrados por una autoridad competente.98 Las 
instituciones de justicia deben diseñar un plan para implementar y supervisar las reco­
mendaciones de los expertos, como figuran en sus informes, para asegurar el mante­
nimiento de un alto estándar de calidad. Con frecuencia, las INDH desempeñan un 
papel importante en las inspecciones de las prisiones y, mediante sus resultados, ofre­
cen asesoramiento fundamentado a los gobiernos sobre las reglas y los procedimien­
tos que deben seguirse para maximizar el bienestar de las personas detenidas o encar­
celadas.

A fin de apoyar la supervisión de las instituciones de justicia, buscar formas de promover 
la recolección de datos precisos mediante: 

•	 Colaborar con una serie de agentes (p. ej., las oficinas nacionales de estadística, las 
INDH y las OSC que trabajan con mujeres en conflicto con la ley) para fortalecer la re­
copilación de datos administrativos y las encuestas nacionales de hogares. Se deben 
recopilar datos completos y exactos sobre el número de mujeres en los lugares de de­
tención y en las cárceles; las razones de su detención y la duración de la misma; las 
circunstancias personales como el embarazo y las responsabilidades de cuidado de ni­
ños; la disponibilidad de servicios jurídicos, servicios de salud y servicios sociales; y si 
pueden recurrir (y si lo hacen) a procesos disponibles de revisión del caso, alternativas 
no privativas de la libertad y oportunidades de rehabilitación.99

3.6	 Participación de las mujeres en las instituciones 

de justicia

El aumento en la cantidad de mujeres reclusas debe abordarse con un incremento propor­
cional del personal femenino. La participación de las mujeres en la administración de justi­
cia penal es importante para proteger los derechos de las mujeres sospechosas, imputadas 
y reclusas. Se necesitan mujeres profesionales para tratar los derechos y las necesidades 
de las mujeres en toda la cadena de justicia, incluso en las cárceles de mujeres o en los 
pabellones de las cárceles de hombres reservados para mujeres. Las Reglas de Bangkok 
estipulan que “en las instancias superiores de la administración penitenciaria deberá existir 
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Confrontar y eliminar obstáculos a la participación de las mujeres como profesionales en todos los 
órganos y a todos los niveles de los sistemas de justicia y cuasi judiciales y los proveedores de ser­
vicios relacionados con la justicia, y tomar medidas, incluso medidas especiales de carácter tem­
poral, para garantizar que las mujeres estén igualmente representadas en la judicatura y otros me­
canismos de aplicación de la ley, como los magistrados, jueces, fiscales, defensores públicos, 
abogados, administradores, mediadores, funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, funciona­
rios judiciales y de la justicia penal y especialistas, así como en otras capacidades profesionales.

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 15(f).
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el compromiso claro y permanente de prevenir y eliminar la discriminación por razones de 
género contra el personal femenino”100 y “las medidas de creación de capacidad para el per­
sonal femenino deberán comprender también la posibilidad de acceso a puestos superio­
res y de responsabilidad primordial en la elaboración de políticas y estrategias para el tra­
tamiento de las reclusas y su atención”.101 En las prisiones, los cateos individuales deben 
“realizarse únicamente por personal femenino que haya recibido capacitación adecuada 
sobre los métodos apropiados de cateo y con arreglo a procedimientos establecidos”.102 
También es importante que las mujeres delincuentes, especialmente las que han sufrido 
violencia y abuso, tengan acceso a mujeres policías y abogadas para reducir el riesgo de vic­
timización secundaria.103 Además, las abogadas pueden desempeñar un papel importante 
en la prestación de servicios jurídicos en todos los procedimientos judiciales.104

3.6.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Las normas basadas en el género que perpetúan los valores del machismo, la idea de 
que las “mujeres decentes” no pertenecen a espacios como las prisiones y la creencia 
de que los trabajos como la policía y la administración penitenciaria son privilegio 
masculino inhiben la participación de las mujeres en las instituciones de justicia penal.

3.6.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Abogar por la inclusión de las mujeres en todos los niveles de la administración de justicia 
penal mediante medidas como: 

•	 La revisión de los procedimientos de contratación de las instituciones de justicia penal 
para ayudar a determinar si son discriminatorios para las mujeres. Algunos indicadores 
clave al respecto deberían incluir si: (1) las mujeres cuentan con un proceso transpa­
rente para ocupar puestos de toma de decisiones; (2) los planes de recursos humanos 
apoyan el crecimiento sostenido de la fuerza laboral femenina; (3) existen condiciones 
e incentivos para la retención del personal femenino. 
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Arriba: Sudán. Una chica quiere ser oficial de policía cuando sea mayor. © Foto de la ONU/Albert Gonzalez Farran.
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•	 En este contexto, los planes de contratación de personal deberían incluir una represen­
tación equitativa de funcionarias capacitadas y experimentadas a las que se les pueda 
ofrecer la oportunidad de desempeñar funciones clave como agentes de policía, jue­
zas, fiscales y guardias de prisiones. También deberían designarse mujeres para for­
mar parte de las juntas de inspección y supervisión a fin de garantizar que los servicios 
atiendan las necesidades de las reclusas y que las instalaciones donde se encuentran 
las mujeres sean inspeccionadas adecuadamente por personas del mismo sexo. 

•	 Para la retención, es fundamental que haya una estrategia que aborde la discrimina­
ción por razón de género contra el personal femenino en todo el sector de la justicia 
penal y promueva su seguridad y un trato justo. Esto podría incluir realizar cursos de 
capacitación a nivel directivo, identificar campeones de la igualdad de género que sir­
van de modelo a seguir para otros miembros del personal y ascender a mujeres a pues­
tos de categoría superior.105 Deberían existir mecanismos para proteger a las mujeres 
policías de la violencia sexual y otras formas de acoso en el lugar de trabajo y garanti­
zar una tolerancia cero para ese tipo de comportamiento.106

•	 Promover la participación de la mujer en los programas educativos mediante medidas 
de acción afirmativa, como garantizar la disponibilidad de servicios para el cuidado de 
los hijos y de dormitorios para mujeres durante la capacitación.107

4.0	 Empoderamiento jurídico de las mujeres 

4.1	 Participación de las mujeres en procesos  

de reforma jurídica
La representación y la participación de la mujer en los procesos de reforma jurídica es fun­
damental para asegurar que se tomen en cuenta las necesidades y experiencias de la mujer 
en el sistema de justicia penal. Las mujeres pueden participar en esos procesos como 
miembros del parlamento, ciudadanas o miembros de la sociedad civil en forma individual 
y a través de plataformas públicas como las reuniones de los ayuntamientos. Las leyes y las 
políticas deben responder a las experiencias reales de las mujeres sospechosas, impu­
tadas y reclusas. Esto solamente puede ocurrir si se permite y alienta a las mujeres a com­
partir sus experiencias durante los procesos de reforma legal. 

4.1.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Como las reformas de la justicia penal han sido históricamente diseñadas, conforma­
das e implementadas por los hombres y para los hombres, la integración de las pers­
pectivas de género en esos procesos exigiría la creación de espacios para que las mu­
jeres de la legislatura y encargadas de la formulación de políticas se abrieran camino 
para beneficiar a las mujeres sospechosas, imputadas y reclusas.

4.1.2	 Consideraciones y opciones de la programación 
Promover la formación de coaliciones como vías para intensificar las voces y perspectivas 
de las mujeres mediante: 

•	 Programas que dan prioridad a una mayor participación de los grupos, redes y coalicio­
nes de mujeres que trabajan para aumentar la participación de las mujeres en los proce­
sos de reforma, así como la concientización de las mujeres sobre sus propios derechos, 
incluido el derecho a los recursos disponibles en caso de deficiencias en la detención 
o el encarcelamiento, el derecho a la asistencia jurídica y las vías y condiciones previas 
para las medidas alternativas no privativas de la libertad.
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•	 Una convergencia de partes interesadas que puedan asegurar que las voces de las 
mujeres se reflejen en la reforma de la justicia penal. Para lograrlo, identificar a los pro­
fesionales que han trabajado directamente con esas mujeres (como miembros de la 
sociedad civil o proveedores de justicia) para reforzar la credibilidad de los procesos 
dirigidos por mujeres y fortalecer las campañas para la reforma jurídica.

4.2	 Respaldo y asociación con organizaciones  

de la sociedad civil
Las OSC de mujeres pueden desempeñar un papel importante en el fortalecimiento del ac­
ceso a la justicia para las mujeres en conflicto con la ley. Como agentes terceros, estas or­
ganizaciones ocupan un lugar único en la cadena de justicia penal al apoyar a las mujeres 
en sus esfuerzos por tener acceso a los servicios y la atención requeridos, y al trabajar con 
las instituciones para ayudarlas a cumplir con sus obligaciones. Las actividades que reali­
zan estas organizaciones pueden incluir servir como vigilantes para asegurar que las mu­
jeres sospechosas, imputadas y reclusas no sean objeto de malos tratos y tengan acceso a 
la atención y el apoyo adecuados. 

4.2.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 En comparación con otros ámbitos de los derechos de la mujer, hay menos OSC que 
se asocian con las Naciones Unidas en la esfera de la equidad de género y la reforma 
penal. Esto puede dar lugar a una dependencia de la experiencia externa a un costo 
operativo más elevado.

•	 El acceso a las prisiones y a otros tipos de centros de detención para la supervisión y 
la prestación de servicios implica rigurosos procedimientos de escrutinio para las or­
ganizaciones que no estatales, debido a problemas de seguridad nacional.

4.2.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Explorar oportunidades para que las OSC realicen funciones cruciales que apoyen al sector 
de la justicia penal en la prestación de servicios a las mujeres en conflicto con la ley. Estas 
incluyen:

•	 Mejorar las capacidades de las organizacio­
nes de derechos humanos y los defensores de 
los derechos humanos para integrar la igual­
dad entre los géneros y las reformas de la jus­
ticia penal en su labor actual y proporcionar 
recursos técnicos y financieros para ampliar 
esa labor sobre la base de las necesidades na­
cionales.

•	 Generar confianza y establecer asociaciones 
con los agentes del Estado que trabajan en el 
ámbito de las reformas de la justicia penal y 
promover plataformas para el intercambio de 
experiencias, lecciones aprendidas y buenas 
prácticas. 

•	 Colaboración con organizaciones religiosas, 
colegios de abogados y asociaciones de abo­
gadas en la elaboración y ejecución de progra­
mas de reinserción amplios para el período 
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anterior y posterior a la puesta en libertad, y acuerdos de sentencia no privativa de  
la libertad, como la reconciliación, la restauración, la indemnización y la reintegración, 
con el conocimiento y el consentimiento de las mujeres afectadas.108

•	 Apoyar a las OSC para que integren la situación de las mujeres sospechosas, impu­
tadas y reclusas en sus informes alternativos a los mecanismos internacionales y regio­
nales de derechos humanos, como parte de los esfuerzos para asegurar que los Esta­
dos cumplan con las reglas relevantes de género y de derechos humanos.

4.3	 Educación sobre los derechos de las mujeres

Las leyes y las políticas con perspectiva de género pueden significar poco si las mujeres no 
tienen la capacidad de reivindicar sus derechos y protecciones. Sin embargo, la falta de 
conocimiento es una de las barreras más importantes para la justicia de las mujeres en con­
flicto con la ley. Las mujeres sospechosas, imputadas y reclusas tienen menos probabilida­
des que sus contrapartes masculinas de estar al tanto de sus derechos y las protecciones 
que les corresponden. En el caso de las mujeres extranjeras, esto puede acentuarse por 
factores como el analfabetismo y las barreras lingüísticas.

4.3.1	 Desafíos y oportunidades típicos de la programación

•	 Las diferentes necesidades y capacidades requerirán flexibilidad en el diseño de los pro­
gramas, ya que los diferentes grupos de mujeres (por ejemplo, las mujeres con disca­
pacidad, las mujeres con formas de orientación sexual e identidad de género diversas, 
las mujeres refugiadas y las solicitantes de asilo) pueden tener necesidades específi­
cas que requieren una programación a medida.

•	 Las mujeres que han recibido sentencias tanto privativas como no privativas de la li­
bertad pueden ser renuentes a participar en programas de concientización fuera de la 
cárcel debido a la estigmatización hacia las mujeres que han tenido conflictos con la ley. 

•	 Las instituciones de justicia penal pueden no apoyar programas educativos para mu­
jeres detenidas por no valorar sus beneficios. 

4.3.2	 Consideraciones y opciones de la programación
Alentar a los proveedores de justicia y a las OSC a promover programas educativos para 
comunicar los derechos de la mujer, en relación con:

•	 El derecho a recurrir a las autoridades judiciales por motivos de abuso sexual u otras for­
mas de violencia antes de la detención o encarcelamiento y durante la misma.109 Las mu­
jeres deben tener acceso a la información sobre sus derechos y se les debe alentar a 
informar cualquier violación de esos derechos sin temor a represalias.110

•	 El derecho de las mujeres a tener acceso a servicios como la educación, la salud, el apo­
yo psicosocial y la asistencia jurídica, y la forma acceder a ellos. 

•	 Alternativas a la privación de la libertad, incluida la disponibilidad de opciones con base 
en las circunstancias específicas de la mujer (por ejemplo, situación familiar, anteceden­
tes penales).

Realizar programas de información y promoción de los conocimientos para las mujeres sobre la 
existencia de proveedores de asistencia jurídica y defensa pública y las condiciones para obtener­
las, utilizando de manera efectiva la tecnología de la información y las comunicaciones para facilitar 
esos programas.

Fuente: CEDAW GR 33, párr. 37(c).
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Fortalecer el conocimiento y la concientización de los derechos de la mujer, buscar opor­
tunidades y vías para difundir información, por medios como:

•	 Llevar a cabo talleres de concientización y empoderamiento en las cárceles para que 
las mujeres reclusas conozcan los conceptos jurídicos básicos y las estrategias para el 
ejercicio de sus derechos.111

•	 Atraer la atención de las mujeres mediante el uso de los medios de comunicación (por 
ejemplo, la radio, la televisión, el teatro). 

•	 Asegurar la disponibilidad de servicios jurídicos para informar a las mujeres sobre sus 
derechos.

5.0	 Consideraciones para los contextos  
afectados por crisis 

Para recursos específicos y orientación sobre cómo incorporar los derechos y necesidades 
de las mujeres en la justicia penal en situaciones de crisis, consulte los siguientes recursos:

•	 UNODC, Manual sobre las dimensiones de género de las respuestas de la justicia penal 
al terrorismo, (de próxima publicación) 

•	 Servicio Penitenciario del Canadá, Servicio de Prisiones y Libertad Vigilada de Suecia, 
Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz (DOMP), Reforma Penal 
Internacional y Asociación Africana de Mujeres en el Sistema Penitenciario, “Prácticas 
eficaces con perspectiva de género para el tratamiento de las reclusas”. (Inédito), 
(2016)

•	 DOMP, UNODC y PNUD, Una lista de verificación para la evaluación de la prisión en 
entornos posteriores a un conflicto, (2014)

•	 UNODC y el Instituto Estadounidense de la Paz, Reforma de la justicia penal en los 
Estados que salen de un conflicto: guía para profesionales, (2011)

•	 Julie Ashdown y Mel James, Mujeres en detención, (2010) 
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http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/FINAL_GFP_Prison_Evaluation_Checklist_-_July_2014.pdf
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/FINAL_GFP_Prison_Evaluation_Checklist_-_July_2014.pdf
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/11-83015_Ebook.pdf
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/11-83015_Ebook.pdf
https://www.icrc.org/eng/assets/files/other/irrc-877-ashdown-james.pdf
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Apéndice II: Estudios de caso en países 

Creación de un entorno propicio para el acceso  

de las mujeres a la justicia

Leyes formales 

RECUADRO A.4.1  Legislación que ofrece alternativas para las mujeres delincuentes 

En Argentina, la ley permite que los jueces dispongan que las madres de niños menores de cinco años 
o de una persona con discapacidad, a su cargo, cumplan su pena impuesta en detención domiciliaria 
(ley n.º 26.472 de 2009).

En Costa Rica, la ley sobre drogas (n.º 8204 de 2013, enmendada por la ley n.º 9161) permite al juez 
imponer medidas alternativas a la prisión (por ejemplo, detención domiciliaria, libertad asistida y liber­
tad restringida con dispositivos electrónicos) para las mujeres condenadas por transportar drogas a las 
cárceles si se puede mostrar una prueba de vulnerabilidad. Estas incluyen condición de pobreza, que 
sea jefa de hogar en condición de vulnerabilidad, tenga bajo su cargo personas menores de edad, adul­
tas mayores o personas con cualquier tipo de discapacidad o que sea una persona adulta mayor en 
condiciones de vulnerabilidad.

En Ecuador, las personas que trafican cantidades pequeñas de drogas pueden obtener sentencias re­
ducidas y las mujeres condenadas pueden recibir indultos por violaciones de microtráfico. 

En Kazajistán, la sentencia de una mujer puede suspenderse si tiene un hijo de hasta 14 años de edad, 
excepto para aquellas que hayan sido condenadas a cinco años o más por delitos graves o especial­
mente graves (Código Penal de la República de Kazajistán, artículo 72).

En Rusia, una sentencia puede aplazarse y luego reducirse o anularse para las mujeres embarazadas o 
las que tienen hijos menores de 14 años, con excepción de las “condenadas a sentencias de cárcel su­
periores a cinco años por delitos graves y especialmente graves” (Código Penal de la Federación Rusa, 
artículo 82).

En el caso de M contra El Estado, el Tribunal Constitucional de Sudáfrica suspendió la pena de cárcel 
de una madre y única cuidadora de tres hijos menores de edad, teniendo en cuenta los efectos negati­
vos del encarcelamiento de la madre en el desarrollo del niño (por ejemplo, pérdida del hogar y de la 
comunidad, interrupción de las rutinas y del transporte escolares y la posible separación de sus herma­
nos) y enfatizando que se debe considerar el interés superior de los niños en los procedimientos que 
puedan tener un efecto en sus vidas.

Fuentes: UNODC, Nota informativa para profesionales de la justicia penal sobre medidas no privativas de la liber­

tad para las mujeres delincuentes, pág. 11, (Viena, n.d.); Biblioteca del Congreso, “Despenalización de los estupe­

facientes: Costa Rica”, (28 de julio de 2016); UNODC, Manual sobre mujeres y encarcelamiento, pág. 121; María Noel 

Rodríguez (UNODC), “Implementación de las Reglas de Bangkok en América Latina: Mejores prácticas”, en Insti­

tuto de las Naciones Unidas de Asia y el Lejano Oriente para la Prevención del Delito y el Tratamiento del Delin­

cuente (UNAFEI), Informe del taller, Treceavo congreso de las Naciones Unidas sobre prevención del delito y jus­

ticia penal, Doha, Catar, del 12 al 19 de abril de 2015, pág. 46, (Tokio, 2016).

Leyes informales

RECUADRO A.4.2  Vinculación de los principios de la justicia indígena con rehabilitación  

y reintegración

En el Ecuador, sobre la base de la Constitución del país, las mujeres indígenas han elaborado sus pro­
pios “Reglamentos de buena convivencia”, en consonancia con los principios indígenas en materia de 
justicia, en los que se aborda la rehabilitación y reinserción de las mujeres delincuentes y los niños en 
conflicto con la ley. Las reglas estipulan que no se utilizará violencia ni discriminación al ejercer la jus­
ticia indígena.

Fuente: Naciones Unidas, Decimotercer congreso de las Naciones Unidas sobre prevención del delito y justicia 

penal, “Documento de antecedentes”, Seminario 1, párr. 23, 27 de enero de 2015, A/CONF.222/10.

https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Information_note_BKK_Rules.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Information_note_BKK_Rules.pdf
https://www.loc.gov/law/help/decriminalization-of-narcotics/costarica.php#_ftn15.
https://www.loc.gov/law/help/decriminalization-of-narcotics/costarica.php#_ftn15.
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Manual_Mujeres_2da_edicion.compressed.pdf
http://www.unafei.or.jp/english/pdf/13th_Congress/01_WholeText.pdf
http://www.unafei.or.jp/english/pdf/13th_Congress/01_WholeText.pdf
https://www.unodc.org/documents/congress//Documentation/A-CONF.222-10/ACONF222_10_e_V1500550.pdf
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Políticas y presupuestos del sector de la justicia 

RECUADRO A.4.3  Directrices de sentencia en materia de delitos de drogas en Inglaterra y Gales

En 2012, el Consejo sobre condenas para Inglaterra y Gales emitió las directrices de sentencias para 
delitos de drogas. Contemplan siete categorías de delitos: introducción o extracción de drogas contro­
ladas al país o desde este, suministro u oferta de suministro, posesión con fines de proveerla a otra 
persona, producción, cultivo de la planta cannabis, permitir el uso de instalaciones y posesión de sus­
tancias controladas. Por cada delito se explicitan rangos específicos de ofensa, los cuales estipulan la 
sentencia mínima y máxima aplicable que se puede otorgar. Se toman en cuenta estos factores: moda­
lidad del delito, tipo y cantidad de sustancia y el rol del infractor (papel de liderazgo, significativo o 
menor). A su vez, se establecen factores atenuantes y agravantes. Estas directrices tuvieron un impac­
to principalmente en las sentencias de mujeres. En promedio, estas sentencias se redujeron a la mitad. 
En el caso de posesión personal, desde 1998 se ha puesto preferencia en programas de remisión o 
derivación. Por lo general, se dirimen con una amonestación verbal o multas.

Fuente: Secretaría Técnica del Grupo de Trabajo sobre Alternativas al Encarcelamiento, Informe técnico sobre al­

ternativas al encarcelamiento para delitos relacionados con las drogas, pág. 31, (Washington, D.C., Comisión Inte­

ramericana para el Control del Abuso de Drogas y la OEA, 2015). 

RECUADRO A.4.4  Programación para la asistencia jurídica en el Estado de Palestina

ONU-Mujeres tiene un acuerdo con el Departamento del Centro de Rehabilitación Correccional para la 
prestación de orientación jurídica en todas las cárceles de mujeres. A través de este acuerdo, se ha 
establecido una estrecha relación entre los abogados que visitan regularmente a las reclusas para ofre­
cer orientación jurídica y los abogados del colegio de abogados en el Estado de Palestina que se es­
pecializan en casos de violencia contra las mujeres. En asociación con el PNUD, ONU-Mujeres también 
respaldó el establecimiento de un Consejo de Justicia sobre Cuestiones de Género, administrado por 
abogadas que trabajan con las prisiones para brindar servicios de asistencia jurídica a las reclusas.

Fuente: ONU-Mujeres, “Análisis de los informes anuales de países”, (2015). (Inédito).

RECUADRO A.4.5  Enfoque en la gestión penitenciaria para mujeres en Panamá 

En el marco de un proyecto de la UNODC sobre la reforma penitenciaria, en Panamá se lograron resul­
tados notables en el ámbito del tratamiento de las mujeres encarceladas. En primer lugar, se estableció 
un grupo de trabajo interinstitucional encargado de mejorar las condiciones de las reclusas. A conti­
nuación se ejecutó un programa especializado centrado en las reclusas, concebido de conformidad con 
las Reglas de Bangkok, y se preparó un folleto informativo para ellas. En relación con la educación y 
formación, la Universidad de Panamá creó una división dentro de la cárcel de mujeres de la Ciudad de 
Panamá en la que más de 60 reclusas cursan actualmente distintos estudios universitarios. Además, 
aumentaron la cantidad y calidad de las actividades de reinserción destinadas a las mujeres, en par­
ticular mediante nuevos proyectos productivos, entre ellos uno relativo a la hidroponía. El personal 
penitenciario recibió formación sobre las cuestiones de género y la UNODC preparó un curso en lí­
nea sobre su manual relativo a las mujeres y la reclusión que los interesados pueden seguir a su propio 
ritmo.

Fuentes: A/CONF.222/10, párr. 22 y Rodríguez (UNODC), “Implementación de las Reglas de Bangkok en América 

Latina: Mejores prácticas”, en UNAFEI, Informe del taller, p. 44.

http://www.cicad.oas.org/apps/Document.aspx?Id=3202
http://www.cicad.oas.org/apps/Document.aspx?Id=3202
https://www.unodc.org/documents/congress//Documentation/A-CONF.222-10/ACONF222_10_e_V1500550.pdf
http://www.unafei.or.jp/english/pdf/13th_Congress/01_WholeText.pdf
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RECUADRO A.4.6  Ejemplos de programas de reintegración en el Afganistán, el Estado  

de Palestina, la República Dominicana y Yemen

Afganistán: En Kabul y Mazar-e-Sharif, la UNODC, en asociación con el Gobierno de Afganistán y la ONG 
Mujeres para Mujeres Afganas, apoya dos casas de transición para mujeres que son liberadas de las 
prisiones. Las casas de transición ofrecen a las mujeres instrucción en lectura, escritura y aritmética, 
clases de destrezas para la vida, orientación vocacional, cuidado básico de la salud, orientación y me­
diación familiar. Los centros también facilitan reuniones familiares conforme sean necesarias. El progra­
ma ofrece a las mujeres un mínimo de seis meses de seguimiento y asistencia para facilitar su reinte­
gración en la comunidad. 

República Dominicana: El Modelo de Gestión Penitenciaria facilita la promoción y el desarrollo de ac­
tividades educativas en los Centro de Corrección y Rehabilitación (CCR) en diversos niveles y modali­
dades. El Ministerio de Educación apoya una política educativa y es implementada por las instituciones 
locales de formación vocacional y técnica. Se desarrollan relaciones institucionales con agentes priva­
dos, gubernamentales y de la sociedad civil, tanto a nivel nacional como local, para la asistencia técni­
ca y el apoyo logístico y financiero. Para que las personas detenidas tengan acceso a posibilidades 
educativas similares a las que se ofrecen en un entorno libre, el Modelo de Gestión Penitenciaria ofrece 
diversas opciones educativas que incluyen: educación formal (básica, media y bachillerato), tecnología, 
artes, cultura, recreación/deportes y educación en valores. La alfabetización es una actividad obligato­
ria. La educación universitaria se ofrece en las instalaciones y la educación especial se ofrece a las 
personas reclusas con discapacidades de aprendizaje. 

Estados de Palestina: ONU-Mujeres apoya al Ministerio de Asuntos Sociales en la implementación de 
las reglas de derechos humanos para las reclusas, así como para que la administración penitenciaria 
integre la asistencia jurídica, la formación profesional y las actividades que generan ingresos en las re­
formas penitenciarias. 

Yemen: El Ministerio de Derechos Humanos, con el apoyo financiero del Gobierno de Alemania, ha es­
tablecido la Casa de Cuidado Social para mujeres en Adén para facilitar la reintegración de mujeres que 
han sido liberadas de la prisión. Los asociados al proyecto incluyen la Fundación Árabe para el Apoyo 
a Mujeres y Menores y la Prisión al-Mansura. La Casa de Cuidado Social de Adén ayuda a las mujeres 
que están en prisión, como así también a las que han sido liberadas, a ganar sus propios ingresos en 
vez de tener que depender de sus familias. Al ser liberadas, muchas mujeres no pueden retornar a sus 
familias debido a que han cometido “delitos morales” y corren el riesgo de enfrentar violencia y abuso 
si regresan. La Casa de Cuidado Social también aloja a mujeres víctimas de violencia y ofrece opor­
tunidades de educación, formación vocacional y clases de alfabetización. Las mujeres tienen acceso a 
asistentes sociales, médicos, psicólogos y voluntarios que proveen el apoyo que ellas necesitan. Hay 
abogadas mujeres que también ofrecen ayuda jurídica a las mujeres para navegar por el sistema jurídi­
co. Todas las residentes han aprendido a leer y escribir y se han capacitado en manualidades. 

Fuentes: UNODC, Guía de Introducción a la Prevención de la Reincidencia y la Reintegración Social de Delincuen­

tes, Series de guías de justicia penal, págs. 126 y 127, (Nueva York, Naciones Unidas, 2012); A/CONF.222/10, párr. 

21; Sandra Fernández, “Mujeres en contexto de encierro: Impacto de la Reforma Penitenciaria en los centros co­

rreccionales femeninos de la República Dominicana”, en UNAFEI, Informe del taller, págs. 77-81; y ONU-Mujeres, 

“Análisis de los informes anuales de países”.

Creación de instituciones de justicia eficaces, que rindan 

cuentas y atiendan la perspectiva de género

Accesibilidad

RECUADRO A.4.7  Ejemplos de iniciativas para madres y niños detenidos en América Latina 

La detención en el hogar o la suspensión de la sentencia para mujeres embarazadas o madres con niños 
pequeños es una práctica que se aplica ampliamente en América Latina. Otros programas procuran dar 
apoyo a las mujeres con hijos en las cárceles.

https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/UNODC_SocialReintegration_ESP_LR_final_online_version.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/UNODC_SocialReintegration_ESP_LR_final_online_version.pdf
https://www.unodc.org/documents/congress//Documentation/A-CONF.222-10/ACONF222_10_e_V1500550.pdf
http://www.unafei.or.jp/english/pdf/13th_Congress/01_WholeText.pdf
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•	 Costa Rica: Una cárcel para mujeres en San José tiene un sector para mujeres embarazadas y ma­
dres con hijos menores de 3 años. Otra guardería carcelaria en Santa María atiende a niños mayores 
de un año y la dirige una ONG. 

•	 Perú: En la guardería de la cárcel de mujeres de Chorrillo I, en Lima, el Ministerio de Educación 
pone a disposición maestros, materiales pedagógicos y talleres para madres. 

•	 Uruguay: El hogar maternal extramuros “El Molino” en Montevideo aloja a madres y niños de hasta 
4 años. Una guardería fuera de la prisión, “Pájaros pintados”, atiende a los hijos de las reclusas, a 
los hijos del personal y a los niños de la comunidad local. 

Fuente: Rodríguez (UNODC), “Implementación de las Reglas de Bangkok en América Latina: Mejores prácticas”, 

en UNAFEI, Informe del taller, p. 46.

RECUADRO A.4.8  Ejemplos de apoyo a madres y niños en las cárceles de la India y Kenia

Medidas para ayudar a las mujeres encarceladas con sus hijos: Los regímenes flexibles y los programas 
apropiados para las mujeres embarazadas, las madres en período de lactancia y las mujeres con niños 
en la cárcel deberían incluir la prestación de instalaciones o arreglos para el cuidado de los niños a fin 
de que las reclusas con niños puedan participar en las actividades de la cárcel. Además, las madres y 
sus hijos deben contar con servicios de atención de la salud, alimentación adecuada y ejercicio. 

India: En el año 2007 el Gobierno de India decidió aumentar drásticamente la cantidad de hogares co­
rreccionales para mujeres administrados por los Departamentos de Desarrollo de la Mujer y el Niño y 
de Bienestar Social. Las mujeres embarazadas y las mujeres con niños son alojados en esos hogares 
correccionales que, entre otras cosas, supervisan la educación de los niños, su vacunación y programas 
de nutrición especiales.

Kenia: El Servicio Penitenciario de Kenia reconoce la importancia de ofrecer a cada madre un kit para 
su bebé que contenga los siguientes objetos: ropa variada para bebé, dos cobijas para bebé, dos sába­
nas pequeñas, una toalla mediana, un par de bombachas de plástico, una docena de pañales, una hoja 
de plástico para colocar debajo de la sábana y proteger la cuna, una barra de jabón, un frasco de vase­
lina (para las rozaduras), un biberón, una cuchara y un plato. Las madres pueden tener a sus bebés 
hasta los dos o tres años de edad y se les permite permanecer juntos en celdas que comparten con 
otras mujeres. Las guardianas de la prisión son mujeres entrenadas para ser sensible a las necesidades 
de las madres encarceladas.

Fuentes: UNODC, Guía de Introducción a la Prevención de la Reincidencia y la Reintegración Social de Delincuen­

tes, pág. 124 y A/RES/65/229, Anexo, Reglas 42, 48.

Buena calidad

RECUADRO A.4.9  Ejemplos de programas de desarrollo de capacidades para los agentes de la justicia

En el Brasil, el Ministerio de Justicia, en cooperación con el Departamento Penitenciario Nacional, ha es­
tablecido escuelas especializadas para el personal penitenciario y cursos de posgrado sobre la gestión 
de prisiones con una perspectiva de género.

El DOMP se centra principalmente en capacitar funcionarios de asuntos judiciales, funcionarios de pri­
siones y policías de las Naciones Unidas. El DOMP ha incorporado la capacitación con perspectiva de 
género en la capacitación previa al envío del personal penitenciario proporcionado por el Gobierno, 
que incluye las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos y las Reglas mínimas para el trata­
miento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes (Reglas de 
Bangkok). El DOMP también publicó en 2015 el Manual sobre cuestiones de género de la UNPOL como 
repertorio de procesos, procedimientos y plantillas estandarizados sobre la incorporación de la pers­
pectiva de género en la labor policial en las operaciones de mantenimiento de la paz, con base en las 
buenas prácticas. 

Fuentes: A/CONF.222/10{3]{4], párr. 23 y ONU-Mujeres y PNUD, Mejorar el acceso de las mujeres a la justicia: 

Durante y después de un conflicto: Mapeo del compromiso de la ONU con el estado de derecho, pág. 34, (Nueva 

York, 2014). 

http://www.unafei.or.jp/english/pdf/13th_Congress/01_WholeText.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/UNODC_SocialReintegration_ESP_LR_final_online_version.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/UNODC_SocialReintegration_ESP_LR_final_online_version.pdf
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Bangkok_Rules_ENG_22032015.pdf
https://www.unodc.org/documents/congress//Documentation/A-CONF.222-10/ACONF222_10_e_V1500550.pdf
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RECUADRO A.4.10  Aumento en la cantidad de funcionarias penitenciarias en el Japón

Un estudio en Japón reveló que la mitad de las agentes de policía que trabajan en las cárceles de mu­
jeres tienen entre 20 y 30 años de edad, y que muchas de ellas tienen experiencia limitada. Supone que 
las agentes renuncian a su trabajo cuando llegan a los 30 años. Esto se debió a las largas e irregulares 
jornadas laborales, al alto nivel de estrés de las agentes y a la carga que supone trabajar con reclusas 
difíciles. Por tanto, las autoridades penitenciarias decidieron que era una prioridad fundamental mejo­
rar el apoyo a las jóvenes agentes, en especial teniendo en cuenta el aumento en la cantidad de reclusas 
en general. A fin de garantizar el empleo estable de las agentes penitenciarias, desarrollar su capacidad 
y mejorar su entorno laboral, las autoridades pusieron en marcha la “Acción Margarita” para mejorar las 
condiciones en las cárceles de mujeres. Los compromisos incluían un nuevo plan de contratación para 
aumentar la cantidad de mujeres policías; promover la reincorporación al empleo de las agentes; mejo­
rar el contenido de la capacitación de las funcionarias de alto rango; oportunidades de ascenso a pues­
tos administrativos; ampliación de las categorías de empleos para las agentes; oportunidades para el 
intercambio de opiniones e información entre las agentes; y promover las relaciones públicas o mejorar 
la imagen pública de las agentes. 

Fuente: Masako Natori, “Creación de capacidad de las funcionarias penitenciarias: a partir de la perspectiva de la 

administración de las cárceles de mujeres en Japón”, en UNAFEI, Informe del taller, págs. 87-92. 

Apéndice III: Recursos adicionales

Instrumentos internacionales

•	 La ACNUDH y la Barra Internacional de Abogados, Los derechos humanos en la administra­
ción de justicia: Un manual de derechos humanos para jueces, fiscales y abogados, (2008) 

•	 Resolución 61/177 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Convención Internacional 
para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, (2006)

•	 ECOSOC de las Naciones Unidas (Apéndice), Conjunto de principios actualizado para la pro­
tección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad, (2005)

•	 Resolución 60/147 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Principios y directrices bá­
sicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internaciona­
les de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a in­
terponer recursos y obtener reparaciones, (2005)

•	 Resolución 57/199 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Convención contra la Tor­
tura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, (2002)

•	 Resolución 55/89 (recomendada) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Principios 
relativos a la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crue­
les, inhumanos o degradantes, (2000)

•	 Resolución 47/133 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Declaración sobre la pro­
tección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, (1992)

•	 Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delin­
cuente, Principios básicos sobre la función de los abogados, (1990) 

•	 Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delin­
cuente, Principios Básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funciona­
rios encargados de hacer cumplir la ley, (1990) 

http://www.unafei.or.jp/english/pdf/13th_Congress/01_WholeText.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/training9add1.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/training9add1.pdf
https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/IntConventionEnforcedDisappearance.aspx
https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/IntConventionEnforcedDisappearance.aspx
http://undocs.org/es/E/CN.4/2005/102/Add.1
http://undocs.org/es/E/CN.4/2005/102/Add.1
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/OPCAT.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/OPCAT.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/EffectiveInvestigationAndDocumentationOfTorture.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/EffectiveInvestigationAndDocumentationOfTorture.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/EffectiveInvestigationAndDocumentationOfTorture.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/EnforcedDisappearance.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/EnforcedDisappearance.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RoleOfLawyers.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/UseOfForceAndFirearms.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/UseOfForceAndFirearms.aspx
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•	 Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delin­
cuente, Directrices sobre la función de los fiscales, (1990)

•	 Resolución 1989/65 (recomendada) del ECOSOC de las Naciones Unidas, Principios relativos 
a una eficaz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias, 
(1989)

•	 Resolución 43/173 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Conjunto de Principios 
para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión, 
(1988) 

•	 Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del De­
lincuente, Principios básicos relativos a la independencia de la judicatura, (1985) 

•	 Resolución 40/34 de la Asamblea General de las Naciones Unidas,  Declaración sobre los prin­
cipios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder, (1985) 

•	 Resolución 1984/50 del ECOSOC (aprobada) de las Naciones Unidas Salvaguardas para ga­
rantizar la protección de los derechos de los condenados a la pena de muerte, (1984)

•	 Resolución 39/46 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Convención contra la Tor­
tura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, (1984) 

•	 Resolución 37/194 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Principios de ética médica 
aplicables a la función del personal de salud, especialmente los médicos, en la protección de 
personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, (1982)

•	 Resolución 34/169 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Código de conducta para 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, (1979)

•	 Resolución 3452(XXX) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Declaración sobre la 
protección de todas las personas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes, (1975) 

Acceso a la asistencia jurídica

•	 UNODC, Ley Modelo sobre asistencia jurídica en sistemas de justicia penal con comentarios, 
(2017)

•	 PNUD, Prestación de servicios de asistencia jurídica: Una guía sobre la programación en Áfri­
ca, (2014)

•	 UNODC y PNUD, Manual sobre el acceso temprano a la asistencia jurídica en los procesos de 
justicia penal: Un manual para encargados de formular políticas y profesionales, (2014) 

•	 PNUD, Programación para la justicia: Acceso para todos: Guía del profesional para un enfoque 
basado en los derechos humanos para el acceso a la justicia, (2005) 

http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RoleOfProsecutors.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/ArbitraryAndSummaryExecutions.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/ArbitraryAndSummaryExecutions.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/DetentionOrImprisonment.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/DetentionOrImprisonment.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/IndependenceJudiciary.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/VictimsOfCrimeAndAbuseOfPower.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/VictimsOfCrimeAndAbuseOfPower.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/DeathPenalty.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/DeathPenalty.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CAT.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CAT.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/MedicalEthics.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/MedicalEthics.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/MedicalEthics.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/MedicalEthics.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/LawEnforcementOfficials.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/LawEnforcementOfficials.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/DeclarationTorture.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/DeclarationTorture.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/DeclarationTorture.aspx
https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/LegalAid/Model_Law_on_Legal_Aid.pdf
http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/democratic-governance/access_to_justiceandruleoflaw/legal-aid-service-provision.html
http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/democratic-governance/access_to_justiceandruleoflaw/legal-aid-service-provision.html
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/eBook-early_access_to_legal_aid.pdf
http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/eBook-early_access_to_legal_aid.pdf
https://www.un.org/ruleoflaw/files/Justice_Guides_ProgrammingForJustice-AccessForAll.pdf
https://www.un.org/ruleoflaw/files/Justice_Guides_ProgrammingForJustice-AccessForAll.pdf
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NOTAS FINALES

1	 Los términos “arresto”, “persona detenida” y “persona presa” se entienden tal como se definen en la 

Resolución 43/173 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Conjunto de principios para la 

protección de todas las personas sometidas a cualquier forma detención o prisión, Anexo, párrs. (a)-(c), 

9 de diciembre de 1988, A/RES/43/173.

2	 Roy Walmsley, Lista mundial de mujeres encarceladas, mujeres y niñas en instituciones penales, incluidas 

las que se encuentran en prisión preventiva o en reclusión, 3a ed., pág. 2, (Londres, World Prison Brief e 

Instituto de Investigación sobre Políticas Penales, 2015).

3	 Naciones Unidas, Asamblea General, Nota del Secretario General, Causas, condiciones y consecuencias 

de la encarcelación para las mujeres, párrs. 5-32, 21 de agosto de 2013, A/68/340. Esta nota fue elabora­

da por la Relatora Especial sobre la violencia contra las mujeres, sus causas y consecuencias, Rashida 

Manjoo.

4	 UNODC, Manual sobre mujeres y encarcelamiento: 2a edición, con referencia a las Reglas de las Naciones 

Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mujeres 

delincuentes (Reglas de Bangkok), Serie de manuales de justicia penal, pág. 4, (Publicación de las 

Naciones Unidas, Núm. de venta E.14.IV.3).

5	 Rosemary Barberet, Mujeres, delitos y justicia penal: investigación global, pág. 33, (Abingdon, Routledge, 

2014).

6	 Resolución 65/229 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Reglas de las Naciones Unidas para 

el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes (Reglas 

de Bangkok), Anexo, Regla 66, 21 de diciembre de 2010, A/RES/65/229 y Naciones Unidas, ECOSOC, 

Informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos al Consejo Económico 

y Social, Principios y Directrices recomendados sobre los derechos humanos y la trata de personas, 

Adendo, Directrices 4-6, 20 de mayo de 2002, E/2002/68/Add.1.

7	 Naciones Unidas, Comité de la CEDAW, Recomendación general núm. 33 sobre el acceso de las mujeres a 

la justicia, párr. 49, 3 de agosto de 2015, CEDAW/C/GC/33.

8	 Stephanie S. Covington y Barbara E. Bloom, “Justicia con enfoque de género: las mujeres en el sistema 

de justicia penal”, en Justicia con enfoque de género: trato de las mujeres delincuentes, Barbara E. 

Bloom, ed., págs. 2-4, (Durham, Carolina del Norte, Carolina Academic Press, 2003).

9	 A/RES/43/173, Anexo, párr. (a).

10	 UNODC, Manual sobre los principios básicos y las prácticas prometedoras en relación con las alternativas 

al encarcelamiento, Serie de manuales de justicia penal, pág. 44, (Publicación de las Naciones Unidas, 

Núm. de venta E.07.XI.2).

11	 Diccionario jurídico de Merriam-Webster, “Custody” (custodia) disponible en https://www.merriam-webs­

ter.com/dictionary/custody#legalDictionary (consultado el 15 de marzo de 2018).

12	 UNODC, Manual sobre estrategias para reducir el hacinamiento en las prisiones, p. 185.

13	 A/RES/43/173, Anexo, párr. (d).

14	 A/RES/43/173, Anexo, párr. (e).

15	 UNODC, Manual sobre estrategias para reducir el hacinamiento en las prisiones, p. 97.

16	 Ibid., Anexo, párr. (f).

17	 Resolución 45/110 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Reglas mínimas de las Naciones 

Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad (Reglas de Tokio), Anexo, Regla 2.1, 14 de diciembre 

de 1990, A/RES/45/110.

18	 Diccionario jurídico de Merriam-Webster, “Penal” disponible en https://www.merriam-webster.com/

dictionary/penal#legalDictionary (consultado el 15 de marzo de 2018).

19	 Ibid., Anexo, párr. (b).

https://www.merriam-webster.com/dictionary/custody#legalDictionary
https://www.merriam-webster.com/dictionary/custody#legalDictionary
https://www.merriam-webster.com/dictionary/penal#legalDictionary.
https://www.merriam-webster.com/dictionary/penal#legalDictionary.
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20	 UNODC, Manual sobre estrategias para reducir el hacinamiento en las prisiones, Serie de manuales de 

justicia penal, pág. 181, (Nueva York, Naciones Unidas, 2013). Elaborado en cooperación con el CICR.

21	 Ibid., Anexo, párr. (c).

22	 Resolución 40/34 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Declaración sobre los principios 

fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder, Anexo, párr. 1, 29 de 

noviembre de 1985, A/RES/40/34.

23	 El marco jurídico internacional relativo a las niñas y los niños en conflicto con la ley también incluye: 

Resolución 40/33 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Reglas mínimas de las Naciones 

Unidas para la administración de la justicia de mejores (Reglas de Beijing), 29 de noviembre de 1985,  

A/RES/40/33; Resolución 44/25 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Convención sobre los 

Derechos del Niño, 20 de noviembre de 1989, A/RES/44/25; Resolución 45/112 de la Asamblea General 

de las Naciones Unidas, Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil 

(Directrices de Riad), 14 de diciembre de 1990, A/RES/45/112; Resolución 45/113 de la Asamblea General 

de las Naciones Unidas, Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de la 

libertad, 14 de diciembre de 1990, A/RES/45/113; Resolución 69/194 de la Asamblea General de las 

Naciones Unidas, Estrategias y Medidas Prácticas Modelo de las Naciones Unidas para Eliminar la 

Violencia contra los Niños en el Ámbito de la Prevención del Delito y la Justicia Penal, 18 de diciembre de 

2014, A/RES/69/194; y Naciones Unidas, ECOSOC, Resolución 1997/30, Administración de la justicia de 

menores, Anexo, 21 de julio 1997, E/RES/1997/30.

24	 Consulte el Anexo de la Resolución 2002/13 de las Naciones Unidas y ECOSOC, Medidas para promover 

la prevención eficaz del delito, 24 de julio de 2002, E/RES/2002/13.

25	 Consulte la Resolución 65/228 de la Asamblea General del Anexo las Naciones Unidas, Fortalecimiento 

de las respuestas en materia de prevención del delito y justicia penal a la violencia contra la mujer, 21 de 

diciembre de 2010, A/RES/65/228.

26	 Constitución de Sudán de 2005, Art. 36 y Constitución de Sudán del Sur de 2011 enmendada en 2013, 

Art. 21.

27	 ONU-Mujeres, Tablero, Base de Datos Global de Género e Igualdad Constitucional, (2016), disponible en 

http://constitutions.unwomen.org/en/dashboard (consultado el 15 de marzo de 2018).

28	 En la actualidad, solamente en Sudáfrica se prevén disposiciones inclusivas (en materia de raza y género) 

sobre la composición de los órganos constitucionales. Consulte la Constitución de la República de 

Sudáfrica de 1996 con enmiendas hasta 2012, secc. 174.

29	 Nota Orientativa del Secretario General de las Naciones Unidas, Asistencia de las Naciones Unidas a los 

procesos de elaboración de constituciones, págs. 3-5, (Nueva York, 2009) establece algunas directrices 

generales sobre la reforma constitucional y recomienda garantizar la consulta con todos los grupos de la 

sociedad, incluidas las mujeres.

30	 UNODC, Manual sobre mujeres y encarcelamiento, pág. 124.

31	 “El adulterio tipificado como delito penal viola los derechos humanos de las mujeres”, consulte Naciones 

Unidas, Consejo de Derechos Humanos, Informe del Grupo de Trabajo sobre la cuestión de la discrimina-

ción contra la mujer en la legislación y en la práctica, párr. 49, 2 de abril de 2015, A/HRC/29/40 y 

UNODC, Manual sobre mujeres y encarcelamiento, pág. 123.

32	 CEDAW/C/GC/33, párrs. 49, 51(I).

33	 Consulte A/68/340, párrs. 19-20 y UNODC, Manual sobre mujeres y encarcelamiento, pág. 123.

34	 Consultar el debate de la jurisprudencia de la India sobre “provocación grave y repentina” y “provocación 

sostenida” en Linklaters LLP para la Reforma Penal Internacional, Mujeres que matan en respuesta a la 

violencia doméstica: ¿Cómo responden los sistemas de justicia penal?, pág. 56, (Londres, 2016).

35	 Ibid., págs. 5-6.

36	 Esto podría considerarse como una pena cruel que infringe la Resolución 39/46 de la Asamblea General 

de las Naciones Unidas, Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes, 10 de diciembre de 1984, A/RES/39/46.

37	 UNODC, Manual sobre mujeres y encarcelamiento, pág. 124.

http://constitutions.unwomen.org/en/dashboard
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38	 La Regla 59 del Anexo de la A/RES/65/229 establece que “En general, se utilizarán medios de protec­

ción que no supongan privación de la libertad, como albergues administrados por órganos independien­

tes, organizaciones no gubernamentales u otros servicios comunitarios, para brindar protección a las 

mujeres que la requieran. Se aplicarán medidas temporales de privación de la libertad para proteger a 

una mujer únicamente cuando sea necesario y lo haya solicitado expresamente la interesada, y en todos 

los casos bajo la supervisión de las autoridades judiciales u otras autoridades competentes. Se dejarán 

de aplicar esas medidas de protección si se opone a ellas la interesada”.

39	 A/68/340, párr. 22.

40	 Resolución 67/187 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Principios y directrices de las 

Naciones Unidas sobre el acceso a la asistencia jurídica en los sistemas de justicia penal Anexo, párr. 14, 

20 de diciembre de 2012, A/RES/67/187.

41	 Ibid., Anexo, párrs. 32-33.

42	 Ibid., Anexo, párr. 26.

43	 Ibid., Anexo, párr. 31.

44	 Ibid., Anexo, párrs. 37-38.

45	 Ibid., párrs. 52, 63-66.

46	 UNODC, Manual sobre los principios básicos y las prácticas prometedoras en relación con las alternativas 

al encarcelamiento, pág. 70.

47	 UNODC, Manual sobre mujeres y encarcelamiento, pág. 108. Para obtener más información sobre 

alternativas al encarcelamiento, consulte UNODC, Manual sobre programas de justicia restaurativa, Serie 

de manuales de justicia penal, pág. 13-32, (Publicación de las Naciones Unidas, Núm. de venta E.06.V.15).

48	 Esto es muy importante, no solamente como prevención del delito, sino también como parte de la 

respuesta y la asistencia que se proporciona a las mujeres en conflicto con la ley. Para más información 

sobre los enfoques de prevención del delito, consulte la UNODC y Centro Internacional para la Preven­

ción de la Criminalidad, Manual sobre la aplicación eficaz de las directrices para la prevención del delito: 

Hacer que funcionen, Serie de manuales de justicia penal, (Publicación de las Naciones Unidas, Núm. de 

venta E.10.IV.9) y A/RES/65/229, Anexo, Reglas 67 y 69.

49	 Una investigación similar sobre las niñas en conflicto con la ley identificó los factores de riesgo relevantes 

que deben abordarse en las políticas de prevención del delito, entre los que se incluyen los siguientes: 

factores familiares, abuso sexual o físico, problemas escolares, actividad sexual temprana, asociación con 

pares y pandillas delincuentes, y abuso de sustancias. Consulte Covington y Bloom, “Justicia con enfoque 

de género: las mujeres en el sistema de justicia penal”, en Gendered Justice: Addressing Female 

Offenders, pág. 10.
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1.0	Resumen

1.1	 ¿Por qué la programación a nivel del país?
El desarrollo requiere un cambio transformador a nivel del país, que se pueda lograr a tra­
vés de una programación efectiva por parte de los equipos de las Naciones Unidas en el 
país (UNCT). Por lo tanto, es fundamental identificar los puntos de entrada para mejorar 
el acceso de las mujeres a la justicia dentro del ciclo de programación de los UNCT para 
fortalecer las dimensiones de género del trabajo del sistema de las Naciones Unidas en fa­
vor del acceso a la justicia para todos. El uso del UNCT como punto focal de la organización 
promueve el aprovechamiento de los mandatos, las sinergias y la rendición de cuentas en 
los fondos, programas y organismos de las Naciones Unidas sobre igualdad de género y 
empoderamiento de las mujeres.

Este Módulo brinda orientación sobre la mejor manera de promover el acceso de las mu­
jeres a la justicia a través de la modalidad escalonada de la hoja de ruta del MANUD.1 Iden­
tifica oportunidades y enfoques para alinearse con los tres puntos de entrada de la pro­
gramación del acceso a la justicia para las mujeres: creando un entorno propicio para el 
acceso de las mujeres a la justicia; creando instituciones de justicia eficaces, que rindan 
cuentas y atiendan la perspectiva de género; y empoderando jurídicamente a las mujeres. 
También refleja los cuatro principios del MANUD para la programación integrada, detalla­
dos en el Módulo 1: no dejar a nadie atrás; derechos humanos, igualdad de género y empo­
deramiento de las mujeres; sostenibilidad y resiliencia; y rendición de cuentas.2

1.2	 ¿Por qué es importante integrar el acceso de las 

mujeres a la justicia en el ciclo de programación?
Los ciclos de programación (u hojas de ruta) de los UNCT son los marcos institucionales 
para el establecimiento de hitos y la prestación de asistencia técnica a nivel del país. El 
ciclo de programación de cada organismo está vinculado al MANUD, que se espera refleje 
las prioridades nacionales de desarrollo de los gobiernos. 

La Resolución 71/243 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Revisión cuadrienal 
amplia de la política relativa a las actividades operacionales del sistema de las Naciones 
Unidas para el desarrollo reconoce la importancia de las alianzas y la coherencia progra­
mática para minimizar la duplicación, promover la cooperación entre los asociados de de­
sarrollo y mejorar los mandatos de los organismos individuales, mientras que se conecta la 
programación con los principios compartidos en todo el sistema de las Naciones Unidas.3 
Estos principios compartidos, oportunidades, mandatos y puntos de entrada para la pro­
gramación del acceso a la justicia para las mujeres son destacados en este módulo. 

2.0	 Nueva generación de los MANUD
La “nueva generación de los MANUD” es un término que se utiliza en las directrices del 
Marco de Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo para establecer la expecta­
tiva de que todos los nuevos MANUD responderán a los imperativos de la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible y a la naturaleza compleja y de carácter interconectado de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).4 Además de los derechos humanos y el marco 
de la Agenda 2030, toda la programación a nivel del país debe apoyarse en:

La integración del 

acceso de las mu­

jeres a la justicia 

en el ciclo de pro­

gramación garanti­

za que se le preste 

atención e impor­

tancia adecuadas y 

que se aborde en 

forma eficaz a ni­

vel del país.

Los MANUD  

ayudan a los UNCT 

a jerarquizar los 

imperativos de la 

Agenda 2030 para 

el Desarrollo  

Sostenible.

http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/71/243&Lang=S
http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/71/243&Lang=S
http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/71/243&Lang=S
https://undg.org/wp-content/uploads/2017/05/2017-UNDAF_Guidance_01-May-2017.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2017/05/2017-UNDAF_Guidance_01-May-2017.pdf
http://www.un.org/sustainabledevelopment/sustainable-development-goals/
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•	 El Informe del Secretario General, Nuevo posicionamiento del sistema de las Naciones 
Unidas para el desarrollo a fin de cumplir con la Agenda 2030: garantizar un futuro 
mejor para todos, (2017)

•	 Resolución 2282 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, (2016)

•	 Resolución 70/262 de las Naciones Unidas, Examen de la estructura de las Naciones 
Unidas para la consolidación de la paz, (2016)

Estos tres instrumentos fortalecen el enfoque de las Naciones Unidas en la prevención y el 
mantenimiento de la paz como importantes pilares del estado de derecho. Además, en su 
diseño e aplicación, todos los MANUD deben demostrar y explicar la forma en que los re­
sultados responden a las desigualdades de género y contribuyen al progreso de las mujeres 
y las niñas a través del acceso a la justicia, entre otras áreas. 

Un examen documental de los MANUD demuestra que el acceso a la justicia, en términos 
más generales, tiende a reflejarse como un tema transversal de todo el MANUD o, de ma­
nera alternativa, se integra en una serie de objetivos como la gobernanza democrática, el 
estado de derecho o la consolidación de las instituciones. Varios MANUD de nueva gene­
ración han reflejado el acceso de las mujeres a la justicia en sus marcos de planificación 
(consulte el Cuadro A.5.1 en los apéndices).

Si bien el acceso a la justicia puede servir como un punto de encuentro para el compromi­
so del sistema de las Naciones Unidas, su falta de clara prominencia en los MANUD puede 
dar lugar a que el acceso de las mujeres a la justicia (como parte de la agenda de justicia 
más amplia) sea marginado o minimizado en la planificación del MANUD, a menos que se 
tome una decisión corporativa para priorizarlo. Una forma de garantizar la visibilidad del 
acceso de las mujeres a la justicia es asegurarse de que esté plenamente anclado en los 
cuatro principios del MANUD y las oportunidades y puntos de entrada identificables, tal 
como se detalla en el Recuadro 5.1.

RECUADRO 5.1  Vinculación del acceso de las mujeres a la justicia con los principios  

del MANUD

No dejar a nadie atrás

•	 Diseñar servicios personalizados para grupos, incluidos grupos marginados y excluidos de 
mujeres

•	 La justicia debe ser accesible en zonas de difícil acceso y desatendidas 

Derechos humanos, igualdad de género y empoderamiento de las mujeres. 
•	 Usar el principio de no discriminación para abordar la discriminación en el acceso a los ser­

vicios de justicia
•	 Promover la reunión de datos administrativos y sobre los hogares, desglosados por sexo, 

sobre el alcance de los servicios de justicia
•	 Utilizar las recomendaciones y observaciones del sistema de derechos humanos en la pro­

gramación
•	 Abogar por la participación de las mujeres en las reformas y la prestación de servicios del 

sector de la justicia 

Desarrollo sostenible y resiliencia.

•	 Fortalecer las capacidades de las instituciones de justicia formales e informales y respon­
der a las evaluaciones y estrategias nacionales de capacidad

Rendición de cuentas

•	 Mejorar la vigilancia de la administración de justicia
•	 Instituir parámetros de cumplimiento para cada institución de justicia y para el sector de 

justicia en su conjunto

Los MANUD  

ayudan a los UNCT 

a dar prioridad  

a los imperativos  

de la Agenda 2030 

para el Desarrollo 

Sostenible.

El acceso a la justi­

cia como categoría 

general rara vez es 

una prioridad aisla­

da en los MANUD.

Los equipos en  

los países deben 

vincular el acceso 

de las mujeres a la 

justicia con los 

cuatro principios 

del MANUD.

http://undocs.org/es/A/72/124
http://undocs.org/es/A/72/124
http://undocs.org/es/A/72/124
http://www.securitycouncilreport.org/atf/cf/%7B65BFCF9B-6D27-4E9C-8CD3-CF6E4FF96FF9%7D/s_res_2282.pdf
https://www.un.org/en/development/desa/population/migration/generalassembly/docs/globalcompact/A_RES_70_262.pdf
https://www.un.org/en/development/desa/population/migration/generalassembly/docs/globalcompact/A_RES_70_262.pdf
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2.1	 Marcos estratégicos integrados 	
Los MANUD son la herramienta dominante de planificación estratégica en entornos de de­
sarrollo. Sin embargo, donde existe una presencia integrada de las Naciones Unidas, una 
misión de mantenimiento de la paz o una misión política, se requiere que dichas misiones 
y los UNCT desarrollen un Marco estratégico integrado (ISF).5 Los ISF promueven la cola­
boración entre la misión de las Naciones Unidas y el UNCT y reflejan los objetivos y medios 
compartidos a través de los cuales las Naciones Unidas promoverán la consolidación de la 
paz.6 Los elementos esenciales de la Política sobre la Evaluación y la Planificación Integra­
das del Secretario General contienen los requisitos mínimos y obligatorios para la reali­
zación integrada de evaluaciones y planificación tanto en situaciones de conflicto como 
posconflicto (consulte el Recuadro 5.2).7

RECUADRO 5.2  Los ISF y la evaluación y planificación integradas

A. Finalidad y justificación

2. Los procesos integrados de evaluación y planificación tienen el objetivo de maximizar el im­
pacto individual y colectivo de las actividades de consolidación de la paz específicas del con­
texto del sistema de la ONU. Existen importantes limitaciones sistémicas para la integración 
dentro de la ONU, pero, como mínimo, las entidades políticas, de mantenimiento de la paz, hu­
manitarias, de derechos humanos y de desarrollo de la organización comparten un análisis 
común y acuerdan un conjunto de objetivos estratégicos comunes para la consolidación de la 
paz, como un punto inicial para planificar e implementar sus respuestas en situaciones de con­
flicto y posconflicto.

...

C. Alcance

7. Los requisitos establecidos en esta política se aplican en todos los casos en los que se des­
pliega una operación multidimensional de mantenimiento de la paz o una misión política es­
pecial en el terreno junto con un equipo de la ONU en el país, o cuando se contempla dicha 
presencia. 

8. Esta política se enfoca en las actividades de consolidación de la paz de la ONU según se 
definen en cada contexto particular y en consonancia con los mandatos del Consejo de Segu­
ridad y los mandatos pertinentes de las entidades, organismos, fondos y programas de la ONU. 
Las actividades de la ONU en respuesta a necesidades esenciales en áreas distintas a la conso­
lidación de la paz quedan fuera del alcance de esta política. 

Fuente: Adaptado de la Política sobre la Evaluación y la Planificación Integradas de las Naciones Unidas, 

págs. 1-2, (Nueva York, 2013).

Los ISF son marcos dirigidos y controlados por los países para las transiciones de salida de 
situaciones de fragilidad, basados en convenios preparados en virtud de Un Nuevo Pacto 
para Trabajar en Estados Frágiles (Nuevo Pacto).8 Como se mencionó anteriormente en la 
Introducción, los cinco PSG desarrollados en virtud del Nuevo Pacto son: (1) política legíti­
ma; (2) seguridad; (3) justicia; (4) fundamentos económicos; e (5) ingresos y servicios.9 
Las sinergias con los procesos posconflicto y de consolidación de la paz dependerán del 
contexto del país. El único ejemplo existente de un ISF es el de la Misión de Asistencia de 
las Naciones Unidas en Somalia, que aunque se encuentra en proceso de revisión, sirve 
como un buen ejemplo de cómo un ISF puede integrar las dimensiones de género del con­
tenido y los resultados de la justicia. Esto se refleja en la tercera área de resultados (PSG 3: 
Justicia) del Marco estratégico integrado 2014-2016 de Somalia (consulte el Recuadro A.5.1 
en los apéndices).

Los marcos estra­

tégicos integrados 

están especialmen­

te diseñados para 

determinados  

entornos frágiles.

https://undg.org/wp-content/uploads/2016/10/UN-Policy-on-Integrated-Assessment-and-Planning_FINAL_9-April-2013.pdf
http://www.pbsbdialogue.org/media/filer_public/07/69/07692de0-3557-494e-918e-18df00e9ef73/the_new_deal.pdf
http://www.pbsbdialogue.org/media/filer_public/07/69/07692de0-3557-494e-918e-18df00e9ef73/the_new_deal.pdf
https://unsom.unmissions.org/sites/default/files/old_dnn/docs/Somalia%20ISF%202014-2016%20FINAL%20signed.pdf
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3.0	 El ciclo de programación de los UNCT
El ciclo de programación de cada UNCT está vinculado a las prioridades nacionales de desa­
rrollo de los gobiernos. En este contexto, los organismos, fondos y programas de la ONU 
pueden explorar oportunidades para aprovechar e influir tanto en la planificación nacional 
como en los procesos conjuntos de planificación a nivel del país, tal como se ofrece a tra­
vés de los MANUD y los ISF. Además de las directrices del Marco de Asistencia de las Nacio­
nes Unidas para el Desarrollo sobre programación integrada, los UNCT deben hacer referen­
cia al Manual para la incorporación de la perspectiva de género en la programación común 
a escala nacional del GNUD, como la guía principal para la integración efectiva de las pers­
pectivas de igualdad de género en la planificación (consulte el Recuadro 5.3).

RECUADRO 5.3  Realización de un análisis de género en los CCA e integración  

de las perspectivas de género en los MANUD

Integrar el género en el CCA implica comprender las dinámicas de las relaciones de poder en­
tre hombres y mujeres, su acceso y control sobre los recursos, sus actividades y las limitacio­
nes que enfrentan entre sí, con el fin de desarrollar posteriormente resultados que desafíen y 

transformen esas relaciones de poder. Un análisis de género se centra en las razones de la ac­
tual división del trabajo y su efecto en la distribución de las recompensas, los beneficios y los 
incentivos. Además, el análisis de género proporciona información que reconoce que el género 
y su relación con el origen étnico, cultura, clase, edad, sexualidad, identidad de género, disca­
pacidad y/u otra condición, es importante para comprender los diferentes patrones de partici­
pación, comportamiento y actividades que tienen las mujeres y los hombres en las estructuras 
económicas, sociales, políticas y jurídicas. El análisis de género entraña el examen de los efec­
tos habilitantes y limitantes para la igualdad de género y el impacto potencial (tanto positivo 
como negativo) que determinadas intervenciones en el ámbito del desarrollo pueden tener so­
bre los roles de género y los intereses estratégicos de género existentes, así como las dimen­
siones humanitarias y de consolidación de la paz, los riesgos de desastres debido a peligros 
múltiples y el cambio climático, junto con consideraciones de género asociadas en los sistemas 
de respuesta y resiliencia ... Una vez identificadas las cuestiones prioritarias en materia de gé­
nero, un análisis más profundo de las causas originarias de las desigualdades de género puede 
contribuir a establecer posibles respuestas programáticas y normativas ... Además, se lleva a 
cabo un análisis financiero para esquematizar el panorama financiero durante el proceso del 
CCA, y aquí se debe integrar un análisis de género.

Fuente: GNUD, Manual para la incorporación de la perspectiva de género en la programación común a 

escala nacional, pág. 20, (Nueva York, 2018). 

3.1	 Puntos de entrada, prioridades e hitos para incorpo­

rar la perspectiva de género en los CCA/MANUD en 

el contexto del acceso de las mujeres a la justicia

3.1.1	 Garantizar el acceso de las mujeres a la justicia  
en la hoja de ruta

Las directrices del Marco de Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo indican 
que se necesita una hoja de ruta para: promover un proceso de planificación transparente 
y sin problemas; delinear los pasos requeridos y acordados que conduzcan a la firma del 
MANUD con el gobierno; identificar el calendario y la naturaleza del apoyo requerido por las 
partes interesadas; y emprender el diálogo con los gobiernos, los asociados y otras partes 
interesadas desde el inicio del proceso. Además de estar en consonancia con el ciclo de 
planificación nacional, las hojas de ruta deben resaltar la dirección general, las asociaciones 

El ciclo de la hoja 

de ruta del MANUD 

consiste en un aná­

lisis de país, el es­

tablecimiento de 

prioridades estra­

tégicas, la apli­

cación, el segui­

miento y la 

evaluación.

Desarrollar  

preguntas de  

investigación para 

examinar el acceso 

de las mujeres a  

la justicia para  

el CCA

https://undg.org/wp-content/uploads/2017/05/2017-UNDAF_Guidance_01-May-2017.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2017/05/2017-UNDAF_Guidance_01-May-2017.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2018/03/Resource-Book-Mainstreaming-Gender-UN-Common-Programming-Country-Level-web.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2018/03/Resource-Book-Mainstreaming-Gender-UN-Common-Programming-Country-Level-web.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2018/03/Resource-Book-Mainstreaming-Gender-UN-Common-Programming-Country-Level-web.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2018/03/Resource-Book-Mainstreaming-Gender-UN-Common-Programming-Country-Level-web.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2017/05/2017-UNDAF_Guidance_01-May-2017.pdf
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y las modalidades de aplicación. Sirven como puntos de entrada para reflejar el acceso a la 
justicia de manera más amplia, así como el acceso de las mujeres a la justicia en particular, 
como prioridades de desarrollo.

3.1.2	 El CCA y el análisis de la situación sobre el acceso  
de las mujeres a la justicia 

El CCA (consulte el Módulo 1) fomenta una comprensión compartida de la situación de 
desarrollo nacional de un país y proporciona el análisis situacional para el MANUD. Con 
base en el CCA, el MANUD es la respuesta colectiva del sistema de las Naciones Unidas a 
las prioridades nacionales de desarrollo durante un período acordado, generalmente de 
tres a cuatro años.10 Juntos, el MANUD y el CCA son herramientas de planificación estraté­
gica para una visión común y una estrategia compartida.11 Su objetivo es fomentar la asis­
tencia efectiva para el desarrollo a través de acciones conjuntas para apoyar las prioridades 
definidas a nivel nacional y evitar los riesgos asociados con la falta de coordinación. Si bien 
el CCA es obligatorio en virtud de las nuevas Directrices del Marco de Asistencia de las Na­
ciones Unidas para el Desarrollo, se alienta al sistema de las Naciones Unidas a realizar un 

análisis de la situación específica separado del tema del acceso de las mujeres a la justicia 

para sustentar la programación del UNCT basada en evidencia. Un análisis de la situación 
sobre el acceso de las mujeres a la justicia puede realizarse por separado o como parte de 
un análisis más amplio sobre el acceso a la justicia. Situar el acceso de las mujeres a la 
justicia dentro de un marco nacional de justicia más amplio garantiza que las estructuras, 
sistemas y procesos existentes se adapten para abordar las barreras específicas que en­
frentan las mujeres en sus esfuerzos por acceder a la justicia.

El desarrollo de cualquier análisis de la situación debe involucrar al UNCT, al gobierno y las 
OSC. También debe estar vinculado al CCA, a la formulación o revisión de la estrategia guber­
namental del sector de la justicia y la seguridad y a las observaciones y recomendaciones 
finales del Comité de la CEDAW, otros órganos creados en virtud de tratados y el EPU sobre 
acceso a la justicia y temas relacionados. Como corolario, un análisis completo de la situación 
sobre el acceso de las mujeres a la justicia también puede informar sobre las evaluaciones 
de fragilidad, los informes confidenciales del UNCT al Comité de la CEDAW y el EPU.

Las tres dimensiones de la programación del acceso a la justicia para las mujeres descritas 
en las herramientas descritas en esta publicación no solo indican los puntos de entrada para 
la programación, sino también los fundamentos para el diseño de documentos estratégi­
cos, como propuestas de financiamiento, mandatos para el acceso de las mujeres a tareas 
relacionadas con la justicia, notas informativas para el personal superior y mensajería insti­
tucional. Las siguientes listas de verificación se deben usar para definir la justificación y la 
realización de un análisis de la situación, que se basa en los tres puntos de entrada para 
la programación de este grupo de herramientas:

Análisis de la situación y el entorno propicio para el acceso de las mujeres a la justicia12

•	 Describir el estado de la ratificación e incorporación de los instrumentos internaciona­
les de derechos humanos, especialmente aquellos que afectan el acceso de las muje­
res a la justicia. 

•	 Evaluar y describir el contexto político y, cuando proceda, el contexto de la crisis.

•	 Describir el entorno normativo: la situación de la políticas sectoriales y subsectoriales de 
justicia, los presupuestos que toman en cuenta el género y los indicadores asociados. 

•	 Describir el entorno jurídico: el progreso y las deficiencias en las reformas legislativas 
y constitucionales, incluida una descripción clara y analítica del sistema jurídico y las ins­
tituciones de justicia; la jurisprudencia progresista, la existencia de cláusulas de igualdad 

Lista de verifica­

ción para el entor­

no propicio para el 

acceso de las mu­

jeres a la justicia

https://undg.org/wp-content/uploads/2017/05/2017-UNDAF_Guidance_01-May-2017.pdf
https://undg.org/wp-content/uploads/2017/05/2017-UNDAF_Guidance_01-May-2017.pdf
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de género y de revocación en la constitución y las fuentes de derecho; y las prácticas 
que rigen los sistemas de justicia semiformales y tradicionales.

•	 Identificar las normas consuetudinarias y sociales existentes que impiden la aplicación 
de los derechos de las mujeres.

•	 Determinar las razones por las cuales se ven limitadas la aplicación y la ejecución de 
las leyes existentes, y el valor añadido de las reformas legales adicionales.

•	 Describir la situación socioeconómica de la población que vive por debajo del umbral 
de pobreza por género.

•	 Identificar a las mujeres que se encuentran en mayor riesgo de vulnerabilidad y exclu­
sión y que debido a tales factores es poco probable que reclamen sus derechos.

•	 Determinar la asignación presupuestaria para el sector de la justicia y la seguridad y 
para el acceso de las mujeres a la justicia en particular.

Análisis de la situación e instituciones de justicia eficaces, que rindan cuentas y atiendan 

la perspectiva de género

Infraestructura:

•	 Existencia de protocolos institucionales para una coordinación vertical y horizontal efec­
tiva, incluso con los sistemas de justicia tradicionales y consuetudinarios.

•	 Una descripción detallada de los arreglos institucionales del sector de justicia (p. ej., 
los subsectores que lo conforman) y otros sectores pertinentes (p. ej., bienestar so­
cial), con énfasis en el organismo responsable de la coordinación, así como los órganos 
pertinentes que son responsables de convocar procesos y nombramientos técnicos y 
administrativos.

•	 La descripción debe centrarse en todos los tipos de sistemas (formal, semiformal e in­
formal) y ámbitos jurídicos (constitucional, penal, familiar, civil y administrativo).

Lista de verifica­

ción para insti­

tuciones de justicia 

eficaces, que  

rindan cuentas y 

atiendan la pers­

pectiva de género

Arriba: Nepal. Esposa y esposo viven en un refugio temporal para supervivientes del terremoto. © ONU-

Mujeres/Narendra Shrestha.
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•	 Una descripción de la jerarquía judicial y la medida en que las mujeres acceden a los 
distintos niveles, incluso dentro de los sistemas de justicia tradicionales.

•	 Un análisis de las unidades especializadas dentro de las instituciones de justicia (p. ej., 
tribunales de familia, tribunales de tierras, tribunales de reclamos menores, “centros 
de atención integral”).

•	 Proporción entre los tribunales inferiores y la población y el número de estructuras fí­
sicas que sirven como instituciones de justicia dentro de una localidad en particular.

•	 Evaluación de las deficiencias en la capacidad y los roles de las instituciones de justicia 
y otros actores (p. ej., servicios sociales, seguridad, OSC) en el desempeño de sus fun­
ciones preventivas y de protección.

•	 Accesibilidad y adaptaciones razonables para ancianos, personas con discapacidades, 
mujeres embarazadas, madres lactantes y niños.

•	 Disponibilidad de programas de capacitación sobre los derechos de las mujeres y el 
acceso a la justicia, e integración de materiales en los programas de enseñanza y entre­
namiento estándar entre las instituciones docentes para personal administrativo, per­
sonal operacional y responsables de la toma de decisiones. 

Recursos humanos y capacitación:

•	 Cantidad de personal capacitado y readaptado en derechos de las mujeres anualmen­
te por sexo.

•	 Proporción de jueces, policías, personal penitenciario, investigadores, fiscales y peritos 
forenses respecto a la población.

•	 Porcentaje de jueces, policías, fiscales y agentes penitenciarios que son mujeres.

•	 Existencia de normas de desempeño de los recursos humanos del sector público que 
incluyen compromisos para la aplicación de los derechos de las mujeres.

Medidas especiales y accesibilidad:

•	 Disponibilidad de exenciones judiciales y asistencia jurídica.

•	 Disponibilidad de “centros de atención integral” y tribunales móviles.

•	 Accesibilidad lingüística para mujeres indígenas y mujeres pertenecientes a minorías.

•	 Confidencialidad y espacios especiales para mujeres, incluyendo ancianas y madres 
lactantes.

•	 Accesibilidad para personas con discapacidad (p. ej., acceso físico, provisión de audí­
fonos y braille).

Información y rendición de cuentas:

•	 Mantenimiento de registros, gestión de casos a través de la recopilación de datos ad­
ministrativos, disponibilidad de indicadores de desempeño institucional.

•	 Encuestas de personas usuarias sobre la administración de justicia y datos pertinentes 
de vivienda.

•	 Institucionalización de mecanismos de retroalimentación para las personas usuarias 
de la justicia.

•	 El grado de reducción o aumento de las tasas de abandono en casos penales, civiles o 
familiares.
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•	 El grado de reducción o aumento de la tasa de encarcelamiento de mujeres.

•	 Funciones de vigilancia/supervisión de las INDH, defensores del pueblo e instituciones 
de observación independientes. 

•	 Seguimiento de las decisiones que repercuten en el acceso de las mujeres a la justicia, 
por ejemplo, a través de libros de referencia y registros judiciales. 

•	 Los resultados de los exámenes anuales e intermedios de las políticas de justicia, así 
como el uso estratégico de los datos y los resultados para respaldar las políticas y los 
puntos de referencia revisados.

•	 Tabulación intersectorial de la proporción entre personal y población, proporción de 
tribunales inferiores (penales, civiles y familiares) con respecto a la población por 
área geográfica y sexo y acceso a exenciones judiciales, asistencia jurídica y tribunales 
móviles.

Análisis de la situación y empoderamiento jurídico de las mujeres

•	 Utilizar el análisis de la pobreza y otros indicadores sociales, económicos y políticos 
para determinar dónde se ubican las mujeres más pobres y establecer quiénes de ellas 
son dejadas atrás.

•	 Cuantificar los ingresos medios o promedio, la información sobre bienes (p. ej., tierras, 
vivienda y cuentas de ahorro).

•	 Evaluar las cargas de tiempo de las mujeres, incluidas las cargas de trabajo producti­
vas y domésticas y el trabajo de cuidados no remunerado.

•	 Analizar la vulnerabilidad de los grupos relevantes en función de, entre otras cosas, la 
intersección de género y pobreza, origen étnico, raza, religión, condición indígena, dis­
capacidad, edad y ubicación geográfica, en particular de las mujeres que viven en zo­
nas rurales y remotas.

•	 Obtener datos basados en impresiones sobre el sistema de justicia y su eficacia en re­
lación con la violencia doméstica y familiar.

•	 Determinar la frecuencia de la denuncia de crímenes, utilizando encuestas demográfi­
cas y de salud y estadísticas de justicia penal.

•	 Describir las instituciones y los actores tradicionales y religiosos, y los puntos de en­
trada para el compromiso. 

•	 Evaluar la evidencia del compromiso con líderes religiosos y tradicionales, y su impac­
to en la aplicación de los derechos de las mujeres.

•	 Describir el impacto de las prácticas y normas sociales y culturales que obstruyen el 
acceso de las mujeres a la justicia formal e informal.

•	 Identificar organizaciones parajurídicas y OSC a nivel nacional y comunitario que brin­
dan servicios jurídicos a las mujeres.

•	 Identificar las principales normas sociales y prácticas nocivas que dificultan el acceso 
de las mujeres a la justicia formal e informal.

•	 Identificar los medios de comunicación propiedad de mujeres y otros medios de comu­
nicación (incluyendo a nivel comunitario), que se centran en la promoción de los dere­
chos de las mujeres.

•	 Supervisar la existencia y el número de defensores de los derechos humanos y los me­
canismos de protección establecidos por el Estado para garantizar sus derechos.

Lista de verifica­

ción para empo­

derar jurídicamen­

te a las mujeres



325MÓDULO 5: La programación a nivel del país

•	 Identificar el número de mujeres que cuentan con acceso a las TIC, como radios y te­
léfonos celulares.

•	 Determinar la participación porcentual de mujeres en cargos de mujer policía, fiscal, 
jueza y lideresas religiosas y tradicionales en todos los niveles.

•	 Determinar la medida en que las mujeres, las OSC y las OBC utilizan los instrumen­
tos internacionales y regionales de derechos humanos y los procedimientos de comu­
nicación.

3.1.3	 Establecimiento de prioridades estratégicas 
Una teoría del cambio del MANUD describe cómo se pueden realizar los resultados de 
desarrollo específicos resultantes de las intervenciones propuestas por el UNCT, así como 
las trayectorias disponibles para facilitar ese cambio. Los elementos específicos de los tres 
puntos de entrada para la programación del acceso de las mujeres a la justicia, como se 
describen en este grupo de herramientas, pueden utilizarse para contribuir a la teoría del 
cambio del MANUD. Los UNCT deben priorizar sus intervenciones de justicia basados en las 
siguientes preguntas:

•	 ¿Dónde se encuentran las mujeres más pobres y vulnerables del país?

•	 ¿Quiénes tienen mayor probabilidad de enfrentar obstáculos (institucionales, procedi­
mentales y culturales) cuando buscan justicia?

•	 ¿Cuáles son las necesidades en materia de justicia que más preocupan a estas mujeres 
(p. ej., demandas económicas de poca monta, matrimonio, divorcio y pensión alimen­
ticia, custodia y manutención de menores, propiedad o violencia)?

•	 ¿Qué foros de justicia (formales, informales, híbridos) son los más accesibles para las 
mujeres física, geográfica, financiera y lingüísticamente, y quiénes son los principales 
actores de la justicia? 

La programación 

debe dar prioridad 

a las mujeres que 

se quedan atrás.

Lista de verifi­

cación para el  

análisis de vulne­

rabilidad en el  

contexto del ac­

ceso a la justicia

Arriba: Costa de Marfil. Niños con necesidades especiales asisten a clases en una escuela ubicada en la aldea 

de Doyagouiné, en el noreste del país. © UNICEF/Frank Dejongh.
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•	 ¿Qué otros foros están disponibles pero no son tan accesibles y quiénes son los prin­
cipales actores de la justicia?

•	 ¿Cuáles son las principales barreras que afectan la exigencia de justicia de las mujeres 
(p. ej., bajos niveles de conciencia sobre los derechos, normas y estereotipos consuetu­
dinarios discriminatorios por motivo de género, incluidos los que afectan a las mujeres 
que defienden sus derechos por medio de la justicia)?

•	 ¿Qué iniciativas para mejorar la capacidad apoyarán tanto a los garantes de los dere­
chos como a los titulares de derechos? 

•	 ¿Se cuenta son políticas establecidas de justicia sectorial y subsectorial? ¿Quiénes son 
las partes interesadas?

•	 ¿Tienen las políticas de justicia una perspectiva de género y, de no ser así, cuáles son 
los puntos de entrada para cambiarlas? 

•	 Si existen políticas de justicia establecidas, ¿atienden a la perspectiva de género y, de 
no ser así, cuáles son los puntos de entrada para la reforma? Si no existen tales políti­
cas, ¿existen oportunidades para crear apoyo para el desarrollo de políticas de justicia, 
especialmente con la participación de las OSC clave, los actores gubernamentales y 
las Naciones Unidas?

Los componentes de justicia del MANUD también deben ajustarse y ser coherentes con las 
prioridades del gobierno según lo establecido en los planes nacionales de desarrollo, PAN, 
PNA y otros marcos institucionales. Se debe dar prioridad al logro de los objetivos y resul­
tados que correspondan a los problemas identificados en el análisis de la situación, al mis­
mo tiempo que se tienen en cuenta los objetivos nacionales y las ventajas comparativas de 
las entidades de la ONU que participan en el proceso. El Cuadro 5.1 destaca las posibles prio­
ridades para los países afectados por la crisis.

CUADRO 5.1  Posibles prioridades para los países afectados por la crisis

Cadena de justicia Prioridades del programa

(Re)establecer 
programas de 
justicia

•	 La participación directa de las mujeres supervivientes y sus defenso­
res debe comenzar antes y durante el restablecimiento de la progra­
mación de justicia (p. ej., dentro de los procesos de paz, comisiones 
de la verdad), ya que los contornos de los programas posteriores a 
menudo están muy influenciados por sus predecesores.

•	 Los grupos centrados en las víctimas —incluidos los grupos de muje­
res, personas discapacitadas, supervivientes y grupos de derechos 
humanos— deben tratar de crear amplias coaliciones y esforzarse por 
lograr una relativa uniformidad en el envío de mensajes.

•	 La promoción y el envío de mensajes deben basarse en las obligacio­
nes jurídicas del Estado gobernante o el poder de facto, vinculando 
los principios internacionales y precedentes del derecho interno, es­
forzándose por adaptar la legislación nacional y concretar efectiva­
mente los derechos a nivel local.

•	 Los defensores deben tratar de comprender los mecanismos finan­
cieros y políticos que proveen fondos a las instituciones de los sec­
tores de la justicia y el orden público, y en coalición con otros gru­
pos centrados en las víctimas, abogar anticipadamente por partidas 
presupuestales y fondos especiales específicamente para asuntos  
de género.

Consideraciones y 

opciones de la pro­

gramación para 

países afectados 

por la crisis
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Definir los 
mandatos del 
programa de 
justicia

•	 El acceso de las mujeres a la justicia debe figurar inequívocamente 

como un principio básico en todos los mandatos de los programas de 

justicia y orden público.

•	 Las definiciones de “víctima” deben reflejar los principios de no discri­

minación y las realidades vividas de las poblaciones afectadas, y de­

ben abarcar más que “la(s) persona(s) hacia quienes están directa­

mente dirigidos los actos”.

•	 Un enfoque de vulnerabilidad basado en los daños puede ayudar a 

dar prioridad a aquellos supervivientes sobre quienes una viola­

ción de los derechos ha tenido los efectos más graves, como viudas, 

heridos de guerra, madres forzadas (y sus hijos) y otros supervi­

vientes de violencia sexual y aquellos secuestrados o reclutados a  

la fuerza.

•	 La violencia sexual debe ser una violación explícita que dé lugar a in­

terponer recursos y obtener reparaciones, pero el alcance de los da­

ños que exige reparación también debe tratar de incorporar otros ti­

pos de violencia por razón de género y sus efectos complejos, 

superpuestos y multiplicadores.

•	 Las violaciones que piden reparación deben incluir más que las viola­

ciones de los derechos civiles y políticos de daños físicos inmediatos, 

y también deben reflejar las consecuencias exacerbadas de las viola­

ciones de los derechos económicos, sociales y culturales.

Diseñar programas 
de justicia

•	 El diseño del programa de justicia y su aplicación deben comenzar 
con las necesidades prioritarias de los supervivientes y ubicarse den­
tro de sus realidades locales y vividas, cuidando de no fortalecer las 
prácticas tradicionales que justifican y permiten la discriminación con­
tra las mujeres y los niños en particular.

•	 Los programas de justicia deben incluir a las mujeres supervivientes, 
los defensores de los derechos de las mujeres y las OSC centradas en 
las víctimas como participantes de pleno derecho en el diseño, la apli­
cación, la supervisión y la evaluación de sus programas. 

•	 El diseño del programa de justicia y su aplicación deben esforzarse 
por lograr un equilibrio relativo entre las formas de justicia, incluidas 
las restaurativas y retributivas, las simbólicas y materiales.

•	 Los programas de justicia deben tratar de abordar los posibles im­
pedimentos jurídicos, formales y consuetudinarios, para la igualdad 
de las mujeres y las niñas, incluidos el derecho sucesorio, los dere­
chos a la tierra y la propiedad, el matrimonio infantil y la violencia  
doméstica.

•	 La programación del desarrollo puede complementar de manera efec­
tiva, pero no reemplazar, el derecho explícito y personalizado de in­
terponer recursos y obtener reparaciones de los supervivientes.

•	 Los garantes de los derechos nacionales deberían, al menos en parte, 
poseer y proveer fondos para programas de justicia.

•	 Dentro de los procesos de presupuestación, los defensores deben 
presionar a favor de conseguir partidas presupuestarias y fondos es­
peciales específicos para temas de género y para apoyar el acceso de 
las mujeres a la justicia y a las instituciones de justicia y orden público 
que atienden la perspectiva de género.

•	 Se deben hacer esfuerzos proactivos para minimizar el aumento injus­
tificado de expectativas a través de una difusión transparente y activa 
y una coordinación efectiva en los mecanismos de justicia.
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•	 El diseño del programa de justicia y su aplicación deben considerar 
las repercusiones y la posible inclusión de los no beneficiarios, reco­
nociendo y planificando de manera proactiva las formas en que los 
cónyuges, padres, familia ampliada y miembros de la comunidad no 
beneficiarios pueden apoyar o inhibir efectivamente la reparación de 
los beneficiarios.

•	 El diseño del programa de justicia y su aplicación deben abstenerse 
de etiquetar a grupos completos como perpetradores, en lugar de 
centrarse en la responsabilidad individual con apreciación de los roles 
e identidades complejos.

Fuente: Dyan Mazurana y Bretton J. McEvoy, “Mejorar el acceso de las mujeres a la justicia: desde la 

transición hasta la transformación y la resiliencia”, págs. 2-3, (2017). Documento preparado por expertos 

para la ONU-Mujeres. (Inédito).

3.1.4	 Aplicación
Se requiere un apoyo técnico sostenido al gobierno y las OSC para implementar los objeti­
vos y metas contenidos en las políticas del sector de la justicia y la seguridad, incluidos los 
basados en las observaciones y recomendaciones finales del Comité de la CEDAW y los mar­
cos nacionales de desarrollo. Este proceso debe ser ejecutado en asociación con otros or­
ganismos. A continuación se presenta una lista de verificación de acciones para participar 
en la planificación y diseño del sector de la justicia y la seguridad:

•	 Utilizar los resultados del análisis de la situación específica del acceso de las mujeres 
a la justicia para influir en la toma de decisiones en favor de las mujeres en cada etapa 
del proceso de planificación, aplicación y supervisión.

•	 Desarrollar políticas con metas e indicadores claros que aborden las barreras estruc­
turales relacionadas con el género, incluida la participación de las mujeres como acto­
res de la justicia en todos los niveles.

•	 Garantizar la integración de un presupuesto plurianual y promover un plan de acción 
del sistema de las Naciones Unidas sobre el acceso a la justicia en general, e incluir par­
tidas presupuestarias críticas para cuestiones relacionadas con el acceso de las muje­
res a la justicia.

•	 Revisar y consolidar las recomendaciones sobre el acceso de las mujeres a la justicia 
por parte de los órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos, el EPU 
y los procedimientos especiales pertinentes, e incluirlas en las metas, indicadores y pla­
nes de trabajo. 

•	 Garantizar que las metas y los indicadores estén basados en los ODS y PSG y que se 
ajusten plenamente a la Recomendación general Núm. 33 de la CEDAW sobre el Ac­
ceso de las Mujeres a la Justicia (CEDAW GR 33) y otras reglas y normas internaciona­
les pertinentes.

•	 Realizar auditorías de género de las políticas existentes con base en estos indicadores 
y utilizar los hallazgos como base de referencia para todas las fases de la aplicación y 
supervisión.

•	 Utilizar los resultados de la auditoría de género para influir en la toma de decisiones, 
incluida la asignación de recursos.

•	 Proporcionar apoyo técnico y financiero a los aspectos estratégicos seleccionados del 
plan, y demostrar al gobierno lo que funciona mediante el uso de la experiencia adqui­

Para que la  

aplicación sea  

eficaz se requiere 

brindar apoyo  

técnico sostenido

a los asociados.

http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
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rida que puede mostrar impactos positivos en la política y la práctica de la justicia, así 
como en la reforma legislativa y judicial.

•	 Alentar una amplia participación de las mujeres en la planificación y aprovechar el es­
pacio para que las OSC, las INDH y las instituciones centradas en el género apoyen la 
aplicación y la supervisión de las estrategias del sector de justicia.

•	 Abogar por la aprobación de partidas presupuestarias que aborden las barreras es­
tructurales para el acceso de las mujeres a la justicia entre los comités legislativos 
pertinentes (p. ej., finanzas, justicia, asuntos jurídicos y constitucionales y género) a 
través de reuniones informativas separadas y conjuntas antes de las lecturas del pre­
supuesto.

Para fines de sostenibilidad, todas las intervenciones del programa deben diseñarse como 
modelos ilustrativos para la adopción e integración final del gobierno en la política y prácti­
ca de la justicia. Por lo tanto, la programación debe estar fundamentada en la investigación 
y las mejores prácticas que sugieran que las iniciativas son manifiestamente rentables, 
sostenibles, reproducibles y con capacidad de ampliarse. Dichos esfuerzos deben vincular­
se con las evaluaciones, las plataformas de difusión/intercambio de conocimientos y las 
comunidades de práctica. La oficina plurinacional de la ONU-Mujeres en Marruecos utilizó 
un enfoque de este tipo para promover la integración de los trabajadores sociales en la 
administración de justicia familiar (consulte el Recuadro A.5.2 en los apéndices).

3.1.5	 Seguimiento y presentación de informes
El marco de seguimiento del MANUD también debe estar basado en el marco de segui­
miento de la estrategia gubernamental del sector de la justicia y la seguridad. En ambos 
casos, se debe hacer hincapié en la disponibilidad, accesibilidad, buena calidad, rendición 
de cuentas y recursos. Las bases de referencia, los hitos y las metas dependen, sin embar­
go, de datos confiables, cuya disponibilidad es fundamental para la administración efectiva 
de la justicia. Por lo tanto, los UNCT podrían apoyar a las instituciones de justicia, como los 

La programación 

debe ser ilustrativa 

de lo que puede 

funcionar y man­

tenerse en el con­

texto de un país 

determinado.

El último paso del 

ciclo del MANUD.

Arriba: Costa de Marfil. Estudiantes en una escuela confesional en la aldea de Man, en el noreste del país. © 

UNICEF/Frank Dejongh.
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tribunales de familia y de violencia doméstica, para recopilar y analizar datos relacionados 
con sus servicios y la acumulación de casos. 

Un excelente ejemplo es el apoyo técnico de la ONU-Mujeres al Tribunal de Familia y al Tri­
bunal de Violencia Familiar de Samoa. La Ley de Seguridad Familiar de 2013 estableció un 
Tribunal de Violencia Familiar especializado en 2014. Un modelo integrado y coordinado 
permite al tribunal combinar los cargos criminales de violencia familiar con los asuntos re­
lacionados con el derecho de familia. Este tipo de modelo aborda una serie de temas de 
una manera más integral y permite que existan servicios integrales para las familias que 
tratan asuntos con el sistema de justicia. Samoa implementa un sistema de seguimiento y 
evaluación que está diseñado para permitir al tribunal supervisar su propio cumplimiento 
y capturar datos para otros propósitos estadísticos. Actualmente se están generando da­
tos sobre 11 indicadores y se utilizan para informar la práctica de manera continua (consulte 
el Recuadro A.5.3 en los apéndices). 

Además, la ONU-Mujeres y el Consejo de Europa han colaborado para esquematizar los 
indicadores existentes sobre el acceso a la justicia en general a través de amplias consultas 
sobre indicadores específicos que apoyan el acceso de las mujeres a la justicia en particu­
lar.13 Estos indicadores pueden ayudar a los asociados a medir, informar y evaluar la progra­
mación del acceso a la justicia para las mujeres. Los resultados deben documentarse siste­
máticamente para evaluar continuamente la experiencia adquirida y las áreas de mejora en 
la administración de justicia. 

3.1.6	 Evaluación y documentación de la experiencia adquirida
Se alienta a los organismos de la ONU a que incluyan evaluaciones de los resultados de su 
programación de justicia en los exámenes intermedios de sus respectivos programas de 
países, el MANUD y el ISF. Dichos resultados deberían compartirse ampliamente Sur-Sur y 
Norte-Sur para el aprendizaje y la cooperación. Los indicadores en las evaluaciones del 
acceso de las mujeres a la justicia se pueden obtener de la lista de verificación sobre el aná­
lisis de la situación en la Sección 3.1.2. 

3.2	 Diferentes escenarios de programación 
Anclar las iniciativas de acceso de las mujeres a la justicia en la programación de justicia es 
ideal, pero los contextos de los países, las situaciones de financiación y las prioridades de 
desarrollo pueden requerir otros puntos de entrada para la acceso de las mujeres a los pro­
gramas de justicia. En algunos casos, es posible que los organismos y los UNCT deban in­
tegrar la programación del acceso a la justicia para las mujeres en programas nacionales 
más amplios de acceso a la justicia, o programas específicos de empoderamiento de las 
mujeres (p. ej., Poner Fin a la Violencia contra las Mujeres y/o Empoderamiento Económico 
de la Mujer). Los ejemplos de cada escenario se detallan a continuación.

Escenario 1: El acceso de las mujeres a la justicia como parte de programas nacionales 

más amplios de acceso a la justicia

Cuando las iniciativas de acceso de las mujeres a la justicia se integran y se convierten 
en parte de programas más amplios de acceso a la justicia, pueden brindar mayor ventaja 
para invertir en intervenciones sostenibles para las mujeres. En este contexto, las priorida­
des de acceso de las mujeres a la justicia se mantienen porque están ancladas en una revi­
sión amplia del sistema de justicia. El Cuadro 5.2 ilustra una variedad de oportunidades y 
puntos de entrada para integrar el acceso de las mujeres a la justicia en intervenciones de 
justicia más amplias.

Seguimiento  

después del ciclo 

del MANUD.

La programación 

del acceso a la jus­

ticia para las muje­

res puede ser parte 

de una programa­

ción nacional más 

amplia del acceso 

a la justicia.

http://tbinternet.ohchr.org/Treaties/CRC/Shared%20Documents/WSM/INT_CRC_ADR_WSM_17103_E.pdf
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Escenario 2: Acceso a la justicia como parte de un programa más amplio de empodera­
miento de las mujeres 

También es posible que los programas de acceso de las mujeres a la justicia sirvan como 
habilitadores críticos y como medios para implementar programas generales o temáticos 
de empoderamiento de las mujeres. El ODS 5 proporciona un marco útil para integrar una 
amplia variedad de programas de empoderamiento de las mujeres en una o más áreas te­
máticas. A continuación se presentan los posibles puntos de entrada para hacer que el ODS 
5 sea “sensible a la justicia”: 

ODS 5. Lograr la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y las niñas 

	� Meta 5.1 Poner fin a todas las formas de discriminación contra las mujeres y las ni­
ñas en todo el mundo. 

•	 Reformar todas las leyes sustantivas y procesales discriminatorias.

Meta 5.2 Eliminar todas las formas de violencia contra todas las mujeres y las niñas en 
los ámbitos público y privado, incluidas la trata y la explotación sexual y otros tipos de 
explotación.

•	 Eliminar la discriminación en el acceso al sistema de justicia penal.
•	 Mejorar las capacidades de los actores de la justicia penal en los temas de las mu­

jeres como supervivientes de delitos y las mujeres en conflicto con la ley.

Meta 5.3 Eliminar todas las prácticas nocivas, como el matrimonio forzado, precoz e 
infantil y la mutilación genital femenina. 

•	 Trabajar con grupos de mujeres y líderes religiosos y tradicionales para cambiar las 
normas y actitudes sociales hacia las mujeres y las niñas, y empoderar a las muje­
res y las niñas para que exijan su derecho a estar protegidas contra las prácticas 
tradicionales nocivas. 

•	 Crear conciencia y mejorar las capacidades sobre los derechos de las mujeres y las 
niñas dentro de las comunidades y entre los actores de la justicia informal. 

Meta 5.4 Reconocer y valorar los cuidados y el trabajo doméstico no remunerados me­
diante la provisión de servicios públicos, infraestructura y políticas de protección social 
y la promoción de la responsabilidad compartida dentro del hogar y la familia, como 
corresponda en el contexto nacional. 

•	 Abordar las demoras en las audiencias judiciales mediante el reconocimiento de los 
múltiples roles y responsabilidades que desempeñan las mujeres y las niñas en la 
sociedad.

•	 Crear tribunales de derecho de familia especializados para acelerar la acción en 
casos de derecho de familia.

Meta 5.5 Asegurar la participación plena y efectiva de las mujeres y la igualdad de opor­
tunidades de liderazgo a todos los niveles decisorios en la vida política, económica y 
pública. 

•	 Promover la participación de las mujeres en toda la administración de justicia sub­
sectorial a todos los niveles. 

Meta 5.6 Asegurar el acceso universal a la salud sexual y reproductiva y los derechos 
reproductivos según lo acordado de conformidad con el Programa de Acción de la Con­
ferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo, la Plataforma de Acción de 
Beijing y los documentos finales de sus conferencias de examen. 

•	 Acelerar la tramitación de casos que afectan a embarazadas y madres lactantes.
•	 Respetar la privacidad de las mujeres y las niñas garantizando la disponibilidad de 

instalaciones separadas y permitiendo solamente el contacto físico con funciona­
rios judiciales del sexo femenino. 

Meta 5.a Emprender reformas que otorguen a las mujeres igualdad de derechos a los re­
cursos económicos, así como acceso a la titularidad y al control de la tierra y otros tipos 

La programación 

del acceso a la 

justicia para las 

mujeres puede ser 

parte de progra­

mas generales o 

específicos de em­

poderamiento de 

las mujeres.

https://sustainabledevelopment.un.org/sdg5
https://www.unfpa.org/sites/default/files/pub-pdf/programme_of_action_Web%20ENGLISH.pdf
https://www.unfpa.org/sites/default/files/pub-pdf/programme_of_action_Web%20ENGLISH.pdf
http://www.unwomen.org/-/media/headquarters/attachments/sections/csw/bpa_s_final_web.pdf?la=es&vs=755
http://www.unwomen.org/-/media/headquarters/attachments/sections/csw/bpa_s_final_web.pdf?la=es&vs=755
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de bienes, los servicios financieros, la herencia y los recursos naturales, de conformi­
dad con las leyes nacionales.

•	 Dar prioridad a las leyes sobre el estatus de las mujeres y acelerar las demandas 
relacionadas con el matrimonio, el divorcio, la herencia y otras formas de derechos 
de propiedad.

•	 Aumentar la disponibilidad de tribunales de poca monta para casos de modesto 
valor y agilizar las audiencias de tales casos.

Meta 5.b Mejorar el uso de la tecnología instrumental, en particular la tecnología de la 
información y las comunicaciones, para promover el empoderamiento de las mujeres.

•	 Crear conciencia sobre los derechos de las mujeres a través de diversos medios 
tecnológicos.

•	 Utilizar tecnología apropiada e innovadora, incluidos los SMS, para almacenar y 
compartir datos sobre la gestión de casos.

Meta 5.c Aprobar y fortalecer políticas acertadas y leyes aplicables para promover la 
igualdad de género y el empoderamiento de todas las mujeres y las niñas a todos los 
niveles.

•	 Apoyar el desarrollo de políticas del sector de la justicia.

•	 Integrar la justicia en todos los esfuerzos de presupuestación para cuestiones de 
género.

•	 Desarrollar planes de acción para la aplicación de todas las leyes pertinentes.

El Cuadro 5.3 presenta ejemplos de oportunidades y puntos de entrada para integrar el ac­
ceso de las mujeres a la justicia en el área temática de la VSG en situaciones posconflicto.

CUADRO 5.3  Programación de la justicia en situaciones posconflicto, incluidos los casos  

relacionados con VSG

Cadena de justicia Prioridades del programa

Aplicación de los 
programas de 
justicia

•	 El proceso de cómo se conciben, diseñan y aplican los programas de 
justicia es tan importante como la administración de medidas de justi­
cia tangibles.

•	 El diseño del programa de justicia y su aplicación deben comenzar 
con una participación significativa de las víctimas, donde las personas 
supervivientes tienen la capacidad real para influir en el proceso y los 
resultados. La difusión debe llevarse a cabo a través de una variedad 
de medios de comunicación y puntos focales comunitarios, y debe 
traducirse a los dialectos locales, ser accesible a las personas analfa­
betas y adoptar enfoques creativos para llegar a los más marginados.

•	 Deben establecerse procesos para permitir que las personas supervi­
vientes de delitos con un alto grado de estigmatización —las familias 
de los desaparecidos, los niños obligados a participar en las fuerzas 
combatientes, los supervivientes de violencia sexual y los niños nacidos 
de violaciones— comparezcan de una manera que no los identifique 
públicamente ni los estigmatice como supervivientes de tales delitos.

•	 La difusión puede complementarse con campañas de educación 
pública general, como las que se oponen a la violencia contra las  
mujeres.

•	 Los obstáculos procedimentales deben minimizarse para permitir la 
máxima accesibilidad, y debe tener en cuenta a las mujeres y niñas 
que se encuentran geográficamente distantes, sin recursos económi­
cos suficientes o que no pueden abandonar las obligaciones familia­
res/modo de subsistencia para llegar a las oficinas.
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•	 Los programas de justicia deben hacer todos los esfuerzos para llegar 
y ser accesibles a las personas supervivientes de violencia sexual o ni­
ños nacidos de violaciones, ya que estos grupos pueden enfrentar im­
portantes barreras económicas, sociales y culturales para presentar 
demandas. 

•	 Las normas probatorias deben ser relajadas al procesar demandas de 
reparaciones, especialmente en el caso de violencia sexual. 

•	 Las personas supervivientes deben tener la oportunidad, si así lo de­
sean, de proporcionar información en foros privados o públicos, a tra­
vés de testimonio a distancia, a través de un representante y/o en pre­
sencia de otros.

•	 Dado el temor real que muchas de las personas supervivientes tienen 
a las represalias, la estigmatización o de volver a sufrir traumatización, 
se debe garantizar la confidencialidad cuando se reciben declaracio­
nes de las víctimas o demandas de reparaciones. Debe ponerse a dis­
posición de las personas supervivientes, tanto durante como después 
de estos puntos de contacto, servicios de orientadores de salud men­
tal, trabajadores psicosociales y/o grupos de autoayuda con perspec­
tiva género.

•	 Es esencial contar con personal capacitado, experimentado y que 
atienda la perspectiva de género. También es importante tener en 
cuenta que algunas mujeres supervivientes solo pueden sentirse có­
modas hablando con personal femenino.

•	 El personal debe ser sensible a las sutilezas de las formas de expre­
sión menos directas, especialmente en casos de violencia sexual, pues 
las personas supervivientes pueden utilizar lenguaje metafórico o no 
indicar claramente lo que ocurrió.

•	 Las mujeres pueden centrarse en la victimización de otras personas. 
Sin disminuir su énfasis en el bienestar de sus familias, las mujeres 
también deberían tener la oportunidad de hablar de su propio sufri­
miento, siempre y cuando estén listas para hacerlo.

Fuente: Mazurana y McEvoy, “Mejorar el acceso de las mujeres a la justicia: De la transición a la 

transformación y la resiliencia”, págs. 3-4.

4.0	 Cuestiones intersectoriales a considerar 
durante la aplicación 

Las consideraciones intersectoriales son relevantes para la programación de cada ámbito 
jurídico, tema y etapa de la cadena de justicia.14 Los nueve elementos que se analizan a con­
tinuación deben tenerse en cuenta en cada eslabón de la cadena de justicia para garantizar 
los resultados óptimos del programa y la navegación efectiva de las mujeres por el sistema 
de justicia. 

1.	 Garantizar una continuidad entre el posconflicto y el desarrollo: La programación de 
justicia debe cambiar la estructura de silos por métodos de trabajo integrado. Como 
se analizó en el Módulo 1, se deben hacer esfuerzos para promover la continuidad en 
la protección de las mujeres en las fases de posconflicto y desarrollo. La última etapa 
también debe garantizar que las instituciones de justicia estén equipadas para hacer 
frente a las incertidumbres que puedan conducir a la reanudación del conflicto. En este 
contexto, se debe prestar especial atención a las personas supervivientes de VSG que 
deben recibir los recursos adecuados y estar protegidas contra otras violaciones de sus 
derechos tanto en el ámbito público como en el privado. 
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2.	Protección jurídica y justiciabilidad: El marco normativo, tal como se refleja en las 
constituciones, la legislación nacional y las normas consuetudinarias y religiosas, otor­
ga a las mujeres los derechos y las capacidades para defender sus intereses. Las pro­
tecciones jurídicas también deben entenderse en un sentido amplio para incluir la re­
forma y la ejecución de las leyes sustantivas y procesales, así como instrumentos 
operativos.

3.	Planificación y coordinación con perspectiva de género: Esta importante área requiere 
de un apoyo centralizado eficaz, y de que exista comunicación interna y externa con 
los actores del sector de la justicia y entre ellos y otras unidades del servicio público, 
incluidas, por ejemplo, atención médica y servicios sociales. La coordinación se extien­
de al compromiso con las OSC que brin­
dan servicios relacionados con la justicia, 
como asistencia jurídica y refugios.

4.	Asistencia jurídica y servicios relaciona­
dos: Las mujeres necesitan apoyo en 
todos los ámbitos jurídicos formales e in­
formales (consulte el Módulo 1). Requie­
ren asistencia y apoyo para demandar y 
reclamar justicia, así como para navegar 
por los sistemas de justicia y mantener 
su participación en el proceso de justicia. 
Esto puede englobar desde información 
jurídica, apoyo y representación de abo­
gados privados, de oficinas de asistencia 
jurídica y/o de asistentes jurídicos. Tam­
bién incluye otras formas de apoyo, como 
asistencia y servicios psicológicos para 
supervivientes y víctimas (Módulo 3 y Mó­
dulo 4), que a menudo brindan las OSC.

5.	 Ejecución: La capacidad de un estado para 
la ejecución de las decisiones de las ins­
tituciones de justicia tanto formales como 
informales es una prueba de la eficacia del sector de la justicia y de su capacidad para 
ese fin. La ausencia de un mecanismo de ejecución sólido y fiable cuestiona la integri­
dad de la maquinaria de la justicia y pone a las mujeres en peligro en cada paso de la 
cadena de justicia. La ejecución de la ley también es el punto medular del planteamien­
to de los derechos humanos: los Estados, como garantes de los derechos, tienen el 
deber de respetar, proteger y hacer cumplir los derechos fundamentales de sus ciuda­
danos. Las medidas de ejecución generalmente están establecidas en la legislación y 
son aplicadas por las instituciones de justicia. Los funcionarios judiciales usualmen­
te son quienes tienen la responsabilidad de la ejecución de las sentencias. Sin embar­
go, los mecanismos de ejecución de los procedimientos de comunicación son menos 
estrictos, ya que los órganos creados en virtud de tratados emiten recomendaciones 
no vinculantes.

6.	Supervisión y rendición de cuentas: En cada etapa de la cadena de justicia debe haber 
un organismo responsable de la supervisión y la rendición de cuentas. Los tribunales 
superiores generalmente supervisan a los tribunales inferiores y pueden tener jurisdic­
ción sobre los mecanismos informales o tradicionales. Los parlamentos pueden des­
empeñar funciones de supervisión y las INDH y los observatorios administrados por 
las OSC pueden realizar el control. Dichos organismos requieren acceso a datos y es­
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tadísticas precisos para controlar y evaluar cada componente de la cadena de justicia 
y del sistema de justicia en general.

7.	 Desarrollo de capacidades de las partes interesadas en la justicia: Se puede diseñar un 
plan de desarrollo de capacidades para las partes interesadas en la justicia como parte 
de la aplicación del MANUD. En este contexto, se debe dar prioridad a aprovechar las 
capacidades existentes y las deficiencias de capacidad identificadas en el análisis de la 
situación.15 El GNUD estima que las nuevas capacidades podrían incluir: capacidad para 
liderar; capacidad para pedir y rendir cuentas; capacidad para llevar a cabo procesos 
en que intervengan múltiples partes interesadas; capacidad para abordar las desigual­
dades; y capacidad para desarrollar asociaciones y redes.16 Las capacidades deben de­
sarrollarse a nivel nacional, subnacional y comunitario y debe incluirse a las autoridades 
tradicionales y religiosas, las OSC, el sector privado y los actores estatales. También debe 
basarse en la titularidad nacional, el contexto político y tener un objetivo a largo pla­
zo.17 Además, los programas de capacitación sobre los derechos de las mujeres son 
fundamentales para todos los actores de la cadena de justicia, incluido el personal ad­
ministrativo. Esto requiere de medidas sistemáticas para garantizar que las mujeres 
tengan acceso a información jurídica y apoyo jurídico, y que esta información sea ac­
cesible para las personas pobres y marginadas. El desarrollo de capacidades también 
se logra a través de medidas para aumentar la participación de las mujeres en las es­
cuelas de derecho, su función como abogadas, juezas y responsables de la toma de 
decisiones tradicionales y/o consuetudinarias, la educación jurídica continua, así como 
a través de medidas para crear OSC que complementen las estructuras existentes.

8.	La programación debe ser políticamente inteligente y adaptada al contexto local: Al 
emprender la programación a nivel nacional deben tomarse como base las perspecti­
vas históricas de las intervenciones (lo que ha sucedido antes y lo que está sucediendo 
actualmente). Esto incluye el conocimiento y la comprensión del panorama de las par­
tes interesadas y el uso de dicho conocimiento para definir objetivos y prioridades. Los 
programadores también deben documentar consistentemente los resultados a peque­
ña escala y aprender de sus resultados con el fin de adaptar y ajustar las prioridades 
originales cuando sea necesario (Adaptación iterativa centrada en la solución de pro­
blemas).18

9.	Asociaciones: El Informe del Secretario General, La consolidación y el mantenimiento 
de la paz destaca “la necesidad de seguir reforzando la cooperación y la coordinación 
a esos efectos sobre el terreno, por conducto de los equipos de las Naciones Unidas 
en los países, y en la Sede de las Naciones Unidas, de conformidad con sus respectivos 
mandatos, y respetando la titularidad y las prioridades nacionales de los países afec­
tados por los conflictos, incluso mediante el marco general de las actividades opera­
cionales de las Naciones Unidas para el desarrollo”.19

El acceso de las mujeres a la justicia en todas las situaciones y contextos de desarrollo 
es de alcance multidisciplinario. Teniendo esto en cuenta, se necesitan asociaciones 
efectivas con los gobiernos, las OSC y entre los organismos y los programas de la ONU 
para garantizar reformas integrales con perspectiva de género en el sector de la justi­
cia. Esto significa que el sistema de las Naciones Unidas debe aprovechar la suma de 
sus partes y las ventajas comparativas de sus entidades para eliminar los obstáculos 
que enfrentan las mujeres en toda la cadena de justicia en cada ámbito jurídico. Como 
se señaló en la introducción, el acceso de las mujeres a la justicia debe estar arraigado 
en un acceso más amplio a la programación de justicia para que pueda prosperar y 
mantenerse. A nivel del país, esto requeriría alianzas estratégicas con el PNUD, que a 
menudo desempeña el papel principal en apoyar a los Estados a diseñar las agendas 
nacionales del sector de la justicia y la seguridad, con frecuencia en el marco de la de­
mocracia y la gobernanza. 
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RECUADRO 5.4  Evaluación de la ventaja comparativa del sistema de las Naciones Unidas  

a nivel del país

Dentro del CCA, el análisis de la ventaja comparativa conforma el posicionamiento estratégico 
de los programas del sistema de la ONU en un país. Permite la identificación de fortalezas es­
pecíficas que los miembros del UNCT aportan individual y colectivamente en relación con 
otros asociados. El análisis considera la capacidad a nivel nacional, regional y de la sede. La 
ventaja comparativa incluye el mandato de actuar, la capacidad de actuar y el posicionamiento 
para actuar. El análisis de la ventaja comparativa no enuncia el orden establecido, sino que es 
una proyección con miras al futuro para las capacidades y el posicionamiento a nivel del país. 
No se basa necesariamente en aquellas actividades con las que el sistema de la ONU está más 
familiarizado y cómodo, sino que se centra en aquellas en las que el sistema de la ONU puede 
tener un mayor valor añadido. 

Fuente: GNUD, Directrices del Marco de Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo, pág. 22, 

(Nueva York, 2017).

En los países del Nuevo Pacto y en otros Estados frágiles, las Naciones Unidas brindan apo­
yo a través del PFM, que se centra en las áreas de policía, justicia e instituciones peniten­
ciarias para el estado de derecho en situaciones posconflicto y otras situaciones de crisis. 
Establecido por el Secretario General en 2012, el PFM es un centro a través del cual las pre­
sencias sobre el terreno de las Naciones Unidas pueden acceder a las capacidades que 
necesitan, en términos de asesoramiento estratégico, experiencia técnica y financiación ini­
cial para fortalecer la policía, la justicia y las instituciones penitenciarias de los países re­
ceptores. El sistema del PFM sirve como punto de referencia para formar asociaciones en 
favor del estado de derecho, en particular después de las misiones de mantenimiento de la 
paz, fortalecido por el enfoque “Unidos en la Acción” de las Naciones Unidas.

RECUADRO 5.5  Acuerdo del Punto Focal Mundial

El PFM fomenta la coherencia entre el desarrollo, la paz y la seguridad y los pilares políticos, 
manteniendo la paz y la acción humanitaria dentro del sistema de las Naciones Unidas: Mejorar 
la calidad del apoyo del estado de derecho ofrecido por las Misiones de la ONU y el equipo de 
la ONU en el país.

El PFM está activo en 19 países en contextos de transición, operaciones de mantenimiento de 
la paz y emergente mantenimiento de la paz. Los países afectados son Darfur, Haití, Liberia (si­
tuaciones de transición); Afganistán, República Centroafricana, Colombia, RDC, Guinea-Bisáu, 
Irak, Kosovo, Malí, Somalia, Sudán del Sur (operaciones de paz); Burkina Faso, Guinea, Sri Lan­
ka, Gambia, Respuesta de Siria, Yemen (emergente mantenimiento de la paz).

Los actores del PFM: Al DOMP y al PNUD se les ha confiado la responsabilidad conjunta de con­
vocar al sistema de las Naciones Unidas para una respuesta eficaz a las solicitudes a nivel del 
país de importancia para todo el sistema. Los asociados coubicados son la ONU-Mujeres, la 
ACNUDH, la UNODC y otros que pueden aportar su experiencia de acuerdo con sus roles es­
pecializados y mandatos específicos para una respuesta coherente y coordinada.

El PFM proporciona servicios de soporte integral al campo: Asesoramiento en evaluaciones, 
planificación, financiación y asociaciones; conocimiento (p. ej., experiencias comparativas so­
bre transiciones, cómo establecer estructuras integradas de la ONU, estrategias sectoriales, 
fondos fiduciarios de asociados múltiples, marcos de resultados y estrategias de vigilancia y 
evaluación, etc.); y personas (p. ej., despliegues de expertos especializados). A través de eva­
luaciones conjuntas, planificación y programación, el acuerdo del PFM ha apoyado un enfoque 
de “Una ONU” para la asistencia en el estado de derecho, dependiendo principalmente de fi­
nanciación voluntaria y esforzándose por aumentar el impacto a través de una competencia 
reducida, fomentando la innovación y aprovechando la experiencia.
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El PFM prioriza el desarrollo de estructuras institucionales innovadoras para mejorar el apoyo 
al estado de derecho: El PFM ha aprendido que el apoyo al estado de derecho coherente y con 
orientación nacional a menudo se logra mejor a través de una estructura de estado de derecho. 
Por ejemplo, en Somalia, el PFM apoyó el establecimiento de un programa único de reforma 
sectorial nacional integral y priorizado, implementado por un equipo conjunto de la ONU (en 
el que se coubican el personal de varios organismos y trabajan en estrecha colaboración con el 
personal de otras entidades de la ONU a través de proyectos conjuntos). Existe una corriente 
de financiación a través de una ventanilla del Fondo Fiduciario de Asociados Múltiples estable­
cido en virtud del convenio Nuevo Pacto.

Fuente: Naciones Unidas, Folleto Informativo: Punto Focal Mundial para los Aspectos Policiales, Judicia­

les y Penitenciarios (RoL) (Nueva York, 2017). 

Tanto la ONU-Mujeres como el ACNUDH tienen expertos coubicados dentro del acuerdo 
del PFM. En 2013, la ONU-Mujeres coubicó a un experto en género y estado de derecho den­
tro del PFM para facilitar la colaboración entre las sedes del PFM y la ONU-Mujeres y las 
oficinas nacionales y regionales. Los objetivos de las coubicaciones son integrar la expe­
riencia, el conocimiento y la capacidad en asuntos de género y derechos humanos, para 
mejorar el acceso de las mujeres a la justicia y la seguridad en situaciones de conflicto y 
crisis, particularmente en el contexto de la agenda MPS, para ayudar a formular estrategias 
de respuesta a la VSG en las estrategias de protección de los civiles de las Naciones Unidas 
y para garantizar la incorporación de la perspectiva de género y el cumplimiento de los 
puntos de referencia y las políticas de género. Otras asociaciones relacionadas con la pro­
gramación afectada por la crisis incluyen la red de Iniciativa de las Naciones Unidas contra 
la Violencia Sexual en los Conflictos; el Comité Permanente entre Organismos y su Grupo 
de referencia sobre cuestiones de género y asistencia humanitaria; y el Marco de Asocia­
ción de las Naciones Unidas y el Banco Mundial para las Situaciones de Crisis y Poscrisis. 

De igual manera, la asistencia constitucional requiere el despliegue de una combinación de 
experiencia de todo el sistema de las Naciones Unidas. La Nota Orientativa del Secretario 
General sobre la Asistencia de las Naciones Unidas a los procesos de redacción de cons­
tituciones sugiere que este debería ser un esfuerzo de colaboración en la movilización y 
coordinación de los conocimientos especializados necesarios en virtud del mecanismo 
de convocatoria del Grupo de Coordinación y Apoyo sobre el Estado de Derecho, presidi­
do por el Vicesecretario General y apoyado por la Dependencia del Estado de Derecho, ac­
tualmente ubicada en la Oficina del Secretario General. Los detalles específicos cubren: 
facilitación política (Departamento de Asuntos Políticos/DOMP); asesoramiento procedimen­
tal y sustantivo en procesos de paz, y sistemas y procesos electorales (Departamento de 
Asuntos Políticos); gobernanza (PNUD); asuntos jurídicos (Oficina de Asuntos Jurídicos); 
derechos humanos (ACNUDH); mujeres, niños y grupos vulnerables y marginados (UNICEF, 
ONU-Mujeres y ACNUDH); refugiados, personas desplazadas y apátridas, así como la pre­
vención y reducción de la apatridia (ACNUR); e información pública (Departamento de In­
formación Pública).20

Además, el sistema de las Naciones Unidas está unificado en su apoyo a los temas relacio­
nados con los ODS. La Alianza Mundial para el Reporte del Progreso sobre Sociedades 
Pacíficas, Justas e Inclusivas (Alianza Mundial) existe para ayudar a los gobiernos a em­
prender la planificación en todos los aspectos del ODS 16 y las metas e indicadores relacio­
nados presentes en la Agenda 2030, incluido el acceso de las mujeres a la justicia. Es faci­
litado por cuatro organismos de la ONU (el PNUD, la Organización de las Naciones Unidas 
para la Educación, la Ciencia y la Cultura, la UNODC y la ACNUR) y es gestionado por sie­
te Estados Miembros de las Naciones Unidas,21 tres grandes empresas mundiales22 y tres 
OSC,23 en estrecha colaboración con más de treinta otros organismos de la ONU, Estados 
miembros, grupos del sector privado y OSC. Juntos, los miembros y asociados de la Alianza 

http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/democratic-governance/access_to_justiceandruleoflaw/fact-sheet--global-focal-point-for-police--justice-and-correctio.html
http://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/democratic-governance/access_to_justiceandruleoflaw/fact-sheet--global-focal-point-for-police--justice-and-correctio.html
http://www.un.org/sexualviolenceinconflict/about-us/about-the-office/
http://www.un.org/sexualviolenceinconflict/about-us/about-the-office/
https://interagencystandingcommittee.org/
http://siteresources.worldbank.org/EXTLICUS/Resources/UN-WBFramework.pdf
http://siteresources.worldbank.org/EXTLICUS/Resources/UN-WBFramework.pdf
https://www.un.org/ruleoflaw/files/Guidance_Note_United_Nations_Assistance_to_Constitution-making_Processes_FINAL.pdf
https://www.un.org/ruleoflaw/files/Guidance_Note_United_Nations_Assistance_to_Constitution-making_Processes_FINAL.pdf
https://www.un.org/ruleoflaw/files/Guidance_Note_United_Nations_Assistance_to_Constitution-making_Processes_FINAL.pdf
https://sdgresources.relx.com/ga/resources
https://sdgresources.relx.com/ga/resources
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Mundial operan una plataforma de coordinación única que permite a los Estados Miembros 
de las Naciones Unidas aprovechar los procesos de planificación, seguimiento y presenta­
ción de informes para garantizar que el acceso de las mujeres a la justicia y otras estrate­
gias esenciales para promover la paz, la justicia y la inclusión se integren en el núcleo de 
los sistemas nacionales de desarrollo.24 El trabajo de la Alianza Mundial incluye apoyar to­
das las tareas esenciales para garantizar que el acceso de las mujeres a la justicia se refleje 
bien en los marcos nacionales de planificación, seguimiento y presentación de informes. 
Estas tareas incluyen:

•	 Identificación, reunión y análisis de datos desglosados relevantes.

•	 Organización de consultas con múltiples partes interesadas para permitir que todas 
las partes de la sociedad, incluidas las comunidades, el gobierno local, las OSC, el sec­
tor privado y la academia nacional, identifiquen las prioridades compartidas.

•	 Desarrollo de planes nacionales de base empírica y formulados nacionalmente y mar­
cos de supervisión y evaluación con componentes sólidos para promover la paz, la jus­
ticia y la inclusión. 

•	 Dotación de herramientas de análisis y visualización de datos que, al hacer que los da­
tos sean accesibles y utilizables para personas no profesionales de la estadística, garan­
tizan que los datos puedan informar la política y la programación.

•	 Establecimiento y funcionamiento de estructuras de coordinación vertical y horizontal 
para permitir que el gobierno, la sociedad civil, el sector privado, la academia nacional, 
las Naciones Unidas y otros actores internacionales apoyen conjuntamente la planifi­
cación, la vigilancia, la presentación de informes y la aplicación de iniciativas efectivas 
para promover la paz, la justicia y la inclusión, incluido el acceso de las mujeres a la jus­
ticia como una estrategia probada y efectiva para lograr el ODS 16 y la Agenda 2030 
completa. 

Relacionados con el trabajo de la Alianza Mundial se encuentran los Pioneros para Socieda­
des Pacíficas, Justas e Inclusivas, que son convocados por los gobiernos de Brasil, Sierra 
Leona y Suiza y facilitados por el Centro sobre la Cooperación Internacional de la Univer­
sidad de Nueva York. Reúne a los Estados Miembros, las organizaciones internacionales, las 
asociaciones mundiales, la sociedad civil y el sector privado para promover la aplicación del 
ODS 16. La iniciativa Pioneros sirve como plataforma para generar mayores compromisos 
con la paz, la justicia y la inclusión y, en este contexto, lanzó La hoja de ruta para sociedades 
pacíficas, justas e inclusivas: Un llamado a la acción para cambiar nuestro mundo durante 
la 72a sesión de la Asamblea General de las Naciones Unidas para ampliar la voluntad polí­
tica, el impulso, la coherencia, la innovación, los resultados y la presentación de informes.

Fuera de estos acuerdos formales, también es posible 
que los organismos de la ONU aprovechen los recur­
sos técnicos y financieros para lograr un objetivo co­
mún, particularmente a través de la programación con­
junta del estado de derecho entre los organismos de 
la ONU tanto en los países del PFM como en los que 
no pertenece a él. Entre estos se encuentran las aso­
ciaciones en Liberia y el Estado de Palestina (consulte 
el Recuadro A.5.4 en los apéndices). La programación 
futura también debería explorar posibles asociaciones 
entre el UNICEF, el UNFPA y la ONU-Mujeres en el es­
tablecimiento de tribunales que podrían servir como 
foros para dirimir múltiples asuntos, como casos fami­
liares, violencia doméstica, casos de justicia de meno­
res y delitos sexuales.

Arriba: Una niña heiltsuk sostiene uno de 

los remos de la “glwa”, la canoa de los 

heiltsuk. © Foto de la ONU/John Isaac.
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http://planipolis.iiep.unesco.org/sites/planipolis/files/ressources/afghanistan_undaf_2015-2019.pdf
https://ims.undg.org/downloadFile/f459edffa73e0198f2b46081ed7b9824fe026576222c96c52bc51b951c37e869
https://ims.undg.org/downloadFile/f459edffa73e0198f2b46081ed7b9824fe026576222c96c52bc51b951c37e869
http://et.one.un.org/content/dam/unct/ethiopia/docs/Final%20UNDAF%202016-2020%20for%20web.pdf
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Marcos estratégicos integrados 	

RECUADRO A.5.1  ISF de Somalia

Prioridad 1: las leyes de prioridad fundamental en el marco jurídico, incluida la reorganización del 

poder judicial, se ajustan a la Constitución y las normas internacionales: Un sistema judicial eficiente, 
efectivo y transparente será un elemento importante en el establecimiento del estado de derecho en 
Somalia. La ONU apoyará al Gobierno Federal de Somalia en la formación de la capacidad y la eficien­
cia del Ministerio de Justicia y Asuntos Constitucionales para liderar reformas efectivas de las leyes 
prioritarias y desarrollar aún más un marco jurídico basado en los derechos humanos. Esto incluirá la 
reorganización del poder judicial, el establecimiento de instituciones de justicia independientes, respon­
sables y eficientes, capaces de atender las necesidades en materia de justicia de todas las personas, 
independientemente de su edad, género y clan, en cumplimiento de las normas y estándares de dere­
chos humanos y de la Constitución. 

Prioridad 2: las instituciones de justicia comienzan a abordar las injusticias y reclamaciones principa­

les de los somalíes: La ONU brindará apoyo al Gobierno Federal de Somalia para coordinar esfuerzos 
en las áreas de justicia e instituciones penitenciarias. Se prestará atención específica al establecimiento 
de instituciones de justicia según lo previsto en la Constitución, mediante el establecimiento de un sis­
tema funcional de gestión de casos, la provisión de apoyo para el pago regular de los salarios a los ac­
tores de la justicia y penitenciarios, el fortalecimiento de la capacidad de las instituciones de justicia y 
penitenciarias, y el apoyo para la prestación de asistencia técnica al proceso legislativo de elaboración 
de proyectos de ley, leyes y el marco regulatorio necesario. 

Prioridad 3: más somalíes tienen acceso a una justicia imparcial y asequible: La ONU promoverá el 
acceso a la justicia a través de un enfoque múltiple. Se centrará en la consolidación de las instituciones 
... el establecimiento de sistemas que cumplan con las normas de derechos humanos y los sistemas de 
rendición de cuentas y supervisión, así como la prestación de asistencia jurídica. El imperativo de toda 
la programación será garantizar que las mujeres y los grupos vulnerables, como los niños, los despla­
zados internos (DI) y los refugiados/repatriados, estén debidamente protegidos y sean considerados 
adecuadamente en todos los niveles de estrategia y toma de decisiones. La ONU fomentará el diálogo 
en torno a los posibles vínculos entre [el] sistema de justicia formal y los mecanismos de justicia tradi­
cionales.

Fuente: Naciones Unidas de Somalia, Marco estratégico integrado 2014-2015, pág. 8, (2014).

El ciclo de programación de los UNCT 

Aplicación

RECUADRO A.5.2  Programación en Marruecos para integrar el trabajo social y la justicia familiar

De 2010 a 2014, la oficina plurinacional de la ONU-Mujeres en Marruecos desarrolló un proyecto nacio­
nal como parte del programa mundial de Género y Gobernanza Democrática, apoyado por el Gobierno 
de Noruega y la Agencia Catalana para el Desarrollo. En la primera fase del proyecto, se utilizaron en­
cuestas de satisfacción de las personas usuarias y un mayor apoyo a los trabajadores sociales para 
elaborar una Carta sobre la reforma del sistema judicial. La Carta incluía el acceso y la calidad de los 
servicios para las mujeres y cubría los niveles nacionales y locales, en asociación con el Ministerio de 
Justicia y Libertades, instituciones centradas en las cuestiones de género, OSC y cinco secciones piloto 
de las divisiones de justicia familiar. Además de las mejoras institucionales concretas, los resultados 
logrados por el programa de Género y Gobernanza Democrática fortalecieron la asociación entre la 
ONU-Mujeres y el Ministerio de Justicia y Libertades. En particular, el Ministerio de Justicia ha institu­
cionalizado la posición de los trabajadores sociales judiciales para mejorar el uso y el acceso de las mu­
jeres a los servicios de justicia familiar. 

Fuente: ONU-Mujeres, “Examen de los informes anuales”, (2015). (Inédito).

https://unsom.unmissions.org/sites/default/files/old_dnn/docs/Somalia%20ISF%202014-2016%20FINAL%20signed.pdf
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Seguimiento y presentación de informes

RECUADRO A.5.3  Indicadores que miden el progreso de la administración de justicia por sexo en el 

Tribunal de Familia y el Tribunal de Violencia Familiar de Samoa

1.	 Número de causas interpuestas
2.	 Número de casos resueltos
3.	 Tasa de efectividad
4.	 Respeto de plazos
5.	 Pendiente: Tasa de abandonos
6.	 Antigüedad del rezago
7.	 Resultado
8.	 Órdenes
9.	 Tasa de asistencia
10.	Eficiencia del volumen de trabajo
11.	 Calidad de los datos

Fuente: ONU-Mujeres, “Informe de actualización de seguimiento y evaluación del Tribunal de Familia y el Tribunal 

de Violencia Familiar de Samoa”, (2015). Preparado por Loretta Pupualii. (Inédito). 

Cuestiones intersectoriales a considerar  

durante la aplicación 

RECUADRO A.5.4  Asociaciones de las Naciones Unidas en Liberia y el Estado de Palestina

Liberia: PNUD, UNFPA, ACNUR, UNICEF, ONU-Mujeres, OMS y la Misión de las Naciones Unidas  

en Liberia 

La violencia sexual y de género (VSG) fue un problema generalizado en Liberia durante la guerra civil 
y sigue siendo un problema muy extendido. La violencia sexual, incluida la violación, representó el 
73.9 % de los delitos sexuales durante el conflicto en Liberia y el 13 % después del conflicto. Los delitos 
sexuales han sido el principal delito denunciado a la policía de Liberia y, en 2007, el 46 % de los ca­
sos de violación denunciados a la Policía Nacional de Liberia (PNL) involucró a menores de 18 años. Los 
altos niveles de casos relacionados con la VSG en Liberia, junto con la priorización de la VSG dentro de 
la Estrategia para la Reducción de la Pobreza (ERP) interina del gobierno, requirieron un enfoque más 
integral para abordar la VSG en Liberia.

El Programa Conjunto del Gobierno de Liberia/las Naciones Unidas para Prevenir y Combatir la VSG se 
diseñó en 2008 como respuesta a la alta prevalencia de la VSG en el país durante y después de la gue­
rra, especialmente la violencia sexual y doméstica. ... Seis organismos se unieron para iniciar el progra­
ma conjunto sobre género ... [que] también brindó una oportunidad para que las Naciones Unidas pro­
baran ‘Unidos en la Acción’ a través del trabajo conjunto. 

Los resultados específicos se diseñaron de acuerdo a cada uno de los cinco pilares de la Fase 1, con 
cada pilar liderado por un organismo de las Naciones Unidas. Las áreas donde las prioridades no se cu­
brieron adecuadamente en la Fase 1 se identificaron e integraron en el diseño de la Fase 2, por ejemplo, 
la necesidad de extender el alcance a las comunidades y pasar de la prestación de servicios a las per­
sonas supervivientes de la VSG (enfoque de la Fase 1) a un mayor enfoque en la promoción para reducir 
las prácticas tradicionales nocivas, el aumento de las redes comunitarias y el fomento de la participa­
ción de los hombres, así como las estrategias de prevención de la VRG a nivel comunitario, el desarrollo 
de capacidades de los agentes de protección y el establecimiento de estrategias preventivas dirigidas 
por la comunidad, como la legislación y la capacitación de más miembros de la sociedad (Fase 2). Los 
resultados incluyen:

•	 Las capacidades fortalecidas de los garantes de los derechos para proporcionar servicios y apoyo a 
las personas supervivientes de la VSG a través de una serie de capacitaciones, han mostrado el de­
sarrollo de habilidades relevantes entre los trabajadores de la salud y los orientadores.
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•	 Mayor protección para las personas supervivientes de VSG, incluido el establecimiento de refugios 
seguros para supervivientes en diferentes partes del país, a través del modelo de hogares segu­
ros,25 que se acompaña con el enfoque integrado que se está adoptando para vincular a las perso­
nas supervivientes de la VSG con las iniciativas de empoderamiento económico.

•	 Procedimientos y sistemas reforzados para el manejo de las personas supervivientes de la VSG, 
que están comenzando a garantizar que los servicios de prevención de la VSG se optimicen en  
Liberia, incluido el desarrollo y despliegue de los procedimientos operativos estándar para los ser­
vicios de prevención de la VSG, y vías de remisión para el apoyo psicosocial. 

•	 Mayor conciencia pública sobre la VSG. Las campañas de información han sido una idea central del 
programa a nivel nacional, provincial y comunitario. El aumento de la conciencia pública sobre la 
VSG ha llevado a una mayor participación de la comunidad contra la VRG, la denuncia de la VRG y 
la puesta en marcha de iniciativas como la denuncia a través de teléfono celular y el establecimien­
to de observatorios a nivel provincial.

•	 Un sistema de justicia fortalecido para las personas supervivientes de la VSG que ha apoyado el 
procesamiento de delitos de violación (después de la promulgación y enmienda de la ley sobre la 
violación) y el establecimiento del Tribunal Penal “E” dedicado al enjuiciamiento de delitos de VSG. 
Estas iniciativas brindan cierto nivel de protección a las personas supervivientes. 

Estado de Palestina: Programación conjunta del PNUD/ONU-Mujeres 

En el Estado de Palestina, el frágil estado de derecho afecta negativamente las vidas de toda la pobla­
ción, con repercusiones para los grupos vulnerables, incluidas las mujeres y los niños. La capacidad 
insuficiente y la falta de coordinación entre los actores de la justicia, la seguridad y la protección exa­
cerban las deficiencias y ambigüedades en los marcos jurídicos de la Cisjordania, la Franja de Gaza y 
Jerusalén Oriental. Estos factores interactúan con las normas culturales discriminatorias afectando el 
funcionamiento y la eficiencia del sistema del estado de derecho, especialmente para las mujeres.  

El desarrollo y la aplicación a gran escala del programa conjunto del PNUD y la ONU-Mujeres, “Fortale­
cimiento del estado de derecho en el Territorio Palestino Ocupado: Justicia y seguridad para el pueblo 
palestino” (2014-2017) creó un vehículo programático para lograr un cambio sistémico en todo el sec­
tor del estado de derecho. El programa conjunto ofrece un enfoque integral para la asistencia al estado 
de derecho que está vinculado a los sectores de la justicia y la seguridad, y presta gran atención a la 
integración de la gobernanza del sector de seguridad y las intervenciones de rendición de cuentas como 
parte de un enfoque sincronizado del estado de derecho. Las intervenciones del programa amplían los 
esfuerzos para aumentar el acceso de las mujeres a la justicia, incluso brindando apoyo a los tribunales 
islámicos para el desarrollo de capacidades, colaborando con actores y procesos de la justicia informal 
para aumentar la observación de las normas internacionales y vigilar su impacto sobre las mujeres y las 
niñas. Para eliminar la discriminación contra las mujeres, todo el sistema de justicia y seguridad debe 
tener en cuenta las cuestiones de género. Se deben proporcionar servicios especializados para mujeres 
y niñas supervivientes de la violencia. El programa conjunto ofrece una plataforma para abordar ambas 
áreas. La estrecha colaboración entre los organismos de la ONU garantiza que todas las actividades ins­
trumentadas atiendan la perspectiva de género y aumenta las posibilidades de llegar a más asociados 
en materia de justicia y seguridad no tradicionales. El equipo de la ONU-Mujeres brinda apoyo al go­
bierno y a los asociados de las OSC para hacer frente a la violencia contra las mujeres mediante el au­
mento de la receptividad a las cuestiones de género en la cadena de justicia, a través del apoyo a los 
servicios especializados dentro de la policía, la fiscalía pública y el poder judicial. 

Fuentes: ONU-Mujeres, Resumen del informe del estudio del caso: Evaluación conjunta de programas conjuntos 

sobre igualdad de género en el sistema de las Naciones Unidas: Programa conjunto para prevenir y combatir la 

violencia sexual y de género en Liberia, págs. 6-9, 13, 23, (Nueva York, 2013) y ONU-Mujeres del Estado de Pales­

tina, “Programas conjuntos para promover el estado de derecho y el acceso de las mujeres a la justicia: la expe­

riencia de Palestina”, (2016). (Inédito).

https://gate.unwomen.org/EvaluationDocument/Download?evaluationDocumentID=3717
https://gate.unwomen.org/EvaluationDocument/Download?evaluationDocumentID=3717
https://gate.unwomen.org/EvaluationDocument/Download?evaluationDocumentID=3717
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Apéndice II: Recursos adicionales

•	 Craig Valters, Clare Cummings y Hamish Nixon, ODI, Poniendo el aprendizaje en el centro, pro­
gramación del desarrollo adaptativo en la práctica, (2016)

•	 Rachel Kleinfeld, Carnegie Endowment for International Peace, Mejora del diseño y la evalua­
ción de la asistencia para el desarrollo, plan para veleros, no para trenes, (2015)

•	 Matt Andrews, Lant Pritchett, Salimah Samji y Michael Woolcock, OCDE, Desarrollo de capa­
cidades al obtener resultados: Poner en práctica los principios de Adaptación iterativa centra­
da en la solución de problemas (PDIA), (2015)

•	 OIT, Integración de la igualdad de género en el seguimiento y evaluación de proyectos: Nota 
Orientativa 4, (2014)

•	 David Booth y Sue Unsworth, ODI, Desarrollo políticamente inteligente con dirección local, 
(2014)

•	 UNODC, Nota orientativa para el personal de la UNODC, Incorporación de la perspectiva de 
género en el trabajo de la UNODC, (2013)

•	 Grupo de Evaluación de las Naciones Unidas, Integración de los derechos humanos y la igual­
dad de género en las evaluaciones: hacia la orientación del UNEG, (2011)

https://www.odi.org/sites/odi.org.uk/files/resource-documents/10401.pdf
https://www.odi.org/sites/odi.org.uk/files/resource-documents/10401.pdf
http://carnegieendowment.org/files/devt_design_implementation.pdf
http://carnegieendowment.org/files/devt_design_implementation.pdf
https://bsc.cid.harvard.edu/files/bsc/files/governance_notebook_2.3_andrews_et_al.pdf
https://bsc.cid.harvard.edu/files/bsc/files/governance_notebook_2.3_andrews_et_al.pdf
https://bsc.cid.harvard.edu/files/bsc/files/governance_notebook_2.3_andrews_et_al.pdf
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_mas/---eval/documents/publication/wcms_165986.pdf
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_mas/---eval/documents/publication/wcms_165986.pdf
https://www.odi.org/sites/odi.org.uk/files/odi-assets/publications-opinion-files/9204.pdf
http://www.un.org/womenwatch/directory/docs/UNODC-GuidanceNote-GenderMainstreaming.pdf
http://www.un.org/womenwatch/directory/docs/UNODC-GuidanceNote-GenderMainstreaming.pdf
http://www.uneval.org/document/detail/980
http://www.uneval.org/document/detail/980
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NOTAS FINALES

1	 Consulte el GNUD, Directrices del Marco de Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo pág. 20, 

(Nueva York, 2017).

2	 Ibid., pág. 9-12.

3	 Resolución 71/243 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Revisión cuadrienal amplia de la 

política relativa a las actividades operacionales del sistema de las Naciones Unidas para el desarrollo, 

párr. 9, 21 de diciembre de 2016, A/RES/71/243.

4	 GNUD, Directrices del Marco de Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo, pág. 4.

5	 El documento del ISF debe incluir los principales hallazgos de las evaluaciones integradas del conflicto. 

Para obtener más información acerca del proceso de las Naciones Unidas para realizar evaluaciones 

integradas consulte el Módulo 1 y el Manual de evaluaciones integradas y planificación de las Naciones 

Unidas, págs. 71-83, (Nueva York, 2013).

6	 El ISF puede contribuir al MANUD o viceversa, puede ser necesario un solo documento si se cumplen los 

requisitos de ambos marcos. Para obtener más información consulte GNUD, Directrices del Marco de 

Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo, pág. 15.

7	 Ibid. “Una Presencia Integrada de las Naciones Unidas significa que hay una operación de mantenimiento 

de la paz multidimensional o una misión política especial con base en el campo implementada junto con 

un UNCT”.

8	 Los pactos son mecanismos de planificación, seleccionados entre las múltiples partes interesadas y el 

público, y revisados anualmente para asegurar la armonización, la coordinación de los donantes y la 

reducción de la duplicación y la fragmentación de la programación.

9	 Diálogo Internacional sobre la Consolidación de la Paz y del Estado, Nuevo acuerdo para el compromiso 

en Estados frágiles, Cuarto Foro de Alto Nivel sobre la Eficacia de la Ayuda, Busan, Corea, 30 de 

noviembre de 2011, pág. 2, (2011).

10	 Los MANUD se instituyeron en 1997, como parte de las reformas dirigidas por el Secretario General Kofi 

Annan.

11	 Se definen los resultados, se elabora una matriz de resultados del programa y se prepara un marco de 

seguimiento y evaluación con resultados y productos específicos, medibles, alcanzables, realistas y 

sujetos a plazos, que comprenden indicadores, bases de referencia, metas y medios de identificación. Las 

entidades de las Naciones Unidas contribuyen al logro de esos objetivos al realizar actividades en 

consonancia con sus mandatos y sus ventajas comparativas. Para obtener más información consulte 

GNUD, Directrices del Marco de Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo.

12	 Con el fin de llevar a cabo un análisis exhaustivo de la situación del entorno favorable, la evaluación 

también podría basarse en la UNODC, “El género en el sistema judicial penal”, en Conjunto de instrumen-

tos de evaluación de la justicia penal, (Nueva York, Naciones Unidas, 2010).

13	 Consulte Teresa Marchioni, Un marco para medir el acceso a la justicia, incluidos los desafíos específicos 

a los que se enfrentan las mujeres, (Nueva York, 2015). Informe encargado por ONU-Mujeres elaborado 

en asociación con el Consejo de Europa.

14	 Se adopta un número sustancial de estas consideraciones de la Nota práctica del acceso a la justicia, 

nota práctica del PNUD, (Nueva York, 2004).

15	 Para consultar los 10 principios sobre el uso y el desarrollo eficaces de la capacidad nacional en situacio­

nes posteriores a conflictos, vea la Nota de orientación de las Naciones Unidas para el uso y desarrollo 

eficaces de la capacidad nacional en situaciones posteriores a conflictos de las Naciones Unidas, págs. 

6-13, (Nueva York, 2013).

16	 Ibid., pág. 34.

17	 Ibid., págs. 6-12, 33-34.
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18	 Ibid., págs. 2-4 y consulte Matt Andrews, Lant Pritchett, Salimah Samji y Michael Woolcock, Creación de 

capacidad mediante la obtención de resultados: puesta en práctica de los principios de adaptación 

iterativa impulsada por el problema (PDIA), Manual del Profesional de la Gobernabilidad: Ideas y 

enfoques alternativos, pág. 125-126, 128, (París, OCDE, 2015).

19	 Asamblea General de las Naciones Unidas y Consejo de Seguridad, Informe del Secretario General, 

Consolidación de las paz y sostenimiento de la paz, párr. 5, 18 de enero de 2018, A/72/707–S/2018/43.

20	 Nota Orientativa del Secretario General de las Naciones Unidas, Asistencia de las Naciones Unidas a los 

procesos de elaboración de constituciones, pág. 7, (Nueva York, 2009).

21	 Cabo Verde, México, Noruega, Catar, Sierra Leona, Túnez y el Reino Unido.

22	 Deloitte Ltd., LexisNexis y White & Case LLP.

23	 Centro de Cooperación Internacional de la Universidad de Nueva York, Red de transparencia y responsa­

bilidad y Federación Mundial de Asociaciones pro Naciones Unidas.

24	 Consulte RELX Group, SDG Resource Center, “Alianza global: Informe sobre paz, justicia e inclusión”, 

(2018), disponible en https://sdgresources.relx.com/ga/resources (consultado el 15 de marzo de 2018) o 

póngase en contacto con SDG16alliance@undp.org.

25	 El modelo de hogares seguros es un enfoque innovador para proporcionar espacios seguros a las 

mujeres en comunidades más pequeñas que no pueden proporcionar un servicio de refugio completo. 

Consulte Women in Cities International, Premios Seguridad para la Mujer 2004: Compendio de buenas 

prácticas, pág. 12, (Montreal, 2004).

https://sdgresources.relx.com/ga/resources
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